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NOTA PRELIMINAR

La presente obra recoge, en lo esencial, la tesis doctoral elaborada 
por su autora en el Departamento de Derecho Administrativo de la 
Universidad Nacional de Educación a Distancia bajo la dirección del 
profesor Ramón Parada y defendida en su Facultad de Derecho el 
18 de diciembre de 2000. La tesis mereció la calificación de apto cum 
laude, ajuicio del Tribunal que la juzgó presidido por el profesor Rafael 
Gómez-Ferrer y compuesto por los profesores Joaquín Ferret, Enri­
que Argullol, Luis Martín Rebollo y Laurant Coudroy de Lille. 
Desde aquí agradezco sinceramente su presencia en la defensa y lectura 
de la tesis, así como los acertados comentarios y sugerencias que hicie­
ron en el curso de la misma que me han permitido corregir y enriquecer 
este trabajo. No quisiera dejar fuera de estos agradecimientos a dos 
profesores, miembros suplentes del tribunal, grandes especialistas en 
esta materia, Javier García-Bellido y Ángel Menéndez Rexach, que 
han respaldado en todo momento mis investigaciones a pesar de que 
en ocasiones por mi falta de comunicación, en especial con el primero, 
se haya podido crear algún distanciamiento involuntario.

La tesis doctoral titulada «Urbanismo de obra pública y derecho 
a urbanizar en Francia y España (Análisis comparado desde las apor­
taciones de G. E. Haussmann e Ildefonso Cerdá)» tiene su origen en 
las conversaciones mantenidas con el profesor Parada, mí maestro 
y padre intelectual, en momentos anteriores a mi incorporación como 
becaria de investigación en el Departamento de Derecho Adminis­
trativo de la UNED. Don Ramón había descubierto la figura de Ilde­
fonso Cerda, sus planteamientos revolucionarios en cuanto a la gestión 
y ejecución del urbanismo, y por ello llevó a cabo una nueva redacción 
de su Manual de Derecho administrativo en lo que se refiere a los capí­
tulos de Urbanismo. Por aquel entonces, y conociendo mi previa espe- 
cialización en Derecho urbanístico, me animó a adentrarme en los
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entresijos no sólo jurídicos, sino históricos, económicos y sociales del 
urbanismo decimonónico, del urbanismo de ensanche.

Sin embargo, iniciada la investigación y estudiadas las obras de 
Cerdá, sus constantes referencias al modelo francés (a las reformas 
que el barón Haussmann estaba acometiendo en París) me llevaron 
a plantear ia necesidad de redoblar el planteamiento de la investigación 
con un estudio comparado del modelo urbanístico francés que arran­
cara en el período haussmanniano y que culminara, aunque en aquellos 
momentos no lo sabía, con la reciente ley para la solidaridad y la reno­
vación urbana de diciembre de 2000.

Y así, aunque salvata distantia, partí a París, a! prestigioso Instituí 
d'Urbanisme de París, como Cerdá lo hiciera en su momento, y de 
la mano del profesor Cuodroy de Tut.t.e me adentré en los entresijos 
del urbanismo decimonónico francés y en los problemas actuales del 
mismo, en un período que supuso para mí una experiencia intelectual 
y humana irrepetible de la que aún sigo obteniendo frutos provechosos.

Por último, y aunque existen cauces mejores para expresar deter­
minados agradecimientos, no quisiera desaprovechar esta oportunidad 
para agradecer a todos aquellos que han ido detrás y delante de mí 
en la realización de esta investigación, en especial a Antonio, mi mari­
do, por su apoyo logístico e informático, su paciencia y su capacidad 
para escuchar mis interminables monólogos sobre, el derecho a urba­
nizar. A mis padres y mis abuelos por fomentar y alentar mi vocación 
investigadora y universitaria, y —cómo no— al profesor Parada, pues 
es un privilegio estar “a sus órdenes”, que son pocas, a sus intuiciones, 
que son sabias, y a sus consejos, siempre valiosos.

Madrid, mayo de 2001.
M. L.-T.
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Decía Carnelutti que cuantas más leyes se hacen peor se hacen. 
Lo mismo podría afirmarse de los frutos doctrinales, a la vista de tanto 
artículo y libro pretendidamente científicos, tan repetidos unos de otros, 
hechos en comandita por los ordenadores de diversos autores. En Derecho 
urbanístico sufrimos una auténtica inundación de leyes y de publicaciones 
que nada aclaran y nada proponen para remediar el caos normativo, 
jurisprudencial y doctrinal, lo que desgraciadamente viene como anillo 
al dedo para justificar y encubrir una realidad cada vez más desoladora. 
Cierto es que este fenómeno degradativo afecta también a otras materias, 
pero en ninguna es tan irremediable como en la acción administrativa 
sobre el territorio, en el que deja para siempre las heridas de la fealdad, 
del desorden, sin que por ello —ni por ese exorbitante precio— consiga 
cumplir con el mandato constitucional de dar a cada ciudadano la posi­
bilidad de acceder a una vivienda digna. Los precios del suelo suben 
deforma imparable.

Hay, pues, que abandonar el papanatismo reverencial al legislador, 
a la jurisprudencia, sobre todo si viene del más Alto Tribunal, ül que 
debemos, entre otras lindezas, diecisiete Derechos urbanísticos para una 
sola nación y territorio —algo inaudito para los que nos rodean: por­
tugueses, franceses o italianos— y volver a repensar el urbanismo desde 
la inocencia de la razón, prescindiendo de tanto arbusto normativo, juris­
prudencial o doctrinal que impide ver los problemas reales y ahoga toda 
esperanza.

Justamente eso es lo que afronta la autora de este libro que, con 
técnica psicoanalítica, nos sitúa en los orígenes, la infancia del urbanismo 
en España y Francia, de la mano de sus padres fundadores: nuestro Ilde­
fonso CERDÁy el barón Haussmann, en Barcelona y París como espléndidas 
realidades urbanas.
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Marta Lora-Tamayo precisa las relaciones y diferencias entre uno y 
otro. Don Ildefonso —son sus palabras— «viajó a París y estudió la forma 
en que estaban llevándose a cabo las reformas de la “ciudad de la luz’’ 
por el emperador Napoleón I I I y  su brazo derecho el barón Haussmann, 
admiró sus resultados; alabó alguna de las técnicas empleadas para su 
concepción —como la expropiación por zonas laterales mediante con­
cesión— y criticó el método complementario de financiación de las mis­
mas con la contratación de enormes empréstitos. Cerda es algo más que 
un imitador del barón, el azote de los propietarios parisinos. Es el primer 
científico del urbanismo en España que lo afronta como una ciencia 
interdisciplinar: desde el Derecho, la construcción, la economía, socio­
logía...». Una visión propia de aquellos cuerpos de ingenieros politécnicos 
(como el nuestro de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos) senadores 
del Estado, que se sentían responsables de los servicios públicos y de 
la doctrina que les era propia. Reúne este ilustre catalán y español uni­
versal, como dice la autora, las tres pasiones que elevan la estatura de 
un hombre a la categoría de gran humanista, de persona integral: la pasión 
ética, ante todo, que le lleva a exigir procedimientos administrativos basa­
dos en la publicidad y en la subasta; la pasión social, que revela a un 
hombre preocupado por el bienestar social de la población obrera, apa­
sionadamente angustiado por crear alojamientos dignos en una nueva 
ciudad, y, en fin, la pasión científica, a la que debemos su obra escrita 
sobre la construcción y la viabilidad urbana.

Pero Cerda, además de funcionario, ingeniero politécnico, es, como 
catalán ilustrado, un romántico, un individualista y un componedor que 
se fía de la iniciativa privada. Por ello, además del urbanismo como obra 
pública, expropiación pura y dura, pone las bases del urbanismo de los 
propietarios, el urbanismo actuado a través de lo que ahora conocemos 
como juntas de compensación. Cierto que lo hace sobre la base de exigir 
que éstos contribuyan, como beneficiarios futuros, a los gastos de urba­
nización.

En Cerdá está, pues, ya la formulación de esos dos modelos jurí- 
dico-urbanísticos antagónicos, consecuencia de que se considere el dere­
cho a urbanizar, ele crear o modificar la ciudad, un servicio público mono- 
pólico (sin perjuicio de la técnica concesional) o, por el contrario, se 
parta de que es una facultad más del derecho de la propiedad privada. 
Urbanismo de obra pública frente a urbanismo como obra privada.

Si urbanizar es una potestad pública (algo más que “función pública” 
interventora sobre la actividad de los propietarios) la decisión sobre el 
“cuándo”, el “cómo”y el “cuánto” de la urbanización y edificación coires- 
ponde a la Administración. Si, por el contrario, urbanizar es una facultad 
más de la propiedad privada, serán los propietarios a los que corresponde 
el negocio de la gestión de la nueva ciudad y la atribución de todo o 
parte de las plusvalías que, como obra privada y no pública, se deriven 
del planeamiento, unas plusvalías que, en todo caso, estarán presentes
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en el justiprecio de los terrenos si la gestión la lleva a cabo mediante 
expropiación.

La obra de Marta Lora-Tamayo aclara la tensión entre estas dos 
formas de entender el urbanismo, tanto en España como en Francia. 
Su conclusión es que en ambos países el descarte del urbanismo como 
obra pública —que implica, reiteramos, el reconocimiento del derecho 
de urbanizar en los propietarios— se ha impuesto con la erradicación 
de la expropiación pura y dura, la técnica estelar en el siglo xix, para 
ampliar o renovar la ciudad. En Francia, nos dice la autora, los elegidos 
locales son conscientes de la impopularidad que les ocasionaría la uti­
lización inconsiderada o abusiva de esta prerrogativa regaliana, impres­
cindible cuando se trata de grandes operaciones de infraestructura o cuan­
do se considera necesaria para vencer las injustificadas resistencias de 
los propietarios. Por ello ha sido sustituida progresivamente por la uti­
lización del derecho de tanteo (préemption) sobre extensas zonas, como 
forma de adquisición de terrenos necesarios para la urbanización.

Para el Derecho español es claro que la marginación de la expro­
piación forzosa, y con ella del urbanismo de obra pública, es debida a 
una concepción generosa de la propiedad inmobiliaria que incluyó el dere­
cho del propietario a ser indemnizado de la privación no sólo de su terreno 
considerado como una propiedad, rústica, sino también del derecho a 
edificar en los términos previstos por el Plan. El Plan se convirtió así 
en dispensador de plusvalías y bloqueó económicamente la posibilidad 
de la acción pública urbanística. Esa es justamente la abismal diferencia 
entre la Ley de Expropiación Forzosa de 1879, que no permitía más que 
una valoración rústica de los terrenos, y la Ley del Suelo de 1956, que 
incluye en el justiprecio la plusvalía urbanizadora. En consecuencia, de 
nada sirvió —ni sirve— que la legislación contemple la expropiación como 
una forma de gestión del urbanismo, porque su financiación se ha hecho 
imposible, amén de que la regulación legal del justiprecio (frente a la 
de las Leyes de expropiación de 1879 y 1964) crea una desigualdad injus­
tificada entre los propietarios de suelo urbano y urbanizable y los de aque­
llos que se califican de rústico o de especial protección. En España, como 
señala la autora, la financiación del urbanismo nos ha abocado a un 
modelo equidistributivo y reparcelatorio por excelencia que —añado yo— 
hace eterna la obra urbanizadora y provoca una retención especuladora 
encubierta que encarece más el precio de los solares.

Era lógico que en este escenario la Administración municipal recla­
mara su parte en el botín y que a. las primitivas cesiones gratuitas de 
las vías públicas se añadieran, en las sucesivas reformas de la Ley de 
1956, la cesión de una parte de los aprovechamientos urbanísticos y que 
se admitiera su incremento por con venio, encareciendo aún más el precio 
de los solares.

La conclusión que puede extraerse de este panorama es que el derecho 
a urbanizar es hoy derecho y negocio compartido de propietarios de teñe-
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nos y municipios, que han encontrado aquí una suculenta, y tantas veces 
imprescindible, fuente de financiación.

La conjunción de los intereses económicos de los propietarios de táre­
nos y del titular de la potestad planificadora ha producido una perversión 
sobre la planificación urbanística, cuyo alcance sobre la ordenación racio­
nal de territorio y el medio ambiente pagaremos muy caro. Dejar la deci­
sión de la planificación en manos de los propietarios y del Ayuntamiento 
(que aquéllos controlan) es como poner al zorro de guardián del gallinero. 
Algo inimaginable en el siglo xrx, en que los proyectos de ensanche y 
reforma interior se aprueban por el Estado. Pero en la actualidad, lega­
lizados los convenios urbanísticos, ¿qué instancia pública superior, qué 
Comunidad Autónoma es capaz de enfrentarse y arminar un negocio 
urbanístico en que van de la mano el municipio y los propietarios de 
los terrenos? Ahí está la prueba del nueve: el desarrollo urbanístico de 
Marbella, que ya ha agotado el territorio municipal; o el convenio urba­
nístico entre el Ayuntamiento de la capital de España y el Real Madrid 
sobre la nueva ordenación de su Ciudad Deportiva, ya incorporada al 
planeamiento, que la trasformará en una megalópolis de edificios de ofi­
cinas con un beneficio para el Club de unos suculentos sesenta mil millo­
nes de pesetas, pero que no tiene en cuenta el aumento de una ya inso­
portable congestión de los accesos a la capital. Pecata minuta

A todas estas reflexiones me ha llevado, querido lector, la obra que 
tiene en sus memos, que encuentra su origen en la tesis doctoral que la 
autora presentó para la colación del grado de Doctor y que ha sido recien­
temente galardonada con el Premio Extraordinario de Doctorado de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Educación a Dis­
tancia. Se trata, pues, de un trabajo hecho desde la pasión investigadora 
y docente que acredita a Marta Lora-Tamayo como una gran universitaria, 
que ha invertido más de cuatro años, en París y en Madrid, en el estudio 
de los orígenes y desarrollo del urbanismo francés y español para extraer 
de él un retrato real del modelo que nos aflige. Sólo desde su descamado 
conocimiento podremos restaurar un modelo urbanístico que priorice, 
como debe ser, los intereses generales de respeto al medio ambiente, de 
racionalidad en la ocupación del territorio y del derecho a una vivienda 
asequible para todos, sobre la especulación de los propietarios y la recau­
dación municipal.

Madrid, enero de 2002
Ramón Parada



PRIMERA PARTE

EL URBANISMO FRANCÉS 
DESDE LA ÉPOCA DE G. E. HAUSSMANN



CAPÍTULO I 

INTRODUCCIÓN

1. JUSTIFICACIÓN DEL URBANISMO HAUSSMANNIANO
COMO HILO CONDUCTOR DEL MODELO URBANÍSTICO
FRANCÉS

La remodelación del París del Segundo Imperio Napoleónico no 
puede ser entendida sin la actuación del prefecto del Sena, desde 1853 
a 1869-1870.

Apenas un siglo después de la muerte del barón, la polémica sobre 
el espacio público resurge, en opinión de Laxdau 1, por una serie de 
constataciones como la embolia circulatoria, la congestión de las ciu­
dades y sus consecuencias en términos de costes humanos, sociales 
y financieros, la complejidad creciente, cada vez más, de los campos 
profesionales que afectan a las vías públicas y correlativamente la pér­
dida de una doctrina común que permita coordinar las competencias 
concurrentes entre todos ellos.

Todos estos factores, que condicionan la morfología y transfor­
maciones urbanas y que son de gran actualidad, fueron abordados por 
los primeros urbanistas decimonónicos.

La aproximación personal realizada al perfil humano y profesional 
de G. E. Haussmann, así como las aportaciones de su política urba­
nística serán el punto de partida que nos guíe para llevar a cabo una 
síntesis del modelo urbanístico francés y que posteriormente y de forma 
paralela llevaremos a cabo con la doctrina y legado urbanísticos de 
Ildefonso Cerdá para el caso español.

1 B. Landau, «La fabricatton des mes de París au xixe siecle; une territoire d’innovation 
technique et politique», Anuales de la Recherche Urhaine, mims. 57-58, diciembre 1992, pp. 22-45.
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Es la búsqueda de paralelismos y divergencias entre los sistemas 
o modelos urbanísticos francés y español la que ha guiado el modo 
de presentar este estudio, en aras a una mayor claridad, intentando 
situar a cada personaje en su momento histórico, y bajo su propio 
telón de fondo.

El esquema es, por tanto, el mismo; el contenido bien diferente.
El perfil biográfico y curricular de Haussmanr, abogado ambicioso 

y brazo ejecutor de la voluntad del emperador, la organización y sólida 
estructura de una Administración francesa, la consideración de la refor­
ma de París como una cuestión de Estado, el inicio de la reforma 
mediante el saneamiento y la destrucción del centro histórico son los 
parámetros, los ejes de coordenadas que, utilizando herramientas jurí­
dicas sencillas (la Ley de Expropiación Forzosa de 1841, el Decreto 
de 26 de marzo de 1852 entre otros), harán de París una obra de 
arte, una verdadera representación del poder imperial, un modelo urba­
nístico a seguir en Francia y en el resto de Europa, una ciudad que 
simboliza la “grandeur” francesa, y que nos sigue asombrando —por 
qué no reconocerlo—, por la amplitud de sus espacios, por sus inmensas 
perspectivas, por su a veces fatigante uniformidad, porque nos hace 
sentir pequeños. Espectadores de algo que no nos pertenece, que nos 
sobrepasa.

2. EL PANORAMA URBANÍSTICO FRANCÉS.
¿UN MODELO A SEGUIR?

Del mismo modo que realizaremos un salto en el tiempo al analizar 
el poso que la doctrina de Ildefonso Cerda ha dejado en el urbanismo 
español, en el nuevo urbanismo concesional cuyo principal protagonista 
es ese ecléctico y polifacético agente urbanizador, veremos que queda 
de los instrumentos jurídicos que Haussmann utilizó para llevar a cabo 
Jas Grandes Obras de París en la legislación francesa actual.

La realización de la reforma de las ciudades francesas durante la 
segunda mitad del siglo xrx ha sido calificada como la “haussman- 
nización”, entiendo por tal un proceso de urbanización con una serie 
de elementos jurídicos, económicos y sociales comunes.

El urbanismo francés es concebido como un modelo en el que 
el derecho a urbanizar no forma parte del haz de facultades que se 
derivan del derecho de propiedad. El propietario de suelo no tiene 
derecho a hacer ciudad.

El modelo francés se encuentra en la actualidad en una encrucijada 
de caminos que son fruto y consecuencia de una larga evolución his­
tórica, no sólo de las técnicas jurídicas empleadas para las realizaciones
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urbanísticas, sino también de una Administración fuertemente centra­
lizada que inicia sus primeros pasos hacia la descentralización en 1975.

Tras el último informe del Consejo de Estado sobre los principales 
problemas del urbanismo en Francia, se pone de reflejo cómo la bús­
queda de equilibrios y soluciones se centra, siempre en el marco de 
la descentralización, por una parte, en la inccntivación de nuevas for­
mas de financiación del urbanismo que rompen con el tradicional 
esquema de urbanismo fiscal con la Tasa Local de Equimamiento y 
la búsqueda de otro tipo de participaciones más flexibles y rentables. 
De otra parte, se llevan a cabo propuestas para disminuir las prerro­
gativas exorbitantes de la Administración para hacerse con la propiedad 
del suelo previa a la realización de los procesos de urbanización, rea­
lizando propuestas para ofrecer mayores garantías a los propietarios 
en el ejercicio del derecho de tanteo urbano (droit de preemptioñ), 
como la adquisición de los terrenos a valor de mercado o la regulación 
del derecho de reversión.

La ambiciosa nueva Ley número 2000-1208, de 13 de diciembre 
de 2000, relativa a la solidaridad y la renovación urbanas va a suponer 
un intento de implementación de toda una serie de medidas que pre­
tenden dar mayor coherencia a las políticas urbanas y territoriales, 
organizar una política de la ciudad, así como una política de los des­
plazamientos al servicio de un desarrollo sostenible, asegurar una oferta 
residencia] diversificada y de calidad.

El propósito de los siguientes capítulos se centrará, al igual que 
haremos posteriormente en el ordenamiento español, en llevar a cabo 
una síntesis ordenada que permita entender el porqué de la evolución 
del modelo urbanístico francés, para así poder extraer conclusiones 
que nos permitan esclarecer y poner de relieve las diferencias y simi­
litudes entre ambos, intentando indagar en la causas y consecuencias 
de las mismas.



CAPITULO II

HAUSSMANN Y SU ÉPOCA

1. BREVE ESQUEMA BIOGRÁFICO

1.1. De camino a París

La vida de Georges Eugéne Haussmann (1809-1891), su ascendente 
carrera, su periplo geográfico hasta lograr ser prefecto del Sena, gran 
oficial de la Legión de Honor, senador, miembro de la Academia de 
Bellas Artes, miembro del Consejo Imperial de la Instrucción Pública, 
ha sido descrita con mayor o menor lujo de detalles por autores con­
temporáneos y extemporáneos1 al barón y por él mismo 1 2.

1 Obra clásica que narra al detalle la vida de Haussmann y la transformación de París 
es la de A. Morizet, Du vicia París aux París moderne. Haussmann et ses prédécesseurs, París, 
Librairie Hachette, 1931. Véase también De Mocan y P. Mahatjt, Le París du Barón Haussmann: 
París sous le second empire, Edilions Seesam-RCT, 1991; Sajnte Marie Gauthifií, «Haussmann 
á l’ouvre: la fabrication de l’espace urbain au xtxémc siecle», Rev, Urbanismo, núm, 296, sep­
tiembre-octubre 1997, pp. 35 ss.; J. Gaillard, París, La 1lile (1852-1870), Florcnce Bouruxon 
y Jean-Luc Pinol (eds.), L’Harmattan, Universidad de París X Nanterre; P. Laukousse, «Noticc 
sur G. E. Haussmann», en M, Rom'AYOI.o y P. Thierry (dirá.), Villes & Civilisation urhaine, 
xvme-xxe siecle.

2 G. E. Haussmann, Memoires du barón Haussmann, vol. I, Avant l’hótel de vüle; vol. II, 
Prefectura de la Sainé: vol. III, Grands tmvaux de París, Víctor Havard, 1S90-1S93.

Las memorias del barón Haussmann podrían parecer el mejor documento de trabajo para 
un análisis de la vida y transformaciones parisinas que efectuó el autor. Sin embargo, la obra 
de Morizet, desde el punto de vista biográfico, o la de Jeantie Gajllard, como análisis estruc­
turado de la transform ación bausstnánniarta, ofrecen el contrapunto y la objetividad necesaria 
y suponen un equilibrado y demostrado estudio, que desacredita la subjetividad, unas veces 
soberbia, otras ciega e inocente disculpa del barón.
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Es éste un primer punto divergente con Ildefonso Cerda, de cuya 
vida .y obra, como veremos, aún parecen quedar aspectos oscuros e 
inconexos, y cuyo principal y único biógrafo ha sido Fabián Estafé 3.

Nació en París el 27 de marzo de 1809 en el cruce del fauburg 
Saint-Honoré con el futuro bulevar Haussmann, paradojas del destino. 
De origen protestante, sus ascendientes fueron también servidores del 
Estado. «Era un imperialista de nacimiento y de convicción» escribe 
Haussmann en sus Memorias 4.

Estudiará Derecho y practicará como oficial de Notaría. En 1831 
comienza su carrera al servicio de la Administración como secretario 
general de la prefectura de Vienne; el Parlamento decidirá en 1832 
la supresión de esta figura y será entonces cuando Haussmann figurará 
como candidato en la lista de nuevos subprefectos. Sería nombrado 
sucesivamente para Yssengeaux, Nerac, Saint-Girons y Blaye, hasta 
que en 1848 estallara la revolución.

Movilidad geográfica, primer punto en común que encontraremos 
con Cerdá en sus primeros años de ejercicio profesional, aunque la 
vocación profesional que dieran a sus vidas fuera completamente dife­
rente, ambos fueron servidores de una Administración Pública.

De estos primeros años de ejercicio profesional del futuro prefecto 
del Sena, y del reflejo autobiográfico que Haussmann deja en sus 
Memorias sobre los mismos, Morizet5 destaca dos circunstancias 
importantes:

Por una parte, y desde una perspectiva general, la descripción del 
cuadro pintoresco de la existencia provincial bajo el reinado de Luis 
Felipe, de la vida perezosa de las pequeñas ciudades y pueblos aislados 
por la lentitud y la dificultad de las comunicaciones, de las ocupaciones 
mediocres de los representantes del poder central, de sus escasas salidas 
a caballo o en carroza, de una vida sedentaria caracterizada por los 
favoritismos locales y las intrigas en favor de los candidatos del go­
bierno.

Por otra parte, y desde la perspectiva particular, ayuda a entender 
el carácter del hombre que jugará un papel esencial en nuestro estudio. 
Si bien no se deben leer las Memorias del barón al pie de la letra, 
pues éste lleva a cabo una sistemática y elogiosa exposición de su vida 
y obra relatada de forma presuntuosa, con el orgullo casi inocente 
de quien parece no haber conocido jamás el fracaso. Por esta razón, 
hemos de tener precaución a la hora de analizar sus aportaciones auto­
biográficas, fruto de una ceguera vanidosa y egocentrista. La cons­
tatación y comprobación de los errores haussmannianos, de las men­

3 F. Estapé, op. cit.
i G. E. Haussmann, vol. I, op. cit., p. 24.
5 Op. cit., pp. 157 á 173.
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tiras piadosas y las no tan piadosas para justificar sus actuaciones han 
ido jalonando las obras dedicadas a la figura y la obra del gran trans­
formador de París, mediante la constatación en archivos y documentos 
de las falsedades y verdades a medias dei barón 6 7.

Su primera prefectura, la de Var. la obtendría en 1849; en 1850 
accede a la de Yvonne, en 1851 a la de Gironde, en la que su función 
sería la de preparar la restauración imperial en uno de los lugares 
más conflictivos. Su fidelidad al Emperador sería recompensada, la 
proclamación del Imperio tendría lugar en París, el 2 de diciembre; 
en enero de 1853 recibe la Gravóte de commandeur. Como preludio 
a lo que fuera su gran legado urbanístico, la transformación de París, 
Haussmann, como prefecto todavía de La Gironde, presenta ante el 
Gobierno un ambicioso proyecto de extensión para llevar a cabo la 
unidad administrativa de la ciudad y del puerto, en el plan figuraba 
un gran “boulevard de ceinture” o ronda periférica destinada a unir 
los huevos barrios, que se proyectaban.

Hasta aquí una primera visión de la trayectoria profesional y polí­
tica del que en 1853 sería nombrado prefecto del Sena y barón Hauss­
mann. Pocos puntos coincidentes con el autor de la Teoría General 
de la Urbanización. La ambición política y el ansia de poder no son 
rasgos que dejen poso en la figura del ilustre catalán, ni siquiera su 
formación profesional; Haussmann es jurista; Cerdá, Ingeniero de 
Caminos. Pero ambos, desde sus respectivos campos de actuación con­
cebirán la reforma de la dudad como una utopía social a realizar 
mediante un urbanismo técnico y especializado

1.2. El prefecto del Sena. La mano derecha del Emperador

El proceso de selección de G. E. Haussmann como prefecto del 
Sena fue llevado a cabo por Persigna, Ministro del Interior, quien 
describe a Haussmann como el hombre que estaban buscando, no sólo

6 Morizet,op. cit., pp. 158-159. Entre otras destaca cómo Haussmann relata en sus memorias 
la sorpresa que para él supuso la condecoración en 1837 de la gran cruz. «Ríen ne me faissait 
prevoir une telle récomopense», diría el barón, cuando su expediente guarda la carta que enviaría 
en abril de 1836 solicitando la mencionada cruz, así como la carta de recomendación de M. de 
T.usignan. Anécdota sin importancia, pero fiel reflejo de un espíritu codicioso y de una ambición 
que parece no conocer fronteras.

7 \f Roncayolo (Villes&civilisation wbaine, xviue-xxesiéete, op. di., pp. 118:a 138) encuadra 
a Haussmann y el París de Napoleón III, ¡unto a la “Teoría General de la Urbanización” de 
Ildefonso Cerda, bajo el epígrafe: «Des utopies sociales á l'urbattisme technique», llevando a 
cabo una síntesis de las contribuciones teóricas de ambas figuras, sí bien en el caso de Cerda 
se centra únicamente en la concepción de los suburbios, pobre reflejo de la verdadera contribución 
del legado “eerdiano”.
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por sus cualidades de administrador y organizador nato, sino también, 
y sobre todo, por sus defectos 8.

Por el contrario, la versión de Haussmann de las razones para su 
elección como prefecto del Sena eran bien diferentes a las anterior­
mente expuestas por Persigny: «El Emperador (a quien se le había 
presentado la lista de prefectos) se paró de pronto ante mi nombre 
diciendo: ¡Es inútil ir más lejos, he aquí el hombre que necesito!».

Napoleón III no pondría objeción alguna a la elección de un can­
didato tan apropiado y enseñaría a Haussmann, nombrado prefecto 
el 23 de junio de 1853, el famoso y mítico plano de París, en el que 
se describían las Grandes Obras —les Grands Travaux— a realizar; 
la Haussmannización iba a comenzar.

He aquí la principal diferencia entre Haussmann y Cerdá: el pri­
mero, un político nato; el segundo, un urbanista de vocación. El barón 
actúa desde el poder que le confiere la prefectura del Sena y su especial 
relación personal con el Emperador, como iremos viendo. Don Ilde­
fonso, sin embargo, debe convencer al Gobierno central, primero, al 
barcelonés, después, para demostrar que su doctrina urbanística no 
es una simple elucubración, una utopía romántica más, sino un plan 
factible que deberá ser financiado por los beneficiarios del mismo.

El Plan de Ensanche de Barcelona fue concebido por Cerdá, el 
de las Grandes Obras parisinas era idea de Napoleón; Haussmann 
fue su brazo ejecutor; sin embargo, sólo gracias a su tenacidad y a 
la aprehensión completa de los deseos del Emperador como propios 
fue posible su realización, de otro modo hubiera sido papel mojado. 
No debemos, pues, despreciar a Haussmann comparándolo con la obra 
“cerdiana”, antes bien, valorarlo en su justa medida.

Haussmann contará con dos grandes técnicos para la realización 
de la transformación de París, Alphand y Belgrand, ambos ingenieros.

La confrontación entre la concepción esteticista de los arquitectos 
del Instituí de Beaux Arts y la de los Ingenieros de Ponts et Chaussées

a «Tenía delante de mí —escribirá en sus Memorias— a uno de los tipos más extraordinarios 
de. nuestro tiempo. Era alto, fuerte, vigoroso, enérgico, y al mismo tiempo flexible, con un 
espíritu lleno de recursos. Este hombre sorprendente no se asustaba ante cualquier desafío 
profesional que se le pudiera proponer. Me reveló cuáles habían sido las principales etapas 
de su carrera administrativa, sin arrepentirse de nada de lo que hubiera hecho. Podría haber 
hablado durante seis horas seguidas sin parar si te hubiera dejado y pude observar inmediatamente 
cuál era su tema favorito e inagotable: él mismo. Con esta personalidad absorbente, hacía alarde 
de una dase de cinismo a la vez amable y brutal. No pude contener mi más profunda satisfacción. 
Para una batalla, me dije a mí mismo, para combatir las ideas preconcebidas de una escuela 
de economistas, de los escépticos hombres del arte, para hacerse con las gentes que pasean 
por los pasillos de la Bolsa y los Juzgados, aquí está el hombre que me hace falta (...) capaz 
de enfrentarse a expedientes y expedientes, a trampas y más trampas (...) me alegré inme­
diatamente con la perspectiva de soltar a ese león en medio de la arena de los zorros y los 
lobos y de designarlo para la ejecución de nuestros proyectos».
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se deja ver en el panorama urbanístico francés. La elección por Hauss­
mann de Alphand y Belgrand no deja lugar a dudas de la toma de 
postura del Imperio con respecto a estas dos tendencias. El primero, 
Alphand, se encargará de la Direction de promenades et plantations 5 * * * 9 10 11 12. 
El segundo, Belgrand lü, de lo que Haussmann entendía como nece­
sidad primordial en una ciudad, la capacidad de disponer de agua sufi­
ciente para que la salubridad y la higiene pudieran entrar a raudales, 
una ciudad seca es una ciudad insana.

Siendo prefecto y contando con un equipo de altos funcionarios 
a su servicio, las obras comienzan su curso.

La remodelación de París se llevará a cabo mediante un “plan 
de etapas”, las denominadas “Trois Réseaioc” n, que no responden a 
un orden geográfico preciso ni a la relativa utilidad de las nuevas vías; 
tampoco están organizadas conforme al orden en el que han de eje­
cutarse.

La diferencia entre ambas estriba únicamente en el método de 
financiación de las mismas. Habrá que distinguir, por tanto, las sub­
vencionadas por el Estado (aquellas realizadas en ejecución de acuer­
dos o convenios y sancionadas por leyes especiales) de las que debieran 
llevarse a cabo sin ningún tipo de subvención.

Esta clasificación —que sigue un aparente y estricto orden car­
tesiano, propio de la tradición racionalizadora francesa— es desmon­
tada por Morizet u, quien se pregunta por las extrañas razones del 
encasillamiento en uno u otro grupo de vías que sobre el papel eran 
muy próximas y semejantes. La única razón que puede atribuirse a 
esta absurda distinción es de carácter político: la resistencia más o 
menos acentuada que el Cuerpo Legislativo hubiera opuesto a cada 
transformación.

El primer grupo, que sucede a la primera operación pre-hauss- 
manniana iniciada en 1851 con la realización de la Rué de Rivoli, 
se inicia en 1854 y terminará en 1862, por lo que fue terminado mientras

5 Sobre la consecución de la obra restauradora y creadora de parques y jardines en el
período haussmanniano, vid. F. Choay, «Haussmann et le systéme des espaces verts parisiens»,
Revue de l‘Art., núm. 29, 1975, pp. 83 a 99, en la que la autora analiza el papel de cada uno
de los tres hombres que en menos de veinte años fueron responsables de todos los espacios
verdes públicos de París: Napoleón ITT, Haussmann y Alphand:

10 Sobre la obra subterránea de canalización de aguas en el período haussmanniano, vid. 
P.-Y. Mauguen, «Les galeries souterraines d’Haussmann, Le systéme des égouts parisién, pro- 
totype olí exception?», Armales de la Recherche Urbairte, núms. 44-45, diciembre 1989, pp. 163 
a 175.

11 El término reseaux (redes) es utilizado en francés para la calificación de las redes ferro­
viarias, al igual que en castellano. Es pues digna de destacar esta concepción ferroviaria e inge- 
nieril, que duda cabe, de las transformaciones urbanas que late, del mismo modo, en el pen­
samiento cerdiano.

12 Morizet, op. cit., p. 201, Ch. TV, Le traite des 180millions. Les trois réseaia.
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comenzaban las obras del segundo en 1858; ambos fueron realizados, 
a grandes rasgos, mediante la dotación de un préstamo otorgado de 
forma regular por el Cuerpo Legislativo. Las operaciones de urba­
nización que comprendían el tercer réseaux, que comenzarían mucho 
antes de la terminación de las obras del segundo, se llevarán a cabo 
mediante decretos y su ejecución entrañaría el empleo de expedientes 
de dudosa legalidad y no serían concluidos en el momento en el que 
Haussmann dejara su labor prefectural. En veinte años se reurbanizó 
París.

1.3. La caída del león

El déficit presupuestario que las Grandes Obras dejaron en el pre­
supuesto estatal y municipal, el debilitamiento del poder del Empe­
rador —y su apatía— propiciarían la caída de Haussmann en 1870.

Después de las duras críticas recibidas por la financiación irregular 
del Trámeme réseau y los episodios de la Caisse des Travawc (Caja 
de Obras Públicas) y de los Bous de délégations (Bonos de delegación), 
se irá debilitando el casi poder absoluto que sobre el destino de París 
había tenido hasta el momento. Panfletos populares como «Les lamen- 
tations d’un Jérémie Haussmannisé» o «M. Haussmann et les Parisiens», 
de Félix Mouttet y, sobre todo, el de Jules Ferry «Comptes fantastiques 
de Haussmann» 13, o las críticas realizadas por Picaro calificando al 
barón como el «Atila de la expropiación» van poniendo a la opinión 
pública en su contra, preparando su última batalla en la que Haussmann 
saldrá vencido, a pesar de que no presentaría su dimisión en ese 
momento, su orgullo no se lo permitiría.

El debate parlamentario de 1869 fue agrio y duro, pues supuso 
el primer control ejercido sobre los presupuestos y la financiación de 
las obras parisinas. Haussmann pretendía la aprobación de un decreto 
que facilitara el reembolso de 398 millones en sesenta años mediante 
crédito inmobiliario. El Cuerpo Legislativo se negó, aprovechó el deba­
te parlamentario para criticar las irregularidades de la actuación del 
prefecto y exigiría entonces que el presupuesto de París fuera votado 
y controlado por él: la era Haussmann tocaba su fin.

El 5 de enero de 1871 dimite; sería relevado de sus funciones y 
sustituido por Chevreau. El barón cuenta en sus memorias que Napo­
león III le ofreció, en premio a sus servicios, la vicepresidencia deJ 
Senado, el gobierno de Argelia e incluso el título de duque de París. 
Dio un último coletazo en la vida pública presentándose como can­
didato a la diputación del Sena pero, a la vista de los débiles apoyos

13 Reeditada posteriormente como J. Ferry y J.-E. Hgrn, Les comptesfantastiques de Hcmss- 
mann, suivi de Les [manees de l'Hotel de Ville, 3.a ed., Guy Dtirier éditeur, 1979.
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que respaldaban su candidatura, desistió de tal empresa. Poco tiempo 
después sería nombrado administrador de Credií mobilier, en recono­
cimiento a los favores prestados.

2. EL TELÓN DE FONDO: LA ADMINISTRACIÓN FRANCESA.
UNA ADMINISTRACIÓN AL SERVICIO
DE UNA AMBICIÓN

Un Estado centralista, una Administración eficaz.
La realización de las Grandes Obras parisinas no hubiera sido posi­

ble sin la actuación del prefecto del Sena, pero tampoco lo hubiera 
sido sin una organización, una Administración Pública, al servicio de 
esa gran ambición.

Todo gran proyecto necesita de un inspirador, Napoleón III; de 
un instigador, el barón Haussmann, pero inspirador e instigador no 
son nada sin una eficaz, disciplinada y competente organización que 
lo ejecute, y sin un sistema financiero y jurídico que lo respalde, y 
haga viable.

En este sentido, Saint Marie Gauthier 14 destaca cómo Napo­
león III y el barón Haussmann se complementan. El primero es el 
idealista, espera pacificar a la sociedad mediante una reforma de sus 
condiciones de vida; el segundo es pragmático, edifica los espacios 
urbanos que convienen a la sensibilidad y Jo que esperan los ciuda­
danos 14 15.

Los dos primeros elementos de carácter personal han sido los ana­
lizados hasta el momento. El tercer elemento, el soporte organizativo 
que permitió estas transformaciones que estructuran el modelo urba­
nístico francés de la segunda mitad del siglo xix, es el que analizaremos 
a continuación desde dos perspectivas:

2.1. Perspectiva general. Evolución de la Administración francesa

Históricamente, y con carácter general, ha existido una estrecha 
unión entre régimen político y descentralización. Un régimen liberal 
la desarrolla. Un régimen autoritario la combate. Son palabras de Deb

14 V. Saint Marie Gauthier, «Haussmann á l’oevre; la fabrication de l!espace urbaines. 
au xixe siécle», Urbanisme, núm. 296, septiembre-octubre 1997, p. 37.

15 Sobre las ideas urbanísticas y las posibles diferencias entre Napoleón III y Haussmann, 
vid. al respecto P. Pinon, «Le projet de Napoleón 111 el d’Haussmann», en VVAA, París Hauss­
mann, 4.a ed., Pavillon de f Arsenal. 1998.
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basch 16, al que seguimos en este punto, al realizar una descripción 
sintética de la evolución hacia la descentralización en diferentes países.

La concepción francesa de la descentralización parte de una noción 
estricta de la misma. El punto de partida será una estructura unitaria 
en la que algunos asuntos se remiten al poder de decisión local que, 
en principio, sigue manteniendo una estrecha relación con el poder 
central. La descentralización aparece como un mal menor, como una 
concesión al poder local.

Al concebirse la descentralización como la lucha contra el poder 
central, la historia administrativa francesa se verá jalonada de dife­
rentes períodos de mayor poder central en función del régimen político 
existente, en el que el proceso de descentralización se aminora. Es 
el período histórico que estudiamos en este momento, el Segundo 
Imperio napoleónico (1848-1871), uno de los momentos de mayor con­
centración de poder y de centralización política.

El espíritu centralista y centralizador de la Administración francesa 
no es una cuestión que surge, ex novo, con e! advenimiento del Segundo 
Imperio y la llegada al poder del barón Haussmann, antes al contrario, 
supone la continuación y consagración, el punto álgido de un proceso 
de creación y asentamiento de las instituciones administrativas en Fran­
cia.

Pretender que el inicio de la historia de la Administración Pública 
francesa comienza en 1789 supone 17 un punto de partida cierto aunque 
no del todo exacto.

Las instituciones administrativas concebidas como una estructura 
organizativa a partir de 1789 no surgen de la nada. La realeza, a partir 
del siglo xviii, se esforzó en poner en pie una Administración '‘mo­
derna” centralizada, caracterizada por los intendentes y cuerpos téc­
nicos especializados como el de Pones et Chaussées. Pero la organización 
administrativa del Antiguo Régimen, a pesar de estas importantes ini­
ciativas, presentaba un aspecto arcaico y confuso marcado por el par­
ticularismo de los estatutos territoriales, la insubordinación de ciertos 
agentes públicos en razón del sistema de puestos hereditarios y, sobre

ie C. Dbbasch, Institutions Administratives, 2“ ed, París, Librarte General de Droit et de 
Jurisprudenee, 1972, p. 74. Diferencia tres posturas o tendencias diferentes en cuanto a la 
descentralización:

— La de tipo o estilo francés, que se encuentra también en Italia, en la que ha puesto 
e! acento, primeramente, sobre las exigencias de la unidad nacional y ha conducido al desarrollo 
de administraciones centrales potentes que toleran la descentralización aunque no la acepten.

— La segunda de tipo inglés realizada ante todo sobre las entidades locales para llevar 
a cabo sus tareas administrativas.

— La tercera se practicaba en los países socialistas y disimulaba un sistema centralizado 
bajo la apariencia de descentralización.

1 Ibidem, p. 14.
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todo, por la confusión entre las instituciones públicas y privadas, entre 
el rey y el Estado.

La consolidación de la creación de una Administración Pública 
se produce en el período 1799-1813, gracias a la progresiva adquisición 
por parte del poder ejecutivo de una autonomía real respecto del poder 
legislativo. Dotado de importantes y sólidas prerrogativas, le permitirán 
poner en pie una Administración jerarquizada y centralizada y un 
embrión de jurisdicción administrativa. Frente a la inestabilidad y la 
sucesión rápida de regímenes, la Administración permanecerá.

La aparición de un poder gubernamental sólido, encarnado por 
el Primer Cónsul, primero, y por el Emperador, después —al que la 
Administración permanece estrechamente ligada—, conlleva un pro­
ceso de centralización en el que el nombramiento y la revocación de 
los administradores locales se lleva a cabo por el poder central.

Los administradores locales están subordinados a los diferentes 
ministerios. El Gobierno es representado en cada colectividad por un 
agente al que aparece íntimamente unido. El prefecto es el más impor­
tante de estos agentes. Gracias a él el Gobierno puede controlar la 
totalidad de la acción administrativa.

Los poderes fácticos de los órganos locales son muy reducidos. 
La Administración francesa se ordena en torno a una cima, presenta 
una clara estructura piramidal.

A pesar de las tendencias descentralizadoras y del aumento de 
la autonomía local desde el período revolucionario, el Segundo Imperio 
será un paréntesis en el que el centralismo llegará a sus más altas 
cotas.

2.2. Perspectiva particular: reorganización de los servicios
con competencias urbanísticas y de incidencia sobre el territorio

En 1830 la creación de un “superm misterio” —en términos actua­
les— de obras públicas, que comprendía carreteras, navegación, minas, 
y más tarde, en 1836, el ferrocarril, supone un primer paso para la 
centralización de las competencias incidentes sobre el territorio.

La tendencia a la reagrupación de los antiguos servicios en divi­
siones continúa en 1848 con la fusión del servicio de aguas, alcan­
tarillado y pavimentado en un solo servicio, el Servicio Municipal de 
Obras de París.

La peculiaridad de la puesta en práctica de este sistema organi­
zativo consiste en la coincidencia bajo una misma autoridad de las 
divisiones de vías públicas, aguas y paseos y plantaciones, dirigidas 
durante el período haussmanniano por Homberg, Belgrand y Alphand,
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respectivamente. Además, bajo una misma entidad se encontraría el 
secretariado, la contabilidad y las obras.

Se trataba de tener un control directo sobre los servicios técnicos, 
simplificando lo más posible la pesadez y lentitud propias del lento 
rodaje administrativo y burocrático.

Las bases de esta nueva organización, de mayor simplicidad y efi­
cacia, serían ampliadas y consolidadas por el sucesor de Haussmann 
—uno de sus más íntimos colaboradores—, Alphand * I8, a partir de 
1871 y permanecerán incólumes hasta 1897, en que se dividirá Ja Direc­
ción de Obras entre cuatro directores administrativos.

La salida de Haussmann de la prefectura del Sena no supuso, sin 
embargo, el fin de su obra: su legado organizativo, una nueva forma 
de concebir la urbanización, su personal modo de hacer ciudad que­
darían en pie.

El advenimiento de la Tercera República no supuso un cambio 
de dirección o estrategia en lo que respecta al proceso de transfor­
mación urbana, he aquí el verdadero legado haussmanniano, la nueva 
República continuará su obra todavía incompleta, enriqueciéndola con 
algunas aportaciones19.

Esta continuidad se manifiesta, por una parte, en el mantenimiento 
de los hombres y de los servicios que se encargaron de realizar las 
Grandes Obras y, de otra, en una concepción del Estado, de las Admi­
nistraciones Públicas y en la voluntad de una organización de la socie­
dad que toma su punto de referencia en el modelo urbanístico hauss- 
manianno.

La consolidación de una organización administrativa es una de las 
primeras lecciones que suponen en este estudio comparativo una dife­
rencia radical; en el caso español, Cerda no podrá crear una Admi­
nistración urbanística que sustente sus proyectos: el modelo de ensan­
che de las ciudades.

Después de un tiempo de aprendizaje y de tímidas iniciativas a 
principios de siglo, las transformaciones llevadas a cabo bajo el Segundo 
Imperio supusieron un período de experimentación urbanística a gran 
escala de nuevos modelos y de la puesta en práctica de herramientas 
administrativas, técnicas, económicas y jurídicas necesarias para su rea­
lización. Entre 1871 y 1898 la Tercera República, a pesar de las vici­
situdes de los numerosos sobresaltos políticos, se va a consagrar como 
una República organizadora, portadora, por la mediación del Estado

18 Vid. al respecto Cí. Surand, «Haussmann, Alphand des promenades pour Paris», en 
VVAA, París Haussmann, pp. 237 ss.

18 Estas aportaciones se realizarán sobre todo en el resto de regiones francesas, como 
tendremos ocasión de analizar posteriormente en el marco de la influencia de Haussmann y

la denominada '‘liaussmannización”.
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y de las Administraciones Públicas, de un proyecto de organización 
de la sociedad.

El triunfo de este esquema organizativo, de esta Administración 
centralizada y eficaz, fue debido durante el período haussmanniano, 
entre otras razones, al encumbramiento de una nueva élite social, tec- 
nocrática y racionalista: el Cuerpo de Ingenieros de Caminos, de Ponts 
et Chaussées.

Qué duda cabe que en este aspecto el paralelismo con la situación 
española es destacable. Las fricciones competenciales, sin embargo, 
fueron diferentes en ambos escenarios. Como tendremos ocasión de 
describir en páginas posteriores, el Cuerpo de Ingenieros de Caminos, 
la Junta Consultiva de Caminos y su órgano de expresión, la Revista 
de Obras Públicas, formaban una unidad ideológica absoluta, y fueron 
en parte los mayores apoyos que Cerdá recibió para la realización 
del ensanche de Barcelona y la posterior aplicación de los proyectos 
de ensanche en otras ciudades, frente a las posiciones esteticistas y 
dieciochescas de los arquitectos representados por la Academia de 
Bellas Artes de San Fernando.

En el escenario francés, y más concretamente en el parisino, el 
debate se centra más en las luchas competenciales entre el Cuerpo 
de Ingenieros de Caminos y el Servicio Municipal de Obras Públicas, 
ambos dependientes del Ministerio de Obras Públicas. En efecto, exis­
tieron continuos conflictos de competencias entre el recién creado Ser­
vicio Municipal de Obras Públicas y el Consejo General de Puentes 
(Conseil general des Ponts). Fruto de estas fricciones se plantearán pos­
turas encontradas 2(). El trasfondo de estas desavenencias de carácter 
técnico no es otro 20 21 que la reacción defensiva hacia una política muy 
independiente y fuera de todo control por parte del Servicio de Obras 
Municipales de la prefectura del Sena.

A veces la idea de. una calle o de un sistema de vías pertenece 
y queda en la memoria colectiva como fruto de quien los diseñó; el 
París de FLaussmann, la Barcelona de Cerdá parecen ser ejemplo de 
esta tesis, al tiempo que la municipalidad, que en principio representa 
a los habitantes de la ciudad, a las necesidades que laten en los dife­
rentes grupos sociales, permanece adormecida. Estos pioneros del 
urbanismo moderno en muchas ocasiones, se adelantan a las verda­
deras necesidades de la época con aspiraciones tan ambiciosas como 
la de levantar un símbolo de la grandeur francesa, en Haussmann, o 
la de crear una ciudad ilimitada y viable, en Cerdá.

Sin embargo, para el caso francés existe una confluencia entre el 
detentador del poder municipal y el instigador de las reformas parisinas

20 El Consejo, por ejemplo, presentaría un contrainforme a la memoria presentada en 
1.854 por Haussmann que analizaba la nueva red de alcantarillado necesaria para París.

21 Ibidem, p. 5.
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que crea situaciones singularísimas en la historia urbana que permiten 
la realización de sus utopías técnicas.

En este sentido, Halbwachs 22 sostiene la tesis de que es necesario 
tener en cuenta las cualidades personales de los representantes y las 
combinaciones accidentales que se nutren de súbitas influencias que 
se hacen sentir en el seno de las asambleas municipales, en momentos 
en los que éstas no representan realmente a la población, como fue 
el caso de París entre 1831 y 1871, cuando estos miembros son nom­
brados directamente por el poder ejecutivo o cuando el jefe de la Admi­
nistración municipal detenta plenos poderes.

Haussmann supo entender que para modernizar la estructura física 
de las ciudades había también que modernizar la arcaica Adminis­
tración que las sustentaba. Por esta razón se apoyará en el cuerpo 
técnico más proclive a concebir la ciudad del siglo xix: los ingenieros, 
que, en opinión de Saint Marie Gaultiuer 23, eran los más sensibles 
a la filosofía sainsimoniana en la que los valores de progreso coinciden 
con la política de inversiones productivas del Segundo Imperio.

A pesar de la formación jurídica de Haussmann y su vocación de 
administrador y político nato, el barón abordará los problemas urbanos 
desde la perspectiva ingenieril y formará el primer equipo interdis­
ciplinar que reunirá a dos arquitectos, dos ingenieros y un paisajista 
bajo el mismo servicio.

El prefecto del Sena conseguiría de este modo evitar toda deri­
vación tecnocrática, manteniendo a su administración en contacto con 
el terreno, a pie de obra, consiguiendo un hecho único en la historia 
de la Administración francesa: los directores de servicio concentraban 
las competencias administrativas, financieras y de concepción y gestión 
del espacio urbano. De esta forma los ingenieros tenían una visión 
transversal y completa de su objetivo técnico.

12 M. Hai.iiw.u.hs. Les expropiations et les prix des íerrains a París (1860-1890), París, Pnbli- 
cations de ]a Société Nouvelle de Librarie & Edition, 1910. Obra de extremado valor científico, 
tanto por la recopilación de datos de forma ordenada, sintética y pormenorizada de las expro­
piaciones realizadas en el París de Haussmann, como por la exposición doctrinal y demostración 
de hechos mediante la confrontación de documentos y archivos originales, del significado de 
Ja expropiación, de su valor como herramienta jurídica y económica para lograr la transformación 
de la ciudad, así como por los razonamientos originales y claros que ofrece al criticar las posturas 
tradicionales de economistas e historicistas frente a la expropiación.

23 Op. cit., p. 38.
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3 NECESIDAD DE LA REFORMA INTERIOR.
PRINCIPALES CONDICIONAMIENTOS
Y ANTECEDENTES

La realización de los Grands Travaux de París ¿responde a una 
necesidad histórica o es un signo más del poder imperial? ¿Cuáles 
son los principales factores que desencadenan este proceso de trans­
formación urbana?: ¿razones de higiene y salubridad o de orden públi­
co y militarista? ¿Cuáles los principales elementos que permiten des­
truir la ciudad existente y crear una nueva? ¿Cuál la necesidad de 
llevarlo a cabo? Intentaremos responder a estas cuestiones haciendo 
un breve análisis de los principales, condicionamientos demográficos, 
económicos y sociológicos que impulsaron la reforma de París.

París sé presenta al comienzo de la segunda mitad del siglo xix 
como una ciudad anacrónica, insalubre, peligrosa, una ciudad medieval 
no preparada para los grandes cambios económicos y sociales que 
debieran tener lugar.

Pinon 24 acepta sólo en cierta medida la idea generalizada de que 
París no había cambiado prácticamente desde la Edad Media. Si bien 
es cierto que las tres divisiones tradicionales que se hacen de ella, 
divisiones al mismo tiempo físicas y urbanísticas (la Ville-la orilla dere­
cha, la isla-la Cité y la ciudad Universitaria-la orilla izquierda), no 
habían sido prácticamente modificadas desde la Edad Media. Las 
actuaciones post-mcdievales son de carácter puntual y escasas, el Pont 
Ne.uf y la rué. Dauphine, algunas plazas como la de los Vosgos y las 
Victorias. Desde el Renacimiento a la época clásica no había sido prác­
ticamente tocado a favor a la modernidad. Habría que esperar hasta 
el último tercio del siglo xviit, en el que encontraremos algunas ope­
raciones de sustitución que hagan presumir el inicio de una reforma, 
unos primeros atisbos de urbanismo moderno.

En efecto, Michel Patte, arquitecto del Luis XV, integra en el plano 
general de París todas las plazas destinadas a recibir una estatua del 
soberano. La puesta en escena de esta operación, a primera vista de 
carácter estrictamente ornamental, no es más que un pretexto des­
tinado a unir la autoridad real de llevar a cabo la realización de una 
operación de embellecimiento total de la ciudad de París, sujeta a un 
determinado plano que se acompaña de un nuevo trazado de una red 
de distribución de agua y alcantarillado. En 1769, Patte propondrá 
una rectificación de Ja ciudad (todavía no se habla de reforma, ni de

®* F. Pinon, en VVAA, París Haussmann. Le parí d‘Haussmann, 4.a ed., Pavillon de I’Arsenal, 
Picard Editeur, 1998, p. 38; obra publicada en ocasión de la exposición «París Haussmann» 
inaugurada en 1991.



34 MARTA LORA-TAMA YO VALLVÉ

transformación, ni de regularización), con el fin de responder a las 
exigencias de la comodidad y la higiene. El programa era muy completo 
y recogía numerosos detalles; sólo le faltaban los medios técnicos y 
administrativos para poder llevarlo a cabo. El proceso de concurso 
entre arquitectos que propone para la realización del plano general 
está, en opinión de Sainte Marie 25 26, lejos de constituir una solución 
creíble para un proyecto tan complejo. Patte es todavía, en este sentido, 
un hombre del Antiguo Régimen.

En 1793, una comisión llamada “de los Artistas” —reflejo de la 
tradición urbanística dieciochesca—, nombrada por la Convención, tra­
zará algunos planos de alineaciones y grandes vías, utilizando el terreno 
de las nuevas propiedades nacionales, creando nuevas calles y bulevares 
y transformando en plazas gran número de antiguos conventos. Parece 
como si la distribución de los conventos de París en el Antiguo Régimen 
dé cuenta de una buena parte de las nuevas vías y de posteriores expro­
piaciones que se llevarían a cabo.

Principio de causalidad o casualidad histórica, pero lo cierto es 
que, en opinión de ELalbswaschs, si los bienes del clero no hubieran 
sido nacionalizados, o lo hubieran sido en otra época y otras circuns­
tancias, el sistema viario de París, podría perfectamente haber presen­
tado otro diseño. Pero también cabe la posibilidad, a sensu contrario, 
de que los religiosos mismos en presencia del desarrollo económico 
de París hubieran vendido parte de sus bienes, o incluso que ellos 
mismos se hubieran encargado de la construcción de nuevas vías sobre 
sus terrenos, como hicieron algunos de los propietarios de París,

En su continuo ir y venir dialéctico 2:\ de la afirmación a su puesta 
en duda, Halbswachs admite también la posibilidad de la inexistencia 
de la vinculación que anteriormente ha venido demostrando al cons­
tatar que no todas las calles proyectadas por la Comisión de los Artistas 
fueron llevadas a cabo. Argumenta en este sentido que en casi todos 
los casos en que se invocan razones históricas para dar cuenta de los 
cambios en París se perciben otras explicaciones posibles, que ponen 
en relación las expropiaciones con otros tantos hechos económicos. 
Las clausulas insertas en los contratos de venta de los bienes nacionales 
a particulares, que obligaban a éstos, en el momento que fuera nece­
sario, a liberar la parte del terreno que fuera preciso a la vía marcada 
anteriormente en el plan, jugaron un papel bastante irregular en oca­
siones.

El Plan de los Artista:® se limitaría a aprovechar algunas de las 
oportunidades inmobiliarias generadas por la confiscación de los bienes

25 Op.cit., p. 36.
26 Que nos recuerda a la exposición que sobre la desamortización española hace A. Nieto 

y que. analizaremos en páginas posteriores.
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del clero y propondrá composiciones urbanas marcadas por un cla­
sicismo anacrónico. Rouleau27 * estima que sólo una pequeña parte 
del Plan de los Artistas fue realizada entre 1793 y 1830.

La coincidencia en cuanto a las primeras conexiones entre urba­
nismo y desamortización o nacionalización corre casi en paralelo con 
la situación española, si bien en España desconocemos la existencia 
de un plan concreto que vinculara estrictamente los bienes nacionales 
a la estructura viaria de las reformas proyectadas 2S.

Las presiones e iniciativas para la verdadera transformación de 
París no quedarían detenidas en el Plan de los Artistas; antes bien, 
continuarían en línea ascendente durante la primera mitad del siglo xtx 
hasta la entrada de Haussmann en la prefectura del Sena.

Por una parte, y en primer lugar, los propietarios del Viejo París 
(de la Ville, la orilla derecha), cuyos edificios envejecen y disminuyen 
de valor, comienzan a presionar para imponer un modelo urbanístico 
fuertemente centralizado que enfrente el antiguo París al nuevo, la 
renovación frente a la expansión y la modernización 29.

Frente a ellos existe otro grupo de opinión que resume sus ideas 
urbanísticas sobre el futuro de París en una Memoria anónima de 1829, 
“Memoria de Arquitectos y de Propietarios”, en la que se encuentra 
una filosofía y concepción bien diferentes a la de los propietarios del 
Viejo París anteriormente descritos: la población es obrera, la cons­
trucción no lo es, hace falta, por tanto, construir para los obreros, 
reza la Memoria. Esboza un proyecto de ciudad obrera en la que se 
adelantan algunas propuestas concretas como la disminución de los 
derechos de entrada para el ladrillo, la limitación de la altura de las 
casas, autorización de utilizar maderas menos nobles que el roble para 
la carpintería. La Memoria no contiene un plan de urbanismo pro­
piamente dicho, pero incita o aporta ideas que se centran en una con­
cepción del crecimiento de la ciudad que debe ser realizada mediante 
la extensión de grandes superficies a construir y no por el amon­
tonamiento de funciones en los centros históricos; por tanto, esta 
concepción implicaría la abolición del reglamento que prohibía la cons­
trucción alrededor del recinto amurallado que rodeaba las doce pri­
meras circunscripciones de París20.

27 B. Rouleau, Le Tracé de mes de París, Presses du CNRS, 1988, p. 93.
23 En este sentido Bassols Coma, op. cit., pp. 65 a 67, hace referencia a las disposiciones 

legales que afectan los bienes desamortizados a ciertos fines, como la creación de cuarteles, 
hospitales y cárceles, nuevas calles y ensanche de las actuales, y plazas y mercados de nueva 
planta. Sin embargo, no se conoce un plan específico que vinculara un conjunto de propiedades, 
y no parcelas aisladas, a la realización de un determinado proyecto.

29 Gaillard, op. cit., p. 20.
311 Esta reclamación nos recordará en capítulos posteriores a la que en Barcelona haría 

Monlau con su escrito ¡Abajo ¡as Murallas!
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Los autores de este proyecto reclaman y buscan una gran ciudad 
industrial y, sobre todo, comercial. Solicitando también, por esta razón,, 
la disminución de los derechos de consumos.

Todas estas iniciativas y corrientes, que en un principio parecen 
quedar en proyectos inacabados y utopías, irán tomando forma bajo 
la dirección por parte de Lanquetin del Consejo municipal de París, 
que propondrá en 1843 una regeneración del antiguo París sin dis­
tinción de orillas.

El proyecto de Lanquetin es un programa de nuevas alineaciones 
de vías que implica un desarrollo de las comunicaciones interiores hacia 
el centro por medio de la creación de una red de nuevas vías y calles 
y la extensión de las antiguas vías existentes. Es, pues, un urbanismo 
en el que las principales preocupaciones de saneamiento y de rea­
pertura de vías se encierran en el perímetro del recinto amurallado, 
no es un urbanismo de extensión o ensanche. Así pues, frente a las 
dos concepciones anteriormente descritas —la de los propietarios que 
quieren renovar el centro y la de los progresistas que quieren extender 
la ciudad—, el “urbanismo oficial” se verá fuertemente influenciado 
por la de los primeros, en detrimento de una idea más próxima a la 
que nosotros podemos concebir como de ensanche.

Lanquetin sería sucedido por Rambuteau, prefecto del Sena hasta 
1848, que continuará las grandes líneas trazadas por su predecesor. 
En el interior se lanza a la demolición de los barrios más devastados 
sin tocar —todavía no había llegado el momento—, los barrios comer­
ciales más prósperos. El comienzo de la apertura de la rué de Rivoli 
y la reconstrucción de Les Halles será una de sus obras más impor­
tantes, que permiten tener un nuevo acceso a París, aunque no sería 
terminada por él, sino por el propio Haussmann.

Hasta el momento hemos realizado una síntesis de las primeras 
medidas de reforma y transformación urbana que anteceden y preparan 
el camino del barón. Analicemos, pues, algunos de los elementos que 
la reclaman y veamos si éstos fueron o no la verdadera causa de la 
transformación haussmanniana.

La higiene y la salud, después de las terribles epidemias de cólera 
de 1832 y la tuberculosis, están en el centro de las preocupaciones 
de las élites técnicas y de los responsables de la Administración. Nume­
rosos comentaristas y estudiosos de la época lo ponen de reflejo de 
un modo más o menos irónico o expresivo.

Constderant resume la situación del siguiente modo:

«Toda la parte central del antiguo París y los tres distritos de la 
orilla izquierda, o bien parecen cloacas, como la Cite, los mercados,
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los barrios de Lombards, de Aréis, del Louvre, o bien como el Gros-Cai- 
llou, el barrio de Saint Marcel y la isla de San Luis, se marchitan en 
un aislamiento, cada vez más enojante».

Pinon 31, sin embargo, cita este comentario de Considerant para 
argumentar que su visión era imparcial en el sentido de que existían 
ya barrios como el “Nuevo Barrio de la Poissoncrie”, el barrio de Saint 
Georges o el de Nouvelle Athénes, que «tienen calles derechas,, están 
aireados», existía un París moderno previo a las “Grandes Obras” que 
no será prácticamente tocado por éstas.

Carón destaca que la aireación, la ventilación, la lucha contra la 
suciedad movilizan la investigación y las capacidades de innovación 
de los ingenieros y las empresas. París olía mal32.

El factor higiénico va ligado generalmente al del aumento de la 
población, que en el caso parisino no constituye una excepción a la 
regla. La elevación del “elemento humano” acompaña fenómenos ori­
ginales que transforman la fisonomía y naturaleza de las ciudades que 
soportan estos crecimientos. Son ejemplo de esta constatación, entre 
otros, la formación de suburbios fuera de los recintos amurallados que 
presionan a la ciudad antigua para abatirlos. El crecimiento de la pobla­
ción parisina desde principios hasta mediados del siglo xix se multiplica 
por dos.

Chausinnand-Nogaret 33 recoge una tabla de población de las 25 
primeras ciudades francesas desde 1800 a 1850. Los datos reflejan cifras 
casi proporcionales en las tres primeras ciudades, París, Marsella y 
Lyon, en las que en medio siglo la población se duplica. El resto, sin 
embargo, ofrece un crecimiento más moderado:

1801 1831 1846 1851

París 547.756 774.338 1.053.897 1.053.262
Marsella 111.130 145.111 163.181 195.292
Lyon 109.800 133.715 177.976 177.190
Burdeos 90.992 99.062 121.520 130.927
Estrasburgo 49.956 49.712 71.992 75.565
Montpellier 33.913 35.285 45.794 45.811

31 Op. cit., p. 38.
32 Cfr. F. Carón, París el sés réséawc, naissance d’un mode de vie urbain, BHVP, 1990.
33 G. Chaussinand-Nogaret, La villes de temps tnoderms, de la Reinassance aax Revolutions. 

Histoire de la Frunce Uríiaine, t. 3, París, Senil, 1998.
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La cuestión de la distribución de agua y el alcantarillado es uno 
de los principales problemas a resolver para atender a los problemas 
de saneamiento (una de las principales causas de que París oliera mal). 
De hecho las primeras iniciativas para la realización de una red de 
alcantarillado se intentaron llevar a cabo durante el período 1832 a 
1839, mediante la construcción del canal del Ourcq, si bien la penuria 
de los medios financieros del momento y la ausencia de verdaderas 
soluciones técnicas innovadoras hicieron que París sufriera un con­
siderable retraso con respecto a Londres. Hasta 1850, las redes de 
saneamiento de París continuaban tirando al Sena todas las aguas34. 
Habrá que esperar a la obra de Alphand para regenerar por completo 
el sistema de canalización de París.

El inicio de la creación de aceras y la pavimentación de las calles 
se produce tras la aprobación de la Ley de 7 de junio de 1845 que 
regula su establecimiento en toda Francia, no sólo en París. La ciudad 
era un lugar peligroso para el peatón. Esta cuestión, que es un tema 
clásico en las transformaciones urbanas entre 1793 y 1845, fue objeto 
de constante polémica35. Una ciudad moderna es una ciudad empe­
drada en la que se deben distinguir los espacios públicos destinados 
a la circulación rodada, por una parte, y a la no menos importante 
circulación peatonal, por otra. Las ciudades medievales no diferencian 
ambas funciones. Las calles son demasiado estrechas y tortuosas como 
para poder establecer tal distinción. El inicio de la ciudad moderna, 
desde el punto de vista de la evolución de los accesos rodados, puede 
considerarse que da comienzo en el momento en que se imponen dos 
tipos de circulación, si no tres con la paulatina implantación del tranvía 
y la adecuación de los espacios públicos propios para llevarla a efecto.

La insalubridad en la vivienda es uno de los aspectos que, como 
veremos, decantará a Cerda hacia los estudios de urbanización. En 
efecto, la Monografía de la clase obrera barcelonesa es un impresionante 
estudio que refleja la situación de precariedad infame e insostenible

F. Carón, op, cit,, p. 23.
35 J.-L. Hakouel,L’embellissement devilles. L’urhanisme pangáisau xvinesiéck, París, Picard, 

Villes et sodétes, 1996, pp. 302 a 305, lleva a cabo una magnífica exposición, desde el punto 
de vista jurídico, de los principales problemas del Urbanismo del siglo xvm, destacando entre 
ellos el de la financiación de las obras de pavimentación y creación de nuevas vías. La contribución 
a la financiación de los propietarios ribereños era una de las principales apuestas de la Admi­
nistración del Antiguo Régimen para poder sufragar estos gastos. Sin embargo, la situación 
variaba en cada lugar y momento, a pesar de la existencia de una norma general que tiene 
su origen en el art. 12 del edicto de diciembre de 1607. Haroueldescribe cómo existían diferentes 
posturas doctrinales a mediados del siglo xvm. Fréminville considera que esta obligación existe 
siempre; los ocupantes de las casas que den a la vía pública deben pagar el coste de la pavi­
mentación y el mantenimiento de las calles a las que den frente, justo hasta la mitad de la 
misma. Sin embargo, a finales del Antiguo Régimen, Perrot observa cómo, a pesar de la regla 
existente, numerosas municipalidades pagan los gastos de pavimentación y de las aceras. La 
casi totalidad de la pavimentación de la dudad, suburbios y alrededores de París fue realizada 
a cuenta de la Corona.
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en la que habitaban las clases trabajadoras catalanas. No hemos encon­
trado un estudio similar o paralelo que de una manera omn i compren­
siva y con un análisis tan pormenorizado se haya hecho para el París 
de mediados del siglo xix.

No es ésta cuestión baladí, en el sentido de que en la obra hauss- 
manniana se echa de menos una preocupación algo mayor por el rea­
lojamiento y la actividad de fomento de viviendas en condiciones res­
petables. De hecho, la ausencia de una verdadera preocupación por 
la higiene en el interior de la vivienda (en el espacio privado), y no 
sólo en el espacio público que. constituye la vía, ha sido una de las 
críticas que con mayor peso se han formulado al urbanismo hauss- 
manniano, que en este sentido podríamos calificar como de fachada. 
Saint Marie subraya la debilidad del sistema haussmanniano en lo 
que concierne a la organización interior de las manzanas que se vio 
sacrificada en favor de los espacios públicos. El único cálculo estadístico 
que hizo en este sentido fue el de asegurarse que el número de viviendas 
destruidas fuera igual al de las construidas sin atender a la condición 
social de los desalojados y los alojados. Cerdá será, en este sentido, 
un precursor en cuanto al carácter de sus preocupaciones sociales.

Hasta aquí se han analizado los elementos típicos que convergen 
en la mayor parte de las ciudades hacia la segunda mitad del siglo xix; 
la necesidad de llevar a cabo una reforma de las mismas era algo paten­
te y continuamente reclamado. Sin embargo, tras la revolución de 1848 
y con la llegada al poder de Luis Napoléon Bonaparte, Napoleón III, 
a todos estos factores comunes se han de añadir algunos peculiares 
que justifican el modo grandioso, gigantesco —para algunos despro­
porcionado—, de las reformas parisinas.

La interpretación del significado político del París reformado por 
Napoleón III es diferente, en algunos de sus puntos, a la de la rea­
lización de los ensanches españoles, como analizaremos a continuación.

La remodelación de París era una cuestión de Estado, un símbolo 
en piedra de la conquista del poder. Las necesidades de saneamiento 
y salubridad propias de una ciudad de la segunda mitad del siglo xix 
fueron las primeras razones que propugnaron las primeras reformas 
realizadas antes del advenimiento del Segundo Imperio; éstas se inte­
grarán, a partir de 1849, en un proyecto de mayor alcance y significación 
que sobrepasa estas primeras necesidades de corte higienista.

Por otra parte, históricamente se han atribuido también razones 
estratégicas y militaristas a la concepción de las amplias vías hauss- 
mannianas que suponen el aislamiento de los edificios públicos frente 
al pueblo, y un deseo de control de la población mediante la creación 
de calles gigantescas que permitieran la facilidad de represión por parte 
de las tropas en caso de que existieran sublevaciones o revueltas, que
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poco podrían tener de callejeras en los nuevos y amplios espacios urba­
nos creados.

Las primeras experiencias de reforma a las que hemos hecho refe­
rencia con anterioridad (reforma de las Tullerías, inicio de la apertura 
de la rué de Rivoli) podrían inscribirse en este contexto. Pero parece 
que esta idea ha sido una conclusión extraída a posteriori por los dife­
rentes intérpretes de la obra haussmanniana, ni las Memorias de Hauss- 
mann, ni la principal doctrina de la época hacen referencia a la reforma 
de París desde un punto de vista de estrategia militar o de orden públi­
co; se debe pues desterrar ese tópico.

Descrito a grandes rasgos el tablero en el que Haussmann va a 
jugar con un equipo administrativo fuerte y eficaz, queda ahora analizar 
lo que desde el punto de vista del jurista es más interesante, los medios 
jurídicos y financieros de los que se sirvió para llevar a cabo la trans­
formación de París.



CAPÍTULO III

LA URBANIZACIÓN HAUSSMANNIANA

1. INTRODUCCIÓN

El punto de partida de la concepción de las vías —de las calles 
que se han de urbanizar para hacer ciudad— en la doctrina de Ildefonso 
Cerdá aparece recogida a lo largo de toda su obra. Tanto en la Teoría 
General de la Urbanización, desde una perspectiva histórico-evolutiva 
(como tendremos ocasión de analizar en capítulos posteriores), como 
desde el punto de vista jurídico y económico, en la Teoría de la Cons­
trucción de las Ciudades y en la Teoría de la Viabilidad Urbana.

De esta forma se procederá a hacer un análisis del pensamiento 
cerdiano, y de cómo sus teorías calaron en mayor o menor medida 
en los métodos reales de financiación de los ensanches españoles y 
en la legislación que los amparaba.

Partiremos, por tanto, de una base doctrinal, de todo un pensa­
miento y una reflexión en torno a la ciudad al que se añadía un plan, 
el Plan de Ensanche de Barcelona, como instrumento de ejecución 
verdadero de todo un primer legado teórico.

Tendremos ocasión también de analizar cómo la Teoría General 
de la Urbanización parece en algunos aspectos una tesis realizada para 
demostrar o justificar el Plan de Ensanche de Barcelona. Pero, a pesar 
de la posible crítica que se pudiera verter en torno a las argumen­
taciones del autor del Ensanche de Barcelona, una cosa es cierta: Cer­
dá va a ser primero un pensador del urbanismo; su inquietud por la 
búsqueda de soluciones viables a los problemas urbanos de la España 
decimonónica latirá con fuerza a lo largo de toda su obra. Su afán 
y vocación investigadoras estarán de todo punto demostradas.
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Sin embargo, y como contraposición, tal y como se pone de relieve 
en el apartado biográfico de Haussmann, el prefecto del Sena no es 
ningún teórico del urbanismo; su obra más importante son sus Memo­
rias, y ya advertimos que son una justificación ex post de su realización 
urbanística y un acto de vanagloria personal.

Por tanto, el principal problema con el que nos vamos a encontrar 
es la ausencia de un legado doctrinal que defina y de alguna forma 
ampare las actuaciones del período haussmanniano. Por esta razón 
veremos cómo las referencias bibliográficas se centrarán en aspectos 
mucho más concretos y prácticos que en el estudio que haremos del 
legado urbanístico cerdiano, pues las fuentes que nos ayudarán a enten­
der la concepción jurídica y económica del prefecto y del Servicio Muni­
cipal de Obras de París serán aquellas que nos den noticia de cómo 
se fue haciendo y reurbanizando París.

El iter de los procesos expropiaterios que cobrarán una relevancia 
fundamental en la realización de las Grandes Obras, las principales 
normas que lo respaldaban y el freno que cierta tendencia jurispru­
dencial supuso a su obra, así como las técnicas de financiación, serán 
nuestro objeto de estudio.

Haussmann supo mantener el frágil equilibrio entre todas ellas 
durante un tiempo, sobre todo en la primera década de su ejercicio 
como prefecto del Sena, cuando su poder era casi absoluto. En el 
momento en que el poder del Emperador se debilita y la presión de 
Asamblea Nacional le obliga a rendir cuentas sobre el entramado finan­
ciero, de todo punto irregular, será cuando la política de Haussmann, 
como individuo, llegue a su fin.

Ausencia de metodología y doctrina como primer escollo, y ausen­
cia de un verdadero plan, al estilo del Plan de Ensanche, que prefigure 
el futuro de la capital francesa como segundo interrogante. La tradición 
escrita ha narrado en repetidas ocasiones la escena en la que Napo­
león III muestra a Haussmann un plano de París con las reformas 
que debían llevarse a cabo, pero no dejaba de ser un simple plano 
con trazados superpuestos, nada que ver con la concepción actual que 
de plan urbanístico tenemos, y nada que ver con el Plan de Ensanche 
de Barcelona.

No hay doctrina, no hay plan, ¿qué tiene entonces de especial la 
política haussmanniana que haga de su estudio objeto de nuestra inves­
tigación? En mi opinión, y a primera vista, eso mismo, que fue una 
política, con mayor o menor improvisación, pero eficaz y altamente 
resolutiva; una política que supo anteponer el interés general (o el 
de su Administración, según cómo se mire) al de la propiedad privada 
por encima de todo, y de esta manera, y a lo mejor inconscientemente 
—o al menos no del modo teórico en que lo planteará Cerdá—, con­
figuró una nueva forma de hacer ciudad, un nuevo modelo urbanístico,
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un espejo en el que todas las ciudades francesas y europeas se querían 
mirar.

A pesar, pues, de que el método de investigación para esta parte- 
del estudio será algo diferente del que. llevaremos para el estudio del 
legado cerdiano —partimos casi siempre de concepciones teóricas que 
terceros han realizado a la vista del legado haussmanniano—, hemos 
querido mantener el mismo esquema expositivo en ambas para dar 
coherencia a la investigación y poder de esta forma llevar a cabo un 
verdadero análisis comparativo en paralelo. De otro modo la deses­
tructuración en la forma podría provocar que el contenido material 
no fuese fácilmente comparable, perdiéndose lo que, a mi entender, 
puede suponer la mayor riqueza de este trabajo.

2. LAS VÍAS HAUSSMANNIANAS.
HACIA LA CIUDAD-SISTEMA

2.1. Concepto de vía

A) Aproximación a una definición

La búsqueda de una definición unívoca y omnicomprensiva del sig­
nificado de la vía haussmanniana resulta de todo punto infructuosa 
si nos aproximamos con mentalidad “cerdiana” a este objetivo, a lo 
que el prefecto del Sena pudiera decir de ellas. El barón no habla 
en sus Memorias de vías, sino de calles en concreto, de la transfor­
mación de la me de Rivoli, del boulevard Saint Germain, de la me 
Sebastopol. La práxis es su único punto de partida doctrinal. No existe 
una concepción teórica de lo que debe constituir una nueva calle a 
urbanizar, un espacio público a transformar. Si bien, de su noción prác­
tica e ingenieril de hacer ciudad se puede ir leyendo entre líneas y 
descubrir cómo van apareciendo un conjunto de principios técnicos 
y descriptivos de lo que implica el perece, la apertura.

La noción de vía aparece íntimamente ligada a lo que en francés 
se denomina percée, que Pinon 1 describe como una dirección que enla­
za física y visualmente; es un espacio abierto y liberado que atraviesa 
los tejidos urbanos de diferentes consistencias que se retranquean al 
paso de la nueva vía. Supone la modificación de una trama urbana 
preexistente. El percée haussmanniano significa destrucción pero tam­
bién reconstrucción, no sólo del viario, sino de todo el paisaje urbano, 
si cabe tal paradoja.

Las vías haussmannianas aparecen ligadas permanentemente a la 
necesidad de crear nuevas arterias en el gangrenado y embólico cuerpo,

P. Pinos, París Haussmann. Le parí d’Haussmann, p. 88.
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casi inerte, que constituye la ciudad antigua, para que la sangre vuelva 
a circular, para que estos nuevos conductos devuelvan la vida al decré­
pito y moribundo corazón de París. Es una operación de cirugía rea­
lizada a un ritmo trepidante y sin aparente orden lógico, y que a pesar 
de su asistematismo y desorden tiene éxito: la ciudad revive.

Esta idea, sin embargo, no es nueva en la tradición edilitaria fran­
cesa. Persigna concibe, en los orígenes de las Grandes Obras, la rea­
pertura de las vías del mismo modo, aunque de una forma menos 
plástica y algo más técnica, destacando la necesidad de que las grandes 
vías de comunicación que fuera necesario abrir debieran pasar pre­
ferentemente a través de los barrios más insanos y miserables. Este 
principio, que en cierto modo define un tipo de vía que se superpone 
y rompe el tejido urbano preexistente trazando sobre él como una 
gran cicatriz, tenía para Pinon 2 un doble objetivo: realizar el sanea­
miento, que era una de las principales razones de las percées, y expro­
piar los terrenos menos costosos ocupados por los edificios más modes­
tos.

Sin embargo, veremos cómo este, principio no es absoluto, ni la 
regla general durante el período haussmanniano, pues aunque sí es 
cierto que las primeras aperturas se realizarían conforme a los dos 
postulados anteriormente citados, posteriormente se llevarán a eabo 
en barrios ricos,, como en el boulevard Maleshebres, en el qué se des­
truyeron casas nuevas, o en el bulevar Haussmann, en el que se demo­
lieron grandes hoteles particulares de finales del siglo xvm.

Hasta aquí una primera idea muy genérica del principal elemento 
de lo que veremos que constituirá el sistema haussmanniano: las vías. 
El análisis y el intento de aproximarnos a un concepto de las mismas 
se realiza, en principio, tomando la vía de forma aislada, en sí misma, 
lo que permite llevar a cabo una clasificación de las mismas en torno 
a distintos parámetros.

— La creación de: una nueva vía como apertura o ruptura (dé- 
gagement de parcée) es la más tradicional. Tiene por objetivo propor­
cionar un fácil acceso a un determinado equipamiento público. Las 
nuevas vías de acceso a las estaciones de ferrocarril son un botón de 
muestra éjémpHficador de la tipología descrita.

— - Una segunda clase son las vías transversales, o radiales, que 
abren en el interior una nueva forma de comunicación anteriormente 
inexistente.

— Un tercer tipo de vía serían las que unen dos puntos simbólicos 
de la ciudad, que al mismo tiempo pueden constituir una vía transversal 
o circular que recupere o reavive la circulación.

2 Op. cit., p. 90.
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— Existen otras vías que tienen como objetivo principal —y no 
accesorio, como en las anteriores— acoger nuevos inmuebles; esta tipo­
logía es lo más parecido a la definición que Cerdá hará de vía; como 
un anexo o una parte más de la vivienda que: forman un todo públi­
co-privado en cierto modo inescindible. La casa no tiene sentido sin 
la vía que le dé acceso.

Pero esta clasificación a grossa modo no debe, confundirnos, pues 
la apertura de cualquiera de las vías anteriormente descritas conlleva 
un proceso paralelo que acompaña al saneamiento, al embellecimiento 
o la descongestión circulatoria, que es la parcelación residencial, si 
bien, la mayoría de las veces, de forma lineal.

— Una quinta y preexistente vía sería la llamada secundaria, la 
que converge y desemboca en las nuevas aperturas, el sustrato que 
subyacerá de la antigua ciudad.

Esta disección técnica, propia de un análisis arquitectónico o inge­
nien! de las vías, tiene como principal objetivo el acercamiento a la 
realidad física que posteriormente veremos transformada mediante una 
legislación y financiación ad hoc. Pero, en mi opinión, estos primeros 
bosquejos son útiles para entender varios puntos que tendrán una inte­
resante proyección jurídico-económica:

En primer término, la definición de la vía haussmanniana, como 
una creación que se superpone sobre la realidad existente, puede con­
ducir a actuaciones urbanísticas en las que, a prioti, la presión de los 
propietarios de los inmuebles y terrenos, y de los arrendatarios será 
mayor, la j ustificación del interés general que legitime la expropiación 
deberá fundamentarse de una forma mucho más sólida que si el terreno 
a expropiar fuera baldío y sin edificación alguna.

En segundo lugar, la clasificación de las vías en distintos tipos según 
su destino público más relevante y la mayor o menor accesoriedad 
de la función residencial en la nueva apertura podrá implicar la gene­
ración de movimientos especulativos de diferente envergadura en fun­
ción del número de nuevas residencias proyectadas, o de la calidad 
y tipología de. las mismas, como tendremos ocasión de ver posterior­
mente.

En tercer lugar, la descripción de esta tipología supone siempre 
que la intervención, la apertura de las vías, se realiza sobre una realidad 
urbana que preexiste y hay que reformar. Y de hecho así se hizo.

A los ojos de Cerda 3 esta capacidad de destrucción y reconstruc­
ción es lo que engrandece la obra de Haussmann, pues en el panorama 
urbanístico español no existió, a mi entender, ni la capacidad econó- 3

3 Cruda (Resumen final de la memoria que contiene el Plan Económico de don Ildefonso 
Ckrdá para el ensanche y reforma de Barcelona, Apéndice documental, TGU, preparada por 
Estafé, pp. 593 ss.) critica la obligatoriedad de que sea la Administración la que financié la
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mica, ni los instrumentos jurídicos, ni el interés político y/o adminis­
trativo necesarios para comenzar la transformación de las ciudades 
desde dentro 4, que no será recogido hasta la legislación de expro­
piación forzosa de 1879 y no llegaría hasta la legislación de reforma 
interior de 1895 y su aprehensión por el Estatuto Municipal de 1924, 
cuando gran parte de los ensanches españoles, es decir la reforma, 
si puede calificarse así, por adhesión o yuxtaposición, ya se había lle­
vado a cabo.

El proceso será inverso en España y Francia, a pesar de que Cerdá 
siempre reclamó la necesidad de la reforma interior como primer paso 
necesario para el posterior ensanche y extensión de la ciudad pre­
viamente saneada y recuperada 5 * 7.

Por otra parte, y tras estas primeras conclusiones que nos empujan 
a seguir indagando sobre el método de realización de las Grandes 
Obras parisinas, existe en el período haussmanniano una reorientación 
del significado de vía pública como contraposición al de viario (voie 
publique ns voirie publique) que nos pueden ayudar en la búsqueda 
conceptual de la idea de vía.

En este sentido, Landau 6 apunta cómo los proyectos de urbanismo 
de Napoleón III dieron una enorme impulsión a los servicios de la 
Administración parisina que permitieron en veinte años poner las bases 
de una doctrina y de un verdadero arte del viario (Art de la voirie). 
Haussmann 7 llama la atención sobre el hecho de que debe tener lugar 
una distinción entre la naturaleza de las funciones del servicio de la 
vía pública, de aquellas que corresponden al viario público, denomi­
naciones entre las que reinaba una gran confusión.

La vía pública (voie publique) durante el siglo xix es competencia 
exclusiva de los ingenieros a los que concernía el establecimiento de 
las calzadas de las nuevas vías, avenidas, plazas públicas, calles y bule­
vares, de los paseos y transversales. También era de su competencia 
el mantenimiento de las vías de todo orden y tipo, su limpieza, regado 
e iluminación.

reforma interior, y en este sentido se refiere al caso francés estableciendo que opta por el 
sistema establecido para la realización del bulevar Sebastopol en París, en el que «se concentran 
en la Administración todos los derechos y todos los intereses, como asimismo todos los perjuicios 
y todas las ventajas que la apertura de la nueva vía procrea».

4 Aunque a esta afirmación de carácter general cabe argumentar que existen excepciones 
en el panorama urbanístico español, como fue la reforma de la Puerta del Sol en Madrid, 
de la que hablaremos posteriormente.

3 Ibidem, p. 595. En este sentido Cerda es clarísimo al afirmar que «para hacer posible 
y realizable la reforma que es la primera base, ¡a conditio sine qua non del ensanche, ha sido 
preciso excogitar otros recursos supletorios, si así puede decirse».

* B. Landau, «La fabrication des rúes de Paris au xtxe siécle. Un territoire d’innovation 
technique et polítique», op. citp. 30.

7 Op. cit., t. 1, p. 3.
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El viario parisino (voirie parísienne), también denominado servicio 
de policía de la vía pública (service de pólice de la voie publique), com­
prende exclusivamente las medidas legislativas y reglamentarias des­
tinadas a la conservación y al libre uso de la vía pública (orden, tran­
quilidad).

Distinciones que nos van aproximando a la concepción global de 
la ciudad de Haussmann desde una perspectiva competencial, pero 
indicativa —como señalamos en páginas anteriores— del deseo de reu­
nir en un solo servicio las competencias necesarias para llevar a cabo 
Jas Grandes Obras de París.

B) La ciudad-sistema

La vía, considerada aisladamente, carece de una significación más 
amplia de la apuntada hasta el momento. La mayor parte de la doctrina, 
como veremos a continuación, hace hincapié en que estas vías, que 
en principio podrían suponer simples actuaciones puntuales y asiste­
máticas, configuran en su conjunto lo que se ha venido a denominar 
la ciudad-sistema (ville-systeme).

En efecto, Saint Marie Gauthier s señala cómo Haussmann llega 
en el momento preciso para operar una síntesis entre la tradición edi- 
litaria y la necesidad de un acercamiento a gran escala. De hecho se 
sirve de la primera para realizar la segunda. Llevará a cabo las profecías 
y proyectos de Paite, asociando la ciudad heredada a los nuevos espa­
cios, en una ciudad inédita y adaptada a las necesidades de su tiempo.

El papel de Haussmann fue el de unir los diversos sistemas técnicos 
para la constitución de un gran todo. Es entonces cuando las nuevas 
vías haussmannianas cobran su verdadero sentido, inmersas en este 
nuevo y completo sistema, no sólo de nuevas avenidas y calles (ele­
mento principal), sino complementado con una nueva ciudad subterrá­
nea que canaliza, sanea y depura, y un proyecto de zonas verdes, par­
ques, squares y bulevares que imprimen un nuevo carácter al Viejo 
París. En definitiva, una nueva urbanización, que se transforma en 
una malla urbana en la que cada una de sus partes está vinculada 
al todo.

En este sentido, Roncayolo 9 sostiene que la nueva red de vías 
deviene como un principio de organización que se superpone a la ciu­
dad antigua y regula la urbanización del espacio conquistado.

En esta misma línea, Pinon 10 continúa afirmando que hablar de 
la “transformación” de la ciudad en términos de una red implica que 8 9 10

8 V. Saint Marie Gauthier, «Hasussmann a l’oevre.,,;»iS op: eit., p. 36,
9 M. Roncayolo,
10 P. Ptnon, Paris-Haussmann. Le pan d 'Haussmann, p. 73.
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ninguna operación es aislada, que una nueva vía está unida a otra, 
a un equipamiento existente o por crear, que la red de calles va unida 
a la de alcantarillado, al suministro y evacuación de aguas, que las 
plantaciones salen de los parques para alinearse en las avenidas y 
bulevares.

La “Transformación de París” es global, incluso a pesar de que 
sea imposible saber si ésta fue realmente su intención, primera carac­
terística a destacar. Segundo rasgo definidor: no es un sistema utópico, 
a pesar de que algunos fundamentos pudieran parecer furieristas u. 
Tercera característica: es un sistema pragmático que, aceptando la 
herencia de sus antecesores Rambuteau y Berger, se ciñe al contexto, 
tiene en cuenta las circunstancias del momento; negocia, y se realiza 
al ritmo y en la medida de las decisiones presupuestarias, en un tiempo 
muy propicio a los cambios en los proyectos.

La ciudad-sistema es, por tanto, una aprehensión, una abstracción 
ex post de los resultados de las Grandes Obras de Haussmann, que 
la doctrina ha utilizado para definir el modelo urbanístico haussman- 
niano. No es, pues, ni una utopía, ni una ciudad-jardín, ni un ensanche, 
sino una forma de hacer ciudad que, teniendo como base un asiste­
matismo aparente, conduce a un resultado que es de una sistematicidad 
coherentemente sorpréndete.

La primera reflexión que cabe hacer sobre este punto es la puesta 
en duda de la eficacia del planeamiento urbanístico, si bien puede 
suponer una discusión algo prematura y polarizada, pues aunque el 
plan urbanístico no existiera como instrumento jurídico, parece que 
sí lo pudiera haber en la mente de su inspirador y su instigador, Napo­
león III, y el barón Haussmann, por lo que antes de llegar a con­
clusiones extremas se hace necesario analizar el modo en que estas 
obras fueron primero proyectadas y después urbanizadas.

Los resultados de la obra haussmanniana son un legado urbanístico 
que salta a la vista con la simple observación, desde lo alto del Arco 
del Triunfo, de las grandes avenidas y nuevas perspectivas que se abren 
y la armonía de un conjunto grandioso y sorprendentemente actual 
que no deja lugar a dudas de su gran realización.

Sin embargo, desde el punto de vista técnico existen puntos som­
bríos que, aunque no ponen en duda esa gran y única transformación, 
sí nos hace preguntarnos ¿cómo fue posible? Desde el acercamiento 
a las transformaciones urbanas que realizamos en el que inconscien­
temente subyace siempre la idea de planeamiento y la búsqueda de 
sólidos cimientos jurídicos —¿una ley del suelo, un código del urba­
nismo?— que prevean la posibilidad de estas realizaciones y articulen 
un sistema completo de hacer ciudad que ponga en pie las bases de

Vid. in externo capítulo sobre las ideologías urbanísticas: Fourier.
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un modelo urbanístico. Sin embargo, el error no puede ser mayor; 
no podemos interpretar, valorar o investigar el urbanismo decimonó­
nico francés bajo los mismos parámetros del jurista español contem­
poráneo, veremos porqué.

C) Los Trois Reseaux

La “Transformación de París” desde el punto de vista de la apertura 
de nuevas vías plantea algunas cuestiones importantes, cuyas respuestas 
se: han ido apuntando parcialmente a lo largo de este primer acer­
camiento biográfico y conceptual a la obra de Haussmann.

La primera de las preguntas que cabe formularse es si existió un 
verdadero plan de conjunto para la realización de las Grandes Obras, 
para la “Transformación de París”; la segunda es si la idea o la noción 
de las tres redes, Les Trois Réseaux, puede jugar este papel, y por 
último cabría plantearse cuál es la naturaleza jurídica del plan —si 
existió—, o de las Tres Redes, y su mayor o menor eficacia normativa.

Los planes de Transformación de París fueron concebidos en Lon­
dres por Napoleón III y después en París, si bien se plantea la duda 
de que estos esbozos impliquen la existencia de un verdadero programa, 
de un plan urbanístico en terminología actual, realizado al inicio deí 
Segundo Imperio en 1849, o a partir de 1853 tras la llegada a la pre­
fectura del Sena del barón Haussmann.

Las ideas de Napoleón III de abrir nuevas avenidas comunicándolas 
con las estaciones, y la creación de grandes bulevares, sus diseños :o 
más bien sus trazos sobre el mapa de París, parecen plantear objetivos 
coherentes, pero de ahí a que estos bosquejos supusieran un verdadero 
plan urbanístico hay una larga distancia.

El barón en sus Memorias habla de un programa del Emperador 
que él debe ejecutar. Sin embargo, conociendo ya a estas alturas la 
soberbia del prefecto, nos extraña que de haber existido un verdadero 
plan, un programa de actuaciones ordenado, sistemático, omnicom- 
prensivo, al estilo del Plan de Ensanche de Barcelona, éste lo hubiera 
mantenido en secreto, por lo que se deduce que realmente el plan, 
como instrumento único y herramienta de trabajo no existió, al menos 
con los detalles suficientes como para poder llevar a cabo a través 
de él la apertura de las nuevas vías proyectadas.

La primera representación gráfica de las obras del Segundo Imperio 
no sería realizada hasta la Tercera República con ocasión de la Expo­
sición Universal de 1889, pero sería un plano real, con las obras ya 
concluidas.
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Lo más semejante a la idea de plan que se nos presenta en el 
período haussmanniano es la idea de las “Tres Redes”, los Trois 
Réseaux, a la que nos aproximamos inicialmente en páginas anteriores.

A primera vista, la idea de Tres Redes parece sugerir un plan de 
etapas, una organización espacio-temporal de la obra a realizar, una 
división semejante a lo que nuestras leyes de ensanche entenderán 
como zonas parciales, dotadas de una unidad física y, al mismo tiempo, 
económica y financiera. Cada zona parcial tenía un presupuesto sepa­
rado de las demás; pudiera parecemos también algo semejante a un 
plan parcial.

El único punto en común que tienen las redes haussmannianas 
con las zonas parciales de ensanche, con los planes de etapas o con 
los planes parciales es el de la aparente unidad económica de los mis­
mos; es decir, cada una de las redes corresponde a un determinado 
tipo de financiación, aunque ni siquiera esa unidad fue total. No existe 
en ellas unidad física, ni de proyecto, ni orden temporal.

Esta clasificación tenía únicamente por objetivo el de distinguir 
aquellas vías que estaban subvencionadas por el Estado, de las rea­
lizadas en el marco de un interés de orden público o para asegurar 
la apertura de monumentos nacionales o de las ejecutadas por con­
vención de leyes especiales, de aquellas que deberían realizarse sin 
ninguna subvención. Era una clasificación de compatibilidad, nada más.

No conviene, por tanto u, atribuir a esta distinción una importancia 
extrema. Nos quedaremos sorprendidos si seguimos esta clasificación 
de manera estricta, pues se llega a constataciones bastante descon­
certantes. Se plantea el interrogante de por qué ciertas avenidas que 
parten de la plaza de L’Etoile, o por qué ciertas calles que van a parar 
a la Ópera figuran en una de las dos primeras redes, mientras que 
las otras corresponden a la tercera.

No existe una causa lógica que justifique esta discriminación, que 
radica únicamente en la resistencia más o menos acentuada del Cuerpo 
Legislativo a los trabajos de Haussmann, como veremos más adelante 
al tratar de la financiación.

A pesar de la incoherencia de esta clasificación, que no parece 
corresponder a la idea de plan o programa, no nos resistimos a hacer 
una descripción física muy genérica de las obras que contenía cada 
una de las Tres Redes de Iíaussmann para poder exponer posterior­
mente de forma algo más ordenada los diferentes problemas de finan­
ciación que tuvieron y entender tanto los momentos de apogeo del 
barón, con la conclusión de las dos primeras redes, como su declive 
con la tercera y los importantes escollos financieros que supuso su 
realización. 12

12 A. Morizet, De vieux París au París modeme, op. cít., p. 185.
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La Primera Red supone en un primer momento la culminación 
de las obras comenzadas por los predecesores de Iíaussmann —Lan- 
quetin, Rambuteau y Berger—. La me de Rivoli, junto con la apertura 
de la plaza de Les Halles y el primer gran espacio verde público, el 
Bois de Boulogne y la avenida de la Emperatriz. El boulevard Sebas­
topol, tan admirado por Cerdá, fue el primer objetivo emprendido 
por el prefecto del Sena como primera gran obra a realizar ex novo. 
Sería inaugurada a bombo y platillo el 5 de abril de 1858, sólo cinco 
años después de la llegada a la prefectura del barón, y supuso la cul­
minación de la primera serie de Grandes Obras.

De momento las críticas no pueden ser más favorables, no existe 
oposición alguna a las primeras realizaciones de Haussmann. Los pre­
supuestos de la ciudad de París no son deficitarios.

La Segunda Red, financiada mediante el “Tratado de los 180 millo­
nes” de 28 de mayo de 1858, comprende toda una malla arterial que 
parte de la actual plaza de. la República, la realización de la avenida 
Dausmenil para unir la ciudad con el Bois de Vincennes, concebido 
por Napoleón como una segunda edición del Bois de Boulogne, que 
el Emperador “demócrata” ofrece a las clases obreras. Al oeste, una 
red que se organiza en tomo a la Plaza de PEtoile y La Colina de 
Chaillot; en la orilla izquierda, la urbanización de los alrededores de 
los Inválidos y La Escuela Militar son las principales realizaciones, 
a vista de pájaro, de esta Segunda Red, que no se centra en un deter­
minado punto cardinal de la ciudad, sino que se despliega hacia todas 
las puntas de la rosa de los vientos.

El 14 de agosto de 1861, otra inauguración pomposa, la del bou­
levard Malesherbes, dará por concluida las obras de la Segunda Red, 
y en ella el Emperador pronunciará su famoso discurso que ensalza 
si cabe más la labor de su principal instigador, Haussmann.

«El Emperador diría: “Señores, la inauguración de una vía de comu­
nicación nueva no tiene nada de extraordinario hoy en día y no hubiera 
hecho una ceremonia pública si no hubiera querido mostrar mi simpatía 
al Consejo Municipal que se ocupa con un constante celo de los intereses 
de la ciudad, mi satisfacción al Prefecto del Sena por su perseverancia 
infatigable que ha conseguido un gran objetivo y, en fin, mi aprobación 
a todos cuya cooperación secunda estos esfuerzos”.

Debió ser un momento mágico para Haussmann, la autoridad impe­
rial 1c palmea la espalda, alaba su constancia, su savoire faire, debi­
damente prevenida la audiencia de que la Transformación de París es 
una obra imperial, Haussmann se adelantará y pronunciará compla­
ciente el panegírico de sus obras, destacando los excedentes presupues­
tarios, sosteniendo un discurso socializador en el que mantiene que su 
primera preocupación es la de construir para los pobres frente al egoís­
mo de los propietarios 13».

Cfr. ibidem, p. 220.
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Momentos de gloria para el barón y el Emperador, época de tran­
quilidad material y somnolencia espiritual, el romanticismo en pleno 
apogeo y Haussmann continúa su ascendente e imparable carrera.

La Tercera Red completa la Segunda, con la rué Rearnur y la pro­
longación de otras vías existentes. También se realizan nuevas obras 
de urbanización, siempre desde el interior, es decir, nuevas reformas, 
como el boulevard de la Ópera y la urbanización de sus alrededores. 
Este último período, como ya adelantamos, se financiará mediante la 
Cais.se de Travaux y los Bous de délégation, que serán la causa principal 
de la caída del barón.

La Tercera Red, que no tiene una delimitación cronológica exacta, 
será concebida por la doctrina como tal, a posterior,a| pues tampoco 
fue denominada como red en sí misma y sus realizaciones parecen 
ser aún más dispersas que las de las dos anteriores. Podría parecer, 
observando estas realizaciones, últimos coletazos de la política urba­
nística hausmannianna, que el barón acometió una serie de obras de 
urbanización de forma indiscriminada y sin sentido alguno, como afir­
ma Morizet 14, empujado por una rabia irracional de demolir y reventar.

Sin embargo, todas estas demoliciones que en singular no parecen 
tener sentido suponen una de las aportaciones más claras del barón 
a la configuración de lo que se ha venido a llamar la “ciudad-sistema”, 
porque todas ellas forman un conjunto armónico, completo y coherente 
que supera las Dos Redes anteriores.

2.2. Procedimiento de obtención

A) Legislación

El ordenamiento jurídico existente en materia de urbanismo duran­
te el período haussmanniano es increíblemente simple y escueto; el 
corpus urbanístico que anhelamos para encontrar las claves de ese nue­
vo modelo no ocupa más de diez folios. Por otra parte, observamos 
cómo las principales normas de las que se vale Haussmann para llevar 
a cabo la Transformación de París son anteriores a su entrada en la 
prefectura del Sena; parece, pues, que los instrumentos preexistentes, 
bien manejados, fueron suficientes para emprender las Grandes Obras.

La simplicidad de esta normativa no puede ser entendida sin la 
base económica de la política de financiación de las Grandes Obras 
que analizaremos posteriormente. Pero para facilitar su comprensión 
hemos querido desgajar el proceso de lo que hemos venido a llamar 
obtención de las vías haussmannianas” en una primera aproximación

w Ibidem, p. 255.
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al marco legislativo que la soporta, para, en un segundo momento, 
examinar los principales y diferentes modos de financiación y los sis­
temas de ejecución de las obras.

La expropiación es el arma, el instrumento básico que permite la 
realización de las obras. Parece, pues, que nos encontramos ante lo 
que Parada 15 viene a denominar urbanismo de obra pública en su 
esencia, en su estado puro, aunque a lo largo del camino que iremos 
recorriendo veremos cómo estos modelos puros la mayoría de las veces 
se modulan y se reinterpretan. Linas veces, como veremos en el caso 
de Barcelona, el modelo puro se plantea desde una perspectiva doc­
trinal, como es el pensamiento económico de Cerdá, y la legislación 
tarda mucho tiempo en recogerla —hasta 1879 no se reconoce en Espa­
ña la expropiación de. zonas o franjas laterales;—. Otras veces, como 
es el caso francés, es recogida ab initio en la legislación sobre, lá dese­
cación de las marismas de 1807 y se incorpora a legislación expro- 
piatoría como una excepción (legislación de 1841), para ser norma 
general después (Decreto de 26 de marzo de 1852), pero será la juris­
prudencia la que se encargará de modular y paliar estos efectos en 
beneficio de los propietarios, de los concesionarios de obras y de los 
especuladores. Gracias al minucioso y extraordinario estudio de Halb- 
waci-is 16 podremos poner en relación la influencia que estas correc­
ciones externas al modelo tendrán sobre el valor de los terrenos, y 
la ralentización en la ejecución de las Grandes Obras parisinas.

La legislación urbanística francesa del Segundo Imperio no parece 
implicar una concepción moderna —en el sentido de omnicompren- 
siva—, del urbanismo; antes al contrario, es una continuación de la 
legislación sobre alineaciones del siglo anterior, aunque con algunas 
peculiaridades.

En contraposición a la gran obra de reorganización administrativa 
que llevó a cabo el barón al tomar las riendas de la prefectura del 
Sena, su labor como jurista —que lo era;— deja mucho que desear. 
Haussmann era un organizador, un político nato, con una idea y una 
misión. La reflexión sobre la metodología jurídica necesaria para llevar 
a cabo la transformación de la capital francesa no es fruto de sus refle­
xiones, sino simple herencia aprehendida y rentabilizada, sin mayores 13 * * 16

13 J. R. Parada Vázquez, Derecho administrativo, t, UJ. Bienes públicos y derecho urbanístico,
7.a éd., Madrid, Marcial Poní, 1998, p. 311. El autor háblá de distintos modelos de urbanismo 
de obra pública que se suceden en el siglo xlx español: de un urbanismo como obra pública 
y negocio de los propietarios colindantes en la primera legislación de ensanche de poblaciones,
al urbanismo como potestad y obra pública cuyos beneficios deben ser para la comunidad, 
recogido en la Legislación de Expropiación Forzosa de 1879 y en las posteriores leyes de reforma 
interior de 1892 y 18.95, así como la asunción completa del modelo por él Estatuto Municipal 
de Calvo Sotelo de 1924.

16 M. Halbwáchs, Les expropiations et le prix des terrains a París (1860-1900), Paris, Publi- 
cations de la Sacíete NouveÜe de Líbrame & d’Edition, 1928.
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complicaciones. Así es la política voluntarista de Napoleón III y de 
su brazo ejecutor, ei barón Haussmann, que se fundamenta en la expro­
piación.

En efecto, para la realización de las travesías urbanas de la segunda 
mitad del siglo xvm se recurrió a esta técnica como medio de obtención 
de las nuevas vías que tenían como principal objetivo ampliar y rec­
tificar las alineaciones preexistentes para establecer nuevos pasajes de 
los caminos reales a través de las ciudades.

En un principio, y en ausencia de una regulación clara, la obtención 
de estas nuevas vías se lleva a cabo mediante la negociación entre 
la Dirección de Ponts et Chausées, los oficiales de las ciudades, Jos 
propietarios y arrendatarios. Los conflictos se resolverían ante el Con­
sejo del Rey.

La primera regulación sería la del Primer Imperio con las Leyes 
de 16 de septiembre de 1807 y de 8 de marzo de 1810. En la misma 
línea continuaría la Ley de 7 de julio de 1833 y la Ley de 3 de mayo 
de 1841.

Todas estas leyes limitan el derecho de expropiación de la Admi­
nistración a los terrenos necesarios para la realización de las vías públi­
cas. La parte sobrante de la parcela expropiada queda en manos del 
propietario, que deberá edificar una nueva fachada, si la parcela está 
construida, o que deberá edificar un nuevo edificio si la parcela alberga 
espacio suficiente.

El principal problema de esta normativa resulta del segundo caso 
apuntado, el de aquellas parcelas que no tienen una superficie ade­
cuada como para poder edificar, formándose lo que se vino a deno­
minar “edificios-armario”; las parcelas sobrantes eran utilizadas para 
rentabilizar su superficie al máximo, en la construcción de casas sin 
profundidad, alojamientos carentes de aireación, insanos y antihigié­
nicos.

La expropiación así concebida devenía una técnica suficiente para 
la apertura de nuevas vías pero insuficiente para la verdadera trans­
formación de la ciudad, para su saneamiento y recuperación. Vía y 
vivienda deben seguir un proceso paralelo y proporcional; de nada 
sirve la apertura y ampliación de las primeras, si no corre pareja con 
una nueva edificación que las dote de verdadero sentido y no sólo 
como vías de paso anchas y espléndidas que permitan la circulación 
de la realeza por los denostados centros históricos.

Así las cosas,, ya en 1842 Perreymond 17 pone de manifiesto cómo 
la solución para dotar de cierta coherencia a esta política de ampliación 
y renovación de las vías interiores de la ciudad debe suponer la exten-

11 «Hace falta ir ai fondo de las cosas, establecer un sistema de gran comunicación bien 
unido», Perreymond, citado por H. LtiEKYUt;, El derecho a lu dudad.
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sión de la expropiación tanto a las zonas laterales de las calles como 
a la totalidad de las manzanas que se deban sanear.

Existía una excepción a la regla general de expropiación, tanto 
en la Ley de 16 de septiembre de 1807 como en sus sucesoras de 
7 de julio de 1833 y 3 de mayo de 1841, por medio de la cual los 
propietarios de las parcelas sobrantes no susceptibles de ser edificadas 
podían solicitar a la Administración la adquisición de toda la parcela:

«Las casas y edificios en los que sea necesario adquirir una porción 
por causa de utilidad pública serán compradas enteramente, si los pro­
pietarios lo requieren mediante una declaración formal dirigida al magis­
trado presidente del jurado de expropiación. Será toda parcela de terre­
no que, seguida la parcelación, se encuentre reducida a un cuarto de 
la superficie total de la misma, siempre que el propietario no posea 
ningún terreno inmediatamente contiguo» (art 50).

Lo que en principio se concibió como una excepción fue pasando 
a ser la norma general. Gaillard 18 pone de manifiesto cómo un Decre­
to de 3 de mayo de 1848, concerniente a la rué de Rivoli, y otro de 
4 de octubre de 1849, sobre los propietarios comprendidos entre el 
Louvre y las Tullerías, autorizaban a la municipalidad para comprar 
los inmuebles necesarios para la ejecución de la vía y a revender las 
porciones inútiles al viario. Decretos, por tanto, que cambian el sentido 
de la norma existente hasta el momento, pues en ella eran los pro­
pietarios los que tenían la capacidad de decidir si querían conservar 
o no la parte de su inmueble que quedaba fuera de la nueva alineación. 
En estos nuevos decretos corresponde a la Administración la decisión 
o la capacidad de comprar o no la parte sobrante de las alineaciones.

El 7 de octubre de 1849 Martin Nadaud proponía en el Parlamento 
la cesión al Estado de las parcelas no utilizables para la vía pública; 
pretendía solamente facilitar el saneamiento de una ciudad en la que 
después de veinticinco años no se había hecho otra cosa que construir 
casas para la burguesía. La Ley de 13 de abril de 1859 excluiría d’ailleurs 
du droit de retrait les propietaires de maisons insalubres. Seguiría, pues, 
la línea de pensamiento destacada por Martin Nadaud.

La expropiación de las vías y las zonas laterales o adyacentes se 
va perfilando como la medida necesaria para poder llevar a cabo la 
verdadera transformación de la ciudad. Los primeros intentos parciales 
tuvieron como consecuencia unas incipientes reformas que podríamos 
calificar de reformas de fachada; existen nuevas calles pero no una 
verdadera renovación del tejido urbano, antes al contrario, el retran­
queo de los inmuebles ante la apertura de las nuevas vías provoca 
una condensación de la construcción en los solares preexistentes, una

55

18 J. Gaillard, París. La Ville, op. cit., p. 25.
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invasión de los patios interiores que debilitan aún más el precario esta­
do higiénico de la ciudad.

Punto de partida, pues, de la reforma interior con unos primeros 
balbuceos que parecen tener un efecto contrario al pretendido, si bien 
mediante el Decreto de 26 de marzo de 1852 la expropiación se erigirá 
con fuerza y permitirá la reforma total de calles y manzanas.

A partir de 1851 será cuando Luis Napoleón Bonaparte hará del 
urbanismo una cuestión de Estado, y para ello ejercerá no sólo una 
influencia indirecta e inspiradora de las Grandes Obras de París, sino 
que, prescindiendo de la Asamblea Legislativa, las obras se decidirán 
por decreto, sin consulta previa (consultation prealable) y sin discusión 
del Cuerpo Legislativo.

Estos métodos sentarán precedente y serán justificados posterior­
mente por el Senado-consulto de 25 de diciembre de 1852 que deter­
minará que todas las obras de utilidad pública fueran ordenadas y 
autorizadas por decreto imperial. Serían estos decretos, por ejemplo, 
los que autorizaron la construcción de la Segunda y Tercera Red y 
la construcción del barrio de la Ópera.

y La descripción que Haussmann hace en sus Memorias sobre los 
métodos imperiales confirma la voluntad de Napoleón de llevar a cabo 
la dirección y control de las obras de un modo personalísimo; a pesar 
de que se cansaría pronto de esta tarea, el prefecto del Sena no actuaría 
sino por delegación imperial.

El Decreto de 26 de marzo de 1852 relativo a las calles de París 
hará el resto.

Los dos primeros artículos del citado decreto establecen que (art. 1) 
las calles de París continuarán estando sometidas al régimen de la 
grand voire. Estableciendo, por una parte, que en todo proyecto de 
expropiación para la extensión, restablecimiento o reparación, o la for­
mación de calles de París, la Administración tendrá la facultad de abar­
car la totalidad de los inmuebles comprendidos cuando juzgue que 
las partes restantes no son de una extensión o de una forma que permita 
edificar sobre ellas construcciones salubres.

La segunda posibilidad, que es la más interesante, establece que 
la Administración podrá abarcar en la expropiación los inmuebles fuera 
de las alineaciones cuando su adquisición sea necesaria para la supre­
sión de antiguas vías públicas que se juzguen inútiles. Las parcelas 
de terreno adquiridas fuera de las alineaciones y no susceptibles de 
recibir construcciones salubres serán reunidas a los propietarios con­
tiguos, de forma amistosa o mediante expropiación de esos propietarios 
conforme al art. 53 de la Ley de 16 de septiembre de 1807. La fijación 
del precio de esos terrenos se realizará siguiendo las mismas forma­
lidades y ante la misma jurisdicción que para las expropiaciones ordi­
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narias. El art. 58 de la Ley de 3 de mayo de 1841 es aplicable a todos 
los actos y contratos relativos a los terrenos adquiridos para la vía 
pública por simple razón de viario 19.

Este artículo será el que haga posible todas las reformas hauss- 
mannianas. Consta de dos partes bien diferenciadas.

La primera reconoce la capacidad de la Administración para expro­
piar fuera de las alineaciones prescritas para la vía pública aquellos 
terrenos, con o sin construcciones, que no tengan una extensión o forma 
suficiente para edificar con posterioridad edificios salubres.

Lo que en principio parece una simple medida higienista —evitar 
lo ocurrido en el pasado, la creación de los “edificios-armario” tan 
criticados— se transforma, en virtud de su imprecisión, intencionada 
o no, en una medida que permitirá la expropiación de amplios már­
genes a los lados de las nuevas vías susceptibles incluso de expropiar 
barrios enteros. El amplio margen de discrecionalidad 20 que este ar­
tículo atribuye a la Administración será clave para entender la capa­
cidad de destrucción y reconstrucción de París en los años en los que 
Haussmann será prefecto del Sena.

Es una medida que permitirá la extensión del margen de terreno 
disponible y que permitirá afrontar remodelaciones parcelarias amplias 
y parcelaciones (lotissments) rentables. Será una medida que aliente 
a la vez una reconstrucción rápida y racional, y que posibilitará el 
desarrollo de una arquitectura del inmueble acorde con la de las nuevas 
vías.

19 Hemos creído conveniente traducir el contenido integral def art. 2 del Decreto de 26 
de marzo de 1852, Reproducimos el artículo íntegramente en su lengua original por si de la 
traducción pudieran desprenderse errores de comprensión y de significado:

«Art. 2, Décret du 26 mars relatif aux rúes de París: Dans tout projet d'expropriation pour 
l’éiargissement, le redressment ou la forniation de rúes de París, Vadministration aura la faculté 
de comprendre la iétalite des inmeubles atíeinis, ¡orsqu’elle jugera que lés pardas restantes ne sont 
pus ¿lime étendue ou ¿Pune forme qui permette d'y élever des consiructions salubres. Elle potara 
pareillément comprendre dans l’expropriation des inmuebles en debors ds alignéments, ¡orsque lew 
acquisition sera nécessaire pour la supression d'anciennes voies publiques jugées inútiles. Les parcelles 
de terrains acquises en dehors des alignements et non susceptibles de recevoir de consiructions salubres, 
serón réunies aus propicies contigii.es, so.it a l’amiable, soit par expropríatiqn de ces propriétés, con- 
fonmment d I ¿tría le 53 de la loi du. 16 septembre 1807. La fixation du prix de ces terrains sera 
fait suivant les mémes forma lites et devant Ies memes jurídiction que celle des expropriation ordinaires. 
Van. 58. de la loidu 3 mai 1841 est applicable á tous les actes et contrals relatifs aux terrains 
acquis pour la voie publique par simple mesure de voirie».

20 Sobre el concepto de discrecionalidad administrativa y el margen de apreciación en 
ei ordenamiento jurídico español, vid. al respecto M. Bacigalupo Saggese, La discrecionalidad 
administrativa (estructura normativa, control judicial, y límites constitucionales de su atribución, 
Madrid, Marcial Pons, 1997; M. Beltrán de Felipe, Discrecionalidad administrativa y Constitución, 
Madrid, Tecnos, 1995; E. Desdentado Daroca, Discrecionalidad administrativa y planeamiento 
urbanístico: construcción teórica y análisis jurisprudencial, 2.a ed., Pamplona, Aranzadi, 2000.
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Esta medida legislativa haría pronto efecto. Sirva como botón de 
muestra el que nos ofrece Pinon 21 en el proyecto de apertura del bule­
var de Estrasburgo. El Tratado entre la Ville de Paris y la compañía 
concesionaria Ardoin de 27 de septiembre de 1852 no preveía más 
que la expropiación de pequeñas parcelas situadas en el interior de 
las nuevas alineaciones. Por el contrario, el plan de expropiación defi­
nitivo muestra que las parcelas expropiadas enteramente son mucho 
más numerosas.

El Decreto de 1852, concebido en principio como un modo de 
facilitar una operación meramente técnica —las alineaciones de las 
nuevas vías por medio de la expropiación—se convierte, a juicio de 
Pinon 21 22, en un medio de especulación para la Ville, la municipalidad, 
pues adquiriendo más terrenos de los exclusivamente necesarios para 
la construcción de las calles —es decir, las zonas laterales—, se bene­
ficiará de la plusvalía de la posterior venta de los mismos.

Parece, pues, que la afirmación de Pinon tiene en este sentido 
carácter peyorativo, aunque no profundiza mucho más en la crítica. 
Sin embargo, a nuestro modo de ver, se puede considerar que esta 
operación que permite el Decreto de 1852 no es tanto de carácter 
especulativo, sino una forma de hacer ciudad en la que la dirección 
del proceso corresponde a la Administración Pública, utilizando como 
herramienta la expropiación de las vías y las zonas laterales para su 
posterior venta. A cambio, como, veremos en la mayor parte de los 
casos, será la Administración la que sufrague las obras de urbanización, 
bien directamente cuando actúe mediante el sistema de régie, o indi­
rectamente mediando concesión de obra urbanizadora pero subven­
cionada por la Administración para sufragar los enormes gastos que 
comportan las labores de demolición y reconstrucción de la ciudad.

¿Especulación o urbanismo de obra pública? En mi opinión urba­
nismo de obra pública, pues las plusvalías que obtiene la Adminis­
tración no revierten en beneficio propio sino en la misma obra; no 
juega, ni especula, sino que sufraga gastos y urbaniza, directa o indi­
rectamente.

Pero aún es pronto para llegar a conclusiones tan categóricas; deje­
mos la puerta abierta y la pregunta en el aíre para ver de qué diferentes 
formas se puede contestar a medida que profundicemos en el estudio 
de la financiación y métodos de ejecución de las obras haussmannianas.

Una cosa sí es clara, y es que mediante este decreto, anterior, 
como advertimos, a la llegada de Haussmann a la prefectura del Sena, 
la reglamentación urbana está en la parrilla de salida para comenzar 
la gran Transformación de París.

21 Cfr. Fierre Pinon, op. cit., p. 95.
22 Jbidem.
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Hasta aquí una primera referencia a la esquemática regulación en 
materia de expropiación existente durante el Segundo Imperio. Existen 
otros aspectos destacables desde el punto de vista normativo que obje­
tivamente —es decir, tomada su importancia en el contexto en el que 
se desarrollan— y también relativamente —es decir, poniéndolos en 
relación con la realidad española del momento— tienen cierta impor­
tancia, pues influirán en gran manera, no tanto en la determinación 
de la dirección del proceso de urbanización que se enmarca en el decre­
to comentado, sino en la mayor agilidad o facilidad burocrática de 
llevar a cabo los procesos de reparcelación de las nuevas vías, por 
una parte, y en el resultado homogéneo y compacto de las Grandes 
Obras, por otra.

La agilidad en los procesos de transformación de la realidad plas­
mada en los proyectos a la realidad efectivamente materializada en 
piedra, y la realidad jurídica producto de estas dos que supone la reur- 
bamzación de una calle, de un grupo de manzanas, de un barrio entero 
fue posible gracias, en gran parte, a la organización catastral iniciada 
durante el Primer Imperio.

En efecto, Napoleón I, el gran organizador y administrador francés, 
entendió la necesidad de la puesta al día, más bien de la creación de 
todo un sistema catastral de fincas inexistente hasta el momento, no 
sólo en Francia sino en la mayoría de los países europeos. Un buen 
catastro actualizado supone una mayor eficacia en los ingresos públicos, 
supone para el Estado un conocimiento verdadero de la riqueza inmo­
biliaria, rústica y urbana, que existe en un municipio, en una prefectura, 
en una región, en todo un país.

Tras la Revolución Francesa, en 1790 la Asamblea Constituyente 
suprimiría los antiguos impuestos reemplazándolos por una contribución 
única establecida sobre todas las propiedades inmuebles en función de 
su rendimiento neto.

Para llevar a efecto este nuevo modo de imposición fiscal se hizo 
necesaria la confección de un catastro 2j general que permitiera deter­
minar sobre todo el territorio el contenido y las rentas de las propie­
dades. A pesar de estas primeras iniciativas, por razones principalmente 
económicas las experiencias que se iniciaron en 1803 no dieron como 
fruto la realización de un catastro general.

La publicación de la Ley de 15 de septiembre de 1807, seguida 
de un Reglamento imperial de 27 de enero de 1808, decidirá establecer 
un catastro parcelario general. Este catastro conocido bajo el nombre 
de Catastro Napoleónico o Antiguo Catastro constituye la base del 
actual catastro francés. Los trabajos de confección del mismo fueron 
encargados a una comisión presidida por el matemático Delambre que,

3 Sobre el catastro en Francia, vid. S. Lavigne, Le cadastre en France, Colección Que 
sais ¡e?, 1.a ed, Collectíon Encydopédíque, Presses Universitaircs de France, 1996; A. Maijrin, 
Le cadastw en Frunce, histoire et rénovation, Editions du CNRS, 1992; F. Troupel, Cadastre, 
Jurisclasseur construction, fase. 254, Editions techniques, 1991.
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después de elaborar el proyecto de reglamento anteriormente citado, 
realizaría un auténtico Código del Catastro publicado en 1811.

Los trabajos de elaboración del mismo fueron algo irregulares. Des­
pués de un primer comienzo rápido, se concluyó la labor catastral de 
9.000 municipios entre 1808 y 1814; el ritmo descendió hasta 1821 para 
ir avanzando de forma regular hasta su conclusión en 1850.

Éste es el dato principal que queríamos destacar en esta breve incur­
sión en la legislación y realización del catastro napoleónico: el hecho 
de que se concluyera en 1850, año en que Napoleón III comienza a 
dar un nuevo impulso a las Grandes Obras de París, La existencia de 
píanos parcelarios de las fincas rústicas y urbanas facilitaría enorme­
mente ios trámites para proceder a las expropiaciones, el conocimiento 
del terreno sobre el que se abrirían las nuevas avenidas y bulevares 
y su representación cartográfica mediante planos parcelarios. Herra­
mienta fiscal, en principio, que mediante su soporte cartográfico y docu­
mental permitirá una actuación eficaz y ágil.

Como complemento a la existencia de planos parcelarios catas­
trales, pero desde la perspectiva técnica, otro de los elementos acce­
sorios para la realización de la Transformación de París es la regulación 
de los planos de nivelaciones 24.

El Decreto-ley de mayo de 1856 contiene dos distinciones esen­
ciales; por una parte establece la obligatoriedad de que: los planos de 
nivelaciones se realicen como complemento a los planes de nuevas ali­
neaciones, y por otra parte establece que todo propietario colindante 
a la nueva vía pública que haya de ser abierta deberá solicitar la indi­
cación de la nivelación correspondiente al solar edificable antes de 
comenzar su construcción. La aplicación de este Decreto-ley, en prin­
cipio prevista exclusivamente para París, se extendió años más tarde 
a todo el territorio nacional por medio de la Circular ministerial de 
5 de mayo de 1884. La fijación de ios niveles asignados a las vías públicas 
permitirá a la Administración realizar las obras con una visión de con­
junto y de forma coherente mediante un estudio en profundidad de 
las superficies de ios terrenos que permitirán la realización de obras 
de mayor duración y calidad, ya sea para permitir una mejor circulación 
o para contribuir al saneamiento de las vías, estableciendo indicaciones 
precisas para el establecimiento de los accesos a las parcelas colindantes 
a la nueva vía pública.

Basta dar un paseo por el boulevard Friedman, por la rué Scbatopol, 
o el mismo boulevard Haussmann para observar que todas las avenidas, 
calles y edificios construidos durante el Segundo Imperio, e incluso 
posteriormente en la Segunda República, guardan una estética rigu­
rosa, están realizados con los mismos materiales, los balcones y las 
cornisas se silúan a la misma altura, la puerta de entrada a los inmue­
bles es idéntica, las alturas se respetan, existe una proporción entre 
la anchura de las avenidas y la altura de los edificios adyacentes.

M Cfr. Landau, op. cit., p. 8.
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La unidad de esa ciudad-sistema que se atribuye a ia obra hauss- 
manniana tiene a mi modo de entender dos referencias visuales dife­
rentes: por una parte el conjunto de las obras, las perspectivas, las 
amplias avenidas, los bulevares, el arbolado. Esta primera visión es 
tan armónica y compacta no sólo por su amplitud, a veces desbordante, 
sino también por sus carencias: no existen elementos perturbadores 
de la misma, es decir, no se erigen edificios chocantes, originales, que 
rompan la asistematicidad sistemática de las Grandes Obras hauss- 
mannianas, al menos realizados durante aquel período.

A los ojos del observador intrascendente, o del turista borreguil 
e inquieto, este dato no tiene ninguna significación, es un elemento 
más conformador del espíritu arquitectónico de una época, podría decir 
el guía experimentado. Pero a los ojos del jurista, debe haber algo 
más, una realidad física tan regularmente trazada: ¿es fruto simple­
mente de un academicismo reiterador hasta la saciedad desorienta­
dora? ¿o es un símbolo más del espíritu de una política urbanística 
que despliega sus efectos de forma casi matemática?

La segunda cuestión planteada a modo de interrogación retórica 
creo que lleva en sí misma la respuesta.

En efecto, y por esta razón nos adentramos en el estudio de las 
Ordenanzas dé edificación que suponen la entrada de la política hauss- 
manniana a la regulación en fachada de los inmuebles que han de 
ser construidos y porque, nos guste o no su resultado —cuestión esta 
que dejamos a los especialistas en la materia—, la realidad jurídica 
que subyace tras esta simetría ejemplifica una vez más, y como con­
traposición al ejemplo español que analizaremos posteriormente, la 
necesidad de una coherencia en la realización de cualquier proyecto 
urbanístico.

La regulación relativa a las alineaciones, alturas, aceras, materiales 
de las fachadas no es, al igual que ocurre con la legislación sobre expro­
piación, una invención propiamente haussmanniana, antes al contrario, 
supone la continuación de las primeras reglamentaciones existentes en 
1783.

La Declaración de 10 de abril de 1783 es el primer texto que aborda 
de forma rigurosa el problema de las alineaciones, la cuestión de la 
altura de. anchura de las calles con respecto a la altura de los edificios 
y el aspecto exterior de los inmuebles. Esta declaración ocupa en la 
historia de la reglamentación parisina una posición de bisagra entre 
el Antiguo Régimen y el siglo xrx25.

13 Sobre la reglamentación urbana y los inmuebles haussmaunianos, vid. F. Loyfr, París 
xixe. L’inmeuble et ia rué, Hazan, 1987; M. Dakin, Les inmeubles haussrtumríiéns a París. Recherche 
exploratoire, París Bra, 1987; F. Lazare y L. La/akz Dictinnaire admuiistratif et kistorique de 
rúes et de monuments de París 1855, París, Edítions Maisonneuve et Larose, 1994; R. Rotmann, 
Murs et mémoire: la construclion de París, París, Syros-Alternatives, 1988.
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A partir de este reglamento, la altura de las casas se fija en función 
de la anchura de las vías. El preámbulo del texto precisa cuál es la 
finalidad última de esta medida; se trata de llevar el aire más salubre 
y de facilitar la circulación. El debate sobre la higiene en la ciudad 
comienza a dar sus frutos y los textos legales comienzan a recoger la 
necesidad de saneamiento y reforma. Sin embargo, y a pesar de estas 
primeras regulaciones, la eficacia, las realizaciones en pos del sanea­
miento se ciñen a un contexto más reducido. Los prefectos que preceden 
a Haussmann, Rambuteau y Chabrol, pondrán en práctica una política 
de alineaciones y mejoras puntuales todavía muy débil, centrada sobre 
todo en los aspectos subterráneos de la reforma: el alcantarrillado y 
el suministro de aguas. 3

El Reglamento de 27 de julio de 1859 retoma las principales dis­
posiciones del de 1783. Además crea una regla suplementaria para las 
vías mayores de 20 metros, que en aquellos momentos comenzaban 
a ser numerosas. Por primera vez aparecen consideraciones esenciales 
desde el punto de vista de la higiene en el interior de las viviendas 
y las ordenanzas sobre fachadas. Se regula la altura mínima de los pisos. 
Este reglamento sería completado por dos Decretos de 1 de agosto 
de 1864 y 18 de jumo de 1872, que determinan las dimensiones mínimas 
de patios interiores y espacios de ventilación. Se prohíbe establecer habi­
taciones destinadas a vivienda sobre los patios. Esta reglamentación 
supone, para Landau 2G, el primer texto que, fuera del Código Civil, 
regula las dimensiones de los edificios en el interior de la propiedad!

No se nos escapa que la publicación de este reglamento se produce 
seis años después de la llegada a la prefectura del Sena del barón Hauss­
mann, en los que la uniformidad pretendida para el conjunto de los 
nuevos inmuebles se realizaba mediante prescripciones de carácter par­
ticular a modo de condiciones o claúsulas para la venta de los terrenos 
en los que se fueran a edificar los nuevos inmuebles. Existen multitud 
de ejemplos de este tipo de regulación, unas veces impuestas por la 
municipalidad a la hora de autorizar la apertura de la nueva vía Ptnon 26 27 
recoge el ejemplo del acuerdo del Consejo Municipal concerniente a 
la apertura de nuevas vías en torno al Ayuntamiento (Hotel de Ville) 
en el que se establecía que la reventa de los terrenos que bordean la 
plaza frente al Hotel de Ville se llevaría a cabo mediante lotes de similar 
tamaño y a condición de que las casas que se construyeran no excedieran 
de 16 metros de altura, divididas en cuatro pisos como máximo, y con 
lachadas realizadas con sillares, cornisas, balcones y ventanas adornadas 
con molduras salientes.

Existe otro tipo de regulación de carácter privado, de todo punto 
original, que complementa la descrita hasta el momento. Las escrituras 
notariales que acompañan la cesión o venta de los terrenos y el derecho 
a construir a lo largo de las nuevas vías reurbanizadas aparecían a

26 B. Landau, op. cit., p. 10.
27 P. Pinon, op. cit., p. 97.
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menudo acompañadas de prescripciones arquitectónicas y de recomen­
daciones sobre la elección de los materiales a construir.

Sirva como botón de muestra el caso del bulevar Sebastopol28 en 
el que la Administración imponía la misma altura para todos los pisos, 
la alineación y conexión de las líneas horizontales, cornisas, balcones 
y otros salientes, el empleo de la sillería para las fachadas que dan 
a la vía pública, comprendiendo pilastras, molduras, cornisas y balcones.

Szambibn 2tJ destaca en este sentido cómo el hecho que llama más 
la atención en las primeras operaciones que conciernen a la reforma 
de París es la presencia personal del prefecto del Sena en la firma y 
rúbrica de cada contrato ante notario. Cada operación recibía un trato 
individualizado, personal y sistemático. Ninguna operación se escapaba 
del control directo del barón.

De este conjunto de disposiciones (que no son otra cosa que orde­
nanzas de edificación, en el primero de los casos —los reglamentos 
de 1784 y 1859—, formales o expresas y, en el segundo, de carácter 
implícito a modo de cláusulas o condiciones de carácter privado) pue­
den obtenerse algunas reflexiones de interés:

Por una parte, y en primer lugar, el deseo de uniformidad arqui­
tectónica y estética es un símbolo en piedra, de sillar, de representar 
un nuevo modelo de vida: el de la burguesía que hasta el momento 
no ocupaba un lugar propio y definido en la ciudad. Las nuevas ciu­
dades, que por reforma o extensión surgen a partir de mediados del 
siglo xix, no sólo en Francia sino en toda Europa, son qué duda cabe, 
ciudades burguesas.

Por otra parte, y en segundo lugar, el conjunto del dispositivo regla­
mentario asociado al proyecto de apertura de una nueva vía, de un 
bulevar, participa en la creación de un prototipo urbano en el que 
se produce una redefinición de las relaciones y los límites entre el 
espacio público y el privado. Es éste uno de los mayores logros de 
la política urbanística del Segundo Imperio, pues logra una gran cohe­
rencia entre el arte de la creación de nuevas vías públicas y la regla­
mentación de policía urbana (voirie publique) 3n.

La armonización entre lo que Cerdá denominará vías e intervías 
es total; la normativa de expropiación se complementa con las Orde­
nanzas de Edificación, cuestión que diferencia de todo punto la política 
baussmanniana de la realización de los ensanches españoles. Cerdá 
llevaría a cabo unas Ordenanzas para Barcelona, pero éstas no verían 
la luz como texto reglamentario, lo que coadyuvó a la deformación 
de su verdadero Plan de Ensanche. * 29

“ W' Szambien, «Cour Batave, boulevard Sebastopol, l’utilité pourle pubiíc, E’utilité public», 
en París Haussmann, 4.a ed., Picard, 1998, pp, 250 a 255.

29 Ibidern.
311 GEt. Landau, pp. cit., p. 23.
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La herencia de un modo de hacer ciudad y de organizar el Servicio 
de Obras de París por parte de Haussmann ha sido puesta en evidencia 
en diferentes momentos de la investigación. Desde el punto de vista 
de las Ordenanzas de Edificación, también resulta destacable su legado. 
Si bien la práctica de cláusulas o condiciones no seguirá en voga, la 
reglamentación sistematizada de las nuevas alineaciones y construc­
ciones pervive en el Reglamento de Administración Pública de 22 de 
julio de 1882, que precisa, entre otros aspectos, las condiciones para 
la autorización de salientes y cornisas sobre la vía pública en París, 
describe y regula rigurosamente los elementos de las fachadas, la armo­
nización de una tipología arquitectónica adaptada a los procesos de 
construcción. Y, lo que es más importante, este reglamento será adop­
tado en diferentes ciudades que lo adaptarán a las condiciones locales, 
como tendremos ocasión de analizar posteriormente.

Paralelamente a este reglamento, el Decreto de 23 de julio de 1884 
continúa en la línea higienista trazada por sus predecesores, en el sen­
tido de que se esfuerza en precisar las disposiciones relativas a las 
dimensiones de los patios de luces y de ventilación, y la proporcio­
nalidad de la altura de las casas en función de la anchura de las vías.

Hasta aquí una primera aproximación al marco jurídico que sus­
tenta las Grandes Obras parisinas; a continuación veremos el modo 
en que éstas fueron realizadas, la dirección del proceso, el procedi­
miento de aprobación de la apertura de nuevas vías y los diferentes 
métodos de financiación que se siguieron para las Tres Redes.

B) Ejecución y financiación

Como pusimos de relieve en páginas anteriores, el punto de partida 
de las Grandes Obras es, a diferencia del caso español, la reforma 
interior de la ciudad. El origen de estas actuaciones no tiene lugar 
exactamente en el momento de la llegada a la prefectura del Sena 
de Haussmann, existieron algunas iniciativas anteriores en el período 
de prefectura de Chambroly Rambuteau, que no alcanzaron el carácter 
de gran reforma, constituían simples proyectos, muy puntuales y en 
muchas ocasiones de iniciativa privada. Es con la llegada de Haussmann 
cuando la municipalidad de París toma la iniciativa y dirige realmente 
el proceso.

Un proceso que se normaliza e implica un conjunto de decisiones 
tomadas ordenadamente y por diferentes administraciones públicas, 
y que suponen un control de todas las actuaciones que conllevan la 
reforma de la ciudad.

Desde el momento en que el urbanismo se considera una función 
pública, la Administración debe desarrollar una serie de mecanismos 
técnicos, jurídicos y económicos que armonicen y coordinen el proceso.
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Así pues, antes de realizar una descripción de los diferentes modos 
de ejecución del planeamiento —más bien de ios proyectos de apertura 
de nuevas vías, pues el concepto de plan urbanístico de conjunto no 
existe como tal—se hace necesario describir el proceso de aprobación 
de los mismos.

La Ley de 7 de julio de 1833 establece las diferentes medidas a 
tomar por la Administración para la apertura de nuevas vías. La rea­
lización de un plano del lugar donde se vaya a ubicar la nueva vía 
—con la indicación de los terrenos que hayan de expropiarse—, una 
vez realizado se expone al público en el Ayuntamiento: es la deno­
minada etiquete. Posteriormente una comisión se encarga de valorar 
las indemnizaciones necesarias para las expropiaciones, y el jurado 
declara la utilidad y necesidad de expropiación por causa de utilidad 
pública.

Con base a lo establecido por la Ley, al inicio del Segundo Imperio 
los procesos de apertura de nuevas vías seguían, en general, los mismos 
pasos, si bien no existía de momento un proceso completamente uni­
forme. Los planos eran realizados por la Dirección de Obras Públicas 
del Ayuntamiento (Direction de Travaux Publica de la Ville) a escala 
1/500, posteriormente existía' un proceso verbal y sobre el terreno en 
torno a la adecuación de las nuevas alineaciones cuya conformidad 
era dada por el prefecto; posteriormente era examinado por la sección 
de interior del Ministerio de Instrucción Pública y Cultos. Sin embargo, 
queda una laguna en cuanto a la intervención en el procedimiento 
de aprobación del servicio del Plan de París y del Consejo de Edificios 
Civiles (Conseil de Batiments Civils), pues este último desaparece a 
partir de 1854.31

A partir de 1855 el proceso de aprobación de los proyectos se 
unifica y queda de la siguiente forma32:

— Una mención Vu pour señar a Vengúete d’utilité public firmada 
siempre por Haussmann. Es el primer acto necesario para la apertura 
de cualquier vía.

-51 No hubiéramos destacado esta mención, que, en definitiva, no supone otra cosa que
un control más en la realización de los proyectos, si no hubiéramos encontrado un paralelismo 
similar para el caso español que analizaremos en páginas posteriores. En efecto, como tendremos 
ocasión de tratar, la aprobación de los proyectos de ensanche está sometida a un proceso prác­
ticamente idéntico, si bien hemos de destacar que, por ei carácter más extenso en superficie 
de los mismos, (el plan de ensánche define el futuro de Ja ciudad), éstos sé, sometían a previo 
concurso de proyectos, y elegido uno, se somete a estos requisitos. La desaparición de la Junta 
de Sanidad y el dictamen favorable a los proyectos de ensanche que ésta debía emitir supuso 
en España la consagración de la doctrina ingenicril y de la Junta Consultiva de Caminos. En 
Francia, por otra parte, la desaparición de este control por parte del Consejo de Edificios 
Civiles supone a mi entender la asunción casi completa del control de las obras por parte 
de la Prefectura del Sena y el recientemente creado Servicio Municipal de Obras.

12 Cfr. P. Pinon, op. cit., pp. 98-99.
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Í^¡rma del alcalde del respectivo distrito (marte de l’anondis- 
sement) verificando que el proyecto ha sido expuesto al público

— Una mención Vu par la section de l’Intérieur du ministére de 
L lnstruction publique et de Cuites seguida de la firma del Ministro

— Una mención Vu au Conseil d’État.
a ^0r una mención Vupour étre annexé au décret seguida
de la fecha del decreto y la firma del Ministro del Interior.

Éste es el primer paso necesario para las obras contenidas en un 
mismo proyecto; no tenía por qué tratarse de la apertura de una única 
calle, como iremos viendo con posterioridad. Sin embargo, para poder 
inicial las obras, resta la deliberación del Consejo Municipal de París; 
una vez realizada la deliberación se adjunta un extracto de la sesión 

el proceso verbal en que se declaran las obras de utilidad pública 
en el contrato de venta realizado ante notario.

Paralelamente a este proceso de aprobación del proyecto se inter­
calaba, de forma independiente, el acuerdo de concesión con el con­
cesionario, el entrepreneur, encargado de las expropiaciones de las 
obras, siempre y cuando se actuara de esta forma y no mediante lo 
que se denomina, como veremos a continuación, régle directa por parte 
de la Administración.

Es un dato destacable, en el proceso que acabamos de describir 
como en los primeros momentos de puesta en práctica a gran escala 
de mismo existen margenes de tiempo diferentes entre la aprobación 

el proyecto y el otorgamiento de la concesión. Así, por ejemplo, para 
la apertura de la avenida de la Reme Hortense, la concesión precede 
en algunos meses a la aprobación definitiva del Proyecto (7 de enero 
de 1857 y 17 de noviembre de 1857, respectivamente), sin embargo 
Pf] la urbanización del bulevar Magenta, el Proyecto es aprobado el 
12 de f®brero de 1859 y la concesión no se otorgaría hasta el 5 de 
agosto de 1864, en Ja me Maubege el margen de tiempo alcanza hasta 
diez anos entre la aprobación el 19 de noviembre de 1855 y la concesión 
de 8 de marzo de 186o. Sin embargo, a partir de 1865 la diferencia 
disminuye, signo de la toma de interés de las empresas concesionarias 
por la apertura de las calles.

Veremos posteriormente con mayor profundidad el significado y 
las verdaderas causas económico-financieras que animarán a las empre­
sas urbamzadoras a arriesgarse en la empresa urbanística.

De la descripción de este primer paso necesario para la iniciación 
de las obras se desprende que no siempre se actuaba mediante con­
cesionario que expropiaba y ejecutaba las obras de urbanización sino 
que existen dos modelos o lo que en términos actuales podríamos deno­
minar dos sistemas de ejecución de los proyectos.
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Por una parte, y en primer lugar, encontramos el sistema de régie33 
o actuación directa; la Ville, el Ayuntamiento, emprende por sí misma 
las actuaciones, es la Administración la que expropia, la que lleva a 
cabo las obras de urbanización y la que con posterioridad vende los 
terrenos edificables. El Ayuntamiento se erige mediante este sistema 
en banquero, urbanizador (entrepeneur) y promotor. De este modo se 
llevaron a cabo las principales obras de la Primera Red, y con ante­
rioridad a la llegada de Haussmann se iniciaron las obras de la pro­
longación de la rué de Rivoli.

El sistema de la régie supone que el Ayuntamiento tiene su propio 
método de financiación que nace de los excedentes presupuestarios, 
pero sobre todo de los empréstitos.

El inicio de las Grandes Obras haussmannianas se inicia esencial­
mente mediante este sistema; sólo algunos pequeños tramos se dejaron 
en manos de adjudicatarios-concesionarios.

Por otra parte, mediante el sistema de concesión, al concesionario 
se le confían las diferentes operaciones de expropiación y la reventa 
de los terrenos a edificar. Al Ayuntamiento le queda la dirección del 
proyecto (maitñse du projet de voirie). El concesionario adelanta el coste 
financiero de las expropiaciones y de las obras de urbanización, 
cubriendo posteriormente los gastos mediante la venta de los terrenos 
edificables resultantes de la obra, obteniendo un beneficio resultante 
de la diferencia entre los gastos de las expropiaciones y el coste de 
las obras y la venta de los solares edificables. Pero además, los tratados 
de concesión, para que las operaciones fueran viables para los con­
cesionarios, añadían una subvención correspondiente al valor de los 
terrenos de las nuevas vías públicas obtenidas y que por su propia 
naturaleza no eran susceptibles de ser vendidos. Por medio de este 
sistema de ejecución se llevaron a cabo las obras del Trosiéme Résau, 
si bien —y al igual que para el sistema anterior— la concesión fue 
ensayada previamente a la llegada de Haussmann a la prefectura del 
Sena para la apertura del bulevar de Estrasburgo entre otras.

Haussmann tuvo especial predilección por este segundo sistema 
—la concesión ligeramente subvencionada—, pues era el método 
menos costoso para el Ayuntamiento, aunque en ocasiones también 
utilizó el sistema de la régie financiada mediante impuestos. Sin embar­
go, estas dos formas de ejecución entendidas de forma pura —lo que

33 La traducción literal de la palabra régie es Administración. Si bien el Diccionario Lan- 
genscheidí recoge como expresión travanx mis en régie con el significado de obras realizadas 
por la Administración. Por esta razón continuaremos utilizando el galicismo régie como sinónimo 
de actuación directa por parte de la Administración, pero hemos querido dejar su denominación 
original en francés como contraposición al sistema concesional, que para nosotros en algunos 
casos supone también una actuación directa de ¡a Administración, como veremos en las nuevas 
legislaciones de las Comunidades Autónomas.
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con anterioridad denominamos urbanismo de obra pública en su esen­
cia— fueron matizados por el rechazo de los concesionarios a asumir 
todo el riesgo de la obra urbanizadora, lo que implicó unos tratados 
de concesión con subvenciones mucho mayores, o la necesidad de 
recurrir a los empréstitos o a operaciones algo más arriesgadas como 
los bonos de la Caja de Obras o los bonos de delegación.

El sistema concesional libera parcialmente a la municipalidad de 
los gastos de financiación de las obras de urbanización mediante el 
avance por parte de los concesionarios del coste de las expropiaciones 
y las obras de urbanización; los riesgos son asumidos por los urba­
nizad ores (entrepeneurs).

Pero para tener una idea clara de cómo se financiaron las Grandes 
Obras de París tras este primer esbozo de las dos posibilidades de 
ejecución —ejecución directa-regie—y concesión, es necesario describir 
los medios de obtención de los fondos de que se dispuso para llevarlas 
a efecto, qué tipo de empréstitos se utilizaron; el mecanismo de los 
bonos de delegación y de los bonos de la Caja de Obras son el entra­
mado financiero que muestran la verdadera realidad del coste de las 
Grandes Obras haussmannianas, sus carencias, sus déficits y, lo que 
es más importante, reflejarán si existieron verdaderos beneficios en 
todas estas operaciones y a manos de quién van a parar, de la Admi­
nistración, de los concesionarios de obras o de los propietarios de los 
terrenos.

Para una comprensión de los modos de financiación de las Grandes 
Obras de Napoleón III, hemos optado por seguir el orden cronológico 
de las mismas, pues de esta forma se podrán ir apreciando, por una 
parte, y en primer lugar, los sucesivos cambios y ampliaciones en la 
contratación de empréstitos, en las emisiones de deuda pública y en 
bonos de delegación. Por otra parte, y en segundo lugar, podremos 
observar cómo, conforme transcurre el Segundo Imperio, el poder del 
Emperador va declinando y la protección que amparaba al prefecto 
del Sena irá también en progresiva disminución. En tercer lugar nos 
permitirá apreciar cómo la política financiera de Haussmann no fue 
otra cosa que una huida hacia delante; a medida que los costes de 
las Grandes Obras aumentan se ve imbuido en una espiral de gasto 
que parece no tener fin. El objetivo: cumplir los deseos del emperador 
Napoleón III —reurbanizar París— y de esa forma pasar a la historia 
del urbanismo como lo que él mismo manifestó que quiso ser: un segun­
do emperador Augusto que hizo de Roma una ciudad de mármol34.

Durante los primeros años de la Segunda República y del Segundo 
Imperio (1848 a 1853) el problema de la financiación de las obras

M D. H. Pinkney, Napoleón III and the rebuilding of París, 1958, PrmCeton, New Jersey, 
Princeton University Press, p. 3. Cita tomada a. su vez dé A, be Cílléuls, Histoire de ¡a admi­
tí ¡strution parisienne au xixe siécle, París, 1900.
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públicas formaba parte de un problema de envergadura nacional: la 
consideración de la estimulación de las mismas como forma de incen­
tivar la recuperación industrial. Desde la aprobación de la primera 
ley sobre ferrocarriles en 1842 hasta 1847, en que tuvo lugar una pri­
mera gran depresión económica, las inversiones en obras públicas se 
centraban en su mayor parte en la construcción de las vías ferrovia­
rias 35. La revolución de 1848, que supuso la llegada de la Segunda 
República, no hizo más que aumentar el problema.

El entorno más directo e influyente de Luis Napoleón Bonaparte 
lo constituían un conjunto de banqueros, periodistas e ingenieros 
imbuidos del espíritu sainsimonista 36 37 y defensores de una política de 
obras públicas liderada por el Estado, de tal forma que realizando 
cuantiosas inversiones fomentara la actividad económica e industrial.

A partir de 1851 la situación económica comienza a mejorar y el 
panorama político es mucho más favorable para Luis Napoleón, quien 
en un primer momento es elegido como presidente de la República 
por un período de cuatro años en 1848; la Asamblea Nacional se cons­
tituye en 1849 para una legislatura de cuatro años. En 1851 Luis Napo­
león toma el control personal del gobierno, disuelve la Asamblea y 
promulga una nueva Constitución que le hace presidente por un perío­
do de diez años. El nuevo Emperador es recibido con entusiasmo y 
euforia; tiene el apoyo: del ejército y de la aristocracia económica y 
política.

Ante esta nueva situación, el ya Napoleón III aprovecha estos pri­
meros momentos de bonanza económica y auge político para incitar 
al precavido y ahorrador Berger a contraer un primer préstamo para 
la financiación de la remodelación de la rué de Rivoli, desde el Louvre 
hasta Les Halles. Para la demolición de los barrios existentes entre 
el Louvre y la Concorde y la construcción de las Tullerías; sería un 
primer crédito de 2.100.000 francos; seguidamente se autorizaría la 
apertura de la rué des Ecoles, la me de Rennes y una nueva ampliación 
de la me de Rivoli. Meses más tarde el gobierno transfiere el Bois 
de Boulogne a la municipalidad, que gastaría 2.000.000 de francos en 
el acondicionamiento del que fuera el gran parque público del norte 
de París.

El Imperio, mediante las autorizaciones para la apertura de nuevas 
vías a la prefectura del Sena, comienza con fuerza asumiendo las nuevas 
obras como inversiones en obras públicas, sin mediar concesionario,

35 Ibidem, p. 175.
36 Sobre las aportaciones sainsimonistas y el denominado “mito de las grandes obras públi­

cas”, vid. al respecto J.-L. Gijtgou, «Lc mythe des grands travaux. Des infraestructures de trans- 
ports á la société de rinformation», FUümbks, núm. 225, noviembre 1997, pp. 17 a 35.

37 Cfr. Girard, La politique de travaux publique du second Empire, Paris, Moniteur Universe!. 
1951, pp. 4 a 80.
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ejerciendo de urbanizado! entrepeneur o amenageur, banquero y coor­
dinador del proceso en su integridad.

Berger, el entonces prefecto del Sena, no compartiría del todo esta 
política de grandes inversiones tan arriesgadas; al quedar vacante su 
puesto, Persigny, el entonces Ministro del Interior encargado de elegir 
un nuevo prefecto, busca al hombre capaz de llevar con mano dura, 
eficaz y ágil las Grandes Obras proyectadas por Napoleón, como tuvi­
mos ocasión de analizar en páginas anteriores, pero también busca 
un hombre que comparta y asuma los riesgos de esta política de finan­
ciación de las nuevas obras 38.

Tras la llegada del barón a la prefectura del Sena, el método de 
financiación y el sistema de ejecución de las obras no varió en gran 
medida en los primeros momentos. Haussmann explica cómo en los 
primeros años de ejercicio pudo, valerse con Jos empréstitos ya rea­
lizados anteriormente.y con los excedentes presupuestarios que Berger, 
para dar una imagen de precariedad y falta de medios de la prefectura 
del Sena, había plasmado en los presupuestos del Consejo Municipal. 
Por otra parte, también coadyuvó a la financiación y ejecución de las 
obras de forma directa por parte de la municipalidad el hecho de que 
no existiera una confianza suficiente por parte de los inversores, futuros 
concesionarios y urbamzadores en este, podríamos decir, nuevo nego­
cio.

Sin embargo, ya en 1855 el ritmo que el Emperador quiere imponer 
a la Transformación de París requiere la contratación de un nuevo 
préstamo a largo plazo mediante la emisión de deuda pública por 
60.000.000 de francos. Esta primera iniciativa sería la primera afrenta 
que Haussmann, con el beneplácito de Persigny y del Emperador, rea­
lizaría a la banca tradicional, a los Rothschildsy Mallets, que esperarían 
unos años para desenmascarar el entramado financiero del barón.

Hasta el momento, las obras que corresponden a la Primera Red 
(Premier Reseau) ejecutadas en su gran mayoría por el sistema de régle 
se financiaban, por tanto, mediante tres fuentes de ingresos diferentes. 
Por una parte, los préstamos contraídos por la prefectura del Sena 
en 1852 estando al mando todavía Berger, en segundo lugar, la emisión 
de deuda pública por parte del Estado que acabamos de citar y, por 
último, tal como describimos anteriormente, los ingresos obtenidos por 
la venta de los solares edificables resultantes fuera de las alineaciones, 
que a partir del Decreto de 26 de marzo de 1852 adquirirían una mayor 
superficie y volumen edificatorio. La época de los edificios-armario 
había concluido.

En 1858 Haussmann presenta al Consejo Municipal el proyecto 
de la Segunda Red, aprobado por Ley de 28 de mayo del mismo año,

38 G. E. Haijssmann, Memoires..., op. cií., t. IT, pp. 250 a 252.
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que comprendía la apertura y reurbanización de 21 nuevas vías. Para 
su realización estima que será necesario contraer deudas por valor 
de 180 millones de francos. Es el famoso “Tratado de los 180 millones”.

La principal razón que Haussmann esgrime a favor de su realización 
es que mediante esta inyección de capital se posibilitará la ejecución 
rápida de todas las obras, favoreciendo una obtención igualmente ágil 
de las plusvalías creadas y una veloz amortización de Tos préstamos. 
La idea es, en opinión de Pinon ’9, siempre la misma: el gasto pro­
ductivo (la depense productive).

Haussmann solicita al Estado una primera suma de 60.000.000 de 
francos justificando su solicitud en el sentido de que las obras tenían 
carácter nacional, en tanto que las nuevas vías enlazarían las nuevas 
estaciones de ferrocarril con las grandes carreras estatales y contri­
buirían a la seguridad nacional facilitando el mantenimiento del orden 
público.

La solicitud de este tipo de préstamo al Estado, con la justificación 
de que las obras eran de carácter nacional, puede en un primer momento 
llamarnos poderosamente la atención, en ci sentido de que parece que 
Haussmann busca financiación donde sabe que la puede encontrar, de 
manos del Emperador. Sin embargo, está petición, que en un principio 
pudiera parecer capciosa o mal intencionada, no debiera parecerlo tanto 
si consideramos que ai fin y al cabo gran parte de las grandes vías 
y bulevares construidos eran auténticas vías de comunicación y de enlace, 
cuyo interés fácilmente podría sobrepasar el carácter local. En términos 
actuales esta solicitud de financiación nos ileva a una equiparación con 
lo que entendemos por sistemas generales (sistemas supralocales), un 
tema de continuo debate doctrinal en cuanto a las posibles fuentes de 
financiación. Pongamos un ejemplo concreto, quizá algo extremo pero 
que creo que puede poner de reflejo la ¡dea que intento apuntar: ¿no 
fue la M-30 o cualquier otra vía de circunvalación o ronda de una gran 
capital española una autovía del Estado, financiada y regulada por la 
Ley de Carreteras con un sistema tradicional de obra pública financiada 
por el Estado o la Comunidad? ¿Por qué no poder equiparar, situán­
donos en ei momento de evolución de la historia urbana de cada ciudad 
y cada país, una de estas grandes vías y la problemática de su finan­
ciación?

Estas reflexiones que van surgiendo al hilo de la investigación creo 
que son de interés apuntarlas para poner de reflejo cómo gran parte 
de los problemas y conflictos económicos, jurídicos y competenciales 
que despuntan en el urbanismo que anuncia el siglo xxi existían ya 
en la segunda mitad del siglo xix, en el que se edifica la concepción 
moderna del urbanismo.

En la actualidad, como tendremos ocasión de analizar más adelante, 
el problema de la financiación de ios equipamientos públicos se plantea 
en términos muy similares, y la legislación urbanística ha ido delimitando

’tJ P. Pinün, París Haussmann. Le parí d’Haussmann, op. cit., p. 1U5.
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los equipamientos que deben ser sufragados por los constructores y urba- 
nizadores en el ámbito de una actuación urbanística. En este sentido, 
el límite se establece en función de que los equipamientos —estén den­
tro o fuera del perímetro o de la zona a urbanizar— sean necesarios 
exclusivamente para ios habitantes de la misma; él resto de los equi­
pamientos tendrán carácter extraordinario y deberán ser financiados 
por otros medios.

Tras una dura negociación parlamentaria, el Estado subvenciona 
50 millones de francos. Los restantes 130 millones necesarios para 
emprender las obras serían financiados por la Caja de Obras de París 
(Caisse de Trova loc de la Ville de París 40), constituida el 14 de noviembre 
de 1858, mediante la venta de Bonos de caja.

El sistema de la Caja de Obras se descompone por una parte en 
entradas inmediatas —aquellas que provienen de la venta de los Bonos 
de caja—y entradas a medio plazo —como excedentes presupuestarios, 
subvenciones y reventa de los terrenos a construir—; las salidas de 
caja estarán unidas al ritmo de las Grandes Obras (expropiaciones 
y obras de urbanización).

El coste de las obras de la Segunda Red superó con creces la can­
tidad prestada, y ascendió hasta 410.000.000 de francos, a lo que se 
debía añadir los gastos por las obras de alcantarillado y suministro 
de aguas comenzadas en 1857 y la anexión al municipio de París de 
los suburbios en 1859 que no supuso, al contrario de lo que pensaba 
Haussmann, un aumento en los ingresos de la municipalidad, sino un 
coste más a lo que parecía una espiral de gasto sin fin.

Ante semejante derroche podríamos pensar que las estimaciones 
realizadas por el Consejo Municipal eran del todo erróneas; en cierto 
modo así fue, pero cabe argüir a favor de la política de la prefectura 
que a los gastos ordinarios previstos se añadieron algunos imprevistos 
que desorbitaron y desencajaron cualquier previsión. El motivo de este 
aumento fue ocasionado por la jurisprudencia y doctrina dei Consejo 
de Estado que, a partir de 1858, reduce el amplio margen de apro­
piación por parte del municipio de las zonas laterales y los solares 
edificables; si a esto le añadimos una tendencia a elevar enormemente 
la Valoración del justiprecio expropiatorio por parte de los jurados de 
expropiación y el número de indemnizados, entenderemos por qué el 
gasto se dispara, los ingresos por la reventa de los solares edificables 
disminuyen y el sistema se desequilibra de forma casi irremediable 41.

4il La Caja de Obras de París fue creada por Haussmann siguiendo eJ modelo de la Caja 
de la Panadería (Caisse de la boulangerie) creada en 1.854 para compensar el alza del precio 
de. la harina en temporadas de mala cosecha con los precios más bajos de los años buenos. 
Suponía un sistema de adelanto de pagos y regulación. Cfr. Mofuzet, Du vieu.x París... np. cit., 
p. 276. '

41 Sobre la doctrina del Consejo de Estado y la valoración de los justiprecios por los jurados
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A partir de 1860 la situación política comienza a ser algo más deli­
cada: Haussmann consigue un nuevo crédito y el 13 de agosto vuelve 
a sacar más deuda pública al mercado; existe una mayor presión par­
lamentaria y protestas contra el nuevo crédito de 130.000.000 de fran­
cos; la necesidad de continuar con las Grandes Obras no es compartida 
por todos los sectores de la Asamblea Nacional. La nueva emisión 
de deuda pública no tuvo tan buena acogida como las anteriores; no 
se vendió hasta 1862 y tuvo que ser el Crédit mobilier quien comprara 
casi el 50 por 100 de la emisión.

En 1864 Haussmann comienza a actuar de forma algo más pre­
cavida: las deudas comienzan a ser insoportables; no será necesario 
contratar más empréstitos; las obras podrán ser finalizadas en diez 
años sin mayores inyecciones. En 1865 la Asamblea Nacional insta 
al prefecto del Sena a que éstas concluyan en un plazo menor, cinco 
añoSj ocasión que aprovecha para solicitar un nuevo empréstito de 
nada menos que 300 millones de francos. El Cuerpo Legislativo auto­
riza 250, pero Napoleón, mediante autorización personal y polémica, 
añade un préstamo para gastos extraordinarios e imprevistos de 20 
millones de francos.

El descontrol de las finanzas de la prefectura comienza a ser cada 
vez más notorio, los grandes créditos no figuran en los presupuestos 
de la municipalidad, sino que figuran como anexos, a lo que se ha 
de añadir los gastos no conocidos de las obras realizadas sin auto­
rización parlamentaria, la avenida de Pont Neuf, la conclusión del bule­
var Haussmann, la rué Lafayette, la avenida de Iéna. El prefecto intenta 
escapar de este aluvión de críticas; sin embargo, el comienzo del declive 
del poder imperial permite que existan discusiones verbales en el Par­
lamento que critiquen directamente la política de las Grandes Obras 
del Emperador: el prefecto del Sena está en el punto de mira.

En 1863, una subida repentina de los tipos de interés provoca que 
algunas de las compañías concesionarias que actuaban en la realización 
de las Grandes Obras carezcan de liquidez suficiente para adelantar 
el coste de las obras de urbanización y sobre todo de las indemni­
zaciones a los propietarios de los terrenos expropiados. Haussmann 
no puede recurrir a la solicitud de más créditos, la presión parlamen­
taria es demasiado fuerte y el poder del Emperador ya no es el mismo. 
Por esta razón emprende una nueva huida hacia delante, esta vez 
valiéndose de una ficción jurídica.

El sistema concesional funcionaba de tal forma que el concesio­
nario recibía el pago o la subvención por la realización de las obras *

de expropiación nos detendremos en próximos epígrafes con mayor profundidad para entender 
cómo quiebra el sistema de urbanismo de obra pública y cuáles son sus principales razones. 
Aquí hemos querido simplemente dejarlo apuntado como una de las causas del aumento del 
gasto de las grandes obras.
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de urbanización una vez concluidas. La artimaña del prefecto consistió 
en considerar que las obras estaban terminadas, incluso antes de su 
iniciación, para de esta forma poder adelantar la subvención a las 
empresas concesionarias; el municipio, que tampoco tenía, como se 
ha ido demostrando hasta el momento, liquidez suficiente, realiza el 
pago mediante los denominados bonos de delegación. De esta forma 
se evitaba, contratar un nuevo empréstito, los nuevos gastos no figu­
raban en los presupuestos municipales y, lo que era más importante 
para el barón, las obras podían continuar su curso42.

La prensa especializada, representante de la banca tradicional y 
conservadora, comienza a hacerse eco y a entender esta política finan­
ciera. En 1867 se abre una sesión parlamentaria que duraría tres días 
y versaría en su mayor parte sobre el entramado de los bonos de dele­
gación y el oscurantismo mantenido por el prefecto del Sena y la falta 
de publicidad y conocimiento de la verdadera deuda existente.

En el mismo año el Imperio comienza a decaer; no existe un lide­
razgo y el Emperador se encuentra enfermo y cansado; el inspirador 
de las Grandes Obras no respalda a su instigador; se preparan cambios 
en la Constitución que propician ¡a disminución de su poder.

En 1868 la deuda flotante derivada de los bonos de delegación 
ascendía a 500 millones de francos de los que el Crédit foncier era 
en su mayor parte poseedor. La situación era insostenible. La publi­
cación de Les compíes fantastiques de Haussmann de Pules Ferry pre­
para el ambiente del debate parlamentario de 1869 en el que el pre­
fecto, como describimos en páginas anteriores, saldrá derrotado.

Las elecciones de mayo de 1869 tienen como resultado la ocupación 
por parte de la oposición de dos tercios de la cámara legislativa. El 
Emperador duda entre llevar a cabo una política de represión o de 
concesiones —optaría por la segunda—, en septiembre aumenta el 
poder de la Asamblea Legislativa, autoriza la creación del Senado y 
permite a Olivier la formación de un gabinete con plenos poderes. 
Haussmann es. relegado de sus funciones.

En 1870, unos días antes de la aprobación del nuevo presupuesto 
municipal —en el que se incluían nuevos empréstitos para la realización 
o culminación de las obras haussmannianas—, se declara la guerra 
a Prusia, con la consiguiente reducción drástica y práctica supresión 
de la financiación de las reformas de París. 43

43 D. Pinkjzy, Napoleón 111 and the rehuilding of París, op. cit., p. 195, describe cómo los 
dos primeros casos que. propiciaron esta nueva política dé endeudamiento mediante los bonos 
de delegación fueron tos de los concesionarios Ardoin Ricardo eí cíe y Belencourt et de para 
la construcción del bulevar Magenta. En principio fueron dos casos aislados, aunque poste­
riormente la política de los bonos de delegación se extendería a la financiación de la mayor 
parte de las obras de la Tercera Red.
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2.3. Valoración de la política de Haussmann

A) Rechazo jurisprudencial y valoración doctrinal

Ritchot43 agrupa las críticas y los comentarios del urbanismo 
haussmanniano en torno a una doble tendencia; la denuncia y la per­
sonalización, que presentamos aquí en dos momentos históricos dife­
rentes.

Por una parte, y en primer lugar, veremos los mazazos jurispru­
denciales que la política del Imperio recibió, y las críticas de los con­
temporáneos a esta nueva forma de hacer ciudad.

De otra parte, y en segundo lugar, veremos las valoraciones ex 
post, una vez concluidas las Obras, que de las mismas han tenido los 
especialistas en la materia, en la que analizaremos un primer grupo 
de críticos destructivos y despiadados cerrados a cualquier aportación 
positiva de la Transformación de París, y un segundo grupo relati- 
vizador de las aportaciones.

a) Los propietarios

El papel que los propietarios de los terrenos tuvieron en el urba­
nismo del Segundo Imperio parece no ser de gran importancia tras 
la exposición que hasta el momento se ha realizado de la legislación 
y financiación de las Grandes Obras; el propietario de los terrenos 
y edificios situados en las zonas laterales de las nuevas vías a construir 
era expropiado; su participación en el proceso de reurbanización de 
la ciudad era de todo punto pasiva. Sin embargo, este primer acer­
camiento a la realidad compleja del proceso de Transformación de 
París no es del todo exacto.

Si bien es cierto que los propietarios como tales no tomaron prác­
ticamente iniciativa alguna en la apertura de las nuevas vías, a dife­
rencia de io que ocurría en el siglo xvm, en el que gran parte de 
las travesías procedían de la iniciativa y capital privados. Los propie­
tarios de terrenos edificables pasivos, desde el punto de vista de la 
ejecución de las obras, serán activos desde la perspectiva de la recla­
mación de cuantiosas indemnizaciones por la expropiación de sus terre­
nos, y sus reclamaciones se verán respaldadas por la jurisprudencia 
del Consejo de Estado.

En efecto, Gaillard 44 habla del urbanismo imperial frente al “or- 
leanismo” de los propietarios como dos modos contrapuestos de enten­
der la reforma de la ciudad: en el primero prima ei interés general. 43 44

43 G. RitchOt, «Haussmann. Homme de situation?», Urbctnisme, núm. 213, mayo 1986.
44 J. Gaillard, París, La Vitte, op. cit., p. 28.
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la piemura por la realización de las obras, la concepción de un urba­
nismo imperialista, la Transformación es una cuestión de Estado. En 
el segundo son los intereses individuales los que priman, la especulación 
y la obtención de rápidas plusvalías.

Los propietarios parisinos encontraron defensores eficaces en los 
grandes cuerpos jurídicos: el Consejo de Estado y el Tribunal de Casa­
ción. Frente al Imperio: que encarna el interés público, estos dos cuer­
pos, en su conjunto, representan la legislación tradicional favorable 
al individualismo de la propiedad. Tradición que en buena parte podría­
mos decii que es la inspirada por el Código Civil, pero que desde 
una perspectiva sociológica cabe interpretar en el sentido de que los 
magistrados tenían una convicción íntima de que había que proteger 
el derecho de propiedad; al fin y al cabo ellos también eran propietarios 
en su mayoría. Por esta razón juzgan espontáneamente que la utilidad 
pública debe ser restringida y se deben respetar los derechos de la 
propiedad privada. Por medio de los grandes cuerpos judiciales los 
propietarios llevarán a cabo una verdadera contraofensiva, una opo­
sición callada pero efectiva al régimen impuesto por el Imperio.

En efecto, el 27 de diciembre de 1856 una sentencia del Consejo 
de Estado declarará la ilegalidad de la adquisición por parte de la 
municipalidad de ciertas porciones de terrenos situadas fuera de ali­
neaciones realizadas en virtud del Decreto de 26 de marzo de 1852. 
Fue ésta una primera tentativa para limitar los derechos del municipio 
al que el Consejo de Estado reconoce solamente el derecho a adquirir 
las parcelas insuficientes para edificar edificios salubres. Esta sentencia 
se inspira en un principio jurídico consagrado, según el cual no se 
puede impedir a la colectividad del derecho de apropiarse de las plus­
valías urbanísticas creadas por las nuevas vías —nada más actual_______ .
Pero esta primera decisión no tendría verdadero calado, sería un caso 
puntual que no impediría, por aquel entonces, la realización de las 
obras a buen ritmo mediante el sistema de actuación directa de la 
Administración o régie; estamos en las obras de la Primera Red.

Habrá que esperar a la consolidación de esta jurisprudencia —que
tendrá efecto mediante la Sentencia de 27 de diciembre de 1858_________
que, tomando como base los mismos principios (imposibilidad de la 
Administración de impedir que la comunidad se apropie de las plus­
valías generadas por la apertura de las nuevas vías), da ocho días al 
propietario de los fondos de terreno adyacentes a la vía para reclamar 
las porciones que no sean necesarias para la misma.

La consecuencia inmediata es que la expropiación por causa de 
utilidad pública se convierte en una fuente de enriquecimiento para 
el propietario expropiado, pues los fondos o parcelas sobrantes de la 
vía pública, los solares edificables donde se materializan las plusvalías 
de la obra urbanizadora, quedan en sus manos; en el París de aquellos
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momentos las caricaturas y escenas cotidianas —representadas entre 
otros por Daumier 45 o Chagot— muestran en diversas ocasiones al 
antiguo propietario enriquecido cargado con todos sus enseres y al 
que le preguntan de qué modo ha adquirido su fortuna, respondiendo 
éste que ha sido expropiado.

La Segunda Red, iniciada en 1858, sería mucho más beneficiosa 
para los propietarios de los terrenos, y contribuiría, como vimos ante­
riormente, al encarecimiento del coste de las obras.

El 7 de mayo de 1861, la Cour Imperial establece una jurisprudencia 
favorable a los arrendadores, pero costosa de nuevo para la muni­
cipalidad. Entiende que la declaración de las obras de utilidad pública 
supone la restricción inmediata del contrato de alquiler: el arrendador 
tendrá derecho a una indemnización, así como a la adquisición del 
inmueble por parte de la municipalidad antes de ser demolido.

Las consecuencias de esta jurisprudencia son múltiples. André 
Haussmann 46: destaca en primer lugar, la aparente ‘‘.conversión” de 
los propietarios en conjunto al urbanismo imperial. Estos fueron en 
un principio hostiles a la política de grandes obras, pues no les repor­
taban grandes beneficios. Bajo el Imperio y, sobre todo, a partir del 
momento en que se consagra esta tendencia jurisprudencial, los bene­
ficios son mucho mayores. No existen cargas añadidas en las obras 
de urbanización; ya vimos cómo Haussmann se vanagloriaba de la rea­
lización de las obras sin aumento de los impuestos, y la plusvalía de 
la obra urbanizadora revierte directamente en ellos, sin haber con­
tribuido a su realización.

Más que una conversión ál urbanismo haussmanniano, podríamos 
decir que los propietarios, calladamente, supieron beneficiarse de las 
Grandes Obras de Haussmann, reconduciendo lo que en apariencia 
suponía una línea de continuación en cuanto a una política urbanística 
de obra pública y beneficio público, a otra de obra pública y beneficio 
privado .

A partir de este momento, las críticas y las reclamaciones —tanto 
de la prensa de la oposición legitimista como de la republicana— recla­
marán “obras útiles”, frente a las “obras de prestigio”. Nada más sub­
jetivo y ambiguo que los conceptos de utilidad o de necesidad. Los * 17

4S H. Daumier, Exposición de caricaturas y dibujos periodísticos expuestas en el Grtmd 
Palais, octubre-noviembre 1999; entre otras Locataires et propictaires.

m A- Haussmann, «Des aliéninions d’immuébles par lj vine», en Rev. Eludes Municipales, 
París, 1865.

17 Al contrario: de lo ocurrido en España que, eri opinión de Parada Vázquez (op. cit., 
pp. 306 a 307), sé inicia con una política dé urbanismo de obra pública y beneficio de los 
propietarios en las primeras legislaciones de ensanche, para pasar a una política de urbanismo 
de obra pública y beneficio de la comunidad en la legislación de expropiación forzosa de 1879 
y la de reforma interior de 1895.
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diferentes grupos de presión reclamarán como útiles o necesarias aque­
llas aperturas de nuevas vías que les beneficien, cuyos intereses les 
sean más próximos, necesidad o utilidad particular que nada tienen 
que ver con el interés general.

Así pues, en función de la distinta aprehensión que de estos con­
ceptos se haga, se perfilan dos inquietudes o pretensiones de modelo 
urbanístico diferente. De una parte el modelo urbanístico establecido 
u oficial, al que podríamos llamar urbanismo de interés general —de 
interés público—, y de otra el urbanismo de interés particular —de 
utilidad o necesidad, más que local, localizada en un grupo determi­
nado de propietarios, interesados en una única realización que les pue­
da beneficiar; el resto poco importa.

Por tanto, vemos cómo el rechazo jurisprudencial que en principio 
suponen las sentencias del Canseil de Etat y de la Cour de Cassation 
al modo de realización de las obras haussmannianas provoca que los 
propietarios se beneficien de las plusvalías generadas por la obra urba- 
nizadora, y de esta forma se dé un giro que podríamos calificar de 
sociológico, en cuanto al cambio de comportamiento que implica; de 
una inicial oposición a la política haussmanniana de raíz, se trans­
forman en instigadores puntuales de la misma.

De esta forma, se podría encontrar una explicación o una argu­
mentación que justifique el desorden o al menos la irregularidad en 
cuanto a la disposición geográfica de la apertura de nuevas vías en 
la Segunda, y sobre todo en la Tercera Red. Haussmann no puede 
prescindir de las presiones, que hemos venido a llamar localizadas, 
de los propietarios que solicitan la apertura de distintos puntos de 
la geografía parisina, y se vale de estas pretensiones para, aunque sea de 
forma aparentemente asimétrica, llevar a cabo la gran Transformación.

b) Oposición política

Por otra parte, y desde el punto de vista político, la oposición a 
Haussmann no vendría como una crítica realizada al modelo urba­
nístico desde el punto de vista estructural, sino que tendría su origen, 
por una parte, en el rechazo de una política y una Administración 
autoritaria y fuertemente centralizada y, por otra, se centraría en la 
estrategia presupuestaria y la inexistencia de un control sobre la misma.

Haussmann concibe la reforma de París como un asunto de extre­
mada importancia llegando a afirmar, en este sentido, que la orga­
nización municipal de París no puede ser establecida bajo un sistema 
electivo, como la de las otras comunidades del Imperio. La excepción 
es en este caso una necesidad que confirma la regla. París es la cen­
tralización misma. ¿No es evidente —se pregunta— que de todos los
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actos que puedan realizarse desde en un centro como éste, no hay 
uno solo que no afecte, desde ciertas perspectivas, al Gobierno, a la 
nación misma, o a intereses de tal importancia que se confunden con 
el interés público? La organización de París no debe ser, desde la 
forma en que se conciba, otra cosa que la creación de un Estado dentro 
del Estado.

Esta doctrina completamente autoritaria y centralista no fue acep­
tada de buena gana por toda la clase política. H ai ssmann 4S hubo de 
enfrentarse con Jerome Napoleón en 1860, pues éste denegaba el carác­
ter de Consejo a la Asamblea Municipal, argumentando que ninguna 
ley puede permitir que un cuerpo no elegido de forma soberana sea 
otra cosa que una comisión.

En este mismo sentido se pronunciarían en 1861, ejerciendo su 
derecho de dirigirse al Emperador, los diputados Picard, Darimon, 
Jules Favre y Emile Olivier, diputados por París, y Henon por Lyon. 
Las ciudades de París y Lyon, dirían, asisten con inquietud a las empre­
sas inmoderadas de administraciones desprovistas de freno y contra­
dictores. Nunca se ha lamentado tanto la ausencia de Consejos Muni­
cipales elegidos soberanamente y el olvido de ese principio elemental 
de nuestro Derecho público que es el de asegurar al contribuyente el 
derecho de elegir a aquellos que aprueban y disponen de los impuestos.

Frente a estas críticas, Haussmann respondería el 6 de junio de 
1861 argumentando de nuevo que si París es una gran ciudad, centro 
de actividad comercial e industrial, de productos especiales, de con­
sumo prodigioso, de intercambios incesantes, es sobre todo la capital 
de un gran Imperio, la estancia de un soberano glorioso, la sede de 
todos los cuerpos por medio de los cuales se ejerce el poder público 
de Francia, el hogar universal de las ciencias, de las letras y las artes. 
Esta ciudad no puede tener una administración puramente municipal. 
El Estado interviene —-y debe intervenir—, más o menos directamente 
en todos sus asuntos. Por esta razón es por la que un prefecto ocupa 
el Ayuntamiento y desempeña las funciones administrativas que ejerce 
normalmente un alcalde; por eso es por lo que el Emperador nombra 
el Consejo Municipal.

A partir de 1864 se oirían voces en el Parlamento que expresaban 
su queja de esta forma: «No hay poder en Francia hoy en día que 
pueda controlar la omnipotencia del prefecto del Sena» i9. Estos pri­
meros gritos de protesta ofrecen, además de un carácter puramente 
anecdótico y expresivo de la situación, una proyección externa que 
es necesario destacar. Los diarios de sesiones son publicados regu-

Palabras qué pronunciaría el 14 de noviembre de 1859 ante la instalación del nuevo 
Consejo después de la Lev de Anexión de los Municipios del Extrarradio (Metnoires d'Haussrnann, 
t. IT, p. 209).

* Cfr. Pinkney, Moniteur, sesión parlamentaria de 27 de mayo de 18(i4.
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larmente; las críticas ya no se hacen en los pasillos de la Asamblea 
Nacional y de la Bolsa, sino que son fruto de un debate parlamentario 
que puede ser oído en toda Francia y que iría cobrando cada vez mayor 
peso y seriedad en cuanto a los datos aportados y la entidad política 
de sus participantes. La oposición parlamentaria vendría normalmente 
de parte de los diputados republicanos y de los representantes de las 
provincias y se centra en la demanda de transferencias del poder polí­
tico ejercido directamente por el Emperador y sus ministros hacia los 
representantes elegidos popularmente. En esta lucha.Haussmann está 
en el punto de mira, es el paradigma del tipo de gobierno que la opo­
sición parlamentaria quiere abolir, representa al político que, no 
habiendo sido elegido por los contribuyentes, gasta e invierte sin su 
consentimiento y aprobación, y evita sigilosamente cualquier incursión 
en el control de las mismas. Cuando los representantes parlamen­
tarios temen atacar a! Emperador directamente, atacan el autori­
tarismo de sus ministros y del prefecto del Sena. El difícil equilibrio 
de poderes del prefecto parece que se sostiene gracias, únicamente, 
al apoyo personal del Emperador a su política de gasto e inversión 
en obras públicas.

c) La banca tradicional

Un tercer grupo de críticos al barón, que anunciamos de forma 
inicia] en páginas anteriores, está representado por la presión que la 
banca tradicional ejerció a la política haussmanniana de los Grands 
Travaiu. En efecto, los Rothschilds y Malleí vieron como una buena 
parte del negocio financiero se les escapaba de las manos mediante 
la creación de la Caisse de Travaia y la emisión de los bonos de dele­
gación. Así, a partir de 1865, comienzan a destapar los resultados de 
la deuda flotante que Haussmann disimulaba en ios presupuestos muni­
cipales. Su mejor vehículo de expresión serían los artículos publicados 
en enero y febrero de 1865 en e! periódico orleanista Journal de Debats, 
que destaparían el procedimiento seguido para ia contratación de gran­
des préstamos por parte de la municipalidad sin la necesaria auto­
rización parlamentaria requerida por ley. Los artículos fueron escritos 
por el editor del diario, Léon Say, amigo de Alphonse Rothschild, 
y dejan ver el mar de fondo que late bajo el sector de la banca con­
servadora respecto de la huida de Haussmann de los métodos tradi­
cionales de financiación, y la adopción de un sistema de endeudamiento 
público poco ortodoxo y de dudosa legalidad. Estas críticas serían las 
que años más tarde, en el debate parlamentario de 1869, derribarían 
la omnipotencia haussmanniana.

Sería el parlamentario Ernest Picard el que adoptará esta línea 
de ataque en la batalla parlamentaria de 1869, que se desarrollará
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en un campo propicio para el triunfo de los opositores a Haussmann. 
El ambiente había sido previamente, caldeado tanto por las publica­
ciones de Say, desde una perspectiva técnica, como por distintos pan­
fletos y caricaturas de carácter popular50 51, así como por la publicación 
de diciembre 1867 a mayo de 1868 de una serie de artículos que apa­
recerían bajo el título de «Las cuentas fantásticas de Haussmann» de 
Jules Ferry 51, que supone una respuesta a las Memorias que Hauss­
mann remitiría a los consejeros municipales junto con el proyecto de 
presupuesto para el año siguiente.

«Las cuentas fantásticas de Haussmann» plantean una serie de 
cuestiones al prefecto del Sena sobre el estado de las cuentas. Ferry 
pregunta cómo se ha podido llevar a cabo un préstamo de 398 millones 
de francos sin que el Parlamento haya podido controlarlo, se pregunta 
si el barón tenía derecho a hacerlo, si la deuda es sólo de 398 millones, 
se pregunta por la naturaleza jurídica del tratado con el Crédit Foncier, 
¿se trata de una liquidación o de un expediente administrativo? Y 
lleva a cabo una crítica feroz, ya no sólo desde una perspectiva eco­
nómica, sino desde la concepción urbanística de las Grandes Obras; 
las acusaciones son durísimas.

«Embellecer París. ¿Pero quién se lo impide? ¿Ha sido usted el 
primero en llevarlo a cabo? ¿No han trabajado todos los regímenes 
anteriores un año tras otro desde hace nada menos que ochenta años? 
Usted no embellece, lo echa todo a perder. Usted no embellece, demuele

50 A. Morizet, Du vieux París..., op. di,, pp. 290 a 292, destaca, entre otros, un dibujo 
de Daummier de un propietario en bata, con los brazos cruzados y una barriga prominente, 
mirando desde la ventana de su casa las demoliciones del prefecto del Sena y diciendo: «Bien, 
una casa más que se demuele, voy a aumentar el precio del alquiler a mis arrendadores en 
200 francos». Otro panfleto popular anónimo de unas 15 páginas que se vendía a 15 céntimos 
con una cobertura negra en la que se superponen lágrimas blancas bajo el título de Lamentaciones 
de un Jeremías haussmanizado (Lamentations d’un Jerémie haussmannisé) y en el que se llevaba 
a cabo un juego de palabras con el apeltido Haussmann, hauss es casa en alemán y mann, 
hombre, y apodando al barón homme de maison y se anuncian profecías sobre el futuro incierto 
de la ciudad y la responsabilidad que este homme de maison tiene en ellas.

Con el título de M. Haussmann et les Parísiens, folleto de Félix Mcjuttet se analizan las 
nuevas necesidades de la clase obrera y los nuevos hábitos de gasto adoptados. Emile Blavet, 
en el diario Fígaro, llamaría la atención sobre la expresión creada, París s’haussmannise, en 
el sentido de que Descartes o Vgltaire dejaron como legado un sustantivo que identificaba 
su pensamiento, el cartesianismo, e! volterismo, pero, sin embargo, Haussmann es un hombre 
sorprendente que deja como legado un verbo, que es más que un sustantivo.

51 Reeditada posteriormente como J. Ferry y J.-E. Horn, respectivamente, Les comples 
fantastiques de Haussmann, suivi de Les fmances de VHotel de Vdle, 33 ed., Guy Durier éditeur, 
1979.

Jules Ferry (1832-1893) serla uno de los principales opositores al régimen del Imperio. 
Desde la publicación de Les corítptes fantastiques..., este abogado, que seria elegido diputado 
por el Sena al año siguiente, iniciaría una brillante carrera política que no terminaría hasta 
su muerte. Sería Ministro de Instrucción Pública (Educación), y llevaría a cabo la reorganización 
del sistema universitario; aprobaría la ley instituyendo la gratuidad, obligatoriedad y carácter 
laico de la enseñanza primaria. Sería posteriormente Ministro de Asuntos Exteriores y senador 
de lo.s Vosgos; su carrera culminaría con la presidencia del Senado.
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y espera, aniquila él presente y compromete el futuro,, y será uno de 
los enigmas de estos tiempos, cómo tales fantasías han podido tolerarse 
durante tanto tiempo» S2.

Hasta aquí hemos visto cómo el balance de las críticas vertidas 
por los contemporáneos de Haussmann se centra, por parte de los 
propietarios, en la exigencia de un alza en la valoración de los jus­
tiprecios al mismo tiempo que se reclama la reducción de las posi­
bilidades de expropiación por zonas laterales, o en profundidad, por 
parte de la Administración.

La crítica político-económica Se centra, por una parte, y en un 
primer momento, en la organización administrativa centralizadora del 
prefecto del Sena y, de otra, en la financiación irregular de las Grandes 
Obras. Desde el punto de vista formal o estructural —es decir, la crítica 
hacia la ciudad-sistema y el modelo urbano que se establece— no tiene 
tanto peso como los aspectos anteriormente analizados, probablemente 
por la inexistencia de una perspectiva espacio-temporal suficiente que 
permitiera analizar la obra en su conjunto,

A continuación podremos observar cómo los análisis y valoraciones 
que se llevan a cabo durante el siglo xx centran su objeto de estudio 
en una valoración de conjunto de la obra y legado haussmanniano. 
He creído necesario tener en cuenta y separar las críticas ejercidas 
en uno y otro momento, pues el punto de partida, las experiencias 
posteriores y las nuevas ideas urbanísticas que van irrumpiendo marcan 
en gran manera ia orientación y el método de valoración del mismo 
objeto de estudio.

La crítica contemporánea se encuentra en este sentido dividida. 
De una parte encontramos autores que rechazan de plano y de forma 
radical cualquier aportación significativa e innovadora de la política 
haussmanniana, llegando incluso a parecer, más que una crítica obje­
tiva, un odio al sujeto y a su política completamente exacerbado.

d) Rechazo radical de la política haussmanniana

En este sentido, Gady 53 no deja títere con cabeza al afirmar que 
Haussmann puede enorgullecerse de una doble hazaña: haber destrui­
do el aspecto del antiguo París sin resolver los problemas de circulación

52 Ibidem, p. 11. El texto original es el siguiente:
«Emhellir París, ñutís qui vous empáche? Etes-vóm done le premier qui y uit mis la main? 

Tous les régimes n’y oni-ils pas travaillé í'un aprés í’autre, depnis iamdi quatre-vingts ans? Mais 
vous n’emhellisez pas, vous démolisez, vous éndettez; vous écrnsez le présenl, vous compromettez 
Vavenir, et ce sera une des énigmes de ce íemps-ci que telles fantasies aientpu tolérer aussi longtemps».

=3 Cfr. A. Gady, «Contre Haussmann», en Cammentaire, núm. 75, Pión, otoño 1996, pp. 645
a 657.
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y de higiene. El haussmannismo 53 54 * y sus defensores, opina, han creado 
una serie, de mitos que no resisten el análisis objetivo. Comenzaron 
por describir París como una “ciudad-tugurio” con el fin de justificar 
su intervención. Seguidamente, para defender las Grandes Obras, 
pusieron como pretexto el aumento de la superficie de los jardines, 
la modernidad del París haussmanniano y los progresos en la circu­
lación. De hecho, continúa el autor, Haussmann creó igual cantidad 
de jardines públicos que jardines privados destruyó; concibió una ciu­
dad cerrada en sí misma además de la herencia del recinto amura­
llado 35 de Thiers, cuya destrucción no fue posible por los impedimentos 
que las autoridades militares pusieron al respecto; en definitiva, sólo 
se circula bien por París en metro, la red de circulación está saturada 
desde hace mucho tiempo.

Otra grieta en la coraza haussmanniana se abre al observar cómo 
el prefecto no pudo acabar su proyecto; dejó sin concluir la rué de 
Reúnes que termina en la iglesia de Saint-Germáin. Además, el papel 
del prefecto ha sido sobreestimado; es al Emperador a quien se debe 
la iniciativa de un plan de conjunto. Concluye Gady criticando, esta 
vez siguiendo la línea de los contemporáneos de las Grandes Obras, 
que el método del barón —centralizador, demiúrgico y autoritario— 
supone una prefiguración de la tabula rasa moderna. Comparándolo 
en este sentido con Hcnard, le Corbusier o Pompidou como ejemplos 
de personajes que, bajo el lema de la modernidad, sacrificaron la his­
toria de París.

En esta misma línea de crítica destructiva y apasionada se expresa 
Chaussinand-Nogaret56, al afirmar que el asalto definitivo contra la 
ciudad gótica y barroca no había sino comenzado tímidamente en el

54 La doctrina francesa habla de la influencia de Haussmann y las Grandes Obras parisinas 
en dos.términos diferentes:

Haussmanissme (haussmannismo), palabra inventada por los arquitectos de principios del 
siglo xx, que tiene un carácter despectivo y siempre crítico hada el modelo de dudad, sobre 
todo desde la perspectiva del inmueble y el trazado de las vías.

Haussmanisatiun (haussmannización), entendida desde una perspectiva de conjunto, aten­
diendo sobre todo a la influencia que el modelo parisino pudo ejercer en otras ciudades tanto 
francesas como europeas e incluso americanas.

53 Vid- al respecto F. Moret, «Les fortifications de París: débats urbaihset dedssion publics»,
en Seminaire. Expertise et decisión tateme dans le monde de langue latine, Université París Xtl 
Val de Marne, Instituí Jean Baptise Say-Jomnées des historiens economistas des pays de langue 
latine, 15 de octubre de 1999 (en prensa).

El autor lleva a cabo una síntesis de los diferentes agentes que intervienen en la construcción 
de los recintos amurallados, la necesidad de reglamentar las servidumbres procedentes de la 
existencia del mismo y las presiones de los propietarios de terrenos e inmuebles de! exterior 
para que se llevara a efecto su demolición, poniendo de relieve los conflictos competenciales 
y técnicos que surgen al respecto.

36 Gny Chaussinand-Nogaret, «La ville jacobine et balzaciennc», en E. Le Roy Laduire 
et al. (dirs.). La ville des temps moderne, Histoire de la France urbaine, París, 1998, p. 6Ü8.
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siglo xviii, y será realizado al fin bajo Napoleón III por Haussmann: 
ese Jack el Destripador de nuestra historia urbanística.

Pimentel57, por su parte, lleva a cabo un análisis sobre e! París 
del Segundo Imperio en el que denuncia las demoliciones realizadas 
sin consideración alguna de la calidad de los edificios y sin sospechar 
el interés que podía presentar su conservación, criticando esta ten­
dencia y el desconocimiento del Emperador de la historia de la capital 
francesa, calificándolo de ignorante y de no tener más que visiones 
o perspectivas estratégicas de la ciudad. Apodándolo como el A tila 
de la expropiación. Continúa su discurso atacando al prefecto del Sena, 
el barón Haussmann, por su mal gusto al encontrar bella, por ejemplo, 
la fuente de Saint Michel, que para el autor es una desgracia y una 
equivocación. De los errores estéticos pasa a los técnicos juzgando 
innecesarias las obras de canalización y desagüe de la capital francesa, 
la instalación de electricidad, y de ellos al desprecio personal del pre­
fecto del Sena por no ser parisino calificándolo como el típico “arri­
bista”.

En definitiva, para Pimentel, la obra de Haussmann fue realizada 
sin tacto y sin medida, talando a tontas y a locas en el admirable tapiz 
urbano que los siglos habían ido tejiendo, cada uno realizando un nuevo 
barrio, con una trama particular y que fueron considerados como los 
más elegantes y maravillosos del mundo. Todas estas bellezas fueron 
reemplazadas por construcciones sin gracia, pretenciosas y banales.

Sin embargo, y ante la amenaza de una nueva demolición, afirma 
que sólo el París del Segundo Imperio adquiere cierto relieve si se 
enfrenta al París de los promotores de hoy en día, cuando amenaza 
su desaparición para ser reemplazado por los rascacielos o lo que deno­
mina con el anglicismo buildings, que parecen ser el comienzo de un 
nuevo París.

Esta tendencia hacia la crítica destructiva que acabamos de pre­
sentar, puede decirse, con carácter general, que o bien juzga la obra 
haussmanniana desde los problemas de nuestro siglo, de las grandes 
urbes y aglomeraciones urbanas, como es el caso de Gady, que al 
afirmar que sólo se circula bien en metro está llevando a cabo una 
valoración de la capacidad de absorción del tráfico motorizado de las 
vías haussmannianas, cuando éste era prácticamente inexistente en el 
momento de su realización. Dicha tendencia también denota falta de 
objetividad al no considerar el cambio de destino de los jardines públi­
cos: existiría quizás la misma cantidad o superficie con anterioridad,

<rL'assaul définitif contre la villé golhiqiie ét barraque, qui n’aVaii éié qu'amorcé au x\-we 
siécle, sera enfin asé, sous Nupaleon III par Haussmann, ce Jack PEvenlreui de lome notre histoire 
urbanistique».

57 G. Pimentel, Du Pám du rois au París des promoteurs, Editionü Entente, 1976, pp. 93
a 109.
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pero su destino era estrictamente privado. O bien se aterra, a una inter­
pretación inmovilista y pétrea del legado urbanístico de siglos ante­
riores sin hacer referencia alguna a la situación de insalubridad y amon­
tonamiento de esos tapices tejidos a lo largo de los siglos.

c) Corrientes re l ativiza doras

Otra corriente doctrinal, algo más equilibrada y objetiva, relativiza 
el modelo haussmanniano, poniendo en duda incluso su originalidad. 
Los autores anteriormente citados criticaban despiadadamente la polí­
tica haussmanniana, las obras realizadas y las demolidas, pero no van 
más allá. No se plantean, como lo harán estos dos autores, la existencia 
de un modelo, sino que lo dan por hecho.

En este sentido, Darin 5- busca el origen de. la técnica de laspereées 
o aperturas haussmannianas, poniendo de relieve que en el momento 
en que Haussmann es nombrado prefecto del Sena, el 22 de junio 
de 1853, la técnica ya era utilizada desde hacía más de cien años, 
poniendo como ejemplo a la rué Royale en Orleans o la apertura de 
Senlis o Tours hacia el año 1750 y posteriormente, en la primera mitad 
del siglo xix, la apertura de la actual avenida de la República en Rouen 
que se abriría entre 1820 y 1840.

París no parece ser, en su opinión, pionera en la ejecución de la 
técnica de las pereées, incluso el arquétípico ejemplo de la me de Rivoli, 
puesto siempre como ideal de gran apertura, no corresponde al con­
cepto estricto que de la misma se tiene; a saber, demolición y expro­
piación de edificios para abrir una nueva vía más amplia, dado que 
fue trazada por detrás de las propiedades de Ja me Saint Honoré, sin 
que; sus edificios fueran tocados.

En definitiva, cuando Haussmann llega a París, las grandes aper­
turas, las pereées, no constituyen en Francia una verdadera innovación 
urbanística, y en la capital comienzan tímidamente a hacer su aparición; 
sin embargo, hoy en día son asociadas casi exclusivamente al nombre 
del prefecto. La pregunta que se plantea Darin es si este retraso con 
respecto a otras ciudades francesas es el que provoca la asociación 
de ideas, o qué otro factor será el desencadenante de la equiparación 
subconsciente y automática entre Haussmann y las pereées. La respuesta 
que propone es la de considerar que una vez que se asume la técnica 
y contando con la herramienta jurídica necesaria para llevarla a cabo, 
el Decreto de 26 de marzo de 1852, lo que había sido una práctica 
puntual y localizada en las provincias deviene en modelo por su implan-

M. Darin,«Lespereée: apljcation d’un modelé haussmannien»; en Reseau formes urbahies. 
Regareis sur Uhaassmannisme, Paris, Bureau de la recherche architecturale, Direction de l’ar- 
chitecture de l’urbanisme, Ministere de Pequipemenl, du logement et du transporta 1994.
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tación en la capital francesa. Si bien cabría añadir que el modelo de 
aperturas parisino es cuantitativamente mucho mayor a las primeras 
aperturas de las provincias, pues supone una profunda transformación 
del tejido urbano preexistente.

Por otra parte, hace también referencia al inmueble haussmanniano 
criticando la asociación que comúnmente se hace a un tipo de edificio 
como los que bordean la avenida de la Ópera, la rué de Quatre-Sep- 
tembre, la rué Etienne-Marcel o incluso algunas partes del bulevar 
Saint Germain, erigidos en su mayor parte casi veinte años después 
de la salida de la prefectura del Sena del barón.

Pinon 59, por su parte, analiza los diferentes elementos que con­
forman la llamada ciudad-sistema destacando —como ya lo hicimos 
en páginas anteriores— la inexistencia de una verdadera teorización 
de la misma y planteando la duda de que quizá Haussmann rechazara 
expresamente la sistematicidad de las Tres Redes, atribuyéndolas siem­
pre una significación puramente económica para evitar las críticas de 
su planteamiento estructural, que para el autor sí tienen cierta con­
sistencia y visión de conjunto en el sentido de que la Primera Red 
consiste en el Grand Croisée de París, la Segunda regula el paso del 
centro a ja periferia y la Tercera vuelve al centro, con la Ópera y 
sus aledaños, y absorbe la periferia propiamente dicha, con el bulevar 
de Qrnano, la rué de Pyrénées o la rué de Jeanne-d’Arc.

En cuanto a las opiniones frecuenlemente vertidas en torno a la 
idea de las Grandes Obras con un objetivo o bien exclusivamente estra- 
tégico-militar, o bien higienista y circulatorio, Pinon se queda de nuevo 
entre ambas afirmaciones, destacando cómo los defensores de una y 
otra posición no poseen la verdad absoluta aunque sí parte de la misma.

En este sentido pone como botón de muestra en favor de la primera 
postura las aperturas del bulevar Richard-Lcnoir que, cubriendo el 
Canal de Saint Martin, erige una línea de atrincheramiento contra los 
amotinados del barrio de Saint Antoine, o el boulevor Voltaire, que 
pone en rápida comunicación el cuartel de Cháteau d’Eau y el de Vin- 
cennes, o la rué Gay-Lussac, Claude Bernard y Monge, que rodean la 
montaña de Sainte-Genevicve, y algunas otras, como el bulevar Mazas. 
Existen, pues, razones estratrégicas, pero no conciernen más que a una 
quinta parte del programa de las aperturas. '

También incide en otro de los grandes y sorprendentes mitos de 
la época haussmanniana: el del inmueble. Reconociendo la existencia 
de ciertas disposiciones de carácter estético en los contratos de venta 
de los terrenos, no cree que este tipo de regulación de carácter privado 
fuera suficiente como para imponer la regularidad resultante en el

55 p- ÍIXON, «Haussmann: Bilan et perspectíves», en Reseau formes urbaines. Regareis sour 
¡’haussmarmisme, pp. 15 a 25.
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París de las Grandes Obras. Concluyendo, por tanto, que el llamado 
inmueble haussmanniano no es tanto una construcción reglamentaria, 
una imposición formal, como una elaboración colectiva obra de los 
arquitectos del Segundo Imperio, un tipo quizá elaborado a partir de 
los modelos que pudieron constituir los inmuebles que bordean la plaza 
de Saint-Michel diseñada por Davioud en 1856 o los que rodean la 
Ópera construidos por Charles Rohault de Fleury a partir de 1860; 
es lo que Frangoise Choay denomina la «estética haussmanniana» 60 61.

Paquot S1 lleva a cabo una síntesis en la misma línea que hemos 
apuntado con anterioridad en cuanto a las divisiones y diferentes polé­
micas que la política y el legado urbanístico del barón Haussmann 
dejaron, destacando en este sentido cómo tras su muerte se verifica 
una ley de la política repetida históricamente en numerosas ocasiones: 
cuando el hombre no es olvidado se vuelve más grande que en vida. 
El tiempo funciona como remedio supremo: calma las exageraciones, 
modera los enjuiciamientos y desapasiona y dulcifica los debates. Aun­
que a veces las etiquetas calificadoras perduran.

Esta visión general parte de las diferentes opiniones vertidas en 
contra y a favor de Haussmann por sus contemporáneos que analizamos 
ya en páginas anteriores, y añade algunas opiniones de la doctrina 
contemporánea recogida en grandes tratados y manuales de urbanismo. 
Destaca entre todas ellas la valoración de conjunto que hace Lave- 
dan 62 63, quien considera la obra del Segundo Imperio como beneficiosa, 
enumerando los principales defectos y grandes fallos de la misma:

Los gastos demasiado pesados y los métodos poco ortodoxos.
Errores en el trazado de las vías.
Actos de vandalismo que implican la destrucción de monumentos 

que fueron testigos del pasado histórico de la capital.
Errores de programación.
La construcción de un París rico distinto de los barrios populares, 

lo que provoca una segregación social.

Ritchot 6\ por otra parte, lleva a cabo una síntesis de las diferentes 
críticas que se han vertido en tomo a la obra y la realización hauss­
manniana, planteando en un primer momento la duda sobre la ver­
dadera significación del prefecto del Sena: ¿prefecto plenipotenciario 
u hombre de situación? Ritchot va más allá de las interpretaciones 
higienistas y/o estratégicas realizando un análisis sociopolítico de la 
significación de la Transformación de París de todo punto original,

6(1 F. Choay, Hisioire de la Frunce urbaine, t. IV, Paris, 1983.
61 T. Paquot, «Le barón Haussmann, le mal-aimé?», en Pinon, y Des Caiis (dirs.), París 

Haussmann, Le parí d’Haussmann, 4.a ed„ Paris, Pavillon de l’Arscnal, 1998, pp. 304 a 310.
61 P. LaVedan, Hisioire de París, Colección Que sais je?, Paris, PUF, 1960; del mismo Htsloiré 

de Vurbanisme a París, París, f lache!II*. 1975. pp. 410 ss.
63 G. Ritchot, «Haussmann. Homme de situation?», Urbanisme, núm. 213, mayo 1986.
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entendiendo que el barón acomodó sistemáticamente a los propietarios 
para traducir en forma urbana un romanticismo reprimido, en prin­
cipio, pero recuperado posteriormente. De esta forma Haussmann, 
como hombre de situación, se aprovecharía de la coyuntura típica de 
la segunda mitad del siglo xix, pero su política no consistirá solamente 
en alojar o acomodar a esta nueva clase “tapón” entre la burguesía 
y el proletariado, sino en constituirla y reafirmarla mediante una repre­
sentación y localización urbana que le corresponda. Así, Haussmann 
concibe los objetos construidos en el espacio como lugares de práctica 
social, en el sentido de que hacía falta producir el agente social que 
faltaba para dar un sentido al proyecto urbano. Dicho de otro modo: 
las formas urbanas no tienen valor en sí mismas, sino que su valor 
depende de la apropiación que de ellas haga la sociedad.

Tras este primer acercamiento, hasta el momento no tratado por 
otros autores, Rn cnor resume las críticas y opiniones hacia Haussmann 
en función de su diferente ascendencia política. De una parte la crítica 
de izquierdas admite la pertinencia de las transformaciones de París 
que hicieron de la misma la ciudad más célebre de todo Occidente, 
configurando un espacio urbano único. Es, pues, un éxito urbanístico 
y arquitectónico que, como contrapartida, sacrifica a la clase obrera 
y contradice el movimiento de la Historia.

De otra, la crítica de derechas es algo más personalizada; se con­
centra en el temperamento de Haussmann, hombre autoritario, admi­
nistrador competente, honesto, protestante y respetuoso de los deseos 
del Emperador en lo que al plan de París concierne. Invita, pues, a 
perder la memoria y quedarse con el resultado.

Tanto en una como en otra se impone la imagen de un poder 
personal que trata de un París reducido al estado de objeto inerte.

Roncayolo 64 lleva a cabo una síntesis magnífica de las circuns­
tancias que propiciaron el denominado ciclo haussmanniano, desta­
cando en este sentido que este período supone la culminación, o el 
encuentro, no casual, de un urbanismo autoritario y de las nuevas 
estructuras económicas que se ponen en funcionamiento durante este 
período. Supone, por lo tanto, una coyuntura que manifestará las nue­
vas concepciones y representaciones que se hacen sobre la ciudad, 
cuyos principales abanderados serán los higienistas, de una parte, y 
los ingenieros (sobre todo los de Ponts et Cahussées), de otra. La ciudad 
se manifiesta para estos últimos, herederos de la tradición saintsimo- 
niana y fourierista, como un campo de fuerzas, como lugar de movi­
miento, más que como paisaje o lugar de vida en el que los mecanismos 
jurídicos se centran en la necesidad de exigir a los poderes públicos 64

64 Cfr. M. Roncayolo, Histoire de la Frunce inhume, t. IV, La ville a l’age industrie: le 
eyele haussmannien (coll. L’univers historique), París, Senil, 1983.
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la intervención de estos procedimientos, siendo la pieza más importante 
para ello el Decreto de 26 de marzo de 1852 que funcionará mediante 
el juego de la contigüidad de unas vías a otras como un verdadero 
mecanismo de contagio que permita la expropiación sin limitarla a las 
propiedades colindantes de las nuevas vías a realizar.

Una de las aproximaciones más interesantes sobre la valoración 
del ciclo haussmanniano, desde un punto de vista sociológico y eco­
nómico, la encontramos en las obras de Halbwachs 65.

El autor, profesor de Filosofía y doctor en Derecho, introduce una 
metodología de investigación que rompe con los estudios que habían 
sido realizados hasta el momento, sobre todo por economistas, sobre 
la incidencia de las expropiaciones en el mercado de suelo. Mediante 
un estudio de campo exhaustivo y pormenorizado de las expropiaciones 
realizadas durante el período 1860-1900 llega a conclusiones que rela- 
tivizan y ponen en duda no sólo las opiniones vertidas sobre la hauss- 
mannización, sino en general su método de aproximación al estudio 
de los hechos económicos.

f) Halbswacks y la concepción de la expropiación.
Análisis de los beneficios de las operaciones haussmannianas

1) Crítica a la perspectiva de los economistas

Un estudio económico sobre la evolución de los precios de los 
terrenos y las construcciones en una determinada ciudad, el París del 
Segundo Imperio, es el objeto del nuestro: puede ser realizado parcela 
a parcela, en cuyo caso parece que una profundización sobre el origen 
del solar en el que se va a construir una nueva edificación, expropiación 
o venta, parece no ser de interés para el economista.

Lo que se estudia es el dato objetivo: el aumento del precio de 
un terreno, de una casa. La especulación parece que no afecta a la 
naturaleza misma del efecto.

El economista no se ocupa de la causa climatológica, meteorológica 
o política de la escasez o de la abundancia de la cosecha de trigo 
en un país; le. basta aparentemente aproximarse a esos fenómenos de 
una forma general y abstracta para estudiar la naturaleza y la acción 
eficiente. Del mismo modo, no se plantearán —al inicio de un estudio 
de la evolución del mercado de suelo de una ciudad— el análisis de 
las circunstancias que rodean una demolición, de la construcción de 
la apropiación privada de los fondos edificables, de la transmisión de 
la propiedad, cualquiera que sea su forma.

“ M. Halbwachs, Les expropiatiioné et le príx des -t&rmns d París (1860-1900), París, Publi- 
cations de la Société Nouvelle de Librarle & Edition, París, 1928.
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Este tipo de aproximación sólo está legitimada y sólo se puede 
justificar en dos casos:

1. Si se admite que la expropiación se ha ejercido de un grado 
y forma débil y que su acción es de algún modo normal, es decir, 
que se distribuye igualmente en todas las partes de la ciudad porque 
resulta del movimiento ordinario de la construcción y corrige las irre­
gularidades necesarias (los retranqueos de terrenos por alineación a 
las nuevas vías ofrecen en suma este carácter).

2. O bien, si se pretende que la expropiación entre en su juego, 
habrá que considerar que tiende a transformar a la vez y en el mismo 
sentido todos los barrios, como si una ciudad —constituida por la unión 
de diversas voluntades de sus habitantes— se pretendiera reconstruir 
sobre un plan enteramente nuevo y sin tener en cuenta la dirección 
actual de las vías.

3. Pero ninguna de estas dos posibilidades que encuadran la con­
cepción de los economistas puede admitirse en nuestro caso; la expro­
piación respetó algunos barrios y destruyó otros. Además no parece 
lógico considerar cada barrio como mercados completamente cerrados.

La concepción economicista concibe la expropiación como un agen­
te extraño, un intruso en el mercado que afecta y perturba las leyes 
tradicionales de la oferta y la demanda. La Administración actúa en 
base a principios de utilidad pública que parecen, por tanto, estar al 
margen de estas leyes del mercado y producir efectos perturbadores 
en el funcionamiento normal del mismo. Es decir, en la ciencia eco­
nómica la expropiación aparece como un dato adherido, extranjero, 
extraño, que no se intercala en medio de los ciclos naturales econó­
micos sino por intrusión. Hay que tener en cuenta su eficacia y fuerza 
perturbadora para después separarla, marginarla del estudio.

2) La inserción de la expropiación en el ciclo económico 
del mercado del suelo

Halbwaschs se revela contra esta concepción de los economistas 
y por ello lleva a cabo un estudio de la expropiación como elemento 
propiamente histórico, no sólo como elemento perturbador, sino como 
una parte más del complejo sistema del mercado de suelo.

Existen dos causas más que hacen necesario un estudio de las expro­
piaciones, al margen o de una forma diferente a la que lo hacen los 
economistas:

1. El papel jugado por los individuos considerados como tales.
Es necesario tener en cuenta las cualidades personales de los repre­

sentantes y las combinaciones accidentales que tienen lugar, influencias 
súbitas que se hacen sentir en las colectividades. Pues cuando la Asara-
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blea Municipal no representa realmente a esta colectividad (París de 
[831 a 1871), cuando sus miembros son nombrados por el jefe del 
ejecutivo, cuando el alto mandatario de la Administración municipal 
tiene plenos poderes: ¿cómo no poner en primer lugar las ideas de 
estética, higiene, estrategia urbana, de práctica social del individuo o 
de algunos individuos en el poder; cómo no tener en cuenta la influen­
cia que, de una forma u otra, uno o varios especuladores pudieron 
fácilmente ejercer?

2. ¿Sucesión pura y simple de los datos o la contextualización 
de los mismos?

Es sin duda conforme al espíritu, científico el estudio de los fenó­
menos haciendo abstracción, en la medida de lo posible, de la época 
y lugar. Puede que, sin tener en cuenta las circunstancias y los hechos, 
la naturaleza de los factores económicos normales no se modifique; 
puede que su intensidad aumente o disminuya; la ciencia económica 
se esfuerza en eliminar estas circunstancias.

Pero esta evolución sigue en determinados momentos direcciones 
concretas, cambios bruscos que, por no responder a una evolución lógi­
ca del pensamiento trazado, se intentan absorber o eliminar para que 
no rompan la regularidad del estudio.

Las expropiaciones no se producen de forma aislada con carácter 
general; no conciernen solamente a un grupo de casas o a una deter­
minada calle, sino que pertenecen a un sistema del que no son más 
que una parte.

Las razones que Haussmann dio para la realización de las obras 
de Transformación de París son por una parte razones estratégicas; 
también esgrime argumentos como el aseguramiento de trabajo para 
la clase obrera o las grandes perspectivas abiertas a la especulación, 
en un régimen que busca compensar el mínimo de derechos políticos 
por el máximo de prosperidad material.

El gran movimiento de expropiaciones realizado en París bajo este 
régimen se explica, por tanto, por causas políticas: el triunfo reciente 
y en apariencia decisivo de la parte del orden frente a la revolución, 
de la burguesía frente a la clase obrera.

Una vez que desprecia Jos métodos de la ciencia económica y aboga 
por una interpretación integradora de la expropiación en el devenir 
urbanístico de una ciudad, en este caso el París de la segunda mitad 
del siglo xix, pasa al estudio de las expropiaciones y el movimiento 
de construcciones y demoliciones en París66 de una forma exhaustiva, 
rigurosa, y agotadora, poniendo de relieve cómo la expropiación ejerció 
una gran influencia sobre la dirección de los movimientos de la cons­

m Ibidem, pp. 177 ss,
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trucción desde 1862, al tiempo que lleva a cabo una síntesis de las 
incidencias o la importancia económica de este fenómeno apuntando 
algunas de las respuestas a los interrogantes que nos planteamos al 
comienzo de este epígrafe:

1. La expropiación es un elemento integrante y conformador, que 
no perturbador, del mercado de suelo.

2. Es un coadyuvante de la actividad económica, contribuye al 
mantenimiento de una clase obrera y a la generación de beneficios 
por la burguesía.

3. La importancia, el gran calado de este fenómeno, no puede 
ser entendida, desde el acercamiento a la realidad del mercado inmo­
biliario de los economistas, sino que debe aprehenderse de los datos 
obtenidos sobre el número de expropiaciones y demoliciones, de los 
datos precisos sobre la relación entre expropiación y construcción. El 
nuevo inmueble construido es la inversión a largo plazo del burgués 
que necesita consolidar su situación social, su poder económico.

4. La relevancia de los datos en este período de tiempo se produce 
como consecuencia del gran número de expropiaciones realizadas y 
de la rapidez de las mismas que se presenta como un fenómeno de 
conjunto y no de carácter sucesivo.

B) Recepción del modelo. La haussmannización

La aprobación del Plan de Ensanche de Barcelona en 1857 y la 
posterior publicación de la Ley de Ensanche de Poblaciones de 1864 
marcarán el comienzo de una nueva era del urbanismo en España. 
A pesar de la influencia capital que ejerció Ildefonso Cerdá en la 
instauración de este modelo urbanístico, su nombre, como veremos, 
parece haber quedado vinculado históricamente a la Ciudad Condal.

Por el contrario, la política urbanística del Segundo Imperio francés 
es recogida y estudiada bajo una denominación común: la haussman­
nización .

Tras la exposición de las críticas a la política del barón que venimos 
de relatar, parece que éste tuvo en su época más detractores y críticos 
que alzaron la voz que defensores acérrimos. A pesar o gracias a ello, 
la palabra haussmannización es repetida y utilizada tanto en el lenguaje 
común como en la crítica especializada.

Pero ¿qué es la haussmannización?, ¿qué engloba este concepto?, 
¿una política urbanística de aperturas, las famosaspercées?, ¿un simple 
estilo arquitectónico?, ¿un complejo y nuevo modelo urbanístico, una 
nueva forma de hacer ciudad?
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a) La haussmannización

Siendo fieles a la tradición cartesiana, la doctrina francesa con 
carácter general plantea siempre distintos interrogantes antes de ana­
lizar una cuestión, incluso se interroga sobre la existencia misma de 
un tema concreto o del fenómeno que pretende estudiar.

En este sentido, y como tuvimos ocasión de ver con anterioridad, 
Darin 67 pone de relieve cómo la técnica de laspercées ya era conocida 
en las distintas ciudades de provincias antes que las Grandes Obras 
del barón Haussmann comenzaran.

Existirá o no haussmannización, a mi entender, en la medida en 
que los principios rectores de la política haussmanniana realizada para 
las Grandes Obras se implanten también en las distintas provincias.

La clave no será, por tanto, el análisis de la cantidad de nuevas 
vías abiertas, pues la espectacularidad de las Tres Redes haussman- 
nianas no tiene parangón (no sólo en Francia sino en el resto del 
mundo). La razón de la amplitud de esta reforma sobrepasa los inte­
reses y las necesidades de higiene y embellecimiento: París es una cues­
tión de Estado, y el resto de las ciudades no lo son tanto.

El interés que suscita analizar y comparar entre algunas ciudades 
de provincias surge de la necesidad de comprobar si el modelo urba­
nístico establecido para París tiene su reflejo en su justa y propor­
cionada medida. De esta forma podremos hablar de un modelo urba­
nístico y no de una operación singular en la capital de un Imperio.

Las claves que podríamos decir que marcan el modelo haussman- 
niano pueden sintetizarse en torno a cuatro piezas esenciales: una orga­
nización administrativa fuertemente centralizada, la legislación de 
expropiación forzosa de 1841 y el Decreto de 26 de marzo de 1852 
de expropiación de zonas laterales, la concesión o realización directa 
de la administración en régle como modo de ejecución de las obras 
y una financiación paralela fundamentada en los empréstitos.

1) Administración central y poder local

En efecto, el Segundo Imperio, al menos en su primera fase, supo 
movilizar y animar a las municipalidades y administraciones para rea­
lizar su voluntad de ver las ciudades dotarse de grandes vías nuevas. 
Existía un clima general de competencia entre las distintas ciudades 
de provincias; cada alcalde se medía con sus colegas y comparaban 
recíprocamente las aperturas realizadas.

67 M. Darin, op. cit... p. 12.
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Iniciativa municipal, de una parte, y apoyó y control de las ope­
raciones por la Administración Central, de otra.

Una de las muestras más claras de este deseo de control tanto 
político como del crecimiento y renovación interior, no sólo de la capi­
tal del Imperio, lo encontramos en la ciudad de Lyon, segunda villa 
francesa en importancia.

El Decreto de 24 de marzo de 1852 suprime para esta ciudad toda 
organización electa y confía su administración y gobierno al prefecto 
del Rhóne asistido por una Comisión Municipal nombrada por el Jefe 
del Estado. Así pues, la situación parisina y lionesa, en cuanto al control 
político ejercido por sus respectivas prefecturas, es muy similar. Las 
razones de esta supresión son, sin embargo, diferentes en ambos casos: 
para el parisino la razón del control por parte de la prefectura, repre­
sentante del Estado, se debe fundamentalmente a la especial circuns­
tancia de la capitalidad de la misma. En el caso lionés, la supresión 
es motivada por el carácter de ciudad conflictiva y peligrosa en la que 
tuvieron lugar diversas insurrecciones y revueltas desde 1831 hasta el 
mismo anuncio del golpe de Estado de 1851. Todo Gobierno dictatoria] 
debía asegurarse el mantenimiento del orden en Lyon.68 El aparato 
del Estado administra directamente la ciudad.

En otras ciudades en que la iniciativa de la apertura de nuevas 
vías surge de la municipalidad, el Conseil General de Ponts et Chausées 
ejercerá una importante influencia dando su acuerdo, su visto bueno, 
para la subvención de las obras e incluso aumentando en un principio 
la amplitud de las nuevas vías proyectadas.

El caso de Rouen pone de manifiesto el interés de la Adminis­
tración central en llevar a cabo estas actuaciones, pues, a la vista del 
proyecto presentado para la apertura de nuevas vías destinadas a mejo­
rar el interior de la ciudad, declarará el proyecto como de interés nece­
sario para el viario regional, y dará su acuerdo para la subvención 
parcial de los mismos en un tercio del coste total de las obras.

Por otra parte, y como contrapunto, la identificación que se opera 
entre el régimen imperial y las nuevas aperturas toma en ocasiones 
matices, de orden político, en el sentido de que a menudo la oposición, 
como fue en el caso de Toulouse, se alza contra esta política urbana 
por razones que no tenían por qué ser exclusivamente urbanísticas, 
pero al existir una censura fuerte y activa, las quejas en cuanto a la 
política urbana impuesta o sugerida desde París era una de las pocas 
formas de manifestar abiertamente la oposición al Imperio.

Il,: Cfr. A. Bruston, «La “régénération” de Lyon 1853-1865», Espaces et Sociétés. Revue 
critiqué de l’amenagement, de Varchitecture et de l'urbanisation, núm. 15, abril 1975, pp, SI a 105.
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2) Extensión del Decreto de 26 de marzo de 18.52.
El urbanismo concesional

La rápida difusión del Decreto de 26 de marzo de 1852 es uno 
de los principales apoyos que van confirmando la existencia de un 
fenómeno urbanístico que no se ciñe a París.

En efecto, si bien este Decreto fue previsto en principio para la 
capital francesa, su arl, 9 permite la aplicación al resto de ciudades 
que lo soliciten. Esta opción fue tomada por 162 ciudades, de las que 
62 lo hicieron antes de 1855, 43 antes de 1860 y 47 durante los años 
sesenta, otras 10 durante los treinta años restantes.

Entre ellas se encuentran las principales ciudades francesas que 
irán aprobando sus aperturas de forma sucesiva, y que parecen seguir 
un inconsciente pero sistematizado orden jerarquizado, en el estable­
cimiento del modelo haussmanniano b9: Lyon en 1853, Lille y Marsella 
en 1858, Rouen en 1859, más tarde durante los años sesenta Moni- 
pellier en 1861 y 1864, Toulouse en 1864, Nantes en 1866. El movi­
miento se extiende por las ciudades más pequeñas hasta los años 
ochenta.

La aplicación y la puesta en práctica del Decreto de 1852 será 
llevada a cabo con diferente intensidad en las distintas ciudades; la 
extensión de la utilización mediante una interpretación en sentido 
amplio de la expropiación por zonas laterales permitirá la construcción 
de nuevos barrios en los antiguos cascos históricos y de una política 
de obra pública más extensa, en otros casos, por razones económicas 
y presupuestarias o por el simple trazado de la nueva vía, la utilización 
del Decreto se realiza de forma restrictiva reduciendo las expropia­
ciones a las nuevas vías que se han de urbanizar.

Uno y otro caso no se presentan de forma aislada e inconexa en 
diferentes ciudades; al contrario, dependiendo del momento de su rea­
lización, de la capacidad económica de la municipalidad podrán obser­
varse en un mismo lugar operaciones más o menos amplias, más o 
menos públicas, más o menos privadas.

En Lyon, la posibilidad de aplicación de la expropiación del Decre­
to de 1852 se produjo rápidamente mediante la aprobación del Decreto 
de 13 de diciembre de 1853; tres días después de la aprobación, el 
10 de diciembre de 1853, autoriza el proyecto de apertura de la calle 
Imperial. El prefecto del Rhóne, Vaisse, contará con proyecto y medi­
das legislativas necesarias para su realización.

w Hr. P. Boumllon, Les villes en Frunce au xlx  siécle, Paria, Synthese et llistoire, Oplirys, 
1995, pp. 123 ss.
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La utilización de esta técnica sería realizada con éxito, confiando 
a la concesionaria “Compañía de la me Imperial” 70 la operación a 
quien se le reservara el derecho de expropiación previo pago de la 
financiación de la misma.

Las obras fueron realizadas según lo previsto, y con gran éxito, 
en piedra y plata. La sociedad llevaría a cabo de forma rápida las 
obras de reurbanización vendiendo los solares sobrantes a buen precio; 
la demanda estuvo bastante diversificada: la municipalidad, pequeñas 
sociedades de promotores que formarán la “Compañía de la rué de 
la Bourse” y particulares. El éxito de la operación indujo más tarde 
a la Compañía de la rite Imperial, la primera concesionaria a fusionarse 
con la Compañía de la me de la Bourse, así a partir de 1858 de los 
27.000 m2 urbanizados, 24.000 quedarían en sus manos, actuando, pues, 
al mismo tiempo como concesionario urbanizador y promotor inmo­
biliario.

El éxito de esta primera operación se debió en gran parte a que 
no fueron necesarias grandes expropiaciones en profundidad, mediante 
la elección de una apertura rectilínea paralela a las antiguas vías exis­
tentes que evitó una remodelación completa del parcelario 71.

Pero, como anunciamos en páginas anteriores, el sistema conce- 
sional no tuvo éxito siempre. Así, para la apertura de la calle de la 
Emperatriz en 1860, el prefecto intentará llegar a un acuerdo con la 
Banca General Suiza de Crédito Internacional, que debería sufragar 
los gastos de las expropiaciones a cambio de los solares resultantes 
de la obra urbanizadora llevada a cabo por la Administración. El acuer­
do fracasó, y hubo de ser la ciudad la que corriera con todos los gastos 
y ejecutara las obras de urbanización mediante el sistema de régie.

La ciudad de Rouen en 1859 lleva a cabo un proyecto de diferente 
naturaleza en la calle de Juana de Arco, que no supondrá la simple 
apertura de una nueva vía sino que implica la creación de una zona 
de expropiación masiva que permitirá la reestructuración completa de 
la zona.

La Administración explotará al máximo el Decreto de 1852, expro­
piando las pequeñas parcelas, las parcelas contiguas a las primeras 
y las que daban a una vía suprimida. También abrirá, paralelamente 
a la calle de Juana de Arco, vías secundarias extendiendo de esta forma 
la zona de expropiación.

™ La sociedad fue creada bajo el impulso del arquitecto Benoit Poncct que años atrás 
había participado en la apertura de la rué Céntrale, en febrero de 1854, aprobándose sus estatutos 
el 3 de julio del mismo año, Su accionariado estaba compuesto por 179 personas, entre las 
que se dividían 14.000 acciones, destacando éntrelos accionistas la enorme presencia de juristas, 
que en su conjunto tenían 1.640 acciones. El resto se repartía entre propietarios, empleados 
de diversa índole, artesanos, hombres de negocios o rentistas. Cfr. A. Bruston, op. cit., p. 96.

71 Cfr. F. Bourillon, op. cit., p. 125.
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La cismática y pontifical Avignon lleva a cabo una reforma de tipo 
haussmanniano mediante la aprobación del Proyecto el 1 de septiembre 
de 1854 y la declaración de utilidad pública del mismo mediante Decre­
to imperial de 25 de octubre del mismo año.

Lambert 72 pone de relieve cómo la primera parte de las obras 
que comienza en 1855 será evaluada de dos formas distintas. En un 
primer momento, conforme a la Ley de Expropiación Forzosa de 1841, 
y a partir de octubre de 1855 se seguirá el Decreto de 26 de marzo 
de 1852 previsto para las calles de París, que extenderá su aplicación 
a la ciudad de Avignon, permitiendo adquirir un número mucho mayor 
de parcelas y aumentando considerablemente el presupuesto de esta 
primera fase de ejecución del Proyecto de la me Bonaparte.

En Lille, el Proyecto aprobado en 1860 —que preveía la realización 
de un gran bulevar, de la Libertad, y una nueva gran vía, la rué Impe­
rial— será puesto en manos del negociante, concesionario de las obras 
y también inspirador del proyecto Eeckman-Lecroart; ios poderes 
públicos pretenden controlar la urbanización de la ciudad pero no lo 
pueden hacer sin el apoyo de la intervención privada71 * 73 74.

Marsella lleva a cabo la transformación de la ciudad en la segunda 
mitad del siglo xix mediante la urbanización ex novo de los terrenos 
del antiguo Lazare y aquellos conquistados al mar por la realización 
del nuevo puerto. En este primer trazado de 1854, realizado entre 
la municipalidad y Jules Mirés, que en 1856 creará la concesionaria 
Société de Ports de Marsella, comprará 350.000 metros cuadrados de 
terreno que el Estado había cedido previamente a la municipalidad, 
lo que supondría, en opinión de Roncayolo, el hecho de que la muni­
cipalidad se viera inmersa, sin tener en cuenta las consecuencias, en 
la construcción de una tercera ciudad cuyo relieve y la masa de antiguos 
barrios dan lugar a que: la ciudad moderna quede separada.

A través del magnífico estudio de Lacave 74 sobre las grandes obras 
de tipo haussmanniano realizadas en Montpellier, podemos tener una 
idea de la sistematización de la ampliación de la expropiación por causa 
de utilidad pública, no sólo en esta ciudad sino que, siguiendo al autor,

71 M. Lambert, «La rué de la Republique a Avignon: lotissment et construction», en WAA, 
Regarás sur l’haussmannisme, París, Reseau ‘‘Formes urbaines”. Bureau de ia recberche arclií-

teclurale, 1994, pp. 43 a 67.
73 L. Grenier, «L’eclatement de la métropole lilloise», en Mortuments historiques, núm. 3, 

1977, pp. 46 a 49.
74 M. Lacave, «Stratégie d’expropiaticai et haussmanisaíion: l’exemplc de Montpellier», 

Armales. Economies, Sociétés, Civilisations, 35 année, núm. 5, septiembre-octubre 1980, pp. 988 
a 1Q11. Todo el párrafo que explica y desarrolla las técnicas de expropiación en Montpellier 
está transcrito y traducido de forma prácticamente íntegra del artículo original, por su claridad 
y precisión y la metodología, que se separa en cierto modo de los textos y autores comentados 
anteriormente que centran su estudio en el aspecto socioeconómico de la haussmannización 
en las diferentes ciudades de provincias francesas.
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podemos hacernos una idea final de lo que hasta el momento hemos 
ido poniendo de relieve de forma fragmentaria y puntual mediante 
ejemplos concretos, pero menos estudiados por la doctrina, al menos 
desde el punto de la expropiación como técnica jurídica que permite 
la implantación de un modelo urbanístico:

«La puesta en práctica del programa de expropiaciones será llevada 
a efecto durante los años 1863 y 1864, en los que la Administración 
municipal pone a punto las expropiaciones concernientes a la apertura 
de la rué Imperial, y en los que intentará extender el campo de las 
expropiaciones por causa de utilidad pública gracias a una coyuntura 
aparentemente favorable».

Las disposiciones del Decreto de 26 de marzo de 1852 serán apli­
cables en Montpellier desde su aprobación por un Decreto especial 
de 23 de abril de 1853. El programa de la rué Imperial comprende 
la expropiación de las parcelas tocantes con las nuevas vías, así como 
las partes sobrantes situadas fuera de alineaciones insuficentes para 
formar un solar edificable y, lo que es más importante, los inmuebles, 
fuera de alineaciones en los que se. juzgue necesaria su demolición 
y llevar a cabo: la supresión de las vías públicas consideradas inútiles, 
y, por último, comprende la expropiación de inmuebles destinados a 
ser demolidos en todo o en parte para poder edificar fachadas monu­
mentales e uniformes.

1. Expropiación de partes sobrantes del solar colindante a la vía 
pública insusceptibles de acoger edificios salubres.

El art. 2 de! Decreto de 23 de abril de 1853 (transposición íntegra 
del Decreto de 26 de marzo de 1852) permite, como primera medida, 
expropiar los terrenos que no sean susceptibles de ser edificables. 
Dejando un amplio margen de valoración sobre la susceptibilidad de 
edificación o no a la Administración Pública actuante.

Lacave destaca los posibles límites a esta medida que tienen un 
carácter ciertamente débil y formal1S:

a) El primer control que se puede ejercer sobre esta medida, que 
excluye el recurso contencioso salvo por exceso de poder, es el que 
impone la sentencia de la Cour de Cassation de 14 de febrero de 1855 
para las obras de Lyon en la que se establece que la única misión del 
tribunal es la de verificar si las formalidades prescritas en el art. 2 de 
la Ley de Expropiación Forzosa de 1841 han sido cumplidas. Control 
por tanto formal, pero que no entra en el fondo de la cuestión, es 
decir, la valoración de la necesidad o utilidad pública de la expropiación.

75 En efecto, estos límites no ofrecen más que una débil resistencia al modelo, sirva de 
botón de muestra la expropiación de un solar del propietario Jeanton que Lacave pone como 
ejemplo. El terreno contaba 960 metros cuadrados, de los que 418 pasan a formar parte de 
la vía pública y los 542 metros cuadrados restantes son declarados insusceptibles de recibir 
edificaciones salubres.
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b) El segundo límite es la necesidad de anunciar el interés de. 
la salubridad de las construcciones a realizar sobre los terrenos expro­
piados.

De nuevo un control del mismo estilo en el sentido de que será 
el Decreto imperial de declaración de utilidad pública el que declare 
la necesidad de saneamiento de las nuevas edificaciones. Este Decreto 
sólo es susceptible de recurso de casación.

2. Expropiación que comprende los inmuebles situados fuera de 
alineaciones en los que la adquisición es necesaria para la supresión 
de antiguas vías públicas consideradas inútiles (arí. 2.2 del Decreto 
de 26 de marzo de 1852),

Este precepto permitiría a la municipalidad de Montpellier llevar 
a cabo la expropiación de gran número de parcelas.

La Administración municipal, deseosa de suprimir una calle que 
estima inútil, se enfrenta con la oposición de los propietarios ribereños 
que tienen derecho de vistas o de uso sobre esta vía.

¿Tienen derecho al bloqueo de la actuación de urbanismo pro­
yectada? ¿O, precisamente, nuestro texto (Decreto de 26 de marzo 
1852) permite despejar el obstáculo y la Administración dispone de 
una total libertad para apreciar la inutilidad de una u otra calle, y, 
por tanto, decidir la supresión?

Es necesario que exista necesidad. Ésta es la garantía de los pro­
pietarios establecida en la Ley de Expropiación Forzosa de 1841. Jus­
tificada la necesidad, parece que la Administración mediante la utilización 
de esta medida puede llevar a cabo la remodelación de barrios enterosj 
ésta era la finalidad última reconocida o no del Decreto de 26 de 
marzo de 1852.

Las posturas al respecto son bien diferenciadas:
a) De una parte los propietarios colindantes, además de presentar 

sus quejas por la innecesidad de suprimir una u otra vía en función 
de sus intereses particulares, acuden ai arl. 53 de la Ley de 16 de sep­
tiembre de 1807, sobre alineaciones, para solicitar su derecho a adquirir 
los solares sobrantes o abandonados resultantes de la supresión de las 
calles y colindantes con sus terrenos. En este sentido, la jurisprudencia 
beneficiará a los propietarios mediante una Sentencia de la Cour de 
cassation de 8 de abril de 1861 en la que establecererá que la expro­
piación sólo podrá llevarse a cabo en caso de que el propietario haya 
renunciado a su adquisición.

b) De otra parte, la municipalidad de Montpellier no parece mos­
trarse partidaria en absoluto de esta medida que rompe la posibilidad 
de reurbanizar barrios o manzanas enteros y defiende la aplicación dei 
Decreto de 26 de marzo de 1852 de forma extensiva. Dura lex sed lex 
afirmaría el comisario Bazille: la expropiación es un medio riguroso, 
pero es el único medio que al menos pone a todo el mundo de acuerdo.
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c) La solución intermedia a la que se llegó fue la de distinguir 
dos tipos de vías: por una parte, aquellas que tienen acceso a las vías 
conservadas de aquellas que pierden cualquier acceso y que, por tanto, 
deben ser suprimidas y que se verá traducida en el Proyecto de 22 ele 
diciembre de 1.864,

3. Extensión de la expropiación para sustituir las casas existentes 
por nuevos edificios provistos de fachadas monumentales y uniformes.

La imposición de un determinado modelo de inmueble, al menos 
desde el punto de vista de la fachada, en el caso de París se comenzó 
realizando en los contratos de venta de los terrenos, imponiendo la 
sillería: posteriormente las Ordenanzas de 1855 determinarán las alturas 
y otros elementos externos en regulaciones de carácter singular.

Nos encontramos, tanto en el caso de París como en el de Mont- 
pellier aquí analizado, en un terreno algo más sinuoso en el que la 
doctrina, como vimos, en muchas ocasiones niega la existencia de una 
reglamentación precisa sobre e! aspecto del inmueble y atribuye su 
uniformidad al apogeo de un estilo arquitectónico fuertemente regu­
larizado. Sin embargo,'el segundo Proyecto aprobado para la reforma 
de Montpellier de 22 de diciembre de 1864 busca expresamente una 
justificación jurídica para la imposición de este modelo y, lo que es 
más importante, para permitir la expropiación de inmuebles con el 
fin de levantar nuevas fachadas de aspecto monumental.

En efecto, la municipalidad acudirá a una Sentencia del Consejo 
de Estado de 1 de febrero de 1826 y a algunos precedentes: la Ley 
de 4 de octubre de 1849, relativa a las obras del Palacio del Louvre; 
un Decreto de 23 de diciembre de 1852, concerniente a las arcadas 
de la me de Rivoli; otro de 15 de noviembre de 1853, relativo al Louvre 
y las Tuberías, y otro de 22 de septiembre de 1860, que regula la avenida 
de la Opera y sus alrededores. Todo ello con la finalidad de estimar 
que la imposición de un modelo de fachada es algo así como una práctica 
consuetudinaria en París y, por extensión, en el resto de Francia.

3) Financiación de las obras mediante contratación 
de empréstitos

En la descripción de la realización de la Transformación de París 
que realizamos en páginas anteriores tuvimos ocasión de sintetizar los 
cuantiosos préstamos que Haussmann se vio obligado a contraer para 
llevar a cabo los deseos del Emperador, el Tratado de los 180 millones 
y la creación de la Caisse de Travaux y los bonos de delegación fueron 
los más importantes y supusieron una de las principales razones de 
la caída del barón.



LA URBANIZACIÓN HAUSSMANNIANA 101

En provincias, las obras no tuvieron la envergadura de la capital, 
pero ¡a contratación de empréstitos —además de la subvención parcial 
de las obras por parte de la Administración del Estado— también se 
hizo necesaria, sobre todo en aquellos casos en que las municipalidades 
o la prefectura debían actuar directamente mediante el sistema de régie, 
por no encontrar concesionario dispuesto a realizar las obras, o sim­
plemente por un deseo de control absoluto de la operación de reno­
vación urbana.

El proyecto de realización de la rué Bonaparte en Avignon obligó 
a la municipalidad a contratar diversos empréstitos con el Credit Foncier 
de Francia y se vio obligado para su amortización a elevar el impuesto 
de consumos en veinte céntimos durante treinta y cuatro años. La prin­
cipal causa de este endeudamiento fue la elevación de los justiprecios 
de las expropiaciones: así, por ejemplo, para la tercera fase de las 
obras la municipalidad había previsto un desembolso de 700.000 fran­
cos y los jurados estimaron en total una cantidad de 1.290.000 francos, 
casi el doble de lo previsto; ¿falta de previsión, o sobrealimentación 
de los justiprecios por parte de los jurados de expropiación? Teniendo 
en cuenta que, esta tercera fase se inicia después de la Sentencia del 
Consejo de Estado de 1858, podemos deducir que la principal causa 
del aumento de las. indemnizaciones será esta doctrina jurisprudencial, 
aunque no se puede negar que pudo existir también cierta falta de 
previsión y de cálculo económico.

Las aperturas de la me Imperial y la rite de la Emperatriz en Lyon 
disfrutaron, por una parte, de una subvención al ser clasificada por 
el Ministro de Obras como carretera imperial (roiite impérial), esti­
mando la Comisión de Caminos y Puertos e! coste de su construcción 
en cuatro millones de francos repartidos en cuatro años.

La rué Imperial fue ejecutada por la compañía concesionaria del 
mismo nombre, como tuvimos ocasión de explicar en páginas ante­
riores; sin embargo, la me de la Emperatriz, al fracasar la negociación 
con la Banca Suiza, debió ejecutarse directamente por la prefectura.

El lanzamiento de estos dos vastos programas en 1853 obligó a 
contratar empréstitos con la Caja de Depósitos y Consignacioneslb. 
Al igual que en Avignon, parte del reembolso se realizó mediante la 
adición a las cuatro contribuciones directas de 25 céntimos extraor­
dinarios.

Tras estos ejemplos podemos concluir afirmando que, así como 
la financiación de las obras en las provincias supuso un aumento de 
los impuestos para poder amortizar los préstamos contraídos por las 
municipalidades o la prefectura, el orgullo de Haussmann y del Empe­
rador al manifestar que la realización de las Grandes Obras parisinas

7fi Cfr. A. Bruston, op. cii., p. 96.
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se podían llevar a cabo sin aumento de los impuestos se transforma 
en realismo al no tener las ciudades de provincias suficiente poder 
como para contratar los descomunales empréstitos que realizó el barón 
llevando a cabo un procedimiento de endeudamiento que pudiéramos 
Jamar tradicional, frente a la técnica de endeudamiento Cante de 

b de dele§ac«on y la Caja de Obras ingeniada por el prefecto.



CAPÍTULO IV
EL URBANISMO DE OBRA PÚBLICA FRANCÉS

1. PUNTO DE PARTIDA. LOS TRES PILARES
DEL URBANISMO FRANCÉS

Al amparo de la legislación de expropiación forzosa de 1841 y el 
Real Decreto de 26 de marzo de 1852, el barón FIaussmann pudo 
llevar a cabo la Transformación de París y, tal como vimos, gran número 
de ciudades francesas continuaron la aplicación (en menor escala y 
medida) del modelo expropiatorio y concesional que tan rápidos y vis­
tosos resultados obtuvo.

Tuvimos ocasión de analizar las diferentes corrientes de opinión 
sobre la política y el sistema urbanístico de las que se deriva que el 
urbanismo de Haussmann se construye en torno a tres pilares: la expro­
piación, una Administración y un sistema de financiación h

Así pues, este primer epígrafe pretende describir la evolución de 
la institución cxpropiatoria en el Derecho francés, su tendencia a ser 
sustituida por el derecho de tanteo urbano —droit de preemption—, 
la existencia de un proceso de descentralización que se inicia en 1975

1 Esta división nos ha parecido muy oportuna para poder llevar a cabo una sintética y 
panorámica revisión de lo que haya podido quedar de ese primer modelo, si es que algo ha 
permanecido, y permite dolar de unicidad y visión de conjunto a este estudio; de otra forma, 
y como venimos reiterando en páginas anteriores, el hilo del discurso se puede perder. Uno 
de los objetivos principales de esta investigación es dar coherencia histórica a una serie de 
procesos, instituciones y acontecimientos que son analizados frecuentemente de forma aislada 
y con profundidad pero sin una visión de conjunto que ios encuadre y los sitúe en su verdadero 
lugar, y que provoca en numerosas ocasiones que pierdan su verdadera significación, la auménten 
o disminuyan dependiendo de la profundidad que el estudio le dedique a cada institución. Tam­
bién nosotros corremos ese peligro.
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y que; hemos venido a denominar descentralización-centralizada —por 
las importantes prerrogativas de carácter legislativo, primero, y de ges­
tión y ejecución del planeamiento urbanístico que quedan en manos 
del Estado, después^—, así como un método de financiación princi­
palmente fiscal e impositivo, con la Tasa Local de Equipamiento que 
intenta virar hacia una nueva concepción que nos resulta más familiar: 
el pago en equipamientos y cesión de terrenos en el ámbito de las 
Zonas de Urbanización Concertada (ZAC) y en los Programas de 
Ordenación de Conjunto (PAE) y que recientemente intenta aprehen­
der una visión global y vertical del urbanismo en sentido amplio con 
leyes tan interesantes como la Ley núm. 2000-1208, de 13 de diciembre, 
relativa a la solidaridad y la renovación urbanas.

Con base a estos tres pilares se van conformando distintos ins­
trumentos de gestión y ejecución del planeamiento urbanístico a lo 
largo del tiempo. De la concesión de obra pública haussmanniana a 
las ZUP, y de ellas al urbanismo concertado de las Zones d’Aména- 
gement Concerté que analizaremos en epígrafe aparte.

1.1. De la expropiación al derecho de tanteo urbano

A) Evolución de la institución expropiatoria

La facultad de hacerse con la propiedad privada es una de las 
claves del urbanismo sin la que las colectividades públicas no pueden 
llevar a cabo una política de construcción y de obras públicas.

Con este aserto comienza Monnier 2 su estudio sobre la expro­
piación durante el Antiguo Régimen, en el que destaca el descono­
cimiento de esta facultad por los historiadores del urbanismo.

La expropiación es igual de antigua que la propiedad: quizá no 
regulada tal como la conocemos en la actualidad, pero siempre que 
el Estado ha tenido que llevar a cabo grandes obras públicas dentro 
y fuera de las ciudades la propiedad del sucio ha tenido que ceder 
a los designios más altos del interés general, de la utilidad pública.

La problemática de la expropiación desde el punto de vista urba­
nístico no descansa, por tanto, en el hecho de su existencia o no, sino 
en que de su mayor o menor ejercicio se deríve la dirección de los 
procesos urbanísticos, lo que los franceses llaman la maitrise du sol 
por parte de la colectividad; sus modalidades, su puesta en práctica

2 F. Monnier, «L’expropriation sous rancien] régime», en H. Jacquo (dir.), Histoire de 
l’expropriation du xvme siécle d nos jours. Actes de la ler journée d’etudes historii/ues du lábomtoire 
colleclivités locules, Orieans 13 de mayo de 3996, Université d’Orleans, Faculté de droit d’economie 
et de gestión.
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estarán estrechamente vinculados al régimen de la propiedad y los 
medios de que disponga el Estado para su dirección.

En efecto, la maitrise du sol, la dirección y ejecución efectiva de 
los procesos urbanísticos, puede ser realizada directamente por el Esta­
do cuando éste es dueño de los terrenos que deban ser transformados 
(cuando ejerce la denominada maitrise fonciére), en este caso el control 
del proceso es total, pero no suele ser lo normal.

Durante los siglos xvn y xvm, la sociedad representada por el Esta­
do y la Corona no es propietaria del suelo, se encuentra confrontada 
a la propiedad privada, y la dirección de los procesos urbanísticos e 
inmobiliarios resulta de una división o reparto del suelo garantizados 
por Ley; esta garantía es canalizada mediante una reserva que resulta 
de un derecho de. policía social; la expropiación no existe como tal: 
cuando la propiedad tiene que ceder existe un derecho de retrait d’utilité 
publique o reprise d’utilité publique de un bien particular debido a una 
necesidad social.

Conseguir el equilibrio de la balanza entre los intereses públicos 
y privados (que es el nudo gordiano de la expropiación) es el reto 
que todo legislador se plantea a la hora de enfrentarse a una nueva 
regulación del instituto expropiatorio. Históricamente el peso ha caído 
de un lado o de otro pero hasta el momento no parece encontrarse 
el punto medio, equitativo, la justa medida entre dos derechos, dos 
intereses legítimos y contradictorios.

El pasado, el presente y el futuro de nuestras ciudades han depen­
dido, dependen y dependerán en gran medida de la flexibilidad y el 
buen uso que de este derecho se haga por las Administraciones Públi­
cas, y de la capacidad de equilibrar mesurada y coherentemente esta 
prerrogativa. Nada más fascinante como objeto de estudio e inves­
tigación, nada más desafiante para el legislador, nada más frustrante 
para el agente urbanístico que debe luchar en la práctica con intereses 
tan confrontados y opuestos.

El debate de la expropiación no descansa únicamente en la pro­
blemática que surge de una tierra tomada y un precio a pagar —al 
fin y al cabo este hecho es algo tradicional e inmemorial en la historia 
urbana e inmobiliaria— sino que radica en dos concepciones diferentes 
del Estado, en dos maneras distintas de pensar en la reforma de las 
ciudades, en dos direcciones diferentes de su proceso de reforma, y 
de la transformación económica necesaria o paralela a la misma.

La Ley de 16 de septiembre de 1807, que aporta especialmente las 
indemnizaciones relativas a las consecuencias de las alineaciones 
(arts. 30, 31 y 49-57), es fruto de la labor codificadora de Napoleón I 
y supone la aparición de un primer Código de las Obras Públicas en 
el que el sujeto dominante es la todopoderosa Administración ñapo-
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leónica, que controla todo el proceso expropiatorio: la Administración 
decreta la expropiación, procede a su ejecución, fija las indemniza­
ciones procedentes, es, pues, juez y parte en el proceso.

La Ley de 8 de marzo de 1810 modifica este primer régimen: res­
ponde a la rama liberal del régimen napoleónico, que necesita de medi­
das rápidas y eficaces 3. No es casualidad ni paradójico que en un régi­
men autoiitario en el que las libertades se ven constreñidas y reducidas 
aparezca una ley que beneficia a los propietarios que se ven com­
pensados con una protección y beneficio económico que apacigua, o 
al menos deja conformes, a los que pudieran oponerse con más fuerza 
al mismo.

En efecto, la Ley de Expropiación Forzosa de 1810 fue excesi­
vamente beneficiosa para los propietarios, lo que produjo grandes crí­
ticas por parte de la doctrina administrativista.

El período orlcanista (1833-1841) trae consigo una nueva reforma: 
la Ley de 1831, ley especial de expropiación urgente para la construc­
ción de fortificaciones. En 1832, la epidemia de cólera en París reabre 
el debate higienista. Se necesitan respuestas, medidas y procedimientos 
rápidos; la Ley de Expropiación es demasiado lenta, constriñe y difi­
culta el desarrollo de las ciudades; las medidas de higiene y salubridad 
llegan demasiado tarde, cuando el daño ya está hecho y puede ser 
irreparable.

Así, la Ley de 7 de julio de 1833 reforma la caduca Ley de 1810 
aportando como principales novedades la reforma del art. 27 de la 
Ley de 1810 por medio del art. 60 de la de 1833.

Se crea el jurado especial de expropiación, verdadero poder sobe­
rano de la evaluación de las indemnizaciones, y de otra parte se intro­
ducen las cuatro fases del procedimiento de expropiación 4.

Pero el proceso sigue siendo lento y trabajoso: las nuevas acti­
vidades económicas, sobre todo el comienzo de la extensión de las 
lineas de ferrocarril que suponen inversiones cuantiosas y un despegue 
de la economía nacional, necesitan de un procedimiento más ágil y 
menos dificultoso: hay que completar la Ley. El sistema ya está esta­
blecido pero hay que perfeccionarlo.

La Ley de Expropiación de 3 de mayo de 1841 introduce diversas 
novedades:

Supone la introducción de un proceso expeditivo; se introduce la 
expropiación urgente como contrapeso frente a la fuerza de los pro­

’ M. Roncayolo, «Propriété, intérét public, urbauisme aprés la Revolution. Les avalara 
de la legislation impenAle», de la recherche urba'me, núm. 43, lysg, pp. 85 ss

4 Enquete preable y declaración de utilidad pública. Etiquete a cada propietario. Le jueemml 
de la expropiación. Determinación de la indemnización.
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pjetarios y del jurado. En opinión de Wolowski 5 se hacía necesario 
introducir en el jurado de expropiación otros intereses capaces de sos­
tener el desarrollo industrial del momento.

La Ley de Expropiación Forzosa de 1841 contempla una nueva 
regulación general, pero el sistema resultante se irá conformando 
mediante sucesivas intervenciones y puestas al día posteriores.

Los orígenes de lo que Lacche viene a denominar «Ja unión dura­
dera entre urbanismo y expropiación», si bien tienen su punto de par­
tida en la citada Ley de 1841, que estaba destinada principalmente 
a potenciar la extensión de las vías ferroviarias, irán madurando 
mediante diferentes disposiciones legislativas e iniciativas y opiniones 
doctrinales influyentes.

Ya advirtió el precitado Wai.ow.skr6 de la necesidad de reforma 
de la Ley de Expropiación en previsión de futuros desarrollos eco­
nómicos en aquel momento imprevisibles, afirmando la necesidad de 
ampliación de la expropiación en materia de reforma urbana, no limi­
tándose ésta a las vías o nuevas aperturas que se debieran realizar.

Estas corrientes renovadoras y pujantes darán sus frutos legisla­
tivos. La Ley de 3 de abril de 1850 introduce por primera vez un objetivo 
exclusivamente urbanístico que amplía las posibilidades expropiatorias. 
En efecto, la precitada Ley en su art, 13 permite expropiar la totalidad 
de las propiedades comprendidas en el perímetro de las obras y la 
reventa de las parcelas que no sean convenientes para recibir inmuebles 
salubres.

La Ley de 1850 es la ley-bisagra, el puente entre el período de 
los orígenes que hemos descrito someramente hasta el momento (las 
puntuales medidas del Antiguo Régimen y las posteriores Leyes de 
1807, 1810, 1833, 1840) y la época del Segunda Imperio. Refleja en 
cierto sentido el esfuerzo por coordinar el modelo jurídico legislativo 
y las técnicas urbanísticas. Aunque también cabría interpretar que esta 
coordinación es un paso obligado y necesario para resolver los pro­
blemas de insalubridad de las ciudades, y responde en cierto modo 
a una situación que física e higiénicamente era insostenible.

De cualquiera de las maneras, el paso está dado; se prepara la 
denominada “edad de oro” de la expropiación en Francia, la época 
que hemos analizado en páginas anteriores de forma pormenorizada, 
el Segunda Imperio napoleónico, el urbanismo haussmanniano. Pero 
como pusimos de relieve, esta edad de oro de la expropiación no podría 
haber tenido lugar sin el Decreto de 26 de marzo de 1852. 5 6

5 L. Wolowski, «De rexpropiation pour cause d’utilitc publique», Revue de législation et 
jurispmdence, núm. 13, p. 238.

6 Ibidem.
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Un primer Proyecto de 1850 de Nadand-Morcllcl, calificado de 
proyecto socialista por sus contemporáneos, fue recibido con nume­
rosas críticas: se consideraba que suponía la anulación del ciudadano 
frente al Estado, prefigura los cambios del al fin aprobado Decreto 
de 1852, lleva en sí el germen, la “denominación de origen”, de la 
haussmannización.

Al Decreto de 1852 hay que añadir el Senado-Consulto de 25 de 
diciembre de 1852 que refuerza las prerrogativas del poder ejecutivo 
en el campo de las obras públicas, limitando al mínimo la intervención 
del cuerpo legislativo; la declaración de utilidad pública de las obras 
era realizada por decreto sin consulta previa al Parlamento; la cen­
tralización vive uno de sus grandes momentos de apogeo.

La denominada edad de oro de la expropiación, el paréntesis 
haussmanniano 1, no se debe exclusivamente a la evolución de esta 
institución, en el sentido de que permite a las colectividades públicas 
expropiar las zonas laterales o fuera de los márgenes de las vías para 
satisfacer posteriormente con la venta de los solares el coste de la 
obra urbanizadora: es un factor determinante, que permite una forma 
de hacer ciudad, pero que es coadyuvado por otra serie de factores: 
un poder, una Administración fuerte y decidida a hacer este tipo de 
transformaciones como una cuestión de Estado (en París en un primer 
momento), y que tendrá un efecto “bola de nieve” en el resto de las 
principales ciudades francesas. A esta decisión y voluntad política aña­
dimos una serie de recursos financieros y una instrumentación técnica 
novedosa, sistemática y coordinada por los ingenieros de caminos, y 
el resultado es la culminación coherente de un proceso en el que la 
expropiación aparece como una máquina imparable capaz de trans­
formar París, y otros centros urbanos, con una rapidez prodigiosa, pero 
que también produce cierto espanto: las demoliciones tuvieron lugar 
sin interrupción.

A pesar de que, en la figurada balanza de los intereses opuestos 
enfrentados que emanan del ejercicio de la expropiación, el período 
haussmanniano parece inclinarse a favor de las prerrogativas del poder 
público, los propietarios guardan en la recámara una bala peligrosa 
que utilizan con sutilidad y que irá haciendo gotear poco a poco el 
sistema: el jurado de expropiación y la jurisprudencia del Consejo de 
Estado son los bastiones, las defensas del dogma liberal de la pro­
piedad. Y los que paradójicamente hacen que el sistema, el modelo 
funcione, pues todos los intereses sociales parecen beneficiarse de las 
operaciones.

' Aunque esta nueva inmersión en el urbanismo haussmanniano pueda resultar algo repe­
titiva, he creído conveniente insertarla en la descripción de la evolución de la legislación expro- 
piatoria que llevamos a cabo para poder tener una visión de conjunto de la evolución de esta 
herramienta jurídica.
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La era haussmanniana tocará legislativamente a su fin con la Ley 
de 27 de julio de 1870, que devuelve al poder legislativo lo que el 
Senado-consulto de 25 de diciembre de 1852 le arrebató: restituye la 
declaración de utilidad pública al poder legislativo, por una parte y 
con el Decreto de junio de 1876 que restringe la aplicación de la expro­
piación por zonas laterales.

Las tres primeras décadas de la Tercera República suponen un 
período de reflexión centrado sobre todo en la composición del jurado 
de expropiación y en las indemnizaciones: el justiprecio comienza a 
tener un protagonismo relevante, en el sentido de la necesidad de limi­
tar los abusos de los jurados de expropiación tendentes a favorecer 
a los propietarios de suelo. En este contexto se inscribe la frase lapi­
daria acuñada en la segunda mitad del siglo xix en la que se decía 
que ser expropiado era ganar la lotería K.

La formalización de un procedimiento y de una serie de garantías 
va deformando la institución: lo que en principio se concibió como 
un método para evitar los abusos de la Administración se transforma 
en un recurso de enriquecimiento fácil y rápido para el propietario 
expropiado. Por esta razón en una época en que los propietarios de 
suelo estaban formalmente menos protegidos, los abusos por parte de 
la Administración eran menores, el equilibrio de fuerzas radicaba en 
la existencia de un régimen con principios que suenan tan utópicos 
y platónicos como la equidad. La evolución hacia un sistema enor­
memente intervenido y procedimentalizado conduce a estas paradojas: 
el enriquecimiento injusto de la propiedad privada que a la larga entor­
pecerá y dificultará enormemente la realización de obras públicas urba­
nísticas de interés general, de utilidad pública. Si bien podríamos mati­
zar esta afirmación en el sentido de que no las entorpece tanto como 
las encarece.

Pero en estos momentos comienzan a surgir nuevas formas de pro­
piedad, la propiedad privada tradicional, la de la tierra, se enfrenta 
a nuevos intereses y agentes económicos, como las grandes compañías 
concesionarias de obras públicas; de nuevo se plantea la necesidad 
de un sistema de expropiación rápido y real.

Las Leyes de 15 de febrero de 1902 de saneamiento de alojamientos 
insalumbres y la de 10 de abril de 1912 sobre las vías de París, cuyo 
art. 2.° recoge las mismas prerrogativas expropiatorias que el Decreto 
de 26 de marzo de 1852, van fraguando este nuevo impulso socializador 
que equilibre de nuevo la balanza. En este sentido, la Ley de 1912 
—con base en principios de salubridad y estética— concretará las reglas 
de la expropiación por zonas estableciendo límites y un mínimo a los 
solares edificables de 150 metros cuadrados.

* J.-P. Gaudín, «De Haussmann a Comudet, la valorisation des sois par la puissance publi- 
cjue», en Un droit inviolable et sacre: la propicié, op. cit., p. 46.
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La Ley de 17 de junio de 1915 que prevé la expropiación por zonas, 
supone una vuelta a la concepción del Estado higienista.

La Ley de 21 de abril de 1914 supone la transformación de los 
jurados de expropiación y rompe el equilibrio a favor de la Admi­
nistración.

Tras la Primera Guerra Mundial, el intervencionismo del Estado 
se inscribe en el ámbito de una política de reconstrucción, recuperación 
y regeneración urbana de espíritu relativamente regalista 9.

La Ley Cornuda de 1919 se inscribe, pues, en este nuevo contexto 
en el que las necesidades de recuperación actúan como acicate y ver­
dadero motor de las operaciones urbanísticas; el interés genera! de 
una nación devastada por la guerra se superpone al individualismo 
del propietario, también afectado por la misma; las medidas tomadas 
seguirán, en este sentido, una tendencia que podríamos calificar de 
“haussmanniana”, aunque sólo en el sentido de la existencia de una 
Administración pujante y activa que impulsa la regeneración urbana.

La “Ley Cornudct” no es una ley específicamente expropiatoria: 
es la primera ley de ordenación urbana, o ley urbanística propiamente 
dicha. Los debates parlamentarios, que comenzaron en 1909 , dieron 
lugar al texto conocido, si bien las disposiciones previstas en materia 
de expropiación no aparecerán recogidas en el texto de la Ley, sino 
que se irán añadiendo posteriormente entre 1818 y 1922 mediante 
decretos puntuales.

Pero la base que permite llevarlos a cabo es la “Ley Cornudet” 
de 1919, pues supone una maduración en la reflexión sobre la recu­
peración de plusvalías y la circulación de la riqueza entre el sector 
público y privado, que surge con ocasión de las operaciones de urba­
nización desarrolladas durante este período, así como la aparición de 
una regulación específica y propia en materia de urbanismo.

La frase lapidaria acuñada por «un personaje de Nantes»: «la urba­
nización debe ser pagada por la urbanización» 11 es una síntesis muy 
expresiva del fondo del debate.

Veremos posteriormente cómo esta frase lapidaria no es otra cosa 
que una reiteración simplista de la concepción que sobre la urbanización 
apuntaba Ildefonso Cerdá medio siglo antes; el ilustre catalán establece 5

5 Ibidem, p. 48.
0 Jacqijot y Pkiet, Droit de Vurbanisme, 3.“ ed., París, Dalloz, 1998, p. 22, ponen de mani­

fiesto cómo las primeras proposiciones fueron realizadas en 1909 por el diputado Charles Bcau- 
quier teniendo como objetivo la obligación de imponer a todas las ciudades la realización de 
planes de extensión o de reforma interior, así como la proposición de Jules Sigfried realizada 
a partir de los trabajos de la sección de higiene social del Musco social y relativa a los planes 
de urbanismo y extensión de las ciudades (1912).

1 Citada por Gaudin (op. cit., p. 50), sin especificar con claridad a qué personaje se refiere.
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que «la Administración al abrir una calle, o permitir que se abra, y 
al concederla los beneficios de la viabilidad pública, en vez de pagar, 
puede y debe exigir como compensación, ya que no dinero, por lo menos 
que los propietarios colindantes sufraguen todas las indemnizaciones 
y gastos que concurran para abrirla.» 12.

Las principales modificaciones y reformas que se producen en torno 
a la expropiación y la intervención pública en el mercado del suelo 
son las siguientes:

1. Ampliación y recuperación de la expropiación por zonas. Se 
permite la. expropiación de barrios enteros por razones de. salubridad, 
higiene y reconstrucción: la Ley de 6 de noviembre de 1918 refuerza 
la expropiación por zonas, y prevé recursos y mecanismos de evaluación 
de plusvalías más incisivos. Se permite la expropiación pro futuro para 
la formación de reservas de suelo con el fin de evitar la especulación 
del suelo. Los mecanismos moderaos de lucha contra los intereses de 
la propiedad privada se van haciendo hueco.

2. Definición de un dispositivo de recuperación de plusvalías liga­
do a las operaciones de urbanismo operaeional menos arcaicas que 
la Ley de Desecación de las Marismas de 1807.

3. Variación en la composición de los jurados de expropiación; 
se reduce la representación de los propietarios mediante la Ley de 
17 de julio de 1921 de cambio de la composición del jurado de expro­
piación y posteriormente los Decretos de 8 de agosto, y 30 de octubre 
de 1935, que implican la sustitución del jurado por una comisión arbi­
tral de evaluación paritaria presidida por un magistrado y de la que 
forman parte dos funcionarios para contrarrestar la influencia de los 
propietarios: la tccnificación se consigue.

Hasta aquí una breve síntesis de la evolución de la legislación expro- 
piatoria en Francia. En el momento en que aparece la primera nor­
mativa urbanística (la “Ley Cornudet” de 1919), la institución presenta 
una madurez, fruto de las sucesivas reformas que hemos ido descri­
biendo, que servirá de complemento a esta nueva normativa. La apa­
rición de un Corpus urbanístico que prevé la planificación del futuro 
de las ciudades y regula el ejercicio del derecho a edificar mediante 
la obligación del permis de construir —ía licencia urbanística—- marca 
el paso de lo que podríamos considerar el urbanismo moderno al urba­
nismo contemporáneo.

¿Supone entonces que la expropiación queda al margen de los 
debates y de la polémica doctrinal que enmarcan este, nuevo período? 
No del todo, pero lo que sí es cierto es que la discusión en torno 
a la recuperación de plusvalías derivadas de la obra urbanizadora, al

12 I. Cerda y Suñer, Reforma y ensanche de Barcelona, Plan Económico (Resumen y fiel 
estrado del que ha propuesto para la realización de su proyecto), Barcelona, 1860; rced. a cargo 
de Fabián Estapé, TGUApéndice Documental, p- 515.
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destino de los planes, a la aparición de la zonífica.ción desplaza en 
cierto modo esta institución cuyo principal escollo se planteará en el 
ámbito de la determinación del momento en que se debe valorar el 
bien a expropiar.

Parece, pues, que con la declaración de utilidad pública de los 
planes urbanísticos que legitiman la expropiación, las dificultades his­
tóricas planteadas en torno a la definición de lo que supone la utilidad 
pública, el interés general, parecen superadas.

El plan implica la declaración de utilidad pública y legitima al órga­
no actuante, a la Administración, para expropiar los terrenos necesarios 
para su ejecución. Sin embargo, veremos cómo, a raíz de la aparición 
del urbanismo operacional mediante la creación de las Zones d’Amé- 
nagement Concerté (ZAC), el conflicto de intereses vuelve a resurgir 
con la misma fuerza que en sus orígenes: ¿cuál es la necesidad o la 
utilidad pública que la justifica? Puesto que parece que la utilidad 
pública de la que deviene la capacidad de expropiar no depende del 
contenido del plan —de la zona que se vaya a urbanizar—, sino del 
sujeto o del actor que lo lleve a cabo y del sistema o modo de ejecución 
que utilice. La expropiación vuelve a estar en el punto de mira, si 
bien acompañada de otra institución que analizaremos con posterio­
ridad como es el derecho de tanteo urbano como forma privilegiada 
y más económica de adquirir los terrenos que deban ser urbanizados 
o reformados.

La Ley de Suelo de 6 de agosto de 1953 dará vía libre a las colec­
tividades públicas para intervenir directamente en la implantación de 
grupos de inmuebles que fueran a ser edificados y, lo que es más impor­
tante, vuelve al sistema de urbanismo de obra pública mediante el 
cual la Administración expropia los terrenos necesarios situados en 
un perímetro delimitado y una vez urbanizados o equipados revenderá 
los solares a constructores públicos o privados para satisfacer con el 
precio de la venta el coste de la obra urbanizadora.

Por esta razón, nos detenemos a continuación en la evolución que 
la legislación expropiatoria ha seguido en torno al momento de deter­
minación del justiprecio, para pasar a analizar posteriormente el otro 
método de apropiación del suelo por parte de la Administración: el 
derecho de tanteo urbano, que a los ojos del jurista español, aunque 
no es una institución desconocida, sí es extraña en la práctica urba­
nística.

B) Momento de determinación del valor del bien a expropiar

Las cuestiones más importantes en torno a las cuales se plantean 
mayores dificultades en materia de expropiación son, de una parte,
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la fecha de referencia, es decir, la determinación del momento en el 
que se debe valorar el bien a expropiar y, de otra —pero directamente 
relacionada con la anterior—, la consideración del bien inmueble 
expropiado como terrain a batir, es decir, lo que en nuestra terminología 
jurídica se entiende por solar, terreno edificable. Estos dos principios 
son los que aparecen recogidos en el art. L 13-15 del actual Código 
de la Expropiación.

La importancia de la fijación en el tiempo deriva, para Gánez-Ló- 
pez 13, de que ésta supone la concreción de los elementos de hecho 
y de derecho determinantes para la evaluación de los terrenos. La 
retroacción a un momento lo suficientemente anterior al anuncio de 
los proyectos de la colectividad implica que éstos se puedan llevar 
a cabo sin soportar dos veces el gasto; es decir, en el momento de 
la realización de. los equipamientos públicos y después pagando en 
la expropiación una indemnización integrante de la plusvalía que apor­
tan los equipamientos realizados por la colectividad o, lo que es lo 
mismo, que se pueda modificar o crear, ex novo, el planeamiento urba­
nístico para hacerlo compatible con los proyectos planteados por la 
Administración sin tener que pagar al propietario el aumento del valor 
resultante, no por el hecho de la modificación sino por el resultado, 
en piedra, en obra urbanizadora resultante de la misma.

En segundo término, una vez fijada la fecha de referencia ésta 
servirá para establecer si el terreno a expropiar es solar (terrain a batir) 
o no. Si no lo es, no podrá ser valorado más que en función de su 
«uso efectivo»; es decir que será valorado como si de un terreno agrí­
cola se tratara, que será lo más normal si la propiedad no está urba­
nizada y edificada. Pero aunque el terreno tenga la consideración de 
solar, el juez deberá estimar y examinar —a la vista de las reglas de 
urbanismo y en función de la fecha de referencia— las posibilidades 
tanto efectivas como reales de construcción que pueden darse en el 
bien.

Las sucesivas reformas que, el art. 13.15 del Code de l’Expropriation 
ha sufrido son fiel reflejo del planteamiento de una filosofía en la 
que de nuevo subyace el tema de fondo, la clave de la problemática 
del urbanismo: una política al servicio del interés general y de la utilidad 
pública que tiene como materia prima un bien, el suelo, que no suele 
pertenecer al titular, a la persona pública que debe llevar a cabo la 
obra urbanizadora, sino que está en manos de la propiedad privada 
que pretende vender la harina a precio de pan, ¡o de bocadillo!

La regulación del art. 13.15 del Código de la Expropiación preve 
que la fecha de referencia debe ser fijada un año antes de la apertura

13 G. Gánez-López, «Le juge de Fexpropriation entre la puissauce publique et le pru- 
priétaire», en Un droit inviolable, pp. 170 ss.
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del período de información pública obligatoria anterior a la declaración 
de utilidad pública.

Sin embargo, el desplazamiento —hacia atrás o hacia delante— 
de la fecha de referencia ha sido muy común, estableciéndose, por 
tanto, distintos regímenes de valoración del bien en función del 
momento en que se efectúe la misma, y reflejando consecuentemente

a medida que la fecha de referencia se aproxima al momento de 
aprobación o modificación del plan— una tendencia mayor o menor 
a favorecer los intereses de los propietarios expropiados.

Las excepciones al sistema establecido son frecuentes y la mitad 
o miis de las fechas de referencia son diferentes a lo establecido en 
el art. 13.15 del Code de VExpropriation, que establece que la fecha 
de referencia será con carácter general un año antes a la declaración 
de utilidad pública, determinando esta fecha el momento en que deba 
evaluarse si el terreno es solar o no.

En materia de expropiación la fecha de referencia puede variar 
en los casos de operaciones secretas de interés nacional, en los que 
será un año antes de la declaración de utilidad pública, pues están 
exentas de la obligación de publicidad. En aquellos casos en los que 
el bien expropiado esté situado en zonas sometidas al derecho de tanteo 
la fecha de referencia será la aplicable a estas zonas, que analizamos 
seguidamente.

. En fas ZAD (Zone D’aménagement Differé) y perímetros provi­
sionales de ZAD, la fecha de referencia a tener en cuenta es aquella 
en que es oponible frente a terceros el más reciente de los actos que 
declaran público, aprueban, revisan o modifican el Plan de Ocupación 
de Suelo en la actualidad Plan Local de Urbanismo 14— y delimitan 
la zona en que está situado el bien. En los casos en los que la colec­
tividad local no haya aprobado un Plan de Ocupación de Suelo, en 
la actualidad Plan Local de Urbanismo, será el acto que delimite el 
perímetio piovisional o la aprobación de las denominados planos 
comunales, un año antes de la publicación del acto que cree la zona 
(art. L 213-4 CU); la misma fecha será en caso de derecho de tanteo 
urbano y para los espacios naturales sensibles (art. L 142-5 CU ).

La expresión «fecha en la que deviene oponible frente a terceros» 
debe ser entendida en el sentido de que no incluye la hipótesis de 
la aplicación anticipada del Plan de Ocupación de Suelo, en ¡a actua-

14 La tradicional denominación de los Planes de Ocupación de Suelo ha variado de acuerdo 
con la Ley núm. 2000-1208, de 13 de diciembre, relativa a la solidaridad y la renovación urbanas 
(JO, núm. 289, 14 de diciembre, p. 19777), que cambia (art. 4) su denominación y también 
algunos aspectos de su contenido, pasando a denominarse Planes Locales de Urbanismo (PLU) 
desarrollado reglamentariamente por el Decreto 2001-260, de 27 de marzo, que regula su con­
tenido, elaboración, modificación, revisión, actualización y puesta al día de los mismos.
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lidad Plan Local de Urbanismo !5; de otro modo se podría dar un valor 
mucho mayor al terreno al considerarse la nueva clasificación deter­
minada por el PLU.

Las recientes modificaciones del Código de la Expropiación y de 
los preceptos del Código del Urbanismo afectantes en esta materia 
tienden a un acercamiento cada vez mayor de la fecha de referencia 
al momento de aprobación del PLU, lo que implica una tendencia 
a hacer coincidir el mercado legal y mercado real .

Por otra parte la Ley núm. 85-729, de 18 de julio de 1985, ha 
modificado en sentido restrictivo los requisitos necesarios para la con­
sideración de un terreno como solar.

La calificación de un terreno como terrain á batir depende de dos 
criterios cumulativos, uno técnico y otro jurídico. Desde el punto de 
vista técnico, para que un terreno sea calificado como solar debe gozar 
de vías de acceso, red eléctrica, agua potable, red de alcantarillado 
y saneamiento y una superficie suficiente como para poder recibir nue­
vas construcciones; sin embargo, la Ley añade que estos requisitos no 
deben exigirse únicamente de una parcela o un terreno determinado, 
sino que deben valorarse en función de lo previsto en el Plan Local 
de urbanismo para el conjunto de la zona o la operación de urba­
nización en la que se inserte la parcela; por tanto, la dimensión y la 
adecuación de las redes de saneamiento, de acceso y electricidad serán 
apreciadas en función de las necesidades del conjunto y no del terreno 
considerado de forma individualizada.

Por otra parte, a este primer requisito técnico, la Ley de 18 de 
julio de 1985 añade que para que un terreno pueda considerarse como 
solar debe estar situado en un sector designado como edificable en 
el Plan de Ocupación de Suelo —en la actualidad Plan Local de Urba­
nismo—, o, en ausencia de tal documento, deberá localizarse en la 
zona actualmente urbanizada del municipio o en una zona expresa­
mente designada como edificable por el Consejo municipal y el repre­
sentante del Estado en el departamento en aplicación del 
art. 111-1-3 CU.

Sin embargo, hay un dato que, tras el planteamiento de esta evo­
lución no se nos debe escapar, pues supone la explicación, por una 
parte, de la inexistencia de una polémica realmente ardua con posturas 
casi irreconciliables en torno a la valoración de los bienes a expropiar 
y el “recalentamiento” o no de las indemnizaciones, de los justiprecios, 
como ocurre en España. La doctrina admninistrativista francesa no 
parece estar muy volcada en un tema que a los ojos del jurista español 
es clave. * 10

5 J.-B. Auby y H. Pbrinet-Marquet, Droit de l’urbanisme el de la constmction, 5.a ed,, 
Paris, Montchrestien, Domat Droit Public, 1998, p. 327.

10 Gánez-López, op. citp. 173.
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La respuesta la dan las cifras y las estadísticas: la expropiación 
no es la herramienta basica para emprender las políticas públicas urba­
nizados; antes al contrario, el 90 por 100 17 de las adquisiciones de 
terreno por parte de las colectividades públicas se llevan a cabo median- 
tc o ros métodos diferentes al expropiatorio, mediante adquisiciones 
publicas amistosas que evitan el procedimiento expropiatorio.

¿Es que el propietario francés es menos recalcitrante y está menos 
apegado a la propiedad que el español? Un estudio sociológico sobre 
esta materia sena de gran ínteres, pues podría, entre otras cosas, darnos 
un poco de luz acerca del fracaso de las políticas de vivienda en alquiler 
. " ’;Spana y la °ksesiva idea de compra. Especulaciones sociológicas 
aparte, una de las causas del abandono, o de la menor utilización de 
Ja expropiación en Francia es la existencia y práctica habitual del dere­
cho de tanteo urbano (droit de preemption), más beneficioso aun para
sll^dm,nJSlmf0n.y que ofrece menores garantías al propietario del 
suelo, y un valor de compra del terreno aún menor que en la expro­
piación, pues solo incluye como veremos el precio del terreno sin otro 
tipo de indemnizaciones y/o valores superficialmente añadidos.

C) Técnicas sustitutivas semiexpropiatorias: El derecho de tanteo 
urbano (DPU) y las Zones d’Aménagement Differé (ZAD)

El Derecho de Tanteo Urbano o de adquisición preferente (droit 
de preemption) es definido como el derecho que permite a su titular

fLT3 fn°ritaria™bien puest0 en vejlta P°r ^ propie­tario . Este derecho es conferido por el legislador a algunos parti­
culares, como el propietario en coindiviso, el arrendador o el arren­
datario y es igualmente atribuido a las colectividades locales.

Por su parte, Saint Alary-Houin 19 lo presenta como un derecho 
de opción que permite la sustitución por parte del titular del derecho 
del contratante originario con un doble efecto adquisitivo y extintivo- 
es, por tanto, un derecho de sustitución de su titular a un tercero 
en un contrato anteriormente formalizado.

La principal diferencia con el simple derecho de tanteo civil radica 
en que las autoridades publicas pueden fijar el precio de un bien por 
el juez administrativo si considera excesivo el que estima el propietario.

det|'[“rf* funciones clave que marcan su expansiva utilización en 
detrimento de la técnica de la expropiación:

17 Ibidem.

1.a ecñ PUF,?9^7pJ102.UííVERSIN' *** <<PréemPÍÍOa» (droit de'), Oral, de Vurbanisme,
L Saint Alary-Hutn, Le drnit de preemption, LGDJ. 1979.
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1. Por una parte, y en primer lugar, supone un instrumento o 
yna técnica de adquisición de suelo mucho más flexible, menos costosa 
que la expropiación y menos traumática para el propietario.

2. Por otra parte, y en segundo lugar, tiene una función anties­
peculativa y de control de los precios del mercado de suelo.

Courech y Galan 20 estiman que en el ámbito del Derecho urba­
nístico el ejercicio del derecho de tanteo supera la simple sustitución 
de un adquirente por otro. El titular tiene derecho a imponer el ele­
mento esencial del contrato, que es el precio del bien como contra­
partida de la cesión del inmueble. Lo que quiere decir que la persona 
pública que lo ejerce puede oponerse al precio ofrecido por el vendedor 
y hacerlo fijar como en materia dé expropiación.

El régimen jurídico del Derecho de Tanteo Urbano tiene como 
punto de partida la Ordenanza de 31 de diciembre de 1958, que lo 
introduce en las Zonas de Urbanización Prioritarias (en adelante 
ZUP). La extensión de esta técnica se produjo por la Ley de 23 de 
diciembre de 1960 a determinadas zonas delimitadas en el interior 
de los denominados perímetros sensibles* 21. Estas dos primeras regu­
laciones de carácter puntual se extienden y generalizan con la Ley 
núm. 848, de 26 de julio de 1962, que instituye el derecho de tanteo 
urbano en las Zonas de Urbanización Diferida (Zones d’Aménagement 
Différé, en adelante ZAD), así como una extensión de su aplicación 
en las ZUP que permite su ejercicio durante un período de cuatro 
años desde la creación de la zona, frente a los dos años inicialmente 
previstos, posteriormente la Ley núm. 71-581, de 16 de julio de 1971, 
amplía de ocho a catorce años la duración de la sujeción al derecho 
de tanteo en las ZAD.

El régimen jurídico del derecho de tanteo ha conocido diversas 
reformas, siendo las más importantes22 las tendentes a la unificación 
de un cierto número de reglas que constituyen un tronco común de 
disposiciones relativas al Derecho de Tanteo Urbano y a las Zonas 
de Urbanización Diferida (ZAD), que en principio tenían distinta regu­
lación. La Ley de 18 de julio de 1985, con un período de vacado legis 
de casi dos años, entra en vigor el 1 de junio de 1987 estableciendo 
dos regímenes diferentes para aquellas zonas creadas, antes, de 1987 
y las creadas o por crear con posterioridad a la entrada en vigor de 
la norma.

Así pues, la evolución del régimen jurídico del derecho de tanteo 
parte de una concepción inicial en la que se delimitan las zonas «preo-

J. Courech y P. Galan, en P. Wai.kt (dir.), Le préemptions en droit de Vurbanisme, 
París, Masson. Pratiquc immobilier, 1990, p. 5.

21 Decreto núm. 59-768, de 26 de junio, para la Costa Azul, y Decreto 68-484, de 28 
de mayo, para el conjunto del territorio nacional.

S. Perignon, Zona dAmanagamant Différé, Dalloz Action Urbanisme, pp. 1267 a 1273.
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peracionales» 23 y que se justifican por la puesta en práctica de un 
programa de urbanización destinado a desaparecer tras su realización, 
para pasar a ser posteriormente una técnica de adquisición genera­
lizada de terrenos para su futura utilización urbanística a bajo coste, 
y garantizando posteriormente la dirección de las operaciones de urba­
nización por parte de las Administraciones Públicas, ya sean de reforma 
o de extensión.

La Ley de Orientación del Suelo de 1975 suprime las ZUP y con­
figura con carácter permanente, y no a modo exclusivamente pre- 
oper ación al, el derecho de tanteo mediante la creación de las deno­
minadas Zones d’lntervention Fonciére (en adelante ZIF) que podían 
ser delimitadas únicamente en las zonas urbanas de los municipios 
dotados de un Plan de Ocupación de Suelo (POS). Así pues, por una 
parte encontramos el Derecho de Tanteo Urbano en las ZIF y de 
otra el derecho de tanteo en ZAD.

La refundición del sistema que se inicia con la Ley de 26 de julio 
de 1985 se perfecciona con la “Ley Méhainerie”, de 23 de diciembre 
de 1986, y la Ley de 17 de julio de 1987 en la que definitivamente 
se unen ambos regímenes —el del Derecho de Tanteo Urbano en los 
municipios con POS y el derecho de tanteo en ZAD— y se instituye 
un derecho de tanteo que sólo podrá enclavarse en las zonas urbanas 
(U) o en las zonas de futura urbanización (NA), en los municipios 
dotados de un POS. En el resto de los municipios, aquellos que no 
tienen Plan de Ocupación de Suelo, se establece un régimen diferente 
de ZAD.

Pero la dualidad de regímenes, basada en la existencia o no de 
un plan, constriñe y reduce las posibilidades de actuación de la Admi­
nistración en los municipios carentes del mismo. La Ley núm. 89-550, 
de 2 de agosto de 1989, acabará con esta distinción, permitiendo al 
Estado la posibilidad de crear Zonas de Urbanización Diferida en 
municipios carentes de Plan de Ocupación de Suelo. La Ley 
núm. 91-662, de 13 de julio de 1991, de orientación para la ciudad 
imprime un nuevo carácter al derecho de tanteo permitiendo la crea­
ción de ZAD en todos los municipios, con o sin POS, y en cualquiera 
de las zonas existentes.

En definitiva, el régimen actual del derecho de tanteo despliega 
sus efectos en tres zonas diferentes:

— El derecho de tanteo urbano.
— El derecho de tanteo en ZAD.
— El derecho de tanteo en perímetros sensibles y espacios natu­

rales sensibles de los departamentos.
23 H. JACQUory F. Priet, op. cit, p. 342.
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Los dos primeros tienen un régimen y funcionamiento muy similar, 
pues su finalidad y objeto es el mismo, como veremos más adelante. 
La tercera forma de ejercicio, en los perímetros sensibles, se separa 
de nuestro objeto de estudio en el sentido de que su finalidad última 
es la preservación de ese terreno de la acción urbanística u.

Hasta aquí una breve síntesis de la evolución del régimen jurídico 
del derecho de tanteo; veamos a continuación los principios generales 
en torno a los cuales gira este derecho, las ventajas que reporta a 
la Administración y los riesgos que conlleva el abuso de esta técnica 
tan utilizada en la práctica del urbanismo francés.

La primera puntualización que se debe hacer para entender de 
forma cabal el régimen del derecho de tanteo es la precisión del con­
tenido y significación de las ZAD.

Comenzamos por una definición negativa que nos despegue en cier­
to modo de la asociación de las Zones d’Aménagement Diféré con cual­
quier tipo de plan urbanístico que prefigure o determine el futuro 
inmediato de una ciudad o de una parte de la misma.

La ZAD, en terminología jurídica española, no clasifica ni califica 
el suelo, no predetermina ni prefigura el destino urbanístico de un 
terreno; sólo condiciona, o somete a un régimen restrictivo, las tran­
sacciones o compraventas que se puedan realizar en su interior. La 
creación de una ZAD no supone que su urbanización vaya a ser más 
o menos inmediata.

La ZAD tampoco prefigura una actuación directa, en régle, por 
parte de la Administración en los casos en que esa zona vaya a tener 
un desarrollo o una urbanización; sí garantiza, como veremos, un con­
trol más directo del proceso, pero no predetermina lo que entre noso­
tros se entiende como sistema de actuación.

Como definición teleológica, Perignon 25 establece que la creación 
de una ZAD permite instituir un derecho de tanteo que debe ser ejer­
cido con vistas a la realización, dentro del interés general, de acciones 
u operaciones que respondan a los objetivos establecidos por el 
art. L 330-1 del Code de l’Urbanisme, con excepción de aquellas que 
tienen por finalidad la protección, salvaguarda o revalorización de los 
espacios naturales o para la constitución de reservas de terrenos des­
tinadas a la realización de operaciones de urbanización.

La amplitud de objetivos o de finalidades por las que se puede 
llevar a cabo una ZAD ponen de relieve la indefinición urbanística 4

4 El art. L 142-3 del Code de l’Urhanisme fija el objeto del derecho de tanteo en estas 
zonas estableciendo que los terrenos adquiridos deben estar abiertos al público salvo excepción 
justificada por la fragilidad de los mismos.

K S. Perignon. op. cit., p. 1269.
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de estas zonas hasta que no exista un plan concreto de urbanización 
que puede o no afectar a todo el perímetro de la ZAD,

En efecto, los precitados arts. L 330-1 y L 210-1 del Code de l’Ur- 
banisme permite la creación de estas zonas sometidas a derecho de 
adquisición que tengan como finalidad:

— Una política local de vivienda.
— Organización de la conservación o mantenimiento, extensión 

o implantación de actividades económicas.
— Favorecí miento del desarrollo de zonas de ocio y turismo.
— Realización de equipamientos colectivos.
— Lucha contra la insalubridad.
— Vigilancia y conservación del patrimonio edificado o no edi­

ficado.
En definitiva, la creación de una ZAD tiene un perfil indefinido 

y laxo, una “caja de pandora”, en la que las Administraciones Públicas 
parecen poder encuadrar cualquier tipo de acción.

La jurisprudencia ha ido precisando y cercando en cierto sentido 
los límites tanto geográficos, en cuanto a la extensión de las zonas 
sometidas a derecho de tanteo, como jurídicos para la creación de 
las mismas, imponiendo una mayor precisión en cuanto a las justi­
ficaciones de su creación o acotando de algún modo el amplio margen 
de discrecionalidad dejada en manos de las administraciones para la 
delimitación de las zonas sometidas a tanteo urbano.

Desde una a proxim ación geográfica las ZAD suponen simplemente 
la creación de un perímetro: es una línea divisoria que marca la frontera 
y delimita un espacio vacío de contenido propiamente urbanístico, con 
una vocación de urbanización futura o de protección de la misma, 
sobre la cual la Administración Pública puede ejercer, aunque no está 
obligada a ello, un derecho de adquisición preferente. Es, pues, un 
perímetro, una línea, nada más.

Uno de los aspectos que más llaman la atención, al menos al jurista 
español, es la regulación tan pormenorizada de un derecho de adqui­
sición preferente que si bien es ejercido por la Administración, la acti­
vación del mismo no depende de ella, en el sentido de que es el 
propietario el que debe poner su terreno en venta para que las colec­
tividades públicas puedan ejercer su derecho de adquisición preferente. 
¿Y si el propietario no está interesado en vender? ¿De qué sirve en 
ese caso una regulación tan pormenorizada? Es en este punto en el 
que debemos detenernos para entender la mecánica y el mar de fondo 
que este derecho tan implantado en el sistema urbanístico francés 
con I leva.

La delimitación del derecho de tanteo —ya sea urbano, en ZAD 
o para los perímetros sensibles— supone implícitamente, en mi opi­
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nión, una amenaza de expropiación a largo plazo para aquellas zonas 
delimitadas con posibles fines urbanísticos, y una congelación de las 
expectativas urbanizadoras para las zonas determinadas con fines de 
conservación y mantenimiento.

Es decir, aunque —como hemos reiterado anteriormente— las 
ZAD no tienen un contenido urbanístico reglamentario, no son Planes 
de Ocupación de Suelo, no determinan el sistema de actuación, no 
son ZAC, suponen en cierto modo un preaviso al propietario del suelo; 
la zona está marcada, afectada, en sentido amplio de la palabra, a 
un fin de interés general no lo suficientemente determinado pero sí 
lo suficientemente legitimado como para permitir la adquisición pre­
ferente por parte de las colectividades locales de esos terrenos.

El propietario, por tanto, se verá, en cierto sentido, obligado a 
vender. El interruptor que pone en marcha la maquinaria del derecho 
de tanteo es en apariencia el propietario de suelo, pero realmente 
es la propia Administración la que está incitando a su venía.

La pregunta que cabe hacerse es por qué ha tenido tanto éxito 
esta práctica, cómo han conseguido las Administraciones Públicas que 
el propietario ponga su bien en venta, que “pase por el aro”, que 
permita la adquisición de un bien a bajo coste para llevar a cabo una 
obra urbanizadora aún no determinada con claridad.

La respuesta a esta pregunta debemos encontrarla teniendo en con­
sideración el funcionamiento de la institución y el escaso margen de 
actuación que se deja al propietario. No es, pues, un milagro de gene­
rosidad sino una prerrogativa exorbitante de la Administración articu­
lada mediante un procedimiento que presiona y obliga a vender.

1. Creación. Las Zonas de Urbanización Diferida, ZAD 
(art. L 212-1 CU), y el Derecho de Tanteo Urbano (art. L 211-2 CU) 
son creados por el prefecto directamente o con la proposición y visto 
bueno favorable del municipio o municipios interesados o de la socie­
dad pública de cooperación intercomunal competente en la materia. 
Si la ZAD está situada en el territorio de varios departamentos, es 
creada por decisión conjunta de los prefectos interesados.

En caso de oposición de alguno de los municipios o establecimien­
tos públicos de cooperación intercomunal afectados por la ZAD, ésta 
será creada por decreto del Consejo de Estado.

2. La duración del derecho de adquisición preferente por parte 
del titular del derecho de, tanteo [Estado, colectividad local, estable­
cimiento público intercomunal o Sociedad de Economía Mixta (SEM)J 
es de catorce años (art. L 212-2) a contar desde el acto de creación 
de la zona. Pasado este período, la ZAD no es ya oponible y sus efectos 
desaparecen automáticamente sin que sea necesario un acto expreso 
que declare la desaparición de la misma.
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3. El precio. Valoración y determinación de la fecha de referencia.
En defecto de acuerdo amistoso, el precio de venta es fijado 

(art. L 213-4) por la jurisdicción competente en materia de expro­
piación, y excluye cualquier tipo de indemnización accesoria (principal 
diferencia con el justiprecio en materia de expropiación). El precio 
será fijado, pagado o consignado según las reglas de la expropiación. 
El art. 34 de la Ley núm. 91-662, de 13 de julio de 1991, establece 
como fecha de referencia prevista en el art. L 13-15 del Código de 
la Expropiación, la fecha en la que resulta oponible frente a terceros 
el acto más reciente declarando público, aprobando, revisando o modi­
ficando el Plan de Ocupación de Suelo y delimitando la zona en la 
que está situada el bien.

En ausencia de un documento que lo refleje, la fecha de referencia 
será o bien un año antes de la publicación del acto, delimitando el 
perímetro de la Zona de Urbanización/Qrdenación Diferida cuando 
e! bien esté situado dentro de este perímetro o cuando el acto que 
crea la zona es publicado en el período de validez de un perímetro 
provisional, o bien un año antes de la publicación del acto que crea 
la Zona de Urbanización Diferida.

La posibilidad que para el titular de este derecho supone la capa­
cidad de contradecir el precio fijado en la declaración de intención 
de venta y hacerla fijar por el juez descalifica por sí misma, en opinión 
de Courech y Galán , la institución del derecho de tanteo, que no 
puede ser considerado exclusivamente como un simple derecho de 
adquisición preferente, ya que aparece como una prerrogativa de poder 
público que atenta gravemente contra el derecho de propiedad.

En las antiguas ZIF (Zones díntervention Fonciere) el art. L 211-8 
recordaba al juez que el derecho de tanteo se ejercía al precio de 
mercado. Esta referencia en la actualidad ha sido suprimida, y la deter­
minación del precio se realiza de acuerdo con las reglas de la expro­
piación. Por tanto, la valoración del bien no se realizará conforme 
a las reglas del mercado, sino en función de la doble restricción impues­
ta por el art. L 13-15 del Código de la Expropiación. Cualquiera que 
sea el marco jurídico en el que se inserta el derecho de tanteo (tanteo 
urbano, en ZAD o para perímetros sensibles) el precio fijado por el 
juez o de forma amistosa no tiene en cuenta ningún tipo de indem­
nización accesoria, contrariamente a lo previsto en la expropiación, 
por lo que no existirán indemnizaciones de reempleo, de afección, ni 
por evicción, ni posibles gastos por desplazamiento [arts. L 142-5 para 
los espacios naturales sensibles, art. 213-4 para el Derecho de Tanteo 
Urbano (DPU), y las nuevas ZAD, y antiguo art. R 212-9 para las 
ZAD anteriores al 1 de junio de 1987], 26

26 Op. cit, p. 73.
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Así pues, en virtud del citado art. L 13-15 del Código de la Expro­
piación, los bienes son estimados en función de su valor en la fecha 
de referencia en consideración de su uso efectivo.

Cuando se trate de terrenos baldíos la valoración podrá realizarse 
considerando que es solar (terrain a batir) en dos casos:

Cuando efectivamente el terreno tenga una vía de acceso, sumi­
nistro de energía eléctrica, de agua potable y red de saneamiento en 
la medida en que las reglas urbanísticas y de salud e higiene públicas 
lo exigen para que se pueda construir sobre él, con la condición de 
que este conjunto de redes estén situadas en una proximidad inmediata 
al terreno y sus dimensiones estén adaptadas a la capacidad construc­
tiva y edificatoria de los mismos.

Cuando se trate de terrenos situados en una zona designada por 
un Plan de Ocupación de Suelo declarado público y aprobado como 
antecedente a la realización de una operación de urbanización con­
junta, la dimensión de esta red será medida en función del conjunto 
de la zona, y no del terreno o del solar en venta exclusivamente.

Cuando el terreno se encuentre en un sector que haya sido desig­
nado como urbanizable/edificable (constructible) por un Plan de Ocu­
pación de Suelo hecho público o aprobado o en ausencia del mismo 
situado en una parte actualmente urbanizada de un municipio, ya sea 
en una zona del mismo designada por el Consejo Municipal y el repre­
sentante del Estado en aplicación del art. L 111-1-3 del Code de VUr- 
banisme 21.

De esta forma, y continuando en esta línea crítica, Courech 27 28 resal­
ta cómo, en función de este tipo de valoración, una parcela situada 
en un sector edificable pero que no dispone en una proximidad inme­
diata de red eléctrica, por ejemplo, será considerada terreno no edi­
ficable, mientras que en el mercado libre sería un solar perfectamente 
edificable, simplemente afectado a un mayor gasto en cuanto a la nece­
sidad de llevar al mismo la citada red. En este mismo sentido, un 
terreno perfectamente equipado con los servicios anteriormente des­
critos podrá ver su edificabilidad mermada o impedida si está enclavado 
en una zona destinada a una operación de conjunto que no está ínte­
gramente equipada.

4. Destino de los bienes afectados a un uso determinado. Posibilidad 
de reversión.

27 Art. L 111-1-3 «No obstante lo dispuesto en el art. L 111-1-2, las construcciones o 
instalaciones pueden ser autorizadas por ci representante del Estado o por el alcalde en nombre 
del Estado si el consejo municipal, conjuntamente con el representante del Estado, ha precisado 
las modalidades de aplicación de las reglas generales de urbanismo tomadas en aplicación del 
art. L. 111-1 sobre todo o parte del territorio del municipio (...)».

28 Op. cit., p. 74.
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En el marco del Derecho de Tanteo Urbano y de las nuevas ZAD, 
los bienes adquiridos en ejercicio de este derecho deben ser utilizados 
o vendidos para alguno de los fines establecidos en los arts. L 210-1 
y L 213-11 del Código del Urbanismo, si bien es admisible que el 
objetivo no sea el indicado en la decisión dé tanteo.

No existía en un principio un plazo determinado que impusiera 
al titular del derecho la efectiva afectación del bien.

Para el caso de las ZAD, antiguo régimen, el bien debe ser vendido 
con fines de interés general antes del término del plazo de duración 
de la ZAD, ya sea para la realización de una ZAC, o las antiguas 
Zonas de Renovación Urbana o Zonas de Urbanización Prioritaria 
(ZUP). La noción de interés general es algo vaga y difícil de precisar.

Si el titular del derecho de tanteo decidía utilizar o vender el bien 
para fines diferentes de los establecidos en el art. L 210-1 en el plazo 
de diez años posteriores a la adquisición del mismo debía informar 
de esta decisión a los antiguos propietarios o sus causahabientes y 
proponerles la readquisición del bien de forma prioritaria.

Pasado este plazo de diez años no parece que pese obligación algu­
na sobre el titular del derecho de tanteo, quien podrá entonces disponer 
libremente del bien sin necesidad de que exista derecho de reversión 
alguno.

El derecho de reversión aparece limitado, además, por una serie 
de circunstancias:

En primer lugar, no es el antiguo titular del bien el que puede 
reclamar la compra del mismo, sino que la iniciativa debe partir del 
titular actual, el que ejerció el derecho de tanteo. En efecto, si el bien 
es vendido sin que se haya instado a la adquisición preferente del anti­
guo propietario, éste o sus causahabientes sólo tendrán derecho a una 
acción indemnizatoria establecida en el art. L 213-12 del Code de 
l’Urbanisme.

El procedimiento, para llevar a cabo la reversión puede seguir dos 
vías diferentes en función de que se conozca al antiguo propietario 
o sus causahabientes y su domicilio, o si éstos son desconocidos.

En el primer caso, la oferta de reversión es notificada individual­
mente por correo certificado y con acuse de recibo, indicando el precio 
de venta deí bien (art. R 213-16, Code de rUrbanisme). Los antiguos 
propietarios o sus causahabientes disponen de un plazo de dos meses 
para poner en conocimiento si aceptan el precio propuesto, si renuncian 
a la recompra del bien, si aceptan la recompra pero estiman que el 
precio establecido no es el conveniente, en cuyo caso el precio será 
fijado por ci juez de expropiación. En caso de que no exista respuesta, 
el silencio equivale a una renuncia al derecho de reversión.
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En el segundo caso, cuando la identidad o el domicilio de los anti­
guos propietarios son desconocidos, se llevará a cabo un anuncio público 
en el Ayuntamiento dei municipio al que pertenezca el bien, indicando 
las parcelas que el titular tiene intención de vender así como la esti­
mación del precio de las mismas.

Hasta aquí una aproximación al modo en que opera el derecho 
de tanteo, que ha sido fruto de importantes críticas por parte de la 
doctrina, en el sentido de que ha supuesto en muchos casos un abuso 
por parte de las colectividades públicas del mismo. En la actualidad 
las propuestas de reforma tienden a una ¡imitación del mismo y a una 
justificación mayor de las razones de interés general que permitan su 
ejercicio.

En este sentido, el informe del Consejo de Estado 29 puso de relieve 
la problemática y la patología del derecho de tanteo.

El informe destaca que el derecho de tanteo ha supuesto el ejercicio 
de una prerrogativa que ha sobrepasado las razones iniciales de su 
creación, siendo utilizado por las colectividades locales como un ins­
trumento de negociación que acompaña la política urbana, o como 
medio de información sobré las transacciones y mutaciones que afectan 
a su territorio.

En este sentido se observa, en primer lugar, cómo el Derecho de 
Tanteo Urbano que fue creado para permitir el control y la ejecución 
de las operaciones urbanísticas por parte de personas públicas cambia 
de objeto, realizándose ventas posteriores en manos de otros parti­
culares o urbanizadores que implican un cambio en el objeto inicial 
de la técnica. Es decir, el municipio compra con la única finalidad 
de revender, poniéndose en la posición de un vendedor de bienes que 
dispone de poderes exorbitantes y de una renta de situación mono- 
polística gracias a las prerrogativas que le ofrece el ejercicio del derecho 
de tanteo.

Por otra parte, y en segundo lugar, las justificaciones para el ejer­
cicio de este derecho, si bien formalmente pueden ajustarse a lo esta­
blecido en el art. L 210-1 CU, la práctica ha venido demostrando que 
bajo esta apariencia formal existe un vacío en cuanto a los proyectos 
reales previstos en estas zonas, y el ejercicio de este derecho entraña 
en muchas ocasiones finalidades completamente desviadas de su obje­
tivo primigenio, entre las que se pueden destacar el control por parte 
de los municipios de la identidad de las personas que tengan proyectado 
adquirir un bien en la localidad, logrando de esta forma el mante­
nimiento de una homogeneidad social y electoral, la acogida selectiva 
de nuevos habitantes o la exclusión de un determinado constructor

M L'Urbanisme: pour un droit plus efftcace, Paris, Conseii d’Etat. Les étudcs du Cortseil 
d’Etat, La Documentaban Franttaise, 1992, pp. 127 ss.
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que pueda resultar molesto. Todas estas finalidades, de todo punto 
ilegales, agazapadas bajo el manto impreciso de motivaciones gené­
ricas, permiten el derecho de tanteo.

En tercer lugar, otra de las patologías y desviaciones consiste en 
la negociación de la abstención del derecho de tanteo o la retirada 
de una decisión de este tipo y la subordinación de la misma a com­
promisos o condiciones impuestas por el adquirente en el acto de venta.

Todo ello deriva en un sentimiento de exasperación y expoliación 
de los propietarios frente a un procedimiento que a menudo se resiente 
como arbitrario.

Puestas de manifiesto las principales deficiencias y sucesivas per­
versiones y finalidades capciosas a las que el derecho de tanteo se 
ha ido prestando mediante su ejercicio por parte de las colectividades 
locales, el Consejo de Estado propone diferentes soluciones, alterna­
tivas, para evitar la arbitrariedad y reconducir el ejercicio del mismo 
a sus objetivos originarios.

Enfatiza sobre la necesidad de redefinir y reducir la extensión de 
bienes y transmisiones sometidas a derecho de tanteo especialmente 
en el ámbito urbano, en el que las operaciones de urbanización de 
gran envergadura, que son la justificación real del derecho de tanteo, 
son las más escasas y la de evitar la política de exclusión social y de 
discriminación proponiendo la supresión de la mención de la identidad 
del adquirente de un bien en los formularios de intención de adqui­
sición.

Con el fin de evitar la compra sistemática de bienes a un valor 
inferior al de la Declaración de Intención de Venta (DIA), el Consejo 
de Estado sugiere la reintroducción del antiguo art. L 211-8, relativo 
a las Zonas de Intervención Inmobiliaria (ZIF), suprimido por la Ley 
de 18 de julio de 1985 que especificaba, como pusimos de relieve en 
páginas anteriores, que el derecho de tanteo se ejerce a valor del 
mercado.

En definitiva, el Consejo de Estado estima que esta técnica no 
es la más conveniente para llevar a cabo operaciones puntuales en 
el tejido urbano preexistente, siendo un instrumento más útil y mejor 
adaptado para este fin el de los emplazamientos reservados por los 
Planes de Ocupación de Suelo (arts. L 423-1 y R 123-32 CU), herra­
mienta que no lleva a sorpresas al ciudadano y que está bien encua­
drada en los textos legislativos y protege los derechos de los parti­
culares.

Por último, el Consejo de Estado propone la verdadera institución 
de un derecho de reversión análogo al existente en materia de expro­
piación forzosa en la hipótesis en que el municipio haya revendido 
el terreno con vistas a una operación que no corresponda a la finalidad
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para la que el emplazamiento reservado haya sido inicialmente previsto 
y recomienda llevar a cabo en el plazo de tres o cuatro años una eva­
luación pública del ejercicio del derecho de tanteo.

Todo este nuevo debate doctrinal es en mi opinión el mismo que 
late en las primeras regulaciones expropiatorias, que hemos puesto 
de relieve en páginas anteriores; la diferencia radica en la institución 
sobre la que se centra: antaño el derecho de expropiación, la lucha 
por la determinación de los requisitos concretos que implican la nece­
sidad o la utilidad pública; ahora el derecho de tanteo. Pero el fondo, 
el juego de intereses, sigue siendo el mismo y late con la misma fuer­
za 30.

El ansiado cambio en la regulación del derecho de tanteo no se 
ha producido, de forma integral; de momento, la Ley para la Soli­
daridad y la Renovación Urbanas (LSRU 2000-1208) únicamente reto­
ca algunos preceptos en los que, de una parte, se disminuye el plazo 
en que las colectividades locales pueden vender o utilizar libremente 
el bien objeto de derecho de tanteo que pasa de diez años a cinco. 
Pero, por otra parte, se amplían las posibilidades para el ejercicio del 
mismo por parte de las Administraciones Públicas como en los casos 
en los que la decisión de tanteo pueda ser motivada en referencia 
a una deliberación de la colectividad local que defina las acciones que 
se hayan de llevar a cabo para poner en práctica un programa local 
de vivienda, o incluso se abre la posibilidad de ejercer el derecho de 
tanteo sobre un bien que sólo esté parcialmente sometido al mismo, 
si bien en este caso el propietario podrá optar entre exigir que Ja colec­
tividad adquiera la totalidad del inmueble u obtener una indemnización 
por la pérdida del valor de la parte sometida al derecho de tanteo.

1.2. Administración francesa. La descentralización centralizada

A ) Síntesis del proceso descentralizador

La evolución del Derecho urbanístico francés desde la Segunda 
Guerra Mundial está dividida, según Vjgoroux 31, en cinco edades o 
etapas diferentes, que identifica con un hombre, un hecho urbano, 
una financiación y un texto legal.

La paz (1945-1965).
Hombre. Raoul Daut, que creó el Ministerio ele la reconstrucción, 

y Eugéne Claudius-Pctit. * 11

Sobre la polémica latente en el empleo inapropiado del derecho de tanteo, vid. S. Peric,- 
non. La vente sous conditions du non-exeráse da droit de préemption urbain, Rép. Deferenois, 
1991, pp. 590 ss.

11 C. Vigguroux, «Les cinc] ages du droit de turbárosme», Diagonal, tiúm. 72, junio 1988, 
pp. 31 ss.
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Hecho urbano. La reconstrucción masiva.
Financiación. El desarrollo del 1 por 100 CIL. ¿? ¿ = ?.
Texto: El “código Debré” de 1958. La Ley de junio de 1943.

El desenrollo (1965-1975)
Hombre. Edgar Pisani.
Financiación y hecho urbano, del Estado para las villes nouvelles.
Texto. Ley de orientación jonciere de 31 de diciembre de 1967.

La calidad, (1975-1982)
Hombre. Michel D'Ornano.
Financiación. Reforma de la financiación de la política de vivienda.
Texto legal. Directivas de ordenación nacional del litoral y la mon­

taña de 1977 y 1979.
El Consejo Municipal (a partir de 1982)
Hombre. “Señor Alcalde”.
Hecho urbano. La “rurbanización”.
Financiación. DGE.
Texto legal. Ley de 7 de enero de 1983.
El mañana del año 2000.

Otros autores32 llevan a cabo una división marcada por tres grandes 
etapas que se caracterizan por la sucesión de textos legislativos con 
un efecto de continua sedimentación criticado por gran parte de la 
doctrina.

El primer período es el que nace tras la Primera Guerra Mundial 
y supone la aparición de esta nueva rama del Derecho y concluye con 
la Segunda Guerra Mundial. Instaura la licencia urbanística.

El segundo período comienza tras la Segunda Guerra Mundial y 
termina a mediados de los años setenta, durante el mismo se pondrán 
en práctica los principales instrumentos de planificación urbana y el 
urbanismo operacional.

El tercer período, que comienza con la disminución del crecimiento 
urbano y las reformas de 1975-1976, está marcado por la búsqueda 
de nuevos equilibrios.

De cualquiera de las formas que dividamos la evolución del Dere­
cho urbanístico francés, el hecho que queremos destacar en este punto 
es la evolución, no tanto de los nuevos instrumentos y herramientas 
jurídicas creadas en materia de planeamiento y ejecución, sino sobre 
todo el grado de participación de las diferentes Administraciones Públi­
cas, sobre todo de la Administración del Estado y de las colectividades 
locales y la marcada tendencia hacia la descentralización que se inicia

32 Jacquot y Prikt, Droit de l’urbanisme, op. cit, pp. 19 a 41; Auby y Perinet, Droil de 
1‘urbanisme et de la construetion, op. cit., pp. 1 a 31; J. C. Tejedor Btelsa, Un modelo urbanístico 
alternativo: el Derecho Francés, Barcelona, Cedecs, 1998, pp. 31 a 65; P. Louis-Lljcas, «Soixante 
années de planification urbaine.», Droit et ville, mira. 9, 1980.
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puntualmente a partir de 1975 y de forma general a partir de las Leyes 
de 1983 y 1985 A

Este epígrafe, por tanto, pretende poner en evidencia cómo a pesar 
de la existencia de un proceso de descentralización de competencias 
en materia urbanística iniciado al amparo de las Leyes de 1 de octubre 
de 1983 y 1 de abril de 1984, y continuado con diversas medidas la 
Ley de 18 de julio de 1985, el control de la Administración del Estado 
sigue siendo muy fuerte, quedando importantes prerrogativas y capa­
cidad de actuación directa para promover y ejecutar grandes opera­
ciones urbanísticas.

La Administración estatal francesa parece, pues, como iremos vien­
do, un bastión irreductible que sobrevive a los procesos descentra- 
lizadores, porque además no existe realmente voluntad política y legis­
lativa de dar al traste con ella, como venimos poniendo de relieve 
a lo largo de este estudio, tanto en el urbanismo decimonónico como 
en el actual. Es uno de los pilares básicos del urbanismo francés, forma 
parte de su tradición no sólo jurídica sino histórica y sociológica.

Así pues, si bien tradicionalmente se considera que la Ley de 15 
de junio de 1943 consagra el urbanismo como una cuestión de Estado, 
en palabras de Puget 34 debemos —a la vista del recorrido histórico 
que hemos ido haciendo hasta el momento— relativizar en cierta medi­
da esta afirmación.

Lo que sí podemos afirmar és qué la Ley de 1943 lleva a cabo 
una reorganización de las administraciones que hasta el momento 
detentaban las competencias urbanísticas, que hasta la Segunda Guerra 
Mundial eran ejercidas por el Ministerio del Interior. Pero este hecho 
no obsta, en mi opinión, para considerar que no existía una Admi­
nistración que dirigiera y organizara la actividad urbanística 35. La Ley 
de Urbanismo de 15 de junio de 1943 en su título I dota al Estado 
de servicios específicos de urbanismo a escala nacional y regional que 
configuran una organización, una Administración fuertemente centra­
lizada y estructurada.

Antes de comenzar con el análisis, de esta evolución es necesario hacer hincapié en 
un hecho que diferencia esencialmente el proceso de descentralización francés del español, 
y del qne es necesario despegarnos para una mejor comprensión del mismo en su debido contexto. 
La descentralización en materia urbanística en Francia replantea sobre todo las relaciones entre 
Estado y municipios dejando al margen a las regiones, y no supone en ningún caso una cesión 
o delegación por parte del Estado de competencias legislativas en esta materia. De este modo 
la unidad sigue existiendo en cuanto a los principios básicos que ordenan el modelo urbanístico 
francés, que es por tanto único, a diferencia de la desintegración española en tantos modelos 
como Comunidades Autónomas existentes, como pondremos de relieve en páginas posteriores.

H. Puget, «Le nouveau drolt de Furbanisme», Urbanisme, mina. 89-90.
■ En este mismo sentido de consideración del urbanismo francés como una cuestión de 

Estado con anterioridad a la “Ley Comudet” de 1943, P. Valadou, Urbanisme et pouvoir com- 
munal, X, París, Tírese droit, 1984 (1.a parte).
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Paralelamente a este proceso reorganizativo, la Ley de 15 de junio 
de 1943 establece un sistema de concertación forzada o forzosa median­
te la creación de las denominadas Zones d’Urbanisation en Priorité 
(ZUP) en el marco de establecimientos públicos (entes autónomos 
públicos o sociedades públicas) estrechamente ligadas al control del 
Estado.

La Ley de Orientación del Suelo de 30 de diciembre de 1967 
desarrolla un nuevo sistema de concertación, esta vez voluntaria, 
mediante la creación de un nuevo régimen de operaciones urbanísticas, 
las Zonas de Ordenación Concertada (Zones d’Aménagemenl Concerté: 
ZAC) destinadas a sustituir a las antiguas ZUP y a las zonas de reno­
vación urbana, dando comienzo a un nuevo período caracterizado por 
la concertación con los urbanizadores y constructores privados.

Las Leyes de Descentralización de 7 de enero de 1983 y 18 de 
julio de 1985 ponen en marcha un proceso encaminado a adaptar los 
instrumentos urbanísticos reglamentarios y operacionales puestos en 
práctica en los períodos precedentes. Es un proceso que todavía no 
ha terminado y que tiende a una ampliación cada vez mayor de la 
autonomía de gestión y ejecución por parte de las colectividades locales 
frente al Estado, como pone de relieve la reciente Ley núm. 99-586, 
de 12 de julio de 1999 j6, que modifica el Código General de las Colec­
tividades Territoriales.

En efecto, la Ley de Reforzamiento y Simplificación de la Coo­
peración Intercomunal permite una racionalización y reorganización de 
¡as agrupaciones intercomunales en función de tres estructuras: las 
comunidades urbanas, las comunidades de aglomeración y las comu­
nidades de municipios.

Las comunidades de aglomeración (arts. 1 a 4 de la Ley) son agrupa­
ciones de municipios que forman un Organismo Público de Cooperación 
Intercomunal formado por un conjunto de más de 50.000 habitantes 
alrededor de uno o varios municipios de más de 150.000 habitantes. El 
criterio de delimitación es doble, parte de un índice demográfico mínimo 
y de una localización geográfica concreta. Estas agrupaciones tienen, 
entre otras, competencias urbanísticas (art. 1, sección 4-25), que ejercen 
de pleno derecho y en sustitución del municipio para crear esquemas 
directores y esquemas de sector, creación y realización de Zonas de 
Urbanización Concertada (ZAC) de interés de la comunidad. También 
ejercen competencias en materia de equilibrio social del hábitat, espe­
cialmente en políticas de vivienda social y en materia de la denominada 
política de la ciudad pueden llevar acabo iniciativas y dispositivos con­
tractuales de desarrollo urbano, prevención de la delincuencia, desarro­
llo local y económico.

Uno de los aspectos más importantes de esta nueva organización 
es el hecho de que para el ejercicio efectivo de estas competencias se

,fi «Le Moniteur», Cahier spécial, núm. 4.991, Administration National et Local; Journal 
oficial, 13 de julio de 1999.
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asignan una serie de recursos financieros y fiscales previstos en la sec­
ción 5 del art. 1 de la Ley.

La comunidad urbana existente antes de la aprobación de la Ley, 
reagrupa varios municipios de más de 500.000 habitantes que se asocian 
en un espacio solidario para elaborar y conducir conjuntamente un pro­
yecto común de desarrollo urbano y ordenación del territorio (art. 5.1) 
y pueden llevar a cabo esquemas directores, esquemas de sector y planes 
de ocupación de suelo, así como la creación y realización de ZAC de 
interés comunitario e incluso, con el visto bueno de los consejos muni­
cipales, pueden llevar a cabo reservas de sucio. En materia de política 
de la ciudad y del hábitat, las competencias son las mismas que para 
las comunidades de aglomeración. Los dispositivos financieros previstos 
para las comunidades urbanas se mantienen, y se añade el producto 
de las tasas correspondientes a las competencias qué le hayan sido trans­
mitidas (art. 9).

El tercer tipo de. asociación de municipios es el de la comunidad 
de municipios cuyo único requisito es que formen una agrupación de 
varias colectividades locales. Las competencias atribuidas son similares, 
aunque inferiores, a las anteriores. Enumeradas en el art. 17 de la Ley, 
dejan, a mi entender, algunas lagunas, en el sentido de que permiten 
la realización de esquemas directores o esquemas de sector, pero no 
especifica, en los casos de las ZAC— a diferencia de las aglomeraciones 
y las comunidades urbanas— si es de creación y realización o sólo de 
creación. En principio, y a falta de mayores aclaraciones, creo que este 
artículo debe ser interpretado en sentido restrictivo.

Aunque la iniciativa de creación de este tipo de agrupaciones corres­
ponde a los municipios que formarán parte de ellas, el Estado no está 
ausente en el procedimiento ya que está siempre presente en el proceso 
de delimitación del perímetro de la comunidad (art. 2).

El control centralizado del Estado que establecía la Ley de 1943 
comienza a ponerse en duda y replantearse a partir de finales de los 
años setenta; la centralización había tenido en cierta medida efectos 
perversos en la gestión y ejecución de los proyectos urbanísticos en 
el sentido de que las colectividades locales se desentendían en cierta 
medida de ellos y no asumían las responsabilidades impuestas por el 
Estado.

Las primeras iniciativas vinieron de la mano de la Comisión de 
Desarrollo de las Responsabilidades Locales dirigida por Olivier Gui- 
chard, que propone aumentar las competencias de las municipalidades 
en materia de aprobación del planeamiento y licencias urbanísticas. 
En 1979 se presenta un Proyecto de Ley al Senado.

Las Leyes de 1983 y 1985 harán el resto; de nuevo insistimos en 
que el concepto de descentralización francesa no implica un abandono 
absoluto del Estado de las competencias en materia urbanística antes 
al contrario —y como veremos posteriormente— le quedan muchas 
prerrogativas tanto legislativas como en materia de ejecución.
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La distribución de competencias queda fijada del siguiente modo:
Las municipalidades tienen la competencia de la elaboración y 

aprobación de los principales planes urbanísticos, así como la capacidad 
de otorgar licencias de construcción en el ámbito del término municipal 
que esté provisto de un POS, actualmente Plan Local de Urbanismo 
(PLU), así como competencias en materia de urbanismo operacional 
y de política de suelo.

El Estado tiene competencia para establecer las normas destinadas 
a canalizar y asegurar el buen ejercicio de las competencias transferidas, 
y en general guarda la capacidad legislativa en toda la materia urba­
nística ejerciendo en algunos casos prerrogativas directas de ejecución.

En efecto, si el proceso de descentralización ha sido una de las 
reformas más notorias en materia de urbanismo, este hecho no obsta 
para que el Estado haya guardado un gran número de prerrogativas 
que el Consejo de Estado califica de necesarias37, en el sentido de 
que el ejercicio de la descentralización no debe conducir a la desa­
parición de la presencia y control del mismo en esta materia.

El Estado juega aún un papel nada desdeñable que despliega sus 
efectos en diferentes sentidos:

Por una parte, y desde la perspectiva legislativa, guarda una com­
petencia absoluta y no compartida o concurrente con las colectividades 
locales, aprobando la normativa a partir de la cual desarrollarán sus 
políticas de ordenación y urbanización, entre las que destacan la Ley 
de 9 de enero de 1985, relativa al desarrollo y protección de la montaña, 
y la Ley de 3 de enero de 1986, sobre la ordenación y protección 
del litoral. La Ley de Orientación de la Ciudad de 3 de enero de 
1991 y de medidas contra la corrupción.

La reciente Ley núm. 2000-1208, de 13 de diciembre de 2000, rela­
tiva a la solidaridad y la renovación urbana y sus reglamentos de 
desarrollo 3S, que suponen un acercamiento globalizado de todos los 
aspectos —no sólo los urbanísticos— que inciden sobre el territorio, 
desde la planificación del suelo, la regulación de la política de vivienda 
hasta la regulación de los derechos de los arrendatarios y el estable­
cimiento de un control en las cuentas de los edificios en los que existe 
un régimen de propiedad horizontal, hasta una articulación armonizada

17 h'urbanismepour un droit plus efficace, op. cit, pp. 48 ss.
M JO, núm. 289, 14 de diciembre de 2000, p. 19777.
Decrete núm. 2001-260, de 27 de marzo, que modifica el Código de la Expropiación por 

causa de utilidad pública en lo relativo a los documentos de urbanismo.
Decreto núm. 2001-261, de 27 de marzo, relativo a las Zonas de Ordenación Concertada 

y que modifica el Código del Urbanismo.
Decreto núm. 2001-262, de 27 de marzo, relativo a los certificados de urbanismo y que 

modifica el Código del Urbanismo.
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del planeamiento urbanístico tradicional con los nuevos planes de 
transporte urbanos e interurbanos.

En definitiva, existe un único ordenamiento urbanístico que a su 
vez fija o dota al Estado de algunas prerrogativas de carácter exclusivo, 
en razón de la necesidad de protección o de actuación directa del 
mismo como forma de garantizar y asegurar el interés general, y como 
medio para coordinar los procesos urbanísticos que atañen a más de 
un municipio entre los que el Consejo de Estado destaca:

La capacidad de imponer intereses: supracomunales mediante la 
integración en los planes de urbanismo descentralizados de proyectos 
de equipamiento, ordenación y de protección, como son los Proyectos 
de Interés General (arts. L 121-12 y R 121-13 CU).

Posibilidad de conservar la competencia en materia de autoriza­
ciones individuales u otorgamiento de licencias urbanísticas en algunos 
casos como en las operaciones de interés nacional (art. L 111-1-2, 
L 421-2-1, R 490-5).

La constitución de las AFU (Asociaciones de Propietarios de Sue­
lo), si bien es de iniciativa de los mismos o del municipio, a partir 
de la Ley de 18 de julio de 1985 (art. L 322-3 CU), requieren para 
su creación el consentimiento del prefecto.

Mantiene el control de la revisión y elaboración de los planes que 
afectan a municipios colindantes a los aeropuertos en materia de ruidos 
(art. L 147-3 CU introducido por la Ley de 11 de julio de 1985) o 
la responsabilidad del establecimiento de planes de extensión urbana 
en zonas sometidas a riesgos naturales (Ley de 22 de julio de 1987) 
o incendios (art. 21 de la Ley de 3 de enero de 1991).

Así pues, el Estado ejerce competencias importantes de carácter 
legislativo, ejecutivo y de control, siendo garante o ejerciendo un con­
trol de legalidad sobre los actos de las colectividades locales y jugando, 
en este sentido, un papel de verdadero control jurídico 39.

Todas estas disposiciones y prerrogativas que conserva y ejerce el 
Estado suponen un contrapunto o la búsqueda de un equilibrio que 
no rompa la balanza a favor de los municipios descentralizados. Pero, 
al mismo tiempo, al aparecer de forma dispersa y puntual —podríamos 
decir que casi escondida o disimulada a lo largo de la legislación—, 
complican el reparto de competencias, y hacen de la descentralización 
un proceso ambiguo y algo embrollado, viéndose tergiversado aún más 
por el hecho de que la cesión o préstamo de las direcciones de las 
prefecturas del equipamiento a favor de los municipios o sus agru­
paciones para la elaboración de los planes de urbanismo introduce 
una confusión aún mayor, que se hace necesario esclarecer, para dife-

39 Ibidem.
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rendar políticas, instituciones y personal al servicio del Estado o del 
municipio.

En este sentido Vigouroux 40 pone de relieve uno de los peligros 
de la descentralización sobre los que el Consejo de Estado no entra, 
pues es la esencia misma del proceso que no pone en duda, sino que 
da por hecho, analizando los efectos que ésta ha tenido: la descen­
tralización puede llevar, en su opinión, a una cierta forma de crisis 
de identidad que haga plantearse dónde reside el interés general. El 
municipio lo encarna, la región y cí Estado también. Todo el mundo 
parece representar el interés general, lo que conduce a batallas dentro 
de un túnel de intereses generales que parecen contrapuestos.

Sirvan de botón de muestra algunos^ ejemplos que muestra el autor 
cuando el Estado demanda al municipio de Estrasburgo ante el Tribunal 
Coníencioso-Administrativo porque el Plan de Ocupación de Suelo no 
respeta una servidumbre radioeléctrica o cuando, por el contrario, el 
municipio de Bourg en Bresse interpone recurso contra el Estado por­
que el prefecto ha autorizado una construcción altamente contaminante 
en pleno perímetro de protección de captación de aguas* 41 o cuando 
la colectividad local de Boulognc demanda al municipio de París por 
la ampliación del estadio de Roland Garros sin preocuparse de la satu­
ración que producé en Boulogne y sin tener en cuenta que el estadio 
se encuentra en el límite de dos municipios42.

Existe, pues, un combate y una lucha entre diferentes intereses 
rivales que cada una de las partes llama generales, y que el ciudadano 
de a pie no sabe cómo digerir, qué parte tomar. Lo que conduce a 
afirmar que nos encontramos en un momento en el que la confusión 
de intereses generales tan divergentes plantea la duda de si son real­
mente y todavía generales, de lo que se desprende que el Estado, y 
su representante el prefecto, debe estar presente en el urbanismo para 
conciliar y garantizar ese disperso y a veces borroso y difuminado inte­
rés general.

En cuanto al desarrollo y la evolución que el autor anhela del 
Derecho urbanístico, las conclusiones son categóricas, en el sentido 
de que mantiene la necesidad de un Derecho que no ignore que el 
poder público estatal o local no puede defender el Derecho urbanístico 
sin poseer los medios financieros y administrativos para actuar y no 
solamente para controlar. Un Derecho urbanístico debe estar acom­
pañado de un comité interministerial de ciudades o de una financiación 
mantenida por los presupuestos generales del Estado, o de un pre­

m Op. cit., p. 33.
41 Conseii d’Etat, 25 de septiembre de 1987, Ministre de VUrbanisme contre Viiie de Baurge 

en Bresse.
42 Conscil d’Etat, 17 de junio 1987, Ville de Boulogne-Billancourt.
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supuesto para acciones y estudios de urbanismo suficientemente impor­
tante en las colectividades locales.

En este sentido Moderne 43 llama la atención sobre la necesidad 
de releer el art. L 110 CU44, pues no es tan inocente como parece 
esa imagen del territorio francés como «patrimonio común de la 
nación», destacando ci  hecho de que no es una fórmula redactada 
en términos generales para ilustrar la idea de un depósito confiado 
a ¡as generaciones actuales con el deber correspondiente de mantenerlo 
intacto para las generaciones futuras. Este artículo va más allá de una 
mera declaración de principios utópicos y puede, en su opinión, inter­
pretarse como una advertencia velada del Estado a los entes locales 
para que tengan en cuenta en todo momento los intereses generales, 
los de la nación, cuya expresión jurídica es precisamente el Estado 
mismo. En otras palabras, si el urbanismo no es ya en Francia una 
competencia exclusiva del Estado, éste se ha reservado la función de 
árbitro supremo en nombre de la nación que representa.

En definitiva, parece que en Francia las reivindicaciones en favor 
de una mayor descentralización no han sido más fuertes en los últimos 
años; es más, el urbanismo local ha venido a ser una fuente preo­
cupante de la corrupción que socava la Administración. La evolución 
del ordenamiento urbanístico francés se orienta hacia la idea de mul­
tiplicar las reglas impuestas a las colectividades de base y la clari­
ficación de las orientaciones fundamentales de la política urbanística ' 
del Estado.

B) Los antídotos a la descentralización. La pen’ivencia del modelo:
Los Proyectos de Interés General y Operaciones 
de Interés Nacional

Planteadas hasta aquí las principales prerrogativas del Estado fran­
cés en materia urbanística, competencias legislativas y de control sobre 
todo, no podemos, sin embargo, cerrar este epígrafe de lo que hemos 
venido a denominar descentralización centralizada del Estado francés,

® F. Modeknb, «Problemas actuales del Urbanismo en Francia», en Ordenamientos urba­
nísticos. Valoración critica y perspectivas de futuro. Jornadas Internacionales de Derecho Urba­
nístico (Santiago de Compostela, 2 y 3 de julio de 5998), Madrid, Marcial Pons y Xunta de 
Galicia. Madrid, 1998, pp. 365 ss.

JJ Art. L 110 CU: «El territorio francés es patrimonio común de la Nación. Cada entidad 
pública lo gestiona y garantiza en el ámbito de sus competencias. Con el fin de ordenar el 
¡narco vital, de asegurar sin discriminación a la población actual y futura unas condiciones de 
hábitat, empleo, servicios y transportes que respondan a la diversidad de sus necesidades y 
recursos, de administrar el suelo de manera racional, de asegurar la protección de los espacios 
naturales y del paisaje, así como la seguridad y la salubridad pública y de promover el equilibrio 
entre la población residente en las zonas urbanas y rurales, las entidades públicas armonizarán, 
respetando recíprocamente su autonomía, sus previsiones y decisiones de uso del espacio».
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sin hacer mención de algunas de las competencias que éste ostenta 
en materia de ejecución del planeamiento y que pondrán de relieve 
cómo las grandes operaciones urbanísticas, las de mayor envergadura 
económica y de trascendencia para la ordenación de la ciudad, per­
manecen en manos del Estado 4 .

a) Proyectos de Interés General (PIG)

1) Régimen j urídico

La noción de Proyectos de Interés General (PIG) que se inserta 
en el Código de! Urbanismo en los arts. L 121-12 y R 121-13 fue intro­
ducida por la Ley núm. 83-8. de 7 de enero de 1983, relativa a la 
repartición de competencias entre las colectividades locales, los depar­
tamentos, las regiones y el Estado.

Los PIG constituyen, junto con la legislación de urbanismo y las 
servidumbres de utilidad pública, uno de los medios para tener en 
cuenta los intereses colectivos que sobrepasan el estricto ámbito de 
los límites territoriales de las colectividades locales y de sus agrupa­
ciones que tienen lugar con ocasión de la elaboración de la revisión 
de los Esquemas Directores, los Planes de Ocupación de Suelo y los 
Planes de Ordenación de Zona46. Estos planes urbanísticos deben per­
mitir la realización de los PIG y en todo caso no comprometerlos o 
impedir su efectiva realización.

La ordenación pormenorizada de los PIG, la fijación de su con­
tenido y de las normas de funcionamiento de los mismos, ha sido lle­
vada a cabo mediante una Circular de 27 de junio de 1985 realizada 
de forma conjunta por los ministros del interior y de urbanismo 47.

í‘‘' En este sentido la comparación con el ordenamiento urbanístico español en operaciones 
de gran envergadura como la realización de la “operación La Defense” frente a la incipiente 
realización de la “operación Chamartín”, muestran los distintos medios financieros y prerrogativas 
exorbitantes que la Administración estatal francesa tuvo para su consecución, frente a la pro­
blemática ya inicial de la operación madrileña simplemente con los problemas de ios reversionistas 
de los terrenos afectados anteriormente al uso ferroviario.

1 En la actualidad los Esquemas Directores pasan a denominarse Esquemas de Coherencia 
Territorial; los Planes de Ocupación de Suelo —como dijimos— Planes Locales de Urbanismo; 
desaparecen los Planes de Ordenación de Zona (antiguos PAZ), y surgen para los municipios 
sin PLU los Planos Comunales (Caries Comunales), arts. 3, 4 y 5 de la LSRU que vienen a 
reformar los arts. L 122, 123 y 124 del Code de l’Urbanisme.

47 Journal officiel de 3 de agosto de 1985.
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2) Objeto y destino de] Proyecto

El art. R 121-13 CU establece que todo Proyecto de Interés General 
debe tener como objeto las nociones de ouvrage, travaux4fi o de pro­
tección.

La noción de ouvrage incorpora una realización de cierta impor­
tancia, como la infraestructura de carreteras, obras técnicas como puen­
tes o equipamientos, centrales eléctricas, edificios escolares, biblio­
tecas.

Sin embargo, el concepto de travaux cubre una parte de esa gran 
obra pública como las labores de conservación, de reparación de las 
anteriormente citadas.

Por otra parte, la protección es más difícil de precisar en cuanto 
que pueden ser obras de protección de un espacio físico como la res­
tauración o conservación del paisaje histórico o arqueológico o la pro­
tección de zonas sometidas a riesgos naturales o tecnológicos.

El destino de los Proyectos de Interés General debe ajustarse a 
la realización de una operación de urbanización de las definidas en 
el art. 300-1 del CU (realización de una operación de equipamiento 
de infraestructura o supreestructura, funcionamiento de un servicio 
público, acogida de la población más desfavorecida, protección del 
patrimonio natural, protección del patrimonio cultural, prevención de 
riesgos naturales, puesta en valor de los recursos naturales, ordenación 
agrícola y rural).

Moderne 49 apuntó el papel determinante que el juez administra­
tivo iba a tener en los primeros momentos de puesta en práctica y 
aprobación de los Proyectos de Interés General, pues la precisión jurí­
dica del concepto es difícil, ya que depende de su naturaleza, que se 
sitúa en la categoría de conceptos indeterminados y que deriva de 
su función, que se compone, de una parte, de un vector de reglas 
jurídicas más que de una fuente del derecho y, de otra parte, de una 
técnica instrumental de cuyo buen o mal uso depende en principio 
de la Administración que ostenta la dirección de estos procesos.

En efecto así fue, dada la amplitud de destinos y la ambigüedad 
de los mismos; el papel de la jurisprudencia en este aspecto ha sido 
relevante, en el sentido de que ha realizado un intento de precisar * 49 *

* Ouvrage y travaux tienen en castellano la significación de obras; por esta razón hemos 
dejado el sustantivo en francés que distingue en este sentido entre ouvrage como obras públicas 
de mayor envergadura y travaux como una parte del proyecto de obras.

49 F. Moderne, «Les Projets d’interet general ou une anticipation des regles juridiques»,
Les Cahiers de Vauteur. Pmtiques juridiques de Vurbanisme décentraíisé. Instituí de Vamenagement 
du territoire et de Venvironment de VUniversité de Reims, núm. 7-8, diciembre 1996, p. 55.
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y definir lo que se entiende por PIG, si bien Liet-Veaux 5(1 estima 
que la mayor parte de la jurisprudencia del Consejo de Estado se ha 
polarizado sobre el carácter de utilidad pública de los proyectos, mos­
trándose sensible a la relación entre la calidad de los intervinientes 
para instituir un PIG y la capacidad de expropiar que figura en el 
arí. R 121-13 in fine del Código del Urbanismo.

Por esta razón, la jurisprudencia ha aplicado constantemente la 
famosa teoría del balance 5Í, creando una verdadera confusión entre 
el objeto de cada proyecto y la utilidad pública que comporta.

No parece existir ninguna duda en lo que concierne a los proyectos 
de grandes estructuras viarias como la realización de una autopista * 52, 
de una simple desviación 53 o de un proyecto de conexión ferroviariaS4; 
también son justificadas por la jurisprudencia diversas obras públicas 
como es el caso de un proyecto de una presa de escasa importancia 55 56 
o un proyecto de instalación de dos direcciones ministeriales en un 
antiguo cuartel m i l i t a r U n a  resolución ministerial considera que un 
proyecto de permiso de explotación de canteras, situadas en una zona 
especial de investigación y explotación creada a partir del art. 109 del 
Código Minero, puede ser calificado de Proyecto de Interés General 
justificándose esta solución con base al principio de utilidad pública 
de la operación y la capacidad de expropiar del explotante.

Pero son, sobre todo, las operaciones de urbanismo las que legi­
timan la utilización del procedimiento de los PIG.

Así, la instalación de un complejo científico y técnico en la región 
de Graves 57 en la que teniendo el proyecto un origen privado pudo 
llevarse a cabo la expropiación en razón del interés general. También 
se calificó de este modo un centro de conferencias internacionales de 
cuya realización se encargaba una sociedad pública. La misma solución 
se tomó para el famoso parque recreativo de Eurodisney que dio lugar 
a un examen detallado de la teoría del balance, del conflicto de inte­
reses entre la propiedad privada, el coste financiero del proyecto, los

G. Liet-Veaux, «Qu’est de qu’un prqjet d'intéíet général?», (¡eornt-.tit:. núm, 5, mayo 
199.8, pp. 49 ss.

al t a teoría del balance, tanto pára los PIG como para los; casos, de. expropiación, consiste 
en realizar un análisis que produce un control máximo dé la operación en él sórdido de apreciar 
tos inconvenientes del proyecto (ruidos. servidumbres a los propietarios colindantes) y ponerlos 
en relación, en balance, con las ventajas del mismo.

52 Conseii d’Etat, 23 de juníb de 1997, ville de Vaucrauum, Req. núm. 177.393.
■’l TA Bordeaux, 22 de mayo .de 1986, Prefet de la Gironde: Pelites Afiches, 10 de jimio 

de 1987, citada por Liet-Veaux, pp. cit., p. 50.
54 Conscil d’Etat, 20 de junio de 1997, ville d’Amiens, Req. núm. 98.123.
35 Conseii d’Etat, 12 de octubre de 1988, Petites Affiches, 3 de julio de 1989.
56 Conseii d’Etat, 4 de julio de 1997, Les Veris lile de Frunce.
57 TA Bordeaux,, 30 de junio de 1988, SA Chateau Bouscaut, citada por Liet-Veaux) pp. cit.,



EL URBANISMO DE OBRA PUBLICA FRANCÉS 139

inconvenientes de orden social y la confluencia de otros intereses 
públicos:i8.

Las justificaciones dadas por la jurisprudencia tanto para las obras 
públicas como para los Proyectos Urbanísticos de Interés General es 
más difícil de valorar para el tercer caso en que se admiten la rea­
lización de estos proyectos, las medidas de protección y otras servi­
dumbres de utilidad pública que no parecen tratarse en principio de 
proyectos propiamente dichos, sino de un urbanismo de prevención 
o de prohibición.

En este sentido se han producido algunas contradicciones y pun- 
tualizaciones de la jurisprudencia que amplía o permite Proyectos de 
Interés General en casos que la Circular de 27 de junio de 1987 no 
incluía, como la protección contra los ruidos 59 * 61| también estima que 
la instalación de una zona de protección contra los riesgos resultantes 
de la presencia de una gran fábrica puede ser objeto de un PIG b0; 
sin embargo, parece que el Consejo de Estado rectifica en cierta medida 
esta doctrina al excluir de la noción de Proyecto de Interés General 
un plan de servidumbres aeronáuticas, aunque en este caso el enjui­
ciamiento se fundamenta en la existencia de otro tipo de servidumbres 
de utilidad pública que constituyen una protección suficiente del medio 
ambiente y que hacen innecesaria la existencia del proyecto.

Ajuicio de Liet-Veaux 61 del análisis de esta jurisprudencia parece 
desprenderse la idea de que el Proyecto de Interés General es un con­
cepto activo; no permite imponer servidumbres y cargas pasivas.

De todos modos, y a la vista de lo expuesto, la noción de PIG 
no está aún clara. La utilidad pública de una operación se presta a 
discusiones, y la jurisprudencia no se ha definido claramente al res­
pecto, sobre todo con relación a las medidas de protección que no 
constituyen realmente proyectos; entre tanto podemos considerar que 
los Proyectos de Interés General sirven de cajón de sastre para la rea­
lización de gran número de proyectos de obras públicas y urbanísticos 
que, como veremos a continuación, se imponen a las disposiciones 
del planeamiento urbanístico preestablecido en el municipio o agru­
pación de colectividades locales a las que afecta.

3) Competencia de aprobación y ejecución

El art. R 121-13 in fine establece la lista de las diferentes entidades 
capacitadas para llevar acabo un PIG (Estado, regiones, departamen­

38 Conseil d’Etat, 23 de marzo de 1992.
55 Conseil d’Etat, 4 de febrero de 1991, Département du Val-de-Mame 
® Conseil d'Etat, 3 de febrero de 1992, Communne de Soulom.
61 Op. cii.| p. 50.
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tos, colectividades locales, agrupaciones de colectividades, estableci­
mientos públicos y toda persona que tenga capacidad de expropiar), 
pero no tiene competencia en calidad de ejecutante la colectividad 
o agrupación de colectividades locales responsables del establecimiento 
de un plan de urbanismo en la zona determinada, teniendo en cuenta 
la posibilidad de introducir en el mismo otro proyecto que pueda satis­
facer esos mismos objetivos.

La aprobación y la calificación como Proyecto de Interés General 
es competencia exclusiva del prefecto.

Una de las prerrogativas más importantes de los PIG es el hecho 
de que son proyectos o planes urbanísticos que se superponen a los 
instrumentos tradicionales de planificación del territorio, en el sentido 
de que los tradicionales POS (en la actualidad PLU, SCT) deben modi­
ficar sus determinaciones para adecuarlas y hacerlas compatibles con 
los fines y destinación del PIG que de algún modo parece incrustarse 
entre ellas obligando a una forzosa recomposición del sistema de pla­
nificación urbana realizada hasta el momento en la colectividad local 
o agrupación de municipios.

En este sentido, la doctrina considera los PIG como un antídoto 
contra la descentralización, un instrumento de recentralización 62, cons­
tituyendo desde este punto de vista el precio a pagar por permitir 
a las colectividades locales y a sus agrupaciones la dirección y el control 
de la utilización del suelo a través de los Esquemas Directores y los 
Planes de Ocupación de Suelo, destacando que si bien el principio 
o la idea de estos proyectos que expresan intereses supracomunales 
no puede ser discutido, como contraposición sí se puede poner en 
duda las razones o los orígenes de la utilización de este mecanismo 
mediante el cual actúan los poderes públicos y cabe plantearse si el 
Estado mediante estas prerrogativas no puede convertirse en director 
del juego, pudiendo caer en la tentación de reorientar o modificar 
los Esquemas Directores y los Planes de Ocupación de Suelo más allá 
de lo que implica una sana asociación rompiendo la filosofía plani­
ficadora del Plan de Ocupación de Suelo mediante la inserción de 
un Proyecto de Interés General.

En efecto, Moderne 63 apunta cómo las relaciones entre el Estado 
y las colectividades de base responsables de la planificación urbana 
pueden verse afectadas por una utilización abusiva de la técnica de 
Proyectos de Interés General.

El Estado, en primer lugar, puede intervenir en principio a nivel 
de la iniciativa de estos documentos o de su revisión o modificación.

F. Moderne, 
op. til., p. 75.

” Ibidcm, p. 7fi.

«Les projets d’interct general ou une anticipation de regles juridiques»,
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En lo que respecta a los Esquemas Directores, actuales Esquemas 
de Coherencia Territorial, el art. L 122-1-4 del Código del Urbanismo 
establece que si para la implantación de un Proyecto de Interés General 
se hace necesaria la elaboración o modificación del SDAU, el Estado 
puede instar a la colectividad o colectividades locales afectadas a la 
realización de las mismas. Si en el plazo de dos años el Esquema no 
ha sido debidamente aprobado, podrá proceder a su establecimiento 
según las reglas y principios de elaboración conjunta; en el caso de 
que las colectividades locales continuaran rechazando la toma en cuen­
ta de un Proyecto de Interés General que les afecte, el Estado dispone 
de verdaderos medios coercitivos para imponerlo. El art. L 122-1-3 CU 
le otorga el poder de paralizar provisionalmente la ejecución del esque­
ma director notificando las modificaciones convenientes necesarias 
para la compatibilidad y coordinación del mismo.

Para el caso de los Planes de Ocupación de Suelo, actuales Planes 
Locales de Urbanismo, el art. L 123-7-1 CU confiere al representante 
del Estado poderes análogos. El art. L 1233-2 dispone que, en las colec­
tividades locales en las que no exista esquema director aprobado, el 
Estado podrá aportar las modificaciones indispensables que juzgue 
necesarias para la adecuación al SDAU que esté en curso de apro­
bación permitiendo introducir un determinado Proyecto de Interés 
General.

En definitiva, el riesgo de «recentralización» que se esconde bajo 
la apariencia de los Proyectos de Interés General no debe ser menos­
preciado, Sólo la utilización razonable de estos mecanismos por los 
representantes del Estado podrá disipar las inquietudes legítimas de 
las colectividades locales.

b) Operaciones de interés Nacional (OIN)

Las Operaciones de Interés Nacional, a pesar de tener la misma 
fundamcntación legislativa que los Proyectos de Interés General nacida 
del art. L 121-12 CU, responden a principios y nociones jurídicas 
diferentes.

Un proyecto no puede, ser clasificado de interés general si no res­
peta un cierto número de condiciones de fondo y forma previstas en 
el art. R 121-13 CU; sin embargo, y como contraposición, la realización 
de las operaciones importantes decididas y llevadas a cabo en el marco 
de la política nacional de ordenación del territorio han justificado la 
posibilidad de un régimen derogatorio del Derecho común con el fin 
de que sea enteramente preservada la libertad y la competencia del 
Estado fí4.

64 Cfr. S. Perignon , Opérations d’intérét national, Dalloz Ac'tion Urbanisme, pp. 743 ss.
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No existe una definición legal de lo que debe entenderse por Ope­
ración de Interés Nacional; el art. L 121-12 CU, en relación con el 
R 490-5 CU, establece una lista cerrada de las operaciones que hasta 
el momento tienen tal rango ftS.

Las Operaciones de Interés Nacional suponen una derogación del 
principio de edificabilidad ¡imitada establecido en el art. L 111-1-2 
CU en el interior de su perímetro y supone una transferencia de la 
competencia de otorgación de licencias urbanísticas que son expedidas 
en nombre del Estado, ya sea por el alcalde o por el prefecto en los 
casos enumerados en el art. R 421-36 CU.

La existencia de un perímetro de Operación de Interés Nacional 
no tiene en principio ninguna incidencia en el proceso de elaboración 
de los esquemas directores y planes de ocupación de suelo; no existe 
una relación directa entre estos perímetros y el contenido de los planes 
urbanísticos.

Esta primera aproximación a las Operaciones de Interés Nacional 
nos conduce, en principio, a una concepción de las mismas que se 
asemeja a una isla desconectada del resto del territorio, pero ¿cómo 
no va a tener en cuenta la municipalidad parisina, o la región de lie 
de France un proyecto urbanístico de tan alto impacto territorial, como 
La Defensel

En este sentido, el art. 5 de la Ley núm. 83-636, de 13 de julio, 
en cuanto a las nuevas aglomeraciones, prevé que éstas, siendo Ope­
raciones de Interés Nacional, constituyen al mismo tiempo Proyectos 
de Interés General en el sentido del art. R 121-13 CU, por lo que 
de esta forma serán tenidas en cuenta por los planes urbanísticos. 
Teniendo en cuenta el precepto citado, puede deducirse que podrán 
ser calificados como Proyectos de Interés General los demás perímetros 
establecidos en el art. R 490-5 en los casos en los que el Estado deba 
imponer la necesidad de considerarlos por los planes de urbanismo. 65

65 Son operaciones de interés nacional;
a) Las nuevas aglomeraciones regidas por la Ley núm. 83-636, de 13 de julio, en el perí­

metro de su urbanización definida en aplicación de los arts. 3 y 4 de la misma,
b) La urbanización del área de La Defense en el perímetro definido por decisión del 

Ministerio de Urbanismo en el interior del perímetro de competencia de la sociedad pública 
de urbanización de La Defense.

c) Las zonas industriales y portuarias de Antifer, Verdón, Dunkerque, en los perímetros 
respectivos de los puertos autónomos de Havre, Burdeos y Dunkerque.

d) La ordenación de la zona de Fos-sur-mer en el perímetro definido por el Consejo 
de Estado.

e) La operación de ordenación euromediíerránea en Marsella en el perímetro de la com­
petencia de la Sociedad Pública de Ordenación Euromcditerránea.
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1.3. Financiación del urbanismo

Á) Introducción, Los modelos posibles coexistentes.
El modelo prevalente

La acción urbanizadora supone un proceso de producción de dos 
tipos de bienes: de una parte, bienes privados, inmuebles con distintas 
finalidades y usos; de otra parte, bienes públicos, equipamientos que 
dan vida a la ciudad y sin los que los bienes privados se hacen prác­
ticamente inservibles. ¿De qué sirve una aglomeración de casas sin 
calles? ¿Es posible una edificación sin servicios de alcantarillado, sin 
redes de conexión al resto del sistema urbano? Evidentemente, no. 
El problema, por tanto, estriba en dilucidar a quién corresponde la 
financiación y el equipamiento de los mismos.

Hasta el momento hemos analizado de qué forma se llevó a cabo 
la realización de la reforma de las ciudades en la segunda mitad del 
siglo xix en la que se inicia la concepción moderna del urbanismo.

En un principio vimos cómo existe una atribución considerada por 
sectores de la doctrina 66 como natural de la financiación de los equi­
pamientos colectivos por parte de los presupuestos públicos.

Tuvimos ocasión de analizar cómo Napoleón III y Haussmann se 
jactaban de haber llevado a cabo la reforma integral de París sin aumen­
to de los impuestos y también pudimos observar cómo las técnicas 
de financiación de la época se centraban en la contratación de emprés­
titos por parte de los agentes públicos, de una parte 67, y la financiación 
de la urbanización de las nuevas vías mediante la venta posterior de 
los solares reurbanizados.

Sin embargo, el sistema genuinamente parisino o haussmanniano 
debió ser completado en provincias donde la contratación de emprés­
titos era más dificultosa, y los recursos económicos de las colectividades 
locales menores, comenzando a costear las obras de reforma y exten­
sión de las ciudades mediante métodos impositivos.

En principio no existía un texto legal específico que determinara 
la participación de los constructores en los gastos de equipamientos

66 H. Charles, Les príncipes de l’urbanisme, París. Dalloz Conaissance du droit, 1993, p. 71.
La contratación de empréstitos para financiar las obras de reforma de París ío®.criticada 

con energía por Cerda quien diría al respecto que: «el imperio francés ha acometido estas 
reformas por medio de empréstitos; medio injustísimo, porque amortización e intereses afectan 
a la generalidad para una obra de localidad, que por otra parte enriquece directamente a algunos 
particulares» [Reforma y ensanche de Barcelona, Plan Económico. (Resumen y fiel extracto del 
que ha propuesto para la realización de su proyecto el ingeniero de caminos canales y puertos), 
Barcelona, 1860; reed. a cargo de Fabián Estapé, Apéndice.Documental TGU, p- 514.
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públicos, y las colectividades locales recurrían a la oferta de concursos 
que permitía hacer participar a una persona privada en la ejecución 
de obras públicas a su financiación.

A partir de los años cincuenta, esta participación —entendida de 
forma individual y voluntaria—, regulada en los contratos de obras, 
se transforma en condiciones impuestas u obligatorias para la edifi­
cación y dieron lugar a prácticas abusivas de dudosa legalidad 6S.

La Ley Cuadro de la Construcción de 7 de agosto de 1957 legaliza 
el principio de este tipo de participaciones autorizando al Gobierno 
a fijar las condiciones en las que los parceladores, organismos de cons­
trucción y empresas privadas contribuirían a la realización de los equi­
pamientos públicos necesarios mediante la construcción o realización 
de los mismos, la aportación de terrenos o una participación financiera.

Estos modos de contribución serían regulados por los Decretos 
de 31 de diciembre de 1958 relativos a la licencia de construcción y 
a la licencia de parcelación.

Bajo el imperio de esta regulación, este tipo de participaciones 
podían ser exigidas en todo el territorio, a excepción de las Zonas 
de Urbanismo Operacional o Concertado del momento (las ZUP y 
las Zonas de Renovación Urbana).

Sin embargo, a pesar de que se asienta el principio de contribución 
a los gastos de urbanización, no se fija el modo y la proporción, que 
eran negociados individualmente en el momento de otorgar la auto­
rización o licencia a cada proyecto.

Para poner fin a este sistema asistemático la Ley de Orientación 
de Suelo de 1967 intentará unificar el régimen de participaciones fijadas 
caso a caso por un sistema proporcional (foifaitaire) de imposición 
instituyendo la denominada Tasa Local de Equipamiento (TLE) des­
tinada, en principio, a sustituir a las antiguas contribuciones.

Sin embargo, la reforma no logró establecer un régimen único 
impositivo, de tal forma que existía un doble o triple régimen ambiguo 
y complicado fruto de la diferenciación entre las colectividades locales, 
en las que la TLE no era exigióle, y determinadas operaciones urba­
nísticas en las que tampoco se imponía este régimen, y en las que 
seguían vigentes, por tanto, ¡os Decretos de 1958 completados por la 
Ley de 16 de julio de 1971. Un caos, caracterizado por la rigidez 68 69

68 Jacquot y Priet, op. cit., p. 372,
m El cálculo de la Tasa Local de Equipamiento se realiza con base a la totalidad del 

valor de los terrenos a construir y se cifra entre un 1 y un 5 por 100 dependiendo de la elección 
de la colectividad local; el hecho generador de la tasa es normalmente la solicitud de licencia 
de construcción.
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de una tasa que deviene insuficiente para ia financiación de los equi­
pamientos públicos y la lucha de las colectividades locales por ampliar 
los recursos de financiación mediante la imposición de participaciones 
adicionales7fl.

Ante la insuficiencia de este método, las colectividades locales 
recurrieron a vías diferentes para suplir tales deficiencias. De una parte, 
y en primer lugar, ejercieron una presión enorme sobre el poder central 
para permitir la posibilidad de imponer además de la TLE otro tipo 
de contribuciones acumulables a la misma denominadas participaciones 
adicionales, reguladas en la Ley de 16 de julio de 1971, que consistían 
en la posibilidad de exigir cesiones gratuitas de terrenos y participa­
ciones en caso de existencia de aprovechamientos superiores al coe­
ficiente de ocupación de suelo.

Por otra parte intentan buscar un régimen de participación alter­
nativo —frente a la complementariedad de las anteriormente citadas— 
a la TLE para poder de esta forma descargar el peso de la financiación 
de la acción urbanizadora sobre los constructores.

Será el art. R 111-14 CU (introducido por la Ley núm. 77-755, 
de 7 de julio de 1977) la llave que abra la puerta de este nuevo régimen 
de financiación al establecer que las contribuciones a los gastos de 
ejecución de los equipamientos públicos correspondientes a las nece­
sidades de las construcciones y necesarios para la edificación podrán 
ser exigidos a los constructores en el momento de la expedición de 
la licencia de construcción.

La introducción de este artículo no está exenta, sin embargo, de 
controversia, en el sentido de que en principio parece que es aplicable 
a todos los terrenos en las zonas de urbanización futura (NA), cuestión 
que desde el punto de vista de la dinámica urbanística es perfectamente 
coherente: es en aquellas partes de la ciudad que van a ser construidas 
en las que se hacen necesarias mayores participaciones, puesto que la 
realización de los equipamientos parte de terrenos vírgenes. Sin embar­
go, y como contraposición el art. 1,583, c. III, del Código General de 
los impuestos (que tiene carácter legislativo, frente al carácter regla­
mentario del art. R 11-4), únicamente autoriza la sustitución de la TLE 
por otro tipo de contribución en aquellos terrenos donde la urbanización 
no está prevista, lo que excluye, claro está, las zonas NA de urbanización 
futura .

™ En efecto, uno de los principales defectos de la Tasa Local de Equipamiento era que 
su determinación era fijada por decreto y su actualización se producía en períodos de tiempo 
muy amplios y de forma irregular, de tal forma que no correspondían con los ciclos económicos 
de la construcción, resultando anacrónica y poco rentable. Así, en 1981-1982 las colectividades 
locales recibieron de los constructores y urbanizadores alrededor de unos cuatro mil millones 
de francos, de los que sólo mil millones procedían de la Tasa Local de Equipamiento; el resto 
fue obtenido mediante participaciones.

71 Vid. al respecto V. F. Bouysseáu, Juris Clusseur fonciér, fascículo núm. 135; L. Ramger,
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La ambigüedad de esta regulación fomentó, por otra parte, como 
veremos posteriormente, una excesiva proliferación en la creación de, 
ZAC; Zonas de Urbanización Concertada en las que la participación 
de los constructores al equipamiento se canaliza mediante contribu­
ciones más pesadas económicamente y más flexibles en cuanto a la 
forma de hacerse efectivas, alternativas a la tasa, sin que existan dudas 
interpretativas sobre su legalidad. Este recurso provocó que se recurrie­
ra, quizá de forma exagerada, a un instrumento de urbanismo ope- 
racional, que en muchas ocasiones podía haber sido sustituido por sim­
ples parcelaciones.

La Ley de 18 de julio de 1985 será la que intente poner en orden 
un régimen irregular, arbitrario, ambiguo y complejo. Tras esta reforma 
late, además, el interés del Estado en reorganizar el sistema con el 
objetivo de dotarlo de ia coherencia y solidez suficientes como para 
que el urbanismo sea una actividad autofinanciada; se trata, pues, en 
palabras de Jegouzo * 72, de: “despresupuestar” la financiación de la orde­
nación y desarrollo urbanos.

La reforma pretende, por tanto, intentar recuperar las plusvalías 
generadas por la obra urbanizadora tomando como punto de partida 
o principio de base el hecho de que sólo los constructores y otros 
utilizadores de suelo, a excepción de los propietarios, están llamados 
a financiarla por medio del impuesto o de las participaciones. A partir 
de este principio el legislador se esforzará en sentar las bases de un 
esquema básico o modelo fiscal73 de financiación del urbanismo.

Uno de los aspectos que a los ojos del jurista español llama más 
poderosamente la atención es el hecho de ese apartamiento expreso 
o específico del propietario del suelo en la participación de la obra 
urbanizadora.

Tanto la doctrina como el ordenamiento jurídico francés parecen 
saltarse un paso o un escalón en la dinámica del urbanismo. Con esto 
quiero decir que partiendo de la necesidad de que el urbanismo financie 
el urbanismo, de su desvinculación presupuestaria estatal o local, par­
tiendo, pues, de la necesidad de que el propietario de suelo no se 
beneficie injustamente de las plusvalías generadas por la urbanización 
sin contribuir a ellas, teniendo claro este principio, saltan y se establece

A. Dhnis, P. Hocrettére y J.-P. Meno, L’ urbanisme et la comíame, Bibliotheque des comunnes, 
t. S, pp. 326-327.

72 Y. jBGbtfiíO, «Le financemenl do J’aménagement áprés la loi du 18 juillct 1985», Revue 
frangais droit administratif, núm. 2, 3 de mayo-junio de 1986, p. 339. El autor habla de «la 
volante de V Etüt de débudgéúser le financemenl de l'aménagement (...)».

73 J. C, Tejeoor Bielsa, Un modelo urbanístico alternativo: el Derecho Francés, Barcelona, 
Cedeos, 1998, pp. 137-138, defíne la fiscalidad del urbanismo como un conjunto de procedimientos 
impuesto a los constructores para la obtención de medios afectos a la financiación del desarrollo 
urbano, entendiendo que constituye una especie del género de financiación del urbanismo.
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con carácter general que todos estos gastos deben ser sufragados por 
los constructores y los utilizadores de suelo 74.

Es decir, el propietario de la materia prima en este proceso de 
producción, en el que el bien de consumo producido será la ciudad, 
sus equipamientos y sus bienes privativos, los edificios y las casas, no 
contribuye a su financiación, sino que son los productores de los diver­
sos bienes, públicos y privados, los que parecen tener la obligación 
de hacerlo.

Es quizá ésta una de las principales peculiaridades dei modelo urba­
nístico francés que, sin embargo, debe ser situada junto con los otros 
dos pilares, (la Administración y la expropiación) que sustentan este 
modelo para poder ser entendida.

La preocupación por la financiación de la obra urbanizadora por 
parte del propietario del suelo es una cuestión menor y que parece 
tener un carácter excepcional, por el sencillo hecho de que la gran 
mayoría de las operaciones urbanísticas parten de una previa adqui­
sición por parte de la colectividad pública u organismo autónomo con 
competencias urbanísticas de la denominada asiette fonciére en el que 
va a desarrollarse la urbanización; de ahí el alto desarrollo de técnicas 
como el Derecho de Tanteo Urbano (droit depréemption), el de aban­
dono y la expropiación * 75. Y, de otra parte, la iniciativa de los pro­
pietarios para la planificación y financiación de procesos urbanísticos 
aparece reducida a técnicas como las parcelaciones y las asociaciones 
de propietarios urbanos (AFU), que analizaremos posteriormente.

Por tanto, la regulación de la fiscalidad del urbanismo francés 
entendida como forma de financiar la acción urbanizadora recae sobre 
los sujetos que llevan a cabo el proceso de transformación, y no tanto 
sobre los propietarios originarios de la materia prima del mismo.

4 En este sentido Charles (op. cit., p. 71) no se plantea en ningún momento las causas 
de este desplazamiento de la propiedad privada, puesto que plantea el problema de forma 
general estableciendo efectivamente que el enriquecimiento del propietario del suelo no se debe 
a su actividad, a su talento o a su industria, sino simplemente a la situación de su parcela. 
Afirmando que el trozo de terreno aislado, de mala accesibilidad por un camino de tierra, 
alejado de todas las comodidades, que de un día para otro se ve rodeado de un gran bulevar, 
de transportes públicos, situado en las proximidades de una nueva escuela o de un nuevo centro 
comercial, no tiene evidentemente el mismo valor venal. Pero —Se plantea— ¿cómo recuperar 
esta plusvalía y cómo evaluarla? A continuación afirma sin más que es a partir de la Ley de 
Orientación del Suelo de 1967 cuando se impone la obligación de contribuir a los gastos de 
urbanización, a la realización de ios equipamientos colectivos a ios constructores. Pero el problema 
de base, el de la plusvalía adquirida por el propietario, no lo aborda.

75 En este sentido Jegouzo  (op. cit, p. 343) entiende que en el contexto de la marginación 
de los propietarios de suelo a la financiación de las obras de urbanización es en el que deben 
situarse las actuales reglas concernientes tanto a la valoración de los terrenos a edificar (art. 3.III 
de la Ley de 1S de julio de 1985) como a la fijación del precio de los inmuebles objeto de 
derecho de tanteo.
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Esta separación del propietario del suelo del régimen de financia­
ción del urbanismo por sus principales beneficiarios, ajena a nuestro 
ordenamiento jurídico, ha sido fruto de algunas iniciativas interesantes 
de reforma que, si bien quedaron en papel mojado, creo conveniente 
destacar, por la posibilidad de ruptura con el sistema establecido que 
pudieron suponer.

La Ley de 3 de julio de 1961 establecía la renta de equipamientos 
(redevance d’eqidpement16), derogada poco después de entrar en vigor 
y sustituida por la Ley de 19 de noviembre de 1963 que estableció la 
tasa de reguiarización de los valores de la propiedad, que debía ser 
pagada por los propietarios de sucio en el momento en que tras la 
realización de los equipamientos públicos sus terrenos se convertían 
en solares, sin embargo, nunca fue puesta en práctica y esta idea de 
participación directa de los propietarios en los gastos de urbanización 
cayó en saco roto.

Posteriormente, el Proyecto de. la Ley d’Aménagemsnt de 1985 pre­
veía esta renta de equipamientos, que se trataba de una tasa a la que 
estaban sujetos los propietarios de terrenos, edificados o no, situados 
en un perímetro delimitado por las colectividades locales, y cuyo pro­
ducto quedaba afectado a la financiación de los equipamientos de las 
obras del mismo. El pago de la misma podría ser realizado en dinero 
o con aportación de terrenos, que en este caso serían valorados como 
si estuvieran dotados de los equipamientos previstos. A esta primera 
garantía se añadía la posibilidad del derecho de abandono similar al 
régimen previsto para ios emplazamientos reservados, que analizaremos 
con posterioridad.

Esta técnica, que parecía a la vez simple, eficaz y de una agilidad 
suficiente como para desarmar las reticencias tradicionales de los pro­
pietarios, fue abandonada en el último momento 11.

Unicamente cabe citar, en este sentido, como tasa de carácter espe­
cífico para la región de Alsacia-Lorena, la participación de los pro­
pietarios ribereños instituida por una Ley local de 1892 que permitía 
a las colectividades locales repartir el coste de las obras de viabilidad 
entre los afectados a las mismas 78. * 77

,h Vid. al respecto T. Vilmin, «L’Arlésienne. la redevanee d’equipement», Etudes fonciéres, 
imni. 29, 1983, p. 1.

77 Jegouzo, op. di., p. 342.
Se trata de una contribución específica para los departamentos del Alto y Bajo Rin 

y de la Moselle, exigible a los propietarios colindantes de las vías urbanas. Fue instituido por 
una Ley local de 21 de mayo de 1879 para la ciudad de Estrasburgo exclusivamente y pos­
teriormente el régimen se generalizó al resto de colectividades locales de la región de Alsa- 
cia-Lorena por medio de la Ley de 6 de enero de 1892 que por entonces formaba parte del 
imperio alemán. Ambos textos, aún en vigor, permiten a las colectividades locales que han 
decidido percibir este tipo de participación imponer a los propietarios ribereños en el momento 
de la apertura de una nueva vía una contribución que cubra ciertos gastos para su establecimiento, 
como la adquisición de los terrenos necesarios para las mismas, la nivelación del pavimento, 
establecimiento de aceras, canalización de aguas pluviales, y a partir de la Ley de 18 de julio 
de 1985 (art. L 332-6-1-3.°) pueden exigir también el establecimiento del alumbrado público.

El coste de las obras es distribuido por la colectividad entre los propietarios en función 
de la longitud de fachada que da a la nueva vía. Principio que no es del todo justo, pues
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Analizados hasta aquí los principios básicos que inspiran la reforma 
de la Ley de 18 de julio de 1985, y los cambios fundamentales que 
pudieran haberse producido de recoger la renta por equipamientos, el 
cuadro general de la financiación puede presentarse del siguiente modo:

a) Régimen común o general:

1. Tasa Local de Equipamiento.
2. Contribuciones acumulables a la TLE,

2.1. De naturaleza fiscal:

Tasa departamental de espacios sensibles.
Tasa para financiación de ( A L E .
Pago por exceso de PLD.
Participación por exceso de COS. 
íle de France.

2.2. Participaciones no fiscales:

Canalización de aguas.
Parques públicos y estacionamientos.
Equipamientos públicos, industriales o comerciales.
Servicios públicos excepcionales.

2.3. Realización de equipamientos propios de la operación.

b) Régimen alternativo a la TLE: participaciones.

1. Participación a la financiación en PAE.
2. Participación en las ZAC.

a) Régimen común o general 

1) Tasa Local de Equipamiento19

La TLE fue instituida por la Ley de Orientación del Suelo de 1967 
y su principal y frustrante aspiración era la de englobar todas las par­
ticipaciones en materia urbanística. Aparece regulada en el art. 1.585.A 
del Código General de los Impuestos y es aplicable de pleno de derecho 
(en los municipios de más de 10.000 habitantes y en aquellos de la 
lie de France enumerados específicamente), o voluntariamente, no 
siendo aplicable en las Zonas de Ordenación Concertada (ZAC) ni 
en los Programas de Urbanización de Conjunto (PAE).

no tiene en cuenta ni la profundidad de la misma, ni la superficie conslruible, pudiendo existir 
grandes diferencias.

™ Vid. al respecto F. Bouysseau, «La laxe lócale d’cquipcment», Juris Classeur inmobilier, 
fascículos 620 y ss.; Y. Jéoouzo, La laxe lócale d’ equipement, Daloz Action Urbanisme; Auby 
y PeriN6t-Makquet, Droit de V urbanisme et de la comtmetion, op. eit., pp, 69 ss.
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Están sometidas a ia TLE las operaciones de construcción recons­
trucción y ampliación de cualquier tipo de edificación 80, siendo la base 
de estimación de la misma el valor del conjunto inmobiliario que com­
prende los terrenos necesarios para la construcción y los edificios en 
los que la edificación deba ser objeto de licencia de construcción 
(art. l.joj.L) COI),

La estimación del valor de los terrenos se lleva a cabo mediante 
una clasificación establecida y puesta al día todos los años en la que 
se diferencian siete categorías de inmuebles y se asignau diferentes 
TKietfc ^°r n?etro cuadrado que son actualizados anualmente por el 
IJNÍsEE, siendo la tasa entre un I y un 5 por 100 del valor de los 
mismos. El hecho generador de la misma es la solicitud de la licencia 
de edificación o la ausencia de oposición expresa a la realización de 
la misma.

2) Contribuciones acumulables a la TLE

2.1) De naturaleza fiscal

Tasa departamental de espacios sensibles.
Introducida por la Ley de 18 de julio de 1985, viene a sustituir 

a la antigua tasa departamental de espacios verdes.
Aparece regulada en el art. 142-2 CU, es instituida por deliberación 

del consejo general del departamento y tiene como finalidad la par­
ticipación en los gastos del mismo para poner en práctica la política 
de espacios sensibles prevista en el art. 124-1 CU.

Su producto es utilizado para la adquisición por vía amistosa, o 
mediante expropiación o ejercicio del derecho de tanteo de terrenos 
para la ordenación y conservación de todo espacio natural, para la 
adquisición, ordenamiento y gestión de caminos que figuren en un 
plan departamental de itinerarios de paseo y acampada.

Al igual que la TLE, se calcula en función de lo establecido en 
el art. 1.585.D del Código General de los Impuestos.

— Tasa departamental para financiación de los gastos de los Con­
sejos de Arquitectura, Urbanismo y Medio Ambiente (CAUE).

Se establecen algunas excepciones a la aplicación de la TLE que se refieren a cons­
trucciones afectas a un servido público o de utilidad pública, la reconstrucción de edificaciones 
siniestradas, las edificaciones en Jas zonas de ordenación concertada y en los programas de 
urbanización de conjunto. Existen otro tipo de excepciones reducidas por la Ley de 18 de julio 
de 1985 que consisten en operaciones como las construcciones realizadas por organismos HLM 
u otros organismos similares financiadas preferentemente mediante la ayuda personalizada al 
alojamiento, construcciones de edificios agrícolas, garajes de uso comercia!, taiieres de reparación 
y estaciones de servicio, entre otras. 1
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Introducida por la Ley de Finanzas de 1981, fue modificada por 
el art. 46 de la Ley núm. 86-1318, de 30 de diciembre de 1986, y aparece 
regulada en la actualidad en el art. 1.599 del Código General de los 
Impuestos.

Tiene carácter facultativo, es fijada por el Consejo General del 
departamento y no puede exceder de un 0,3 por 100 del valor del 
conjunto inmobiliario calculado proporcionalmente.

— La imposición por exceso del Plafond Legal de Densité (PLD).
Uno de los principales objetivos de la reforma de la Ley de 31 

de diciembre de 1975 era llevar a cabo la desvinculación entre derecho 
de propiedad y derecho a edificar. Sin embargo, la regulación final 
de la misma y las sucesivas modificaciones producidas desvirtuaron 
lo que podía suponer la publificación del espacio edificable.

El Plafond Legal de Densité consiste en la fijación legal de la relación 
entre la superficie de suelo de una edificación y la superficie del terreno 
sobre el que dicha edificación debe implantarse.

Gilli 81 lleva a cabo una sintética pero magnífica exposición sobre 
la deformación que de su primigenia aportación se hizo al incorporarla 
en el Código del Urbanismo en el art. L 112-1, estableciendo como 
principal conclusión que el Plafond Legal de Densité no es en la actua­
lidad más que otra tasa que contribuye a la financiación del urbanismo 
que puede ser calificada como plafond “local” de densité.

La fórmula del PLD significa, por tanto, que cuando un propietario 
o promotor quiera construir por encima del límite del plafond, si el 
coeficiente de ocupación de suelo lo permite, debe pagar a la colec­
tividad el valor de número de metros cuadrados de terreno que hubie­
ran sido necesarios para poder construir esta superficie conforme al 
COS previsto en Plan de Ocupación de Suelo (POS). Pero esta fórmula 
jurídicamente no quiere decir nada; es en definitiva una medida fiscal 
más.

Desde el momento en que el PLD no tiene carácter general —unas 
colectividades lo tienen, otras no—, el plafond legal se convierte en 
plafond local y no supone una limitación general del derecho de pro­
piedad, sino que se convierte en una medida municipal más, que puede, 
cambiar después de unas elecciones; además puede ser fácilmente sus­
tituida desde el punto de vista fiscal por otras disposiciones.

— Participación por exceso de Coeficiente de Ocupación de 
Suelo S2. 81

81 J.-P. Gilli, «Réflexions sut le plafond “local de densité”;», en Un droit inviolable et sacre: 
la propicié, op. cit., pp. 140 ss.

Sobre la regulación y problemática del COS, vid., entre otros, Gautier, «Les transferís 
de COS ou la recherche de requité», Departemenis et commimes, mayo 1975, pp, 11 ss.; Glítn,
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La participación por exceso de Coeficiente de Ocupación de Suelo 
debe ser abonada en los casos en los que la densidad medida por 
la superficie de suelo hors oeuvre neta excede de la autorizada por 
e! Coeficiente de Ocupación de Suelo.

No es acumulable con la imposición por exceso del Plafond Legal 
de Densité, por tanto, si el PLD es inferior al COS sólo'puede ser 
exigido la imposición por exceso de PLD; si el COS es inferior al PLD 
y si la densidad de construcción proyectada se sitúa en los dos, sólo 
es exigióle la participación por sobrepasar el COS. Si la densidad de 
construcción excede tanto el COS como el PLD podrán ser exigióles 
ambas: la participación en el exceso del COS en el margen de densidad 
comprendida hasta el PLD y desde este ¡imite la imposición por exceso 
de PLD.

La participación por sobrepasar el COS se calcula en función del 
valor de la superficie suplementaria de terreno que hubiera sido nece­
saria para la edificación de la construcción si el coeficiente hubiera 
sido respetado (art. L 332-2 CU); el cálculo, por tanto, es muy similar 
al del PLD.

Al contrario que el PLD, los ingresos de esta participación los 
percibe únicamente la colectividad local, y deben destinarse o estar 
afectados al presupuesto de inversiones de la colectividad beneficiaria 
del mismo y los puede utilizar para todo gasto que sea de su com­
petencia.

El art. 50 de la Ley para la Solidaridad y la Renovación Urbanas 
2000-1208, de 13 de diciembre, deroga el Plafond Legal de Densité 
(PLD) de forma que éste sólo podrá ser percibido en las colectividades 
locales que lo hayan instaurado como tarde el 31 de diciembre de 
1999. Podrá ser suprimido en cualquier momento por la colectividad 
local u organismo público que lo haya instaurado en menos de tres 
años, y es suprimido de pleno derecho en las colectividades locales 
en las que se instaure el nuevo régimen de participación para la crea­
ción de nuevas vías que establece el art. 46 de la citada, al que haremos 
referencia a continuación.

— La renta por la creación de oficinas o centros de investigación 
en la región lie de France.

Creada por la Ley de 2 de agosto de 1960 pone en funcionamiento 
un dispositivo para limitar la implantación de naves industriales y ofi­
cinas en la región y de esta forma reequilibrar las actividades en el 
conjunto del territorio.

«Les transferís de COS», Urbanismc, núm. 170, mayo 1979, p. 57; J. Dubois-Maury, «Les trans- 
ferts de COS: un ouíil de protection des espaces naturels», Revue Norois, núm. 119, 19S3, 
pp. 393 ss.; B. Lamorlette, «Les avatars juridiques du dépassement de COS», Eludes fonciéres 
núm. 59, 1993, pp. 6 ss.
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En principio se establecía una tasa por la implantación de este 
tipo de establecimientos y una prima por demolición, si bien esta última 
fue eliminada por Ley de 7 de julio de 1971.

La Ley núm. 86-1318, de 30 de diciembre de 1986, afecta la tota­
lidad de los ingresos percibidos a la financiación del equipamiento 
de la región y a la creación de infraestructuras para la implantación 
de actividades industriales. Aparece regulada en la actualidad en los 
arts. L 520-1 y R 520-1 CU. Es exigióle en casos de creación de locales 
o naves para oficinas o naves industriales, o por su transformación 
o cambio de uso.

2.2) Participaciones no fiscales

— Participación en la conexión de la red de alcantarillado.
El art. L 35-4 del Código de la Salud Pública establece que los 

propietarios de los inmuebles edificados posteriormente a la puesta 
en servicio de la red de alcantarillado a la que deben conectarse pueden 
ser obligados por la colectividad local, por evitar los gastos de ins­
talación de una red individual de depuración reglamentaria, a realizar 
una participación que alcance como máximo el 80 por 100 del coste 
de instalación.

Es necesario diferenciar esta, participación de la establecida por 
el art. L 332-15 CU que supone el desembolso por la realización de 
las redes y el acceso de las mismas a los inmuebles que es acumulable a 
la anterior y puede ser acumulable. El hecho generador es la expedición 
de la autorización permitiendo la edificación del nuevo inmueble.

— Participación destinada a la realización de parques públicos de 
estacionamiento.

Prevista en los arts. L 332.6-1.2.° y L 421-3 CU tiene carácter suple­
torio; sólo en los casos en los que el peticionario no tenga la posibilidad 
de adquirir las plazas de garaje necesarias para la construcción del 
inmueble y tampoco sea posible la solicitud de una concesión a largo 
plazo (como mínimo de quince años) sobre las plazas públicas situadas 
en un aparcamiento vecino porque impida el POS este tipo de actua­
ción.

— Participación para la realización de equipamientos públicos 
excepcionales.

Constituye una novedad de la Ley de 18 de julio de 1985; su campo 
de aplicación se extiende a toda instalación de carácter industrial, 
agrícola, comercial o artesanal que por su naturaleza, situación e impor­
tancia necesite la realización de equipamientos públicos excepcionales. 
La tasa de participación es fijada por la autoridad que expide la licencia
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de construcción en función del coste del equipamiento que debe ser 
realizado.

— Participación para la realización de los equipamientos públicos 
de los servicios públicos industriales o comerciales. Sustitución por la 
participación a la financiación de vías nuevas (LSRU 2000-1208, de 
13 de noviembre).

Regulada en el art. L 332-6-1 CU establece la posibilidad de prever 
una participación para la realización de equipamientos públicos indus­
triales o comerciales concedidos o explotados directamente por la 
administración (régie) siempre que éstos sean necesarios para la rea­
lización de la Operación.

En principio la Ley de 18 de julio de 1985 establecía que úni­
camente serían financiados por los constructores aquellos equipamien­
tos necesarios para la operación, sin embargo, el concepto era algo 
vago: es la Ley de 9 de febrero de 1994 la que instaura un nuevo 
principio en aras a precisar el contenido de la obligación, entendiendo 
que los constructores sólo deberán contribuir a la realización de los 
equipamientos en proporción a sus necesidades83. El hecho generador 
de la tasa es la solicitud de la licencia de construcción, si bien excep­
cionalmente puede inferirse de la demanda de unión a las redes de 
agua, electricidad, gas y energía eléctrica (art. L 332-28.2 CU), previa 
a la licencia de construcción.

Esta contribución ha sido sustituida por la denominada partici­
pación para la financiación de vías nuevas (art. 46 de la LSRU 
2000-1208, de 3 de diciembre), que supone la participación para la 
transformación en vía urbana de una carretera o un camino preexis­
tente y que además es exigible a los propietarios de suelo que se bene­
fician de la nueva vía; incluye la financiación de la totalidad o de parte 
del coste de las obras de urbanización. Con esta reforma se pretende 
dotar a las colectividades locales de los medios financieros necesarios 
para la realización de las obras de urbanización decididas en los Planes 
Locales de Urbanismo.

El motivo de que esta nueva participación sustituya a la de rea­
lización de servicios públicos industriales y comerciales radica en el 
hecho de que no parece deseable por el legislador mantener un meca­
nismo de financiación para la urbanización de una nueva construcción 
en sectores en los que ésta no está programamada por la colectividad 
local, respondiendo además a una de las preocupaciones mayores de 
esta nueva Ley que es la utilización económica del espacio.

83 Es éste un principio de proporcionalidad; un sistema que nos recuerda, qué duda cabe, 
a la casi obsesiva reiteración en el ordenamiento español del principio de equidistribución de 
beneficios y cargas.
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— Cesión gratuita de terrenos.
Los constructores pueden ser obligados a ceder los terrenos des­

tinados a ser afectados a usos públicos, con un límite de un 10 por 
100 de la superficie del terreno a la que se dirige la obligación, pueden 
ser exigidos a los beneficiarios de licencias que implican la creación 
de nuevos edificios o nuevas superficies construidas (art. L 332-6-1 
CU). En principio el uso público al que está destinada la cesión no 
puede ser otro la ampliación, la restauración, o la creación de vías 
públicas incluso si estas operaciones no están vinculadas a la edificación 
de construcciones, ni han sido impuestas por un plan de urbanismo.

Sin embargo, estas cesiones, en principio gratuitas, pueden ser obje­
to de compensación en los casos en que se haya fijado un Coeficiente 
de Ocupación de Suelo (COS) o en los que sea aplicable el Plafond 
Legal de Densité (PLD); en estos casos el derecho a edificar en la 
parcela cedida se traslada a la parte que conserva el propietario, si 
no existen impedimentos legales para ello. Del mismo modo se tiene 
en cuenta para el cálculo de la imposición por exceso de PLD cuando 
exista H4.

2.3) La realización de los equipamientos propios de la operación

La autoridad que expide la licencia de construcción, de urbani­
zación o de parcelación exige, en la medida en que sean necesarias, 
la realización y la financiación de todas las obras necesarias para la 
viabilidad y el equipamiento de la construcción del terreno a ejecutar 
o de la parcelación, especialmente en lo que concierne al viario, el 
suministro de agua, gas, electricidad, las redes de telecomunicación, 
evacuación de aguas, alumbrado público, espacios colectivos, zonas de 
juego y zonas verdes. Estas obligaciones se entienden en el sentido 
de la conexión de todos estos sistemas necesarios para la operación 
a las redes existentes.

b) Régimen alternativo a la TLE: participaciones

1) Participación en la financiación mediante 
los “Programas de Ordenación de Conjunto”
(Programmes d’Aménagement d’Ensemble, PAE)

Los Programmes d’Aménagement d’Ensemble (PAE) tienen por 
objeto exclusivo la determinación de la financiación de los equipa­
mientos públicos necesarios en el perímetro marcado o delimitado en

84 jACQUOTy Priet, op. cit,, p. 425.
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el momento de su aprobación. No constituyen, por tanto, un plan urba­
nístico sino que, al igual que las ZAD, únicamente implican el régimen 
o el modo de financiación de una zona. El art. L 300.2 CU no los 
incluye como operaciones de urbanismo/ejecución del planeamiento.

Fueron introducidos por la Ley de 18 de julio de 1985 y su regu­
lación ha ido perfeccionándose con la aprobación de la Ley núm. 
93-122, de 29 de enero de 1993. Suponen la sustitución de la aplicación 
de la Tasa Local de Equipamiento como modo de contribución a la 
financiación de las obras de urbanización de un determinado sector. 
Son, por tanto, regímenes excluyentes.

La novedad de los PAE estriba en el hecho de que la determinación 
de la participación de los constructores es mucho más ágil y permite 
su retribución de diferentes modos: mediante la realización de las 
obras, la cesión de terrenos o la participación financiera, siendo el 
Consejo Municipal el encargado de determinar la aplicación de este 
régimen y de fijar el grado de participación de los constructores.

El régimen de este tipo de programas sólo puede ubicarse en las 
zonas U y NA de los POS, en los municipios que estén dotados del 
mismo o en las partes actualmente urbanizadas en las colectividades 
no dotadas de un Plan de Ocupación de Suelo.

El art. 332-9 CU estableció en principio que en los sectores de 
una colectividad local en los que existe un PAE aprobado por el consejo 
municipal podrá cargarse a los constructores todo o parte de los equi­
pamientos públicos realizados en el interés principal de los usuarios 
de las construcciones realizados dentro del sector de referencia.

Sin embargo, la Ley núm. 94-112, de 9 de febrero de 1994, permite 
la posibilidad de que los equipamientos que deban ser realizados se 
encuentren fuera del perímetro del PAE siempre que correspondan 
a las necesidades de la población del sector. El límite de imposición 
a los constructores modifica su punto de partida, de una concepción 
geográfica como limitadora de la capacidad de atribución (sólo los 
equipamientos comprendidos en el interior del perímetro del PAE son 
susceptibles de ser financiados por los constructores), a un principio 
de ponderación de las necesidades de la población, al margen de su 
inserción geográfica o no dentro del perímetro marcado.

Desde el punto de vista morfológico, o de la dinámica urbana, 
creo que esta nueva valoración se adapta mejor a la forma de cre­
cimiento y extensión de las ciudades. Actualmente una de las claves 
de la viabilidad de un proyecto urbano es el modo en que éste se 
inserta y se relaciona con el resto de la trama urbana. Esta inserción 
y relación se llevan a efecto mediante la realización de equipamientos 
colectivos, internos y externos a un determinado perímetro, que comu­
nican y enganchan la nueva urbanización al tejido urbano preexistente.
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La ciudad no puede ser entendida como un conjunto de proyectos 
inconexos y cerrados en sí mismos; por esta razón las necesidades de 
la población de un determinado sector sobrepasan los límites geográ­
ficos del mismo, y la posibilidad de que se recoja la posibilidad de 
financiación por parte de los constructores de los equipamientos exter­
nos pero vinculantes es de todo punto lógica.

Si bien, este nuevo principio es limitado en el sentido de que si 
la capacidad de los equipamientos programados excede de las nece­
sidades reales del sector, sólo podrán imponerse a los constructores 
la fracción del coste proporcional que afecte al mismo.

El art. L 332.12 CU establece que el hecho que genera la deter­
minación de la participación es la solicitud y posterior expedición de 
licencia de construcción o la declaración de las obras. Si bien puede 
procederse a su cálculo y exigirse también con ocasión de la expedición 
de licencia de parcelación o urbanización de los terrenos o en el acto 
que aprueba el plan de ordenación de una asociación de propietarios 
urbanos.

Será la autoridad competente para la expedición de la licencia la 
que llevará a cabo el cálculo de la participación exigióle, en forma 
de cesión de terrenos, realización de las obras o participación finan­
ciera, por el constructor.

2) La participación en las ZAC

El art. L 1.585 del Código General de los Impuestos prevé que 
las ZAC puedan situarse fuera del campo de aplicación de la Tasa 
Local de Equipamiento si el coste de los equipamientos públicos que 
figuran en una lista aprobada por decreto de Consejo de Estado es 
atribuida a los constructores. No es, pues, un principio obligatorio, 
sino que en el momento de creación de la ZAC se determinará su 
régimen de financiación.

El límite máximo de participación que puede ser exigido al cons­
tructor es establecido al igual que en los PAE por el art. 332.9 CU; 
es en el ámbito de este límite máximo en el que la participación es 
negociada (a diferencia de los PAE en que es impuesta por el Consejo 
Municipal) entre el urbanizador y la persona pública que ha tomado 
la iniciativa de la creación de la zona.

Las peculiaridades del régimen de financiación de las ZAC en las 
que el conjunto de la propiedad no es del urbanizador, las analizaremos 
en epígrafe aparte, como modo de participación de la propiedad pri­
vada en los procesos públicos de urbanización.



158 MAR T A LOR A-TAMA YO VALLVE

2. DE LA CONCESIÓN DE OBRA PÚBLICA HAUSSMANNIANA
A LAS ZONE D AMÉNA GEMENT CONCERTÉ.
¿PERVIVENCIA Y DIFUMINACIÓN DE UN MODELO?

Tuvimos ocasión de analizar en páginas anteriores —y a ellas nos 
remitimos— cómo uno de los principales métodos de realización de 
las obras de reforma de París, y posteriormente de otras ciudades fran­
cesas, es el sistema de concesión; corresponde ahora intentar averiguar 
qué es lo que ha quedado de ese primer modelo de urbanismo con- 
cesional en las diferentes formas de ejecución del urbanismo que se 
han ido adoptando en Francia.

2.1. Los primeros modelos

A partir de 1909 comienzan a existir en Francia diferentes pro­
posiciones legislativas con vistas a llevar a cabo una regulación com­
pleta sobre urbanismo. Pero hasta el 14 de marzo de 1919 no. sería 
aprobada la primera Ley de Urbanismo, la “Ley Cornudet”, comple­
tada años más tarde por la Ley de 19 de julio de 1924.

La principal novedad que introduce la “Ley Cornudet” es la obli­
gación de establecer en el plazo de tres años en todas las colectividades 
locales de más de 10.000 habitantes «proyectos de urbanización, sanea­
miento y extensión de las ciudades»; éstos deberían ser costeados ínte­
gramente por los municipios a excepción de aquellos que presentaran 
un interés especial en razón del crecimiento rápido de la población, 
de sus especiales características naturales y aquellos que hubieran sido 
devastados durante la guerra, que serían realizados y financiados ínte­
gramente por el Estado.

Estos planes responden a una idea omnicomprensiva de la obra 
urbanizadora despegándose del ya arcaico concepto de plan de ali­
neaciones que sólo afectaba a las vías públicas, debiendo determinar 
todos los elementos de ordenación mediante un plan delimitador de 
las vías públicas, plazas, zonas verdes, reservas de bosques, emplaza­
mientos reservados a servicios públicos, e incluso comienzan a apun­
tarse los primeros atisbos de zonificación permitiéndose la afectación 
de zonas a distintos usos. Debían ser realizados a iniciativa de la colec­
tividad local por técnicos especializados en la materia 85.

Una vez realizado el plan y sometido a consulta de diversos orga­
nismos técnicos es declarado de utilidad pública por decreto de Consejo 
de Estado, siendo a partir de este momento oponible frente a terceros,

ss Arquitectos urbanistas. Vemos, por tanto, cómo la hegemonía y la intervención de los 
ingenieros de caminos comienza a descender a favor de los arquitectos.
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que deberán adecuar las construcciones a lo establecido en el plan 
y solicitar la licencia correspondiente. La extensión y urbanización de 
la ciudad se llevaba a cabo principalmente mediante parcelaciones en 
muchos casos ilegales que fueron regularizadas mediante la aprobación 
de la Ley de 19 de julio de 1924. que impone como requisito necesario 
para ejecutar cualquier parcelación la aprobación de un proyecto que 
contuviera un plan de urbanización y parcelación, un programa de 
obras de viabilidad a ejecutar antes de la venta de los solares resultantes 
y un cuadro de cargas de venta o de alquiler de tas parcelas o lotes.

Las Leyes de 1919 y 1924, a excepción de aquellos planes que eran 
financiados directamente por el Estado, se enmarcan en un cuadro 
estrictamente municipal que no alcanzaba a solucionar ni plantear los 
problemas emergentes de coordinación de las nuevas aglomeraciones 
urbanas cada vez más numerosas. Así, la Ley de 14 de mayo de 1932 
establece un proyecto de ordenación para la región parisina al que 
deberían quedar subordinados el resto de los planes de extensión y 
saneamiento de las 656 colectividades locales situadas en la región; 
del mismo modo y siguiendo el ejemplo parisino, que como hemos 
visto hasta el momento supone en la historia legislativa francesa el 
laboratorio urbanístico en el que se ensayan las primeras experiencias 
que se extenderán más tarde al resto del país 86 mediante el Decreto-ley 
de 25 de julio de 1935 que permite la posibilidad de establecer planes 
regionales.

Los poderes públicos franceses parecen, pues, a partir de este 
momento poder controlar la planificación, la gestión y la ejecución 
del urbanismo mediante este conjunto de disposiciones; sin embargo, 
la realidad fue bien diferente en tanto en cuanto las disposiciones de 
la normativa de 1919 y 1924 no fueron aplicadas más que parcialmente, 
las parcelaciones ilegales continuaban proliferando y los proyectos 
regionales tuvieron escasa relevancia práctica. Habría que esperar a 
la Ley de 15 de junio de 1943, que lleva a cabo una reorganización 
del urbanismo y dota a! Estado de servicios específicos en esta materia 
que permiten llevar a cabo un control eficaz y directo sobre el futuro, 
y sobre todo la reconstrucción de las ciudades; es el período del urba­
nismo reglamentario.

Sin embargo, tras la Segunda Guerra Mundial, este urbanismo 
reglamentario no responde a las necesidades sociales del momento; 
se hace necesaria una revitalización del mercado inmobiliario que pue­
da acoger el éxodo urbano, que pueda recuperar las ciudades devas­
tadas por la guerra, un urbanismo en el que el Estado participe acti­
vamente en la reconstrucción y en la obra urbanizadora. Ante este

86 E¡ Decreto de 26 de marzo de 1852 de expropiación es el ejemplo que con más claridad 
hemos visto hasta el momento, y cómo posteriormente se fue extendiendo su aplicación al 
resto de ciudades francesas.
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cúmulo de necesidades económicas, sociales y urbanísticas, se inicia 
una nueva etapa de urbanismo operacional, que podríamos calificar 
de coyuntural, primer germen del urbanismo concertado S7.

2.2. Las ZUP. El urbanismo confesional, operacional y coyuntura!

En efecto, las colectividades públicas habían intervenido hasta el 
momento en el proceso de urbanización y ordenación de las ciudades 
creando los equipamientos indispensables y en el marco general de las 
obras públicas, al menos desde las Leyes de 1919 y 1924. Sin embargo, 
y a raíz de la Segunda Guerra Mundial, se hacen necesarias inter­
venciones estatales concretas, rápidas y eficaces. Por una parte, se 
precisa la reconstrucción y reforma interior de barrios destruidos o 
seriamente dañados, que se llevaría a cabo mediante la constitución 
de las denominadas asociaciones sindicales de propietarios, sociedades 
públicas creadas por decisión prefectoral o ministerial. Pero, por otra, 
la reconstrucción no es suficiente y se hace necesario renovar el parque 
inmobiliario: el alto crecimiento demográfico y el éxodo rural requieren 
intervenciones que vayan más allá de la reforma interior, la recons­
trucción y el saneamiento.

La Ley de 21 de julio de 1950 pone la primera piedra creando 
un sistema de ayuda financiera a la construcción. Posteriormente, la 
Ley de Suelo de 6 de agosto de 1953 dará vía libre a las colectividades 
públicas para intervenir directamente en la implantación de grupos 
de inmuebles que fueran a ser edificados y, lo que es más importante, 
vuelve al sistema de urbanismo de obra pública mediante el cual la 
Administración expropia los terrenos necesarios situados en un perí­
metro delimitado y una vez urbanizados o equipados revenderá los 
solares a constructores públicos o privados para satisfacer con el precio 
de la venta el coste de la obra urbanizadora.

Así pues, el régimen del urbanismo operacional tiene como punto 
de partida una circunstancia histórica muy concreta que no se debe 
perder de vista y que justifica la intervención del Estado: la necesidad 
de reconstrucción .

Su establecimiento definitivo tendrá lugar mediante la Ley Cuadro 
núm. 57-908 de la Construcción, de 7 de noviembre de 1957 (arts. 
48 y 49), y, sobre todo, mediante los Decretos de 31 de diciembre 
de 1958 que regulan las Zones á Urbaniser par Pñorité (ZUP) y la 
renovación urbana. 87

87 Cfr. Priet y Jacquot, op. cit., pp. 19 a 27.
Que, como hemos visto, encuentra cierto paralelismo en la España de la posguerra 

con las ACTURES.
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Las ZUP tenían por objeto favorecer el equipamiento rápido de 
zonas donde se deseaba localizar programas de construcción. Por deci­
sión ministerial se delimitaba la zona, la colectividad pública respon­
sable que por regla general era el municipio, llevaba a efecto un con­
venio mediante una sociedad pública o una sociedad de economía mixta 
de equipamiento. Cualquiera de las dos procedían a la adquisición 
de los terrenos mediante la utilización de las técnicas de expropiación 
o derecho de tanteo, los equipaba, urbanizaba y posteriormente los 
revendía a los constructores. La financiación de la obra urbanizadora 
estaba asegurada en parte por la ayuda del Estado, que ejercía de 
esta manera un control muy estricto sobre el desarrollo de la operación. 
Este procedimiento fue utilizado para la organización de la extensión 
de nuevas aglomeraciones, en especial de los denominados grands 
ensembles construidos en la periferia de las ciudades.

El procedimiento de renovación urbana funcionaba mediante 
mecanismos muy similares, si bien tenía por objeto la renovación en 
el interior de las ciudades; consistía en destruir los barrios insalubres 
o vetustos y reemplazarlos por conjuntos inmobiliarios modernos dota­
dos de los equipamientos necesarios.

Estos dos procedimientos de ordenación urbana se vieron forta­
lecidos y completados, por una parte, mediante la introducción de la 
restauración inmobiliaria de la “Ley Malraux”, de 4 de agosto de 1962, 
y, de otra, mediante la consolidación y reforzamiento del derecho de 
tanteo en las ZUP y la creación de nuevas zonas de tanteo; las ZAD 
(Ley de 26 de julio de 1962) que, como vimos en páginas anteriores, 
preparan las operaciones urbanísticas desde la perspectiva de la pro­
piedad del suelo evitando el alza del precio de las mismas ante el 
anuncio de un determinado proyecto urbanístico.

De esta manera, durante los años que siguieron a la guerra los 
poderes públicos organizaron la creación de barrios nuevos y la rege­
neración de los preexistentes gravemente dañados. Un nuevo urba­
nismo activo en el que los poderes públicos asumen directamente la car­
ga de la ordenación y urbanización de la ciudad nace en este período.

2.3. Las ZAC. Urbanismo ¿concesional? concertado

A) Con cepto y fina lidades

El art. L 311-1 CU establece que las Zonas de Urbanización Con­
certada (ZAC) son las zonas en el interior de las cuales una colectividad 
pública decide intervenir para realizar o hacer realizar la urbanización 
y equipamiento de los terrenos, especialmente de aquellos que esa 
colectividad o sociedad ha adquirido o adquirirá con vistas a ceder 
o concederlos a los utilisateurs, constructores públicos o privados.
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A la vista de la definición legal dada por el Código del Urbanismo, 
Perignon 89 simplifica estableciendo que la ZAC es una operación de 
urbanización y de equipamiento de iniciativa pública y un modo de 
producción de terrenos equipados, y puntualiza el concepto dado al 
aclarar que, si bien una operación de ZAC implica normalmente que 
el urbanizador cede o concede los terrenos equipados al constructor, 
puede también reservarse el derecho de edificar él mismo sobre la 
totalidad o parte de la zona. Además la ZAC puede ser utilizada en 
un entorno edificado enmarcando una determinada acción de reno­
vación urbana.

Bouyssou 9(1 recoge, por una parte, la doctrina del Consejo de Esta­
do en la que destaca como uno de los requisitos indispensables para 
la creación de una ZAC el que la creación de los equipamientos públi­
cos sea suficiente. De otra, califica la definición de ZAC como de 
excesivamente general en el sentido de que no comporta ninguna exi­
gencia cualitativa como el carácter social de la vivienda o la necesidad 
de creación de empico. Sin embargo, a pesar de la inexistencia de 
estos parámetros, se hace necesaria la declaración de utilidad pública 
de la operación para los casos en que hayan de expropiarse los terrenos.

La finalidad de las ZAC es establecida en el art. R-311 CU: tienen 
por destino la urbanización o el equipamiento de terrenos edificados 
o no edificados en vistas a la realización de construcciones para el 
establecimiento de viviendas, comercio, industrias de servicios y la ins­
talación de equipamientos colectivos públicos o privados.

B) Régimen jurídico

Las Zones d’Aménagement Concerté (ZAC) nacen con la Ley de 
Orientación del Suelo de 30 de diciembre de 1967 para reemplazar 
a las antiguas ZUP que, como hemos descrito en páginas anteriores, 
eran reguladas por el Decreto núm. 58-1464, de 31 de diciembre de 
1958.

La finalidad inicial para la que fueron creadas las ZAC es la de 
desarrollar la oferta de suelo urbanizado, a excepción de las deno­
minadas ZAC de renovación urbana que desaparecerían con la Ley 
de 18 de julio de 1985.

89 S. Phrignon, Zones d’Aménagement Concerté, Dajloz Action Urbanisme, pp. 1249 a 1266.
90 F. Bouyssou, Zones d’Aménagement Concerté (ZAC), t. III, fases. 13-80, u. 160, París, 

Editions Juris Classcur Constmction, 1999.
Conseil d’Etat, 28 de julio de 1993, Comnmne de Chamonhc-Mont Bhtnc. Declara la ilegalidad 

de una ZAC de 7.250 m2 cuyo único objeto es el establecimiento de un hotel (Rea. núm. 
124.099).
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La principal diferencia y originalidad de las ZAC respecto de las 
ZUP deriva de tres circunstancias:

De una parte, y en primer lugar, la institución de las ZAC no 
implica una aplicación directa del Derecho de Tanteo Urbano, sino 
que podrá delimitarse mediante la creación de un perímetro de tanteo 
oZAD.

De otra parte, y en segundo lugar, las ZAC presentan un carácter 
derogatorio en relación con los instrumentos de planificación urbana 
instituidos por la misma Ley creadora de las ZAC (esquemas directores 
y planes de ocupación de suelo) apareciendo en este sentido como 
una “super-derogación” 91 frente al derecho común de planificación 
urbana y al método tradicional de financiación del urbanismo, pues 
la participación financiera del urbanizador se sustituye mediante la 
financiación de los equipamientos públicos, suprimiéndose en estos 
casos la aplicación de la Tasa Local de Equipamiento (TLE).

Por último, el procedimiento de las ZAC permite la integración 
de los urbanizadores privados por vía de convenio, mientras que en 
el urbanismo operacional de las ZUP estaba reservado a personas 
públicas o semipúblicas que intervenían mediante concesión.

Esta nueva institución aparece, por tanto, como un medio muy 
ágil de urbanización conjunta entre colectividades locales y construc­
tores privados.

Este carácter de superposición sobre los procedimientos tradicio­
nales de urbanización ajustados al planeamiento urbanístico, así como 
la utilización de la expropiación para la realización de estas operaciones 
aparecen a veces como una utilización de las prerrogativas de poder 
público dirigidas a un objetivo o una finalidad de utilidad privada y 
han suscitado muchas críticas, así como el diferente régimen de las 
mal llamadas ZAC públicas y ZAC privadas.

El régimen jurídico de las ZAC se ha ido perfeccionando y por­
menorizando. Las Circulares de 30 de noviembre de 1971, de 31 de 
marzo de 1973 y de 6 de febrero de 1974; la Ley de 10 de julio de 
1973, y la Ley de 31 de diciembre de 1976 sitúan en el ámbito del 
planeamiento urbanístico la ubicación de las mismas, diluyendo en par­
te la sensación primigenia de ser “planes volantes no identificados” 
capaces de romper la estructura y organización territorial y urbanística 
de una o varias colectividades locales previamente establecida mediante 
la creación de los respectivos Esquemas Directores y Planes de Ocu­
pación de Suelo, en la actualidad Esquemas de Coherencia Territorial 
y Planes Locales de Urbanismo. 93

93 Cfr. F. Bouyssou, Zones d'Aménctgeniení Concerté (ZAC).
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En este sentido, la adecuación o la compatibilidad de las ZAC y 
su planeamiento de desarrollo, el plan de urbanización de zona (PAZ), 
respecto a los Planes de Ocupación de Suelo (POS) debe establecerse 
en las zonas urbanas o en las zonas de urbanización futura y ser al 
mismo tiempo compatible con los principios de los Esquemas Directores 
(SDAU). Principio de compatibilidad que impone que la localización 
y el Plan de Urbanización de Zona (PAZ) no pongan en duda ni las 
opciones fundamentales del esquema, ni el destino general del suelo, 
y no comprometiendo la conservación de los espacios verdes y de los 
lugares protegidos.

La exigencia de compatibilidad con los Esquemas Directores ha 
dado lugar a anulaciones espectaculares de decisiones de creación de 
ZAC o de Planes de Urbanización de Zona 92.

El art. 7 de la LSRU 2000-1208, de 13 de diciembre, establece, 
de una parte, la obligatoriedad de que los proyectos urbanísticos de 
ZAC se incluyan en los Planes Locales de Urbanismo (los antiguos 
POS, actuales PLU) con el fin de integrarlos mejor en la urbanización 
que les circunda y para agilizar los procesos de aprobación.

Por otra parte, se lleva a cabo una práctica descentralización del 
proceso de creación y aprobación de las mismas: tanto si la colectividad 
local está dotada de un Plan Local de Urbanismo (PLU) o no, las 
únicas excepciones de aprobación de una ZAC por el prefecto se dan 
en los casos de ZAC creadas a iniciativa del Estado, de una región, 
de un departamento o uno de sus organismos públicos y las creadas 
en el ámbito de una operación de interés nacional.

Las Leyes de Descentralización de 2 de marzo de 1982 y 18 de 
julio de 1985 suponen una gran novedad para el procedimiento de 
las ZAC, en el sentido de que los cuadros de cargas tipo para las 
concesiones y convenios en ZAC —que eran destinados a la concreción 
de las diferentes modalidades de realización— se transforman en sim­
ples modelos, no imponiéndose a las colectividades locales. Si bien 
éstas tendrán siempre interés en que se mantengan y sean respetados, 
pues garantizan de una forma más concreta sus intereses, sobre todo 
en materia de cesiones y contribución a la financiación de los equi­
pamientos de las zonas.

En cuanto a la iniciativa para la creación de una ZAC y el pro­
cedimiento de aprobación se deben distinguir ambas fases que pueden 
responder a sujetos públicos diferentes, y que han ido evolucionado 
mediante las Leyes de Descentralización hacia un control cada vez 
mayor de las colectividades locales respecto del mismo.

n ZAC du Front Seine a Levaliois Peiret {CE 5 de octubre de 1990), ZAC de Tolbiuc 
(CE de 22 de mayo de 1991), PAZ de Saint-Brice (CE de 26 de mayo de 1993) op. cit., citadas 
por Bouyssou, op. cit., p. 7.
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La ZAC es siempre una operación de iniciativa pública, cualquiera 
que sea su modo de realización. Las personas de derecho público que 
pueden tomar la iniciativa de su creación y solicitarla a la autoridad 
competente se enumeran de forma limitativa en el art. R 311-2 CU<J3.

La Ley de Orientación para la Administración Territorial de 6 de 
febrero de 1992 preveía la posibilidad de que en un futuro las aglo­
meraciones en las que fueran creadas las comunidades de ciudades, 
la realización o la creación de las ZAC fueran de su competencia, 
pero aunque la citada norma no transfería la competencia fue un primer 
indicador de lo que este sentido dispone la reciente Ley núm. 99-586.

La citada Ley de 12 de julio de 1999 94 de Reforzamiento y Sim­
plificación de la Cooperación Intercomunal otorga competencias para 
la creación y realización de ZAC a las comunidades de aglomeración 95, 
que podrán ejercer esta competencia de pleno derecho y en sustitución 
de las colectividades locales pertenecientes a la misma y a las comu­
nidades urbanas 96; para el caso de la comunidad de colectividades

53 El Estado; las colectividades ¡ocales; las sociedades públicas de agrupación de colec­
tividades locales: comunidades urbanas y sindicatos comunitarios de urbanización de ciudades 
nuevas competentes de pleno derecho y los sindicatos de colectividades locales de vocación 
única o múltiple si sus estatutos lo permiten; sociedades públicas de urbanización, sociedades 
públicas de urbanización de nuevas ciudades y sociedades públicas de suelo con competencias 
en materia de urbam’ción; organismos públicos de HLM, teniendo vocación en materia de urba­
nización; sindicatos mixtos en los límites de sus competencias estatutarias; cámaras de comercio 
e industria, puertos autónomos marítimos y fluviales, aeropuertos constituidos en sociedades 
públicas, en los límites de sus objetivas estatutarios.

* JO de 13 de julio de 1.999; Le Memiteur. Textes Officiels. Cahier Spécial núin. 4991. Admi- 
nistration nationál et load, pp. 347 a 378. Esta Ley permite una racionalización de la inter- 
comunalidad organizada, en adelante, en torno a tres estructuras: las comunidades urbanas, 
las comunidades: de aglomeración y las comunidades de colectividades locales.

La aglomeración es dotada de un estatuto institucional, fiscal, financiero, que confiere 
a las comunidades urbanas y a las comunidades de aglomeración una responsabilidad particular 
en el tratamiento de los problemas urbanos (arts. 1 a 13).

El título primero de la Ley precisa las reglas de organización y funcionamiento (creación, 
competencias) de estas nuevas sociedades públicas de cooperación intercomunal, así como sus 
relaciones con los existentes hasta el momento {sindicatos y distritos, comunidades de ciudades 
y nuevas aglomeraciones).

El título segundo está consagrado a las disposiciones fiscales y financieras e incita a los 
Establecimientos Públicos de Cooperación Intercomunal (EPC1) a instituir la Tasa Profesional 
Única (TPU).

55 Las comunidades de aglomeración son definidas por el art. 1 de la Ley de 12 de julio 
de 1999, de Reforzamiento y Simplificación de la Cooperación Intercomunal, que reforma c! 
art. L 5216 del Código General de ias Colectividades Territoriales, como un «établissment pubüc 
u organismo público de cooperación intercomunal que reagrupa varias colectividades locales 
formando en ia fecha de su creación un conjunto de más de 50.000 habitantes d’un sel tenant 
et sans enclave alrededor de una o varias colectividades locales centro de más de 15.000 
habitantes {...).

96 «Son comunidades urbanas (communauté urbaine) el establecimiento o sociedad pública 
de cooperación intercomunal que reagrupa varias colectividades locales d’un seul tenant en sans 
enclave que forman en el momento de su creación un conjunto de más de 500.000 habitantes 
y que se asocian en el seno de un espado de solidaridad para elaborar y conducir juntas un
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locales, el art. 17 de la Ley 12/1999 que modifica entre otros el 
art, L 5214-23-1 del Código Genera! de Colectividades Territoriales, 
establece que en materia de ordenación del espacio comunitario ten­
drán competencia en las Zonas de Ordenación Concertada de Interés 
Intercomunilario, pero no especifica de forma expresa si la citada com­
petencia es de creación y realización o solamente de realización. En 
este sentido, y en ausencia de mayores especificaciones, entendemos 
que la competencia será sólo de realización y no de creación.

Cualquiera que sea la autoridad competente para crear una ZAC, 
el denominado dosier o documento de creación es realizado por la 
persona pública que ha tomado la iniciativa de creación de la misma 
cuyo contenido es regulado por el art. R 311-1 CU: un informe de 
presentación indicando el objeto y la justificación de la operación que 
incluya una descripción de las características de la zona y sus alre­
dedores y enuncie las razones por las que, a la vista de las disposiciones 
de urbanismo en vigor y la inserción en el ambiente natural o urbano, 
el proyecto que se pretende realizar y que es objeto del documento 
que se presenta.

— Un plano de situación.
— Un plano de delimitación del perímetro o perímetros que com­

ponen la zona.
— Indicación del modo de realización elegido: ordenación/urba- 

nización directa (régie o mandato) o realización indirecta (convenio o 
concesión), aunque no es necesario indicar en este primer documento 
el nombre del urbanizador.

— Régimen de la zona en cuanto al sistema de financiación, esta­
bleciendo si rige la Tasa Local de Equipamiento (TLE) o si ésta es 
suspendida.

— Indicación del documento de urbanismo aplicable en el interior 
de la zona, en el sentido de si se va a establecer un Plan de Urbanización 
de Zona o se rige por las disposiciones del Plan de Ocupación de Suelo.

— Indicación de un plan global de construcción.

C) Ejecución. Modalidades de realización

El art. R-311-4 CU establecía tradicionalmente cuatro procedi­
mientos o modalidades de realización de las ZAC: realización directa 
en régie por la persona que ha tomado la iniciativa de creación de 
la ZAC; contrato de mandato establecido con una organismo público 
de urbanización; concesión acordada con un organismo público o una 
sociedad de economía mixta, y convenio estipulado entre la persona 
jurídica que ha tomado la iniciativa de creación de la ZAC con una

proyecto de desarrollo urbano y ordenación del territorio» (art. 5 de la Ley de 12 de julio 
de 1999, modificando el art. L 5215-1 del Código General de las Colectividades Territoriales).



el urbanismo de obra pública francés 167

persona privada o pública. Las dos primeras formas de realización se 
considerar) directas; la concesión y el convenio son, sin embargo, formas 
indirectas de realización 97.

1. Régie. Todas las personas públicas habilitadas para la creación 
de una ZAC pueden llevarla a cabo directamente. Este sistema, que 
describimos ya en el período haussmanniano, implica que la Admi­
nistración o el organismo público creador de la ZAC asume las cargas 
de la misma actuando como urbanizador (amenageur), dirigiendo la 
totalidad del proceso y asumiendo el riesgo financiero.

2. Mandato. Únicamente los organismos públicos de urbaniza­
ción constituidos en aplicación del art. L 321-1 están habilitados para 
realizar una ZAC en nombre y por cuenta de la persona pública que 
ha tomado la iniciativa de creación de la ZAC. Esta forma de ejecución 
fue la utilizada para la realización de las villes noilvelles 9íi.

El contrato de mandato permite a los organismos públicos de urba­
nización y a las Sociedades de Economía Mixta ser mandatarios de 
la administración creadora de la ZAC y en este sentido podrán llevar 
a cabo estudios, adquisiciones de terrenos, ejecución de las obras y 
construcción y edificación de edificios de cualquier naturaleza. El con­
trato de mandato debe, determinar las condiciones técnicas, adminis­
trativas y financieras de la realización de las obras, y precisar de forma 
especial las condiciones en las que la persona pública ejercerá un con­
trol técnico de las obras o se asegurará del mismo mediante la recepción 
de las nuevas obras y edificios.

3. Concesión. Considerada como un modo de realización indi­
recta supone que toda persona legitimada para solicitar la creación 
de una ZAC o para crearla por sí misma puede conceder la realización 
de la misma. Sólo pueden ser concesionarios las Sociedades de Eco­
nomía Mixta (SEM) ",

4. Convenio. Están habilitados a confiar la realización de una 
ZAC por vía de convenio: las colectividades públicas, sus organismos 
públicos de reordenación y los sindicatos mixtos, así como toda persona 
física o jurídica, pública o privada que tenga competencia desde el 
punto de vista jurídico, técnico y financiero. En el momento en que 
se acuerda la realización de una ZAC por vía de convenio, será el 
urbanizador el que soporte los gastos financieros de la operación * 98

M Las nuevas legislaciones de las Comunidades Autónomas, en España, veremos cómo 
en parte recogen esta diferenciación, realización directa c indirecta. Llevaremos a cabo un análisis 
comparativo de esta distinción en el ordenamiento francés y en los ordenamientos autonómicos 
en páginas posteriores.

98 Cfr. Perignón, op. cil., pp. 1256 ss.
39 Sobre la evolución, régimen jurídico y competencias de las Sociedades de Economía 

Mixta, vid. Ministere de L'Equipement, 40 ans de Sociétéa d’écononúe mate en Frunce (au seiviece 
du dévdopment local), Paris, Económica, 199&.
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Eí Decreto núm. 77-204, de 18 de febrero de 1977, aprobó un 
cuadro de cargas tipo para las concesiones en ZAC; sin embargo, a 
la entrada en vigor de la Ley de 2 de marzo de 1982, relativa a los 
derechos y libertades de las colectividades locales, este Decreto no 
tiene más valor que el ser un modelo no vinculante, de lo que resulta 
que existe una libertad total de contratación en cuanto a la asunción 
del riesgo financiero de la operación. Así, el acuerdo de concesión 
puede definir libremente quién soporta los riesgos financieros, ya sea 
la colectividad local enteramente —si quiere conservar un control abso­
luto de la operación— o bien estableciendo una repartición de los 
riesgos. En caso de que la colectividad local asuma el riesgo financiero, 
el contrato de concesión deberá prever las modalidades de remune­
ración del concesionario. También deberá prever la obligación para 
la colectividad concedente de garantizar los préstamos que contrate 
el concesionario.

Al igual que para el caso de las concesiones, el convenio tipo regu­
lado por el Decreto núm. 70-513, de 5 de junio de 1970, no constituye, 
desde la entrada en vigor de la Ley de 2 de marzo de 1982, más que 
un simple modelo que no es imponible ni vinculante a las colectividades 
locales que las llevan a cabo, sino que es una simple referencia.

El convenio deberá prever el objeto y las condiciones generales 
de realización, definir la función del urbanizador y el vencimiento de 
las operaciones de urbanización o de la cesión de los terrenos, así 
como las modalidades de apropiación de las mismas y la definición 
y repartición de los equipamientos que deban ser realizados. Deberá 
incluir también las precisiones sobre las garantías que debe ofrecer 
el urbanizador en lo que concierne a su aportación y contribución a 
la realización de los equipamientos públicos o en lo que concierne 
a los equipamientos que le incumban o se hayan acordado.

La distinción entre convenio y concesión como modo de ejecución 
indirecta de las obras de urbanización que ha sido fruto de una polé­
mica doctrinal ardua desaparece, aunque sólo aparentemente, con la 
supresión de las concesiones públicas de urbanización y la reforma 
por la LSRU 200-1208, de 13 de diciembre, del art, L 300-4 CU en 
el que se suprime la referencia a la posibilidad de que los organismos 
públicos pudieran llevar a cabo concesiones de urbanización (cotices- 
sion d’aménagement) y se adopta la denominación de convenio público 
de urbanización (convention publique d’aménagement). Asimismo, en 
aquellos artículos en los que se hacía referencia a los concesionarios 
de operaciones de urbanización, como el art. 60 bis del art. 207 del 
Código de los Impuestos, esta expresión cambia por la de encargados 
de la urbanización de un convenio contratado («chargés de Vaména- 
genientpar une convention cüntractée»).

Si bien no se lleva a cabo una total unificación de los regímenes, 
sino que más bien es un cambio formal ya que el Decreto
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núm. 2001-261, de 27 de marzo de 2001, relativo a las Zonas de Orde­
nación Concertada que modifica el Código del Urbanismo 10(), al dar 
nueva redacción al art. R 311-6 establece que la urbanización y el 
equipamiento de la zona puede realizarse directamente por la persona 
jurídica que tiene la iniciativa de su creación mediante un convenio 
público de urbanización, que es el que viene a sustituir a las antiguas 
concesiones públicas de urbanización, y con un convenio entre una 
persona pública o privada.

La dualidad de regímenes continúa existiendo. La finalidad de esta 
supresión es la de evitar la confusión con las concesiones de servicio 
público 100 101. Además, el convenio ordinario —es decir, el que no viene 
a sustituir a la concesión de urbanización por un convenio público 
de urbanización— no constituye una delegación de servicio público 
en el sentido de la “Ley Sapin” (Ley 93-122 relativa a las delegaciones 
de servicio público) en lo que hace referencia a los convenios ordi­
narios, por lo que confiere al urbanizador prerrogativas de poder públi­
co en el ámbito de la expropiación y del derecho de tanteo.

La elección del urbanizador, ya sea por vía de concesión o de con­
venio, no está sometida al régimen de contratos de las Administraciones 
Públicas, pudiendo en este sentido la entidad o el organismo público 
creador de la ZAC elegir, intuitu personae, la persona física o jurídica 
que mediante concesión o convenio váya a realizar la operación de 
urbanización. Ni siquiera la Ley núm. 93-122, de 29 de enero de 1993, 
relativa a las delegaciones de servicio público recoge la necesidad de 
que exista alguna concurrencia o presentación de varios urbanizadores 
entre los que tenga que elegir la Administración. El art. 5 de la Ley 
núm. 94-112, de 9 de febrero de 1994, que completa el art. 300-4 del 
CU, despeja cualquier ambigüedad que pudiera existir al respecto esta­
bleciendo con claridad que no existe límite alguno para la capacidad 
de elegir libremente al urbanizador.

Realización de las obras y adquisición de los teirenos. La ejecución 
de las obras de una operación de urbanismo concertado, de una ZAC, 
no implica, en principio, la necesidad legal o la obligatoriedad de la 
adquisición de todos los terrenos de! perímetro de la zona, si bien 
en la práctica y habitualmente ésta sí se produce.

Si la operación es realizada mediante el sistema de régle, la Admi­
nistración podrá adquirir los terrenos necesarios para la construcción 
de las vías y equipamientos públicos necesarios, los propietarios de 
los terrenos incluidos en la zona podrán edificar y construir de acuerdo 
con el Plan de Urbanización de Zona (PAZ), si existe, o en el marco

100 JO, núm. 74, de 28 de marzo de 2001, p. 4843, Referencia ÑOR: EQUU0100488D.
101 Interpretación realizada en el Anexo a la Circular 2001-3, de 18 de enero, de comentario 

a las disposiciones de la Ley núm. 2000-1208, de 13 de diciembre, p. 12; arta. 8, 9 y 10 de 
la Ley 2000-1208.
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del Plan de Ocupación de Suelo (POS), actual Plan Local de Urba­
nismo; en estos casos en que la propiedad no está en su totalidad 
en manos del urbanizados ya sea público o privado, actúe directa o 
indirectamente, deberá actuar, para su financiación, de acuerdo con 
un programa de urbanización de conjunto (programme d’aménagement 
d’ensemble) en aplicación del art. L 332-9 CU.

Este precepto reformado por la Ley núm. 93-122, de 29 de enero 
de 1993, establece que en los sectores de la colectividad local en los 
que se haya aprobado un programa de urbanización de conjunto por 
el Consejo municipal se puede obligar a los constructores a sufragar 
la totalidad o parte de los equipamientos públicos realizados en interés 
de los usuarios de las construcciones edificadas en el sector de refe­
rencia.

En aquellas colectividades locales en las que se haya instituido la 
Tasa Local de Equipamiento (TLE), las construcciones realizadas en 
estos sectores se excluyen del campo de aplicación de las mismas.

El Consejo municipal determina el sector de urbanización, la natu­
raleza, el coste y el plazo previstos para la realización del programa 
de equipamientos públicos, fijando, además, la parte de los gastos de 
realización de este programa que corre por cuenta de los constructores, 
así como los criterios de reparto de los mismos entre las diferentes 
categorías de construcciones.

Están exonerados de la participación prevista en el presente artí­
culo las construcciones realizadas en una Zona de Urbanización Con­
certada cuando el terreno en el que se enmarcan ha sido objeto de 
cesión, alquiler o concesión de uso consentida por el urbanizador de 
la zona o por un convenio por el que el propietario se compromete 
a participar en la realización de dicha zona.

En los casos en los que el urbanizador pueda hacerse con la tota­
lidad de los terrenos comprendidos en la ZAC podrá llevar a cabo 
dicha adquisición de diferentes formas:

1. Por vía amistosa o mediante el ejercicio del derecho de aban­
dono (droit de delaissment) por parte de los propietarios.

En efecto, el art. 311-2 CU establece que, desde el momento del 
acto de creación de la zona de ordenación concertada, los propietarios 
de terrenos contenidos en la misma pueden requerir a la colectividad 
u organismo público que ha tenido la iniciativa de creación de la ZAC, 
para que proceda a la adquisición de sus terrenos en las condiciones 
previstas en el art. L 123-9 CU, que establece que el propietario de 
un terreno edificado o no edificado reservado en un plan de suelo 
para una obra pública, vía pública, instalación de interés general o 
un espacio verde puede, a partir del momento en que el plan es opo-
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nible frente a terceros, exigir a la colectividad pública que proceda 
a su adquisición.

2. Mediante el ejercicio del derecho de. tanteo.
En este caso los terrenos pueden ser revendidos al urbamzador 

siempre que éste los utilice en función de las prescripciones establecidas 
en el art. L 210 CU in2.

El titular del derecho de tanteo puede delegar el ejercicio del mis­
mo en un organismo público con competencias o en una sociedad mixta 
que se beneficie de una concesión de urbanización (art. L 213-3). La 
delegación del derecho de tanteo puede derivar de la inserción de 
una cláusula particular en el tratado/contrato de concesión (art. R 213-1 
CU). Sin embargo, una persona privada encargada de la ejecución de 
una ZAC no puede ser delegataria deJ derecho de tanteo. Con la supre­
sión actual de las concesiones de urbanización, como indicamos ante­
riormente, parece que esta posibilidad desaparece.

3. Expropiando los terrenos.
El procedimiento de expropiación, en principio, es independiente 

del de la ZAC; la creación y la aprobación de una ZAC no obliga 
a expropiar; lo que sí supone es la declaración de utilidad pública 
de la operación, que en principio parece y debe ser independiente 
del modo de ejecución o de realización directa o indirecta de la ZAC; 
sin embargo, en este sentido, la doctrina administrativista ha adoptado 
una postura restrictiva en el sentido de que únicamente admite la posi­
bilidad de utilización de la expropiación en las ZAC realizadas por 
medio de convenios, y de forma más precisa a las confiadas a un urba- 
nizador privado en casos excepcionales como medio de resolución de 
problemas muy concretos de propiedad de suelo que pudieran impedir 
el normal desarrollo de la zona a urbanizar, pero como regla general 
no se admite la posibilidad de expropiar 103.

D) Concesión y convenio en las ZAC: el debate doctrinal

El sistema de ejecución en una ZAC puede realizarse, indirec­
tamente, mediante dos vías distintas cuya diferenciación parece radicar, 
en principio, en el carácter público o privado de la persona que lo

m E! art. L 210 CU establece que los derechos de tanteo serán ejercidos con vistas a 
la realización, en el marco del interés general de las acciones y operaciones que responden 
a los objetos definidos en el art. 300.1 CU, que establece que las acciones u operaciones de 
urbanización tienen por objeto la puesta en práctica de una política local de la vivienda, organizar 
la conservación, la extensión o la recepción de actividades económicas, favorecer el desarrollo 
del ocio y el turismo, realizar equipamientos colectivos, luchar contra la insalubridad, proteger 
o restaurar el patrimonio construido o no construido y los espacios naturales.

103 Ministére de L’Equipement, Cuide ppatique de ZAC, Documentation franqaise, 1989.
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ejecuta y de la que derivan prerrogativas como la posibilidad de adquirir 
los terrenos por vía expropiatoria que se confieren únicamente a los 
titulares de la concesión pero no a los del convenio.

Esta dualidad de regímenes jurídicos ha provocado en la práctica 
lo que gran parte de la doctrina denomina falsas concesiones 104 105, que 
constituyen operaciones mixtas que consisten en la creación de ZAC, 
en las que se establecen como modo de ejecución la concesión de 
obra urbanizadora a una Sociedad de Economía Mixta (SEM) que 
actúa como urbanizador pero que, carente de medios técnicos y finan­
cieros, subcontrata la totalidad de la operación a urbanizadores pri­
vados que actúan como “subconcesionarios” con el acuerdo implícito 
de la colectividad local concedente y actuando como verdaderos urba­
nizadores de hecho de la operación.

Mediante esta técnica, que Perignon 103 califica como de. jurídi­
camente pintoresca, se logra el mérito o la artimaña política de llevar 
a cabo una ZAC privada disfrazada o bajo el manto de una actuación 
pública, término que ha tenido siempre peor reputación y mala prensa.

Por esta razón, los límites y el fundamento jurídico de la distinción 
entre concesión de obra urbanizadora y convenio en las ZAC no son 
nada claros y enturbian las relaciones y la opcratividad de las mismas, 
conduciendo a la duda de si el concesionario ostenta prerrogativas 
de poder público por el hecho de serlo o si es concesionario porque 
ostenta prerrogativas de poder público derivadas de su naturaleza jurí­
dica específica, es decir, ser una Sociedad de Economía Mixta (SEM) 
o. un organismo público de urbanización, que son las personas jurídicas 
con competencia para ser concesionarios de obra urbanizadora.

La doctrina es unánime en este sentido al establecer que pudiera 
ser una concesión de servicio publico, pero con ciertas peculiaridades, 
puesto que el beneficiario de la concesión no administra un servicio 
público propiamente dicho, pues la esencia de la operación consiste 
en urbanizar los terrenos y revenderlos; no existe una función de con­
servación. Además, no se financian las instalaciones para el funcio­
namiento de un servicio público, y el concesionario no asume los riesgos 
financieros de la operación. La remuneración consiste en una deter­
minada cantidad y no en un canon o redevance pagado por los usuarios 
del servicio público.

Las peculiaridades y precisiones establecidas en cuanto a la posible 
identificación de la concesión de urbanización con la concesión dé ser­
vicio público alejan demasiado ambos conceptos que no parecen, por

104 S. Pertgnon, «Mode de realisation de la ZAC et partenariat public-privé», Droit et 
villa. núm. 36, 1993; Les 25 ans de la zoné d'aménagement concerté, Colloque national de FAs- 
sociation frangaise de droit de Furbanisme, Caen, 19 y 20 de noviembre de 1992.

105 Ibidem.
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tanto, ser identificadles, por lo que se intenta la búsqueda de un con­
trato que encaje mejor en las especiales características de la concesión 
de urbanización.

Jacquot 10<i en este sentido plantea la posibilidad de que pudiera 
ser identificable a una concesión de obras públicas. Si entendemos 
por contrato de obras públicas el acuerdo por el que una persona encar­
ga a otra la realización de una obra pública de cuya realización y pos­
terior explotación resultará una remuneración determinada por los 
resultados financieros de la misma. La conclusión es que el objeto 
de la concesión de obra pública y la concesión de obra urbanizadora 
no son coincidentes, pues esta última consiste en la realización de una 
operación de urbanismo, y posteriormente una operación inmobiliaria 
de compra y venta de terrenos urbanizados y equipados.

La concesión de obra urbanizadora no es, pues, contrato de man­
dato, tampoco una concesión de servicio público, ni una concesión 
de obra pública. La concesión de obra urbanizadora es en definitiva 
para parte de la doctrina una delegación de servicio público sui generis, 
entendiendo por delegación de servicio público aquella que debe tener 
por objeto la explotación de un servicio público al cocontratante de 
la Administración. Perjgnón 107 denuncia la situación hipócrita a la 
que conduce la existencia de una doble regulación, concesión y con­
venio de obra urbanizadora, cuando en realidad el punto de partida 
debe ser único; es decir, la consideración de la realización indirecta 
de la obra urbanizadora (cualquiera que sea el sujeto que la lleve a 
cabo) como una delegación de servicio público, lo que implica la nece­
sidad de la reforma en aras a la clarificación de la dualidad de regí­
menes existentes.

Sin embargo, y a pesar de estos deseos de unificación, la reciente 
normativa relativa a la prevención de la corrupción, la “Ley Joxe’’ de 
29 de enero de 1991, la Ley de 29 de enero de 1993 y la Ley de 9 
de febrero de 1994 no establecen la obligación de publicidad ni de 
concurrencia para las concesiones de obra urbanizadora, y sí lo hacen 
para el caso de la delegación de servicio público local, donde no parece 
que se estuviera pensando en las ZAC.

La conclusión final a la que se llega tras este análisis es que la 
concreción de la naturaleza jurídica del contrato de concesión de obra 
urbanizadora no está de momento claramente perfilada; su diferencia 
con el convenio parece radicar en la imposibilidad de una persona 
jurídica privada de llevar a cabo el primero, no ostentando prerro­
gativas de poder público que le permitan ejercer el derecho de tanteo 
o expropiar. Se trata, pues, de un convenio sui generis que puede cali- 106 107

106 Jacüuot y Martin, «Convention et concession de ZAC, les incertitudes actuclles», Droit 
etville, núm. 36, 1993, pp. 133 ss.

107 S. PerignojSi, «Mode de realisation de ZAC et partenariat public-privé», op. til., pp, 153 ss.
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ficarse como contrato de obra urbanizadora para evitar confundirlo 
con las concesiones de obras públicas o con las de servicio público.

De hecho esta última apreciación doctrinal es la que ha sido reco­
gida con el cambio de denominación de la tradicional concesión de 
urbanización por la LSRU 2000-1208, de 13 de diciembre; no pone, 
por tanto, fin a esta dualidad de regímenes, simplemente omite y sus­
tituye el término concesión por el de convenio.

La importancia de este debate doctrinal descansa en que las incer­
tidumbres de ambos regímenes pueden condicionar en gran medida 
la evolución de la mayor o menor participación del sector privado en 
la actividad urbanizadora.

En efecto, tras las Leyes de Descentralización, y con la desaparición 
de la obligatoriedad del marco de cargas tipo, existe una tendencia 
de aproximación del convenio hacia la concesión por medio de la recla­
mación de los urbanizadores privados de las mismas prerrogativas de 
poder público que desempeñan las Sociedades de Economía Mixta, 
el Estado o las colectividades locales en las concesiones.

La principal reclamación ejercida por los urbanizadores privados 
es el reconocimiento de la calidad de expropiante basada tradicional­
mente en la idea justa y razonable de que la capacidad de expropiar 
debe depender de la utilidad pública del proyecto de la ZAC y no 
de la naturaleza pública del urbanizados Los problemas jurídicos que 
derivan de esta reclamación vuelven a la necesidad de concreción de 
la naturaleza jurídica del contrato de obra urbanizadora en el sentido 
de que en el contrato de delegación de servicio público se expropian 
bienes que siempre serán de dominio público; sin embargo, en la obra 
urbanizadora se producen dos tipos de bienes, públicos y privados. 
No obstante, la última reforma llevada a cabo por la Ley 2000-1208 
mantiene la misma postura doctrinal.

Además, al problema jurídico se añade el político: las colectividades 
locales son en general bastante reticentes a utilizar el recurso de la 
expropiación, ya hemos visto cómo contando con un arma como el 
derecho de tanteo la expropiación se presenta como un instrumento 
mucho más arcaico y socialmcnte detestado, además de más costoso. 
Por esta razón, el otorgamiento de la capacidad de expropiar a los 
urbanizadores privados puede ser, a juicio de Jacquot y Martin 10S, 
un regalo envenenado.

Por esta razón, el dilema final de los urbanizadores pivola, ajuicio 
de Perignon 109, entre la idea de insistir en la especificidad del contrato 
de urbanización rechazando toda asimilación a la delegación de servicio 
público (con el riesgo de la pérdida de la posible legitimidad de ejercicio

™ Op. cil, p. 134. 
™ ¡bidem.
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de prerrogativas de poder público) o bien la reivindicación de la natu­
raleza de la delegación de servicio público (con el riesgo de aplicación 
de un régimen más estricto y no concebido para la obra urbanizadora 
y el procedimiento de eoncertación en ZAC).

Esta distinción supone una confusión criticable desde el punto de 
vista de las técnicas de ejecución del planeamiento, es decir, de la 
lógica jurídica que debiera imperar en el modo operacional del urba­
nismo. Es absurdo considerar que una ZAC tiene mayor o menor uti­
lidad pública dependiendo del sujeto que la lleve a cabo, o del modo 
en que se realice. El proyecto es de utilidad pública o no lo es por 
su contenido urbanístico, no puede ser “más o menos” o “según”, y 
en función de ese más o menos cifrar una proporción de terrenos que 
puedan ser expropiados en vistas a la realización del mismo.

Esta distinción es fruto en lo esencial de la confusión de dos razo­
namientos que responden a criterios diferentes: de una parte, el que 
se sitúa en el plano del derecho de propiedad, la protección de este 
derecho y la necesaria declaración de utilidad pública cuando se vaya 
a llevar a cabo una privación del mismo y, de otra, y en un piano 
diferente, se encuentra la elección técnica de un modo operacional 
de urbanismo.

Las propuestas 110 de la doctrina en este sentido tienden a reclamar 
la necesidad de reelaboración del art. R 311-4 CU, en el sentido de 
precisar que existen dos formas de ejecutar el planeamiento:

Urbanización o ejecución directa: en la que la colectividad pública 
realiza la operación y la financia, ejecutándola mediante el sistema 
de regle o contrato de mandato.

Urbanización o ejecución indirecta: la colectividad pública realiza 
un convenio con un “operador” urbanístico, desentendiéndose finan­
cieramente del mismo pero conservando el control de la operación 
sobre una base contractual que podrá establecerse mediante un con­
venio libre o un convenio de control reforzado que siga en parte el 
marco de cargas tipo existente pero no obligatorio.

La experiencia francesa en torno al urbanismo concertado ha sido 
analizada recientemente, no sólo desde la problemática jurídica que 
plantea la distinción entre concesión de ZAC y ZAC-convenio, sino 
que ha sido fruto de un estudio estadístico, en cifras que reflejan en 
gran medida cuál es la problemática real de este sistema de ejecución 
urbanística y que puede ser indiciaría de las medidas que en adelante 
deban tomarse.

"S Este tipo dp propuestas, resultan para nosotros de una gran actualidad en el sentido 
de que las nuevas legislaciones de las Comunidades Autónomas parecen recoger esta diferen­
ciación entre actuación directa e indirecta, como analizaremos en páginas posteriores.
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En base a los datos que ofrece Fournier 111 es de destacar cómo 
gran número de Zonas de Ordenación Concertada fueron puestas en 
marcha durante los bulliciosos días del boom especulativo e inmobi­
liario de los años ochenta como principal forma de encuadrar las ope­
raciones de urbanismo por parte de las colectividades locales y como 
modo de financiación de los equipamientos públicos; sin embargo, en 
la actualidad de las 6.057 ZAC creadas contabilizadas, existen aún 4.859 
en vías de comercialización.

Uno de los aspectos más interesantes del estudio en cifras al que 
hacemos referencia es la aportación de la proporción de Zonas de 
Ordenación Concertada en función del modo de ejecución elegido: 
La concesión constituye el modo de realización privilegiada de las ZAC 
con alrededor de un 45 por 100 del total de las operaciones. El sistema 
de actuación directa, en régie, es utilizada en alrededor de un 25 por 
100 de las operaciones pero concierne a superficies mayores (alrededor 
de un 33 por 100 de la superficie total). A la inversa, si el 30 por 
100 de las ZAC son realizadas mediante convenios, éstas no cubren 
más que el 20 por 100 de la superficie total. Este fenómeno se explica 
esencialmente por la relación entre vocación y modo de realización, 
en el sentido de que las actuaciones en régie suelen estar más diver­
sificadas mientras que las actuaciones por convenio suelen estar des­
tinadas a la construcción de viviendas.

Sin duda alguna este estudio estadístico pone de relieve cómo la 
participación activa de las Administraciones Públicas en el panorama 
urbanístico francés sigue siendo de gran importancia; a estas cifras 
deberíamos añadir aquellas actuaciones que no son realizadas mediante 
el procedimiento de ZAC, sino como proyectos de interés nacional 
y operaciones de interés general, que engrosan si cabe más las cifras 
de participación no sólo a nivel de planeamiento y control de las Admi­
nistraciones Públicas, sino como verdadero y pujante operador urba­
nístico.

Por último, otro análisis enmarcado en la actual crisis de las ZAC 
realizado por Roux 111 112 apunta cómo los procedimientos tradicional­
mente instituidos para el desarrollo de estas zonas (las ZAC llamadas 
públicas realizadas en régie, mandato o concesión y las ZAC “privadas” 
realizadas mediante convenio) se adaptan mal a las diferentes coyun­
turas económicas. Hace falta, en su opinión, innovar nuevos proce­
dimientos que integren en una nueva concepción del urbanismo la 
asociación de los propietarios en estos procesos, promoviendo la crea­
ción de ZAC sin adquisición previa de la totalidad de los terrenos 
a urbanizar.

111 Jean-Maríe Fournier, «ZAC en stock», Études fonciéres, núm. 76, septiembre 1997, 
pp. 6 ss.

112 J.-M. Roux, «Les parten aires de J’aménagcmenl urbain», Études fonciéres, núm. 76, 
septiembre 1997, pp. 8 ss.
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No cabe duda de que a los ojos del jurista español, cansado de 
estudiar y analizar los procesos de equidistribución de beneficios y 
cargas y el procedimiento de creación y ejecución del planeamiento 
mediante el sistema de compensación, esta novedad sugerida para el 
ordenamiento francés supone un acercamiento a nuestra realidad urba­
nística más reciente, a la práctica española de la ejecución del pla­
neamiento por excelencia.

Esta nueva técnica para el ordenamiento francés pretende que el 
urbanizador pague los equipamientos públicos y los propietarios con­
serven sus terrenos contribuyendo a los gastos de urbanización para 
la posterior comercialización de los mismos, pero parece que esta pro­
puesta no es demasiado apetitosa, y de momento no ha tenido mucho 
éxito.

La primera reflexión a la que nos conducen estas propuestas es 
que los ordenamientos y modelos urbanísticos francés y español se 
encuadran cada uno de ellos en lados opuestos de la balanza; por 
esta razón las tendencias españolas tienden a “afrancesar” sus técnicas 
de ejecución mediante la introducción del urbanizador y de la con­
cesión de obra urbanizadora como respuesta al control absoluto ejer­
cido durante casi medio siglo por el sistema de compensación, en el 
que los propietarios de suelo mantienen el control del proceso de urba­
nización. Frente a esta tendencia, las nuevas corrientes de opinión fran­
cesas parecen tender a una “españolización” en el sentido de integrar 
al propietario del suelo en las operaciones urbanísticas.

El problema de fondo que late tras esta polémica no es otro que 
el de la consideración del derecho a urbanizar como una prerrogativa 
que no forma parte del derecho de propiedad del suelo ni puede en 
ningún caso atribuirse a la iniciativa privada que ostente la titularidad 
de los terrenos, si el proceso es siempre de iniciativa pública, si la 
Administración ejerce un control real y efectivo en la ejecución de 
la obra urbanizadora, o si por el contrario la Administración deviene 
en simple autorizadora de un derecho preexistente y el control sólo 
puede ser ejercido a posteriori. La lucha por el control del proceso 
de creación de núcleos urbanizados deriva de la necesidad de que la 
Administración Pública, sobre todo las colectividades locales, tiene de 
las inversiones privadas, de los profesionales de creación de ciudades, 
alianza que se transforma al fin y a la postre en lucha de poderes, 
en tensiones por el control y la dirección del proceso que la Admi­
nistración quiere mantener a toda costa.



CAPÍTULO V
EL DERECHO A URBANIZAR EN FRANCIA

1. PUNTO DE PARTIDA

Analizados hasta aquí los tres pilares bajo los que se sostiene el 
panorama urbanístico francés, cambiamos la perspectiva de análisis, 
el punto de mira de la investigación, en el sentido de encajar en el 
sistema o modelo urbanístico descrito las posibles prerrogativas o ini­
ciativas que el propietario de suelo pudiera tener para llevar a cabo 
la obra urbanizadora.

La descripción realizada en páginas anteriores no incide prácti­
camente en la posición jurídica y fáctica del propietario de suelo en 
el proceso de transformación urbana. Esta omisión pone de reflejo 
un hecho que constataremos a continuación a medida que profundi­
cemos en las prerrogativas que el propietario ostenta para llevar a 
cabo procesos de urbanización, y es que éste ocupa en Francia un 
papel secundario y residual.

El punto de partida de la mayor parte de las operaciones urba­
nísticas presupone que la denominada maitrise fonciére está en manos 
de la colectividad pública, o Sociedad de Economía Mixta, que toma 
la iniciativa de la operación y la ejecuta.

¿Quiere decir esto que el derecho de propiedad no lleva implícita 
la posibilidad de hacer ciudad, es decir, el derecho a urbanizar?

Para responder a esta pregunta, clave de bóveda de cualquier 
modelo urbanístico, al menos desde el punto de vista jurídico, debemos 
cambiar la perspectiva hasta el momento utilizada para esquematizar 
los cimientos del modelo urbanístico francés. Si el análisis anterior
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ha sido planteado desde el prisma de la Administración, analizando 
la capacidad para hacerse con la maitrise fonciére, para poder llevar 
a cabo el planeamiento urbanístico, a continuación debemos plantear 
si en este esquema existen resquicios que permitan al propietario del 
suelo no ser excluido deí proceso, analizando dónde, cuándo y de qué 
modo pueden iniciar y ejecutar la urbanización ex novo o la reforma 
interior de las ciudades y de esta forma podremos llegar a conclusiones 
tanto teóricas como prácticas, por un lado, de la existencia real o no 
de un derecho a urbanizar del propietario del suelo en Francia y, por 
otro, del grado de eficacia que de las posibles prerrogativas se trasluce 
en función de los datos que sobre operaciones concretas podamos 
obtener.

Quizá podría haber parecido más lógico comenzar esta exposición 
por el punto que abordamos en este momento. Sin embargo, he pre­
ferido plantearlo a la inversa, pues para entender cómo está construido 
el modelo urbanístico francés debemos introducirnos en su propia lógi­
ca y funcionamiento: es necesario abordar cada sistema o cada modelo 
en función de los principios rectores que le hacen funcionar, y que 
lo dotan de unas características y singularidad propias; por esta razón 
ha de enmarcarse ei derecho a urbanizar del propietario del suelo 
en los pilares anteriormente descritos y no al revés. Comenzar el aná­
lisis de este modelo por el derecho a urbanizar del propietario supon­
dría perder la verdadera perspectiva del mismo, y correríamos el peligro 
de intentar plantear y resolver cuestiones de este ordenamiento desde 
una óptica que no le corresponde.

2. PRECISIONES CONCEPTUALES Y TERMINOLÓGICAS 
PREVIAS 1

2.1. Derecho a urbanizar como ¿derecho a la constructibilité'í 
o ¿derecho al aménagement?

El Código de! Urbanismo francés no habla en ningún momento 
de derecho a urbanizar (droit d’urbaniser). Distingue, sin embargo, un 
principio denominado de constnictibilité (arts. L 111-1-2, L 11-1-3 y 
L 124-4 CU) que podría ser traducido como derecho a edificar, y un 
derecho o principio d’aménagement (art. L 300-1 CU), que podríamos

Sobre la importancia de la terminología urbanística y la denominada internacionalización 
del medio urbanístico en el siglo xx como fruto de la búsqueda de sinónimos, vid. L. Coudroy 
pe L.i:.;.t\ «L'urbanisme, entré iángue spéciatíséé et largue coufante», op. cit.; J.-P. F’rey, «Gé- 
néalogie du mot “urbanisme”», op. cit.; M.-C. Roma «Réseaux urbains: des mots aux dioses», 
en Urbanisme, núm. 304, enero-febrero 1999, pp. 57 a 80.
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identificar inicialmente corno derecho a la ordenación o planificación 
urbana 1 2.

Sin embargo, ambas nociones deben ser precisadas, ya que pueden 
inducir a errores fruto de la ambigüedad que en mi opinión tienen 
ambos conceptos y de la dificultad que supone la búsqueda de términos 
equivalentes a la hora de traducirlos al español, pues en esta operación 
corremos de nuevo el peligro de llevar a cabo una transposición de 
los términos adaptándolos a la mentalidad o el esquema preconcebido 
de nuestro ordenamiento urbanístico.

Si se puede entender por constructibilité (edificabilidad en sentido 
amplio) la vocación de un terreno que predetermina la forma urbana, 
podrán ser calificados de “construibles” todos los terrenos no sometidos 
a una limitación de este derecho, teniendo en cuenta las posibles opcio­
nes de desarrollo introducidas por la zonificación.

Las condiciones jurídicas de la “edificabilidad” se desprenden prin­
cipalmente de las Reglas Generales de Urbanismo y de los Planes 
Locales de Urbanismo (PLU) declarados públicos y oponibles frente 
a terceros, si existen.

Estas reglas son las que se traducen en el certificado de urbanismo 
que determinan las autorizaciones posibles para permitir o no la edi­
ficación y la urbanización de los terrenos, tomando en consideración, 
principalmente, la zonificación y el nivel de equipamiento de los 
mismos 3.

Por esta razón, la noción de constructibilité no puede ser entendida 
en sentido estricto como edificabilidad de un solar en un terreno ya 
urbanizado, sino que debe ser analizada desde una perspectiva ampíia 
por diversas razones.

De una parte, la noción de terrain a batir —es decir de “solar”— 
no tiene carácter reglado ni está perfectamente determinada en Dere­

1 El concepto de aménagement puede ser traducido por ordenación o urbanización, si bien, 

dependiendo del sustantivo al que haga referencia, cobrará diferentes matizaciones, más o menos 

precisas, que delimitan el modo o el ámbito territorial de ordenación o urbanización. En efecto, 

el diccionario de términos urbanísticosLeXique: droií de l ‘urbanisme (J.-P. OlLLiyJ. de Lanvf.rsin , 

PUF, 1.” ed,, 1978, p. 15) recoge tres voces diferentes:

Aménagement concerté: entendiendo por tal la concertación entre el poder público y las 

diferentes categorías de ciudadanos interesados para preparar la decisión y ejecución de las 

operaciones de ordenación y urbanismo.

Aménagement regionam: entendido como las gl andes operaciones que se extienden sobre 

varios departamentos e implican una financiación nacional.

Aménagement du lerritoire: entendida como la búsqueda en el marco de la geografía de 
Francia de una mejor repartición de los hombres en función de los recursos naturales y de 
las actividades económicas,

’ J. Duiíojs-Maury , L’aménagemenl urbain: outils ¡vindiques et forme urbaine, Paris. Dalloz, 
1996, p. 17.
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cho francés, pues no es objeto de definición alguna en el Código del 
Urbanismo4, de lo que se deduce que la posibilidad de llevar a cabo 
la construcción sobre un terreno implique también la necesidad previa 
de urbanizarlo, de equiparlo.

De otra parte, si la noción de “edifícabilidad” no toma en cuenta 
exclusivamente la zonificación, sino también el nivel de equipamientos, 
implica que se está hablando de operaciones que suponen la trans­
formación del tejido urbano existente, por extensión o reforma, que 
son al fin y al cabo operaciones de urbanización o reurbanización y 
posterior edificación. La noción de constructibilité se amplía en este 
sentido a todos los terrenos urbanos y periurbanos.

En definitiva, constructibilité puede ser traducido por edifícabilidad, 
pero siendo conscientes de que en Derecho francés este concepto es 
más extenso que en el ordenamiento español y puede abarcar los pro­
cesos tanto de urbanización como de edificación.

De otra parte encontramos el principio o la noción de aménagement 
urbain, que resulta de una puesta en práctica global y voluntaria efec­
tuada en las diferentes escalas urbanas, bajo la responsabilidad o el 
control del poder público local o central y que tiene por objeto res­
ponder a las necesidades cada vez más diversificadas de los que habitan 
o frecuentan las aglomeraciones urbanas.

Esta noción fue introducida por la Ley núm. 85-729, de 18 de julio 
de 1985, de Aménagement5 que en su art. 1 reforma el art. L 300-1 
del Código del Urbanismo, estableciendo que las acciones u opera­
ciones d'aménagement tienen por objeto poner en práctica una política 
local del hábitat, organizar el mantenimiento extensión y acogida de 
actividades económicas, favorecer el desarrollo del ocio y el turismo, 
realizar equipamientos colectivos, luchar contra la insalubridad, pro­
teger o restaurar el patrimonio edificado o no edificado y los espacios 
naturales. El aménagement en este sentido designa el conjunto de actos 
de las colectividades locales o de las sociedades públicas de cooperación 
intercomunal destinados, por una parte, a conducir o autorizar las 
acciones u operaciones definidas anteriormente y, de otra, a asegurar 
la armonización de estas acciones o de sus operaciones.

¿Y el propietario del suelo? ¿Carece de competencia alguna de 
iniciativa o de ejecución en lo que podríamos traducir como ordenación 
o transformación urbana?

A primera vista, tras la definición dada por el art. L 300-1 CU, 
parece que se le excluye de este proceso que se entiende como una

4 S. Perignon, Venia d’immbeublm et droit de Vwbanisme, Deferenois/LGDJ, 1991, p. 10.
5 Sobre la génesis y lincas directrices de la Ley de 18 de julio de 1985, vid. J. B. Auby, 

«La Loi du 18 juillet 1985 sur l’aménagement urbain: genese et ligne directrices», Revue fran<¿aise 
de Droit AdministraUf, núm. 3,1986, pp. 295. a 303.
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prerrogativa exclusivamente pública. ¿Se puede deducir, por tanto, que 
el propietario al carecer, en apariencia, de esta iniciativa no tiene dere­
cho a urbanizar, a iniciar y a ejecutar estas operaciones?

La redacción de este precepto es esclarecedora en el sentido de 
que permite, una vez más, situarnos entre los parámetros de un modelo 
urbanístico en el que el propietario de suelo ocupa un segundo lugarfi.

3. RÉGIMEN JURÍDICO DEL SUELO

3.1, Normativa común a todo el territorio francés

Con motivo del inicio de la descentralización administrativa, el 
Derecho francés de reglamentación urbana ha debido aceptar dos tipos 
de fuentes.

Por una parte, y en primer lugar, existen las denominadas reglas 
nacionales que aparecen reguladas en el Código del Urbanismo a partir 
del año 1973, pero como el crecimiento de la ciudad sobrepasa el fenó­
meno de la urbanización, existen otras reglas de carácter general que 
no aparecen recogidas en el Código dei Urbanismo y que interesan 
o afectan a la obra urbanizadora; es el caso de la regulación en materia 
de protección del patrimonio histórico, de adquisición de suelo, de 
higiene, viario y medio ambiente.

De otra parte, existen las reglas locales establecidas por los repre­
sentantes de las colectividades públicas, principalmente en los planes 
urbanísticos. La reforma de la “Ley Deferre” (Ley de Descentralización 
de 2 de marzo de 1982) implica que las colectividades locales ocupan 
ahora el primer lugar, pues son expresión de la descentralización.

A pesar de todo, la relevancia de las reglas nacionales se ha ido 
reforzando con el paso de los años desde la aprobación de las primeras 
leyes descentralizadoras. El peso de las reglas nacionales, de la nor­
mativa impuesta por el Estado a las colectividades locales ha ido en 
aumento, suponiendo un contrapunto, como pusimos de relieve en 
páginas anteriores, al proceso descentralizador.

En efecto, los representantes locales son, en principio, libres de 
concebir sus instrumentos de planeamiento (esquemas de coherencia 
territorial y planes locales de urbanismo) siempre y cuando conciban 
un desarrollo de ia ciudad coherente e inspirado en el interés general.

* Antes de iniciar ésta inmersión debemos precisar, por último, que el contenido de este 
epígrafe hace referencia al derecho a urbanizar dei propietario de suelo, porto que es diferente de:

1. El posible derecho a hacer ciudad de los urbanizadores privados no propietarios, que 
fue analizado en el apartado de las ZAC.

2. Habrá qué distinguir también dos esferas diferentes: derecho a una iniciativa privada 
a nivel de planeamiento, estrategia y Localización, y derecho, a la ejecución de los mismos.
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En este sentido, el art. L 110 CU establece que cada colectividad públi­
ca es gestora y garante del territorio nacional en el marco de sus com­
petencias, lo que indica que pueden desarrollar su propia concepción 
del interés general mediante la gestión del espacio urbano que les 
es propio.

Además de esta sumisión genérica al interés general, esta libertad 
local está cuidadosamente regulada y organizada por el Código del 
Urbanismo; es decir, los representantes públicos deben enmarcar su 
política urbanística, sus decisiones de planeamiento en el marco trazado 
por el Estado y bajo la amenaza de una intervención directa del mismo 
en los casos en que éste no sea respetado.

Así pues, el ámbito de actuación de los representantes locales es 
trazado en función de dos principios: el de supremacía de la normativa 
estatal que determina la existencia de reglas de urbanismo establecidas 
por el Estado directamente aplicables a todas las colectividades locales 
y el principio de supletoricdad de las reglas generales de urbanismo 
para los municipios que no estén dotados de un Plan Local de Urba­
nismo y que aparecen reguladas en los arts. R 111-1 y siguientes del 
Código del Urbanismo, que corresponden al anteriormente denomi­
nado Reglamento Nacional de Urbanismo (RNU).

Por otra parte existe un conjunto de servidumbres que afectan 
directamente a los usos del suelo y pueden restringir o incluso suprimir 
cualquier posibilidad urbanizadora y edificatoria en un determinado 
terreno y que se regulan en el art. L 160-5 del CU. En efecto, este 
tipo de servidumbres que tienen su fundamento en el Código del Urba­
nismo son establecidas en materia de viario, higiene y estética u otras 
materias concernientes de forma especial a la utilización del suelo, 
la altura de las construcciones, la proporción de las superficies edi­
ficadas y no edificadas en cada propiedad, la prohibición de edificar 
en ciertas zonas y al borde de determinadas vías; todas estas servi­
dumbres no son indemnizables salvo que supongan una modificación 
de derechos adquiridos respecto al estado anterior, que impliquen un 
daño directo, material y cierto en cuyo caso sí podrá haber lugar a 
indemnización acordada de forma amistosa o por el tribunal admi­
nistrativo, en cuyo caso deberá tener en cuenta la plusvalía dada a 
los inmuebles por la realización del Plan Local de Urbanismo declarado 
público.

Este tipo de servidumbres tienen un carácter evolutivo, frente al 
carácter estático de las servidumbres de utilidad pública que, por regla 
general, son indemnizables. Con el fin de evitar las posibles contra­
dicciones entre estas dos categorías de servidumbres, una vez realizado 
un Plan Local de Urbanismo el prefecto deberá poner en conocimiento 
la existencia de servidumbres de utilidad pública previamente conta­
bilizadas por sus servicios (arts. L 123-3 CU y R 123-5 para los antiguos
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POS actualmente PLU y arts. L 311-4 y R 311-10-4 CU para las ZAC) 
que deberán figurar como anexos en el PLU. A partir de la Ley de 
2 de febrero de 1995 el prefecto debe sistemáticamente poner en comu­
nicación al alcalde o al presidente de la sociedad de cooperación inter­
comunal competente para que incorpore en el PLU las servidumbres 
de utilidad pública.

Las servidumbres de utilidad pública que afectan a la edificabilidad 
pueden ser agrupadas en cinco categorías: la protección del patrimonio 
cultural, la conservación del patrimonio natural, la salubridad pública 
y la seguridad (riesgos naturales y riesgos tecnológicos).

El panorama normativo hasta aquí descrito muestra, por una parte, 
cómo a la hora de determinar el régimen jurídico aplicable en una 
finca habrá que diferenciar si el terreno se encuentra enclavado en 
un municipio o colectividad local descentralizada, es decir, dotada de 
un Plan Local de Urbanismo, en cuyo caso vendrá regulado princi­
palmente por la zonificación establecida en el mismo, y, de otra, aque­
llas colectividades locales no descentralizadas, es decir, carentes de 
Plan Local de Urbanismo, que se regirán por las reglas generales de 
urbanismo (RNU), y estarán sometidas en principio, como veremos 
a continuación, a un control más estricto y una limitación mayor del 
derecho a urbanizar. Si bien la LSRU 200-1208 dota a los planos comu­
nales (caries comunales) de carácter o estatuto de documento de urba­
nismo, tendrán que ser aprobados conjuntamente por el alcalde y el 
representante del Estado, cesando su carácter cuatrienal y pasando 
a tener carácter perenne (art. ó LSRU 2000-1208).

3.2. Régimen jurídico del suelo en colectividades locales 
sin Plan Local de Urbanismo

A) El principio de edificabilidad limitada. Concepto y excepciones

Tal como hemos ido poniendo de relieve hasta el momento la “Ley 
Deferre”, de 2 de marzo de 1982, puso las bases del proceso de des­
centralización que en materia urbanística se vería respaldado por las 
Leyes de 7 de enero y 22 de j ulio de 1983 y más tarde por la denominada 
“Ley Aménagement”, de 18 de julio de 1985, siendo la idea básica 
la transferencia de las competencias de gestión en materia de urba­
nismo a las colectividades locales. El marco municipal es considerado 
el idóneo y más próximo a los administrados para tratar la gestión 
de la problemática urbana.

Lejos de suscitar el entusiasmo unánime por parte de las colec­
tividades locales apareció una escisión clara de opiniones entre las 
ciudades importantes —dotadas de servicios y medios para regular las 
cuestiones urbanas— y las pequeñas colectividades, gran parte de ellas
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rurales, que no disponían de medios humanos, materiales y económicos 
para poner en práctica la nueva política descentralizadora; no debemos 
olvidar en este sentido que el 90 por 100 de los ayuntamientos franceses 
cuenta con menos de 20.000 habitantes, a lo que podemos añadir un 
cierto rechazo a esta nueva atribución de responsabilidades en la medi­
da en que el reconocimiento de los derechos a edificar por el Plan 
de Ocupación de Suelo, así como el amplio margen de discrecionalidad 
atribuido a las colectividades locales para el otorgamiento de auto­
rizaciones y licencias de edificación, crea nuevas tensiones en el ámbito 
local inexistentes en el anterior sistema en el que las decisiones tomadas 
por la Administración del Estado parecían más lejanas y fácilmente 
ocultables 1.

La reforma se llevará a cabo mediante la implantación de un doble 
sistema o régimen: el de aquellas colectividades locales dispuestas, a 
asumir sus nuevas competencias y responsabilidades mediante la 
implantación en su territorio de un Plan de Ocupación de Suelo, los 
actuales Planes Locales de Urbanismo, y la de aquellos otros muni­
cipios, la mayoría de pequeño tamaño y carácter rural, que continuarán 
utilizando los servicios del Estado para poner en práctica su política 
urbanística y que en ausencia de un plan de urbanismo local se regirán 
por el denominado principio de edificabilidad limitada (constructibilité 
limitée).

Esta regla, que fue introducida por el art. 38 de la Ley de 7 de 
enero de 1983 e insertada en el Código del Urbanismo en los 
arts. L 111-1-2, L 111-1-3 y L 124-4, tiene por objeto la prohibición 
de toda construcción fuera de las denominadas «partes actualmente 
urbanizadas» (PAU) 8, y, por tanto, la protección de los terrenos agrí-

7 H. Charles, Les principes de Vurbanisme, Col. Conais$ance do Droit, París, Dalloz, 1993,
p. 11.

* La puesta en práctica de este nuevo principio plantea, a juicio dé Duuois-.VIai.kv (op. di,, 
pp. 24 y 25), dos tipos de problemas: la definición de lo que debe entenderse por «Partes 
Actualmente Urbanizadas» y La apreciación de las excepciones a la regla.

a) La dejinidón de «.Partes Actualmente Urbanizadas» (PAU).
Esta noción no aparece regulada jurídicamente. La Circular de 24 de. septiembre de 1984 

ensaya una aproximación de carácter general si bien establece que corresponde a la autoridad 
que expide las autorizaciones o licencias la capacidad de valorar caso por caso los criterios 
determinantes para delimitar lo que se considera «Parte Actualmente Urbanizada». La juris­
prudencia, por otra parte, lia ido precisando estas valoraciones llevando a cabo una definición 
negativa en el sentido de que establece que no son PAU:

— Las parcelas o terrenos en los que no existe una contigüidad con las parcelas edificadas 
o si no existe una continuidad inmediata con una zona urbanizada (TA Clermont-Ferrand. 18 
de junio de 1985), Conseil d'Etat de 27 enero 1993, M. Meslin, req. núiu. 106-055.

— Si la distancia es excesiva en relación con un pueblo o aldea (TA I.yon, 10 de diciembre 
de 1986, M. Pirety).

— Si la inserción -del nuevo proyecto atenta contra el paisaje existente (Conseil d’Etat, 
26 de noviembre de 1990, ,9/1 Sté hotelide d inmobiliéye Pmis-Provénce et atares; Conseil d’Etat, 
2 de abril de 1993, Cne de Saint-Martial-dAbaréde).
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colas, así como la implantación de una mayor racionalidad en el esta­
blecimiento de las redes públicas de abastecimiento.

Así pues, el derecho a urbanizar en los municipios sin Plan de 
Ocupación de Sudo venía determinado, a la vista de lo expuesto, pol­
la regla o el principio de la edificabilidad limitada que divide la colec­
tividad local en dos zonas diferentes cuyo contenido urbanístico es 
radicalmente distinto. Las «partes actualmente urbanizadas» serán 
aquellas en las que podrán llevarse a cabo diferentes procesos de urba­
nización, si bien, al no tener carácter reglado la determinación de las 
condiciones de lo que debe ser una parte urbanizada, la ambigüedad 
de la delimitación —prácticamente dejada a la discrecionalidad de la 
autoridad competente en la materia—, y la posibilidad de prohibir 
incluso la edificación dentro de las mismas, hacen que el derecho a

— El equipamiento del terreno y los servicios para las redes de abastecimiento son con­
diciones necesarias pero no decisivas para definir la pertenencia a la «Parte Actualmente Urba­
nizada». Este criterio generalmente es valorado en relación con la forma de la aglomeración, 
la proximidad del centro y la existencia de otras construcciones (Conseil d’Etaí, 27 de mayo 
de 1994, M. Michel Visiae),

b) El aumento de las excepciones a la regla de la edificabilidad limitada.
La idea original que rigió para el establecimienlo de la regla de la edificabilidad limitada 

era incentivar a las colectividades locales para que se dotaran de los respectivos Planes de 
Ocupación de Suelo (POS) y prohibir, por lauto, la edificación sin la existencia de los mismos. 
El resultado fue prácticamente inmediato, pues la mayor parte de las colectividades locales 
emprendieron un rápido proceso de aprobación de sus respectivos documentos locales de urba­
nismo.

Sin embargo, la imposibilidad material y económica de establecer Planes, de Ocupación 
de Suelo en todo el territorio francés, sobre todo en las colectividades menores de carácter 
rural y escasa población, hicieron que el legislador atenuara los efectos de una regla que suponía 
en principio la interdicción del derecho a urbanizar y edificar en un gran número de colectividades 
locales por el hecho de no estar dotadas de un pian de urbanismo.

Las excepciones que se establecen al principio general son de dos tipos:
— De conformidad con el art. L 111-1-2 CU están exceptuadas del principio de edifi­

cabilidad limitada las obras sobre construcciones preexistentes, la construcción e instalación 
necesaria de equipamientos colectivos (estaciones de depuración, incineradoras), las construc­
ciones necesarias para las instalaciones agrícolas y la protección de los recursos naturales o 
incluso la realización de operaciones de interés general.

— Posteriormente, ia Ley de 19 de agosto de 1986 ha ampliado considerablemente el 
campo de excepciones, pues autoriza bajo deliberación motivada del consejo municipal ciertas 
construcciones u operaciones si el interés de la colectividad lo justifica, pero corresponde al 
prefecto verificar si estos proyectos no contradicen las condiciones fijadas por el art. L 111-1-2 CU.

— El art. L 111-1-3 CU permite atenuar el rigor de la regla de la edificabilidad limitada 
medíante la definición conjunta por la colectividad local y el prefecto de las «Modalidades 
de Aplicación de las Reglas de Urbanismo» llamadas aún MARNU. La cuestión se plantea 
en el sentido de conocer el peso exacto de los poderes de los que disponen estas dos autoridades 
administrativas para modular los efectos de la regla de la edificabilidad limitada mediante la 
elaboración de las MARNU. Una Sentencia del Tribunal Administrativo de Lyon de 13 de 
diciembre de 1994 establece estos límites con carácter restrictivo c incluso, en mi opinión, aun 
más delimitativo, estableciendo que las MARNU no pueden tener por objeto el desplazamiento 
de la regla de la edificabilidad limitada y no podrán autorizar, por tanto, la edificación fuera 
de las «Partes Actualmente Urbanizadas»; lo que sí podrán hacer es declarar la inedificabilidad 
de las parcelas en el interior de las mismas.



urbanizar del propietario de suelo esté francamente constreñido por 
la normativa aplicable y el escaso margen de actuación en el ámbito 
del término municipal.
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B) La nueva regulación de las Caries Communales

La Ley 2000-1208, de 13 de diciembre, para la Solidaridad y Reno­
vación Urbanas (LSRU) introduce una nueva figura de planeamiento 
que nos recuerda a nuestros proyectos de delimitación de suelo urbano 
en los municipios carentes de Plan General de Ordenación Urbana.

En efecto, el art. 6 de la Ley 2000-1208 introduce un nuevo 
art. L 124-19 del Código del Urbanismo y las denominadas Caries Com­
munales, o planos comunales previstos para los municipios que no tie­
nen Plan Local de Urbanismo (PLU) y que podrán, no es preceptivo 
por tanto, elaborar este instrumento en el que se precisarán las moda­
lidades de aplicación de las reglas generales de urbanismo en aplicación 
del art. L 111-1 CU, delimitando los sectores donde son autorizadas 
las construcciones y los que no lo son, debiendo ser compatibles, si 
existen, con los esquemas de coherencia territorial, esquemas de sector 
y esquemas de carácter sectorial que puedan existir en la zona.

3.3. Régimen jurídico del suelo en colectividades locales dotadas
de un plan de urbanismo. La zonificación y los emplazamientos
reservados

En las colectividades locales dotadas de lo que anteriormente se 
denominaba Esquema Director y Plan de Ocupación de Suelo, y que 
en la actualidad son Esquemas de Coherencia Territorial (SCT) y Pla­
nes Locales de Urbanismo (PLU)1ü, la determinación de las posibi­
lidades urbanizadoras y edificatorias que sobre un determinado terreno

’ Desarrollado a su vez por el Decreto núm. 200Í-260, de: 27 de marzo, que modifica 
el Código de Urbanismo y de la expropiación por causa de utilidad pública en lo relativo a 
los planes de urbanismo (JO, núm, 74, de 28 de marzo de 2001, p. 4836), Reí. ÑOR: EQUU 
0100487D. Lleva a cabo la reforma de las disposiciones reglamentarias a este respecto intro­
duciendo un nuevo Capítulo IV, «Caries Communales», arls. R 124-1 a 124 S.

t’ Los SDAU, Esquemas Directores de Ordenación Urbana, marcan las glandes directrices 
y previsiones de desarrollo urbano en el territorio que comprenden, pero no establecen una 
zonificación precisa determinada gráficamente. Por el contrario, los Planes de Ocupación de 
Suelo (POS) en su informe de presentación (Rapport de presentarían, art. R. 123-18 CU) deben 
contener con precisión las diferentes zonas urbanas y naturales que condicionarán los diversos 
componentes del tejido constitutivo de la ciudad y sus límites, y la diferente vocación de los 
terrenos en ella comprendidos generando efectos directos sobre la edifícabilidad de los mismos.

Los actuales Esquemas de Coherencia Territorial (SCT) definen el conjunto de la evolución 
de una aglomeración y las prioridades en materia de hábitat, comercio, zonas de actividad y 
transportes, mientras que los antiguos Esquemas Directores sólo versaban sobre el destino esen-
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puedan existir viene condicionada por el establecimiento previo, en 
estos documentos urbanísticos, de una división del territorio comunal u.

A) Zonas urbanas (U)

Las zonas urbanas corresponden, en principio, a terrenos en los 
que la capacidad de equipamientos públicos existentes o en curso de 
realización permiten acoger inmediatamente construcciones. Ésta es 
la definición más precisa que el Código del Urbanismo (art. R 123-18) 
ofrece sobre las mismas. No existe pues, al igual que no se daba para 
la determinación de las «partes actualmente urbanizadas», una con­
cepción reglada de qué debe ser incluido en el perímetro de una zona U; 
tampoco se asignan unos usos concretos ni unas condiciones mínimas 
o máximas de edificación para que pueda ser clasificada como tal u.

Es, pues, un concepto vago que permite un amplio margen de dis­
creción a 1 i dad a la colectividad local que lleva a cabo la aprobación 
del Plan Local de Urbanismo.

La inclusión de un terreno en zona U no implica directamente 
la posibilidad de que éste sea urbanizable o edificable en el sentido 
de que pueden existir razones que impidan su edificabilidad como la 
dimensión de la parcela mínima edificable establecida por el plan, la 
insuficiencia de equipamientos o la determinación de una determinada 
zona como emplazamiento reservado. En definitiva, la colectividad 
local con competencias para determinar la calificación de un deter­
minado terreno en zona U como solar (terrain á batir) puede ser recha­
zada aunque éste cumpla todas las condiciones establecidas por la 
reglamentación del Plan Local de Urbanismo para ser calificado como 
tal, justificando tal exclusión en el art. L 123-1-9, que establece la posi­
bilidad de localizar en las zonas urbanas terrenos cultivados o que 
deban ser protegidos cualesquiera que sean los eventuales equipamien­
tos que les sirvan. * 11 12

cial de los suelos sin tomar en cuenta otras políticas a nivel de .la aglomeración (urbanismo, 
vivienda, desplazamientos), son, por tanto, documentos más ambiciosos y completos.

De otra parte, los actuales Planes Locales de Urbanismo (PLU) que suceden a los POS 
presentan un proyecto urbano de la comunidad en materia de urbanización, de tratamiento 
del espacio público del paisaje y del medio ambiente.

11 Si bien el art. R 123-1 CU no establece la obligatoriedad de que un Plan de Ocupación 
de Suelo afecte a todo un municipio, sino que puede ser establecido para todo o parle de 
una colectividad local o para todo o parte de una agrupación o conjunto de municipios.

12 Una vez incluido un determinado terreno en zona U, sí existen medidas de determinación 
de la densidad máxima edificatoria, como el Coeficiente de Ocupación de Suelo (COS) o el 
Plafond Legal de Densité (PLD), pero a priari no existe una determinación máxima o mínima 
concreta y reglada que permita diferenciar una zona U de una zona N.



190 MARTA LORA-TAMAYO VALLVÉ

B) Zonas naturales (N)

Las zonas naturales, equipadas o no, son descritas con carácter 
general en el art. R 123-18 CU, introducido por el Decreto núm. 83-813, 
de 9 de septiembre de 1983, como aquellas en las que las reglas y 
coeficientes de edificación pueden expresar la prohibición de edificar. 
De nuevo nos encontramos ante una definición ambigua y poco clara, 
por diversas razones:

Por una parte, y en primer lugar, la denominación genérica de 
zona natural induce a priori a error, pues dentro de la misma cla­
sificación se insertan territorios con vocaciones urbanas muy diferentes 
de los territorios o zonas de urbanización futura a las zonas que deben 
ser protegidas por sus características y condiciones naturales, por su 
valor agrícola o paisajístico. La idea de zona natural debe, por tanto, 
ser entendida en sentido amplio.

Por otra parte, y en segundo lugar, parece que de la definición 
dada por el art. R 123-18 CU la peculiaridad o la originalidad de estas 
zonas es que en ellas puede ser prohibido el derecho a edificar, cuando 
acabamos de analizar el art, L 123-1 (9.a) que impide la edificación 
en determinadas zonas urbanas lj.

El CU establece cinco tipos de zonas naturales:
1. Zonas NA, o de urbanización futura, que serán aquellas que 

pueden ser urbanizadas con motivo de una modificación del Plan de 
Ocupación de Suelo o por la creación de una Zona de Urbanización 
Concertada (ZAC) o de Ja realización de construcciones compatibles 
con una ordenación coherente de la zona tal y como se describa en 
el reglamento.

Estas zonas suponen una categoría singular de zonas naturales en 
el sentido de que evidentemente están abocadas a una futura urba­
nización e incorporación al tejido urbano; su incorporación o no al 
mismo dependerá, por tanto, de las circunstancias que a su vez están 
sujetas a la demanda del mercado y a la voluntad de su incorporación 
por parte de la colectividad local [4. 13 14

13 Si bien es cierto que en éstas se presume el carácter urbanizable y edificable de las 
mismas con carácter genera], en las zonas naturales la vocación urbana parece ser una excepción 
y a sensLt contrano observaremos cómo algunas de las zonas naturales tienen una clara vocación 
urbana.

14 En este sentido, J. Dubois-Maury (op. cit., p. 20) propone una interesante clasificación 
de las zonas NA afirmando que se pueden distinguir dos regímenes o formas diferentes de 
incorporación al proceso urbanizador y edificatorio de las zonas NA:

a) Zonas NA de régimen estricto, en las que la construcción (urbanización y/o edificación) 
sólo será posible en los casos en los que la colectividad local decida modificar el Plan de Ocupación 
de Suelo (POS) o crear una Zona de Urbanización Concertada (ZAC) (art. R 123-18-2a).
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2, Zonas NB (art. R 123-18-2b), son zonas dotadas parcialmente 
de equipamientos que no está previsto reforzar y en las que las cons­
trucciones están ya edificadas.

Corresponden a una categoría de territorio generalmente situada 
en una franja urbana parcialmente urbanizada en la que su poten­
cialidad paisajística o agrícola está ya comprometida, pero en la que 
la existencia de ciertos equipamientos y de una incipiente urbanización 
dejan la posibilidad de admitir cierta edificabilidad. La ambigüedad 
de la vocación de estas zonas depende enormemente de la importancia, 
de la amplitud que les confiera el Plan Local de Urbanismo. Si éstas 
son reducidas implicarán una urbanización difusa que no modificará 
en gran medida la trama urbana; si, por el contrario, se potencia su 
desarrollo en exceso corren el peligro de favorecer una extensión con­
fusa de franjas urbanas.

3, Zonas NC (art. R 123-18-2c), o zonas de riquezas naturales, 
están destinadas a proteger los valores agrícolas de la tierra o la riqueza 
del suelo y del subsuelo.

En ellas no se permite otra construcción que las destinadas a las 
actividades de explotación de la tierra y al alojamiento de sus explo­
tadores, si bien se permiten ciertos usos diferentes de los específica­
mente agrícolas, ganaderos o forestales, como las casas y albergues 
rurales.

La regia general para la clasificación de estos terrenos como zonas 
NC se rige en general por el carácter agrícola de los terrenos y no 
por la calidad o calificación profesional del propietario del suelo.

4, Las zonas ND (art. R 123-18-2d) tienen como finalidad la pro­
tección en razón, de una parte, de la existencia de riesgos o de ruidos 
y perturbaciones medioambientales y, de otra, la calidad de los sitios, 
los medios naturales, los paisajes y su interés, sobre todo desde el 
punto de vista estético, histórico o ecológico. En principio, por lo tanto, 
parece que en estas zonas está prohibida o sometida a condiciones 
restrictivas cualquier forma de construcción.

b) Zonas NA de régimen alternativo, en las que la urbanización podrá ser inmediata, 
es decir, no necesita de una modificación del Plan de Ocupación de Suelo o de la creación 
y aprobación de una ZAC, en la que normalmente se permitirán parcelaciones o licencias de 
edificación agrupadas (art, R. 421-7-1) y en las que se hará necesaria la aprobación de un 
proyecto de conjunto (en masse) o de un esquema de organización.

La delimitación de estas zonas debe responder a criterios basados tanto en ¡as necesidades 
reales previsibles de la colectividad local, debiendo tener en cuenta la localización de los terrenos, 
como en la proximidad de zonas ya urbanizadas y la existencia de equipamientos públicos y 
viarios que suponen una condición eminente de ia edificabilidad. Criterios estas que deben 
extraerse o bien del Reglamento del Plan de Ocupación de Suelo que establezca las características 
necesarias que se han valorado para efectuar dicha zonificación, o de la jurisprudencia que 
poco a poco ha ido precisando los límites y posibilidades de las mismas.
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El principio de prohibición de cualquier tipo de edificación o cons­
trucción en las zonas ND ha sido modulado por la introducción en 
la Ley núm. 76-1285, de 31 de diciembre, del art. L 123-2 CU que 
establece la posibilidad de paliar las reticencias que puede suponer 
para los propietarios de suelo la clasificación del terreno como ND 
por decisión de la colectividad local, permitiendo la posibilidad de que 
los Planes Locales de Urbanismo puedan determinar las condiciones 
bajo las cuales las posibilidades de construcción resultantes del coe­
ficiente de ocupación de suelo fijadas para el conjunto de la zona pue­
dan, con eí acuerdo de la autoridad administrativa, ser transferidas 
con vistas a favorecer la agrupación de construcciones sobre otros terre­
nos situados en uno o varios sectores de la misma zona.

La fijación de un COS muy débil no implica que un terreno sea 
inedificable, o que no pueda ser urbanizado en virtud de la posibilidad 
de transferencia del mismo hacia zonas con mayor consolidación por 
la edifi caci ón/urb anización.

La división de todo o parte de un territorio municipal en diferentes 
zonas conforme a su vocación urbanística, entendiendo como tal la 
llamada a formar parte del tejido urbano o la necesidad de su pre­
servación, no se agota con la fragmentación del mismo en las zonas 
urbanas y zonas naturales que acabamos de describir. La determinación 
del régimen jurídico de suelo aplicable en una determinada parcela 
que se inserte en un territorio en el que esté aprobado un plan local 
de urbanismo viene condicionada por otra circunstancia y es la posi­
bilidad de que una finca esté enclavada en el lugar donde el plan prevea 
la realización de equipamientos públicos. Estos terrenos regulados en 
eJ art. L 123-1.8.° y definidos pormenorizadamente por la Circular de 
17 de enero de 1978 los define y califica como emplazamientos reser­
vados.

Este tipo de terrenos, que pueden estar destinados a finalidades 
muy diferentes, por su vocación o destino de interés general y destino 
colectivo, impiden la edificación a los propietarios de los mismos y 
pueden dividirse en cuatro categorías diferentes: vías públicas, obras 
públicas, instalaciones de interés general y espacios verdes.

La declaración de un terreno como emplazamiento reservado supo­
ne una servidumbre que representa para el propietario del terreno 
una severa limitación al libre goce del bien; por esta razón el 
art. L 123-9 establece que el propietario de suelo podrá exigir a la 
colectividad beneficiaría que adquiera el terreno reservado, si bien este 
derecho de abandono sólo es exigióle si existe un Plan Local de Urba­
nismo aprobado.
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4. LA INICIATIVA DE LA PROPIEDAD PRIVADA 
EN EL MODELO URBANÍSTICO FRANCÉS:
LAS PARCELACIONES, LAS AFU,
LA PARTICIPACIÓN EN LAS ZAC,
LA RESTAURACIÓN INMOBILIARIA

Uno de los aspectos fundamentales que es necesario destacar antes 
de adentrarnos en la capacidad o la iniciativa de los propietarios de 
suelo para hacer dudad es la distinción que, como punto de partida, 
debe realizarse entre la iniciativa del propietario del suelo, entendido 
como tal, y la iniciativa del urbanizador privado, amenageur, desvin­
culado a la propiedad del suelo que actúa, como vimos en páginas 
anteriores, mediante la práctica de convenios de obra urbanizadora 
no ostentando prerrogativas de poder público.

El urbanizador o amenageur es definido como el profesional de 
la ordenación del territorio y el urbanismo y puede relacionarse o no 
de forma directa con la propiedad del suelo que ha de ordenar, urba­
nizar o ejecutar.

El punto de partida es diferente; por eso, hasta aquí siempre que 
hablábamos de la iniciativa privada se hacía referencia a la iniciativa 
empresarial, constructores y urbanizadores que llevan a cabo convenios 
de ZAC, entre otros; en adelante estudiaremos la iniciativa del titular 
del terreno, de su propietario.

4.1. Las parcelaciones

La actividad urbanística, los procesos de urbanización, tiene su ori­
gen histórico en dos tipos de técnicas.

De una parte la técnica de las alineaciones, como principio u origen 
de una política pública de ordenación urbana dirigida por la Admi­
nistración tendente a introducir medidas higienistas para estructurar 
la trama urbana de las ciudades.

De otra parte, la iniciativa privada fragmenta la propiedad del suelo 
mediante los procesos de parcelación, entendidos en principio como 
divisiones privadas destinadas a la construcción que poco a poco van 
tomando mayor peso y se perfilan como un modo de hacer ciudad 
en el que parece que la Administración Pública poco puede controlar, 
pues se inscriben en el marco del Derecho privado.

Como consecuencia de la proliferación de este tipo de actuaciones 
que parecen escapar del control de la Administración, la propiedad 
privada tiene en sus manos un instrumento que permite la extensión
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de los núcleos urbanos y puede favorecer la urbanización diseminada 
o a saltos, cuando ésta es mal utilizada, pero también permite la rea­
lización de actuaciones en la periferia urbana en la que los terrenos 
son más baratos creando grandes masas nuevas de tejido urbano de 
iniciativa privada.

En efecto, durante la segunda mitad del siglo xix aparecen dos 
tipos de parcelaciones que distinguimos dependiendo principalmente 
de su localización en la trama urbana y del sujeto que las inicia y 
ejecuta.

Por una parte, y en primer lugar, las parcelaciones que se realizaban 
en el marco de los percées o aperturas haussmannianas, que dejaban 
de un lado y otro de las vías terrenos más o menos importantes según 
la amplitud de las expropiaciones.

Para rentabilizar las aperturas, es decir dotar al terreno de la plus­
valía mayor posible, la Administración operaba normalmente mediante 
concesionarios que parcelaban los terrenos, si la amplitud del solar 
lo permitía 15 16. Era, pues, una operación dirigida por la Administración, 
una parcelación que podríamos calificar de pública y que se situaba 
normalmente en los cascos históricos de las ciudades.

El procedimiento consistía en reagrupar las fincas expropiadas, 
diseñar un nuevo plano parcelario con la eventual prefiguración de 
los inmuebles a construir en ella, la redacción de un cuaderno de cargas 
y la venta de las parcelas (eventualmente por adjudicación). Las par­
celas eran vendidas por la Administración (representada por el pre­
fecto) o por el concesionario al que se adjudicó la realización de las 
obras o por negociación directa.

Las condiciones de construcción, edificación e inserción de los futu­
ros inmuebles en las parcelas resultantes se contenían en el cuaderno 
de cargas que se aprobaba en el acta de venta y en el que a menudo 
comparecía como representante de la prefectura del Sena el mismo 
prefecto, G. E. Haussmann.

Pinon lfi, al describir estas operaciones, las denomina parcelaciones 
privadas, calificación que no comparto, pues tal y como hemos venido 
describiendo hasta el momento la realización de las aperturas o percées 
haussmannianas supone una actuación directa o indirecta de la Admi­
nistración, pero implica una dirección y control del proceso de eje­
cución y planeamiento de las mismas por parte de la Administración 
de forma completa. Además, la materia prima de este proceso, el suelo

15 P. Pinom , «De la parcelle á l’immeuble. Les lotissements», en Jean de Cars y Pierrc 

Ptnon  (dirs.), París HausSktann, op. cit., pp. 142 ss.

16 Ibidem, p. 142 in fine.
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que debe ser reurbanizado, ha sido previamente expropiado, luego la 
Administración no sólo ejerce un control de la operación a posíeriori, 
sino que ostenta la denominada maitrise de l’assiette fonciere; es decir, 
la dirección del conjunto de la propiedad de los.: terrenos.

Es, pues, una operación de carácter público; la única operación 
privada que existe es la de la venta de los solares, si bien ésta se produce 
una vez realizada la reordenación de los mismos, y podríamos decir 
que aunque es un contrato privado, una compraventa, puede llegar 
a considerarse como un contrato de adhesión, por el poco margen 
de actuación que le queda al comprador que debe sujetarse al cuaderno 
de cargas establecido por la prefectura para estas operaciones.

Por otra parte, y en segundo lugar, podemos hablar de parcela­
ciones propiamente privadas en los casos en los que se llevan a cabo 
actuaciones de extensión del tejido urbano preexistente en zonas en 
las que, por estar algo más alejadas del centro, los precios de suelo 
son más baratos y permiten efectuar operaciones puntuales de inicia­
tiva, capital y control del suelo de la propiedad privada.

En efecto, durante el período posthaussmanniano comienzan a 
existir en las zonas periféricas algunas iniciativas privadas de fragmen­
tación o división de la propiedad del suelo destinadas a urbanizar y 
hacer edificios, que aprovechan el menor precio de los terrenos en 
estas zonas periféricas para llevar a cabo operaciones de urbanización 
más modestas que las llevadas a cabo directamente o mediante con­
cesionario por la Administración, suponiendo una contribución espe­
cial al modelo urbanístico del momento por diversas razones:

1. Por la iniciativa y propiedad de los terrenos, que es siempre 
privada.

2. Por su localización exterior, y la facilidad que tuvieron pos­
teriormente de incorporarse al tejido urbano existente debido a la peri­
cia de los arquitectos para crear inmuebles de fachada haussmannia- 
na-burguesa e interiores más modestos, y por las imposiciones estéticas 
en cuanto a los materiales de construcción, lincas de fachada, alturas, 
impuestas por la municipalidad.

3. Porque suponen operaciones de Derecho privado no sujetas 
a un control administrativo previo, sino a cláusulas en los contratos 
de compraventa de los terrenos en los que obligan a edificar, a urba­
nizar, y cláusulas sobre todo de orden estético como las previamente 
citadas.

4. Aparecen como una cierta ruptura con el urbanismo de par­
celación lineal de las aperturas típicamente “haussmannianas” que aca­
bamos de describir.

En efecto, parcelaciones de este tipo se dieron con gran frecuencia 
hasta el período de entre guerras, en el que surge la primera regulación
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concisa acerca de las mismas. Santelli 1' lleva a cabo un estudio de 
algunos ejemplos de parcelaciones de carácter privado de los barrios 
del norte de París, en los que destaca la obligación de edificar que 
se establece en las parcelas resultantes, así como algunas considera­
ciones formales respecto a los edificios exteriores tal y como se esta­
blecía para el interior de París; por esta razón es por lo que más tarde 
la incorporación de estas operaciones al tejido urbano preexistente 
no será tan traumática.

El paso que marca la consideración de la parcelación como una 
actividad privada que escapa del control y dirección de la Adminis­
tración Pública a un modo reglado de producir espacios urbanos 
mediante la iniciativa de la propiedad privada pero bajo el control 
de la Administración se produce con la aprobación de la Ley de 19 
de julio de 1924 relativa a las parcelaciones, que se hacía necesaria, 
pues en aquella época este tipo de operación se había ido erigiendo 
como el modo principal de extensión de las ciudades 1S. Anteriormente 
la Ley de 14 de marzo de 1919, la “Ley Cornudet”, primera Ley de 
urbanismo completa, había impuesto la necesidad de un plan de orde­
nación de las parcelaciones, disposiciones estas que quedaron en letra 
muerta. '

Los excesos a la utilización de esta técnica y el desarrollo anárquico 
de las zonas peri-urbanas tras la Primera Guerra Mundial provocaron 
la reacción de los poderes públicos, sometiendo la operación de par­
celación a un control previo de la Administración destinado a asegurar 7 * * * * * * *

7 S. Santelli, «Les lotissments posthaussmanniens des quartiers Nord de Paria», Jean
de Cars y P. Pinon, París Haussmann, 4." ed., Paris, Editions du Pavillon de ¡Arsenal, 1998,
pp. 297 a 303. Así, se créan conjuntos urbanos de gran homogeneidad mediante la creación
de parcelaciones compuestas por más de una calle y varias manzanas. La parcelación de Saint-Age
realizada hacia 1S40 fuera del recinto amurallado de Fermiers Généraux, en París, es un ejemplo 
típico de este tipo de operación de envergadura qué conduce a la creación de cuatro manzanas 
cortadas por dos calles que forman una cruz de San Andrés. En este caso cada parcela era 
vendida a nn constructor diferente obligado a edificar en el año siguiente a la compra de la 
parcela según el cuaderno de cargas precisado.

Otra operación importante de este tipo es la realizada en 1868 por la denominada Compañía 
General de Obras Públicas y Particulares (Compagnie Genérale des TravaivcPublics et Particuliers), 
cuyos accionistas son empresarios, bancos y un arquitecto. La sociedad compra al Ayuntamiento 
unos terrenos en los que llevaría a cabo un plan de parcelación de los mismos y los vendería, 
una vez urbanizados, con la obligación de construir, a particulares, o los alquilarían con la 
misma obligación de construir y promesa de venta. El control por parte del Ayuntamiento de 
esta operación se reduciría a principios estéticos como la obligación de construir en sillería, 
con balcones, comisas y molduras, así como la igualdad de alturas y líneas de fachada.

Posteriormente, en los años ochenta, el auge del mercado inmobiliario incita a promotores 
privados a llevar a cabo por sí solos la construcción total de los inmuebles de una misma par­
celación. El resultado, en el caso, entre otros, de Paul Fouquiau en los barrios del norte de 
París, es de una gran homogeneidad arquitectónica, constituyendo verdaderos fragmentos urbanos 
en los que la unidad está garantizada por la existencia de un único director técnico (maítre 
d'ouvre) y de un único propietario inicial de los terrenos.

IK En Francia no existen leyes de ensanche, la extensión se realizaba mediante la técnica 
de las parcelaciones.
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que las reglas de viabilidad e higiene fueran respetadas y que estos 
troceamicntos de la propiedad fueran debidamente regulados.

La licencia de parcelación fue creada por Ley de 1 de julio de 
1924; posteriormente la “Ley Serrault” de 1928 establecería diferentes 
medidas destinadas a corregir parcelaciones defectuosas e irregulares.

La Ley de 15 de junio de 1943, que reorganiza y crea una Admi­
nistración específica en materia de urbanismo, lleva a cabo también 
una codificación de la legislación anterior así como la precisión e inno­
vación de numerosos aspectos llenando numerosas lagunas existentes.

En el ámbito de las parcelaciones, refunde la normativa existente 
y la extiende a todos los parceladores, fueran o no de carácter pro­
fesional, rompiendo con lo establecido por la jurisprudencia desde 1932 
de la que resultaba que la Ley de 1924 sólo era aplicable cuando la 
operación de parcelación había sido realizada por un profesional.

En 1958, a la entrada en vigor de la Ley núm. 58-1465, de 31 
de diciembre, las parcelaciones deben ser consideradas seriamente 
como un factor o instrumento más de extensión de las ciudades y se 
equipara la autorización de policía de ocupación del espacio con un 
verdadero reconocimiento de una operación de urbanismo. El “par- 
celador” (lotisseur) se transforma en una agente o un actor más de 
la política de crecimiento urbano y la Administración puede imponerle 
las prescripciones que sean necesarias.

La evolución posterior del régimen de Jas parcelaciones no ha cesa­
do de asimilarlas a una operación de ordenación urbana, una operación 
de urbanismo que implica la existencia de un interés general que jus­
tifica que la Administración vigile estrictamente su concepción y rea­
lización. Esta aprehensión del mecanismo está muy presente en la últi­
ma reforma importante en la materia llevada a cabo por el Decreto 
núm. 77-860, de 26 de julio de 1977, completado por diversos docu­
mentos internos de interpretación como la Circular núm. 77-160, de 
4 de noviembre de 1977, una nota técnica de 3 de agosto de 1978, 
y por una Circular de julio de 1985 en cuanto a los efectos de las 
reformas descentralizadoras en la práctica de las parcelaciones A

La parcelación puede entenderse como una operación de división 
del terreno en la que la finalidad es, después de la realización de los 
equipamientos, la producción de terrenos aptos para ia edificación, 
es decir, solares. La parcelación puede considerarse, a mi modo de 
ver, como el primer acto, o el acto mínimo de índole urbanística, que 
el propietario de suelo puede llevar a cabo; por eso comenzamos por 
él, teniendo en cuenta además que es un acto de un solo propietario. 15

15 J. B. Auiíy y H. Pf.rinet-Marquet, Droit de l’urbanisme el de la consiruction, 5.a ed., 
París, Montchrestein. 1998, p. 364.
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Definida la parcelación en estos términos 20, nos recuerda —qué 
duda cabe— a la definición que anteriormente dimos de las Zonas 
de Ordenación Concertada y que posteriormente daremos de las Aso­
ciaciones de Propietarios Urbanos (AFU).

Como advertíamos anteriormente, la principal diferencia y origi­
nalidad de la parcelación es que tiene su origen en el Derecho privado; 
en la actualidad es una operación de urbanismo más, si bien a pesar 
de considerarse como una verdadera operación de interés general, lo 
más normal es que sea realizada por una persona privada. Tiene por 
tanto carácter polivalente, un híbrido entre un modo de ocupación 
del suelo por parte de la propiedad privada y una verdadera operación 
de urbanismo de carácter público 21.

El art. R 315-1 del Código del Urbanismo define la parcelación 
como toda división de la propiedad inmueble con vistas a la implan­
tación de edificaciones que tiene por objeto en un período de tiempo 
menor de diez años, dividir en más de dos el número de terrenos 
de dicha propiedad, o en cuatro si el origen de la división es una 
sucesión.

Las condiciones necesarias para llevar a efecto una parcelación 
son las siguientes:

a) Unidad física de la propiedad.
b) Exigencia de división en más de dos lotes o parcelas.
c) Exigencia de implantación de edificaciones. La finalidad última 

de la parcelación es la implantación de edificios, entendiendo como 
tales las construcciones que necesiten de una licencia de construcción.

La autorización para parcelar o licencia de parcelación regulada 
en el art. R 315-5 CU constituye un acto complejo con objetivos dife­
rentes.

Por una parte, autoriza la división de un terreno con vistas a su 
posterior venta con la condición de que sean realizadas cierto número 
de obras de equipamiento de los terrenos. En este sentido es con­
siderada como un acto no reglamentario creador de un derecho para 
su beneficiario.

Por otra parte, la licencia de parcelación puede aprobar una serie 
de documentos a los que confiere carácter reglamentario que concretan 
el acuerdo entre el parcelador y la colectividad sobre las características 
de la operación a realizar, incluyendo obligatoriamente la densidad 
edificatoria máxima y mínima permitidas, y opcionalmente como ane­
xos puede incorporar un plan de delimitación de la parcelación, pres­

2(1 J.-P. Gllli y J. DF. Lanversin, Lexique. Droit de l'urbanisme, París, Prcsse Universitaires 
de France, 1978.

21 Jacquot, op. cil., p. 424.
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cripciones sobre las características y modalidades de ejecución de las 
obras, exposición de la contribución del parcclador a las cargas de 
los equipamientos públicos.

La licencia de parcelación no es únicamente un acto constitutivo 
del derecho a parcelar, sino que además actúa como documento de 
urbanismo necesario para poder llevar a cabo la parcelación en tanto 
en cuanto en él se contienen todas las prescripciones, derechos, deberes 
o cargas urbanísticas necesarios para llevar a buen fin la operación.

El modo de instrucción de la solicitud de parcelación dependerá 
de la existencia o no de un Plan Local de Urbanismo en el lugar donde 
se quiera llevar a efecto la parcelación:

Si existe Plan Local de Urbanismo incluido en una sola colectividad 
territorial, la autorización será expedida por el alcalde, respetando 
siempre la zonificación establecida en el PLU, permitiéndose en las 
zonas NA y U, y prohibiéndose las mismas en las zonas NB, NC, y ND.

En caso de que el Plan Local de Urbanismo comprenda diversas 
colectividades locales la autorización debe ser expedida por el prefecto, 
al igual que si no existe PLU, en cuyo caso deberán solicitarse diferentes 
informes que establezcan la adecuación de la parcelación a la regla­
mentación nacional de urbanismo (RNU) y al principio de edifica- 
bilidad limitada.

La realización de la parcelación, una vez obtenida la correspon­
diente autorización, consiste (art. L 332-15 CU) en efectuar las obras 
de equipamientos colectivos que garanticen la viabilidad de los terrenos 
para sus futuros adquirentes y proceder a la división de la propiedad.

El procedimiento de realización de las mismas previsto en el 
art. 315-30 CU ha ido perfeccionándose, en el sentido de ir exigiendo 
al parcelador un nivel mínimo de equipamientos, así como una nece­
saria integración de la parcelación en la trama urbana que se lleva 
a cabo mediante la aprobación de diferentes instrumentos de planea­
miento que establecen las condiciones de adecuación al medio ambien­
te, de equipamientos, de integración en el espacio ya urbanizado. Nor­
malmente la ordenación de la parcelación se realiza mediante un plan 
de ordenación de conjunto que distribuye los espacios privativos y 
colectivos, indica la trama viaria y prevé la localización de espacios 
libres y plantaciones a conservar o crear.

La regla general para la realización de las obras de parcelación 
es que éstas deben concluirse antes de la venta de los terrenos para 
su posterior edificación; es decir, la persona, normalmente privada, 
que divide su propiedad, la urbaniza y equipa conforme a lo establecido 
en la autorización de parcelación (art. R 315-32) para proceder con 
posterioridad a su venta.
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El establecimiento de este principio no tiene otra finalidad que 
garantizar al futuro adquirente la compra de los terrenos completa­
mente equipados; sin embargo, este sistema tan rígido, en principio, 
ha ido dando paso a numerosas excepciones que permiten una comer­
cialización de los terrenos anterior a la conclusión de las obras de 
urbanización. Estas excepciones se fundamentan en dos principios. Por 
una parte, razones técnicas, previstas en el art. R 315-33.«) CU, que 
permitan la comercialización anterior para evitar la degradación de 
las vías durante el tiempo en el que se lleva a cabo la construcción 
de los edificios. De otra parte, el art. R 315-33.b) CU prevé la posi­
bilidad de su venta anticipada para reducir el coste financiero de la 
operación siempre que exista una garantía o aval de finalización otor­
gada por un banco, entidad financiera o caja de depósitos bajo las 
condiciones impuestas por el art. R 315-34 CU.

Las parcelaciones en Francia, desde el punto de vista de su apor­
tación al crecimiento de la ciudad, de la trama urbana, están repre­
sentadas principalmente por el denominado “urbanismo de pavillon”, 
entendiendo por tal el urbanismo de segunda residencia situado a las 
afueras, en la periferia de las grandes capitales, y en segundo lugar 
también existe, en opinión de Dunois22, una insidiosa tendencia a acep­
tar las parcelaciones a lo largo de una determinada vía de comuni­
cación; es decir, las parcelaciones lineales que no crean verdaderas 
tramas urbanas.

La perfección de una operación parcelatoria tiene como resultado 
la fragmentación de la propiedad del suelo, de una parte, y la creación 
de un conjunto de bienes, públicos unos (las vías, los equipamientos), 
y privados otros (las nuevas parcelas o lotes y las edificaciones sobre 
ellos levantadas).

El Código del Urbanismo insta a esta nueva comunidad de intereses 
creada a raíz de la parcelación a formar una asociación sindical de 
propietarios que tenga como finalidad la conservación y mantenimiento 
de la obra urbanizadora. Es un primer tipo de asociación libre, que 
es creada una vez finalizada la obra urbanizadora, y no antes, puesto 
que el proceso de parcelación tiene como punto de origen la división 
de un terreno de un único propietario.

La creación de este tipo de asociaciones, que podríamos calificar 
de conservación, aparece regulada en los arts. R 315.6, 7 y 8 CU, esta­
bleciendo la obligatoriedad de las mismas (salvo los casos en que el 
número de lotes o parcelas destinadas a edificios sea menor de cinco 
y en aquellos casos en los que el parcelador justifica la existencia de 
un convenio mediante el cual todos los equipamientos públicos creados 
son transferidos a una persona pública una vez concluidos), y el pro­

22 Op. cit., p. 87.
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cedimiento de constitución que debe ser promovido por el parcelador 
o propietario inicial de los terrenos en la solicitud de parcelación esta­
bleciendo que los adquirentes de los lotes deberán constituir una aso­
ciación de propietarios hasta la posible cesión de los equipamientos, 
y fijando la fecha de la primera reunión de la asamblea un mes después 
de la atribución de la mitad de las parcelas.

Los estatutos de la asociación, que deben figurar en la solicitud, 
corresponden normalmente a una asociación sindical libre regulada 
por las disposiciones de la todavía vigente Ley de 21 de junio de 1865 23.

Pero el principio de asociación de los propietarios no permanece 
exclusivamente en el ámbito de la gestión y mantenimiento de la obra 
urbanizadora cuando ésta ha sido iniciada y realizada por el propietario 
único de un terreno, sino que la legislación francesa contempla algunos 
casos en los que ésta cabe desde el inicio mismo de la operación urba­
nística y que son el segundo modo de participación directa de los pro­
pietarios de suelo en el proceso urbanizador, que analizamos segui­
damente.

4.2. Las AFU

Frente a la técnica de la parcelación, en la que el propietario de 
suelo goza del derecho a urbanizar o a parcelar su terreno en función 
del derecho de propiedad que ostenta de forma individualizada, existe 
otro tipo de institución jurídica que reúne o agrupa a los propietarios 
de suelo con fines urbanísticos. Es la denominada Asociation Pondere 
Urbain (AFU) que tiene una doble especificidad.

De un lado, supone la acción conjunta de cierto número de pro­
pietarios y, de otro, supone una modalidad de reestructuración del 
suelo que permite distintos tipos de urbanización.

El origen de este tipo de agrupación lo encontramos en la Ley 
de Asociaciones Sindicales de Propietarios 24 de 12 de junio 1865 y 
el Decreto de 18 de diciembre de 1927 que permitía a los propietarios 
de suelo interesados en la ejecución de obras de interés colectivo de 
las que puedan ser beneficiarios agruparse para realizarlas en conjunto.

23 Deben figurar como cláusulas obligatorias:
1. El objeto de la asociación, que consiste en la compra, gestión y mantenimiento de 

los equipamientos comunes, así como la posibilidad de su posterior cesión a una persona de 
Derecho público; en caso de que no se cedan la asociación será la propietaria de los mismos.

2. El régimen de participación en los gastos del parcelador y de los adquirentes, que 
se establecerá de forma pormenorizada en el cuadro de cargas.

*4 Sobre las asociaciones sindicales de propietarios, vid. E. Avouh, Les associations syndicales 
de propiétaires, Colección Que sais-je?, Paris, PUF, 1984; Liet-Veaux, «Associations syndicales 
de propiétaires», Juris Classeur, fase. 140.
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Supone pues, más que una asociación de propietarios, una asociación 
de propiedades.

En principio, este tipo de asociaciones, todavía no denominadas 
AFU, fueron utilizadas para llevar a cabo obras encaminadas a la mejo­
ra del equipamiento o instalaciones rurales; poco a poco se fueron 
introduciendo de forma excepcional algunos procedimientos puntuales 
de asociación que permitían actuaciones en el medio urbano como 
el saneamiento de vías privadas (Ley de 22 de julio de 1912), la orde­
nación de parcelaciones defectuosas (Ley de 15 de marzo de 1928), 
reordenación y reconstrucción de ciudades siniestradas (Ley de 11 de 
octubre de 1940, de 12 de julio de 1941 y de 16 de junio de 1948) 25.

La Ley de Urbanismo de 15 de junio de 1943 recoge de forma 
general todos los procedimientos que habían ido aprobándose de forma 
singular y admite la posibilidad de creación de este tipo de asociaciones 
para la ejecución de cualquier tipo de actuación urbanística incluida 
en los proyectos de ordenación. Estas posibilidades no fueron fruto 
de desarrollo reglamentario alguno y no fueron puestas en práctica. 
La Ordenanza núm. 58-1445, de 31 de diciembre de 1958, y el Decreto 
núm. 61-376, de 11 de abril de 1961, intentan fijar las posibilidades 
de este tipo de asociaciones sindicales estableciendo la posibilidad de 
su constitución tanto para la realización de obras de ordenación y de 
equipamiento de interés colectivo como para la reestructuración de 
parcelas con vistas a la renovación urbana de las manzanas, pero tam­
poco fueron utilizadas.

La Ley de Orientación de Suelo de 1967 fijará de forma definitiva 
el ámbito de la legislación urbanística de este tipo de asociaciones, 
estableciendo un régimen y denominación específicos para las asocia­
ciones sindicales con fines urbanísticos —se crean las AFU (Associa- 
tions Fonciéres Urbaines)—, y que ha ido perfeccionándose con la Ley 
de 5 de julio de 1972; el Decreto núm. 74-203, de 26 de febrero de 
1974 2S, y la Circular núm. 75-133, de 3 de septiembre de 1975.

La Ley núm. 85-729, “d’aménagement”, de 18 de julio de 1985, 
y la núm. 96-987, de 14 de noviembre de 1996, darán un nuevo impulso 
a las mismas ampliando su campo de actuación.

Sin embargo, y a pesar del impulso que el legislador quiso dar 
a este tipo de participación colectiva de propietarios agrupados con 
fines urbanísticos, las estadísticas muestran cómo en 1988 sólo se 
habían constituido 424 AFU que representaban menos de tres mil hec­
táreas. El balance de estas instituciones es tan mitigado, parece ser, * 26

.Tacquot, op. cit., p. 486.
26 Sobre las reformas introducidas por el citado Decreto, vid. Hugot, «La réalisation des 

associations fonciéres urbaines réglementées par le Décret núm. 74-203, du 26 février 1974», 
Juris Classeur périodique (JCP), 1976, I, 6181.
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por la resistencia tic los propietarios franceses a la creación de este, 
tipo de uniones.

Es, pues, un instrumento muy modesto en el sentido de su escasa 
contribución real y práctica a la creación de espacios urbanizadles, 
pero que al hilo de nuestra exposición es necesario estudiar, pues supo­
ne un modo de participación e iniciativa directa de la propiedad privada 
en la función pública urbanística, un reconocimiento del derecho a 
urbanizar, entendido desde dos puntos de vista: el de la iniciativa del 
proyecto, localización y destino, y desde la perspectiva de la elección 
del modo de ejecutar las obras de urbanización.

El Código del Urbanismo regula las AFU en el arts. L y R. 322 
del CU, estableciendo que el régimen jurídico de las mismas será el 
establecido en el código y de forma supletoria por las disposiciones 
de la Ley de 21 de junio de 1865.

Existen tres clases de AFU en función del mayor o menor grado 
de acuerdo de los propietarios para su formación y del carácter privado 
o público de las mismas.

AFU libre: presupone el consentimiento unánime de un grupo de 
propietarios; constituye un organismo de derecho privado 21.

AFU creada de oficio: suele ser creada por razones de interés públi­
co excepcional27 28.

AFU autorizada 29: requiere la mayoría cualificada de los propie­
tarios; la asociación ostenta prerrogativas de poder público; puede ser 
beneficiaría de la expropiación.

Las AFU, reguladas en el CU en el art. L 322-2 CU, pueden tener 
diferentes finalidades: la reestructuración de parcelas el reagrupamien- 
to de las mismas; la construcción, mantenimiento y gestión de obras 
de interés colectivo, o la conservación, restauración y puesta en valor 
de sectores protegidos.

En principio este tipo de asociaciones podrían parecer el vehículo 
necesario para llevar a cabo un urbanismo de concertación con la pro­
piedad privada y ser un instrumento jurídico de gran actualidad, puesto 
que permite una agrupación de los propietarios organizados de una

27 Vid., al respecto, Lirt-Veaux, «Les associations fonciéres urbaines libres», Juris-Classeur 
administrative, fase. 143; «Les associations fonciéres urbaines libres échapent á tout contróle 
administratif», JCP, 1981,1, 3009.

V. J. Füret, «Pour l'urbamsme de concertaron, l’association foncicre urbaine», Droit 
et vilie, niím. 7, 1979, p. 179. Destacan las reticencias de la Administración para constituir de 
oficio este tipo de asociaciones, intentando encauzar las iniciativas urbanísticas mediante otro 
tipo de instrumentos o técnicas como las asociaciones autorizadas.

29 Vid., al respecto, HuGQT, «Les associations fonciéres urbaines autorisées», Répertoire, 
Dcfrénois, 1974, p. 1441.
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forma institucional y destinados a fines urbanísticos. En este sentido, 
Bouyssou30 afirma, a priori, que desde un punto de vista filosófico 
las AFU suponen un tipo de democracia de la propiedad; desde el 
punto de vista financiero, un modo de participación de los propietarios, 
agrupados previamente, en la financiación de los equipamientos públi­
cos; desde una perspectiva ética se trata de un medio de evitar el enri­
quecimiento injusto de la propiedad privada que se ve beneficiada por 
la plusvalía generada por la obra urbanizadora sin que haya contribuido 
de forma alguna a generarla.

Si las primeras premisas que define el citado autor parecen estar 
ofreciendo un sistema de ejecución del planeamiento urbanístico, de 
la obra urbanizadora, ético, económico y concertado, la pregunta que 
cabe hacerse es: ¿por qué el escaso éxito de esta técnica en Francia?

Fos motivos son diversos pero entre ellos podemos destacar tres, 
de orden político, económico y técnico respectivamente.

En efecto, desde un punto de vista político las AFU constituyen 
uno de los instrumentos urbanísticos cuya aprobación no ha sido des­
centralizada, en el sentido de que es el prefecto el que deberá dar 
la autorización para su constitución (art. R 322-3 CU) lo que en un 
marco político descentralizado, qué duda cabe, que crea ciertas reti­
cencias y se preferirá la utilización de otros mecanismos cuyo poder 
de decisión descanse en el Consejo municipal, en la colectividad local 
o agrupación de colectividades. Al mismo tiempo también existe cierto 
temor por parte de la Administración a agrupar a los propietarios del 
suelo, en el sentido de que éstos puedan erigirse como grupos de pre­
sión política desviando sus intereses primigenios que en principio eran 
únicamente de carácter urbanístico.

Desde una aproximación económica las cargas impuestas por parte 
de las Administraciones locales carentes de fondos para financiar los 
equipamientos públicos provocan que las operaciones no sean factibles 
por el alto coste que la Administración impone en función de los equi­
pamientos que obliga a financiar y de esta manera desanima al conjunto 
de propietarios a llevar a cabo cualquier tipo de actuación.

Por último cabría añadir una dificultad de carácter técnico, en apa­
riencia, pero que esconde el verdadero debate que palpita a lo largo 
de toda esta investigación. Si se considera que el urbanismo, que cual­
quier operación de urbanización ex novo o de reforma interior o rees­
tructuración parcelaria es de interés público —ya sea ejecutada y diri­
gida por un conjunto de propietarios ya sea por la Administración 
Pública—, entonces la Administración debería estar obligada a finan­
ciar los estudios previos de viabilidad de este tipo de proyectos. Sin

311 F. Bouyssou, «Les associations fonciéres urbaines et la loí du 18 juíllet 1985», Rcvue 
francai.se de droit administratif (RFDA), m'im. 2-3, mayo-junio 1986, p. 354.
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embargo, la legislación vigente no prevé e! costeamienío de estos estu­
dios por parte de la Administración, lo que dificulta en gran medida 
la actuación de las AFU que deben, antes de llevar a cabo cualquier 
actuación, solicitar un costoso estudio sobre la viabilidad del proyecto.

En este sentido Bouyssou 31, al que seguimos en este punto, destaca 
cómo en el ámbito rural este tipo de financiación de estudios previos 
sí es realizada por la Administración Pública que los considera, por 
tanto de interés colectivo, de utilidad pública, y no encuentra razón 
alguna que impida la aplicación analógica de este tipo de disposiciones 
que consideran la modernización de, la agricultura como una cuestión 
de. interés, general al ámbito del urbanismo.

Impedimentos jurídicos que supongan un obstáculo a esta consi­
deración puede que no existan, si bien la ponderación o el justo equi­
librio a esta ayuda previa para la constitución de las asociaciones de 
propietarios deberá venir de la justa atribución del nivel de equipa­
mientos exigidos en la operación, que permita, de una parte, la satis­
facción del interés general y la utilidad pública que la operación urba­
nística debe llevar de suyo y, de otra, impedir el enriquecimiento injusto 
de los propietarios de suelo mediante las plusvalías generadas por el 
plan urbanístico o incluso el estudio previo financiado por la Admi­
nistración que permita la constitución de la asociación para llevarlo 
a cabo.

En definitiva, y a la vista de lo expuesto, las AFU en Francia son 
consideradas como un procedimiento o instrumento especial de eje­
cución del planeamiento, casi una excepción o una reliquia a los modos 
de actuación tradicionales que son las parcelaciones y las Zonas de 
Ordenación Concertada (ZAC).

4.3. La participación de los propietarios privados
en las Zone d’Aménagement Concerté (ZAC)

Al inicio de este epígrafe destacamos la necesidad de diferenciar 
la iniciativa privada, entendida como iniciativa empresarial de cons­
tructores y urbanizadores que no tiene por qué estar vinculada direc­
tamente con la propiedad del suelo en el que van a operar, y la iniciativa 
privada entendida como el derecho a urbanizar de los propietarios 
de suelo en el sentido de entender esta prerrogativa como una parte 
del haz de facultades que dimanan del derecho de propiedad.

El objeto de nuestro estudio en este punto es el derecho a urbanizar 
del propietario de suelo; por esta razón se han analizado en primer 
lugar las parcelaciones como el sistema que consagra, por excelencia,

3i Ibidem, p. 356.
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la posibilidad de hacer ciudad por parte del propietario del suelo. En 
un segundo momento hemos visto los denominados procedimientos 
especiales de ejecución del planeamiento dentro de los que se encua­
dran la constitución de Asociaciones de Propietarios de Suelo, las AFU, 
que, como vimos, han tenido poco éxito por razones de diversa índole.

A continuación procede averiguar si el propietario de suelo queda 
realmente excluido en el sistema de concertación urbanística más típico 
y extendido del derecho urbanístico francés, las ZAC.

Tuvimos ocasión de analizar en páginas anteriores el régimen jurí­
dico de las ZAC, pero en aquel momento el punto de vista del análisis 
se centraba en la exposición de las mismas como modo de urbanismo 
operacional que mostraba el gran peso que las Administraciones Públi­
cas ejercen en la concertación urbanística y la diferencia de regímenes 
existentes cuando la concertación se realiza con un organismo público 
—las ZAC-concesión— o con una entidad privada —las ZAC-con- 
venio.

El punto de partida de la polémica doctrinal entre ambos regímenes 
era, sin embargo, el mismo: el art. L 311.1 CU establece que las ZAC, 
cualquiera que sea su modo de ejecución, son zonas que están des­
tinadas al equipamiento de terrenos, especialmente de aquellos que 
la colectividad o el organismo público con competencia para iniciarlas 
han adquirido o adquirirán con vistas a cederlos o concederlos pos­
teriormente a los “utilizadores” públicos o privados.

Así pues, estas zonas —que sólo podrán establecerse en suelos 
urbanos o de urbanización futura (U o NA) delimitados por el Plan 
de Ocupación de Suelo— presuponen, en principio y en base a lo 
establecido en su definición legal, que la realización de la operación 
implica que la propiedad del suelo está en manos de la colectividad 
pública u organismo autónomo que la inicia y promueve.

En este sentido, el art. L 311-2 CU, introducido por la reforma 
de la Ley num. 76-1285, de 31 de diciembre de 1976, establece la posi­
bilidad de que los propietarios de suelo insten a la colectividad pública 
u organismo autónomo que ha tomado la iniciativa de creación de 
la Zona de Ordenación Concertada a la compra de sus terrenos una 
vez aprobada el acta de creación de la misma en las condiciones esta­
blecidas en el art. L 123-9 CU introducido por la Ley núm. 85-729, 
de 18 de julio de 1985, siendo la fecha de referencia para la valoración 
de los terrenos, en todo caso, Ja prevista por el arts. 13-15 del Código 
de la Expropiación y la del acta de publicación de creación de la misma.

Así pues, en principio, parece que las disposiciones legislativas 
reguladoras del régimen jurídico de las ZAC no prevén participación 
alguna de la propiedad del suelo en la que se va a desarrollar esta 
iniciativa de planeamiento y ejecución urbanística, pues el principal
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derecho que les ampara es el de instar a la Administración a la compra 
de sus terrenos.

El desarrollo reglamentario de este conjunto de disposiciones no 
parece aclarar gran cosa en el sentido de que los arts. R 311-11, modi­
ficado por la Ley núm. 86-517, de 14 de marzo de 1986, y R 311-13 
excluyen implícitamente cualquier tipo de participación de los pro­
pietarios en las obras de urbanización, en el equipamiento de la zona, 
pues la responsabilidad recae enteramente en la colectividad pública 
que ha tomado la iniciativa y su ejecución puede ser convenida o con­
cedida a otras colectividades u organismos que desempeñen la direc­
ción del proceso, pero en ningún momento se habla de los propietarios 
del suelo.

Es en las disposiciones financieras del Código del Urbanismo donde 
se debe encontrar la respuesta a la pregunta que nos planteábamos 
al comienzo de este epígrafe, puesto que el art. L 332-9, introducido 
por la Ley núm. 93-122, de 29 de enero de 1993, prevé la posibilidad 
de que no toda la totalidad del suelo incluido en el perímetro de una 
ZAC haya sido adquirido por la entidad que ha tomado la iniciativa 
de la misma, estableciendo de esta forma el régimen de participación 
a la financiación de los equipamientos al que deben someterse los 
propietarios de suelo que estén incluidos en la misma.

El problema estriba en hacer participar a estos “propietarios cons­
tructores”, en expresión de P r u t  de la financiación de los equi­
pamientos de los que se ha hecho cargo el urbanizador o aménageur 
(ya sea público o privado), para que de esta forma no se beneficien 
de los mismos, y de las plusvalías que generan, sin contrapartida alguna.

En este sentido, Campredon32 33 estima que esta contribución se 
podrá, canalizar mediante la creación de la ZAC en un Plan d ’Arné- 
nagement d’Ensemble (PAE), perímetro en el que se establece la posi­
bilidad de contribuciones alternativas a la Tasa Local de Equipamiento 
(TLE). En este caso el “propietario constructor”, que no participa en 
la financiación de los equipamientos de la zona mediante la compra 
de los terrenos equipados al urbanizador34, participará en los gastos 
de urbanización en el momento de la expedición de la licencia de cons­
trucción en función de lo que establezca el PAE. Dada la dificultad 
de puesta eu práctica de este sistema, el autor augura la realización 
de convenios directos entre el urbanizador y el “propietario construc­
tor” fijando los modos de participación a la financiación de la zona 
basándose en el anteriormente citado art. L 332-9 CU, que permite

32 Pkiet, op. cit., p. 411.
33 J. Campredon , «Les participations financicres des constructeurs des les ZAC á maítirse 

fonciére partielle», Droit administmtif, núm. 4, Juris Classeur, abril 1996, p. 1.
34 Que es el método tradicional de contribución a los gastos de urbanización por parte 

de los constructores, como vimos en páginas anteriores.
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la exoneración de la participación regulada en un PAE cuando las 
construcciones edificadas en los terrenos de una ZAC hayan sido objeto 
de un convenio por medio del cual el propietario se comprometa a 
participar en la realización de la zona.

Una vez descrito el procedimiento que hace posible este mecanismo 
que permite de una parte la realización de operaciones de urbanismo 
concertado en la que no toda la propiedad del suelo es del agente 
público que toma la iniciativa de su creación y de otra impide el enri­
quecimiento injusto de los propietarios mediante la contribución a la 
financiación de los gastos de urbanización, queda plantear, desde un 
punto de vista estrictamente jurídico, si este sistema implica el reco­
nocimiento del derecho a urbanizar de los propietarios de suelo.

Tal como precisamos en páginas anteriores es necesario diferenciar 
varios aspectos que puede aglutinar el derecho a urbanizar, a hacer 
ciudad.

Por una parte, y en primer lugar, el propietario de suelo no ostenta 
una iniciativa individual que le permita proponer o desarrollar un deter­
minado proyecto urbanístico, sino que podríamos decir que va a remol­
que o se inserta en la forma urbana prefigurada por la persona pública 
que ostenta la iniciativa de creación de una ZAC. En toda esta fase 
del proceso el propietario sólo tiene derecho a la información pública 
sobre el contenido del proyecto, pero no participa en ningún momento 
en las decisiones de creación y posibles aportaciones al contenido urba­
nístico del mismo.

En este sentido es quizá algo paradójico el hecho de que el CU 
(art. L 311-5)35 permita la participación de cámaras de comercio e 
industria y asociaciones de artesanos en aquellos proyectos que les 
puedan afectar, teniendo la posibilidad incluso de hacer aportaciones 
al mismo, mientras que el propietario sólo ostenta un derecho a ser 
informado públicamente.

No ostenta en este caso un derecho, podríamos decir, a la pre­
figuración de la forma urbana, al planteamiento urbanístico en sentido 
restringido, pero tampoco goza en estos casos de un control en la eje­
cución de los mismos, puesto que es el urbanizador, el aménageur, 
el que dirige el proceso.

En mi opinión la posición del propietario en este sistema, que debe­
mos afirmar tiene carácter excepcional, en el que no se desplaza com­
pletamente pero contribuye financieramente a la realización de la obra

3 El art. L 311-5 introducido por él Decreto núm. 76-267, de 25 de marzo, establece 
que las cámaras de comercio y de industria y las cámaras de oficios se asocian a la elaboración 
de los Planes de Ordenación de Zona en lo que concierne a la implantación de equipamientos 
comerciales y artesanales, asegurando éstas la relación con las organizaciones profesionales 
interesadas.
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urbanizadora, es equilibrado y justo; el problema es que, de momento, 
no existen herramientas jurídicas lo suficientemente ágiles que per­
mitan una correcta utilización del mismo, y por esta razón se tiende 
a desplazar al propietario privado del proceso.

4.4. La participación de los propietarios en la renovación urbana

Hasta el momento hemos ido analizando los diferentes modos de 
intervención que el propietario de suelo puede activar en procesos 
que crean ciudad ex novo, es decir, que permiten en unos casos (par­
celaciones y AFU) y obligan en otros (financiación de los equipamien­
tos en las ZAC) a ejecutar y costear procesos de urbanización.

Pero la actividad urbanística no queda reducida a este tipo de pro­
cesos; la renovación urbana, la reforma interior, supuso en principio 
el inicio de la concepción del urbanismo moderno en Francia, la hauss- 
mannización supuso la génesis del desarrollo de la ciudad moderna 
teniendo como epicentro la reforma de la urbe existente.

Posteriormente, en el período de entreguerras y especialmente tras 
la Segunda Guerra Mundial se inicia un proceso de reconstrucción 
de las ciudades arrasadas por los efectos de las mismas, al tiempo 
que se promueve su extensión dando alojamiento a las masas de pobla­
ción que acuden a las grandes ciudades.

La reestructuración, el saneamiento, la remodelación de los cascos 
históricos ha pasado por diferentes etapas que configuran una forma 
diferente de entender la intervención administrativa en la ciudad con­
solidada. De un período de destrucción y subsiguiente renovación sin 
consideración de intereses arqueológicos o históricos que caracterizan 
las intervenciones realizadas en la segunda mitad del siglo xix se pasa 
a una fase de reconstrucción por los daños causados por las guerras 
en la primera mitad del siglo xx, para llegar, en un tercer período 
tendente a la protección arquitectónica y artística, al saneamiento y 
reforma mediante la preservación de los elementos urbanísticos defi­
nidores de los centros urbanos.

Esta evolución descrita a grandes rasgos desde una perspectiva 
morfológica o estructural supone también la adopción de diferentes 
medidas o instrumentos jurídicos que la desarrollen. En capítulos ante­
riores tuvimos ocasión de analizar el proceso de reforma interior de 
París y la extensión de las técnicas utilizadas a gran parte de las ciudades 
francesas.

A continuación describiremos qué instituciones jurídicas existen 
en la actualidad para llevar a cabo la renovación urbana y de qué 
modo permiten la participación de los propietarios en estos procesos
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que podríamos calificar de reurbanización, diferenciando, para ello 
—como hicimos anteriormente—■„ las prerrogativas que pueden osten­
tar en cuanto a la iniciativa de los proyectos del posible derecho a 
ejecutar y financiarlas, incidiendo en el hecho de que el tema que 
se aborda es el de las prerrogativas o los derechos de los propietarios 
de suelo, o también de los propietarios de inmuebles y no la iniciativa 
empresarial privada en este tipo de actuaciones desvinculada del dere­
cho de propiedad del suelo o de los inmuebles ya edificados.

Los antiguos arts. L 312.1 y R 312 CU introducidos por el Decreto 
núm. 58-1465, de 31 de diciembre de 1958, relativo a la renovación 
urbana, regulaban el mecanismo más característico de reforma interior 
existente hasta finales de la década de los setenta. La denominada 
“renovación urbana” consistía en la delimitación de un barrio degra­
dado e implicaba la adquisición de los inmuebles comprendidos en 
él, su demolición, eí establecimiento de un plan de conjunto y con 
base al mismo se llevaba a efecto un proceso de reequipación de los 
terrenos y reconstrucción de las edificaciones demolidas.

Por otra parte, a partir de 1962, fecha de publicación de la Ley 
núm. 62-903, de 4 de agosto, denominada “Ley Malraux”, se crean 
los sectores protegidos que implican una evolución significativa de 
la política de protección arquitectónica, pues se pasa del concepto 
patrimonial de monumento histórico al de “conjunto urbano” que 
supone una voluntad de aproximación global a un sector de la ciudad 
en una época en la que no existían todavía los Planes de Ocupación 
de Suelo.

A partir de 1977, con medidas legislativas de poca envergadura (Cir­
culares de 3 de marzo de 1977, sobre los fondos de la ordenación urbana 
y los estudios previos; de 23 de mayo y I de junio de 1977, sobre las 
operaciones programadas de mejora del hábitat, o la Circular núm. 
84-40, de 26 de junio de 1984, relativa al comité interministerial de 
ciudades), las tendencias a la ordenación de los barrios existentes, cam­
bian profundamente, pues las técnicas legales anteriores no serían refor­
madas con profundidad hasta 1985; se inicia un cambio que consistiría 
en eludir los procedimientos básicos de reforma vigentes en beneficio 
de herramientas informales basadas principalmente en un conjunto de 
mecanismos financieros y de estudios previos. Se trataba de favorecer 
operaciones a escala reducida, de incentivar la reforma de los inmuebles 
frente a su demolición y de sustituir las formas de intervención de las 
colectividades públicas mediante acuerdos con ios propietarios.

Desde la Ley de 18 de julio de 1985 se suprimen formalmente 
las zonas de renovación urbana y el panorama normativo que regula 
los procesos de reforma interior de la ciudad consolidada queda orde­
nado del siguiente modo:
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1. Los sectores protegidos (secteurs sauvegardés) son aquellos que 
(art. L 313-1 CU) presentan un carácter histórico, estético o natural 
que justifican su conservación o restauración de todo o parte de un 
conjunto de inmuebles.

Estos sectores son creados y delimitados por decisión de la auto­
ridad administrativa con el visto bueno de la colectividad o colecti­
vidades locales interesadas o por decreto en Consejo de Estado en 
caso de que no exista la conformidad de la colectividad o colectividades 
interesadas.

La iniciativa de creación es siempre de carácter público, si bien 
en este caso la autoridad estatal puede imponerse a la resistencia de 
la autoridad local creando un sector protegido incluso con la oposición 
de la misma, reflejo una vez más de lo que con anterioridad deno­
minamos proceso de descentralización centralizada en Francia.

Por otra parte, el art. L 313-3 CU, introducido por la Ley de 18 
de julio de 1985, permite que la ejecución de las operaciones de con­
servación y de restauración pueda ser dirigida y efectuada tanto por 
las colectividades públicas como por el propietario 36 o propietarios 
agrupados o no en una asociación sindical.

Para el caso en que el o los propietarios sean los que realicen 
la operación de reforma deberán solicitar una autorización especia! 
en las condiciones fijadas por un decreto del Consejo de Estado que 
precisará especialmente los compromisos necesarios en cuanto a la 
naturaleza y la importancia de las obras. Como hemos podido observar 
es un proceso que controla el Estado y que de momento no ha sido 
descentralizado.

2. La restauración inmobiliaria comprende las obras de restau­
ración, modernización o demolición que tienen como consecuencia la 
transformación de las condiciones de habitabilidad de un inmueble 
o de un conjunto de inmuebles (art. L 313.4 CU). Ésta puede realizarse 
en ámbitos incluidos en un sector protegido o en un perímetro deli­
mitado por el Consejo municipal o el establecimiento público auto­
rizado en las colectividades locales dotadas de un Plan de Ocupación 
de suelo.

La delimitación de estos perímetros tiene sobre todo efectos de 
naturaleza fiscal, y son el claro reflejo de la política puesta en práctica 
por las Circulares y Decretos de 1977, ya que tratan más bien de accio­
nes puntuales y permiten su ejecución por los propietarios y asocia­
ciones de propietarios, aunque no les obligan a ello, puesto que si 
no aceptan la realización de las obras podrán ser expropiados 
(art. L 313-4-1 CU).

36 Estas operaciones pueden ser decididas y ejecutadas por un solo propietario debidamente 
autorizado desde la aprobación de la Ley núm. 76-1285, de 31 de diciembre.
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La institución de este procedimiento tiende a incentivar a los pro­
pietarios de los mismos a la realización y financiación de las obras, 
pudiéndose beneficiar de ayudas financieras y fiscales, como las ayudas 
a la mejora del hábitat37, ayudas de ciertos organismos especializados, 
como asociaciones de restauración inmobiliaria de carácter público, 
así como la ventaja fiscal que consiste en la posibilidad de deducir 
el déficit global del coste de la operación; este régimen ha ido per­
feccionándose con la Ley de Orientación de la Ciudad, de 13 de julio 
de 1991 completada en este punto por el Decreto núm. 458, de 22 
de mayo de 1992.

Estos procedimientos, la delimitación de sectores protegidos como 
las operaciones de restauración inmobiliaria y las operaciones para 
la mejora del hábitat, son compatibles con actuaciones como las ZAC. 
En este sentido, gran parte de la doctrina destaca cómo estos ins­
trumentos no tienen por qué ser entendidos de forma aislada sino 
que son combinables, es decir, admiten una cierta polivalencia con 
los existentes.

En otras ocasiones la reforma interior es llevada a cabo al margen 
de cualquier procedimiento legalmente formalizado de urbanismo y 
los propietarios actúan por sí mismos, incitados, entre otros, por dis­
positivos financieros de ayuda a la mejora del hábitat38.

Es, pues, en el ámbito de la ciudad viva existente en el que el 
Derecho urbanístico francés parece reconocer mayores posibilidades 
de actuación al propietario, y en el que además se incentiva de manera 
especial este tipo de actuaciones. Las causas que laten tras esta dife­
rente concepción de la política urbanística en las áreas consolidadas 
se fundamentan, por una parte, en la dificultad jurídico-económica 
que supone para la Administración llevar a cabo operaciones de rees­
tructuración urbana en las que la propiedad se encuentra fragmentada 
y dividida no sólo a nivel fundiario sino también horizontalmente, a 
lo que se deben añadir los altos costes que del pago de indemnizaciones

37 Las Operaciones Programadas de Mejora del Hábitat (OPAH) son un híbrido, en el 
sentido de que no aparecen reguladas en el Código del Urbanismo, sino que, después de sus 
primeras apariciones en los decretos anteriormente citados, toman carácter legislativo en la 
Ley de Orientación de la Ciudad de 13 de julio de 1991 y se incorporan al Código de la Cons­
trucción en su art. 303-1. Son operaciones que no tienen carácter urbanístico propiamente dicho, 
en el sentido de que su ámbito material de aplicación es el de la vivienda; sin embargo, son 
interesantes, aunque sea sólo su mención, por la incidencia que un conjunto de operaciones 
de este tipo puede ejercer en el entorno de un entorno degradado.

38 J.-B. Auby y H. Peri.net-Marquet, Droit de l'urbanisme et de la coinsíruction, 5.a cd„ 
París, Montchrestien, 1998, p, 381; Musso, La participaIbn despropiétaires auxefforts de rénovation 
urbaine, A. J. q:d Loyers, 1963, p. 403.

Rosillton, «La participation de propiétaires á la rénovation urbaine. Le choix nouveau 
offert par la loi d'orientation fonciére», AJPI, 1968, p. 425.

Courrech, «Les sociétés d'attribution et la rénovation irrimohiJícrc», Dt'oil etville, núm. 17, 
1984, pp. 15 ss.
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por expropiación pueden derivarse. Aunque de todos modos la par­
ticipación y la iniciativa de la propiedad privada dependen en gran 
medida de la inyección financiera que, a modo de ayudas u otro tipo 
de subvenciones enmarcadas en el ámbito de la denominada “política 
de la ciudad”, reciban de parte de las Administraciones Públicas.



SEGUNDA PARTE

EL URBANISMO ESPAÑOL DESDE 
LAS APORTACIONES DE I. CERDÁ



CAPITULO VI

RETRATO DE UN URBANISTA

1. CERDÁ Y SU ÉPOCA

1.1. Contexto histórico político. La España que conoció Cerdá

Ildefonso Cerdá nació en 1815 y murió en 1876. Su vida transcurre 
durante uno de los más intensos, agitados e interesantes momentos 
de la historia de España. Vivió bajo el reinado de Fernando VIL la 
regencia de María Cristina, el reinado de Isabel IT, la Primera Repú­
blica; durante su vida pudo presenciar más de una guerra civil y conocer 
los gobiernos de Cea Bermudez, Martínez de la Rosa, Toreno, Men- 
dizábal, Istúriz, Calatrava, Bardají, Ofalia, Frías, Pérez de Castro, Gon­
zález, Espartero, Olózaga, González Bravo, Narváez, Sartorius, Espar- 
tero-O’Donnell, Narváez, Prim, Pi y Maragall, Cánovas del Castillo. 
Conoció varios textos constitucionales, la Constitución de 1812, el Esta­
tuto Real de 1837, la Constitución de 1845, la de 1869, y la de la 
Primera República.

Se anuncia, pues, un periodo de gran inestabilidad política y al 
mismo tiempo una época de grandes cambios. No pretendemos analizar 
todos ellos pormenorizadamente. Si bien, para la comprensión del gran 
legado cerdiano y la influencia que en mayor o menor grado tendrá 
con posterioridad, hemos querido detenernos en algunos aspectos his­
tóricos, de tal forma que éstos delimiten y vayan enmarcando, a modo 
de antecedentes, su campo de actuación.

Nos centraremos, por tanto, en aquellas circunstancias que incidan 
en su actividad como urbanista y planificador, es decir, las que con­
figuren y condicionen el derecho de propiedad de suelo desde una
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óptica no sólo jurídica sino abordando matices e interpretaciones, eco­
nómicas, sociológicas y políticas.

De la misma forma que Marichal 1 destaca la necesidad de llevar 
a cabo un análisis de las bases sociales del cambio político que propició 
la “revolución burguesa”, uno de los primeros propósitos de este tra­
bajo es buscar, de igual manera, las bases sociales que permitieron 
la “revolución urbana”. El paso de la ciudad medieval amurallada a 
la ciudad burguesa, abierta y en continua expansión.

A) El telón de fondo

La problemática propia de la llamada Edad Contemporánea es 
una problemática irresuelta, es decir, actual. Comellas 2 afirma, en 
este sentido, que «basta abrir los diarios de sesiones de las Cortes 
de Cádiz para darse cuenta de que los asuntos que empezaron a discutir 
los españoles en los umbrales de la Edad Contemporánea son, en el 
fondo, los mismos asuntos que seguimos discutiendo los españoles 
hoy».

Por esta razón estudiamos la obra de Ildefonso Cerdá: porque 
es preciso demostrar y desterrar el tópico de que el urbanismo histórico 
español es el que se inicia con la Ley de Suelo de 1956 3. Somos here­
deros de Cerdá. Al igual que los ingleses lo son, en su medida, de 
Howard, y los franceses de Haussmann. Es éste un hecho que no debe 
caer en el olvido, y una de las principales premisas que se defenderán 
a lo largo de este estudio.

El objetivo de este primer acercamiento a la España que conoció 
Cerda consiste en enmarcar el entorno político, social, económico, 
demográfico y técnico en el que este ilustre catalán va a publicar su 
obra y a intentar llevar sus teorías a la práctica.

1 C. Marichal, La revolución burguesa y,los primeros partidos políticos en España (1834-1844), 
Madrid, Cátedra. 1980, p. 15.

En este sentido, afirma el autor, «consideramos que mientras que no se escriba más historia 
social, mientras no se establezca el puente entre el análisis del cambio político y el cambio 
económico, no se podrá percibir con claridad el perfil y la dinámica de la historia española 
moderna».

2 J- L. Comerlas, Historia de España contemporánea, (í.“ ed., Madrid, Rialp, 1998, p. 10.
3 J- L. Perales Madueño, «La primera reforma de la Ley del Suelo: 1956-1975», Ciudad 

y Territorio. Siglo y medio de Urbanismo en España, núm. 107-108. Destaca, como muchos oíros 
autores, que «la Ley de Suelo de 1956 vino a establecer, por primera vez en España, un sistema 
completo de planeamiento y de gestión urbanística, integrado, sistematizado y jerarquizado (...). 
La Ley del Suelo representó un enfoque radicalmente nuevo en el Urbanismo en España, que 
claramente causó admiración entre nuestros estudiosos». En este mismo sentido. García de 
Enterría considera que «la ley aportaba una nueva y radicalmente diferente configuración de 
la propiedad, haciendo descansar esencialmente el complejo problema de la recuperación de 
plusvalías en la doble carga de urbanizar y edificar que pesa sobre los propietarios de suelo 
urbano».
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La necesidad de proyectos y normas jurídicas que. den cobertura 
a la expansión y reforma de las ciudades españolas se hace muy pre­
sente en el período de actividad profesional de don Ildefonso 4. Estas 
pretensiones urbanas son debidas, entre otros, a los motivos que apun­
tamos: el aumento demográfico en España5, la necesidad, por una 
parte física, de reconstrucción de los antihigiénicos y denostados cen­
tros históricos y, en segundo termino, la necesidad ideológica de la 
búsqueda de un modelo urbano que rompiera definitivamente con las 
ciudades del Antiguo Régimen.

Estos dos factores conducen a la búsqueda de un modelo de urbe 
que refleje en su estructura, en su funcionamiento, en su viabilidad, 
un símbolo en piedra del nuevo ideario liberal, de la asunción de una 
nueva forma de Estado. Es un fenómeno común en toda Europa y 
es España, en este sentido, una precursora gracias a la figura de Ilde­
fonso CerdA y Suñer.

El escaso desarrollo industrial de la época, junto con la situación 
política inestable son factores que no parecen muy favorables a un 
desarrollo urbano prematuro y anterior al resto de los países europeos, 
pero quizá, tal y como puntualiza Chueca Goitia s, ese retraso en la 
revolución industrial impidió el nacimiento de las llamadas “ciudades 
carbón europeas” y al mismo tiempo permitió una expansión de las 
mismas sin tener que preocuparse por la resolución de los problemas 
que surgieron como consecuencia de la aparición de los suburbios inha­
bitables (los shims ingleses son ejemplo de ello).

Los problemas urbanísticos —la transformación de la ciudad— 
requieren la confluencia de una serie de circunstancias que propicien 
un cambio. De ahí que en estos primeros momentos se intenten pre­
cisar, para más adelante poder interpretar lo que el Derecho ha reci-

4 Podemos delimitar su actividad profesional como urbanista a partir del momento en 
que se da de baja en el Cuerpo de Ingenieros de Caminos Canales y Puertos en 1848, hasta 
su muerte en Caldas de Besaya (Santander) en 1876,

5 M. Artola, La burguesía revolucionaria (¡808-1869), Madrid, Alianza Universidad, 1973, 
p. 58, estima que, con base en los estudios más fiables, la población española a lo largo del 
siglo xix aumentó en la siguiente proporción:

Año Población (habs.)

1797 10.541.221
1822 11.661.865
1834 12.162.172
1857 15.464.340
1860 15.673.481
1877 16.634.345

Si bien estos datos pueden hacer suponer, sobre todo durante el período 1834-1857, un 
espectacular aumento de población, Artola demuestra cómo no lo es tanto, sino que este 
salto se debe en gran medida a población ya existente pero no censada en períodos, anteriores. 

6 F. Chueca Goitia, Breve Historia del Urbanismo, Alianza Editorial, pp. 167 ss.
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bido de ellos, o lo que es lo mismo, cómo la norma jurídica ha sabido 
dar cobertura legal a las nuevas ideas que autores como Cerdá refle­
jaron en sus obras y proyectos.

La historia del urbanismo decimonónico en gran parte de los países 
europeos (España con Cerdá, Francia con Haussmann, Inglaterra con 
Howard) sigue un ritmo similar marcado, en mi opinión, por las 
siguientes pautas: existen una serie de carencias o necesidades urba­
nísticas, ya sea de reforma interior de las ciudades o de extensión de 
las mismas, que técnicos (normalmente ingenieros y arquitectos; en 
algún caso juristas como Haussmann, aunque provisto de un equipo 
de ingenieros) detectan y para las que plantean soluciones en forma 
de tratados, obras escritas o en simples proyectos urbanos. La rea­
lización práctica de las soluciones que proponen depende, en primer 
lugar, de la mayor o menor acogida que reciban por parte de las auto­
ridades municipales o estatales; en segundo lugar, de la capacidad, 
habilidad y carisma personal para hacerse entender, para saber trans­
mitir la importancia de los cambios que ven necesarios y, en tercer 
lugar, y quizás el más importante, de la plasmación normativa de sus 
aportaciones: que sus ideas se hagan Derecho, que el ensanche no 
sea un simple proyecto aislado sino la pauta a seguir. Es, sin embargo, 
en este punto de implementación de las propuestas donde quiebran, 
se deforman y se malinterpretan las contribuciones realizadas, las ideas 
pronosticadas.

Los avances teóricos, los proyectos arquitectónicos, topan con la 
norma jurídica que no sabe o no quiere plasmarlos y los esquemas 
iniciales se difuminan, se va perdiendo la idea original hasta llegar 
a un punto en que poco queda de las primeras ideas, simplemente 
un remanente terminológico, un acervo urbanístico: (palabras como cin­
turón verde, ensanche...) que es a! mismo tiempo el máximo exponente 
de esta deformación, puesto que se reidentifican los términos inno­
vados con conceptos subsumibles en realidades bien diferentes de las 
que planteaba el introductor de los mismos7. La búsqueda de las razo­
nes históricas y, sobre todo, de los intereses económicos que motivan 
esta perversión de unos planteamientos originales es otro de los prin­
cipales objetivos de esta investigación.

Pero éste, quizá prematuro, análisis abstracto y un tanto dema­
gógico planteado a modo de conclusión anticipada no es suficiente, 
pues incurre en un apriorismo excesivo.

Es preciso, pues, descender a la realidad de los hechos históricos, 
de las valoraciones económicas, de las interpretaciones sociológicas

7 En este sentido F. Tomás y Valiente, El morco político de la desamortización en España, 
3.a ed., Ariel, 1997, pp. 31 y 32. Destaca la importancia de la conexión entre el pensamiento 
y la legislación, de tal forma que se pierda el origen y no se sepa qué vino primero: la idea 
o la norma, quién influyó primero: el ideólogo en la norma o ¡a norma en el ideólogo.
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y demográficas que, en apariencia, y en un primer momento, pueden 
parecer alejarnos de la evolución normativa que pretendemos realizar, 
pero que, sin embargo, se hacen necesarias para tener presente, en 
todo momento, el escenario en el que se van a producir.

En primer lugar, hemos de considerar que el período durante el 
que Cerda ejerce como profesional en activo, íntegramente dedicado 
a la tarea urbanizadora, abarca todo el reinado de Isabel II (1843-1868) 
y el Sexenio Revolucionario (1868-1874). Una España isabelina en con­
tinuo cambio e imbuida en un clima romántico.

El romanticismo debe ser entendido no sólo como un movimiento 
literario y artístico, sino como un modo de actuar, como una forma 
de tomar decisiones con un cierto aire de irrelevancia, de intrascen­
dencia, un actuar sin pensar en las consecuencias. Tuñón de Lara s 
apunta que es un grito de protesta, de desacuerdo, de un importante 
sector pequeñoburgués e intelectual que abraza la causa liberal o demo­
crática, o que critica sencillamente la situación. Esta filosofía induce 
a los hombres como Cerdá a abandonar una prometedora carrera 
como ingeniero de caminos (fue el primero del cuerpo en darse de 
baja), para dedicarse a su sueño, a su obsesión, a su encontrada voca­
ción tardía, a una labor que creía necesaria y que le conducirá a su 
ruina económica y familiar. Pero a cambio de depositar en nuestra 
cultura urbanística un legado doctrinal, desde el punto de vista arqui­
tectónico, jurídico, económico y cartográfico, inigualable.

En segundo lugar, al ambiente romántico de la época hemos de 
añadir el componente ideológico fundamental del siglo xix: el libera­
lismo 8 9.

El ideario 10 11 del Nuevo Régimen que va emergiendo, aunque no 
sin dificultades, tras la Primera Guerra Carlista no es homogéneo pero 
goza de un rasgo común: el deseo de cambio y reforma, aunque enten­
dido de formas diferentes.

Marichal 11 habla de dos, e incluso de tres generaciones de libe­
rales. Independientemente de la generación a la que pertenezcan, sus 
rasgos son muy comunes. Su extracción social es diferente y en función 
de ella su moderantismo o progresismo será mayor o menor. Son per­
sonas pertenecientes a la alta burguesía industrial o terrateniente, a 
la aristocracia —que abraza la ideología liberal como mejor defensa

8 M. TUÑÓN pB Lara, La España del siglo XIX (de las Cortes de Cádiz a la Primera República), 
11/ ed., Madrid, Laia, 1991, pp. 131 ss.

5 Sobre los orígenes y evolución del liberalismo en Europa, vid. H. J. LaSpu, Los orígenes 
y evolución del liberalismo en Europa, Fondo de Cultura Económica, 1987.

10 Tuñón de Lara (op. di,, p. 134) califica el liberalismo de encrucijada de ideas carente 
de una formulación completamente coherente. Pues tan pronto invocaba “el siglo de las luces” 
como la tradición española.

11 C. Marichal, op. cit., p. 49.
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de sus intereses económicos—, militares y altos empleados públicos. 
Todos ellos, o su mayoría, hombres muy preparados que forman la 
escasa minoría ilustrada de la época pero con una formación intelectual 
superior; dominan la oratoria, escriben y hablan perfectamente inglés 
o francés por sus estancias y viajes al extranjero normalmente en el 
exilio del decenio absolutista, tienen una formación política amplia 
y abierta que les ha permitido conocer los cambios experimentados 
en otros países, y que en el período que examinamos intentarán llevar 
a la práctica en España.

Cerdá encajará perfectamente en el perfil que hemos definido con 
carácter general para describir al hombre liberal.

Las aspiraciones de los liberales, pertenecientes a cualquiera de 
los grupos anteriormente descritos, son las mismas; la diferencia entre 
ambos estriba, principalmente, en la forma de llevarlas a cabo.

El ideario liberal se apoya en los postulados de la declaración de 
derechos, en sus enunciados fundamentales; libertad, igualdad y pro­
piedad,^ que se emplean para la construcción de una nueva realidad 
social l2. El reconocimiento y garantía de las libertades políticas, y el 
establecimiento del Estado constitucional son sus principales logros. 
Un Estado constitucional defendido e instaurado por la burguesía 13 * 
cuyos rasgos condicionan, en cierta medida, los avalares económicos 
de este período.

Una España isabelina que, desde el punto de vista económico, ya 
no supone una gran potencia mundial como Inglaterra o Francia (a 
partir de la Cuádruple Alianza, España queda relegada en un segundo 
plano, las decisiones se toman sin ser consultadas, incluso las discu­
siones sobre los desposorios de la reina), sino que ha pasado a ser 
una pequeña potencia que lucha, en primer término, por una esta­
bilidad política sin la cual la aún más ansiada estabilidad económica 
no podría tener lugar.

Las causas de este retraso y la lentitud en el despegue industrial 
español son múltiples: la carencia de capitales, la limitación del cre­
cimiento demográfico, los costos del transporte terrestre, la insufi­
ciencia de recursos estratégicos, el bajo nivel cultural muestran el 
panorama de un país asolado por casi medio siglo de continuas guerras 
y con una Hacienda Pública paupérrima u. Por esta razón, y como

2 Cfr. Artola, La burguesía revolucionaria..., p. 75.
' En este sentido A. Nieto (Los primeros pasos del Estado constitucional. Historia admi­

nistrativa de la regencia de Maríu Cristina de Bortón, Barcelona, Ariel Derecho, 1996) lleva a 
cabo una síntesis de los diferentes intereses del Estado constitucional y de las fuerzas políticas 
que en él estaban enquistadas. Considera que la burguesía es la única beneficiarla del des- 
mantelanüento del Antiguo Régimen, pues sólo ella se lucró de la ocupación de los bienes 
desamortizados, de los empleos públicos, de las instituciones constitucionales y del aparato buro­
crático de la Administración.

u Cfr. Artola, ibidem.
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analizaremos posteriormente, la burguesía española toma un cariz, 
un perfil sociológico y profesional, algo diferente al del resto de los 
países europeos, pues es cada vez más conservadora en vez de más 
liberal l5.

El concepto de burguesía revolucionaria en España debe ser mati­
zado con mucha precisión. La distinción entre un nuevo estrato social 
que surge a razón de sus distintas actividades económicas, profesio­
nales, la industria principalmente, no es el signo distintivo de la bur­
guesía española. La composición y forma de obrar de la burguesía 
española va a ser determinante de gran parte de los acontecimientos 
históricos del siglo xix; su poder político se establece sobre la base 
del poder económico que obtiene, en gran medida, por medio de la 
adquisición de los bienes desamortizados. Esta forma de enriqueci­
miento, rápida, sencilla y cómoda, tendrá efectos diferenciadores en 
cuanto a la mentalidad del resto de la burguesía europea, más dinámica 
y emprendedora.

El inmovilismo, el rentismo y la especulación son las principales 
bases del nuevo sistema económico burgués español.

Las inversiones se desvían y la burguesía española, aunque con 
excepciones, no es símbolo del empuje empresarial e industrial que 
le debiera caracterizar. A partir de 1844, al inicio de la década mode­
rada en que existe una mayor estabilidad social y política, comienza 
un fuerte proceso de acumulación de capitales que tuvo como principal 
manifestación la creación de nuevos bancos (el de Barcelona y el de 
Isabel II), un incremento de las inversiones en Bolsa que propiciaron 
la aparición de la Ley de Bolsa de 1846 16 y la reforma de la Banca 
en 1847, así como una nueva regulación de las sociedades por acciones, 
la Ley de 28 de enero de 1848 y su Reglamento de 17 de febrero, 
destinados a terminar con lo que se calificaba como un “exceso de 
especulación”. Tortéela17 ha visto'en ella la causa del retraso indus­
trial de España, por cuanto habría servido a orientar las inversiones 
hacia las compañías concesionarias de obras públicas y los bancos a 
costa del sector manufacturero, que habría padecido la escasez de 
capitales,

15 Ésta sería una de las grandes luchas de Cerda para la realización del ensanche de 
Barcelona, la lucha con los propietarios de los terrenos a expropiar, la lucha contra el inmovilismo 
del propietario burgués conservador, que encuentra en la revalorización especulativa de sus 
terrenos una de las formas más efectivas y rápidas de enriquecimiento,

1(1 Es importante destacar, y seguimos en este punto á TOVAS V Valiente en El mareo 
de !a desamortización en España, cómo la gran mayoría de las inversiones en Bolsa que se 
efectuaron durante este período se realizaban en títulos de Deuda Pública, ijn mercado finan­
ciero, por tanto, trucado y nada representativo del empuje industrial y comercial que la existencia 
del mercado de Bolsa suele acarrear.

17 Tortella Casares, «Revolución burguesa, oligarquía y constitucionalismo», en M. Tuñón 
de Lasa (dir.), Historia de España, vol. III. p. 83.
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En 1847 Santillán lleva a cabo una reforma fiscal que contribuye 
a fortalecer la posición de los propietarios, pues rebaja la cuota de 
contribución territorial a costa de aumentar el impuesto sobre con­
sumos, que afectaba a la gran mayoría de la población, encarecía los 
precios de los productos manufacturados y de nuevo ponía freno a 
la tan necesaria expansión industrial española, que no terminaba de 
despegar.

Liberalismo económico sí, pero matizado hasta la revolución de 
1868 en que se consagra de forma efectiva, y se completa el proceso 
de supresión de todas las barreras económicas, para definir el principio 
de más absoluta libertad en la constitución y actividades de bancos 
y sociedades.

Hasta aquí un primer y esquemático análisis de las tendencias ideo­
lógicas, políticas y económicas de unos años conflictivos y turbulentos, 
que desde una perspectiva geográfica suceden en una España cuyo nivel 
de urbanización era, en el primer tercio del siglo xix, de un marcado 
ambiente “provinciano”, tanto por la pobreza de sus vías de comu­
nicación 1S, como por la estructura interna de sus ciudades, que res­
pondían al prototipo de ciudad medieval, amurallada, cerrada, con 
numerosos conventos y monasterios en su interior y carente de los 
servicios y la estructura formal que la ciudad liberal y preindustrial 
debería gozar. La práctica ausencia de concentraciones industriales 
dentro de las ciudades evitó, en cierta medida, el nacimiento de “ciu­
dades carbón”, y este hecho, junto con la desamortización eclesiástica 
dentro de la ciudad —como se estudiará posteriormente— y el derrum­
bamiento de las murallas, marcará el inicio de una nueva etapa en 
la pequeña historia del urbanismo español.

En este momento histórico es en el que Cerdá irrumpe; era el 
momento ideal, todos los factores estaban a favor de que su obra fuera 
aceptada y asumida por los distintos escalafones sociales: los liberales 
que deseaban una nueva ciudad que representase sus intereses, las 
nuevas prioridades económicas, las clases más modestas necesitadas 
de viviendas salubres. Pero las dificultades para intentar hacer valer 
sus nuevas teorías y su nuevo modelo de ciudad fueron mucho mayores 
de lo que pudiera haber vaticinado.

ls Toktella, op. cit., p. 107. Pone en evidencia cómo la precariedad de la infraestructura 
de transportes en España fue otro obstáculo más para su desarrollo económico. «Las condiciones 
naturales del país impiden la existencia de un transporte fluvial, al modo de. los existentes en 
Francia o Alemania; el transporte terrestre, el ferrocarril, no comienza su verdadera extensión 
por todo el territorio nacional hasta la publicación de la ley de ferrocarriles en 1855». La causa 
de este retraso supone para el autor citado «el círculo vicioso del subdesarrollo con la inepcia 
y la inercia gubernamentales. El atraso económico y social hacían que el capital, el nivel técnico 
y la iniciativa empresarial fueran insuficientes; la falta de visión gubernamental, en lugar de 
suplir la insuficiencia, la aumentaba».
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Las murallas de Barcelona no se abatieron hasta 1854 19; las de 
otras ciudades fueron cayendo en fechas posteriores como Tarragona 
y Almería en 1855. Las reformas de los cascos antiguos no se producen 
hasta bien entrado el siglo xx. La reforma de la Puerta del Sol fue 
controvertida y los debates parlamentarios derivaban en discusiones 
sobre la política arancelaria, que nada tenían que ver con la reforma 
del centro comercial y político de la capital de España. Y en este tiem­
po, Cerdá lucha por la aprobación de su Plan de Ensanche de Bar­
celona y por ía difusión de una Teoría de la Viabilidad Urbana que 
terminara con la opresión de los centros históricos.

Las causas de la poca aceptación y alcance internacional que la 
ingente obra de Ildefonso Cerda tuvo han de buscarse indagando, 
como se apunta al inicio de este epígrafe, en la historia social, en 
la ligazón de los factores económicos, sociales, y su plasmación jurídica 
a lo largo de la historia. Por esta razón, y ante el telón de fondo que 
someramente se ha descrito, es necesario adentrarse en el estado en 
que Cerdá encontrará el derecho de propiedad del suelo y, en concreto, 
del suelo urbano o apto para urbanizar 20. El suelo será su principal 
herramienta de trabajo, la materia prima originaria con la que poder 
llevar a cabo una nueva forma de entender la urbanización.

La necesidad de comprender el modo en que se concibe la pro­
piedad urbana hace que este estudio se remonte a los mismos orígenes 
del Estado constitucional, a la desamortización de los bienes de la 
Iglesia y a los principales beneficiarios de la misma, a la transformación 
de la “vieja propiedad feudal” en “propiedad burguesa” de signo capi­
talista en la que, en palabras de Nieto21, «anida el centro de la revo­
lución liberal, es el derecho burgués por excelencia en cuanto que, 
si todos los ciudadanos tienen derecho a ser propietarios, de hecho 
únicamente los burgueses son propietarios».

B) La desamortización

a) Consecuencias económicas de la desamortización: 
creación de un mercado de suelo

El proceso legislativo desamortizador tiene como primera conse­
cuencia, desde el punto de vista económico, la creación de un mercado

® .Más HerMnoez, «(,:t promoción inmueble en España |TS 16-1995) Ciudad y Territorio. 
Siglo y medio de Urbanismo en España, nútn. 107-108, p. 247, califica el proceso de destrucción 
de las murallas como discontinuo, puntual y sumido en tina permanente polémica.

® Suelo urbano o apto para urbanizar entendidos desde un punto de vista lato, sin ajustar 
su terminología a ia de ningún texto iega! en concreto, puesto que la clasificación del suelo 
desde .un punto de vista legal no se produce hasta la Ley dé Suelo ele 1956.

-J A. Nieto, Los primeros pasos del Estado constitucional, op. cit., pp. 551 a 569.
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de suelo, de una serie de transacciones de propiedades inmobiliarias 
muy voluminosas en cantidad de tierras, aunque no tan cuantiosas en 
el número de beneficiarios de las mismas.

Los orígenes de la aparición del mercado de suelo, si se atribuyen 
a la legislación desamortizadora, no se producen por causas “natu­
rales”, es decir, porque existan una oferta y demanda de suelo reales 
y con fines concretos, sino que se inician mediante un proceso legis­
lativo concreto que lo promueve, aunque fuera de forma indirecta.

La desamortización que promueve Mendizábal en 1836 tenía como 
objetivo económico expresamente declarado la disminución de la Deu­
da Pública, y como objetivo político la creación de una burguesía terra­
teniente que respaldara su régimen. En cierto modo se consiguió este 
último objetivo mediante el proceso sucesivo de traspasos dominicales 
que la desamortización implica y que incita a la compra de suelo 2l.

Simultánea o sucesivamente, como consecuencia de la aparición 
de este mercado, comienza a fermentar el germen de la especulación 
inmobiliaria, de la concepción de la propiedad del suelo como vía de 
enriquecimiento fácil y rápido, que perdurará hasta nuestros días. En 
efecto, en las áreas periurbanas, los inevitables y necesarios procesos 
de expansión de las ciudades españolas harían de la primera generación 
de los ensanches españoles, que se inicia a partir de 1855, una vía 
de lucro asequible y eficaz para los propietarios de terrenos —se anun­
cia aquí la concepción sociológica que anunciábamos con anterioridad 
de propiedad “apropiadora”.

Paradójicamente, y desde la perspectiva de la nueva fuente de pro­
ducción de ingresos, este proceso se llevará a cabo de forma inversa 
al desamortizador, puesto que el enriquecimiento proviene, por una 
parte, del pago que la Administración debe hacer a los propietarios 
de terrenos para expropiar el terreno necesario para la apertura de 
viales y, de otro lado, y en segundo lugar, del gran beneficio que supone 
la posibilidad de poder edificar en los solares resultantes de la tarea 
urbanizadora.

El proceso desamortizador supone la primera operación especu­
lativa del suelo urbano a gran escala. Efectivamente, el origen de la 
aparición de este mercado de suelo no responde a causas naturales, 
y por esta razón, su composición y funcionamiento no van a ser regu­
lares.

' La utilización del concepto mercado de sudo parece incurrir en un anacronismo, puesto 
que en la legislación desamortizadora siempre se habla de venta de bienes nacionales, de predios 
rústicos o urbanos, o simplemente de tincas, pero nunca de suelo. El manejo consciente del 
término, a sabiendas de su impropiedad cronológica, lo encuentro necesario puesto que, aunque 
probablemente en la conciencia de la naciente burguesía especuladora no existía esta pretensión 
expresa y consciente de creación de un mercado de suelo, en la práctica sí se estaba formando.
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En primer lugar, porque se inicia con una oferta amplísima de 
predios rústicos y urbanos antes inexistente y su adquisición se lleva 
a cabo en condiciones muy ventajosas 23.

Por otra parte, y en segundo lugar, a pesar de la inexistencia de 
un régimen jurídico de la propiedad del suelo establecido en función 
de la categorización de los terrenos en clases (suelo urbano, urbanizable 
y no urbanizable) y la ausencia de la actual mentalidad especulativa 
del negocio reclasificador, la compra de bienes desamortizados implica 
una de las mayores reclasificaciones de terrenos acontecidas en la his­
toria de las ciudades españolas. Los terrenos baldíos, de manos muer­
tas, que no podían ser transformados, urbanizados, se convierten por 
razón de su cambio de titularidad en bienes libres, no sujetos a ninguna 
limitación de carácter urbanístico, salvo las que impusieran las orde­
nanzas de la época. Transmisión, por tanto, libre de cargas y gravá­
menes de unos terrenos anteriormente vinculados a fines ultraterre- 
nales que habían permanecido ajenos durante siglos a la realidad terre­
nal, en todos los sentidos, de su naturaleza física y jurídica. Esta cir­
cunstancia, junto con otros factores que se analizarán con posterio­
ridad, facilitará tanto el inicio de la reforma y saneamiento de los 
cascos urbanos como su extensión y ensanche 24.

Este afán desmesurado de abatir todo monasterio o convento que 
permaneciera en pie muestra el talante vengativo que en ocasiones 
ofrece la desamortización. En este sentido la Junta de Madrid publicó 
la siguiente declaración: «Los ciudadanos que constituyen la Junta de 
Madrid están decididos a denegar inflexiblemente las peticiones indi- 33

33 Los títulos de deuda se compraban:a un valor inferior al nominal. En la.posterior adqui­
sición en pública subasta de los bienes desamortizados el pago del precio se efectuaba con 
esos títulos de Deuda Pública que, en este segundo momento, se valoraban nomínalmente. 
De este modo se llevaba a cabo lá operación especulativa de la que hablamos. Los bienes 
sólo podían ser adquiridos por los poseedores de títulos de Deuda Pública, que los habrían 
adquirido a un valor inferior al nominal, pero que se servian de ellos con todo su valor para 
la posterior compra de los bienes desamortizados.

iA P. Janke, Mendizábaly la instauración de la monarquía constitucional en España, Madrid, 
1984, toma información de la prensa de la época en la que sé vierten opiniones dé las con­
secuencias que tuvieron las primeras desamortizaciones de los bienes eclesiásticos en el aspecto 
y morfología de las ciudades. El mayor trasvase de propiedades en la capital del Reino tuvo 
lugar durante el período que abarca desde octubre de 1837 a mayo de 1838; en menos de 
un año se calculó que el 10 por 100 de la propiedad madrileña había cambiado de manos. 
El embajador francés Salvandy que volvió a Madrid en 1841 afirmaba, con respecto a los primeros 
reflejos urbanísticos de la liberación de propiedades, que «ahora el aspecto de Madrid es el 
de una capital europea. Los árboles, las aceras, la iluminación municipal, las nuevas plazas, los 
grandes y numerosos edificios que requieren verdadero capital son síntomas del progreso que llaman 
poderosamente la atención». Al amparo de esta descripción parece que las consecuencias urba­
nísticas que deparó la desamortización en el ámbito urbano fueron favorables al saneamiento 
y embellecimiento de la ciudad. No es ésta, sin embargo, una opinión unánime, puesto que 
Ja política que desempeñaban las juntas encargadas de dar destino a los bienes desamortizados 
se orientaba a una labor demolitiva de los inmuebles eclesialcs sin una proyección inmediata 
de reutilización del solar vacante.
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viduales para utilizar los edificios con propósitos comerciales. Esta Jun­
ta cree que el principal objetivo de todas las juntas del reino debería 
ser gai antizar la desaparición del suelo español, a la mayor brevedad, 
de estos monumentos góticos símbolos del fanatismo y de su alianza, 
la tiranía» La decisión sobre la conservación o derribo de los edificios 
no iba a depender del nuevo propietario sino de las juntas.

B ah a monde Magro destaca cómo estos bienes urbanos iban a ser 
objeto de la especulación inmobiliaria para la burguesía adquirente 
de los mismos, en el sentido de que ios solares vacíos permitían la 
construcción de casas de renta donde albergar la emigración que 
comenzaba a aumentar durante aquel período.

La culminación de los procesos desamortizadores con la Ley de 
1 de mayo de 1855, por la que se decreta la desamortización general, 
civil y eclesiástica, pone en estado de venta el remanente de bienes 
de manos muertas no incluidos en las legislaciones anteriores. Casi 
en paralelo, comienzan las primeras iniciativas para la aprobación de 
los primeros ensanches. ¿Es ésta una simple concatenación de hechos 
históricos o existe algún tipo de relación de causalidad entre ambos?

En virtud de lo anteriormente expuesto creo que pueden existir 
razones históricas de peso para afirmar la existencia de un nexo causal. 
La necesidad de una normativa urbanística que refleje el nuevo ideal 
de la piopiedad burguesa y un modelo urbano que la represente es 
la fase culminante del proceso de transformación de la propiedad del 
suelo que se inicia con las desamortizaciones.

Por esta razón, la anterioridad inmediata del proceso dcsamor- 
tizador a la “edad de los ensanches” condicionará en gran medida 
el contenido de la legislación que ampara estos proceso de extensión 
urbana, su concepción primigenia como urbanismo de obra pública 
y su deformación sucesiva en función de los intereses de los propietarios 
del suelo.

b) La aparición de una nueva aristocracia: 
los beneficiarios de la desamortización

Bahamonde Magro y Toro Medina 26 resaltan la relación entre 
el proceso desamortizador y la nueva configuración de la propiedad 
urbana desde dos puntos de vista. Por una parte la redistribución, que * 26

^ P. Janke, op. cit., p. 47.
26 Bahamonde Magro y Toro Medina, «Burguesía especulación...», op. cit., destacan cómo 

«la especulación del suelo madrileño es otro de los resortes de acumulación de la burguesía 
especuladora madrileña. Su origen data de la desamortización puesta en marcha por Mendizábal. 
Hasta entonces Jos dos tercios de las fincas urbanas de la capital habían figurado como manos 
muertas en poder del clero, situación que había permanecido inalterable con los tímidos ensayos 
desamortizadores anteriores. Poro a partir de 1836 un trasvase continuo de conventos y edificios



RETRATO DE UN URBANISTA 229

no equidistribución, de los inmuebles y solares existentes en la ciudad 
y sus aledaños que pasan a maños de. la burguesía.

Por otra parte, desde el punto de vista jurídico-garantizador, por 
medio de la Ley de Expropiación Forzosa de 1836, se eleva el derecho 
de propiedad a la cúspide del nuevo sistema liberal: es el derecho 
por excelencia que simboliza y representa un nuevo orden social reflejo, 
a su vez, de un orden económico preindustrial que no logra despegarse 
del lastre que para el desarrollo tecnológico supone el acomodamiento 
de estos nuevos propietarios.

Bahamonde Magro y Martínez Martín 11 llevan a cabo un estudio 
pormenorizado sobre la desamortización y el mercado inmobiliario 
madrileño, afirman y demuestran con datos sobre transmisiones de 
fincas urbanas llevadas a cabo entre 1836 y 1868 que la constitución 
del mercado inmobiliario tiene sus orígenes en el proceso desamor­
tiza dor y entienden que esta conexión «presupone los comienzos de 
una relación sólida de la burguesía con los nuevos mecanismos del 
mercado libre (...), pues la desamortización supone uno de los primeros 
ensayos de negocio en un mercado líbre y les descubre el significado 
de la competencia». Este primer grupo de operaciones inmobiliarias 
supone, para estos autores, un aprendizaje, una palanca de acumu­
lación cuyo elemento condicionante es el hecho desamortizador.

La desamortización es uno de los pilares del nuevo orden burgués, 
expresión esta que no es engañosa o capciosa, no induce a una iden­
tificación entre Estado libera!, el concepto —la idea platónica— y su 
reflejo o sombra real, ese nuevo orden burgués. El proceso desamor­
tizador genera una pequeña y también gran burguesía rentista impro­
ductiva que invierte los excedentes generados en su actividad econó­
mica en la adquisición de tierras desamortizadas. El calificativo que 
puede definir a este grupo es el de burguesía agiotista 2X o especuladora.

Se puede pensar, por tanto, que o bien la burguesía que había 
adquirido los bienes desamortizados anejos o incluidos en los recintos 
urbanos los compró sin ninguna visión de futuro y que más tarde se 
encontró con una nueva posibilidad de enriquecimiento mediante la 
aprobación de los proyectos de ensanche y su inmediata revalorización 
por el hecho de estar inmersos en un proceso de urbanización, o bien 
que los burgueses más informados y con amplia visión de futuro y 
de negocio compraron estos terrenos para más tarde fomentar su trans­
formación en suelo urbano o urbanizable y culminar así su proceso 11

de todo tipo pasan a manos de la nueva dase dominante (...) sólo en los años 1836 y 1837 
fueron vendidas 540 fincas pertenecientes a! clero».

11 Bahamonde Magro y Martínez Martín, «La desamortización y ei mercado inmobiliaria 
madrileño (1836T868)», en Antonio Bonet Correa (dir.), Urbanismo e historia urbana en el 
mundo hispano, vol. II, Segundo Simposio, 19S2.

2B Bahamonde y Toro, op. citp. 49.
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de encumbramiento económico, político y social. Parafraseando de 
nuevo a Nieto podemos usar en el campo que estamos estudiando 
que «las motivaciones de actuar de los grupos colectivos son de ordi­
nario tan oscuras que ni siquiera sus protagonistas tienen conciencia 
de ellas».

Continuando con esta idea, que es la principal en esta incursión 
que se lleva a cabo de los procesos desamortizadores, y como forma 
de destacar o demostrar puntualmente que la tesis arriba sostenida 
tiene algún fundamento histórico que la sustente, cabe citar el hecho 
de que la sociedad “La Peninsular’5 29, de Pascual Madoz, fue una de 
las principales promotoras de suelo y vivienda del momento, un mismo 
protagonista para dos procesos, en apariencia bien diferentes: la desa­
mortización civil, en un primer momento, y la transformación de la 
ciudad, en un segundo, pero cuyo fin último, para los beneficiarios 
de ambos procesos, es el mismo: la especulación del suelo por parte 
de la burguesía.

La afirmación de que el proceso desamortizador supone el comien­
zo tanto de una nueva mentalidad especuladora como de un mercado 
de suelo sui generis se fefleja también en el ámbito legislativo. La Ley 
de 17 de junio de 1864 sobre enajenación de terrenos o pequeñas par­
celas pertenecientes a la nación o a manos muertas insuficientes para 
formar por sí solares y de los. caminos y carreteras abandonadas, así 
como la Real Instrucción de 20 de marzo de 1865 que la desarrolla 
son un buen ejemplo de ello * 30.

“La Peninsular” comenzó su andadura como sociedad de seguros contra incendios y 
de vida, aunque posteriormente reorientaría su actividad económica hacia la promoción inmo­
biliaria. La composición de la ¡unta de intervención (lo que en la actualidad sería el Consejo 
de Administración] de esta sociedad es un reflejo claro de que los mismos beneficiarios y pro­
motores del proceso desamortizador fueron, años más tarde, los promotores de ia especulación 
inmobiliaria por medio de su integración en este tipo de sociedades que funcionaban como 
concesionarias de obras públicas, principalmente en los ensanches de las ciudades, como ten­
dremos ocasión de estudiar en capítulos siguientes.

Formaron parte de la junta de intervención de “La Peninsular”: el Duque de Villahermosa 
(Grande de España y vicepresidente del Congreso de los Diputados), Jaime Girona (banquero 
y propietario), Miguel Antonio Ochoteco (magistrado y propietario), Joaquín Aguirrc (abogado, 
ex ministro de Gracia y Justicia y diputado), Antonio Murga (propietario), Nazaro Carriquiri 
(ex diputado, banquero y propietario), Pascual de Liñán (mayordomo de Isabel II y propietario) 
y, como director general, Pascual Madoz (ministro de Fomento).

Fuente: Bahamonde Magro, op. cit, p. 33.
30 I.,a Ley de 17 de junio de 1864 sobre enajenación de terrenos o pequeñas parcelas 

pertenecientes a la Nación o a manos muertas insuficientes para formar por sí solares, así 
como la Instrucción de 20 de marzo de 1863 que la desarrolla serían confirmadas por el art. 9 
de la Ley de Saneamiento, Mejora Interior y Reforma de las Poblaciones de 18 de marzo, 
de 1895; por el art. 13, apartado 4, de su reglamento de desarrollo de 15 de diciembre de 
1896, y posteriormente por el Estatuto Municipal de 10 de julio de 1924 (art. 46 del Reglamento 
de Organización y Funcionamiento de los Ayuntamiento) y, por tanto, siguieron en vigor hasta 
bien entrado el siglo xx. Dato necesario a tener en cuenta puesto que confirma la aquí defendida 
vinculación entre el proceso desamortizador y el transformador de la ciudad decimonónica.
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Su propósito es regularizar las situaciones de los solares enclavados 
en ios cascos urbanos que como consecuencia de la aprobación de 
los planos, geométricos de alineaciones quedan desvinculados de su 
anterior afectación como vías públicas, pero han quedado, en virtud 
de este proceso, sin una forma o superficie apta para la urbanización.

Es el paso previo necesario para poder poner en práctica la legis­
lación de ensanche del modo más ágil posible. Primero se regularizan 
los solares, para en un segundo paso poder transformarlos, urbani­
zarlos.

El art. 1 ilustra perfectamente la situación urbanística del momento: 
aprobación de los planos topográficos e incipiente aparición de los 
ensanches a lo largo de la geografía nacional al establecer que «los 
terrenos o pequeñas parcelas pertenecientes a la nación o a cualquier 
mano muerta, cuyos bienes estén declarados en estado de venta, que 
por sí solos no puedan formar solares de los ordinarios, señalados en 
los planos de edificación aprobados, serán adjudicados por el precio 
de su tasación y a pagar al contado a los propietarios colindantes que 
lo pidan, siempre que sean de menores dimensiones que los que éstos 
posean» 31.

La valoración de estos solares se realizaría conforme a las leyes 
de desamortización vigentes en aquel momento, pero teniendo en cuen­
ta cuál fuera su valor después de agregadas al terreno con el que hayan 
de formar un solar ordinario o edificable (art. 2). Es decir, y expresado 
en terminología actual, se le agrega la plusvalía de la recalificación 
del terreno, antes de que éste cambie de titularidad, antes incluso de 
la regularización de fado del solar, de .su transformación urbana.

Del análisis de esta breve ley se extraen diferentes consecuencias. 
Por una parte, y en primer lugar, topamos con la preferencia del dere­
cho de los propietarios ya consolidados frente a la lucha por la con­
sagración del derecho de propiedad como fructificación del principio 
revolucionario de igualdad; se prima a los que son ya propietarios. 
Por otra parte, y en segundo lugar, el proceso de reagrupamiento de 
terrenos o pequeñas parcelas insuficientes para formar solares parece 
que obliga al propietario colindante a pagar la plusvalía generada con 
la unión de estas fincas, pues establece que se tendrá «muy especial­
mente en cuenta» el valor después de agregadas al terreno con el que 
hayan de formar un solar ordinario edificable. Medida esta que me 
parece esencialmente justa. Sin embargo, la Instrucción de desarrollo 
de 20 de marzo de 1865 abre el portillo a la posible evasión del cum­

31 Aunque también se establece la posibilidad de adquisición de los terrenos o parcelas 
de mayor tamaño en virtud de lo dispuesto en el art. 2 de la Real Orden de 20 de marzo 
de 1865: «Los dueños de terrenos colindantes con otros de mayores dimensiones, pertenecientes 
al Estado y demás manos muertas que por sí solos no formen solares edificables, podrán solicitar 
que se les adjudique por la misma forma establecida por el artículo anterior».
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plimiento de este precepto. Su art. 6 establece la posibilidad de que 
el propietario colindante esté en desacuerdo con la valoración realizada 
mediante este sistema (el que toma en cuenta la plusvalía), y permite 
que los bienes salgan a subasta pero conservando el propietario colin­
dante el derecho de tanteo, de tal forma que, quedando la subasta 
desierta y en caso de que el propietario colindante no aceptara la reta­
sación efectuada por un tercer perito nombrado por el gobernador, 
la parcela se venderá de acuerdo con las leyes generales de desamor­
tización, que en ningún momento tienen en cuenta este plusvalor que 
adquirirá el nuevo propietario del solar edificable y que se añadía en 
la Ley de 17 de junio de 1864.

En tercer lugar se hace precisa una observación sobre, el origen 
de la norma y las consecuencias que. de éste se derivan. La Ley de 
17 de junio de 1864 sobre enajenación de terrenos o pequeñas parcelas 
proviene del Ministerio de Hacienda por lo que, en este sentido, parece 
una continuación, un apunte más a la saga de leyes d csanio rt izad oras 
y no una norma urbanística. Pues, si así lo fuera, hubiera emanado 
del entonces Ministerio de la Gobernación32.

La ley y su reglamento de desarrollo generan, mediante esta téc­
nica, un híbrido que anda a caballo entre la legislación desamortizadora 
y la urbanística propiamente dicha y cuya finalidad, nuevamente, se 
expresa de forma clara y sin falsos pudores socializadores en la juris­
prudencia interpretadora de estos preceptos: el beneficio de los pro­
pietarios y de aquellos que discrecionalmente disponga el Gobierno 33. * 13

32 Por ser entonces una norma emanada del Ministerio de Hacienda tío se despega de 
. los conceptos e instrumentos jurídicos empleados en la desamortización, y por esta razón con­
sidera que las parcelas sobrantes son bienes que por pertenecer a la Nación automática mente 
se declaran en estado de venta conforme a la Ley dé 1 de mayo de 1855 ¡'“desamortización 
de Madoz”); sin embargo, suponen una excepción en cuanto al procedimiento de adjudicación 
o enajenación de los mismos, puesto que se establece el derecho de adquisición preferente 
de los propietarios colindantes, en detrimento de la técnica de la pública subasta consagrada 
en las leyes desamortizadoras. Excepción proeedimental que se configura entonces, como señala 
Bassols, como una expropiación a la Administración bajo pena de pérdida de la parcela colindante 
por no ejercer el derecho de tanteo sobre la parcela sobrante. Pero, por el contrario, no supone 
una excepción en cuanto al método de valoración, puesto que éste, más beneficioso que el 
de la expropiación forzosa para el propietario, no se admite, reconduciéndose, la valoración 
a la® leyes de desamortización,

13 En efecto, la Sentencia de 23 de diciembre de 1S99 plantea un conflicto sobre la adju­
dicación de parcelas pertenecientes a la Nación inadecuadas para constituir solar edificable, 
resolviendo que - los propietarios colindantes tienen derecho a que se les adjudique por mitad, 
por el preció de tasación o por el qué haya dado por ellas un tercero si llegaron a venderse, 
y aquéllos, en el plazo legal, ejercitar el derecho de tanteo; pues el espíritu de los arts. 1." 
a 3.a de la Ley de Parcelas de 1864 es que en las no adecuadas para la constitución de un 
solar edificable de los señalados en los planos aprobados, se anexionen a las propiedades colin­
dantes, aunque sean de mayor extensión que éstos, a fin de beneficiarlos con el incremento y 
regularización que obtengan».

La Sentencia de 20 de diciembre de 1894 establece la nulidad de los contratos que prescindan 
de los derechos de los propietarios colindantes y enajenen parcelas a terceras personas, como
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Así pues, y a la vista de lo anteriormente expuesto, parece que 
esta norma supone un punto de intersección que liga los resultados 
de la desamortización en suelo urbano con el inicio de la transfor­
mación física de los mismos. Pero los presupuestos que condicionan 
la práctica de la ley anteriormente descrita hacen de ésta un texto 
con unos propósitos muy puntuales y concretos: la regularización de 
solares.

En definitiva, y a modo de conclusión, el proceso desamortizador 
en España tiene diversas consecuencias* que analizadas desde la pers­
pectiva económico-urbanística se pueden resumir del siguiente modo:

í. La desamortización supone el inicio de la existencia de un ver­
dadero mercado de suelo.

2, Los fines de este nuevo mercado varían en el tiempo. En prin­
cipio, hasta 1860 en que se aprueban los primeros ensanches, la espe­
culación en torno a la urbanización no estaba bien enmarcada; es a 
partir de los años sesenta cuando el mercado del suelo comienza a 
orientarse en este sentido (la especulación sobre las expectativas urba- 
nizadoras).

3. Este tipo de inversiones crea una mentalidad en la burguesía 
española, la nueva aristocracia terrateniente que, en mi opinión, con­
tinúa existiendo en nuestros días. Esta mentalidad es la que considera 
la inversión inmobiliaria como la más segura, más provechosa y mejor 
considerada socialmente.

C) Otras nonnas que afectan el derecho de propiedad, 
a la configuración de la propiedad urbana

Hasta aquí, se ha simplificado intencionadamente la relación cau­
sa-efecto existente entre el proceso desamortizador y el origen de la 
especulación inmobiliaria en España, como actitud, como modelo de 
inversión.

Sin embargo, esta reducción pecaría de ingenua y supondría una 
supcrvaloración de un factor muy importante, pero no único. Se ha 
querido potenciar esta simplificación, pues creemos que es un aspecto

se realizó en el Ayuntamiento de Barcelona, que desvió por medio de contrato con una sociedad 
la desviación de ciertas cauces de un río para entrfegárlos a la edificación, salvando los derechos 
de tanteo o adquisición preferente que establecía la Ley de Parcelas. El beneficio de la obra 
urbanizadora parece, por tanto, difícilmente reconducible a cualquier otra persona física o jurídica 
que no sea la de la figura del propietario colindante.

La Sentencia del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo de 5 de julio de 1902 destaca 
la potestad discrecional del Gobierno —y de los Ayuntamientos, en su caso— para adjudicar 
parcelas sobrantes a cualquiera de los propietarios colindantes que lo soliciten conforme al 
art. 3.“ de la Ley de Parcelas, no pudiendo esta potestad otorgada ser borrada por la Instrucción 
de 20 de marzo de 1865.
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poco estudiado hasta el momento. Pero esta premisa, que ha servido 
como punto de partida, no es óbice para que se intenten desbrozar 
de forma esquemática otras disposiciones normativas que incidieron 
en la configuración del derecho de propiedad y en la influencia que 
éste tendrá en el desarrollo urbano de las ciudades españolas.

a) Normativa fiscal

El sistema impositivo existente durante el período de vida en el 
que Cerdá comienza su tarea urbanizadora viene marcado principal­
mente por la reforma efectuada bajo el ministerio de Mon, gracias 
a la colaboración de Ramón de Santillán. El nuevo esquema de impo­
sición fiscal que se establece es bipartito. De una parte, los impuestos 
directos: de producto (contribución territorial y subsidio industrial y 
de comercio) y personales (derecho de inquilinato). De otra parte, 
los impuestos indirectos: de circulación de bienes (derechos de hipo­
teca) y de consumo de bienes (contribución de consumos). El sistema 
establecido parece equilibrado e introduce una concepción moderna 
de la Hacienda Pública que continuaría vigente en España durante 
más de un siglo. Su implantación fue ciertamente impopular, pues de 
nuevo se favorecieron los intereses de los propietarios mediante la 
reducción de la contribución territorial, con carácter global de 350 
a 300 millones de reales, con lo que hubo de establecerse el impuesto 
de consumos, que afectaba a una mayor parte de la población con 
menores ingresos económicos y encarecía los productos en el mercado.

La Ley de 23 de mayo de 1845 estableció una nueva regulación 
de la contribución territorial, refundiendo en ella otras muchas normas 
antiguas, exigiéndose por medio de la técnica del repartimento en todas 
las provincias del reino. La fijación de la cuantía a pagar por cada 
provincia se realizaba mediante ley. La conexión, que como hasta el 
momento se ha ido realizando en las leyes citadas, entre contribución 
territorial y reforma urbana (entendiendo por ella cualquier actuación 
urbanística ya sea de ensanche o de reforma interior) nace con la pri­
mera Ley de Ensanche de 29 de junio de 1864. El art. 3 establece 
que para atender a las obras de ensanche el Ayuntamiento contará, 
además de la cantidad que como gasto voluntario pueda incluirse anual­
mente en el presupuesto municipal, con el importe de la contribución 
territorial y recargos municipales ordinarios que durante veinticinco 
años satisfaga la propiedad comprendida en el ensanche, así como un 
recargo extraordinario sobre el cupo de la contribución urbana que 
satisfagan las mismas propiedades que podrá ascender al 60 por 100 
del ordinario anteriormente descrito. Se establecía, por tanto, una rela­
ción directa entre contribución territorial y ensanche.

Sin embargo, la escasa agilidad del sistema recaudatorio fue una 
de las causas limitadoras de la generación de los ensanches de forma
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ágil, puesto que la única forma de recuperar la inversión realizada 
en las tareas urhanizadoras y el pago de las expropiaciones por parte 
de las administraciones ejecutoras de los proyectos era el aumento 
de ese porcentaje añadido en la contribución territorial, pues en ella 
se estaban repercutiendo parte los gastos de la obra urbanizadora.

b) Inquilinatos

Además del ya mencionado impuesto de inquilinatos que afecta 
al arrendatario, la liberalización de los arrendamientos urbanos se pro­
dujo por medio de la Ley de 9 de abril de 1842 que garantiza la libertad 
del arrendador para fijar el precio y la imposibilidad de establecer 
cláusulas que fijaran el importe del arrendamiento ad etemurn. Esta 
medida supuso un acicate más para la producción en serie de inmuebles 
urbanos destinados a su adquisición por la nueva burguesía rentista 
urbana que obtendría de ellos pingües beneficios 34 35,

c) Legislación en materia de vivienda

El alojamiento para pobres no se configura como una política legis­
lativa real hasta la Ley de Casas Baratas de 1911. Sin embargo, existen 
algunos antecedentes históricos que, si bien de forma puntual y ausen­
tes de un sólido marco legislativo y político, pretenden intentar paliar 
estas insuficiencias. Coudroyde Lille 35 afirma que el Decreto de 1853 
sobre alojamiento para pobres supone la primera medida de este carác­
ter en España. El Gobierno insta a los municipios, por medio del citado 
decreto, a la construcción de alojamientos para pobres. Los presu­
puestos de esta norma son claramente higienistas, la construcción de 
alojamientos para alquiler con rentas limitadas evitaría el hacinamiento 
en habitáculos completamente insalubres. Sin embargo, este Decreto 
sería papel mojado; así lo señalaron Cerdá y los higienistas: los muni­
cipios españoles no se lanzaron a la realización de este tipo de medidas 
que podrían calificarse como de filantrópicas.

Será a partir de 1860 cuando en el contexto madrileño algunas 
sociedades promotoras de iniciativa privada orienten sus inversiones 
hacia este tipo de vivienda, para lo cual se les concederían algunos 
beneficios fiscales. Así, la Ley de 9 de enero de 1877 relevaba^ del 
pago de tributos a la asociación “la Constructora benéfica”. La política

34 M. Bassols Coma  (op. cit., p. 36), en este sentido, estima que «con la Ley de 1842 
queda consumada la liberación de la propiedad urbana de las cargas feudales y acomodada 
a las exigencias político-económicas del regimen liberal, contribuyendo de esta forma a la con­
cepción absolutista e ilimitada del ejercicio deJ derecho de propiedad».

35 Laurant Coudroy de Líele, El ensanche de población en España (1840-1890), inédito, 
tesis doctoral de geografía presentada en la Universidad de Paris X Nanterre, pp. 122 ss.
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de vivienda subvencionada, por tanto, tardaría aún casi medio siglo 
en desarrollarse, pero éstos fueron sus primeros atisbos.

2. BREVE ESQUEMA BIOGRÁFICO; UNA VIDA
CONSAGRADA AL URBANISMO

2.1. Justificación

La inclusión de un apartado biográfico en un estudio con predo­
minante fumus jurídico pudiera chocar y parecer una incrustación poco 
deseada, a modo de paréntesis y con fines meramente anecdóticos. 
Sin embargo, cuando el eje central de una investigación se centra en 
las ideas y aportaciones de un autor, y cuando ese autor resulta no 
ser jurista, creo que se hace necesaria una aproximación a la figura 
desde la perspectiva humana y personal y no exclusivamente científica 
o técnica. Al analizar la biografía, y las distintas decisiones que Cerdá 
va a ir tomando a lo largo de su vida, creo que se podrá entender 
mucho mejor su ingente e incomparable obra, su legado doctrinal fruto 
de su incursión en el ámbito jurídico y económico para resolver los 
problemas urbanísticos.

La aportación más importante desde este punto de vista ha sido, 
sin duda, la de Fabián Estapé que, con grandes dificultades y partiendo 
prácticamente de cero, construyó un esquema biográfico coherente de 
la vida del ilustre catalán; sin embargo, tal y como el mismo Estapé 
reconoce en su obra, gran parte de las aportaciones son de carácter 
intuitivo o han sido transmitidas por tradición oral, vía los familiares 
dispersos del prácticamente extinguido clan Cerda. Los estudios rea­
lizados por Soria y Puig 36 y los descubrimientos de Fuensanta Muro 
y Pilar Rivas han supuesto una revitalización y un redescubrimiento 
del verdadero perfil de Cerdá, de su temperamento y polémica per­
sonalidad, que en estas líneas se tratará de sintetizar y exponer de 
la manera más ágil posible. También ha contribuido a enriquecer y 
comprender el legado cerdiano la Exposición Cerdá presentada en Bar­
celona de septiembre a febrero de 1995 37, que con carácter itinerante 
ha pasado por diversos lugares del mundo, entre ellos Madrid, donde 36

36 Arturo Soria y Puig, Ildefonso Cerdá. Hacia una Teoría General de la Urbanización, 
Madrid, Turner. Colegio de Ingenieros de Caminos Canales y Puertos, 1979; Cerdá: Las cinco 
bases de la teoría general de la Urbanización, Sociedad Editorial Electa España, 1996.

' El catálogo de la muestra ha sido editado eu una completa obra: Cerdá. Ciudad y tenitorio. 
Una visión de futuro, Madrid, editada por la Fundación catalana per a la reccrga, Generalidad 
de Cataluña (Departamento de Política Territorial y Obras Públicas), Sociedad Editorial Electa 
España, 1996.



RETRATO DE UN URBANISTA 237

se llevó a cabo bajo la dirección de Javier García-Bellido un ciclo 
de conferencias sobre Cerdá y los ensanches españoles

2.2. Una vida por etapas

A) “Alfonset” el estudiante (1815-1841)

El 23 de diciembre de 1815 la familia Cerdá-Suñer aumentaba 
su prole con un cuarto hijo varón al que pondrían por nombre Ildefonso 
Antonio Salvador Cerdá y Suñer . Ignoraban por aquel entonces 
doña Catalina y don Ildefonso que aquel vastago iba a terminar con 
una estirpe catalana enraizada y «que mantuvo su fidelidad al terru­
ño» 40 desde el siglo xv; ignoraban que su ilustre apellido iba a quedar 
ligado ad etemum a la ciudad de Barcelona; ignoraban también que 
su hijo iba a ser el gran teorizador de la, por él concebida, ciencia 
urbanizadora, e ignoraban, por supuesto, que el coste de este hijo uni­
versal iba a ser la propia diáspora familiar41, y la dcsvinculación y 
desaparición del mayorazgo y patrimonio de los Cerdá.

Nace en Mas, Masía o Manso Cerdá de Santa Magdalena de Villa- 
restau en el Plá de la Garga, término municipal y parroquial de Santa 
Coloma de Centellas; es el cuarto de seis hermanos, José, Ramón y 
María que le preceden; Miguel (el que será compañero inseparable 
durante toda su carrera profesional) y Félix, menores que él.

El «Diario-Indice cronológico» 42 de Cerdá, en este primer período 
de su vida, señala algunas fechas de importancia para la vida familiar 
que van a ir prefigurando una personalidad y una formación, unas

38: Exposición antológica«Cerdá, pionero del urbanismo moderno; tornadas Cerdá: Ildefons 
Cerdá y los ensanches españoles», Madrid, Jardín Botánico, 16, 17, 21 y 22 de diciembre de 
199S. Las referencias que se harán a las ponencias llevadas a cabo en el seno de estas jornadas 
están tomadas de los apuntes y notas tomados por la autora de esta tesis. Por esta razón no 
aparecen entrecomillados o en cursiva, ni citas de páginas, puesto que los textos completos 
de las conferencias no están en poder de la autora.

w La forma de escribir el nombre y apellidos del protagonista de. este estudio varía, tanto 
en el período en que se haya escrito alguna referencia a él, como por la ascendencia cal alana, 
castellana o extranjera del escritor. De esta forma, hasta el momento lie podido constatar las 
siguientes diferentes transcripciones del mismo nombre: Yldefons Serdá i Sunyer (en el catalán 
más puro), Yldeíonso Cerdá (es d modo en que el autor firma): e Ildefonso Cerdá Suñer (es 
la acepción castellana, y la que hemos elegido por resultarnos la más lógica).

F. Ustafé, Estudio sobre la vida y obra de Ildefonso Cerdá, selección del anexo documental 
y bibliografía por Fabián Estopé, vpl. III (los dos primeros volúmenes: de esta obra son la 
reedición de la Teoría General de la Urbanización y aplicación de sus principios y doctrinas a 
la Reforma y Ensanche dé Barcelona de Ildefonso Crai\). Instituto de Estudios Fiscales,: 1971, 
p. 23.

41 Dé. «Diásporá familiar»: así califica Estapé a la dispersión familiar que a la muerte 
de Cerdá se produjo, pues sus familiares más allegados vivían en Gran Bretaña y Australia 
(op. cit., p. 24, nota 4).

42 El «Diario-Índice cronológico» de Cerda se publica en la obra Teoría de la Construcción 
de las ciudades: Cerdá y Barcelona, MAP y Ayuntamiento de Barcelona, 1991, p. 633. Se señala
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tendencias ideológicas, un modo de pensar y de actuar. Mediante este 
subrayado de efemérides se va bosquejando y perfilando a un hombre 
cuya infancia y entorno familiar constituyen parámetros clave para el 
desarrollo de una vocación y un carácter singularísimos.

Hasta el 6 de julio de 1822, fecha en la que Cerda contaba con 
siete años, la familia vivía en ia finca familiar, debieron trasladarse 
al pueblo de Tona por razón de las persecuciones que por sus ideas 
liberales sufría, por parte de los realistas; de allí marcharon a Centellas 
y después a Vich; fueron unos años de constantes mudanzas y trasiegos 
por razones políticas * 43.

En 1830 contaba Ildefonso la edad de quince años y, habiendo 
finalizado sus estudios de Latín y Filosofía, marcha a Barcelona —ciu­
dad que amará hasta la muerte, que le repudiará hasta la muerte—, 
a comenzar estudios de Matemáticas. Continuará su formación con 
ampliación de estudios de náutica, arquitectura y dibujo en Barcelona 
y allí permanecerá, aunque con numerosos viajes a Mas Cerdá y a 
Vich, hasta septiembre de 1835, fecha en la que partirá a Madrid para 
ingresar en la Escuela de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos.

Es esta fecha el punto de inflexión que marca el comienzo de una 
vida alejada del entorno familiar. Es ésta la primera decisión que le 
hace despuntar del resto de sus hermanos. Una decisión personal, fruto

aquí que el documento de referencia que nos servirá de guión para realizar este esquema bio­
gráfico no es propiamente un diario, sino más bien «un índice en el que se limita a enumerar 
las fechas más significativas de su carrera profesional y de sus viajes, sin apenas anotaciones 
de carácter familiar o personal».

43 Cfr. J. Vicens Vives, Los catalanes en el siglo xix, en especial el capítulo III «Dinámica 
de las actitudes y de los acontecimientos sobre la mecánica histórica del ochocientos», Alianza 
Editorial, Enciclopedia catalana, pp. 183 ss. Desde la primavera de 1822, los realistas que en 
principio habían asumido sin mayores traumatismos el régimen liberal restaurador de la Cons­
titución de 1812, tras el golpe del general Riego y el coronel Quiroga el 1 de enero de 1820, 
comienzan a sentirse incómodos basándose en la denominada “cautividad moral” en que veían 
a Fernando VII; “el Deseado” no les convencía en absoluto. Se inicia, por estas razones, la 
denominada “contrarrevolución realista” que actuaba principalmente en forma de guerrillas eti 
las zonas rurales. Estos alzamientos tuvieron especial virulencia en Cataluña, donde un gran 
número de piquetes realistas ocuparon las principales comarcas agrarias, desde el Ampurdán 
a la Conca de Barbera, desde Berga al Pcnadés. Eran los primeros atisbos de guerra civil cuyos 
triunfos iniciales en favor de los realistas fueron aprovechados para formar una Regencia cons­
tituida por Mozo de Rosales, el barón de Eróles y Creus. En este cuadro de inestabilidad 
política y guerrilla, sobre todo a nivel rural, se entienden las constantes idas y venidas de la 
familia Cerdá, decantada hacia un liberalismo de diferente signo que el de los realistas que, 
aunque brevemente, ostentaban el poder.

La familia Cerdá encaja, dentro de la dinámica social catalana del ochocientos, en mi 
opinión, en aquel grupo minoritario, desde el punto de vista intelectual, económico y político, 
de hacendados catalanes que “sale de las puertas de ¡as masías” para iniciar un cambio de 
mentalidad y de actividad, para comenzar a formar parte de la burguesía industrial y comercial 
catalana, la más importante de nuestro siglo xtx español. Gran parte de los terratenientes catalanes 
se transforman en industriales, en promotores de fructíferos negocios y en abanderados de 
la ideología liberal. Son germen, pues, de lo que constituiría la burguesía romántica catalana.
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de una obstinada vocación, y que no respondía a los planes de futuro 
marcados de antemano que le auguraban una situación complaciente, 
sumido en el bienestar social de una familia acomodada catalana, de 
espíritu liberal y comerciante 44.

Soria y Puig, así como Estafe 45, ambos tomando los datos de 
la biografía que de Cerdá hizo Miguel Angelón y de alguna cartas 
inéditas conservadas por sus descendentes Edith Cerdá Saunders y 
Pepita Cerdá Tweeddale, hacen referencia a las apuros presupuestarios 
que pasó durante su estancia en Madrid y recogen citas de gran plas­
ticidad que reflejan la dura situación económica que atravesó durante 
su período de estudiante en ¡a Escuela de Ingenieros de Caminos y 
que van forjando —por la dureza y nivel de exigencia de la misma 
y su carácter marcadamente liberal, así como por las penurias eco­
nómicas sufridas— un espíritu abnegado, comprometido y luchador.

Este período de formación universitaria será importante para Cer­
da, no sólo desde el punto de vista de la titulación adquirida, que 
indudablemente gozaba de un prestigio y reconocimiento intelectual 
superior a cualquier otro, sino por los contactos personales y amistades 
que realizaría en Madrid y que le serían de gran utilidad en un futuro, 
para la aprobación de su proyecto de reforma y ensanche de Bar­
celona 46.

La importancia y el prestigio que supone durante este período la 
pertenencia a la Escuela de Ingenieros de Caminos Canales y Puertos 
es una referencia indispensable en la biografía de nuestro protagonista 
que debe enmarcarse entre dos parámetros, que a mi entender con­
sidero esenciales. Por una parte, la Escuela de Ingenieros de Caminos

** Sin embargo, parece que esta decisión persona] de Cerdá , la de partir a Madrid á 

estudiar, no constituye una opción completamente aislada dentro de lo que constituía la incipiente 
burguesía caLaiana. Así, Vicens Vives, en la obra anteriormente citada, afirma qué «hemos 
de poner atención en un hecho considerable: hasta el definitivo enriquecimiento de Barcelona, 
muchos intelectuales catalanes dejáronse deslumbrar por Madrid, y a la capital del Estado fueron 
a ganar laureles académicos y distinciones políticas. Eran especialmente personas de ideología 
liberal, algunos emigrados políticos, de temperamento cosmopolita, desarraigados de las vici­
situdes del país* (p. 115). Parece que Vicens está pensando en Cerdá  al escribir este párrafo; 
su descripción, de carácter genérica, encaja a la perfección con nuestro protagonista. Identifica 
el autor de esta obra a algunos de estos personajes y entre ellos destaca a Felipe Monlálj, 
al que se hará referencia posteriormente; por sus contribuciones de índole higienista y por su 
famoso .escrito en pos de la destrucción dé! recinto amurallado de Barcelona: «¡Abajo las 
murallas!».

45 A. Soria  y  Puig , Ildefonso Cerda. Hada una Teoría General de la Urbanización (In­
troducción a la obra teórica de Ildefonso Cerdá ¡815-1876), Madrid, Colegio de Ingenieros de 
Caminos, Canales y Puertos, Turner, 1979; F..Estafé, op. ni., pp. 23 ss.

Es preciso destacar entre ellos a Pascual Maijoz, autor del diccionario geográfico español 
más importante y autor, como ya he mencionado en este estudio, de la Ley de Desamortización 
de 1855. Carmen Gavira (catedrática de urbanismo de la Escuela de Ingenieros de Caminos 
de Madrid) apuntó en el debate surgido a raíz de la ponencia de Francesc Yíagr.nya en las 
Jomadas Cerdá, la necesidad de estudiar el triángulo de relaciones Cerdá-Sagasta-Echeg.aray, 
en el que profundizaremos en páginas posteriores.
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es la principal abanderada de una docencia y adoctrinamiento elitista 
imbuido en el espíritu del liberalismo de corte más bien progresista, 
lo que llevaría a su clausura durante los períodos de reinado absolutista 
de Fernando VII (1814-1820, 1823-1834). De otra parte, la Escuela 
de Ingenieros de Caminos representa del triunfo del racionalismo 
estructural frente al esteticismo arquitectónico 47 48 y del triunfo de la 
disputa ingenieros-arquitectos del siglo xix 4S.

La pugna política por el control del desarrollo de las obras públicas 
y de las ciudades es ganada, sin duda alguna, por los ingenieros, que 
aumentarán cada vez más su pujanza política y profesional hasta bien 
entrado el siglo xx49.

Es durante su estancia en Madrid cuando Cerdá se alista en la 
Milicia Nacional: de nuevo el liberalismo, esta vez de signo progresista, 
es el brazo armado de la burguesía 50.

47 Sobre la controversia ingenieros-arquitectos en el siglo xix, cfr. Fabián Estafé, op. cil, 
«La Escuela de ingenieros de Caminos Canales y Puertos», op. tít.¡ cap. 11, pp. 39 a 62,

48 F. Terán , «El urbanismo europeo en América y el origen de ja cuadrícula. Cerdá y 
la ciudad cuadricular», Ciudad y Teiritorio.Estudios Territoriales, vol. XXI, núrn. 119-120, pri­
mavera-verano 1999; Cerdá y Su influjo en los ensanches de poblaciones, pp. 21 ss. En este Sentido, 
Terán  muestra como Cerdá  joven, una vez definida su vocación como urbanista, convive con 
dos modelos: el estético prestigioso de los arquitectos, que son modelos de ciudades radiales, 
como Roma, Washington, San Pelersburgo, estilo que evoca Ja Ciudad barroca, las perspectivas, 
y qué se verá reflejado en la mayor parte de lús proyectos presentados para el concurso del 
ensanche de Barcelona; frente a un modelo técnico-racional, el de la retícula ortogonal, que 
tiene su origen en los ingenieros militares y en la reaparición de la Escuela de Ingenieros 
de Caminos. Así, por ejemplo, Larramcndi, el que fuera director de la Escuela de Ingenieros 
de Caminos, utiliza la retícula ortogonal en la reconstrucción de Murcia y la zona del Bajo 
Segura en 1829.

A. BonéT Correa , «Historiografía del urbanismo: ingenieros y arquitectos a mediados 
del siglo xix. ¿Un debate entre técnica y arte?», título de la conferencia ofrecida en las Jornadas 
Cerdá: Ildefonso Cerdá y los ensanches españoles, 16 de diciembre, de 199.8, Jardín Botánico, 
publicado posteriormente como «La polémica ingenieros/arquitectos», Ciudad y Territorio. Estu­
dios Territoriales, vol. XXI, húm. 119-120, primavera-verano 1999; Cerda y su influjo en bs:ensan­
ches de poblaciones, pp. 91 ss. BoNCT Correa  afirma que ¡a disputa entre ingenieros y arquitectos 
en el siglo xix fue realmente una disputa por el poder, no una batalla técnica. El arquitecto 
estudia el ornato, la plasticidad en las construcciones, pero no se ocupa de Ja ciudad, sino 
de la casa burguesa, e! arquitecto es algo así como un albañil ilustrado. Sin embargo, los ingenieros 
buscan la utilidad, indagan y buscan la profundidad de los, problemas, la estética y la higiene, 
y existe en el ámbito político de aquella época una confianza, en tazón de su eficacia demostrada, 
de los hombres de la Administración en los ingenieros de caminos. El ingeniero es prototipo 
del sabio científico y del hombre de poder por su férrea disciplina y sólida formación.

511 A. Nieto , Los primeros pasos del Estado constitucional, Barcelona, Ariel Derecho, 1996, 
pp. 99 ss. Nieto Lleva a cabo un análisis y descripción de lo que supuso la Milicia Nacional 
para los protagonistas de la época citando, entre otros, la opinión que Alcalá  Galiano  tenía 
de la misma y vertiendo, a partir de ellas, una visión de la misma calificándola como «el aparato 
mítico del progresismo histórico, al que se atribuyen las hazañas más heroicas tanto en las 
barricadas' urbanas como en los campos dé batalla. La realidad, sin embargo, fue otra (...)».
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B) Ildefonso el ingeniero (1841-1849)

Tras un tiempo de formación académica duro, tal y como se ha 
descrito, y tras pasar por indudables penurias económicas, Cerda obtie­
ne su ansiado título de ingeniero de caminos, canales y puertos. 
Comienza entonces a ejercer su profesión desarrollando proyectos en 
diferentes lugares de la Península Ibérica; Albacete, Murcia, Carta­
gena, Barcelona, Sitges y Tarragona son algunos de los lugares en los 
que Cerdá llevaría a cabo reconocimientos de carreteras, formación 
y supervisión de proyectos entre otras actividades.

El devenir de una vida «normal», si es que este calificativo puede 
atribuirse a alguna biografía, podría haber continuado por esta línea 
de actuación: profesional perteneciente a una élite intelectual y aca­
démica que incrementa el número de proyectos a realizar, las respon­
sabilidades adquiridas y, por supuesto, los emolumentos percibidos 
afianzando el status económico y social, aderezado con alguna incursión 
en la vida política, negocios de carácter especulativo y mantenimiento 
del patrimonio familiar.

Nada más alejado del perfil de nuestro protagonista: este iter pre­
fijado, tantas veces seguido y casi predeterminado que marca la vida 
de un gran número de profesionales y burgueses del siglo xix, quiebra 
y toma diferentes derroteros.

Una de las claves recogidas autobiográficamente y que parecen 
ser ya un clásico de los estudios cerdianos es la mención de la cita 
en la que decide reorientar su profesión. Cerda después de un viaje 
a Nimes el 20 de julio de 1844 anota: «Llego a Nimes, veo por primera 
vez la manera de funcionar de los ferrocarrriles y se me ocurre la 
primera idea de estudiar la influencia trascendental que al generalizarse 
han de ejercer sobre la urbanización». Este primer pensamiento reco­
gido en su diario, como apuntábamos, es del mes de julio, y el 13 
de octubre de ese mismo año anota en su diario la muerte de su padre 
Ildefonso Cerdá y Pujo lar. cuatro años más tarde fallecería su hermano 
José.

Estas dos muertes prematuras, sobre todo la del primogénito de 
la familia Cerdá, José, convertirán a Ildefonso en el hereu de un con­
siderable patrimonio.

La conversión de Ildefonso Cerdá, a la edad de treinta y tres años, 
en heredero único de una amplia hacienda hace que se encuentre con 
un respaldo económico holgado y tranquilizador del que hasta el 
momento había carecido y que, con toda certeza, no esperaba disfrutar 
puesto que su posición ordinamental en la sucesión hereditaria era 
ciertamente lejana, el tercer hermano varón. Pero esta situación no 
provocará él “aburguesamiento’5 del autor de la Teoría General de la
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Urbanización; antes al contrario, será el acicate y revulsivo para poder 
pedir la baja en el Cuerpo de Ingenieros de Caminos en julio de 1849.

A esta primera motivación de carácter económico hemos de añadir 
el hecho de que Cerda pudo tener algunos enfrentamientos de carácter 
personal en el seno del Cuerpo al que pertenecía. Así, el 29 de noviem­
bre de 1848, Ildefonso Cerdá anota en su diario que fue suspendido 
de empleo y sueldo por un mes; la verdadera causa de esta suspensión 
se desconoce, pero lo que sí es cierto es que el autor del ensanche 
de Barcelona lo atribuye a la venganza, en sus propias palabras, de 
Villares Amor. Es ésta una cuestión que hasta el momento ha sido 
pasada por alto por los que se han adentrado a conocer en detalle 
la vida de este insigne y primer gran urbanista español. Comienza, 
pues, a despuntar, si bien de forma tímida, un espíritu y carácter polé­
micos que nunca le abandonarán, así como las envidias que su talento 
empezaba a suscitar.

En este período también contrae matrimonio con Clotilde Bosch, 
en 1848, y al año siguiente Cerda ya se había consagrado en cuerpo 
y alma a una vocación, a una obsesión que le absorbería íntegramente.

C) Cerdá el urbanista (1849-1876)

El 25 de julio de 1849, Ildefonso Cerdá y Suñer, casado, con una 
hija, destinado en Teruel, pide el retiro del Cuerpo de Ingenieros de 
Caminos, Canales y Puertos, y así lo reitera el 5 de noviembre mediante 
exposición a la reina pidiendo la dimisión del Cuerpo.

A partir de este momento su ritmo de trabajo será frenético y 
comprenderá diferentes facetas: la realización del plano topográfico 
de Barcelona como antecedente previo y necesario al proyecto de 
ensanche, su incursión en la vida política a nivel n a c i o n a l y  como 
miembro activo y de posición cada vez más relevante en la Milicia 
Nacional. En este período de dos años nacerían sus hijas: Rosa en 
1850 y Sol en 1851.

Cerdá comienza a ser una persona influyente, conocida tanto en 
Madrid como en Barcelona, apreciada por unos y detestada por otros, 
pero sobre todo es un hombre de una actividad desbordante embarcado 
en proyectos de gran envergadura e importancia y que lleva a cabo 
con una profesionalidad honrosa y destacable.

Merece la pena seguir detenidamente, y en paralelo con el proceso 
de aprobación del proyecto del ensanche de Barcelona, los pasos segui-

1,1 Será nombrado diputado en Cortes por o! 2,ü Distrito de Barcelona representando a 
la candidatura progresista junto .a Pascual Maboz, Estanislao Iíguiías y Félix Domknbcj! en 
la Legislatura de 1951.
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dos por nuestro protagonista durante estos años. Muestran tanto su 
incesante labor de urbanista como sus actitudes y compromisos polí­
ticos que le llevarán, incluso, a: prisión y al exilio.

En 1854 da comienzo el bienio progresista, que en consonancia 
con su ideario le proporcionará buenas relaciones y oportunidades polí­
ticas y profesionales.

Por una parte, y como primer paso, el 5 de agosto, la Junta Pro­
visional de Gobierno decreta la apertura de algunos boquetes en las 
murallas de Barcelona, y la Real Orden del día 12 de ese mismo mes 
manda demoler parte de las murallas que miran a tierra. Este primer 
paso hacia la ruptura de Barcelona como ciudad fortificada supone 
la posibilidad de poder iniciar verdaderamente su carrera como urba­
nista. Es el presupuesto necesario indispensable para poder comenzar 
a pensar en Barcelona como ciudad “contemporánea”, como ciudad 
con proyección de futuro, preparada para la satisfacción de los nuevos 
intereses surgidos a raíz de la “revolución burguesa”52.

El segundo paso tiene lugar el 26 de octubre del mismo, año, por 
medio de la Real Orden del Ministerio de la Guerra transcrita por 
el de la Gobernación el 9 de noviembre al Gobierno de Barcelona: 
«previniendo que a fin de conciliar los intereses del Estado con los 
locales de Barcelona, debía formarse un plan de edificación concurrien­
do el Cuerpo de Ingenieros del Ejercito con los Ingenieros o Arqui­
tectos a quienes se encomendase el proyecto del nuevo caserío».

Por el momento la intervención del Ministerio de la Guerra en 
la comisión de las primeras reformas de la ciudad se sujeta a dos fac­
tores de índole competencial:

a) Barcelona es una ciudad fortificada dependiente del Gobierno 
militar.

Esta dependencia implicaba una sujeción al ramo de la Guerra 
en cuanto a todo tipo de reformas y medidas de policía urbana que 
afectaran a las zonas amuralladas, entendiendo por tales su recinto 
interno, es decir el casco antiguo, la propia muralla y la zona de ser­
vidumbre que comprendía alrededor de un kilómetro de radio desde 
la muralla en la que no podían existir edificaciones, es la zona de 
tiro de cañón, concebida como servidumbre existente en las ciudades 
amuralladas 53.

52 En efecto, afirma Joan Busouets, «la formación de Barcelona como ciudad moderna 
no pasa por una fecha clave inicial, sino por la acumulación de una serie de variables que 
explican el fenómeno de la urbanización moderna de una forma casi unívoca, como ponto sin 
retomo» (Barcelona, Fundación Mapire, 1992).

53 L. Coudrüy de Lille, L'ensanche de población en Espagne: invention d'une pratique d’a- 
menageme.nl urbain (1840-1890), vol. T, Tesis doctoral inédita defendida en la Universidad de 
París X Nanterre, Departamento “Villc ct socicté”, diciembre 1994, p. 58. En el intento certero
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b) Los terrenos emergentes como consecuencia de la desaparición 
de las murallas están adscritos en principio al Ministerio de la Guerra, 
por lo que se precisaba llevar a cabo su dcsvinculación como primer 
paso para su desafectación y así, de esta forma, permitir la proyección 
en ellos del futuro ensancho.

El tercer paso, que afecta personalmente a Cerda, se produce en 
el mes de noviembre del año 1854. El día 5 recibe del gobernador, 
Cirilo Franquet, Oficio nombrándole ingeniero civil de la Hacienda 
Pública de la provincia de Barcelona, lo que le permitirá formar parte 
de la comisión mixta (integrada por un ingeniero militar, un arquitecto 
y un ingeniero de la Hacienda Pública) que procederá al estudio de 
la cuestión del ensanche ~’’4 de la población y la delimitación de terrenos 
que debieran destinarse a edificios militares. El mismo día recibiría 
el nombramiento de segundo comandante del Batallón de Zapadores 
de la Milicia Nacional.

El cuarto paso será uno de los más importantes en tanto en cuanto 
el gobernador comisiona personalmente a Ildefonso Cerda para hacer 
el plano de los alrededores de Barcelona, así como las operaciones 
de levantamiento de los planos preparatorios para el ensanche, para 
lo que sería de inestimable ayuda la colaboración de su hermano 
Miguel5s,

En el mes de enero de 1855 Cerdá participa al gobernador el 
estado en que se encuentran los trabajos que le han sido encomen­
dados. Su voluntad de colaboración y el ímpetu con el que estos trabajos 
eran llevados a cabo se reflejan en este tipo de puntuales comunicados 
que emitiría a lo largo del año; de esta manera se aseguraba que las 
autoridades estuvieran bien informadas de cada avance producido en

de llévár a cabo una lista sistematizada de los ensanches españoles, propone como uno de 
los primeros requisitos para la posible ejecución del mismo el derribo previo de las murallas, 
Efectivamente, todas las ciudades que usan y abusan del término ensanche fueron antaño recintos 
amurallados, tanto en los ensanches de mediados y finales del siglo xix (los conocidos como 
ensanches de primera generación) como los postreros de inicios del siglo xx: «Siete de las 
catorce ciudades de nuestra lista eran plazas fuertes años antes de la planificación de su ensanche. 
Se trata de Barcelona, San Sebastián, Valencia, La Coruña, Alicante, Tortosa y Gandía (...). 
La lista complementaria confirma esta coincidencia: Gerona, Palma y Pamplona vieron destruidas 
sns fortificaciones en el siglo xx y.su ensanche planificado en él mismo momento».

54 Es ésta la primera ocasión en la que se menciona expresamente el término “ensanche”, 
como una forma de extensión o ampliación de la ciudad preexistente, como el primer paso 
para su transformación, aunque en estos momentos no se concebía como una técnica urbanística 
de planeamiento, urbanización, ejecución y gestión de los terrenos, propiamente dicha y dife- 
renciable de otro tipo de actuaciones urbanísticas como los proyectos de alineaciones. Sobre 
la cuestión del ensanche como técnica globalizadora y única en España es interesante el estudio 
realizado por L. Coudroy du  Líele, quien aborda por primera vez, de forma profunda y sis­
temática. lo que podríamos denominar el “movimiento de los ensanches ’ en España.

s 18.de diciembre; «Miguel con Fonfsérc, ai objeto de levantar el plano de los alrededores 
de Barcelona, empieza las operaciones de nivelación desde la orilla del mar en el baluarte 
de Las Pulgas ha el Collado de la Cruz Cubierta».
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el proyecto que se le había encomendado. Este hecho, que pudiera 
parecer anecdótico, prueba los deseos de Cerdá de llevar a cabo su 
proyecto con toda publicidad, sin los oscurantismos conspiradores que 
tantas veces le atribuyeron sus contemporáneos 5fí.

En un tiempo récord se remite al gobernador de la provincia, el 
23 de noviembre, el plano de los alrededores de Barcelona con su 
memoria descriptiva para efectuar el proyecto de ensanche. A partir 
de este momento, en el que la tarea realizada deviene pública, la labor 
de Cerdá trasciende del ámbito gubernativo. La prensa y los medios 
de opinión del momento ensalzan su primer gran trabajo como urba­
nista de manera generalizada.

Parece, pues, que las primeras piedras del ensanche de Barcelona, 
aunque fuera sólo en papel, estaban ya puestas.

Al mismo tiempo, y paralelamente a este proceso de. elaboración 
del plano topográfico de los alrededores de Barcelona, el Ayuntamien­
to, mediante exposición de 21 de mayo, solicita la propiedad de los 
terrenos de las murallas. Un bombón apetecido por los más golosos 
intereses inmobiliarios. Su ubicación estratégica, esta vez en sentido 
urbanístico y no militar, hacían de ellos una superficie idónea para 
la edificación y el comienzo de extensión de la “nueva” Barcelona. 
Es éste, como se advertía anteriormente, uno de los pasos necesarios 
para posibilitar el inicio de las obras del ensanche, y que no se llevaría 
a efecto hasta el 9 de diciembre de 1858 en el que, por Real Orden 
del Ministerio de la Guerra sobre el ensanche de la ciudad de Bar­
celona, decide desentenderse del plano de ensanche y de la vinculación 
de los terrenos procedentes de las murallas. De tal forma que el Mi­
nisterio de la Guerra delegaría sus competencias en esta materia al 
Ministerio de Fomento (entiende delegación en sentido lato, es decir 
de cesión completa de las competencias sin posibilidad de posterior 
avocación de las mismas).

Erigido el plano, su autor no se detiene en este punto; antes al 
contrario, comenzarán sus reivindicaciones para poder llevar a efecto 
la transformación de la ciudad. Es aquí donde comenzarían sus pro­
blemas; los enfrentamientos con los propietarios de los terrenos del 
ensanche y con el Ayuntamiento de Barcelona.

56 F. Estaré «Ildefonso Cerda apuntes para una biografía», op. citcap. I, p. 20, apunta 
cómo uno de los más claros ejemplos de la malinterpretación de la obra y la figura de Cerdá  

se produjo en la figura de Puig  y  Caladafach  y José Pt.A que en sus distintas obras y desde 
la Liiga Regionalista, todavía en 1927, atacarían a Cerda  realizando un discurso subjetivo y 
dEcaxácter municipa.lis.tn que no valora ni atiende en profundidad las aportaciones urbanísticas 
de este gran genio del xra y en este sentido afirma que «se sintió llevado a depositar una 
capa más del barniz despectivo, sarcástico y a veces injurioso con que se ha revestido ía figura 
de Ildefonso Cerdá».
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Durante el trienio 1856-1858 si bien el plano topográfico de los 
alrededores de Barcelona estaba concluido, comienzan los trabajos pre­
paratorios para el ensanche de Barcelona que le han sido confiados.

Durante este año de conclusión del bienio progresista y de indu­
dable inestabilidad política, Cerdá reside la mayor parte del tiempo 
en Madrid donde, junto con Almirall, desempeña las funciones enco­
mendadas por el Ayuntamiento de Barcelona para la concreción de 
las bases que debieran establecerse para el ensanche de la Ciudad 
Condal, así como —y casi en paralelo— va notificando al ministro 
de Hacienda el estado de los trabajos preparatorios.

Sería esta estancia en Madrid una de las pocas a la que le. acom­
pañaría su esposa Clotilde Bosch; la crisis matrimonial parecía ya anun­
ciarse. Las menciones de Cerdá acerca de su vida personal son cada 
vez menores, y más prolijas y detalladas las notas referentes al proyecto 
de ensanche..., el que le daría la gloria,post mortem, pero que supondría 
su ruina económica y personal in vitam.

El final del bienio progresista traería graves consecuencias para 
Cerdá: octubre de 1856, el alcalde D. Ramón Figuera emite un Oficio 
que motivaría su detención, prisión y encierro en la torre de la Cin­
dadela.

La situación política, el cambio de signo en el Gobierno y su fugaz 
apresamiento al comienzo de la década moderada hacen que Cerdá 
aproveche esta coyuntura y su delicada situación para marchar a París 
en varias ocasiones. Durante estas estancias, además de estudiar el 
sistema Arnoux de trazados ferroviarios, tomará contacto con la rea­
lidad urbanística parisina, con la transformación liderada por Hauss-
MANN.

La conocida “batalla” de la tramitación del ensanche de Barcelona 
comienza en 1859, los conflictos competcnciales y personales que sus­
citó han sido malinterpretados y deformados al crear un enfrentamien­
to personal en la discutida aprobación del expediente del ensanche, 
cuando realmente el tema de fondo eran las desavenencias de criterios 
a la hora de la tramitación del proyecto entre el Ministerio de Fomento 
y el Ayuntamiento de Barcelona .

57 La batalla del ensanche debe delimitarse en torno a las siguientes circunstancias:
1. Las competencias para la aprobación del piano del ensanche eran del Ministerio de 

Fomento. Si el Misterio de la Guerra había renunciado a sus competencias en materia ur banística 
en la ciudad de Barcelona tras la destrucción de las murallas, ésto implicaba que pasaban al 
Ministerio de Fomento y no a la Municipalidad o a la Diputación Barcelonesa. El Estado central, 
aunque incipiente, tenía la suficiente autoridad como para hacer valer sus decisiones.

2. Las razones reales por las que el Ayuntamiento se opuso sistemáticamente al pr oyecto 
de ensanche de Cerda  fueron político-competenciales y no de orden técnico.

3. Es esencial considerar la importancia de la supramunicipalidad del pr oyecto de ensanche 
de Cerdá  que conducía a la necesidad de que su aprobación también fuera supfamunicipal, 
es decir, correspondía al Ministerio de Fomento.
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Y así, Estafé concluye que «con la perspectiva que nos da la dis­
tancia temporal, podría resumirse la cuestión diciendo que en el con­
flicto de competencias la razón estuvo de parte de. fa Administración 
central; que en el mismo curso de la tramitación del expediente no 
dejó de proyectarse la pugna profesional y política que existió entre 
los ingenieros de caminos, canales y puertos, durante el pasado siglo, 
y que también los intereses directamente afectados de los propietarios 
jugaron un papel importante en la creación y sostén de un clima agrio 
y esquinado en tomo a la batalla por el plano del ensanche y la per­
sonalidad misma de Ildefonso Cerdá».

A partir de 1859 y hasta 1876, año de su muerte, los viajes a Madrid 
serán constantes. Ganada la batalla de la aprobación del plano del 
ensanche, sus contactos con el Gobierno central, especialmente con 
el Ministerio de Fomento, se acrecientan. Por esta razón su vida se 
representará a partir de este momento en dos escenarios diferentes: 
el madrileño, en el que actúa eficazmente como burócrata con el fin 
de agilizar los requisitos para permitir la urbanización y edificación 
efectiva en el ensanche de Barcelona y en el que, como consecuencia 
del prestigio que sus trabajos le van reportando, logra en febrero de 
1860 la autorización para llevar a cabo los estudios de reforma y mejora 
de Madrid, y el escenario barcelonés, mucho más adverso y complicado, 
pues en él actúa como director de la Sociedad de Fomento del Ensan­
che y como ejecutor y gestor de su proyecto aprobado en Madrid.

El primer éxito de Cerda en Madrid vino apoyado por el entonces 
ministro de Fomento Pascual Madoz tal y como hemos citado con 
anterioridad, quien destacó la necesidad de aprobación de su plano 
y proyecto, aun sin el consentimiento del Ayuntamiento de Barcelona 
y comprometiéndose a influir directamente en el Gobierno. Y así se 
hizo: el 7 de junio de 1860 se publica Real Orden aprobando el proyecto 
de ensanche de Don Ildefonso Cerdá.

El escenario barcelonés es, sin embargo, un cúmulo de conflictos, 
una maraña de complicaciones y de intereses creados propios de la 
España del xix. Las dificultades para la puesta en práctica del proyecto 
de ensanche aprobado por el Ministerio de Fomento son la punta del 
iceberg de una polémica con un trasfondo social, pobtico, económico 
y técnico de gran calado.

La creencia popular y tantas veces reiterada de que los problemas 
de Cerdá en Barcelona nacen de la imposición ilegal de un proyecto 
por parte del Gobierno central no es del todo cierta; se ha de des­
mitificar este postulado para desentrañar la confluencia de circuns­
tancias que hacen del “proyecto Cerdá”, y de todo lo que salga de 
su pluma, un plano maldito y no deseado.

Como se ha explicado anteriormente, la “batalla” del ensanche 
es un episodio más dentro de una guerra mucho más complicada en
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la que los bandos y las motivaciones para la iucha armada se confunden 
en un entramado de intereses políticos y económicos, cuyo verdadero 
trasfondo es el que mueve la mayor parte de los conflictos, ya sean 
armados o no: la lucha por el poder.

Esta lucha, esta guerra entre bandos que coloca a Cerda en el 
centro de los fuegos, es producto de la confluencia de diversos enfren­
tamientos, cuyo mar de fondo es mucho más profundo que un simple 
conflicto puntual de competencias58.

Los años 1860-1862 transcurren agitadamente. Las notas de Cerdá 
transmiten, por un lado, su intensa actividad, sus idas y venidas a 
Madrid, Barcelona y París (donde estudiaban sus hijas). De otro lado 
reflejan el comienzo de sus problemas económicos; ya en 1861 Cerdá 
lleva a cabo una exposición a S. M. Isabel II solicitando que sea con­
signada en el presupuesto del año siguiente la cantidad fijada como 
precio e indemnización del proyecto de reforma y ensanche de Bar­
celona. Solicitud que reiteraría en dos ocasiones más en diciembre 
del mismo año y, posteriormente, el 31 de mayo de 1862. Casi en 
paralelo escribe «Cuatro palabras sobre el ensanche de Barcelona diri­
gidas al público de Barcelona», donde lleva a cabo una breve, pero 
rotunda y clara exposición sobre sus principales postulados urbanís­
ticos, que entiende necesarios para poder llevar a cabo el ensanche 
de Barcelona, y sale al paso de las críticas vertidas por los propietarios 
de los terrenos a su “Pensamiento Económico”.

De todos modos, y a pesar de estas primeras quejas de Cerdá, 
las obras del ensanche se inician, se dictan las disposiciones a que 
deben sujetarse los propietarios del ensanche que quieran edificar, se 
dicta Real Orden en que se encarga al Ayuntamiento que proponga 
los medios que crea pertinentes para llevar a cabo el ensanche de 
Barcelona, se da la primera disposición sobre los terrenos de las mura­
llas: la actividad urbanizadora va arrancando 59.

58 El de los ingenieros y arquitectos en el siglo xix. El conflicto competencia! en materia 
de lo que hasta el momento se concebía como policía municipal y que Cerdá eleva a ia categoría 
de ciencia urbanizadora, y los primeros embales hacia la obtención de una mayor autonomía 
por parte, de ios gobiernos provinciales y municipales..La consolidación del poder económico 
de la burguesía mediante la especulación inmobiliaria que tiende a la retención del mercado 
riel suelo edificable frente a la presión de la población que solicita, por motivos higiénicos 
y sociales, una mejora en la calidad de. vida cuyo primer reflejo es la mejora de la habitabilidad 
y salubridad de las viviendas. Todo ello, no olvidemos —antes bien ha de tenerse siempre 
presente—, en un tiempo en el que la inestabilidad política, los cambios de Gobierno y la 
Guerra Civil estaban a la orden del día.

Si bien —ya fuera por la presión de los propietarios del ensanche o por voluntad misma 
del Ayuntamiento de Barcelona— el proyecto originario modula sus presupuestos iniciales en 
favor de un aumento de la edificabilidad, por Real Orden de 29 de julio de 1862 se autoriza 
la elevación en 100 palmos de las casas del ensanche; se replantean las manzanas de la sociedad 
Fomento del Ensanche (la de Cerdá) y ya muy posteriormente se autoriza la reducción de
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Es, en mi opinión, la década 1854-1864 6Ü, uno de los períodos 
más fructíferos desde el punto de vista profesional y político.

Soria y Peto, sin embargo, acota en 1859 esta fase triunfal y ascen­
dente de la vida de Cerda, que culmina con la aprobación del proyecto 
del ensanche, y otra en la que comienza el declive con la lucha por 
su implantación real y la pérdida de apoyos61. En mi caso he preferido 
extender este período unos años más, poniendo como límite final la

la superficie de Jos jardines del ensanche al 30 par 100 del área total del solar, cuando en 
el proyecto inicial constituía el 50 por 100.

* La delimitación de estos dos años como inicio y final de nn período que podríamos 
calificar de glorioso se.lra llevado á cabo en función de los siguientes datos objetivos:

— 1854 supone el verdadero inicio de la actividad urbanística de Cerda  en tanto en cuanto 
?e. decreta la destrucción de las murallas de. Barcelona, que le permite empezar a hacer creer 
a las autoridades del Gobierno central la posibilidad y necesidad real de uu ensanche para 
Ja ciudad llevado a cabo en función de los parámetros qué el marcará en su obra.

— El bienio progresista favorece ideológica y políticamente á Cerda.
— Durante esta década publicará sus principales obras en las que nos detendremos con 

posterioridad. En 1859 publica la Teoría de la Construcción de las Ciudades y las Ordenanzas 
de Construcción y Policía Urbanas-, en 1861, el ensayo «Cuatro palabras sobre el ensanche dirigidas 
al público de Barcelona», así como la Teoría de la Viabilidad Urbana pura la reforma de Madrid', 
en 1863, Necesidades de la circulación, y ya en 1867, aunque su redacción es anterior, la Teoría 
General de la Urbanización.

El cierre o la culminación de este período dorado en 1864 se fundamenta en dos razones:
1. Se publica la Ley de Ensanche de Poblaciones de 29 de julio de 1864, que en su opinión 
deforma él planteamiento que él hace sobré el ensánche, pues no recoge ni el Pensamiento 
Económico, ni las Ordenanzas que hace para el ensanche,, ni la conexión entre ensanche y 
reforma interior que introducía en la Teoría de la Viabilidad Urbana para la reforma de Madrid 
Su protagonismo personal va en declive, una vez que el Gobierno central se apropia de forma 
parcial de su idea y la difunde, pero ya distorsionada, mediante un texto legislativo que guiará, 
al menos formalmente, al resto de los incipientes ensanches españoles hasta 1876 en que se 
publicará la nueva Ley de Ensanche.

2. Cerda  abandonará a partir de este año los cargos más representativos que hasta el 
momento había desempeñado: dimite del cargo de directorfacultativo de la sociedad El Fomenta 
del Ensanche el 29 de mayo de 1865; en el mismo mes dimite del cargo de perito de parte 
del Estado y de ingeniero encargado del deslinde de los terrenos de tas murallas.

3. Uno de los principales desencadenantes de estas dimisiones es la inestabilidad que 
a partir de este momento rige en la vida de Ildefonso Cerda. En mayo de 1864 es abandonado 
por su mujer, Clotilde Bosch, que marcharía a Madrid con su amante Caneny, dejándole a 
cargo de sus hijas a las que, todo hay que decir, poca atención había prestado durante los 
anos precedentes, a excepción de las ocasiones en las que les acompañó a París donde cursaban 
sus estudios.

Este punto es una simple hipótesis deducida de la interpretación de las breves notas que 
Cerda  fiie apuntando a lo largo de su vida, pero a mi entender no resulta del todo descabellada. 
Se podría argüir en contra que la obsesión por el trabajo que Cerda  tuvo, sobre todo durante 
esta década, le luzo vivir de espaldas a sus responsabilidades matrimoniales y familiares, y que 
la partida de su mujer era algo esperado. Todo esto puede ser cierto, pero aunque viviera 
de espaldas a ellos no implica que careciera de sentimientos y la humillación de ser abandonado 
incluso por su propia esposa es un acontecimiento que en mi opinión pudo marcar el resto 
de su existencia. La soledad, el escaso reconocimiento a su labor profesional, el endeudamiento, 
irían agriando su carácter, endureciéndolo cada vez más.

61 Cfr. A. Soria y A. Puig, Trabajos sobre Cerda y Barcelona, Barcelona.. Laboratorio de 
Urbanismo, 1992.
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aprobación de la Ley de Ensanche de 1864 y el abandono de su esposa 
Clotilde Bosch. Otra de las razones para esta extensión es la intensa 
actividad que mantuvo como gestor de la sociedad “Fomento del 
Ensanche”. Aprobado su plan teórico, Cerdá contribuye a su primera 
puesta en práctica, y no duda en transformarlo en ocasiones para adap­
tarlo a la realidad; de ahí la realización de los planos parcelarios que 
adaptan la superficie y disposición de las manzanas a las anteriores 
fincas rústicas cuando ve imposible la gestión conjunta por parte de 
los mismos62. Busquets afirma que esta compleja instrumentación téc­
nica es la que va a hacer posible que el Exaimple se inicie sólo con 
la actuación de la iniciativa privada, pero para ello habrá que «diseñar 
el plan sobre el mismo suelo» 63.

Concluido, pues, este período de mayor prestigio y reconocimiento 
parece que nuestro protagonista vuelve en cierta medida a sus orígenes 
profesionales, y así en 1868 la Dirección General de Obras Públicas 
aprueba el anteproyecto de Docks de Barcelona, por él realizado; en 
diciembre del mismo año se le encargan proyectos sobre el desvío de 
la Riera de Malla.

Puede que esta vuelta a la realización de proyectos de obras públi­
cas se debiera a razones económicas, más que a una opción volun­
tariamente escogida de volver a ejercer como ingeniero, puesto que, 
a pesar de que su intervención e influencia en los temas urbanísticos 
del momento parecía en franca decadencia, él no dejaba de anotar 
las principales novedades legislativas que iban apareciendo (la Ley de 
Ensanche de Poblaciones de 1864, el reglamento para su ejecución 
de 1867), y que parecen seguirle afectando.

Entre proyecto y proyecto Cerdá continúa ejerciendo presión para 
cobrar los emolumentos no percibidos hasta el momento por la rea­
lización de los proyectos de ensanche de Barcelona y de Madrid, así 
como para la publicación de su Teoría General de la Urbanización.

A partir de 1871 se apunta la reforma interior del casco antiguo 
de Barcelona, para la que se nombra a Cerdá vocal de la subcomisión 
que ha de proponer el sistema que ha de seguirse en la marcha de 
los trabajos que se hubieron confiado a la comisión especial que se 
encargaba del estudio del mejor proyecto facultativo y económico para 
la apertura de las vías de la reforma del casco antiguo de la ciudad 
de Barcelona.

Pero, en mi opinión, Cerdá en estos últimos años ya estaba can­
sado, y aunque participa en esta comisión no siente el proyecto suyo;

62 Cfr. M. Corominas, «El parcelario de! Llano y la manzana Cerdá», en Trabajos sobre 
Cerdá y Barcelona. Barcelona, Laboratorio dé Urbanismo, 1992.

° J. Busquéis, Barcelona. Evolución urbanística de una capital moderna, Madrid, Mapire, 
1992, pp. 111 ss.
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la situación política es muy inestable: el 2 de enero de 1874 el genera! 
Pavía da el golpe de Estado. Demasiadas turbulencias, demasiada ines­
tabilidad y Cerdá seguía sin cobrar...

Su última implicación directa en la vida política se produce en 
1874 siendo presidente accidental de la Diputación de Barcelona. Tras 
el golpe del general Pavía es llamado por el general Martínez Campos 
quien disolverá la Diputación. A partir de este momento sus intereses 
se centran principalmente en cobrar sus proyectos, concertando entre­
vistas con altos funcionarios, escribiendo alegatos agrios y casi en un 
tono desesperado. Desesperación que le llevará a descansar a un bal­
neario en Caldas de Bessaya (Santander) donde encontraría la muerte 
en 1876.

3. CERDÁ EN SU ÉPOCA

Hasta aquí una breve síntesis de la España en que vivió Cerdá 
y un esqueleto de su apasionante andadura por ella.

El tercer pilar de esta primera tarea, que es la de ubicar su entorno 
cultural y científico, se desdobla en una primera aproximación a las 
influencias doctrinales que sirvieron de motor de arranque para su 
ingente obra y que se mueven en un amplio abanico en lo que a ramas 
del conocimiento se refiere.

En efecto, si podemos considerar a Cerdá como “pionero del urba­
nismo moderno” es porque supo asimilar la complejidad y la confluen­
cia de saberes y conocimientos necesarios para hacer ciudad, superando 
a sus maestros y adentrándose en campos en principio ajenos a su 
disciplina. Cerdá entendió que el urbanismo no debe alejarse de las 
personas, y por esta razón inicia sus estudios con la Monografía de 
la clase obrera de Barcelona-, paralelamente asimiló que una ciudad 
no es sólo un proyecto, un diseño en papel, necesita normas jurídicas, 
unas reglas de funcionamiento y gestión, y por ello articula un Pen­
samiento Económico, unas Ordenanzas de Edificación. Por último, 
entendió que todas estas ideas y aportaciones no servirían de nada 
si no lograba hacerlas fructificar sobre el suelo, la materia prima sobre 
la que se construye su ansiada Ciencia de la Urbanización.

Por esta razón, se hace necesario revisar, aunque sea muy some­
ramente, las corrientes ideológicas coetáneas e inmediatamente pre­
cedentes al momento en que elabora sus «Teorías» ü4, que son sus 
proyectos, que es su legado. Dejando para un análisis posterior, más 
extenso, la realización de un perfil comparativo entre los urbanistas 
más emblemáticos deda época. 64

64 Teoría de ¡a Construcción de las Ciudadest Teoría de la Viabilidad Urbana, Teoría General 
de la urbanización.
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En un segundo apartado, descenderemos a una esfera mucho más 
pedestre e infame. La que en ocasiones permitió a Cerda efectuar 
sus proyectos, pero en otras, las más numerosas, impidió que su obra 
se consagrara tanto en piedra como en un texto normativo completo 
tal y como él la concibió, y la que hizo que su imagen pública y su 
legado quedaran desterrados en el olvido por mucho tiempo: nos refe­
rimos al juego de intereses y relaciones político-económicas de la oli­
garquía gobernante que dirigía la España del diecinueve, en cuyos cír­
culos herméticos, conspirantes y ambiciosos se tuvo que desenvolver 
para hacer valer sus nuevas aportaciones urbanísticas, su interés obse­
sivo por la mejora de las condiciones de vida en las ciudades, por 
la higienización de los denostados centros históricos amurallados, pol­
la creación de un urbanismo “ferroviario” concesional.

3.1. Condicionamientos ideológicos: influencias y aportaciones

Los orígenes del urbanismo moderno 65 tienen lugar, qué duda cabe, 
como fruto del nacimiento de la ciudad industrial. La problemática 
que de la aparición atropellada y avasalladora de ésta se deriva tiene 
consecuencias de muy diversa índole, y por vez primera se comienzan 
a abordar de forma conjunta, con un punto de mira común.

En efecto, el objetivo de los nuevos planteamientos que surgen 
a partir de mediados del siglo xix responde a un mismo estímulo: la 
mejora de las condiciones de vida en las ciudades barrocas que han 
devenido industriales sin adaptar su infraestructura, su capacidad de 
alojamiento y sus condiciones higiénicas a la nueva sociedad meca­
nizada.

Las respuestas a este estímulo se materializan en diferentes pro­
puestas con enfoques y soluciones muy dispares que responden a dis­
tintos planteamientos filosóficos, arquitectónicos, económicos y jurí­
dicos.

En un primer momento se suceden diferentes doctrinas de carácter 
filosófico e ideológico que critican la situación de la ciudad con carácter 
general o plantean una nueva forma de entender la sociedad, aunque 
no hagan propuestas de modelos de ciudad determinados: Bentham, 
Marx, Engels, Saint Simón son ejemplo de ellas. Es lo que Choay 66 
denomina la “crítica sin modelo”: denuncian los males de la ciudad 
con estudios exhaustivos de la situación de hecho pero no proponen 
soluciones alternativas. Los casos más paradigmáticos de esta crítica 
en la que no profundizaremos son los de Marx y Engels. Sin embargo, * 64

L. Benévolo, Orígenes del Urbanismo Moderno, Biblioteca Básica de Arquitectura, 
Madrid, BSume, 1976.

64 F. Choay, El Urbanismo: Utopías y realidades, 3.a ed, Lumen, 1983, p, 24.
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Engels lleva a cabo un estudio sobre la clase obrera inglesa muy similar 
a las primeras inquietudes urbanas que tuvo Cerda en su obra Mono­
grafía de la clase obrera de Barcelona. Engels se detiene en este estudio; 
Cerdá lo tomará como punto de partida: el conocimiento exacto de 
la realidad es lo que le impulsa a continuar con sus investigaciones.

Estas primeras críticas irán enfocando el problema y darán paso 
a una serie de aportaciones mucho más concretas y ya centradas en 
el ámbito de la resolución de los problemas urbanos, preconcibiendo 
el urbanismo tal y como lo entendemos en la actualidad.

Los condicionamientos ideológicos, los nuevos parámetros que irán 
prefigurando en el futuro los distintos modos de hacer ciudad, parten 
de estas primeras propuestas que se irán armando y solidificando a 
medida que comience el siglo xx. Son ideas que van dejando un poso 
en la cultura urbanística y que, a pesar de la imposibilidad de su rea­
lización práctica plena en muchas ocasiones, actúan de indicadores 
para la renovación urbana. A efectos metodológicos, se pueden dividir 
en los siguientes grupos:

a) El utopismo reformista.
b) El racionalismo funcionalista.
c) De herederos de la ciudad barroca al urbanismo “perspecti- 

vista”
La finalidad de este epígrafe es situar a Cerdá, si cabe, dentro 

de este conjunto de corrientes de resolución de los problemas urbanos.

Sin perjuicio de que puedan existir otro tipo de clasificaciones 
y formas de sistematizar estas corrientes de pensamiento 67 * y acción

67 F. Cmoay, Urbanismo: utopías y realidades, op. cit.
Chqáy, sin embargo, Lleva a cabo un esquema más elaborado y con mayor mirnero dé 

divisiones para ordenar las diferentes aportaciones de índole urbanística surgidas a partir de 
mediados del siglo xix, que se incardinan en torno a la crítica de la ciudad industrial. Realiza, 
en un primer momento, una clasificación, que en este estudio se ha obviado, entre preurbanismo 
y urbanismo, y dentro de estos dos períodos diferencia el de las aportaciones o modelos pro­
gresistas de los culluralistas, añadiendo un tercer grupo de críticos sin modelo, entre los que 
figuran Marx y Engels, y un cuarto que procede de una tradición urbanística diferente: el 
antiurbanismo americano.

La obra de Choay no incluye en ninguno de sus modelos a Ildefonso Cerda, por el des­
conocimiento que en el momento de realización de su obra se tenía del iiustre catalán. La figura 
de Cerdá no puede insertarse en el esquema que ella traza, en tanto en cuanto, cronológicamente, 
correspondería al preurbanismo progresista; sin embargo, desde la perspectiva doctrinal y científica, 
sus aportaciones corresponden a las de un verdadero urbanista especialista en la materia, aunque 
su formación no corresponda a la del arquitecto, sino al ingeniero de caminos.

F. Ramón en su obra La ideología urbanística, Madrid, 1974, lleva a cabo una esquematización 
reductora y simplista, en mí opinión, de las aportaciones que sobre la ideología urbanística 
han existido, con el objetivo apriorístico de destacar cómo estas aportaciones ideológicas lo 
único que pretenden, en su mayoría, es justificar o «legitimar de una forma más o menos velada 
la propiedad privada del suelo urbano y la especulación sobre el mismo»; no lleva a cabo una 
clasificación de las aportaciones ideológicas en materia de urbanismo en función del movimiento
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urbanas, se tomará el esquema seguido por Terán68 anteriormente 
señalado.

A) El utopismo reformista o la creación de ciudades nuevas

«Así, dice alguien, se confirma la hipótesis de que cada hombre 
lleva en su mente una ciudad hecha sólo de diferencias, una ciudad 
sin figuras y sin forma, y las ciudades particulares la rellenan» 69.

Terán70 71 define el utopismo como el movimiento que pretende 
organizar la sociedad con base en un conjunto de células nuevas que, 
por su carácter urbano-rural y su funcionamiento comunitario, puedan 
contrarrestar las consecuencias del desarrollo industrial.

El utopismo reformista parte de la crítica de la ciudad preexistente 
y desea romper con ella, para lo cual propone soluciones de ciudades 
ideales, siempre nuevas, algunas de las cuales tuvieron experiencias 
prácticas puntuales.

Los máximos representantes del utopismo reformista fueron Owen, 
Fourier, Cabet y Richardson.

a) Robert Owen (1771-1858)

Chueca Goitia 71 califica a este personaje como de «industrial 
esclarecido» que, junto con otros de sus contemporáneos, se creyeron 
en la obligación de corregir los males que la ciudad industrial estaba 
causando.

En 1816, movido por Ja preocupación que siente por el alojamiento 
de las clases obreras, de sus empleados, idea una ciudad de tipo colec­
tivo y de carácter autosufícíente72.

al que pertenecen, sino que realiza un esquema que divide este tipo de. aportaciones en tres 
grupos:

I. Los Precursores (Arturo Soria y Mata, Camilo Sitie, Ebenezer Howard y Patrick Ged-
des).

II. Los Urbanistas (Le Corbusier y la Banhaus).
in. Los Planificadores (Le Corbusier, los C1AM, Hook New town, Urbanismo-Ficción 

y Tecnología).
11' F. TeráN, El problema urbano, Barcelona, Saivat, 1984, en especial el capítulo «Formación 

del urbanismo: el utopismo reformista, y otras aportaciones», pp. 34 a 37. 
m í. Calvino, Las ciudades invisibles, Siraela bolsillo, 1994, p. 47.
70 Ibidem.
71 F. Chueca Goitiar Breve historia del urbanismo, Alianza Editorial, en concreto el cap. 8 

dedicado a la ciudad industrial (pp. 165-185).
72 Será ésta una de las notas características en las propuestas de los utópicos: el autoabas- 

tecimiento o autosuficiencia del nuevo núcleo urbano que presentan, y que paradójicamente
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El planteamiento urbanístico de Owen pasa por una transformación 
de los medios de producción industrial mediante la creación de comu­
nidades con una población limitada o delimitada, no superior en prin­
cipio a 1.200 habitantes. Distribuidos en una nueva ciudad con forma 
de damero rodeada por un terreno de 1.000 a 1.500 acres. Owen dis­
tribuye el espacio interior del cuadrado de tal forma que en el centro 
del mismo quedan ubicados los edificios y servicios públicos y a los 
lados de este gran centro cívico comunitario sitúa conjuntos de casas 
unifamiliares dispuestas en hilera. Además, esta propuesta estructural 
que acabamos de describir lleva a cabo un esquema minucioso y sis­
tematizado de la forma de obtenerlo económicamente, de hacer viable 
su intento.

Benévolo 73 destaca cómo esta proposición de Owen constituye 
el primer plan urbanístico moderno desarrollado en todas sus partes, 
desde las premisas político-económicas hasta el programa constructivo 
y el presupuesto financiero.

La propuesta de Owen es de carácter integral; sin embargo, no 
consigue la aprehensión de sus aportaciones, de su modelo de urbe, 
por las Administraciones Públicas, y la razón más clara para este recha­
zo la apunta Benévolo certeramente: el nuevo orden social que pre­
tende mediante la construcción de un nuevo tipo de comunidades, de 
núcleos reducidos y controlados de población «deja totalmente en 
segundo plano el problema de la autoridad frente a la libertad de los 
individuos»; ante esto la interrogación retórica es fácilmente plantea- 
ble: ¿Qué Administración Pública va osar a llevar a cabo un modelo 
urbanístico que implica una marginación de su propia auctoritas, en 
virtud de qué principio va a ejecutar ese nuevo plan, qué ocurre con 
los derechos de propiedad inmobiliaria preexistentes en el nuevo ámbi­
to de actuación? Owen no responde a ninguna de estas preguntas; 
simplemente afirma en el Repon to the country of 'New Mark que «estas 
nuevas unidades productivas pueden ser promovidas por uno o varios 
propietarios de tierras, o grandes capitalistas, por sociedades consti­
tuidas (...) por las autoridades locales (...) o por asociaciones de bur­
gueses o de trabajadores de la agricultura, de la industria y el comercio 
(...) las nuevas comunidades no constituirán una carga para la justicia 
del país, pues como habrían logrado una perfecta armonía, podrían 
prescindir de los tribunales y las cárceles».

será uno de sus principales fracasos, puesto que la dependencia de las grandes urbes se hace 
ineludible.

73 L. Benévolo , Orígenes del urbanismo moderno, pp. 69 ss.
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b) Fourier (1772-1837)

Fourier plantea su utopía desde una crítica destructiva al modelo 
económico y social imperante. Fue viajante de comercio y el cono­
cimiento fáctico de las urbes decimonónicas así como su desbordante 
y creativa imaginación le condujeron a la construcción de una inter­
pretación histórica que él mismo modela y divide en períodos; algunos 
ya conocidos por el hombre; otros, Jos que constituyen su principal 
aportación, aún por venir.

Realiza sus primeras publicaciones de forma anónima, como la 
Théorie de quatre mouvements publicada en Lyon en 1808, que iría 
completando progresivamente mediante el Traite de Tassociation 
domestique-agricole en 1822, Nouveau monde industriel et societaire en 
1829-1830 y una crítica a las aportaciones de Owen y Saint-Simon en 
la obra Piéges et charlatanisme de dewc sectes. Sí. Simón et Owen en 
1831.

Diseña un esquema evolutivo fraccionado en siete momentos dife­
rentes dentro de este proceso escalonado; la principal aportación, la 
más realista, es el sexto período en el que lleva a cabo un primer 
planteamiento de la zonificación de la ciudad dividiéndola en tres 
zonas: la cité o ciudad central, los suburbios o grandes edificios y las 
ave núes o. periferias.

La descripción de estos núcleos es pormenorizada, pudiendo con­
siderarse como uno de los primeros antecedentes de los estándares 
urbanísticos pero, a pesar de que la aportación más útil, o al menos 
más cercana y práctica, sea la de este sexto período, su autor no deja 
de considerarlo como un escalón intermedio. El verdadero legado de 
Fourier es la apuesta por la creación de un nuevo grupo o comunidad: 
la Falange, cuyo «dispositivo constructivo unitario» será el Falansterio, 
que es una unidad cerrada y cubierta con aspiración de ciudad, en 
la que se pretenden concentrar todas las necesidades y usos propios 
de un núcleo urbano.

Fourier puede considerarse como unos de los primeros autores 
que intuyen la necesidad de zonificación y distribución de usos en el 
ámbito urbano. Pero olvida lo que a nuestro entender, y en el ámbito 
de la investigación que se lleva a cabo, es uno de los aspectos esenciales 
para que una iniciativa urbanística llegue a buen término: la articu­
lación de una teoría jurídico-cconómica que aporte o presuma la via­
bilidad del proyecto, puesto que su punto de partida para la cons­
trucción del Falansterio presupone la existencia de «un soberano que 
entregue gratuitamente los terrenos»; es la referencia que hace al pro­
blema de la vertebración y la articulación de la propiedad privada en 
este proceso: el soberano la regala y pasa a pertenecer a este nuevo
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grupo que promueve la armonía universal, la Falange, prescindiendo 
de la organización social familiar vigente hasta el momento en el mundo 
occidental, al menos.

Las experiencias prácticas que se llevaron a cabo siguiendo la doc­
trina fourierista fueron de carácter puntual, y la mayoría fracasaron, 
no pudiendo crear este orden equilibrado y armónico, excesivamente 
encerrado en un microcosmos de galerías acristaladas y cubiertas74.

c) Cabet (1788-1856)

El autor de Voyage en Icañe se vio inspirado para la realización 
de su obra en los tres principales fundadores del utopismo francés 
(Saint Simón, Fourier y Buonarotti).

La propuesta urbanística de Cabet se asemeja en cierto modo y 
por primera vez a la de Cerda. En efecto, Icaria, la ciudad ideal que 
preconiza, es una gran ciudad cuya edificación se sujeta a un plano 
con calles trazadas en cuadrícula y dos vías de circunvalación dispuestas 
a modo de boulevard.

El punto de partida de su propuesta descansa en la supresión de 
la propiedad privada y por esta razón fracasa en su propio país, Francia, 
donde los principios revolucionarios se asientan sólidamente en el orde­
namiento jurídico y donde no se concibe la desaparición de la pro­
piedad privada.

Las corrientes utopistas —por la novedad, originalidad y propuestas 
rompedoras y radicales del orden preestablecido— tuvieron un gran 
impacto social; eran en terminología actual “políticamente incorrectas 
y suponían una terapia de choque contra el statu quo de la ciudad 
industrial. Es necesario considerarlas como lo que son, aportaciones 
imaginativas que intentan denunciar y despertar a los responsables de 
la destrucción del entorno urbano. Su repercusión práctica, en modelos 
urbanos concretos, no fue tanta como sus autores esperaban. A la vista 
está que no lograron su ansiada armonía universal y el cambio radical 
del modo de vida que la industrialización supuso. Pero sí supusieron 
un revulsivo y una llamada de atención hacia la búsqueda de soluciones 
nuevas.

Las primeras apuestas más realistas vienen de la mano del deno­
minado racionalismo funcionalista.

,4 El único experimento que tuvo éxito fue el llevado a cabo por Godin; el Fainilisterío, 
que fue una versión reducida del proyecto de Fouriek. La teoría de Godin supone una anti­
cipación precisa en la que se basará Le Corbusier para la realización de su Unité d’habitation.
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B) De herederos de la ciudad barroca al urbanismo
perspecdvista o la reforma de la dudad existente

Como contraposición a los modelos utopistas existe una corriente 
completamente opuesta a ellos en diversos sentidos. Parten de la rea­
lidad conocida, del sistema económico existente, del concepto de “ciu­
dad moderna” del que se partía en la Ilustración e intentan reforzar 
esos esquemas y reconducirlos a la nueva era industrial.

En algunos casos, ese reforzamiento implica un excesivo apego a 
la tradición urbanística preexistente y las aportaciones que se realizan 
no son tanto de carácter teórico, como lo hicieron los utopistas, sino 
que se centran en proyectos concretos de reforma de ciudades.

La mayor o menor importancia de estas aportaciones depende de 
su resultado final, de su realización práctica. La más representativa, 
en este caso, es la llevada a cabo bajo el Imperio de Napoleón III 
en París bajo la dirección del prefecto Haussmann. En España el más 
claro reflejo de esta tendencia se revela en los proyectos que se pre­
sentan para el concurso del ensanche de Barcelona: Rovira y Trías, 
Daniel i Molina, Josep Fontseré, Soler y Gloria 75, que no triunfaron 
ni se llevaron a la práctica.

La idea de la perspectiva late en todos ellos, pero ningún español, 
ni en la segunda mitad del xix ni en la primera del xx, supo adaptar 
esta visión perspectivista a la altura de los que la ciudad industrial 
requería; las Grandes Vías son una burda copia a pequeña escala de 
las reformas de París, realizadas con esc grandeur que sólo los franceses 
saben dar a cualquier obra pública realizada de la mano de una Admi­
nistración fuertemente centralizada.

C) El racionalismo funcionalista o la extensión
de la ciudad existente

Frente a las aportaciones de los utopistas, lo que se ha venido 
a denominar como racionalismo funcionalista no es otra cosa que el 
conjunto de aportaciones más pragmáticas y reales que se llevan a 
cabo que no pretenden romper con el modelo industrial ni crear una 
nueva sociedad, ni armonizar mediante sus nuevas ciudades el universo.

Sus objetivos son más realistas; existen aportaciones 75, sobre todo 
en los países mediterráneos, que adaptan sus ciudades a las nuevas

;í Sobre e¡ contenido y las aportaciones de estos proyectos, vid. Manuel Solá-Morales, 
«El proyecto Cerda frente á sus alternativas.:-, en Los ensanches, 1. El Ensanche de Barcelona, 
Barcelona, Laboratorio de Urbanismo. Escuela Técnica Superior de Arquitectura, 1976, pp. 31 ss.

7B Ctr. C. Aymonino, El significado de las ciudades, en concreto el capítulo «Las aportaciones 
del movimiento funcionalista», pp. 123 a 163.
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necesidades de la industrialización mediante planes de extensión, que 
en España adoptaron la específica denominación de “ensanches”.

Parece, pues, que Cerdá es el máximo representante de esta ten­
dencia. Si bien es cierto que para una ubicación científica del autor, 
esta línea de pensamiento y actuación sería la que más encajaría en 
su perfil, su encasillamiento exclusivo en el urbanista de ensanche 
supondría dejar de lado una gran parte de su doctrina.

En efecto, como se tratará con mayor detenimiento a lo largo de 
este estudio, Cerdá no se limita a llevar a cabo un proyecto de ensan­
che. No hay más que acudir al mismo título del proyecto Proyecto de 
reforma y ensanche de Barcelona, así como a sus obras La Teoría de 
la Viabilidad urbana para la reforma de Madrid, para entender y escla­
recer que la concepción del hecho urbano por parte de Cerdá no 
se limita a un proyecto de extensión sino que implica una aprehensión 
integral de las necesidades de la ciudad moderna.

Por esta razón, creo que Cerdá es un urbanista completo, a caballo 
entre el urbanismo perspectivista y de reforma interior que se maneja 
en Francia y el urbanismo de extensión o ensanche de la cuenca medi­
terránea.

En este sentido, Solá-Morales 77 pone de relieve el carácter común 
de la práctica de los ensanches o planes de extensión en ciudades de 
la Europa latina, excluyendo la calificación de este fenómeno como 
propiamente español, destacando cómo Atenas (“Plan Keanthis-Shau- 
bert”, 1833), Torino (“Plan Antonelli”, 1852), Argel (“Plan Chasse- 
rian”, 1858), Bari (“Plan Trotti”, 1867) y las ciudades españolas Bar­
celona (“Plan Cerdá”, 1858), Madrid (“Plan Castro”, 1860), y San 
Sebastián (“Plan Cortázar”, 1864) llevan a cabo estos grandes proyectos 
de extensión, calificándolos de fenómeno de autocolonización, como 
un modo de autofinanciación de su propio futuro.

Hasta aquí estas pinceladas aproximativas de las corrientes ideo­
lógicas que existían en el momento en el que Cerdá irrumpe en la 
escena urbanística. Como se ha ido poniendo de relieve, resulta difícil 
encuadrar al personaje en alguna de ellas.

Las razones de esta dificultad estriban en el hecho de que la mayo­
ría de los autores que han intentado poner orden a las diferentes solu­
ciones que se plantean, en la segunda mitad del siglo xix, no conocen 
la obra de Cerdá y prestan muy poca importancia al urbanismo español 
decimonónico. Cerdá en este sentido se nos presenta como un islote 
que parece surgir de la nada, y que tal como vino desapareció, sin 
dejar una escuela, sin fundar un movimiento; de ahí su escasa reper­
cusión y desconocimiento por parte de la doctrina comparada. 77

77 M. Solá-Morales, «Los Ensanches», en Los Ensanches, T, Barcelona, Barcelona, labo­
ratorio de Urbanismo. Escuda Técnica Superior de Arquitectura, 1976.
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En mi opinión, la principal diferencia entre la obra teórica y prác­
tica de Cerdá y la de sus contemporáneos, los utopistas reformistas 
sobre todo, y exceptuando en este caso a Haussmann, que como hemos 
visto no fue un teórico del urbanismo, estriba en el hecho de que 
Cerdá, al sentirse absolutamente convencido de la viabilidad del nuevo 
modelo urbanístico de reforma y ensanche de las ciudades que está 
proponiendo, entiende que «el urbanismo debe ser concebido como una 
función pública», que el proceso de dirección del crecimiento de las 
ciudades y su reforma no es una actividad que competa a los par­
ticulares, propietarios o promotores decidir. En sus manos está el pro­
ceso de ejecución del mismo, pero su encauzamiento debe ser dirigido 
desde la Administración. Por esta razón, Cerdá, a diferencia de otros 
“urbanistas” de la época, no prescinde del derecho de propiedad pri­
vada, no plantea una utópica socialización del suelo, no intenta comprar 
la totalidad de los terrenos para desarrollar sus ideas, sino que ofrece 
un nuevo modelo urbanístico a la Administración del Estado, para 
que ésta lo haga operativo.

Las razones de este diferente punto de partida entre Cerda y el 
resto de las principales aportaciones ideológicas de la época pueden 
fundarse en dos causas:

Por una parte, y en primer lugar, su condición de. ingeniero de 
caminos, un Cuerpo de élite, como se explicó con anterioridad, que 
está al servicio de la Administración. El sistema de trabajo de los inge­
nieros de caminos consiste en la presentación y ejecución de proyectos 
de obras públicas (carreteras, ferrocarriles), al servicio del Estado. De 
la misma forma que se presentan proyectos de obras, Cerdá cree nece­
sario abordar la materia urbanística mediante el planteamiento de gran­
des proyectos de ensanche y reforma interior de las ciudades, para 
su posterior ejecución a modo de grandes obras públicas (en este aspec­
to se asemeja al modelo francés “haussmanniano”, si bien sus pro­
puestas están al servicio de una idea superior: el Segundo Imperio 
Napoleónico. Cerdá, sin embargo, en este sentido es mucho más libre, 
se siente mucho más libre.

Por otra parte, y en segundo lugar, si bien Cerdá, al igual que 
los utopistas, pretende un mayor acercamiento urbano-rural, en ningún 
caso pretende llevar a cabo el levantamiento, la construcción de una 
ciudad ex novo. Parte de la realidad urbana existente y no pretende 
romper con ella; antes al contrario, plantea un sistema de mutua afec­
tación económica y jurídica del ensanche y la reforma, así como una 
conexión física entre ambas mediante la ruptura y reordenación de 
los centros históricos con nuevas vías de “circunvalación” y conexión.

Por eso Cerdá, don Ildefonso, no plantea ni lleva a cabo la primera 
new town o ciudad-jardín del mundo: porque no lo pretendía, porque 
sus teorías son ajenas a esta concepción y este hecho no le desmerece.
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El ensanche, la aportación urbanística real de Cerdá, no debe ser con­
siderado como una nueva ciudad, sino como una nueva forma de hacer 
ciudad, que es diferente.

Ubicar a Cerda ai nivel de Owen, Cabet, Fourier o Haussmannn 
es una tarea necesaria y justa en la historia universal del urbanismo, 
y no un deseo de ardorosa equiparación del producto y de la inter­
pretación “made in Spain” de las nuevas tendencias decimonónicas de 
planteamiento y resolución de los problemas urbanos78.

3.2. Cerdá y los primeros urbanistas y “ensanchistas” españoles

Hasta el momento, la descripción de. la biografía de Cerdá,. de 
los condicionamientos ideológicos de la urbanística comparada y de 
las relaciones políticas y personales que mantuvo muestran una figura 
bastante aislada. En cierto modo así es. Sin embargo, a pesar de este 
aislamiento, algunos contemporáneos españoles de Cerda sintieron la 
misma atracción por el naciente urbanismo moderno y aunque en 
menor medida forman parte de esta historia. Se hace necesaria su 
mención por varios motivos.

De una parte, y en primer lugar, porque la consideración del autor 
del ensanche de Barcelona como el único profesional digno de destacar 
en la historia del siglo xix español supondría un acto de soberbia que 
supondría el desprestigio del estudio realizado hasta el momento. 
Como consecuencia de esta primera afirmación, y en segundo lugar, 
se hace necesaria una indagación en los estudios, proyectos y obras 
realizados por sus contemporáneos, en tanto en cuanto permitirán una 
comparación objetiva y veraz que refuerce o debilite la tesis mantenida 
hasta el momento.

La primera figura que frecuentemente ha sido puesta junto a Cerdá 
es la del ingeniero de caminos Carlos María de Castro, autor del ante­
proyecto de ensanche de Madrid, aprobado por Real Decreto de 19 
de julio de 1860. Los estudios de carácter genérico sobre historia del 
urbanismo hablan de ambos autores como los “ensanchistas”, no dife­
renciando prácticamente entre la aportación de uno y otro. Simple­
mente se suele estimar que la belleza visual y de escala del ensanche 
de Barcelona no se consiguió en la capital de España.

Profesionalmente, Carlos María de Castro fue ingeniero de cami­
nos y arquitecto, condición que no reunía Cerdá que sólo gozaba de

78 Choay descubriría la obra de Cerda posteriormente a la realización de su ya clásica 
obra Urbanismo, utopías y realidades, llevando a cabo un estudio sobre la obra de Cerdá y 
su ubicación en el panorama urbanístico del momento, comparándola con el plan de Haussmann 
en la obra colectiva Treballs sobre Cerdá i al sen eixamplé, Barcelona, Laboratori d’Urbanisme, 
MOP, Ajuntament de Barcelona, 1992; L’ordre crine, pp. 76 ss.
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la primera titulación. Nació en Estepa, en 1810, murió en Madrid el 
10 de noviembre de 1893. Los perfiles profesionales del catalán y del 
andaluz son prácticamente idénticos, en el sentido de que inician su 
carrera realizando proyectos de carreteras, de ferrocarriles, y su renom­
bre llegaría por la vía de la aprobación y posterior ejecución de sus 
respectivos proyectos de ensanche.

Si el perfil es tan similar, si su condición profesional es la misma, 
si pertenecen a la misma generación, ¿por qué no replantearse esta 
tesis tomando como hilo conductor a Carlos María de Castro y el ensan­
che de Madrid? Existen varios argumentos que justifican el rechazo 
de esta propuesta.

Castro, en mi opinión, no es un urbanista vocacional, sino un urba­
nista “de encargo”. Con esta expresión quiero decir que desde el puesto 
que desempeña en el Ministerio de Fomento debe llevar a cabo los 
proyectos y encargos que sus superiores le ordenan.

Castro ni siente la inquietud de justificar teóricamente su trabajo, 
ni lleva a cabo todo un pensamiento económico que justifique su ante­
proyecto de ensanche. Castro se inscribe en la historia del urbanismo 
desde la esfera práctica del ingeniero-proyectista, Cerdá va más allá. 
Sus inquietudes eran de carácter personal, y las hace llegar a la Admi­
nistración, su posición frente a ella es diferente a la de Castro: Cerdá 
se adelanta a sus peticiones en el sentido de que, encargado el plano 
topográfico de los alrededores de Barcelona en 1854, presenta el ante­
proyecto de reforma y ensanche en 1857; Cerdá actúa desde la libertad 
de su renuncia a la condición de colegiado como ingeniero de caminos 
y a la comodidad de la condición funcionarial.

La concepción urbanística de Castro se limita al plan de extensión 
y ensanche; la de Cerda es mucho más completa: sus obras teóricas 
lo demuestran, a pesar de que su principal legado, en piedra, haya 
sido, a la postre, el mismo que el del ingeniero estepeño y por ello 
induzcan tantas veces a confusión las aportaciones de estas dos figuras 
emblemáticas.

El resto de los “ensanchistas” de la época, en su mayor parte gana­
dores de los concursos de proyectos convocados por los Ayuntamientos 
para la ejecución de los respectivos ensanches, no aportan una visión 
doctrinal teórica nueva: son simples aplicadores de la teoría de Cerdá 
sobre los ensanches, ajustándola en cada caso a las circunstancias de 
cada ciudad, reconociendo implícita o explícitamente su magisterio.

Es curioso destacar, como nota común en la mayoría de los ensan­
ches españoles aprobados durante la segunda mitad del siglo xix, que 
las propuestas ganadoras de los concursos convocados en las distintas 
ciudades responden a la idea básica del ensanche cerdiano. Las pro­
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puestas que no resultaron vencedoras solían ser de corte barroco y 
de menor escala, como en San Sebastián 79 o Barcelona80 entre otras.

¿Se puede considerar entonces que Cerda funda una “escuela de 
ensanchistas”?

Quizá, aunque no de forma expresa o voluntaria, sino tácitamente, 
pues en ningún momento parece que quisiera crear escuela, aunque 
sí considera la noción del ensanche no como un proyecto determinado 
para la ciudad de Barcelona, sino como algo necesario e inevitable 
para llevar a cabo la reforma de la ciudad preexistente, porque ésta 
es imprescindible, a pesar de los daños que inevitablemente produce, 
Cerda concibe el ensanche como una fórmula o una técnica a extender 
y propagar.

En esta línea de pensamiento Coudroy de Lille S1 recoge cómo 
en el dictamen de la Junta Consultiva de Caminos de 1877 que aprueba 
el ensanche de la ciudad alicantina de Alcoy se incide en la idea de 
que el ensanche no sólo es la aplicación de las técnicas de Cerda, 
sino la plasmación de toda una estrategia, si bien es cierto que su 
originalidad no estribaba únicamente en la técnica sino en un conjunto 
de circunstancias histérico-políticas que se están analizando a lo largo 
de esta investigación.

Entre sus más destacados “discípulos” encontramos para la rea­
lización del ensanche de la ciudad de San Sebastián a Antonio de 
Cortázar.

n Así, por ejemplo, en diferentes ciudades españolas hubo proyectos no aprobados que 
respondían a estas pautas. Así, en San Sebastián el proyecto presentado por José de Beranzarán, 
que en opinión de Martín Ramos parece basarse en las ideas del higienista Monlau, presenta 
una plaza nuclear como elemento central, de tono muy dieciochesco con una forma regular 
en un marco físico irregular de calles muy estrechas. Otro de los proyectos presentados fue 
el de Sarrazíbar, titulado “Valladolid”, que lleva a cabo una ordenación de un conjunto de 
calles, eón una gran arbolada, nna portic.ada, casas con jardines de dimensión holgada, y ofrece 
gran continuidad con la ciudad preexistente.

811 En Barcelona la primera propuesta para el ensanche fue la de Miguel (barriga i Roca, 
de corte todavía barroco: propone, como descriptivamente señala Solá, la creación de.una segun­
da Barcelona, cerrada en sí misma; la práctica reproducción de otro casco antiguo no cambia 
de escala, no innova ni parece hacerse eco de la nueva sociedad que deberá habitar la ciudad 
moderna, que no es capaz de plasmar ni imaginar. El ganador del concurso en 1859, que tue 
Revira y Trías, sí cambia de escala aunque no plantea un crecimiento ilimitado del llano de 
Barcelona, sino que circunscribe su ángulo de extensión a un perímetro menor que el cerdiano. 
Probablemente este proyecto, si Cerda no se hubiera interpuesto en su camino, podría haber 
sido aprobado, pero —sin desmerecer el valor que en su momento tuvo— hemos de decir 
que si se hubiera desarrollado dicho proyecto Barcelona no sería la misma ciudad; probablemente 
sería una capital de provincia más, sin mayor relevancia que ser el centro neurálgico económico 
de Cataluña, pero sin un soporte físico-urbanísitico-arquitectónico adecuado para ello, que no 
reflejaría el espíritu innovador, pujante, imaginativo deJ pueblo catalán.

S1 L. Coudroy de Ltlle, L 'ensanche de población en Espagne, inédito, p. 56.
82 Sobre el ensanche de San Sebastián, vid. K. Setién, «Planeamiento de “ensanche : crea­

ción y gestión del Ensanche Cortázar de San Sebastián, 1864», en Antonio Bonet Correa (coord ),
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E! proyecto de ensanche de Cortázar: Porvenir bebe de las fuentes 
doctrinales de Cerda, las asimila y las aplica al proyecto de su ciudad, 
no supone una innovación técnica y doctrinal pero sí un fiel reflejo, 
como otros muchos, del gran calado que la teoría cerdiana ejerció 
en los proyectistas de la época. El proyecto de Cortázar no parece 
salido de manos de un arquitecto perspectivista de la época, no es 
un proyecto de Bellas Artes, desecha los argumentos de los higienistas. 
Es una adaptación fácil y asequible, y por supuesto a menor escala, 
del ensanche barcelonés, y es reflejo de la búsqueda de la equidad 
urbana.

Amado de Lázaro, ingeniero de caminos, canales, y puertos res­
ponde al perfil que hasta el momento hemos trazado de los ingenieros 
de caminos de la segunda mitad del xix. Lleva a cabo el proyecto 
para el ensanche de Bilbao realizando una síntesis asombrosa del barro­
quismo y las ideas cerdianas: plantea su proyecto utilizando la manzana 
de Cerdá pero en vez de insertarla en un trazado clásico de damero 
lo hace sobre una cruz de San Andrés. El ensanche queda, por tanto, 
como en forma de pez, que le da un aspecto curioso y de gran belleza, 
pero lo interesante también en este caso es la capacidad de adaptación 
a la realidad preexistente en el sentido de que articula una serie de 
curvas en el trazado que le dan mucho movimiento y esteticidad, pero 
cuyo verdadero fin era el de sortear las grandes residencias de la bur­
guesía industrial bilbaína que quedaban afectadas por el nuevo pro­
yecto de ensanche * 83.

Uno de los aspectos más chocantes y susceptibles de crítica de 
su proyecto de ensanche es la omisión de cualquier tipo de referencia 
a un pensamiento económico sobre su forma de ejecución. Así lo pone 
de relieve Rodríguez-Escudero 84 quien afirma que «es ésta una omi­
sión sorprendente tanto por la importancia que Cerdá había otorgado 
al tema como para constituir uno de los elementos que podían tener 
más interés para los responsables municipales y para los propietarios». 
Las posibles causas de esta exclusión las atribuye, por una parte, a 
la hipótesis de que Lázaro considerara cumplida su tarea con la simple 
realización del proyecto-plano, o bien a que, conociendo las polémicas

Urbanismo e historia urbana en el mundo hispano, t. II, Madrid, Universidad Complutense de 
Madrid, 1982, pp. 1243 a 1273. '

83 J. Cenicacelaya, *EI ensanche de Bilbao», en Jornadas Cerdá. Ildefons Cerdá y ios Ensan­
ches españoles, Madrid, Jardín Botánico, diciembre 1999; publicado con posterioridad en Ciudad 
y Tenitorío. Estudios Territoriales, vol. XXI, núm. 119-120, primavera-verano 1999; Cerdá y su 
influjo en los ensanches de poblaciones.

P. Rodríguez-Escudero  Sánchez, El ensanche de Bilbao, Madrid, Universidad Com­
plutense, 1991, pp. LSI) ss. Es en mi opinión la obra más completa que sobre el ensanche de 
Bilbao existe hasta el momento.

R. Losada Rodríguez, «Ei Plano de Amado de Lázaro. Notas para una aproximación 
a los antecedentes del ensanche bilbaíno», Ciudad y Territorio, núm. 61, Madrid, 1984, pp. 5 
a 21.
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surgidas en Barcelona, optara por la indefinición de este aspecto para 
evitar así la repetición de la situación barcelonesa. Una buena táctica 
de salvaguardia personal pero en mi opinión algo cobarde y poco com­
prometida con su proyecto.

Otra de las principales diferencias entre la concepción cerdiana 
de la reforma y ensanche de las ciudades y la concepción de Amado 
de Lázaro es la completa desvinculación que lleva a cabo entre ensan­
che y reforma interior. Y por esta razón, califica al ensanche como 
“fundación” de una nueva población. De ahí la absoluta falta de cone­
xión entre casco viejo y ensanche.

El caso de Pamplona, por ser un ensanche tardío, en el sentido 
de que se inicia a principios del siglo xx, es digno de resaltar, puesto 
que la opinión pública, la presión social, reclamaba un ensanche, como 
se comentó en líneas anteriores, al estilo cerdiano. Su ejecución, su 
aprobación, por tanto, no respondían tanto a las necesidades higiénicas, 
demográficas o económicas que caracterizan a los ensanches de pri­
mera generación, sino a la búsqueda de una ampliación de la ciudad 
de carácter simbólico. El ensanche significa modernidad, el ensanche 
contribuye a la identificación de un nuevo tipo de ciudad, a una nueva 
sociedad, la de la burguesía dominante. Y por ello el ganador del con­
curso es Serapio Esparza que presenta un proyecto intermedio entre 
el medievalismo economicista de Angel Galé y la línea más revolu­
cionaria de Anasagasti. Está claramente influenciado por la Teoría 
General de la Urbanización, aunque en aspectos técnicos puntuales 
como la orientación de las viviendas difiere de ésta, dándole por ejem­
plo una mayor importancia a la orientación sur de las viviendas que 
a la disposición de las mismas conforme a la dirección de los vientos. 
También enlazará con el concepto de ciudad ilimitada de Cerdá, aun­
que las circunstancias concretas de la ciudad de Pamplona, las dis­
posiciones militares, impidieran su praxis en el proyecto. En este caso, 
a diferencia del proyecto de Amado de Lázaro para Bilbao, sí se lleva 
a cabo una conexión con la ciudad existente, antigua colonia romana 
con el cardo y el decwnano.

El ensanche de Pamplona es, pues, un caso especial de concepción 
del mismo como una experiencia colectiva que trasciende de la con­
cepción misma de Cerdá y la eleva al grado de representante de la 
modernidad 85,

Los casos de los ensanches gallegos no merecen especial atención 
en cuanto a que pueda destacar algún proyectista concreto, pues fueron

m J. M.“ Ordeig  Coksiní, «El ensanche de Pamplona», en Jornadas Cerdá. Iídefons Cerdá. 
Pionero del urbanismo moderno, Madrid, Jardín Botánico, diciembre 1998; publicado posterior­
mente en Ciudad y Territorio. Estudios Territoriales, níim. 119-120, vol. XXI, primavera-veranó 
1999; Cerclá y su influjo en los ensanches de poblaciones.
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en su mayoría, y en opinión de J. Cebrián Sh, proyectos de alineaciones 
de poca extensión, revestidos con la terminología jurídica del ensanche, 
cuyos autores fueron entre otros Marco Artú (autor también del pro­
yecto del Puerto de la Paz), Coello y José María Pérez.

Existen autores, sin embargo, que niegan la impronta cerdiana de 
los ensanches españoles, es el caso de Juan Luis Piñón 84 * * 87, que al analizar 
los ensanches de Valencia y Alicante afirma que hablar de los ensan­
ches no es hablar de Cerdá, pues para él en estos casos Cerdá será 
el gran ausente; por la inexistencia del trazado cerdiano, de la man­
zana...

En este sentido, en la presentación del ensanche como algo ajeno 
o separado de la doctrina de cerdiana, tiene especial importancia el 
ensanche de Zaragoza, llevado a cabo por Navarro, Zuazo y Ribas, 
el cual supone una aplicación de la doctrina del funcionalismo exten­
dida por Le Corbusier. Se ha de tener en cuenta, por tanto, que es 
un ensanche tardío, de 1928, y las circunstancias económicas, políticas 
y sociales del momento, así como la evolución del pensamiento y doc­
trina urbanísticas, han variado mucho.

El punto de partida del ensanche de Zaragoza llevado a cabo por 
la Sociedad Zaragozana de Urbanización y Construcción es, en opinión 
de Maure Rubio 88, «toda una propuesta de definición de la ciudad 
a partir de su célula (la vivienda como elemento básico de crecimiento) 
que representa una autentica innovación frente a las fórmulas de cre­
cimiento que se estaban produciendo en estos momentos».

Pero a pesar de lo afirmado por esta autora —en el sentido de 
que el ensanche de Zaragoza se aleja de la concepción de los ensanches 
del siglo xix en su misma raíz, pues el ensanche decimonónico no 
partía de la célula-vivienda, de la unidad de habitación de Le Cor­
busier—, no es menos cierto, que la fórmula jurídica mediante la cual 
se llevó a la práctica el proyecto sí era la que Cerdá concibió, la del 
urbanismo de obra pública, es decir, el de la urbanización mediante 
concesión.

Poco a poco y mediante este primer acercamiento destinado a sin­
tetizar las principales aportaciones de índole urbanístico que conviven

84 J. Cetjrlán, «Los ensanches en Galicia», enlomadas Cerdá. Ildefons Cerdá y los ensanches
españoles, Madrid, Jardín Botánico, diciembre 1999; publicado posteriormente en Ciudad y Teiri-
tnrío. Estudios Territoriales, rniiri. 119-120, vnl. XX.I. primavera-'crano 1999; Cerdá y su influjo 
en los ensanches de poblaciones.

87 J. L. Piñón, «Los ensanches de Valencia y Alicante», en Jomadas Cerda-, publicado pos­
teriormente en Ciudad y Tenitorio. Estudios Territoriales, núm. 119-120, vol. XXI, primavera-ve­
rano 1999; Cerdá y su influjo en ¡os ensanches de poblaciones; del mismo, Los orígenes de la 
Valencia moderna, Valencia, Aifons El Magrtanim, 1988.

hS L. Maiire Rubio, «Un ensanche en Zaragoza»,, en Antonio Bgnet Correa (tooid.), 
Urbanismo e historia urbana en el mundo hispano, Segundo Simposio, 1982, Madrid, Universidad 
Complutense de Madrid, pp. 1314 a 1319.
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en la España de finales del siglo xix y principios del siglo xx, se ha 
ido apuntando un hecho sobre el que se profundizará más adelante 
y es que cada autor de un proyecto de ensanche, cada ciudad en la 
que se ejecuta y desarrolla un proyecto de este tipo, tiene unos rasgos 
definitorios y particulares propios, que hacen de la práctica del ensan­
che un modelo común en cuanto a su trama, pero, y a pesar de la 
existencia de una legislación común a partir de 1864, los modos de 
gestión de este gran proyecto, de esta gran aventura S9 de los ensanches, 
son prácticamente singulares.

El propósito inicial de este estudio será el análisis de los principales 
proyectos conocidos y la búsqueda de su pertenencia a un determinado 
modelo de gestión y ejecución: el planteado por Cerdá en sus teorías, 
el de las sucesivas leyes de ensanche, el de los proyectos de alineaciones. 
En fin, es la búsqueda de la mayor o menor participación de los par­
ticulares y la Administración Pública en la planificación, gestión y eje­
cución del planeamiento urbanístico, desde Cerda hasta nuestros días.

3.3. Condicionantes personales: las relaciones de poder.
“El caciquismo de alta levita”90

Como se ha ido viendo hasta el momento, Ildefonso Cerdá es 
un urbanista vocacional: su emblemático proyecto de ensanche de Bar­
celona y sus obras teóricas son el fruto de la misma.

Pero la España del diecinueve es un terreno farragoso en el que 
las relaciones personales y los contactos apropiados podían destruir 
o encumbrar al mismo hombre en pocas horas, es una sociedad marcada 
por lo que Vicens Vives califica como «caciquismo de alta levita».

La vida y obra de Ildefonso Cerdá es un botón de muestra que 
lo ejemplifica. Por ello es interesante intentar descubrir el círculo polí­
tico e intelectual con el que le tocó convivir, batallar y, qué duda cabe, 
también conspirar.

La búsqueda de relaciones clave para sus éxitos y fracasos se centra 
en los siguientes aspectos:

89 L. Coudroy de Lille, «Los ensanches españoles como ideología política. Barcelona y 
París», en Jomadas Cerdá. Udefons Cerdá y tos Ensanches españoles, Madrid, Jardín Botánico, 
diciembre 1999-, publicado posteriormente en Ciudad y Territorio. Estudios Territorialess 
núm. 119-120, vol. XXI, primavera-verano 1999; Cerdáysu influjo en los ensanches de poblaciones, 
bajo el título: «Los ensanches de poblaciones vistos desde fuera: aspectos ideológicos de su 
urbanismo».

* Jaiinie Vh.kns Vives, Los catalanes en el siglo xíx, Alianza Editorial, Enciclopedia Catalana, 
p. 113, califica de caciquismo de alta levita <<al conjunto de personas que integran la nueva 
y definitiva burguesía romántica catalana, gente que se hallaba en la base de todas las posibles 
combinaciones políticas y económicas, sostenía Gobiernos, abita Bancos, imponía su voluntad 
en la Bolsa, y casi hacía y deshacía en una época en que (...) eran el esqueleto de las Tuerzas 
vivas, los hombres que daban el sí y el no».
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Á) Cerda y Balmes

Mediante la documentación epistolar extraída de la obra del Padre 
Casanovas 91 se pone de manifiesto la especial vinculación personal 
y empresarial entre Jaime Balmes y el primogénito de los Cerda, Josep.

Ante las afirmaciones del más copioso biógrafo de nuestro pro­
tagonista he de decir que, si bien las relaciones personales y de amistad 
entre las dos familias existieron, y es un hecho históricamente demos­
trado, no creo que su influencia ideológica fuera tan grande como 
Estapé pretende: es una interpretación algo forzada y su influencia 
no parece ser mayor que la aportada al resto de los intelectuales cata­
lanes de su tiempo, que no fue poca. Balmes lleva a cabo una serie 
de artículos en la revista La Sociedad en los que denuncia la situación 
antihigiénica de las ciudades y la necesidad de una reforma, pero el 
pensamiento urbanístico de Cerda va mucho más allá, es más complejo 
y completo.

Tal como afirma el propio Estapé, «se puede llegar a la conclusión 
de que las relaciones entre Ildefonso Cerdá y Jaime Balmes fueron 
menos satisfactorias que las que existieron con los restantes miembros 
de la familia». Cerdá tenía una personalidad fuerte y muy definida, 
sus proyectos y perspectivas profesionales fueron fruto de una decisión 
personalísima, como se ha detallado anteriormente, y el distanciamien- 
to de su familia y el círculo social de la misma fueron cada vez más 
acusados, desde el momento en que se convierte en hereu del patri­
monio familiar e invierte toda su fortuna e intelecto en la construcción 
de una «ciencia de la urbanización».

B) CERDÁyMadoz

Comentamos en páginas anteriores la buena opinión que los planos 
de ensanche merecieron a Pascual Madoz, quien intercedió ante el 
Gobierno para que éstos fueran aprobados. Como adelantamos en las 
primeras páginas de este estudio, Madoz fue uno de los personajes 
más influyentes de su época, compartía con Cerdá intereses políticos 
y urbanísticos. Madoz fue empresario de “La Peninsular” y quedó admi­
rado por su proyecto de ensanche.

51 I. Casanovas, Balmes. La seva vida, el seu temps, les seves obres, Barcelona, Biblioteca 
Balmes, 1932 (nota de referencia bibliográfica tomada dé la referencia y documentación aportada 
por Fabián l'siAtr en la Teoría General de la Urbanización, vol. I, eap. III, «Los hermanos 
Balmes y la familia Cerdá», p. 64).
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El mismo Cerdá manifiesta su agradecimiento personal a los gru­
pos minoritarios que le han apoyado a la hora de la publicación de 
la Teoría General de la Urbanización 91 92.

C) C-ERDÁ-Sagasta-Echegamy y el foro progresista
de la Revista de Obras Públicas

Carmen Gavira, en el coloquio suscitado a raíz de la conferencia 
«Ildefonso Cerdá una visión de conjunto» 93, intenta desmitificar esta 
figura desde dos frentes: por una parte, y desde la perspectiva formal, 
aduciendo que la retícula ortogonal ya fue empleada por Larramendi, 
el director de la Escuela de Caminos para la reconstrucción de Murcia 
y la zona del Bajo Segura, para lo que fuera c! Gobierno del Bajo 
Orihuela tras él terremoto acaecido en 1829.

En efecto, en general la reconstrucción de la zona del Bajo Segura 
(Benejúzar, Guardamar, Almoradí, La Mata, Rojales) se llevó a cabo 
mediante un plan de cuadrícula, hipodámico, dejando en el centro 
una plaza central cuadrada, recordando en cierto sentido la fundación 
de las ciudades de América latina, no suponiendo su reimplantación 
en la trama urbana por parte de Cerda para Barcelona una novedad.

Este planteamiento desmitificador de las aportaciones urbanísticas 
de Cerdá por parte de Gavira puede ser rebatido en el sentido de 
que la principal aportación de Cerdá no es la forma de la trama urbana, 
la cuadrícula, sino su concepción elevada de la misma desde la pers­
pectiva tanto de la movilidad como de la viabilidad, que no son abor­
dados por Larramendi, al menos es este caso puntual de reconstrucción 
de una zona devastada por el terremoto.

Por otra parte, y desde la perspectiva por la que nos deslizamos 
superficialmente, ya que el trasfondo y las verdaderas rencillas y bene-

91 I. Cerdá  v SiÍñer, Teoría General de la Urbanización y aplicación de sus principios y 
doctrina a la reforma y ensanche de Barcelona, voi. I, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales,

1968, p. 18: «Cuándo escribía estás líneas estaba muy distante de. esperar que el gobierno, 
después de consultadas las corporaciones que son en el orden administrativo sus naturales ase­
sores, me dispensase la alta honra de asociarse a mis humildes esfuerzos encaminados a interesar 
la opinión pública en las cuestiones de urbanización, costeando la edición de este trabajo. Sin 
dejar agradecer por mi parte, desde lo más íntimo de mi corazón, esta distinción en extremo 
honorífica, a cuyo fomento y desarrollo deben principalmente dirijir.se las miras de todos, me 
creo, en el deber de Consignar aquí, haciendo abstracción completa de. mi personalidad, que 
ese proceder dei gobierno presta al país un beneficio imponderable, los medios de prepararse 
para solicitar primero y recibir luego con gratitud las medidas gubernativas, administrativas 
y legislativas que habrán de dictarse para dirigir por buen camino la urbanización de España*.

93 F. Magrinyá , «Ildefonso Cerdá, una visión de conjunto», en Javier García-Bellido  

(dii.), Jornadas Cerdá. Htkfons Cerdá y los ensanches espolióles, Jardín Botánico, diciembre 1999; 
publicado posteriormente fen Ciudad y Territorio. Estudios Territoriales como «Las influencias 
recibidas y proyectadas por Cerdá», núm. 119-120, voi. XXI, primavera-verano 1999, pp. 95 ss.; 
Cerdá y su influjo en los ensanches de poblaciones.
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ficíos personales otorgados están enterrados con sus protagonistas, tra­
za un triángulo de relaciones interpersonales entre Ildefonso Cerda, 
Mateo Sagasta y Echegaray.

En efecto, la relación entre ellos, aunque no está documentalmente 
demostrada, se desprende de la descripción que Orduña 94 realiza en 
cuanto a la composición y funcionamiento de la Revista de Obras Públi­
cas: «Eran constantes contertulios en la Revista de Obras Públicas, en 
los años que median entre ambas revoluciones, ía del 54 y la del 68, 
Sagasta, Echegaray y Gabriel Rodríguez, ministros los dos primeros 
después en el primer Gobierno revolucionario (...)».

La Revista de Obras Públicas fue, junto con la Junta Consultiva 
de Caminos Canales y Puertos, el gran foro de debate y apoyo de 
los ingenieros de caminos. Además de ser un vehículo de información 
científica y profesional es el reflejo escrito del corporativismo sólido, 
fiel y noble que ejercía esta élite intelectual, un órgano de expresión 
dinámico, permanente y duradero.

A pesar de que Saenz Ridruejo * 95, al describir el funcionamiento 
y la evolución de la Revista de Obras Públicas, no indica en momento 
alguno la participación directa de Cerdá en la misma por el desco­
nocimiento real que se tiene de quiénes pudieron ser sus fundadores, 
sí parece claro que constituyó un grupo de apoyo entre los ingenieros, 
desde el punto de vista profesional y también político, pues gran parte 
de sus colaboradores ejercerían posteriormente importantes cargos 
públicos.

3.4. La Junta Consultiva de Caminos Canales y Puertos
como principa] abanderada en los informes de los proyectos 
presentados en los concursos de aprobación o promoción 
del modelo del ensanche cerdiano

La importancia de este círculo de intelectuales progresistas que 
se enmarca en el ámbito de la Escuela de Ingenieros de Caminos es 
fundamental para entender la rápida difusión de la técnica cerdiana, 
si bien recortada en el marco de la geografía española, siendo la mejor 
arma del Cuerpo de Ingenieros de Caminos su órgano consultivo: la 
Junta Consultiva de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos.

Así lo expresaba uno de los más ácidos críticos de la batalla por 
la aprobación del expediente del ensanche de Barcelona, Juan Mané 
y Flaquer, que bajo la dirección del Diario de Barcelona vierte una 
serie de juicios contra Cerdá y la Administración central que respaldó

54 C. de Orduña, Memorias de la Escuela de Caminos, citada por Estapé, op. cit., p. 56.
9S F. Saenz Ridruejo, Los ingenieros de caminos, núm. 47, Colegio de Ingenieros de Caminos, 

Canales y Puertos, Colección de Ciencias, Humanidades e Ingeniería.
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su proyecto, llegando a decir que Barcelona había pasado del estado 
de sitio militar al estado de sitio civil, «cuando no funcionan para ella 
los Consejos de Guerra, funciona la Junta de Caminos, Canales y 
Puertos» 96.

Pero, ¿dónde residía el poder de esta Junta, cuáles eran sus com­
petencias, su ámbito de actuación?

Las Juntas o Cuerpos Consultivos de la Administración eran cor­
poraciones que asesoraban a la Administración central, provincial o 
municipal para resolver con más acierto y conocimiento los graves asun­
tos sometidos a su competencia.

Las Juntas podían ser retribuidas, gratuitas, honoríficas y obliga­
torias o voluntarias según que debieran su existencia a la ley o a las 
autoridades activas por espontánea iniciativa y para casos especiales, 
para que los auxiliaran con sus dictámenes facultativos. La mayor parte 
eran consultivas, pero algunas participaban de facultades resolutivas.

Bassqls 97, al hablar de la importancia de este tipo de órganos con­
sultivos en el ámbito urbanístico, centra su estudio en la Junta Con­
sultiva de Policía Urbana, cuya vida fue mucho más breve que la Junta 
Consultiva de Caminos, Canales y Puertos. Fue creada por Real Decre­
to de 4 de agosto de 1852, siendo ministro de la Gobernación Manuel 
Bertrán de Lis, y definitivamente suprimida por Real Decreto de 12 
de marzo de 1865 siendo ministro de la Gobernación González Bravo; 
los motivos de la supresión fueron razones presupuestarias y la posi­
bilidad de que otros órganos similares ejercieran sus competencias.

Así pues, la Junta Consultiva de Policía Urbana desaparece en 
el momento en que los principales planes de ensanche de las ciudades 
españolas van a ser aprobados.

La cuestión que se plantea es, por tanto, dilucidar si la Junta Con­
sultiva de Caminos Canales y Puertos, dependiente del Ministerio de 
Fomento, suplantó a la de Policía Urbana en cuanto a la emisión de 
informes de carácter urbanístico para la aprobación de los expedientes 
de ensanche.

La Junta Consultiva de Caminos, Canales y Puertos aparece regu­
lada en el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Ingenieros de Caminos, 
Canales y Puertos de 28 de octubre de 1863 (cap. Vil, arts. 39 a 41). 
Y desaparece bajo esta denominación por el Real Decreto de 9 de 
agosto de 1900 en que es sustituida por el Consejo de Obras Públicas, 
cuya regulación pormenorizada no verá la luz hasta la aprobación de! 
Reglamento de 20 de septiembre de 1919.

* Cfr. F. Estape, Teoría general de la Urbanización, cap. VTII, «Tramitación del Expediente 
de Ensanche», vo!. III. p. 231.

97 M. Bassoes Coma , Génesis y evolución del Derecho Urbanístico español (1812-1956), 
Madrid, 1973, pp. 131 a 145.
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En principio no paree© que, por la composición profesional de 
la Junta de Caminos, ni por las competencias profesionales atribuidas 
a este Cuerpo de élite, la desaparición en 1865 de la Junta Consultiva 
de Policía Urbana pudiera implicar una absorción de sus atribuciones 
por la Junta Consultiva de Caminos.

Sin embargo, existen algunos datos históricos que demuestran lo 
contrario, y sus consecuencias son, en mi opinión, de gran peso para 
poder entender la forma de concebir la política urbanística durante 
el último tercio del siglo xix y el primero del xx. Tienen una especial 
importancia a la hora de definir el modelo urbanístico de la España 
decimonónica.

En primer lugar, se ha de citar la consabida batalla para la apro­
bación del expediente del ensanche de Barcelona, en la que la Junta 
Consultiva de Caminos ejerció un papel protagonista.

En efecto 9\ no debe olvidarse que por razones de competencia 
administrativa los ingenieros de caminos rigieron la Junta Consultiva 
de Caminos, Canales y Puertos; órgano técnico superior del Ministerio 
de Fomento, y que fue, en definitiva el que elaboró las disposiciones, 
autorizando a Ildefonso Cerda a emprender sus estudios; dictaminó 
la adecuación del proyecto, y sostuvo en los años cruciales de 1859 
y 1860 la batalla contra las pretensiones del Ayuntamiento de Bar­
celona.

La Real Orden de 7 de junio de 1859 «aprueba el proyecto facul­
tativo de ensanche de la ciudad de Barcelona estudiado por el ingeniero 
D. Ildefonso Cerdá, con las alteraciones propuestas por la Junta Con­
sultiva de Caminos Canales y Puertos».

Dos consecuencias se desprenden de esta Real Orden:
1. Por una parte, y en primer lugar, a pesar de que en aquel 

momento la Junta Consultiva de Policía Urbana no había sido supri­
mida, ésta no tiene competencias, o al menos no las ejerció, para infor­
mar sobre la adecuación de los expedientes de ensanche.

En este sentido es donde no comparto la tesis de Bassols de que 
la Junta Consultiva de Policía Urbana, en función del art. 5 del Real 
Decreto de 25 de septiembre de 1857 que recompone sus atribuciones, 
gozaba de competencias que no se ceñían a actuaciones urbanísticas 
puntuales, «sino a todo un programa de conjunto sobre la revisión 
y expansión de una población» . Esta posibilidad la admite interpre­
tando de forma extensiva el siguiente párrafo del art. 5 anteriormente 
citado: «informar sobre la alineación y anchura de las calles y plazas; 
altura de las casas y reforma de las poblaciones y, finalmente, entender

58 Cfr. Estafé, op. cit., p. 57.
® Op. cit., p. 144.
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en los asuntos concernientes a la policía urbana, manifestando su opi­
nión acerca de los diferentes servicios que abraza, como, asimismo, 
de los proyectos que se presentan para mejorarla, ayudando al Gobier­
no en cuanto contribuya al bienestar, limpieza y ornato de los pueblos».

Bassols insiste en esta mayor amplitud de miras en cuanto a la 
ampliación de competencias de carácter urbanístico, argumentando 
que la reforma de la Junta Consultiva de Policía Urbana en virtud 
de Real Decreto de 17 de agosto de 1859 suscrito por el ministro 
de la Gobernación, Posada Herrera, además de cambiar la denomi­
nación de la hasta el momento Junta Consultiva de Policía Urbana, 
por el de «Junta Consultiva de Policía Urbana y Edificios Públicos», 
confirma y consolida la incipiente transformación de sus funciones.

Este cambio de denominación y transformación de funciones se 
produce casi en paralelo con la aprobación del expediente de ensanche 
y el informe realizado por la Junta Consultiva de Caminos, Canales 
y Puertos, que propone modificaciones que parecen ser vinculantes 
siguiendo el texto de la citada Real Orden de 7 de junio de 1859.

¿Supuso esta reforma de la Junta Consultiva de Policía Urbana 
una reacción para evitar la usurpación de sus competencias por parte 
de la Junta Consultiva de Caminos, Canales y Puertos? ¿Fue una casua­
lidad histórica la sucesión de estas dos Reales Ordenes o causalidad 
que refleja la pugna no sólo entre dos órganos consultivos sino entre 
dos Ministerios (Gobernación y Fomento) y entre dos Cuerpos (In­
genieros de Caminos y Arquitectos)?

Lamento no tener respuesta demostrada a estas dos preguntas. 
Pero lo que no pongo en duda es que quien ganó la “batalla”, no 
sólo del expediente del ensanche de Barcelona sino de los que vendrían 
posteriormente, fueron los ingenieros de Caminos, y la Junta Con­
sultiva de Caminos, Canales y Puertos tuvo bastante que ver en ello.

2. Por otra parte, y en segundo lugar, si realmente se pretende 
demostrar la importancia de la Junta Consultiva de Caminos en el 
devenir de los ensanches españoles y en la elección por parte de la 
Administración de un determinado modelo urbanístico, de una forma 
nueva de “hacer ciudad’’, hemos de indagar en la aprobación de los 
diferentes ensanches españoles e intentar dilucidar si realmente ejer­
cieron esa labor de información preceptiva o si el caso de Barcelona 
fue una excepción.

La búsqueda no ha resultado infructuosa y confirma la tesis sos­
tenida, hasta aquí, de forma intuitiva, y con el único ejemplo de Bar­
celona.

El caso del ensanche de Madrid es un primer botón de muestra. 
El Ministerio de Fomento encarga a Carlos María de Castro la direc­
ción de los estudios para el ensanche de Madrid, por Real Orden de
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17 de mayo de 1857, quien presentará un plano de anteproyecto para 
el ensanche de Madrid a mediados de 1859 y que variaría en su versión 
definitiva de 1860 por las modificaciones demandadas por la Comisión 
Consultiva de Caminos Canales y Puertos 1ÍJ0.

La Ley de 7 de abril de 1861 da la posibilidad de aumentar el 
término municipal de Bilbao: para fijar estos nuevos límites autoriza 
la formación de un proyecto de ensanche de la villa de Bilbao, que 
será aprobado una vez escuchadas las Comisiones Consultivas de Poli­
cía Urbana y Edificios Públicos y la de Caminos Canales y Puertos.

La intervención de las dos Juntas es, en este caso, necesaria, y 
parece desprenderse del texto normativo que autoriza la aprobación 
del plano del ensanche que el informe de las mismas tendrá carácter 
preceptivo. Y así lo fue, después de la aprobación por parte de la 
Administración central (el Ministerio de Fomento) del proyecto de 
Amado de Lázaro, éste fue rechazado por la Comisión Consultiva de 
Caminos, Canales y Puertos, el 10 de julio de 1865 y de forma definitiva 
en mayo de 1866.

Es necesario hacer notar a este respecto dos cuestiones: por una 
parte, y en primer lugar, la obligatoriedad y vinculación al informe 
de las Juntas Consultivas (ya fuera la de Policía Urbana y Edificios 
Públicos, o la de Caminos, Canales y Puertos), y, por otra parte, que 
en la fecha en que se produce el rechazo definitivo del proyecto de 
Lázaro, la Junta Consultiva de Policía Urbana y Edificios Públicos 
había desaparecido. Parece, pues, que sus atribuciones, en cuanto a 
la posibilidad de informar preceptivamente, en cuanto a la necesidad 
de aprobación de un proyecto de ensanche, van a ser asumidas con 
carácter exclusivo por la Junta Consultiva de Caminos, Canales y Puer­
tos, y en su nombre por la Comisión Consultiva que se nombrara al 
respecto.

Coudroy de Lille 101 lleva a cabo una síntesis magnífica de la 
importancia que tuvieron las diferentes instancias consultivas en las 
distintas etapas del proceso de aprobación de los ensanches, destacando 
que la Comisión Consultiva de Caminos, Canales y Puertos (primera * 101

íl" ). FbeotíUA, «El ensanché de Madrid», en Jomadas Cerda, llega a afirmar que el plan 
Castro realmente es el plan de la Junta Consultiva de. Caminéis (publicado posteriormente en 
Ciudad y Territorio, Estudios Teiritoritdes, núm. Í19-12Q, voi. XXI, primavera-veranó 1999, cómo 
«Seis episodios en lá redacción del anteproyecto del ensanche, de Madrid»)'.

101 L. Couijkoy de .Lille, op. dt„ pp. 273 a 276, pone .el ejemplo de Valencia en que 
la Comisión Consultiva de Caminos se opuso a la sugerencia de la Comisión de Salubridad 
Provincial de. cambiar de lugar la estación de 'ferrocarril poique sus instalaciones suponían un 
corte perjudicial éii el desarrollo de todo el ensanche hacia la periferia. La Comisión de Caminos 
argumenta en contra de esta proposición con daros argumentos, cerdianos afirmando que :«es 
natural que los centros de actividad y de movimiento como las estaciones de ferrocarril se 
encuentren muy cérea y si es posible en el interior de la población». La estación no sería llevada 
al exterior de la zona de ensanche.
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sección) era la que emitía los mejores informes sobre los proyectos, 
y también sobre los programas y las ordenanzas. Sus sugerencias tenían 
en todos los casos valor ejecutivo, es decir, vinculante y obligatorio, 
y en general hacía falta que las sugerencias de otras instancias con­
sultivas (La Real Academia de Medicina, la Academia de Bellas Artes), 
que intervenían de forma precedente, fueran incluidas en su informe 
para que adquiriesen eficacia ejecutiva.

La relevancia de la sustitución, de facía, de las competencias de 
la Junta Consultiva de Policía Urbana y Edificios Públicos por la Junta 
Consultiva de Caminos marca, a partir de 1865, con la desaparición 
formal de aquélla, una nueva etapa en la historia del urbanismo espa­
ñol: es el urbanismo de los ingenieros, el que concibe la transformación 
de la ciudad como un proyecto de obra pública, y cuyas bases teóricas 
para la ampliación de casi todas las grandes ciudades españolas serán 
las propuestas por Cerdá, ingeniero también, para la reforma y ensan­
che de Barcelona.



CAPÍTULO VII

LA URBANIZACIÓN CERDIANA

1. INTRODUCCIÓN

Tras la ubicación de la persona en su momento y entorno como 
simple punto de partida que permitiera un enfoque más claro de la 
obra, en este segundo paso de la investigación se procederá al análisis 
doctrinal de los principales conceptos y aportaciones urbanísticas de 
este ilustre catalán, valorando los efectos y el poso que pudo dejar 
en la legislación de ensanche y de reforma interior del siglo xtx, y 
la evolución de su primigenia concepción del derecho a urbanizar.

El autor de la Teoría General de la Urbanización inicia su estudio 
sobre la problemática del urbanismo desde una perspectiva histórico 
evolutiva realizando una síntesis que abarca desde los orígenes de la 
urbanización, entendida como «la historia del hombre primitivo, la 
historia del hombre natural... pues donde quiera y como quiera que 
existió el primer hombre, ese hombre hubo de tener necesariamente 
un alojamiento, un albergue, una guarida, un abrigo, y donde quiera 
y como quiera que se encuentre esa guarida primitiva, allí, allí mismo, 
está el origen de la urbanización... origen importantísimo, no obstante, 
a los ojos del pensador filósofo, origen que interesa a la humanidad 
inquirir y conocer, porque de él han de arrancar las primeras con­
secuencias que han de formar los principios esenciales de la ciencia 
urbanizadora» \ hasta la exposición de la razón histórico-fi 1 osófica de 
la manera de ser de la urbanización actual y las razones y transfor-

1 T. Crrdá  y  Sl 'ñer, Teoría General de ¡a Urbanización y aplicación de sus principios y doctrinas 
a ¡a reforma y ensanche de Barcelona, selección del anexo documental y bibliografía por Estapé, 

vol. I, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 1968, p. 35.
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maciones verificadas en las urbes para prepararlas a la transición de 
la época de la locomoción.

La primera aportación doctrinal que efectúa es la precisión e inno­
vación terminológica en un campo todavía sin roturar científicamente 
en el que no existe una unicidad conceptual ni léxica, premisa primera 
para la elaboración de cualquier estudio de carácter técnico. Por esta 
razón, por la imposibilidad material de encontrar el vocabulario preciso 
e idóneo que exprese sus propósitos, incorpora un vocabulario urba­
nístico rico en detalles y precisiones, inexistente hasta el momento en 
el ámbito de la urbanística.

2. LAS VÍAS CERDIANAS

Hasta el momento hemos llevado a cabo una aproximación a la 
figura de Cerdá desde la perspectiva personal, hemos ubicado al hom­
bre en su época y en las circunstancias sociopolíticas que le rodearon 
para, de esta forma, poder entender mejor tanto sus aportaciones doc­
trinales como sus realizaciones.

La ingente obra doctrinal de Corda será analizada en un primer 
momento de forma aislada, sin conexión a las obras realizadas y a 
la legislación que ampara y que deforma en cierto sentido su pen­
samiento. intentaremos en este epígrafe sintetizar todo su pensamiento 
urbanístico, al menos el conocido hasta el momento, ver de dónde 
proviene su inspiración o en qué modelos se basa para posteriormente 
poder llevar a cabo un análisis valorativo de la influencia que su legado 
doctrinal pudo ejercer no sólo en Barcelona sino en el resto de las 
ciudades españolas mediante la imposición de un modelo urbanístico, 
el del ensanche de las ciudades.

La diferencia fundamental en cuanto al modo expositivo de este 
epígrafe con respecto al análisis que hemos realizado del caso francés 
en torno a la figura del barón Haussmann deriva del hecho de que 
para el caso español es perfectamente diferenciable la doctrina cer- 
diana de la práctica urbanística llevada a cabo, mientras que en Francia 
éstas son difícilmente separables, son una misma cosa.

2.1. Concepto de vía e intervía

Las tres principales obras teórico-prácticas de Ildefonso Cerdá, 
la Teoría de la Constmcción de las Ciudades (1860), la Teoría de la 
Viabilidad Urbana (1861) y la Teoría General de la Urbanización (1867), 
llevan a cabo una exposición extensiva, aveces reiterativa hasta la sacie­
dad, de los principales conceptos a partir de los cuales construye su 
pensamiento urbanístico.
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Aunque la idea de plan, la concepción global de la reforma y el 
ensanche son algunas de las principales aportaciones del ilustre catalán 
que lo distinguen de las realizaciones francesas contemporáneas, las 
bases teóricas que estructuran y permiten estas realizaciones no per­
manecen en la esfera planificadora, en la “macro forma urbana”, en 
el diseño más o menos original de un modo de hacer ciudad desde 
una perspectiva meramente arquitectónica o estructural sino que, por 
el contrario, descienden a lo que podemos calificar de “micro forma 
urbana”, es decir, los mecanismos jurídicos y económicos que permiten 
la realización efectiva de los grandes planes y que separan en este 
sentido a Cerdá de la corriente utopista.

En efecto, el pensamiento jurídico-económico de don Ildefonso 
parte de los elementos mínimos o básicos necesarios para hacer ciudad 
que no son otros que la vía, la calle y la casa o el conjunto de casas, 
los íntervías 2.

A partir de la delimitación conceptual de lo que suponen una y 
otros, estableciendo una evolución histórica de cómo se han ido for­
mando los núcleos urbanos y cómo se deben formar en un futuro, 
justifica y plantea la reproducción del modelo o de la estructura básica 
de los binomios, vía-intervía, es decir calle-casa, para establecer el 
modo en que éstos deben funcionar o encajar no sólo en los planes 
que presenta, sino en cualquier otro de similares características. De 
tal forma que ante los diferentes casos posibles o ¡as diferentes com­
binaciones de vías e intervías (realización ex novo o apertura de nuevas 
vías en un entorno ya edificado o urbanizado) delimita al mismo tiempo 
el campo de actuación de los diferentes agentes o actores que inter­
vienen en el proceso de reforma o ensanche de las ciudades y lo hace 
precisando los derechos y deberes que tanto la Administración como 
los propietarios ostentan, perfilando de este modo un modelo de prác­
tica urbanística que vendremos a llamar concesional.

La idea más simple, inicial y originaria de las vías no es otra que 
la convención llevada a cabo por el propietario de una casa para dejar 
alrededor de su finca un sendero de uso comunal; la repetición de 
esta práctica conduce a la formación de una gran red de caminos que 
articulan y permiten él paso de unas a otras.

Pero esta gran red de calles puede presentar diferentes formas 
que componen el sistema viario o economía urbana de una urbe, es

2 En este sentido afirmará que «en el conjunto, de una urbe, cualquiera que ella sea, 
no entran más que dos elementos que podrán variar en formas, magnitud y demás accidentes, 
pero que én la esencia serán siempre- los mismos: éstos elementos son las vías, y los intfryifsg,. 
Teoría General de la Urbanización y aplicación de sus principios y doctrinas a la reforma y ensanche 
de Barcelona, estudio sobre la vida y obra de Ildefonso Cerda  y selección del anexo documental 
y bibliografía por Estaí’é, yol. I, Madrid, reedición publicada por el Instituto de, Estudios Fiscales, 
1 ‘>60, p. 702.
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decir, aquellas diferentes circunstancias que corresponden a la manera 
peculiar de verificarse la realidad según sus diversas procedencias, 
direcciones y tendencias.

En este sentido Cerda estima que bajó él punto de vista de su 
origen y objeto se puede establecer una clasificación más o menos apro­
ximada de los distintos tipos de vías,y así encontraremos:

1. Vías trascendentales. Son aquellas que han sido siempre y deben 
ser, por su naturaleza, imperiosas, predominantes, superiores a seme­
jantes caprichos, como que han servido y sirven no precisamente a los 
intereses de la localidad, sino a los generales del país y casi podría 
decirse del Universo. Es una arteria principal que da vida a la urbe 
y que puede ser calificada también como de ronda; convergen normal­
mente en grandes puntos o centros de actividad y de movimiento.

2. Vías secundarias o tributarias de las trascendentales. Son aque­
llas que aun siendo trascendentales no atraviesan toda la ciudad sino 
que van a morir en el interior de la urbe.

3. Vías propiamente urbanas. Son aquellas diagonales que antes 
pudieron ser vías trascendentales y que el crecimiento de la urbe ha 
ido absorbiendo formando parte del tejido urbano; son un duplicado 
radioconcéntrico o diagonal que muestra, como los anillos de un árbol, 
el crecimiento sucesivo y acumulado de los años.

4. Vías particularias. Constituyen la primera entidad individual, 
el primer elemento de toda urbanización, bajo el punto de vista de 
la parte consagrada a la estancia y habitabilidad del hombre. Así es 
que su roce, su enlace, su unión con la habitabilidad son tan permanentes 
y tan estrechos que forman, por decirlo así, esas vías particularias una 
parte integrante de la habitabilidad, de la cual no es posible separarlas3.

La argumentación seguida por Cerdá parte de la consideración 
de la razón natural, a partir de la cual construye un concepto, para 
posteriormente establecer el modo de obtenerlo y financiarlo.

Con base a esta primera consideración el concepto de vía debe 
separarse de la iniciativa del propietario o de la Administración a la 
hora de ejecutarla: la calle es lo que es, no va ser distinta en función 
de que sea el propietario el que inste y promueva su realización y 
obtención o que sea la Administración.

En efecto, ante la pregunta ¿que es la calle? Cerdá responde, no 
en una sino en repetidas ocasiones del mismo modo; la reiteración 
constante de estos principios pone de relieve la importancia que el *

Sobre la clasificación de las vías, cfr. TGU, pp. 335 a 345. I.a clasificación que Cerdá  

íealiza analizando la situación preexistente de las urbes, y la aparición constante v sucesiva 
de nuevas vías trascendentales que unen puntos de movimiento y actividad, está también presente 
como hemos visto en la política haussmanniana, si bien la clasificación qne sobre éstas se realiza 
es fruto de la constatación de ¡os resultados obtenidos una vez realizada la reforma de Parts. 
La clasificación cerdiana es algo más abstracta y general.
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autor del ensanche de Barcelona da a los elementos básicos que han 
de componer toda reforma urbana.

«Generalmente se dice que la calle es un lugar destinado para el 
tránsito público. Es decir que es el sinónimo de la vía pública. La razón 
natural empero nos enseña que la calle, antes de ser vía pública, ha 
sido y es camino o sendero particular que conduce a la casa, morada 
de la familia. Éste es el origen esencial de la calle. La primera casa 
que se establece en un poblado ha exigido la apertura do un camino 
que condujese a ella, y este camino, por interés y por voluntad de la 
misma familia que habita en la casa, no está destinado precisamente 
al uso de la familia, sino al de todos cuantos, por tener que tratar con 
esa familia, deben acercarse a la casa. Y como, además de la sociabilidad 
instintiva del hombre, el interés le hace agradable y necesario el trato 
con las gentes, es de ahí que el primer cuidado del propietario es cuidar, 
es procurar, muchas veces a costa de no: pequeños sacrificios, que el 
camino que conduce a su morada sea cómodo y espacioso. En la mayor 
parte de las casas aisladas se observa que, además de la avenida que 
desde la verdadera vía pública conduce a ellas, tienen plaza abierta 
o cerrada, que por lo común coge toda la extensión de la fachada del 
edificio, punto de reunión en nuestros países meridionales de las familias 
circunvecinas, de los amigos y de los que, como quiera que sea, están 
en relación con la familia. Si al lado o cerca se establece, o se establecen, 
muchas casas, la avenida va tomando las formas de una calle y la era 
o patio se convierte naturalmente en plaza y una y otra van reuniendo 
todas las condiciones y prestando todos los servicios de las calles y plazas 
públicas. Esto es lo natural, esto es lo lógico, esto es lo justo y esto 
es lo indudablemente histórico.

Y de ello se desprende que naturalmente la calle y hasta la plaza 
es, si se quiere, un accesorio, pero un accesorio necesario, indispen­
sabilísimo y en rigor de verdad una parte integrante del mismo edificio, 
parte tan esencial como la misma puerta, puesto que no puede existir 
casa alguna sin entrada ni entrada sin camino practicable que a ella 
facilite el paso.

La aglomeración de edificios en las ciudades y la civilización no 
han cambiado, ni podido cambiar las condiciones primitivas y naturales 
de esos caminos que llaman calles, ni de esos patios de reunión que 
se apellidan plazas. En la más grande y más civilizada de las poblaciones, 
la calle no deja de tener por su principalísimo y más inmediato objeto, 
el facilitar acceso a las casas a la misma pegadas, así como las plazas 
no tienen otro objeto inmediato que el de facilitar un lugar cómodo 
de reunión, de esparcimiento y recreo de las familias circunvecinas V

Tres ideas básicas se pueden desprender de esta interpretación, 
que habrá de tener en cuenta con posterioridad, en el sentido de que 
constituyen las bases y los fundamentos que permiten articular los 
modos de obtención de las mismas. 4

4 1. Cerdá  Sunyer, Teoría de la Construcción de las Ciudades. Cerdá y Barcelona, 1.a ed.. 
Madrid, Ministerio para las Administraciones Públicas, Ayuntamiento de Barcelona, 1991, p. 463.
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— Desde un punto de vista teleológico la calle es el lugar destinado 
al tránsito público.

— En fundón de su naturaleza jurídica es una vía pública.
— En relación con la vivienda es un accesorio indispensabilísimo 

de la misma, que llega a considerarse como parte integrante de la 
misma.

Estas tres piezas del sistema adolecen, en mi opinión, de una caren­
cia, o quizá de una consideración, que con base a principios de fun­
cionalidad urbana pueden ser ciertos, pero que jurídicamente no se 
sostienen, en el sentido de que si Cerdá considera la calle como lugar 
de tránsito público, como vía pública, la apreciación posterior de que 
la vía es una parte indispensable de la casa o un accesorio de la misma 
encaja sólo si entendemos que esta afirmación es realizada desde la 
perspectiva funcional o incluso económica, una casa sin calles que la 
rodeen y sin accesos no forma parte de la ciudad: por esta razón eco­
nómicamente la casa tendrá mayor valor, sus rentas serán superiores 
en función de la anchura de la vía que la rodee.

En efecto, en ambos sentidos —funcional y económico— calle y 
casa, vía e intervía, parecen ser un binomio inseparable, incluso una 
misma cosa.

Sin embargo desde la perspectiva jurídica este aserto chirría, en 
el sentido de que no pueden considerarse conceptos identificables bie­
nes con una naturaleza jurídica diferente: la calle, la vía, es un bien 
público; la casa, el internas, es un bien privado.

Al margen de estas consideraciones cuyos efectos veremos con pos­
terioridad al analizar el modo de obtención de estas vías y observar 
cómo la estimación de la inescindibilidad entre calle y casa no es tan 
clara, Cerdá lleva a cabo una definición negativa de lo que constituye 
el intervías, «si las vías urbanas constituyen un sistema o una red han 
de resultar necesariamente espacios intercalados en las vías definidos 
por ellas con sus encuentros, cruces y enlaces» 5 y desde un punto 
de vista finalista establece que «no son más que apartaderos que el 
hombre se ha reservado para su estancia y permanencia, siempre que 
el hombre desee separarse del gran movimiento que agita la huma­
nidad» 6. También lleva a cabo una aproximación etimológica equi­
parando el concepto de intervías al de isla o manzana y justifica que 
«la palabra intervías que parecerá a primera vista nueva, pero que 
en rigor no lo es, puesto que nuestros ingenieros para designar el espa­
cio comprendido entre la doble de vía de un camino de hierro usan

-* I. Cerda  Srv, ir. Teoría Genera! déla Urbanización y aplicación ele sus principios y doctrinas 
a la reforma y ensanche de Barcelona, estudio sobre la vida y obra de Ildefonso Cerda  y selección 
del anexo documental y bibliografía por Estai'é, vol. 1, Madrid, reedición publicada por el instituto 
de Estudios Fiscales, 1969, p. 365.

Ibidem, p. 368.
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la expresión entrevia, que es la misma que nosotros adaptamos lige­
ramente modificada»; «la palabra intervías grafía con notoria sencillez 
la posición, el espacio a cuya significación la hemos aplicado, y revela, 
desde luego, no sólo la manera de ser de ese espacio, sino también 
el origen y causa de su existencia». Respecto a su naturaleza y principal 
destino público o privado, en contraposición con las vías, estima que 
«una sola cosa revela la acción administrativa en la parte interior del 
intervías, y es la que atañe a la subdivisión de las alturas en el número 
de pisos correspondientes a las prescripciones de policía urbana», espa­
cio privado y privativo en tanto que «por lo demás puede consignarse 
que el espacio interviario con toda su complexidad de solares, casas 
habitaciones y vías es una urbe, en su interior independiente, para 
todos los efectos de la urbanización, de la propia suerte que si fuese 
una simple casa particular» 1.

La definición en abstracto de los dos elementos básicos que com­
ponen la urbanización conduce al autor del ensanche de Barcelona 
a una descripción del modo en que ambas se han relacionado his­
tóricamente, remontándose a los inicios mismos de la urbanización 
que, a su entender, se encuentran en el origen mismo del hombre 7 8.

Los parámetros en torno a los cuales analiza la relación entre vías 
e intervías se basan en la estimación de la diferente preponderancia 
que en las distintas épocas han tenido unas sobre otras.

En efecto, Cerdá afirma que «la diferencia que constituye la forma 
peculiar, la fisonomía de cada urbe, consiste sola y esclusivamente en 
la manera de verificarse las combinaciones de esos dos elementos y 
en el predominio que cualquiera de ellos ejerza en la economía urbana 
(...) y que en ninguna época de la urbanización han estado en perfecto 
equilibrio, no habiendo ejercido por igual su influencia, ni en la for­
mación y desarrollo de una urbe, y lo que es más, ni menos en su 
funcionamiento». A partir de estas afirmaciones llevará a cabo una 
exposición del predominio que vías o internas han tenido en las dis­
tintas fases o épocas de la urbanización desde la época de la locomoción 
pedestre hasta la de locomoción rodada, siendo reflejo y representación 
«de los intereses permanentes de la propiedad, que por naturaleza 
o instinto tienden a conservarse» 9

Por otra parte, de la evolución histórica que Cerdá presenta en 
la Teoría General de la Urbanización se desprende una crítica a la pro­
piedad privada como principal escollo e impedimento para llevar a

7 Ibidem, p. 662.
K Cerda estima que «donde quiera que se encuentre esa guarida primitiva, allí, allí mismo, 

está el origen de la urbanización»; en el mismo sentido afirma que «el hombre debe a la urba­
nización que nació con él, y con él creció, todo cuanto es, lodo cuanto puede ser en este 
mundo» (TGU, p. 35).

9 Ikidem, p. 754.
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cabo las reformas urbanas, y expresa su disconformidad en cuanto a 
la forma en que la Administración Pública ha favorecido con su ino- 
perancia y sus técnicas impositivas el predominio y el monopolio de 
los propietarios del suelo situados dentro de las murallas, ya sean físicas 
—como fue el caso de las murallas de Barcelona que no fueron des­
truidas hasta 1854— o fiscales, impuestas mediante los derechos de 
puertas.

Es en estas dos valoraciones en las que se pasa de una reflexión 
minimalista, referida a los elementos básicos que componen y dina- 
miza.n las reformas urbanas, a una aproximación maximalista o de 
maeroforma urbana en el sentido de que la constatación de estos dos 
problemas le conducen a establecer algunos principios que nos resultan 
de tremenda actualidad.

Por una parte, la crítica a la inoperancia de la Administración Públi­
ca y el predominio de la iniciativa de la propiedad privada deberá 
ser resuelto mediante el establecimiento de nn plan «completo y ver­
daderamente general de toda la red viaria de una urbe», pues «no 
habiéndose obrado de otra manera, las tales reformas por más que 
grandiosas no tendrán nunca otro carácter que el de parciales» 10, exi­
giendo en este sentido que las prescripciones del plan y de las orde­
nanzas de construcción deban de ser leyes a las que todo el mundo 
quede sujeto.

De otra parte, el establecimiento de un plan que permite la repro­
ducción de la ciudad sin cortapisas pero en orden supone, la necesidad 
de romper el monopolio de los propietarios del suelo del interior de 
las murallas de piedra o de las murallas fiscales, de tal forma que 
se pueda considerar como susceptible de ser urbanizado todo el terri­
torio.

En éste sentido comienza ensalzando la necesidad de concebir la 
ciudad, la urbe, de forma ilimitada y establece con el énfasis que le 
caracteriza que «la i limitación parece reservada a las pequeñas urbes 
que gozan como privilegio a ellas reservado, lo que es propio de todas 
por ley natural. Hay más, es un precepto, una obligación, pues Dios 
mandó al hombre que creciese y se multiplicase y llenase la tierra: 
luego el engrandecimiento de las urbes debería ser favorecido y fomen­
tado, mas bien que comprimido» 11. AI margen de esta consideración 
de la ciudad ilimitada desde un punto de vista casi teológico que sirve 
simplemente para llamar la atención al lector sin que se le deba atribuir

10 Esta afirmación supone en mi opinión una crítica velada al sistema de reformas llevado 
a cabo en París durante el período 1850-1870, en el que no existe un plan previamente establecido, 
sino decisiones puntuales de aperturas de nuevas vías que, sin embargo, y paradójicamente, 
como vimos, gozan de una gran coherencia y sistematización concibiéndose bajo la denominación 
de ciudad-sistema.

11 «De los mídeos urbanos ilimitados»:, 1'tíU. p. 250.
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mayor relevancia doctrinal, el verdadero alcance de esta afirmación 
debe enmarcarse en las reflexiones que realiza en torno a la denuncia 
de la situación de prohibición de la edificación y urbanización en el 
entorno exterior a las murallas físicas y fiscales establecidas en las ciu­
dades decimonónicas.

En efecto, Cerda estima que los límites artificiales materiales 
impuestos en las ciudades «crean físicamente un monopolio en el mer­
cado de suelo: éstas envuelven un monopolio artificial, es indudable, 
evidentísimo. Los terrenos circunscritos por las murallas gozan del pri­
vilegio de la edificación en daño y perjuicio directo e inmediato e injus­
tificable de los terrenos exteriores. Y este privilegio representa un mono­
polio de la habitabilidad dispensado sin razón alguna plausible a los 
afortunados dueños de los terrenos edificables, monopolio cuya fuerza 
tiránica se hace sentir en el mercado de las habitaciones cuyos precios 
suben a voluntad de los monopolizadores. Porque ese monopolio es 
incomparablemente más funesto que los otorgados explícitamente por 
la ley o la Administración, a los cuales va constantemente unida una 
tarifa a que tienen que subordinarse los precios y que neutraliza algún 
tanto los perjuicios del privilegio; ai paso que el monopolio de la edi­
ficación y por consiguiente de las habitaciones, como que es un resultado 
natural y forzoso ae la existencia de las fortificaciones, como que la 
Administración no lo concede, y ni siquiera se ha dado cuenta de su 
existencia, pues no la ha conocido ni la comprende, no tiene tarifa ni 
directa ni indirecta, ni siquiera moderador alguno, y campea libre y 
desembarazadamente, aun cuando, rigurosamente hablando, se encuen­
tra dentro de un terreno vedado por la Ley.

Los terrenos afectados por semejante monopolio afectan, por un 
lado, a los propietarios de los terrenos foráneos, prohibiéndoles el apro­
vechamiento de esos terrenos para la edificación, y, por otro, afectan 
lastimosamente a la gran masa de inquilinos que se ven privados de 
los beneficios que la libre concurrencia produciría en los alquileres, 
y condenados a sucumbir a las exigencias de los propietarios» 12.

En cuanto a los límites artificiales que Cerdá denomina morales 
o imaginarios —en cuanto que no suponen barreras edificadas sino fis­
calizadas—, que son los derechos de consumos y de puertas, estima:

«Se establece en torno de dicha línea-muralla una zona fiscal en 
sustitución de las que en las plazas fuertes se denomina zona militar. 
Finalmente de ese precedente resulta forzosamente la sanción del mis­
mo monopolio fundado en el privilegio exclusivo que gozan los pro­
pietarios de los terrenos circunscritos por la línea muralla en contra 
de los que lo son de los terrenos exteriores, y en contra principalmente 
de los inquilinos privados de los beneficios de la libre concurrencia en 
el mercado de ios inquilinatos.

La designación de esta linca ideal es tan funestamente poderosa 
que ella por sí sola, aun cuando no se halle robustecida con la pro­
hibición espresa de edificar en la llamada zona fiscal, viene a producir 
como consecuencia lógica esa prohibición. En efecto, la Administración

12 «De los límites artificiales materiales», TGU, p. 260.
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con todo el lleno de su autoridad, aun cuando no haya tenido esa inten­
ción, que no la tiene y no debemos injustamente atribuírsela, ha decla­
rado implícitamente urbanos, concediéndoles la preeminencia de la 
urbanía, los terrenos encerrados dentro de la línea fiscal, al paso que 
ha relegado a las afueras rurales los demás terrenos que circunscriben 
dicha zona, privándoles así de dichas preeminencias.

Así es que en las urbes que se encuentran bajo tales condiciones 
se observa constantemente una interrupción brusca de la urbanización 
agrupada que después más allá de la zona fiscal aparece bajo la forma 
de suburbios cuyas condiciones de urbanización, particularmente de 
habitabilidad, son esencialmente diferentes (...). La única ventaja que 
tienen estas murallas y puertas ideales sobre las materiales consiste en 
la suma facilidad con que pueden trasladarse de un lugar a otro, aumen­
tando así el ámbito ofrecido de la acción urbanizadora de los núcleos 
urbanos. Pero cuando se verifica una traslación de esta especie es siem­
pre después de haberse sentido profundamente los funestos efectos de 
esa cintura artificial y es siempre para crear un nuevo número de pri­
vilegiados en daño de otros excluidos, sin razón alguna, del monopolio, 
y sobre todo en perjuicio de los inquilinos que en último resultado son 
los que sienten las fatales consecuencias del privilegio, de que pueden 
considerarse como esclavos» l3.

Lo que Cerdá viene a denominar como gran vialidad universal 
es el producto de la utilización de los instrumentos o utensilios urbanos

13 La exposición que Ildefonso Cerda lleva a cabo sobre Los efectos perniciosos que sobre 
el mercado del sudo crean las líneas materiales o físicas que son las muralla y las líneas imaginarias 
eslableeidas mediante los derechos de puertas y consumos suponen una reflexión fácilmente 
extrapolable a la época actual, y que refleja en cierto sentido cómo, a pesar de la complicación 
de las técnicas de gestión urbanística, la proliferación de tipos de planes y medidas, los problemas 
urbanísticos básicos que se plantean en la segunda mitad del siglo xix son los mismos que 
se plantean en estos momentos. En efecto, en mi opinión existen en la actualidad, sobre todo 
en las grandes ciudades metropolitanas, los dos límites o murallas a ios que CrioA se. refiere, 
si bien presentados en otros términos. Las grandes ciudades de finales del siglo xx y de inicios 
del nuevo milenio se encuentran rodeadas por dos tipos de murallas; murallas materiales o 
tísicas que delimitan y fijan los entornos urbanizables se crean en forma de anillos prácticamente 
concéntricos y toman la fisonomía de autovías de circunvalación, que si bien permiten que 
el movimiento sea más ágil, funcionan al mismo tiempo como cortapisas y marcadores de los 
límites de la urbanización: allí donde no lleguen o no alcance el abrazo circunvalatorio de 
la nueva autovía, no llegará tampoco la urbanización. Los límites inmateriales que se imponen 
a la urbanización se presentan en la actualidad bajo la denominación de clasificación del suelo, 
si bien, tras la Ley del Suelo de 1998, parece existir una aparente libertad, un régimen de 
liberalización del suelo casi absoluto en cuanto a ia posibilidad de implantación de nuevas urba­
nizaciones en cualquier espacio siempre que no goce de una especial protección. Pero la pro­
gramática libertad de implantación de usos edificatorios, residenciales, industriales o terciarios 
en este nuevo modelo extensivo y residual de suelo urbanizable no es más que una permisibilidad 
que se circunscribe a las murallas o anillos físicos que las nuevas vías de comunicación y equi­
pamientos infraestrucíurales imponen; el monopolio del suelo signe existiendo, puesto que sólo 
serán los propietarios colindantes o próximos a estas nuevas vías, de circunvalación o ferroviarias, 
los que se beneficiarán de las plusvalías que reporta la obra urbanizadora. Los perjudicados 
en este caso serán siempre los futuros adquírentes de viviendas, puesto que la política de arren­
damientos urbanos es en España un autentico fracaso por más que se intente promocionar, 
que verán elevarse cada vez más el precio del suelo y de los inmuebles.
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que estima como básicos: las vías e intervías, aplicándolo en un plan 
que no ponga cortapisas a la urbanización, eliminando las barreras 
materiales y fiscales que impiden su realización y así «lo que en este 
concepto parece natural y lógico sería que la urbe franquease por todos 
los puntos de su periferia y se hiciese, por así decirlo, en todos sentidos 
permeable a la gran vialidad universal» l4.

Mediante esta construcción doctrinal García-Bellido 15 entiende 
que «Cerdá parte de la vinculación entre calle y casa como elemento 
esencial primordial de un desarrollo generador de múltiples soluciones 
para tomar posteriormente la manzana como entidad esencial del cuer­
po urbano», llevando a cabo un ejercicio intelectual de interacción 
disciplinar del diseño con lo jurídico y económico que es, a su juicio, 
«la más trascendental aportación a la urbanística moderna, rompiendo 
expresa (o conscientemente) y de manera sistemática con seis mil años 
de urbanismo práctico basado en el diseño y ocupación de un espacio 
sin condiciones jurídico-económicas previas ni suficientemente deter­
minantes que lo impidieran». Esta «superposición y mixtura en la argu­
mentación entre lo constatable históricamente y las necesarias medidas 
políticamente deseables pro futuro en ese momento» es, a juicio del 
autor precitado, «la mejor prueba de que Cerdá crea unas teorías gene­
rales abstractas y busca su legitimidad en el análisis histórico y en la 
necesidad de crear una nueva disciplina omnicomprensiva del diseño 
urbano, para justificar lo mejor que puede la solución hipodámica que 
ya había adoptado para Barcelona de modo racionalista y tradicio- 
nal-conservador desde 1855».

2.2. Procedimiento de obtención

A) Punto de partida. El modelo francés “corregido y aumentado”. 
Ensanche y reforma

Cerdá, como vimos, tuvo ocasión de viajar a París por motivos 
personales, profesionales y políticos; el conocimiento de la realidad 
francesa, las transformaciones que estaban llevándose a cabo en aque­
llos momentos le impactaron.

La Teoría de la Construcción de las Ciudades (1860) y la Teoría 
de la Viabilidad Urbana (1861) son escritas casi una década más tarde 
del inicio de la Transformación de París. Haussmann llega a la pre­

14 «De las vías urbanas o-calles», TGU. p. 212.
Cff. .1. Gak>. ía-Bh.i.;s>o y García de Dteso, «Ildefonso Cerdá y el nacimiento de, la 

urbanística: la primera propuesta disciplinar de su estructura profunda», Scripta.Nova. Revísta 
Electrónica de Geografía y Ciencias Sociales, mam. 61, Universidad de Barcelona, 1 de abril 
de 20Ú0, http:llwww.itb.eslgeocritlsn-61.htm.

http://www.itb.eslgeocritlsn-61.htm
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fectura del Sena en 1853, por lo que tuvo tiempo de observar los ver­
tiginosos cambios acontecidos en la ciudad de la luz durante esos años.

La observación de las trasformaciones llevadas a cabo en París 
le conduce a una alabanza de la iniciativa, el respeto y admiración 
de los resultados, y a la toma de alguna de las técnicas empleadas 
como posible solución aplicable a la reforma que ve necesaria no sólo 
en Barcelona, sino en todas las ciudades españolas que lo reclamen. 
Pero no se detiene en este punto, sino que al mismo tiempo juzga 
inapropiados los métodos de financiación de las obras proponiendo, 
como veremos, un sistema alternativo y complementario.

Cerdá analiza cómo hay tres sistemas o modos de obtención de 
una vía:

— Los dos primeros son aquellos que parten de la iniciativa de 
los propietarios y se diferencian simplemente en el lugar o en el terreno 
en el que se llevan a cabo: un solar exento de edificaciones que implica 
la urbanización ex novo o la apertura de una nueva vía al través de 
una manzana preexistente. En ambos casos los gastos de las obras 
de urbanización deben ser realizados por los propietarios.

— Por otra parte, el tercer caso que plantea es aquel en el que 
la Administración toma la decisión de abrir una nueva vía; éste parece 
ser el más interesante, el más problemático, en el sentido de que, tra­
dicionalmente, cuando la Administración decidía abrir una nueva vía 
corría ella con todos los gastos de urbanización, explanación y expro­
piación del terreno necesario para la misma, siendo los beneficiarios 
directos de la misma los propietarios colindantes que verán sus pro­
piedades aumentar de valor sin que nada hayan hecho al respecto.

Planteadas estas tres hipótesis que se han sucedido históricamente 
resalta, por una parte, cómo las ciudades del momento necesitan de 
una intervención administrativa que promueva la apertura de vías y 
no deje en manos de la iniciativa privada el futuro de las ciudades: 
las circunstancias económicas, el desarrollo industrial, las posibilidades 
técnicas no sólo lo permiten sino que lo reclaman. Sin embargo, el 
sistema concebido o planteado de este modo no. incentiva sino que 
más bien retrae a las Administraciones Publicas a la realización de 
este tipo de obras que no generan más que gastos y que graciosamente 
ceden sus beneficios a los propietarios vecinos de las vías.

Resumido de esta forma simple lo que podríamos llamar estado 
de la cuestión, desde, un punto de vista histórico, que es la primera 
herramienta metodológica que utiliza de forma constante, pasa al aná­
lisis comparado o analógico y es aquí donde entra en juego el modelo 
francés . 16

16 De todos modos debemos llamar la atención en el hecho de que de momento estamos 
tratando tínicamente el modo de obtener una vía, de hacer una calle, que como veremos será
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Las referencias que el ilustre catalán lleva a cabo respecto del 
modelo francés de reforma interior, como anunciamos con anterio­
ridad, se centran por una parte en ensalzar la política de reformas 
a gran escala emprendida por la Administración, al tiempo que critica 
duramente los medios financieros empleados para ella.

«Sólo muy recientemente un gobierno poderoso ha emprendido con 
heroica valentía la reforma de. su capital y de algunas poblaciones subal­
ternas; y aun cuando, sea dicho de paso, ha tratado solamente de resolver 
un problema de orden público, ha resuelto también el de la humanidad, 
porque es tal el misterioso enlace de todas las grandes cuestiones socia­
les, que la resolución de una importa casi siempre la de otras.

Déjese entender que corrimos ávidos a examinar y estudiar ese fenó­
meno donde por un momento creimos encontrar prácticamente resuel­
tas las: gravísimas dificultades que para la realización de nuestro pen­
samiento se nos ofrecía. Recorrimos afanosos aquellas inmensas calles, 
aquellos anchísimos y desahogados bulevares, examinamos de cerca 
aquella atrevida reforma que convierte en deliciosa ciudad la antigua 
y laberíntica Lutecia. Pedíamos a aquellas ruinas de los carcomidos edi­
ficios y a las hermosas paredes que sobre ellos se levantaban, el secreto 
de su transformación. Mas, desgraciadamente para nosotros, no encon­
tramos sistema económico alguno que pudiera iluminarnos en medio 
de nuestra oscuridad facilitándonos su aplicación en nuestro país. Allí 
no hay más que la voluntad omnipotente de un hombre que dice: hágase 
y se hace. Y a su voz se abre el Tesoro Público y la municipalidad 
de París contrata cuantiosos empréstitos y la cuestión económica no 
tiene la menor importancia; y por esto no era posible allí estudiarla * 17 18>>

«Sólo en Francia por la voluntad omnipresente del nuevo imperio 
se han emprendido y llevado a cabo reformas urbanas algo radicales 
y de bastante extensión, destruyéndose en Lyon y en París principal­
mente algunos centenares de edificios y manzanas, barrios enteros al 
objeto de enrarecer una población escesivamente condensaba con grave 
perjucio de la salubridad, de la buena mora), de la viabilidad y de la 
tranquilidad pública. Mas allí ante los fines de la Administración han 
perdido toda su importancia el presupuesto de gastos y la manera de 
cubrirlos. Creemos que ni una ni otra fueron calculados con anticipación, 
y lo creemos porque en la realización de tan vasta empresa se hace 
notar la falta de previsión necesaria (...) hasta tanto que la industria 
privada, no la Administración, acudió a esta necesidad levantando nue­
vos barrios en las afueras atraída por el cebo de la ganancia segura 
que se le proporcionaba... 1S».

el primer paso para poder articular todo un sistema que dinamíce la reforma de la ciudad 
y suscite de forma inescindíble y complementaria el ensanche de la misma.

17 Teoría de la Construcción de las Ciudades. Cerda y Barcelona. Pensamiento Económico 
y Resumen del Plan Económico del Proyecto del Ensanche de Bardelona, Madrid, Ministerio para 
las Administraciones Públicas, Ajuntament de Barcelona, 1991, p. 460, párrs. 8 y 9 (en adelante 
TCC, Pee.).

18 Teoría de la Viabilidad Urbana. Cerda y Madrid, Madrid, Ministerio para las Adminis­
traciones Públicas, Ayuntamiento de Madrid, 1991, p. 198 (en adelante TVTJ).
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Critica la obtención de las vías por medio de empréstitos: «No es 
empero sólo en España donde tan insigne injusticia se ba cometido; 
también la culta Francia en esa nación que lleva la delantera en la 
carrera de la civilización, también allí en el mismo París, se abrió la 
extensa calle de Rívoli a expensas del tesoro municipal del cual por 
medio de sucesivos empréstitos se sacaron enormísimas sumas. También 
allí como en Barcelona la Administración ha pagado con fondos públicos 
los terrenos y edificios en que hubo de emplazarse la nueva calle, com­
prando a los propietarios colindantes a precios muy subidos el derecho 
de hacerlos más ricos, duplicando cuando menos el valor de sus fincas 
en una zona de igual anchura al fondo regular de los edificios.

Sin embargo, como si la naturaleza se hubiese empeñado en castigar 
un procedimiento tan desastrado y leonino, ni en París ni en Barcelona 
se ha completado todavía la edificación de las calles bajo este vicioso 
método abiertas. La Administración ha visto colmados sus deseos en 
cuanto a la viabilidad que pagó con excesiva holgura, pero no en lo 
que hace referencia a la edificación que había de correr a cargo de 
los propietarios a pesar de las inicuas ventajas que se le ofrecieron u 
otorgaron».

«Antes de desear que se lleven a cabo en nuestra patria por el 
mismo estilo y modo que se han venido haciendo en Francia (...). Por 
eso hemos dicho y repetido que renunciamos a toda idea de reforma 
urbana si tuviésemos que aconsejar a la Administración española un 
procedimiento semejante al que ha observado la francesa» |1J.

«Hay más, a semejante sistema o mejor falta de sistema, que así nos 
atrevemos a calificarlo con o sin permiso de los ciegos admiradores 
de la Administración francesa, a semejante falta de sistema se opone 
un sentimiento de justicia a que no nos sería dado sobreponernos. La 
reforma de París, en el modo con que se ha realizado, ha dado por 
resultado la ruina de muchas familias al paso que ha proporcionado 
la fortuna a otras. Lo último no nos ofende; pero nos repugna altamente 
que semejante resultado haya procedido de la miseria de otras familias, 
cuando la condición natural de toda reforma ha de ser acrecentar la 
dicha y prosperidad de todos; y esto habría sido a no dudarlo la con­
secuencia espontánea de aquella empresa sin la violenta y poco meditada 
intervención del Gobierno» 20.

Por otra parte, y en segundo lugar una vez declarada la admiración 
de las reformas, y criticado el modo en que han sido financiadas, toma 
como válida y positiva la técnica que genéricamente se ha venido a 
denominar como expropiación de zonas laterales, que fue introducida 
en Francia en el ámbito urbanístico por el Real Decreto de 26 de 
marzo de 1852 para permitir que en el caso en el que la Administración 
decida abrir una vía no cargue únicamente con los gastos de la misma 
sino que pueda beneficiarse, o al menos sufragar los gastos de su aper­
tura, mediante la venta de los solares resultantes de la expropiación 
de las bandas colaterales a la vía. 19

19 Ibidem, párr. 1182 
2tl Ibidem, párr. 1183.



LA URBANIZACION CERDIANA 291

«Es preciso confesar que, después de costosísimas tentativas hechas 
en París con escasísimo resultado para cumplimentar la omnipotente 
voluntad del emperador que, con sabia previsión nunca bastantemente 
ponderada, decretó la reforma de aquella populosa y laberíntica, poco 
aseada y malsana capital, es preciso confesar, repetimos, que cuando 
al tropezar con los invencibles inconvenientes que la simple expropiación 
de la zona destinada a la calle por el segundo de los sistemas expuestos 
trae siempre consigo, inconveniente cuyos efectos se sienten aún hoy 
mismo y deploran, puesto que están todavía sin incluir algunas de las 
calles que más sacrificios y más millones han costado y, enseñada la 
Administración francesa por la experiencia, que es el mejor maestro, 
acordó extender la expropiación a las dos zonas colaterales a la vía pública; 
dio un gran paso en la buena senda que había de conducirla a más 
atinada resolución del problema que entorpecía su marcha si, estudiando 
un poco más esta cuestión tan ardua como grave, hubiera sabido echar 
mano de otros medios que su legislación, como la nuestra y como todas 
las legislaciones del mundo, hidalgamente le ofrecía.

En efecto, la expropiación de las dos zonas colindantes con la vía 
pública destruía los grandes inconvenientes que a la regularidad, a la 
unidad y a la prontitud en la ejecución y al ornato y a la salubridad 
pública invenciblemente oponía la expropiación limitada a la sola planta 
de la vía pública. Así se ve que la apertura y construcciones del bulevar 
Sebastopol marchan de una manera mucho más ordenada y regular 
que las de la calle de Rívoli, y todavía esc orden y regularidad serían 
mucho mayores si, en vez de enajenar en detalle los. solares, con lo 
cual se deja la realización a los recursos o caprichos de los diversos 
compradores, se hubiese tratado con una sola empresa cuya unidad de 
acción, de miras y de interés habría precipitado y uniformado las cons­
trucciones.

La inmensa ventaja que esta expropiación de las tres zonas pro­
porciona es la de colocar a la Administración en situación análoga, idén­
tica, a la de un particular que trata de abrir una calle a través de una 
propiedad, comprendido en los casos primero y segundo que puede 
ofrecerse en toda reforma y ensanche de que hemos hablado amplia­
mente más arriba. La obligación de costear la calle con todos sus acce­
sorios pero, al propio tiempo, tiene el derecho exclusivo de aprovecharse 
de todas las ventajas que la apertura de la misma calle puede propor­
cionarle, es decir, que concurren en una misma entidad las obligaciones 
y derechos, los perjuicios y las ventajas, los gastos y los beneficios, es 
decir, la aplicación exacta y genuina de aquel principio inmutable del 
derecho natural y de derecho escrito qui sentit comodum et incomodum 
sentiré debet 21».

Sin embargo, el sistema de expropiación por zonas laterales parece 
insuficiente, porque los solares resultantes son pocos y no logran equi­
librar el presupuesto que del alto coste de la apertura de la calle se 
genera.

:! TCC, /'«... {>[’. ?5 a 57.
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«Bien es verdad que los. solares que resultan después de la espro- 
piación y de los derribos a favor de la Administración adquieren al 
ser vendidos el mayor precio que les da la calle a que quedan unidos, 
con lo cual se compensa al menos en parte el enorme sacrificio hecho 
para la abertura de la calle; pero como según la legislación francesa 
han de resultar pocos solares en esta disposición, y con respecto a Espa­
ña, para el caso especial de la Puerta del Sol se hizo una ley especial, 
también esta falta de un sistema fijo acarrea siempre perjuicios gra­
vísimos y pérdidas de muchísima consideración a que las administra­
ciones hacen frente por medio de empréstitos ruinosos que han de satis­
facer más o menos, tarde con contribuciones directas o indirectas que, 
atendido el objeto a que se destinan, son sobre onerosas e injustas, 
ya que hacen pagar a todos o al mayor número io que directamente 
redunda en provecho de unos pocos 22».

Por esta razón, Cerdá se ve forzado moral y científicamente a 
proponer una forma complementaria que haga posible la reforma de 
las ciudades, y que al mismo tiempo lleve de suyo el ensanche o la 
extensión de los núcleos urbanos preexistentes reformados.

«Otro de los argumentos que d hipócrita egoísmo puede alegar 
contra la reforma se funda en la honda perturbación que el derribo 
de un considerable número de casas habría de producir entre los mora­
dores de una gran ciudad, argumento que, como hemos dicho más arriba, 
queda sin fuerza desde el momento en que la Administración, obrando 
con previsora prudencia, ordena que ai derribo de los edificios interiores 
proceda el levantamiento en el exterior de otros de igual o mayor capa­
cidad que ios que han de derribarse, cosa que indudablemente hará 
la Administración española evitando el escollo en que por su preci­
pitación desatentada incurrió la francesa en la abertura del boulevard 
Sebastopol» 23.

El propósito, por lo tanto, es corregir el modelo en cuanto a los 
modos de financiación, introduciendo mecanismos ajenos al empréstito 
y a los impuestos para que las reformas y el ensanche se autofinancien 
con sus propios beneficios y aumentado en cuanto a su dimensión espa­
cial en tanto que la realización de la reforma lleve paralelamente a 
la extensión de la ciudad de un modo ordenado y equilibrado.

La concepción unitaria de la urbe ccrdiana se articula de tal modo 
que la reforma es el nexo causal que produce la extensión, de tal forma 
que su imbricación e interrelación sea total y afecte a los aspectos 
económicos, jurídicos y de planeamiento de forma conjunta y unitaria.

11 TVU, p. 204, párr. 1226.
23 m;, p. 196, párr. 1160.
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B) Financiación y sistemas de ejecución (concesión y reparcelación)

«El coste de toda reforma urbana ha de sacarse de las utilidades 
y ventajas que ésta proporciona» 24

Hasta el momento hemos visto cómo históricamente se ha plan­
teado la reforma de la ciudad bajo dos axiomas que para Cerdá son 
contradictorios e injustos. La Administración parece ostentar única­
mente un deber de urbanizar las calles que pretenda crear; los pro­
pietarios ostentan el derecho a edificar en los márgenes de las nuevas 
vías resultantes.

Este binomio es, a su entender, injusto; no existe un equilibrio 
ponderado y la armonización de intereses públicos y privados no parece 
posible. El sistema francés de expropiación de zonas laterales parece 
resolver en parte el desequilibrio de la balanza poniendo en el mismo 
lugar a Administración y propietarios, pero aun así el coste de las 
obras de urbanización sigue siendo mayor al beneficio obtenido por 
la venta de los solares resultantes, en su opinión, porque éstos no son 
muy numerosos; en la práctica vimos cómo a este factor se añadía 
el alto coste de las expropiaciones en función de la jurisprudencia del 
Consejo de Estado francés que a partir de 1858 favorecía enormemente 
a los mismos. Por esta razón se hace necesario incorporar un sistema 
que complemente estas carencias.

La solución francesa pasó por la contratación de enormes emprés­
titos por parte de la municipalidad de París, que articulaba todo un 
sistema de endeudamiento público mediante la creación de los bonos 
de delegación y la Caja de Obras Públicas; pero este sistema no satisface 
a Cerdá, que intenta buscar otros medios para financiar la reforma 
y el ensanche de las poblaciones.

El ingeniero catalán parte en un primer momento, como en oca­
siones anteriores, de un estudio histórico comparativo; la financiación 
de las obras de urbanización mediante la contratación de empréstitos 
o los impuestos directos e indirectos que critica y no estima conve­
nientes. En un segundo momento, que nosotros analizaremos con pos­
terioridad, analiza los beneficios que reporta la obra urbanizadora, 
generales e individuales, en función o en proporción de los gastos que 
genera —adherentes e inherentes—, y a partir de esta valoración dedu­
ce que uno de los mayores beneficios que reporta la apertura de nuevas 
vías es el aumento extraordinario de la riqueza urbana, reflejado de 
forma proporcional en el aumento de la contribución territorial y del 
subsidio industrial y del comercio proveniente del aumento de la masa

24 TVU, p. 215, cap. III, «Costes y utilidades de la reforma».
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general de riqueza industrial, mercantil, territorial, es decir, de la masa 
imponible producto de la reforma 25 26, y esta nueva riqueza generada 
por la misma reforma «debía ser una propiedad sagrada de ésta y 
que, por consiguiente, correspondía de derecho y por derecho al que 
a sus espensas la llevase a cabo».

De este modo, entiende que el aumento de la riqueza que es gra­
vado mediante la contribución territorial debe revertir en el sujeto 
que la ha generado actuando de esta forma a modo de subvención, 
pero un subsidio que emana de las mismas fuentes generadoras del 
mismo, es decir que le pertenece, podríamos decir y siguiendo el razo­
namiento cerdiano, de forma natural.

La justificación jurídica y el modo y límite temporal en que la 
exención a la contribución opera se fundamentan en el Real Decreto 
de 15 de junio de 1845 relativo a los inmuebles, cultivo y ganadería, 
aunque también nos recuerdan a la Ley de Desecación de las Marismas 
Francesas de 1807 que incorporaba este tipo de mecanismos de recu­
peración de plusvalías2ñ.

Planteado de esta forma sintética el modo en que Cerdá resuelve 
las cuestiones financieras de la reforma y el ensanche, queda ahora 
por analizar lo que veladamente se ha ido anunciando a lo largo de 
la exposición: quién considera que debe llevar a cabo la reforma y

25 Cfr. TVU, p. 237, párr. 1514.
26 TCC, Pee., p. 97. La justificación de la cuantía que han de recibir, o más bien que 

no han de ingresar, las empresas concesionarias a modo de subvención es justificada del siguiente 
modo: «sólo reserva a la empresa constructora la percepción del aumento de la contribución 
territorial producido por el desarrollo de la riqueza urbana en el círculo que abraza el ensanche 
y la reforma, percepción que no pudiendo pertenecer a la Administración, puesto que ci aumento 
no procede de una causa natural y espontánea, ni de anticipos y sacrificios que la misma Admi­
nistración haya hecho, es justo que se deje a la empresa que con la exposición de sus capitales 
lo ha producido».

La analogía jurídica la encuentra: «al invcsligar e! modo, forma y tiempo en que debería 
hacerse aquella percepción por parte de la empresa, encontramos un apoyo y corroboración 
y sanción de nuestras doctrinas en la legislación vigente, puesto que en el artículo cuarto, párrafos 
l.°, 2.° y 4.°, del Real Decreto de 15 de junio de 1S45, que es otro de los que forman nuestro 
sistema tributario en lo: relativo a inmuebles, cultivo y ganadería, se. establecen una serie de 
ecsenciones temporales y parciales, durante quince o treinta años, ya de toda la contribución 
territorial, ya de la parte de aumento que ésta haya tenido por razón de destinarse al cultivo 
de terrenos que no lo tenían, o por haberse mejorado el que antes tuvieron. La aplicación 
de las disposiciones de este decreto a la reforma urbana, que no es más que un mejoramiento, 
aunque mucho más digno de consideración que el agrícola, fundado en un principio de estricta 
justicia analógica y en la más razonada interpretación de la ley, nos ha suministrado la solución 
del problema que nos faltaba resolver en cuanto al tiempo, modo y forma en que el realizador 
de la reforma habrá de percibir el aumento de la contribución territorial. El tiempo, pues, 
habrá de ser de treinta años, y en cuanto a la forma, eesigen el buen orden y en el deseo 
de evitar conflictos que en el acto de emprenderse la obra de la reforma quede fijamente 
consignada la cantidad que a la sazón perciba la Administración por el concepto de contribución 
territorial, cuya cantidad siga percibiendo sin quebranto alguno, quedando para la empresa 
constructora el aumento durante el número de años que se estipulen, vaya teniendo dicho impues­
to a tenor dei tipo actualmente fijado por nuestras leyes rentísticas».
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el ensanche, quién lo debe ejecutar; es decir, quiénes son los agentes 
urbanísticos.

El punto de partida, o la situación ideal, sería que la Administración 
pudiera llevar a efecto todas las obras, expropiando las zonas laterales, 
haciendo suyos los solares y revendiéndolos posteriormente; no es otro 
sistema que la régie francesa, la actuación directa de la Administración 
sin más intermediarios.

La claridad de las afirmaciones de Cerda, en este sentido, mues­
tran, si no su desconfianza con respecto a la Administración, un cono­
cimiento de la realidad práctica de la misma fruto de los años a su 
servicio: conoce sus posibilidades y sus deficiencias, y ve que estos 
proyectos le quedan grandes.

«La Administración tiene en la Ley de Expropiación Forzosa por 
causa de utilidad pública un medio fácil para llegar a este fin (...) haga 
suyas por medio de la expropiación todas las manzanas por entre las 
cuales ha de pasar la nueva calle proyectada y cuando sean todas suyas 
practique la abertura y haga de su cuenta todas las obras hasta dejar 
plenamente instalada la viabilidad y completada ia edificación colateral. 
Haciéndolo de esta manera la Administración concentraría en sí misma 
todos los derechos y todas las obligaciones de la propia suerte que todos 
ios gastos y todas las ganancias que la realización de la obra envuelve 
y trae consigo»27 28 29.

Pero... «hay que atender ante todo que la Administración ha sido 
y es siempre en todos los tiempos y países pésima administradora» 2S.

Ante la imposibilidad de que sea la Administración la que ejecute 
directamente las obras resuelve esta cuestión de dos maneras distintas:

a) La concesión
Por una parte, y en primer lugar, mantiene la necesidad de que 

sea una empresa la que lo lleve a cabo, una empresa concesionaria, 
pues la Administración nunca ha sido buena gestora, de tal forma que 
concediendo la facultad de expropiar por zonas laterales y mediante 
las subvenciones recibidas mediante la exención a la contribución terri­
torial parece que el sistema queda completo.

De nuevo el método utilizado para llegar a esta conclusión es el 
mismo que en ocasiones anteriores: la comparación y la analogía, esta 
vez tomada de las concesiones ferroviarias. El ensanche y la reforma 
son obras de utilidad pública «y como tales se deben realizar por empre­
sas particulares y en virtud de adjudicación en pública subasta» 2i>.

Establece los requisitos necesarios para llevar a cabo la concesión, 
dando una especial importancia a la existencia de un procedimiento

27 TVU, párr. 1417.
28 TVU, párr. 1419.
29 TCC Pee., p. 469, párr. 81.
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legalmente establecido que garantice la publicidad y la subasta, que 
no cabe duda nos recuerdan en cierto sentido, como veremos más 
adelante, a las nuevas formas de urbanismo concertado establecidas 
por las CCAA.

Los pasos que han de seguirse para tramitar estos proyectos son 
cuatro:

1. Realización de estudios preliminares, que.se. autorizarán a las 
empresas que lo soliciten, sin que deban ser retribuidos3Í).

2. Presentación al Gobierno de los proyectos y consulta a las altas 
corporaciones que aprobarán el que estimen más conveniente.

3. Instrucción del expediente sujeto a examen y aprobación de 
las Cortes mediante proyecto de ley que permite la declaración de uti­
lidad pública y la aplicación de las expropiaciones.

4. Determinación de la subvención especial que se concede a la 
empresa constructora (que en e! caso de las obras de reforma y ensanche 
será Ja percepción del aumento de la contribución territorial) pública 
licitación y subasta.

Las pujas en la subasta deberán versar, por tanto, en el menor núme­
ro de años que la empresa constructora este dispuesta a percibir el 
aumento de la contribución territorial.

El iter argumenta! seguido por Cerda tanto en la Teoría de la Via­
bilidad Urbana como en la Teoría de la Construcción de las Ciudades 
para justificar la aplicación analógica del modelo de concesión ferro­
viaria es el siguiente: «¿Por qué y para qué se conceden a ésta las con­
sideraciones, prerrogativas y ventajas de que vamos hablando? ¿Por­
qué? Porque la concesión de ferrocarril no es en el fondo otra cosa más 
que una subrogación en virtud de la cual la empresa concesionaria queda 
constituida en el lugar y caso en que se encontraría la Administración 
si por sí misma construyese la obra, reasumiendo por consiguiente todos 
sus derechos y obligaciones. De ahí es que no habría sido ni decoroso 
ni conveniente despojar a dicha empresa, que obra en representación 
de la Administración, de ciertas consideraciones y prerrogativas que 
al paso que la revisten de cierto carácter, facilitan en gran manera el 
cumplimiento de las obligaciones que ha contraído. ¿Y para qué se 
conceden? Indudablemente con el laudable fin de promover, fomentar 
y facilitar por medio de aquellas concesiones la realización de obras 
tan útiles como las de los ferrocarriles. 30

30 El problema de la retribución de los estudios preliminares de los proyectos de urba­
nización, de ensanche o reforma, es en la doctrina francesa, como vimos en páginas anteriores, 
fuente cié preocupación en el sentido de que si no existe una financiación de los mismos las 
iniciativas privadas serán poco arriesgadas y menores. En las nuevas legislaciones de las CCAA 
estos proyectos sólo se retribuyen en algunos casos, como analizaremos posteriormente.

Por otra parte, es interesante destacar cómo a pesar de que Cerdá defiende que la auto­
rización para la realización de un proyecto, o lo que podríamos considerar como estudio pre­
liminar, no debe ser retribuida por la Administración, en sus años finales se lamenta profun­
damente de que la Administración no ha abortado los emolumentos de algunos de sns proyectos 
como el de la reforma de Madrid.
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Pues bien, este motivo y este, objeto se encuentran exacta e idén­
ticamente aplicables a las empresas constructoras de reformas urbanas 
ya que, como dejamos demostrado más arriba, también estas empresas 
funcionan en virtud de subrogación en los derechos y obligaciones de 
la Administración y en representación suya; y ya que, atendida la uti­
lidad, importancia y trascendencia de las reformas urbanas, debe asi­
mismo el Gobierno promoverlas, fomentarlas, alentarlas.

Y como ajustando la tramitación de los expedientes de reformas 
urbanas a la legislación vigente de ferrocarriles vendrá a resultar como 
'consecuencia precisa que las empresas, concesionarias tengan las mismas 
prerrogativas y ventajas de que disfrutan las que lo son de ferrocarriles;; 
de ahí es que también bajo este concepto es conveniente adoptar aquella 
tramitación.

Mas donde con mayor evidencia resalta la oportunidad y conve­
niencia de adaptar a dicha tramitación la de las reformas urbanas es 
en la pública subasta que ha de proceder a toda tramitación definitiva. 
Aprobado por el Gobierno el proyecto de un ferrocarril, pasa a las 
Cortes, las cuales le autorizan para que haga la concesión definitiva 
con todas las prerrogativas y ventajas a tales concesiones inherentes 
a tenor de la Ley General de Ferrocarriles, cuya concesión deberá.hacer- 
se sin subasta cuando no media subvención alguna por parte del Gobier­
no, y con ella siempre que medie alguna subvención (...). En vista de 
este precedente creerá tal vez alguno que vamos a pedir la supresión 
de la subasta para la concesión de esta reforma; no obstante nada mas 
lejos que esto de nuestro ánimo. Queremos la subasta y la pedimos 
y con instancia la solicitamos; porque queremos la publicidad y la libre 
concurrencia a todo trance» 3I.

b) Reparcelación
El punto de partida de este nuevo sistema de ejecución de las 

obras es doble. De una parte, existen razones prácticas que le inducen 
a plantear e investigar otro modo de ejecución de las obras: la para­
lización de la urbanización y edificación en que se encontraba el ensan­
che de Barcelona tras la aprobación del mismo por Real Decreto de 
31 de mayo de 1859 suponía un descrédito a todo su pensamiento, 
una deshonra que desmoronaba sus planteamientos revolucionarios. 
Además, la Ley de Expropiación Forzosa de 1836 vigente en aquellos 
momentos no recogía la posibilidad de expropiar las zonas laterales 
que proponía como sistema de ejecución de las obras.

De otra parte, y como consecuencia de la situación planteada, pre­
senta la problemática de las obras del ensanche como una cuestión 
que está enraizada en la naturaleza misma de la propiedad, por las 
condiciones especialísimas en que se encuentra con relación a la edi­
ficación. Estas problemáticas relaciones o vinculaciones tendrían su 
solución ideal si la Administración pudiera llevar a cabo la expropiación 
de todos los terrenos comprendidos dentro del proyecto de ensanche,

31 TVU, pp. 240 y 241, párrs. 1527 y ss.
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de tal forma que existiría un único propietario qué condensaría en 
una sola entidad todos los derechos y los intereses. Pero esta solución 
es una utopía irrealizable.

«No creo que nadie me juzgue tan estúpido que suponga que voy 
a proponer la expropiación dé todos los terrenos comprendidos dentro 
del proyecto de ensanche a fin de llegar a confundir todas las diversas 
propiedades en una sola propiedad aunando de esta manera y con­
densando en una entidad única todos los derechos y todos los intereses. 
Esto es muy bello en el papel, pero esencialmente utópico e irreali­
zable» 32.

Por esta razón propone otro sistema diferente de ejecución en el 
que no parece necesaria la expropiación, agrupando a los propietarios 
en una mancomunidad de intereses y derechos que en cierto sentido 
parece contradecir anteriores afirmaciones en las que negaba la posi­
bilidad de creación de este tipo de agrupaciones que gestionara los 
intereses de un determinado intervías, de una manzana, de una isla:

«Confesamos ingenuamente que no, descubrimos me-io alguno para 
establecer el necesario concierto en tan confusa disparidad y mezcolanza 
de intereses y de pretensiones. Imposible conceptuamos que tantos pro­
pietarios de diferentes modos afectados por la reforma lleguen nunca 
a entenderse entre sí para establecer una mancomunidad solidaria para 
hacer frente a los dispendios y percibir proporcionalmente los bene­
ficios» 33.

Así, en «Cuatro palabras sobre el ensanche dirigidas al público 
de Barcelona» 34 plantea un sistema de ejecución distinto, en el que 
no se expropian los terrenos sino que se procede a una distribución 
proporcional de los beneficios y las cargas causadas por la obra urba­
nizados en función de la superficie aportada por los propietarios de 
la manzana. El espacio físico-jurídico en el que se llevará a cabo este 
intercambio o redistribución de solares —en suma, esta reparcela­
ción— es la manzana, una de las principales innovaciones de Cerdá, 
no en cuanto a su estructura —pues la trama hipodámica es conocida 
desde antiguo—, sino en la consideración de ésta como marco para 
un justo equilibrio y una adecuada distribución de los beneficios y car­
gas que los propietarios del suelo deban asumir35.

33 Cfr. «Cuatro palabras sobre el ensanche de Barcelona dirigidas al público barcelonés», 
en Apéndice Documental, TGU, preparada por EstapÉ, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 
1968, pp. 573 a 589.

33 TVly, p. 225, párr, 1413.
" «Cuatro palabras sobre el ensache dirigidas til público de Barcelona», en Teoría de la 

Construcción délas Ciudades. Cerda y Barcelona, Madrid, Ministerio para las Administraciones 
Públicas, Ajuntamont de Barcelona, 1991, pp. 579 a 589.

35 Sobre la eqmdistribucfón de beneficios y cargas y lá reparcelacióu como técnicas originales 
del urbanismo español diferenciadoras básicas de modelos vecinos comparados, García-Bellido
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La consideración de la superficie de la manzana bruta incluye la 
calle hasta su eje, de tal forma que bajo esta consideración vuelve 
a sus planteamientos iniciales, al punto de partida de su pensamiento: 
calle y casa forman un todo inseparable, la manzana no puede enten­
derse sin la vía, que es su límite y da sentido al contenido de la misma; 
cuanto más amplia sea la vía mayor valor tendrán las edificaciones 
construidas en torno a ella. Por esta razón la vía funciona como límite 
pero es al mismo tiempo parte de la manzana; los propietarios de 
los terrenos, que en virtud de las prescripciones de! plan ven que éstos 
quedan destinados a la vía pública, no se verán privados del derecho 
que naturalmente tienen a edificar, sino que, al formar parte de la 
mancomunidad que el espacio delimitado por las mismas forman, 
repartirán sus derechos con el resto de los propietarios proporcional­
mente y en función a la superficie que aporten.

De esta manera, formando la manzana una sola entidad, cada pro­
pietario perderá en espacio edificable para la formación de las calles 
la parte proporcional que se estima en función de la superficie total 
de la manzana, impidiéndose de esta forma situaciones injustas deve­
nidas por la simple lotería que supone el hecho de que e! plan afecte 
unas propiedades a la vía pública y a otras otorgue posibilidades edi­
ficatorias injustamente atribuidas.

C) Beneficios

Cerda analiza los beneficios que la reforma y el ensanche deben 
producir desde dos puntos de vista. De una parte, y en primer lugar, 
analiza los beneficios individuales que para cada propietario de suelo 
reportan y, de otra, lleva a cabo una valoración global de los beneficios 
generales de las mismas.

El beneficio de la obra urbanizadora es el que se obtiene de la 
apertura de una calle o de una vía por parte de los propietarios de 
las casas situados a los lados. La ventaja proviene, por tanto, de la 
revalorización inmediata que del terreno se produce una vez urba­
nizado, y que en opinión del ilustre catalán «nunca podrá bajar del 
coste que para la Administración haya tenido la expropiación del terre-

v García de Diego lleva a cabo un análisis pormenorizado de los mismos en «La equidistribución 
o perecuación en él urbanismo español: análisis de un proceso técnicamente sofosticado, eco­
nómicamente ventajoso y urbanísticamente especulativo», Revista Urbanística, num. 11)9, Milano, 
en el que afirma que «el sistema urbanístico español se basa en el sacral principio de la igualdad 
en el reparto de beneficios y del planeamiento: la perecuación urbanística, en continua búsqueda 
de su plena autosatisfacción (...) por esta técnica (ideada ya por Cerdá en 1861 e implcmentada 
por la LS de 1956), en el momento de ejecución o desarrollo del Plan General los beneficios 
que éste ba creado desigualmente con su diseño físico deben ser redistribuidos, juntamente 
con sus cargas y obligaciones, entre lodos ios propietarios de un espacio cerrado determinado 
(...) viniendo estrictamente regulados por ley los criterios, tiempos y métodos de realizarlo».
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no y edificios en él emplazados que hubo de derribar para abrir la 
calle, y todas las demás obras que hayan tenido que practicarse para 
dejar a ésta del todo corriente y habilitada para la viabilidad» 3ñ.

En el caso en que la urbanización sea llevada a cabo por una empre­
sa concesionaria, que es el principal postulado que defiende en cuanto 
al modo en que hayan de ejecutarse las obras, el beneficio obtenido 
por la misma será legítimo cuando en «la concesión se han guardado 
las formas que toda la prudencia aconseja (...). Si ha habido subasta, 
si ha habido amplia publicidad, si se ha facilitado a todo el mundo 
el acceso legal a la licitación, entonces nada hay reprensible ni envi­
diable» 36 37 *.

Y utiliza un argumento que vimos ya defendido también por Hat rs- 
WASCII, en el sentido de que rompe y critica la idea de que la expro­
piación no es enemiga de los propietarios y no es un sistema injusto, 
sino que a falta de acuerdo entre los mismos se hace necesaria,

«Se insiste, empero, en que lo que puede hacer odioso semejante 
especulación es el estar basada sobre la expropiación forzosa. Aquí hay 
una inversión de orden, la especulación no ha venido a buscar la expro­
piación ni se funda en ella. La reticencia o falta de acuerdo entre los 
propietarios ha hecho necesaria la expropiación, y la expropiación hace 
necesaria la subasta, la cual puede atraer la especulación. Es decir que 
la expropiación es la que por medio de la subasta va a buscar, si así 
podemos expresarnos, y a solicitar a los especuladores; y no han sido 
los especuladores los que han ido en busca de la expropiación» 3S.

En cuanto a los beneficios y ventajas generales que produce la 
reforma estima que «la reforma de una gran población (...) produce 
otras muchas ventajas que fácilmente se ven, que se locan pero que 
no pueden definirse exactamente ni a favor de quién sea, ni cómo 
se realizan. De ellas sólo puede decirse que ceden a beneficio del públi­
co y que vienen por consecuencia de la reforma, por cuya razón las 
apellidamos generales»39.

Los beneficios generales, en contraposición con los individuales, 
parecen, pues, inscribirse en un marco más amplio que el estrictamente 
económico, son beneficios urbanísticos, pues afectan a los puntos bási-

36 TCC, Pee., párr. 1401.
37 TVU. párr. 1448.
* T¥U, pp. 1449 a 1451.

5 Los beneficios, generales se concretan en los siguientes puntos:
1. Mayor salubridad de ia población reformada.
2. Mayores garantías de tranquilidad y orden. ■
3. Mejores condiciones de habitabilidad.
4. Establecimiento de. un buen sistema de viabilidad interior enlazada con la exterior.
5. Extraordinario y “subitáneo” acrecentamiento de ¡a riqueza pública industrial, mercantil 

e inmueble (TVU, p. 1459).
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eos que esta “ciencia" abarca: higiene, habitabilidad, circulación y 
riqueza pública.

2.3. Valoración. Recepción y rechazo de la doctrina cerdiana

Hasta aquí hemos llevado a cabo un breve recorrido por la doctrina 
cerdiana, por su pensamiento económico y jurídico, resaltando los prin­
cipales postulados que cree necesarios e indispensables para la creación 
de lo que estima es la ciencia de la urbanización. Cerdá cree descubrir 
verdades científicas, aplicables para la reforma y ensanche de cualquier 
ciudad, no sólo para los casos concretos que estudia —Barcelona y 
Madrid.

La esencia de este pensamiento arranca de principios higienistas; 
la reforma de la ciudad es indispensable, y con ella debe venir el ensan­
che de la misma para absorber a la población expulsada de los centros 
históricos una vez realizada la reforma. Ensanche y reforma van ínti­
mamente ligados, física y económicamente, puesto que los gastos del 
ensanche deben ser sufragados por los actores y beneficiarios de la 
reforma.

Las ciudades no pueden tener murallas físicas ni fiscales que impi­
dan la urbanización: estas deben ser destruidas para permitir la exten­
sión de la urbe, la creación de una ciudad ilimitada aunque controlada 
bajo los parámetros impuestos por un plan y las ordenanzas de edi­
ficación.

Los sistemas o modos de ejecución que permitan la realización 
de esta gran nueva obra pública serán, ante la imposibilidad de que 
la Administración expropie todos los terrenos en los que se deba actuar 
—que sería el modo utópico pero ideal de realización—: a) La obten­
ción de las nuevas vías mediante la expropiación de las zonas laterales 
adyacentes a las mismas y la sufragación de la obra urbanizadora 
mediante la venta de los solares resultantes llevada a cabo por una 
compañía concesionaria que actuará en el mismo régimen que las com­
pañías concesionarias de ferrocarriles, b) La actuación mediante la 
reparcelación de los solares incluidos dentro de los límites físico-ju­
rídicos de una manzana.

Pero estos postulados permanecen de momento en el plano teórico; 
se hace preciso, pues, indagar cuál fue la recepción real que los mismos 
tuvieron en la legislación que dará cobertura a la realización, no sólo 
del ensanche barcelonés, sino de gran parte de las principales ciudades 
españolas, así como las causas de su aprehensión parcial en el sentido 
de la consagración de la técnica del ensanche frente a un desplaza­
miento de la reforma interior.
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Las principales singularidades y diferencias que separan el urba­
nismo de la segunda mitad del siglo xix español del modelo francés 
que hemos expuesto en páginas anteriores pueden encuadrarse bajo 
distintos parámetros.

Por una parte, y en primer lugar, la aparición de la figura de Ilde­
fonso Cerda y la aprobación de! proyecto de ensanche de Barcelona 
son el germen de la implantación de un modelo urbanístico, o si se 
quiere de un tipo de proyecto urbano, si entendemos que la concepción 
de modelo urbanístico es excesivamente amplia, pues debe abarcar 
a toda la ciudad y el ensanche no lo hace, que invierte el orden o 
las pautas impuestas por las realizaciones “haussmannianas” en París 
entre los años 1850 y 1870. En efecto, Haussmann lleva a cabo la refor­
ma interior de París; los planes de ensanche tratan de la extensión 
por yuxtaposición de los cascos antiguos. Sin embargo, y paradójica­
mente, Cerdá es un acérrimo defensor de la necesidad de la reforma 
como primer paso para la realización del ensanche, primera contra­
dicción entre su pensamiento teórico y la recepción que del mismo 
tuvo en un nivel legislativo y práctico.

Por otra parte, y en segundo lugar, la implantación de los ensanches 
en España se produce en un abanico temporal más amplio que en 
el caso francés. Si la obra de Haussmann está prácticamente concluida 
en 1870, el proyecto de ensanche de Barcelona no estará definitiva­
mente consolidado hasta las primeras décadas del siglo xx, con el com­
plemento que para él supuso el plan de reformas de García Faria. 
Existe, pues, una diferencia fundamental en el ritmo de las obras que 
debe ser tenido en cuenta, en tanto en cuanto el mismo Plan de Ensan­
che, el de Cerda de 1857 se realizará al amparo de una diferente 
normativa que prima en unos casos ia participación y el enriqueci­
miento de los propietarios de suelo, y en otros intenta imponer meca­
nismos correctores y sistemas de ejecución pública directa o indirecta.

Un tercer punto, consecuencia del anteriormente analizado, y que 
creemos de gran interés, es el hecho de que la dilatación del proceso 
hace que numerosos ensanches se realicen ab initio al amparo de una 
normativa diferente con respecto a los ensanches que podríamos cali­
ficar de prototípicos, los de Madrid y Barcelona sobre todo, y que 
muestran aspectos poco estudiados hasta el momento en cuanto a las 
técnicas concesionales empleadas para su realización.

Por último, y con base a lo dicho hasta aquí, la reforma interior 
de los cascos antiguos se produce en etapas posteriores, en general, 
a la realización de los ensanches. Existe, pues, una clara desincroni­
zación de la reforma, primero considerada con respecto al propio 
ensanche de la ciudad que es previo, y segundo tomada en relación 
con el resto de ciudades europeas en las que el modelo haussmanniano 
de reforma se impone de forma rotunda.
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La presentación general de estas singularidades españolas nos con­
duce a continuación al análisis, por una parte, de la normativa de ensan­
che y reforma interior existente en España, su comparación con el 
modelo francés que hemos descrito y la influencia que Cerdá pudo 
ejercer en ellas, así como el modo en que su pensamiento fue ter­
giversado, dado la vuelta en muchos sentidos.

Por otra parte, y en epígrafe posterior, veremos, mediante la revi­
sión de algunos casos concretos, las diferentes prácticas urbanísticas 
que bajo la rúbrica genérica de proyecto de ensanche o de reforma 
interior han sido realizadas, al amparo de las diferentes legislaciones 
existentes.

En un tercer momento, y al igual que hicimos en el caso francés 
veremos la aceptación y rechazo que las ideas de Cerda tuvieron entre 
sus contemporáneos y posteriormente entre la doctrina especializada 
que descubre a este pionero del urbanismo moderno.

A) Recepción mitigada, parcial y desincronizada en la normativa 
de las ideas de Cerdá. De las Leyes de Ensanche y Reforma 
Interior al Estatuto Municipal de Calvo Sotelo

La desincronización existente entre reforma y ensanche, que, como 
decíamos, supone el primer embate, la primera derrota y deformación 
del pensamiento económico y jurídico cerdiano, tiene su máximo reflejo 
en la aprehensión jurídica que de las propuestas formuladas por el 
ingeniero catalán se produce en la legislación de ensanche y reforma 
interior.

La enigmática retirada del proyecto de Ley de Posada Herrera 
de 1861 supone el inicio de la bifurcación de los diferentes caminos 
legislativos tomados por la reforma y el ensanche.

De hecho, la primera legislación que aborda la reforma interior 
y el saneamiento de las poblaciones con carácter general es la Ley 
de Expropiación Forzosa de 1879 y, posteriormente, la Ley de Sanea­
miento y Reforma Interior de 1895.

Las primeras Leyes de Ensanche son las de 1864 y 1876; por tanto, 
desde 1859-1860, con la Real Orden que autoriza la realización del 
ensanche de Barcelona hasta 1879, el ensanche es la técnica urbanística 
por excelencia; es la que podríamos denominar edad de oro de los 
ensanches, en la que se aprueban los planos principales de las más 
importantes ciudades españolas (Barcelona, Madrid, San Sebastián, 
Bilbao, Valencia), época en la que las ideas de Cerda parecen estar 
aún más recientes.
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a) Justificación del análisis de la reforma interior
con anterioridad al ensanche

Si Cerdá comienza analizando la necesidad de la reforma interior, 
si Haussmann lleva a cabo la Transformación de París desde el corazón 
mismo de la antigua Lutecia, creo que debemos plantear este epígrafe 
comenzando por el análisis de la legislación que contempla la reforma 
interior de la ciudad, aunque suponga crear un primer vacío temporal 
desde 1857-1859 (aprobación del ensanche de Barcelona) hasta 1879 
en el que se recoge la primera formulación general sobre saneamiento 
de las poblaciones en el marco de la Ley de Expropiación Forzosa. 
De este modo se apreciará de forma más clara cómo y en que momento 
se reciben de una forma más directa las influencias de las reformas 
de Haussmann y de parte del pensamiento económico y jurídico de 
Cerdá referente al primer paso que en su opinión debiera darse para 
transformar la urbe, la reforma y el saneamiento interior, de tal forma 
que en un segundo momento, no cronológico sino expositivo, se ana­
lizará la legislación de ensanche como proceso que, efectivamente, se 
inicia con anterioridad a la reforma y con un Corpus normativo dife­
renciado y ambiguamente solapado con la legislación de expropiación 
forzosa y la de reforma y saneamiento interior y, que sin duda alguna, 
es la pieza singular y original del urbanismo español decimonónico 
en comparación con el resto de ciudades europeas.

Para llevar a cabo este análisis normativo seguiremos el mismo 
esquema planteado en la exposición tanto de la doctrina cerdiana como 
del proceso de transformación francesa, enmarcando el contenido de 
las normas en torno a los siguientes puntos: ámbito de actuación y 
aplicación, obtención de las vías, control de la gestión y ejecución de 
las obras y financiación.

b) Normativa de reforma interior: Ley de Expropiación Forzosa 
de 1879 y Ley de 18 de marzo de 1895 de Obras de Saneamiento 
o Mejora Interior de las Poblaciones

1) Ámbito de aplicación

La sección quinta de la Ley de Expropiación Forzosa de 10 de 
enero de 1879 recoge bajo el título de «la reforma interior de las pobla­
ciones» tres tipos de obras: las de mejora, ensanche interior y sanea­
miento de las grandes poblaciones. Sin embargo, no lleva a cabo una 
definición de lo que se ha de entender por ellas, pasando seguidamente 
a hacer alusión únicamente a la reforma interior de las poblaciones 
que consten de más de 50.000 almas, que parece entenderse que son
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aquellas que deban realizarse en el interior del casco, como contra­
posición al ensanche exterior con el que deberán armonizarse.

El concepto de saneamiento y mejora es claro, aunque no aparezca 
recogido explícitamente en la Ley de Expropiación Forzosa, pero sí 
se hace en el Reglamento de la Ley de Saneamiento de 1895 que 
define en sus arts. 2 y 3 los conceptos de saneamiento y mejora interior.

El Reglamento habla más que de conceptos de: tres condiciones, 
pero no alude al “ensanche interior” que aparece como una figura 
ambigua a caballo entre la reforma propiamente dicha y el ensanche 
exterior, que deja, en mi opinión, una laguna jurídica que pudiera, 
en su caso, implicar la aplicación de esta norma no sólo en el caso 
de la reforma y saneamiento, sino también en ese nuevo concepto 
de ensanche interior, que en principio presupone la coexistencia de 
un ensanche externo o exterior, a los proyectos de ensanche que en 
muchas ocasiones no rodean todo el casco antiguo de la ciudad, sino 
que suponen la adición de un nuevo “trozo de ciudad” por uno de 
sus costados4().

La Ley 18 de marzo de 1895 no recoge este termino, sino que 
reduce su ámbito de aplicación a las obras de saneamiento o mejora 
interior de las poblaciones eludiendo el concepto introducido por la 
Ley de Expropiación Forzosa de 1879 de ensanche interior.

Parece pues, en principio, aunque veremos esta afirmación mati­
zada más adelante, que la Ley de Expropiación Forzosa reduce su 
ámbito de actuación a la reforma de las ciudades, siendo, por tanto, 
su sucesora natural la Ley de 1895 de Saneamiento o Mejora Interior 
de las Poblaciones. En este sentido, la Ley de 1895 amplía el ámbito 
de aplicación de las obras de saneamiento y mejora interior a las pobla­
ciones con más de 30.000 habitantes, a diferencia de su predecesora 
que hacía referencia a las de más de 50.000.

2) Obtención de las vías

La legislación sobre expropiación forzosa y de saneamiento y mejo­
ra interior supone la asimilación de la técnica de laspereées o aperturas 
“haussmannianas”, con casi treinta años de retraso respecto a la nor­
mativa que regula las expropiaciones para las calles de París (Decreto 
de 26 de marzo de 1852).

En efecto, el Decreto de Expropiación para las calles de París, 
que se haría extensivo a gran número de ciudades francesas, recoge

411 Coincidirán con este concepto de ensanche interior el primer proyecto de ensanche 
de la ciudad de Pamplona y el ensanche de Tarragona de 1857, como tendremos ocasión de 
analizar en páginas posteriores.
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los mismos supuestos que la Ley de Expropiación Forzosa de 1879 
y la de Saneamiento y Reforma Interior, si bien con algunas diferencias 
que es preciso destacar.

El primer punto en común, o imitado por el legislador español, 
es que, a los efectos de obtener un terreno para la realización de una 
vía, serán susceptibles de ser expropiados no sólo los terrenos nece­
sarios para la planta de la misma sino los márgenes o fajas laterales, 
que en la Ley de Expropiación Forzosa son de 20 metros y que serán 
ampliados hasta 50 en la Ley de Saneamiento de 1895 (art, 47 LEF 
de 1879; art. 8 Ley de Saneamiento de 1895).

Por otra parte, se reconoce la capacidad de expropiar aquellos 
terrenos necesarios para la regularización de manzanas que impliquen 
la desaparición de un patio, calle o trozo de calle (art. 48 LEF de 
1879, art. 7 Ley de Saneamiento de 1895).

El Decreto francés de 26 de marzo de 1852 establece aparente­
mente del mismo modo esta regulación, pues, como vimos, reconoce 
por una parte que en todo proyecto de expropiación para la extensión, 
restablecimiento, reparación o formación de calles en París la Admi­
nistración tendrá la facultad de abarcar la totalidad de los inmuebles 
comprendidos, cuando juzgue que las partes restantes no son de una 
extensión o de una forma que permita edificar sobre ellas construc­
ciones salubres.

De otra parte, admite la posibilidad de que la Administración pue­
da abarcar en la expropiación los inmuebles fuera de las alineaciones 
cuando su adquisición sea necesaria para la supresión de antiguas vías 
públicas que se juzguen inútiles. Los dos casos que recogen tanto la 
regulación española como la francesa parecen ser en su esencia idén­
ticos, es decir, parten del reconocimiento de la capacidad de la Admi­
nistración de expropiar fuera de los márgenes de las vías. Sin embargo, 
existen importantes matizaciones que marcan la diferencia entre 
ambas.

Por una parte, la legislación francesa no impone un límite, en 
metros de profundidad, para la extensión de la expropiación a los lados 
hacia los que pueda extenderse, en función de la consideración de 
la Administración sobre su necesidad, de tal forma que los márgenes 
laterales se amplían hasta el punto de poder recibir nuevas edifica­
ciones salubres, permitiendo, a partir de la inicial apertura de una 
vía, el saneamiento y la reforma de un barrio entero facilitando, como 
vimos en páginas anteriores, la ejecución de remodelaciones parcelarias 
amplias y parcelaciones rentables, alentando una reconstrucción rápida 
y racional41.

En este sentido, analizamos anteriormente cómo esta medida legislativa haría pronto 
efecto; -así, el proyecto de apertura del bulevar de Estrasburgo. El tratado entre la Villc de
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Por el contrario, la legislación española, al marcar una línea que 
impide la expropiación más allá de 20 o 50 metros de la vía, circunscribe 
el ámbito de la reforma al de una sola vía, impidiendo, por tanto, 
una trasformación y reforma en profundidad y prefigurando la creación 
de los proyectos de grandes vías que rompen el casco antiguo de las 
ciudades decimonónicas creando una, o a lo mucho dos grandes nuevas 
arterias, pero cuyo influjo reformador no sobrepasa estas barreras 
impuestas por la inclusión de una cifra que marca la frontera de la 
reforma.

Analizado el objeto de la expropiación y su diferencia con el régi­
men que lo inspira es necesario determinar quién lleva a cabo las expro­
piaciones y las obras de urbanización, es decir, quién es el agente o 
actor urbanístico y de qué modo o mediante qué sistemas de actuación 
pueden ejecutarse.

La iniciativa para proceder a la realización de un proyecto de refor­
ma, saneamiento y ensanche interior puede tener su origen en el Ayun­
tamiento, en un particular o una empresa (art. 78 LEF y art. 101 REF, 
art. 1 Ley de Saneamiento de 1895).

La diferencia entre una u otra iniciativa estriba simplemente en 
el sujeto que lleva a cabo la redacción del proyecto, que deberá con­
tener memoria, planos, pliego de condiciones y presupuesto. Si bien 
la presentación por parte de un particular que solicite la concesión 
de las obras no significa la automática adjudicación de las mismas, 
sino que su otorgamiento se hará mediante subasta pública, ostentando 
el primer solicitante y redactor del mismo un derecho de tanteo sobre 
el resto de los postores.

La ejecución de las obras puede llevarse a cabo ya sea directamente 
por el Ayuntamiento (en régie) en cuyo caso podrá realizar una contrata 
sobre las mismas, siendo de cuenta del Ayuntamiento las expropia­
ciones y los gastos de las mismas (demoliciones, explanación y urba­
nización) quedando, una vez finalizadas, con la titularidad de los solares 
resultantes que venderá en pública subasta (art. 92 REF de 1879, 
art. 122 Reglamento de Saneamiento de 15 de diciembre de 1896). 
O bien podrá realizarlas por medio del otorgamiento de concesiones 
a particulares o empresas debidamente organizadas (art. 94 REF de 
1879, art. 2 Reglamento de Saneamiento y Mejora Interior de Pobla­
ciones de 15 diciembre de 1896), en cuyo caso el concesionario se 
subroga en los derechos y deberes de la Administración, llevando a 
cabo las expropiaciones y vendiendo libremente los solares resultantes 
de la obra de rcgularización y reforma.

París y la compañía concesionaria Ardoin de 27 de septiembre de 1852 no preveía más que 
la expropiación de pequeñas parcelas situadas en el interior de las nuevas alineaciones. Por 
el contrario, el plan de expropiación definitivo muestra que las parcelas expropiadas enteramente 
son mucho más numerosas.
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A la realización de la subasta debe preceder la formación de un 
pliego de condiciones que el Ayuntamiento impone a los concesionarios 
que son similares a las de los contratos de obras públicas regulados 
por Decreto de marzo de 1852, si bien se añaden algunas especiales 
de la naturaleza de este contrato entre las cuales cabe destacar la fija­
ción de las fechas en que el concesionario debe comenzar y terminar 
las obras y las nuevas edificaciones contenidas en el proyecto (art. 98.4 
y 7 REF de 1879), lo cual implica que la concesión de este tipo de 
proyectos lleva implícita la carga o el deber de urbanizar y edificar 
en el plazo y bajo las condiciones previstas.

3) Financiación

Si la Legislación de Expropiación Forzosa de 1879 y la Ley de 
Saneamiento y Mejora Interior de las Poblaciones de 1895 implican 
la aprehensión tardía del modelo urbanístico francés en los puntos 
que Cbrdá destacaba como admirables del mismo (expropiación de 
zonas laterales aunque limitada, designación del concesionario median­
te pública subasta), también implica la asunción de los defectos que 
el ilustre catalán no dudó en resaltar y criticar enérgicamente, des­
tacando principalmente entre ellos la contratación de empréstitos como 
método complementario para la financiación de las obras 4?.

Por otra parte, podemos observar que la Ley de Expropiación For­
zosa —de forma parcial— y la Ley de Saneamiento y Mejora de las 
Poblaciones de 1895 recogen fórmulas similares a la propuesta por 
Cerdá en cuanto a la financiación de las obras de reforma y ensanche 
mediante la exención del aumento de la contribución territorial que 
se obtiene por la realización de las mismas. La Ley de Expropiación 
Forzosa recoge en principio las exenciones que son aplicables a las 
obras públicas con carácter general, no afectando directamente a la 
contribución territorial, sino aplicando solamente una exención en 
cuanto a los impuestos que gravan las traslaciones de dominio y dere­
chos reales (art. 52 LEF de 1879).

La Ley de Saneamiento y Reforma Interior (art. 14) amplía estos 
supuestos estableciendo que los propietarios de fincas nuevas —es 
decir, obtenidas mediante la regularízación de solares— no tributarán

® En efecto, la posibilidad dé contratar empréstitos por parte de los Ayuntamientos para 
sufragar ios gastos de las obras de urbanización aparece recogida en ambas normas (art. 51 
de la LEF de 1879 y art. 105 del REF, y art. 3 de la Ley Saneamiento de 1895), en las que 
se establecen las condiciones pata su contratación. Llevándose cuenta separada de los gastos 
necesarios para la realizaeión de las obras, se formulará un proyecto de empréstito por la Comisión 
de Hacienda que será presentando al Ayuntamiento —quien decidirá la adjudicación del mismo 
en pública subasta—, elevando el expediente al Gobierno para su aprobación, quien dictará 
su resolución oyendo ai Consejo de Estada.
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en concepto de contribución territorial durante los primeros veinte 
años desde que se haya construido la finca por mayor suma que la 
que proporcionalmente les corresponda con relación a la cantidad que 
en conjunto estaba impuesta a las fincas que, habiendo de ser expro­
piadas, se encontraban en pie al adjudicarse la concesión. Se añaden 
otro tipo de exenciones en cuanto a las licencias de obras, materiales 
de construcción, impuestos que originen el primer arrendamiento y 
las exenciones recogidas anteriormente en la Ley de Expropiación For­
zosa en cuanto al impuesto de derechos reales y transmisión de bienes 
que resulten de las primeras enajenaciones.

De esta forma se combinan, como vemos, las ventajas económicas 
que ofrecía el modelo francés en cuanto a la contratación de emprés­
titos por parte de los Ayuntamientos y el modelo puramente cerdiano 
en cuanto a la exención de la contribución territorial.

Sin embargo, y como analizaremos en el epígrafe siguiente, en el 
que descenderemos a los pormenores de la realización y ejecución prác­
tica de algunos proyectos de ensanche y reforma interior, la contra­
tación de empréstitos por parte de las colectividades locales no fue 
un fenómeno tan extendido como en principio pudiera parecer, en 
el sentido de que únicamente los grandes proyectos emblemáticos y 
significativos obtendrían este tipo de ventajas financieras. De este 
modo, desplazada la técnica del empréstito, el modelo español de refor­
ma estaría más cerca de la concepción cerdiana que del modelo francés.

c) Normativa sobre ensanche de poblaciones.
Leyes de Ensanche de 1864, 1876, 1892

1) Ambito de aplicación

La definición del concepto de ensanche de población, una fórmula 
original 43 de ordenación urbana en España, aparece, por primera vez, 
en el Reglamento de la Ley de Ensanche de 29 de junio 1864, aprobado 
el 25 de abril de 1867, y será reproducido igualmente en su sucesora 
la Ley de Ensanche de 22 de diciembre de 1876 y el Reglamento para 
su ejecución de 19 de febrero de 1877.

Se entiende por ensanche «la incorporación a las poblaciones de 
los terrenos que constituyan sus afueras en una extensión proporcio­
nada al aumento probable del vecindario a juicio del Gobierno». Para 
que éstos queden plenamente incorporados a la noción de ensanche 
deberá, por tanto, aprobarse un plano general por el Gobierno oyendo 
a los Ayuntamientos mediante la aprobación de un Real Decreto.

43 Solá-Mokales estima, sin embargo, que estii técnica no es exclusiva del ámbito español, 

sino que también fue de aplicación en otros países meridionales europeos.
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La iniciativa para la propuesta de planos de ensanche se limita 
en principio al Ayuntamiento (art. 2 Ley de 1864), si bien posterior­
mente se reconocerá la posibilidad de promover e iniciar estos pro­
yectos a los particulares interesados en llevarlos a cabo (art. 2 Ley 
de 1876). Todas las Leyes de Ensanche de Poblaciones admiten la 
posibilidad de división del mismo en varias zonas parciales a los efectos 
de su gestión y financiación que, como destaca Parejo 44, nos recuerdan 
al actual concepto de Plan parcial. La última Ley de Ensanche de 
26 de julio de 1892 circunscribe en principio su ámbito de aplicación 
a las ciudades de Madrid y Barcelona, admitiendo la posibilidad de 
su extensión voluntaria a otras poblaciones que se encuentren en cir­
cunstancias análogas (art. 30).

2) Obtención de las vías

Son obras de utilidad pública, a los efectos de la Ley de Expro­
piación Forzosa de 1836, primero, y de 1879 después, aquellas que 
afectan o conciernen a la realización de calles, plazas, mercados y 
paseos en el ámbito del Plan de Ensanche, lo cual implica que la apro­
bación del plan supone la declaración automática de la utilidad pública 
del mismo a los efectos de proceder a la obtención por medio de la 
expropiación forzosa de la vías calles, plazas o paseos del mismo.

El procedimiento de obtención de estos espacios públicos varía 
en las diferentes leyes de. ensanche en relación con el terreno que 
deba ser expropiado y aquel que deba o pueda ser cedido por parte 
de los propietarios y las disposiciones financieras y fiscales que con­
tribuyen y alienten a una mayor o menor intervención de la Admi­
nistración o del propietario en este proceso.

En efecto, la primera Ley de Ensanche de 1864 contempla los casos 
en los que para la realización de las vías del ensanche los propietarios 
o empresas cedan al Ayuntamiento los terrenos para las vías y costeen 
las obras de urbanización, se les exonerará del recargo extraordinario 
y ordinario de la contribución territorial. De otra parte, cabe la posi­
bilidad de que los propietarios o empresas cedan únicamente los terre­
nos necesarios para las vías sin costear las obras de urbanización, en 
cuyo caso se les exonerará únicamente del recargo extraordinario de 
la contribución territorial.

La Ley de Ensanche de 22 de diciembre de 1876 recoge expre­
samente. tres modos de obtener los espacios públicos necesarios para 
la realización de las obras del ensanche: un primer modo que consiste 
en ceder, si alcanza, la quinta parte del solar a que ha de tener fachada

- L. Parejo Alfonso, «Apuntes para una interpretación del sistema legal urbanístico espa­
ñol en clave histórica», Ciudad y Territorio, núm. 107-108, primavera-verano 1996, p. 155.
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el terreno. Un segundo —que se basa en que la apertura de una calle, 
plaza o paseo por el Ayuntamiento— confiere a éste el derecho a 
expropiar la totalidad de la finca o fincas que tengan fachada sobre 
la nueva vía cuyos dueños se nieguen a ceder la quinta parte para 
el servicio público o pagar su precio (art. 15) y un tercero, en el que 
las empresas o particulares pueden ceder y costear las obras de urba­
nización, con el beneficio de la exención del aumento extraordinario 
y ordinario de la contribución territorial45.

La Ley de Ensanche de 1892, prevista en principio para Madrid 
y Barcelona y que más tarde se haría extensible en virtud de lo esta­
blecido en el art. 30 de la misma a otras ciudades con análogas situa­
ciones, recoge o amplía los supuestos anteriormente descritos, en espe­
cial en cuanto a la cesión de terreno que deban hacer los propietarios, 
y así admite la posibilidad de que el Ayuntamiento expropie la totalidad 
de la finca o fincas que ocupen parcialmente la calle cuya apertura 
hubiese acordado si los dueños se niegan a ceder, gratuitamente, la 
mitad del terreno destinado a estas vías. También se permite la expro­
piación de la totalidad de la finca si existe al menos un 50 por 100 
de los propietarios afectados por la regularización que la apertura de 
la calle comporta que acepten la cesión y, por último, los particulares 
podrán llevar a cabo aperturas si de sus propuestas salen beneficiados 
los fondos especiales de los ensanches.

3) Financiación

Los mecanismos articulados por las leyes de ensanche para obtener 
la financiación de los mismos son de distintos tipos. Por una parte 
se recogen la cantidad que como gasto voluntario se incorpore a los 
presupuestos del municipio al que afecte el Plan de Ensanche. Pero 
además desde un primer momento se promueve la realización de las 
obras por parte de los propietarios o empresas particulares mediante 
mecanismos que incentivan su ejecución, como son todas las dispo­
siciones que afectan a las exenciones del aumento de la contribución 
territorial que se recogen en las tres leyes de ensanche.

La posibilidad de contratación de empréstitos y la emisión de obli­
gaciones por cada zona parcial del ensanche se incorpora en la primera 
Ley y es una nota común en todas ellas. La Ley de Ensanche de 1892 
recoge como medio menor de contribución a la financiación el importe 
de la venta de las parcelas municipales que se incorporan como solares 
edificables.

4S Los arts. 39 y 40 de la citada Lev son ambiguos o parecen querer presuponer que 
se dará preeminencia a las vías que se abran por iniciativa particular con respecto a aquellas 
que sean a instancia del Ayuntamiento.
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Control de la gestión y ejecución de las obras. De las Juntas a 
las Comisiones de Ensanche: las Juntas de Ensanche reguladas, por 
primera vez, en la Ley de Ensanche de 1864 están formadas por dos 
concejales, un abogado, un médico, un arquitecto y tres propietarios 
(dos del ensanche y uno de la población antigua). Ostentan grandes 
competencias; entre otras, el avalúo de los terrenos a expropiar en 
casó de discordia.

Es necesario resaltar la gran importancia que en el primer período 
de los ensanches tuvieron las Juntas que se constituyeron en Ayun­
tamientos en paralelo que controlaban la ejecución de las obras, el 
ritmo de apertura de las vías y determinaban las expropiaciones.

Los ensanches de otras ciudades se comenzarán a aprobar a partir 
de 1876. Coudroy de Lu i r 46 destaca en este sentido cómo una de 
las razones de la extensión de la técnica del ensanche es la disminución 
del control ejercido por las Juntas durante este primer período.

Comisión Especial de Ensanche: Son incorporadas por la reforma 
de la Ley de Ensanche de 1876. Bassols 47 estima que esta nueva legis­
lación añadió una serie de “retoques” a la primigenia Ley de Ensanche 
de 1864. Pero, si estas modificaciones suporten la supresión de la par­
ticipación de los propietarios en las comisiones hasta su reforma en 
1907, no se trata de un simple retoque o reforma parcial, sino que 
su relevancia estriba en el hecho de que supone un claro desplaza­
miento del poder ejercido por la propiedad privada en los primeros 
años del ensanche; supone un acercamiento al urbanismo de obra públi­
ca. La variación de su composición y competencias son fundamentales: 
serán cinco a siete concejales nombrados por el Ayuntamiento y —lo 
que es más importante— la valoración de los terrenos en caso de desa­
cuerdo será llevada a cabo por el gobernador de la provincia y no 
por la propia Comisión de Ensanche.

La Ley de 1892 volverá reformar ¡a composición de la Comisión 
Especial de Ensanche dando cabida de nuevo a los propietarios 4S. 
Como competencias más importantes se le atribuyen la proposición 
al Ayuntamiento la apertura de las calles y la insistencia en la apertura, 
la rcgularización de situaciones preexistentes y la elaboración de los 
presupuestos. Sin embargo, es necesario destacar que esta Ley no fue 
de aplicación en todo el territorio, sino que cabía la posibilidad de 
asumir el régimen de la legislación de ensanche de 1876 o solicitar 46 * 48

46 L. Couiorgy de Lijaéí «Los ensanches en el urbanismo español», en L. López Trigal 
(dir.), Los ensanches menores, Biblioteca Nueva, pp. 61 a S3.

‘ M. Bassols Cóma, «Los inicios del derecho urbanístico en el período del liberalismo 
moderado y en el sexenio revolucionario (1846-1876): el ensanche de la ciudad como modelo 
urbanístico y sistema jurídico». Ciudad y Territorio, núm. 107-108: Siglo y medio de urbanismo 
en España, Madrid, Ministerio de Fomento, 1996, p. 48.

48 Composición: cinco concejales, dos propietarios elegidos por las asociaciones de pro­
pietarios y tres propietarios del ensanche.
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la aplicación de los beneficios de la de 1892 prevista en principio para 
los ensanches de Madrid y Barcelona. Así, observamos en este sentido 
cómo los ensanches tardíos de León o Zaragoza prescinden de la apli­
cación de la Ley de Ensanche de 1892.

d) El Estatuto Municipal de 1924. Reglamento de Obras,
Servicios y Bienes Municipales

El Reglamento de Obras, Bienes y Servicios Municipales responde 
a una tendencia europea —con precedentes en Gran Bretaña, Suecia, 
los Países Bajos 49 y Francia— de dotarse de un corpus jurídico que 
englobe de forma conjunta la ordenación urbanística.

La influencia que la conocida “Ley Cornu det” de 14 de marzo 
de 1919 y su reforma por la Ley de 24 de julio de 1924 se dejan ver 
de forma muy clara en el Reglamento de Obras, Bienes y Servicios 
del Estatuto Municipal de 1924 de Calvo Sotelo.

En efecto, el Reglamento de Bienes no supone una simple refun­
dición de las leyes de ensanche y reforma interior existentes en España, 
por diversas razones.

En primer término hemos de hacer notar que el Estatuto no deroga 
las precedentes Leyes de Ensanche de Poblaciones de 1892 y de Sanea­
miento de 1895, además el Reglamento incorpora nuevas técnicas y 
denominaciones cuya inspiración no nos cabe duda de que se encuen­
tran en el modelo francés.

El Estatuto Municipal aúna, por tanto, la tradición española de 
la técnica de los ensanches, original y peculiar de nuestro país, con 
las nuevas corrientes y tendencias europeas que asumen una concep­
ción global del urbanismo en un intento de aprehender la ciudad y 
sus procesos de transformación de forma conjunta.

1) Ámbito de actuación y aplicación

La influencia francesa se deja ver de forma clara en el Estatuto 
Municipal, en el sentido de que incorpora, prácticamente con la misma 
terminología, los diferentes tipos de planes o actuaciones urbanísticas. 
En efecto, la “Ley Cornudet” recoge la obligación del establecimiento 
en un plazo de tres años desde la publicación de la Ley de “projets 
d’aménagement, d’embellissement et d’extension des villes” a todas las 
colectividades locales de más de diez mil habitantes. Por su parte, el

4 En 1874 aparece en Suecia la primera Ley sobre Construcción de las Ciudades; en 
1901 los Países Bajos se dotan de una legislación de planes urbanización de las ciudades y 
en 1909 es aprobada en Gran Bretaña la Town and Country Planning Act.
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Reglamento de Servicios y Bienes Municipales establece que las obras 
municipales serán de ensanche y extensión, de mejora interior de pobla­
ciones y de saneamiento y urbanización parcial.

La realidad urbanística española es en aquel momento algo dife­
rente de la francesa, en el sentido de que la técnica de los ensanches 
estaba plenamente consolidada; por esta razón el legislador distingue 
diferentes obligaciones en cuanto a la necesidad de establecer un plan 
o proyecto de los tres anteriormente citados en función de. las carac­
terísticas demográficas y urbanísticas de la población (en sentido de 
localidad, de municipio)50 Si.

Se asume y cohonestan, por tanto, las originalidades españolas 
—los ensanches—, con la nueva terminología que proviene de la tra­
dición francesa mediante la introducción de una figura intermedia entre 
ensanche y extensión, que es la de proyecto de urbanización de zonas 
de contacto.

Las obras de mejora interior de las poblaciones no cambian ni 
diversifican su ámbito de actuación en el sentido de que se entienden 
como las realizadas en el interior del casco de las ciudades, que se 
supone limitado por el perímetro interior de los ensanches y, de no 
existir, por el exterior de la zona urbanizada.

Las obras de saneamiento y urbanización parcial son aquellas des­
tinadas a mejorar las condiciones higiénicas de la población, ya sean 
realizadas en el suelo o subsuelo de la misma; siempre que no cons­
tituyan un plan completo de servicios municipales en un sector de la 
población, estos proyectos se refieren en general a las obras de cana­
lización y abastecimiento de aguas y al mantenimiento y creación de 
condiciones de salubridad e higiene suficientes en las poblaciones.

Además de ésta —si no nueva al menos actualizada concepción 
del ámbito de actuación de la actividad urbanística— el Reglamento 
incorpora algunas medidas generales de aplicación en todo el territorio 
que suponen la introducción, en terminología actual, de estándares 
urbanísticos y de algunos principios de zonificación; es decir, mínimos 
exigióles para todo tipo de actuación y una regulación de los diferentes 
usos de suelo que pueden establecerse. Son los orígenes de las técnicas 
de la clasificación y calificación urbanística31 que deben analizarse de

50 De esta forma establece dos tipos de obligaciones: para los pueblos mayores de 10.000 
almas que en el período entre 1910 y 1920 bayan experimentado un aumento de población 
superior al 20 por 100 deberán aprobar un plan de ensanche, o en su caso de extensión, si 
no tuvieran. Por otra parte, aquellas poblaciones superiores a 200.000 habitantes deberán formular 
un proyecto de urbanización de las zonas de terreno comprendidas entre los límites dé sus 
ensanches y los respectivos términos municipales en el que se pueda fundadamente originar 
o crear un mide!) de población.

Si bien en la Ley de Ensanche de 1876 ya aparecían algunos preceptos en los que 
se prohibía la edificación en la extensión de la zona próxima al ensanche (art. 22).



LÁ URBANIZACIÓN CERDIANA 315

nuevo bajo e! prisma de ta influencia recibida de la regulación francesa 
para su establecimiento 51 52.

El Reglamento de Obras, Bienes y Servicios incorpora este tipo 
de determinaciones con carácter supletorio que serían de aplicación 
a falta de la regulación por el Ayuntamiento correspondiente de los 
preceptos técnico-sanitarios recogidos en sus respectivas Ordenanzas 
Municipales 53.

2) Obtención de las vías

Extensión de la expropiación de zonas laterales a los proyectos 
de ensanche y extensión: hasta aquí hemos venido observando cómo 
las técnicas de obtención de las vías que permiten el inicio o el desarro­
llo de la urbanización son diferentes para el caso de que sean obras 
de ensanche o de reforma y saneamiento interior. La reforma se lleva 
a cabo mediante la expropiación en profundidad de las vías mediante 
la obtención no sólo de la planta de las mismas sino de sus fajas 
paralelas.

Las obras del ensanche, sin embargo, se llevan a cabo mediante 
un acuerdo de cesión de los terrenos necesarios para las nuevas vías 
en el que poco a poco la Administración va ganando espacio en el 
sentido de que si bien en un principio la cesión es sólo de la totalidad 
o parte de la parcela de terreno que ocupa literalmente la vía, se van 
articulando mecanismos que permiten, si no la expropiación por fajas 
laterales, sí ciertos procedimientos que equilibran de alguna forma la 
inicial concepción de la urbanización en la primera Ley de Ensanche,

51 En efecto, los nuevos planes regulados por la Ley de 14 de marzo de 1919 —“Ley 
C’ornudet”— superan la concepción del plano de alineaciones de referencia exclusiva a la con­
figuración y dimensión de las vías:; deben ser planes integrales en los que se regulé tanto las 
vías como las plazas, los jardines, las reservas de arbolado y los emplazamientos reservados 
a los servicios públicos. El Consejo de Estado admitiría posteriormente que los planes podrían 
también determinar zonas afectadas a usos diferentes, del mismo modo que establece la obligación 
de fijar las servidumbres destinadas a asegurar el respeto a las disposiciones de ios planes y 
que fija especialmente las condiciones de implantación de las construcciones en cada una de 
las zonas,

Cfr. H. JacouOt y R Priét, Droit de l'urbanisme, .V1 ed.. Parts, Dallo/., 1998. p. 22.
53 Así, el art. 6 del Reglamento de Obras, Servicios y Bienes Municipales establece algunas 

determinaciones de interés, entre otras, fija la superficie, máxima de edificación permitida en 
un área a urbanizar que rro podrá exceder del 50 por 100 del total de su superficie, debiendo 
corresponder como mínimo 50 metros cuadrados por habitante del ensanche o zona urbanizadle; 
se determina también en función del parámetro poblacional la cantidad de metros cuadrados 
de par ques, jardines y áreas de recreo (un mínimo de cuatro metros cuadrados por habitante); 
se anuncian principios de zonificación denominados aquí como de especialización de zonas y 
se determinan las medidas mínimas que hayan de tener las manzanas edificables con el fin 
de garantizar su necesaria aireación y salubridad, así como la anchura de las calles en proporción 
a la altura de las edificaciones; se incorporan principios higiénico-sanitarios, como la necesidad 
de establecer una red de alcantarillado.
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en la que el propietario de suelo es el gran beneficiario de la obra 
urbanizadora en el sentido de que a pesar de que se admite la posi­
bilidad, no preceptiva, de la cesión del terreno para la vía, quedan 
en sus manos los terrenos colindantes que son los que se benefician 
de las plusvalías generadas por la misma.

La evolución de la normativa en este sentido tiende a intentar 
lograr un equilibrio mediante el aumento de las cesiones y el cos- 
teamiento de la obra urbanizadora por parte del propietario o pro­
pietarios del suelo, de tal modo que pueda establecerse el segundo 
método de financiación y obtención de las mismas ideado por Cerdá: 
la reparcelación. Sin embargo, estos procedimientos, al no tener carácter 
obligatorio, se articulan más como un derecho o una posibilidad del pro­
pietario que como una obligación que la Administración pueda imponer; 
la obligación de ceder y urbanizar.

El Reglamento de Bienes y Servicios lleva al ámbito del ensanche 
las técnicas utilizadas para la reforma en el sentido de que permite 
la expropiación por fajas o zonas laterales de las vías nuevas que hayan 
de urbanizarse, así como el establecimiento del procedimiento de 
subasta para la adjudicación de las obras; en definitiva consagra la 
técnica del urbanismo concesional como modo de hacer ciudad.

El procedimiento que se establece para la aprobación de los planes 
de ensanche o extensión, de reforma interior de las poblaciones y de 
los proyectos de saneamiento y urbanización parcial es muy similar.

La iniciativa para emprender cualquiera de estas obras corresponde 
en principio —y con carácter general y obligatorio— al Ayuntamiento 
(art. 3 para los planes de ensanche y extensión, y art. 20 para las obras 
de mejora interior), si bien se da entrada a la intervención de par­
ticulares o sociedades legalmente constituidas para que procedan a 
su redacción y también a la ejecución de los mismos previa autorización 
del Ayuntamiento pero, al igual que establecía la Ley de Expropiación 
Forzosa de 1879 y la de Saneamiento de 1895, la autorización para 
la redacción del proyecto no predetermina que necesariamente vayan 
a proceder a su ejecución.

Una vez aprobados los proyectos, sometidos previamente a un 
período de información pública, se ejecutarán las obras previa subasta 
de las mismas (art. 18 para las de ensanche y extensión, y art. 20 para 
las de reforma interior) siempre y cuando el Ayuntamiento no las lleve 
a cabo por sí mismo en administración o régie (art. 18 para el ensanche 
o extensión, y art. 31 para las de reforma interior). Del art. 18 del 
Reglamento en relación con los arts. 161 a 164 del Estatuto parece 
desprenderse que la realización directa de las obras de los proyectos 
de ensanche y extensión tiene carácter excepcional, operándose con 
carácter general mediante la subasta.
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Uno de los aspectos destacabies de la formulación del procedi­
miento de aprobación de estos renovados proyectos de urbanización, 
cualquiera que sea el espacio físico de la urbe en el que se localicen, 
es el hecho de que la iniciativa parte de Ayuntamientos, empresas 
o particulares; el término propietario no es utilizado. Supone, en este 
sentido, una formulación en la que, por una parte, se deja ver la influen­
cia francesa, que como analizamos en páginas anteriores desplaza al 
propietario de la iniciativa urbanizadora a gran escala, y, de otra, y 
como consecuencia de esta primera apreciación nos devuelve por un 
momento al estado actual del panorama urbanístico español, en el 
que —como analizaremos— se intenta profesionalizar la práctica urba­
nística mediante el desplazamiento de la actividad empresarial y eco­
nómica del titular de la materia prima del proceso: el propietario.

Parece, pues, anunciarse que gran parte de las novedades que las 
legislaciones de las Comunidades Autónomas empiezan a ofrecer no 
son otra cosa que reinterpretaciones actualizadas, o bien de figuras 
y técnicas preexistentes en nuestra tradición histórica, o bien de mode­
los comparados con experiencias previas imitables e imitadas.

La aprobación de los proyectos implica la declaración de utilidad 
pública de los mismos a los efectos de poder iniciar la expropiación 
de los terrenos necesarios para su realización. La expropiación no se 
limita a la planta de las vías, paseos y plazas —es decir, a los espacios 
públicos que se hayan de obtener—, sino que se extiende a las zonas 
laterales de las mismas, extendiéndose el límite mínimo a 25 metros, 
cinco metros más que en la legislación de reforma interior, y con un 
máximo de 50 metros, precisando con detalle el modo en que juega 
esta técnica no sólo en las calles, sino también en las plazas y parques 
o espacios de recreo,

Esta cuestión no debe pasar desapercibida, en el sentido de que 
supone un cierto estado de madurez en el desarrollo de técnicas que 
permitan la creación de espacios públicos que van más allá del estricto 
concepto de viario, es decir, la obtención, en terminología actual, de 
equipamientos, uno de los temas clave del urbanismo contemporáneo, 
como pusimos de reflejo en el desarrollo de los actuales problemas 
del urbanismo francés, y que será estudiado también en el caso español.

Por otra parte, en Francia, la “Ley Cornudet” de 14 de marzo 
de 1919 complementa la regulación sobre los planes de urbanización, 
saneamiento y extensión mediante una reglamentación práctica de las 
parcelaciones (réglementation de la pratique de lotissments) que, como 
tuvimos ocasión de analizar, fueron el modo principal de crecimiento 
de las aglomeraciones hacia el exterior de los cascos antiguos, con 
una tendencia a su multiplicación de forma anárquica en la periferia 
de las grandes ciudades. Para poner fin a esta situación irregular, la 
Ley de 14 de marzo de 1919 preveía mecanismos por medio de los
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cuales las parcelaciones deberían someterse a un proyecto de urba­
nización ai igual que en los municipios, pero estas disposiciones que­
daron como letra muerta, y sería la Ley de 19 de julio de 1924 la 
que intentaría regular estas situaciones mediante el sometimiento a 
autorisation prealable, autorización previa o licencia a las operaciones 
de parcelación. De esta forma nadie podría llevar a cabo la división 
de un terreno en lotes o parcelas destinados a recibir construcciones 
sin haber sometido a la autorización previa de la Administración un 
proyecto que comprendiera un plan de urbanización de parcelación, 
un programa de las obras de viabilidad que se hubieran de ejecutar 
y un pliego de cargas para la venta o alquiler de las parcelas resultantes.

En el mismo sentido, y de forma casi paralela, el Reglamento de 
Obras establece, por una parte, la necesidad de solicitar licencia para 
cualquier obra de nueva planta, reparación o reforma en el suelo o 
subsuelo del casco del término municipal, debiendo presentar para 
su autorización los planos y documentos que indiquen las Ordenanzas 
Municipales (arts. 57 y 59 Reglamento de 1924).

Si bien los términos de la regulación son diferentes, en tanto en 
cuanto el Reglamento del Estatuto se refiere a las obras que se hayan 
de realizar dentro en el interior de la ciudad, el rasgo común —la 
obligatoriedad de solicitud de licencia— se mantiene.

El tratamiento de la regularización de las parcelaciones que abun­
daban en los entornos de los grandes núcleos urbanos se canaliza en 
la legislación española mediante los planes de extensión y los ante­
proyectos de urbanización de zonas de contacto, figuras que pretenden 
regularizar las situaciones creadas al margen de los ensanches y la 
reforma; de este modo, al equiparar a los efectos tributarios y admi­
nistrativos el concepto de ensanche, que es el tradicional español que 
representa el urbanismo “legal” o de planes aprobados durante la 
segunda mitad del siglo xix con los proyectos de extensión (que como 
denominación tienen su origen en la legislación francesa, como aca­
bamos de ver, pero que de hecho en España corresponde al urbanismo 
de parcelaciones en el exterior del ensanche), se pudieron regularizar 
situaciones y ofrecer bases para solucionar problemas vitales de algunos 
municipios españoles como el extrarradio de Madrid.

3) Control y gestión de la ejecución de los proyectos

Las poderosas Juntas de Ensanche, más tarde denominadas Comi­
siones de Ensanche, que, como dijimos, funcionaban como verdaderos 
Ayuntamientos en paralelo instituidas en la legislación de 1864 como 
máximo órgano representante de los propietarios, vieron en cierto 
modo debilitado su poder como representantes de la propiedad con 
la reforma de su composición en la Ley de Ensanche de 1876. Pero,
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a partir de 1892, los propietarios vuelven a tener una importante repre­
sentación en las mismas que se verá respaldada en el Reglamento del 
Estatuto Municipal, si bien, en este caso, a pesar de que su composición 
muestra una clara preponderancia del interés de la propiedad, no es 
preceptiva su creación, sino que ésta depende de la voluntad del muni­
cipio (art. 17 Reglamento). Además, entran en juego para la desig­
nación de los miembros de la misma las recientemente creadas Cámaras 
de la Propiedad Urbana54, aunque, como hemos dicho, la Ley de 1892 
no fue aplicada en todos los ensanches aprobados con posterioridad 
a la misma.

Respecto a los proyectos de mejora interior y saneamiento de las 
poblaciones, existe una figura que bajo una denominación similar a 
la anterior, Comisión sanitaria, controla los procesos de creación, ges­
tión y ejecución de las obras que hayan de realizarse en el interior 
de los cascos urbanos de las poblaciones, si bien su composición y 
control desplazan al propietario de los terrenos del interior, puesto 
que no participan de modo alguno en ellas. Son las Comisiones sani­
tarias central o provincial.

En este sentido, y aunque la creación de las Comisiones de Ensan­
che no sea preceptiva, se observa cómo a pesar de los intentos de 
unificación que el Reglamento de Obras realiza para armonizar los 
mecanismos, técnicas e instituciones que controlan, gestionan y eje­
cutan los procesos de urbanización, la dicotomía ya tradicional en nues­
tro entorno se sigue manteniendo, y los propietarios de suelo mediante 
este tipo de organismos intentan mantener un férreo control de las 
obras de ensanche y extensión de las urbes.

4) Financiación

Ya sea por razones pragmáticas y evidentes —las arcas municipales 
y estatales estaban definitivamente vacías en el momento de aprobar 
el Estatuto—, ya sea por la aprehensión real de un verdadero urba­
nismo de obra pública autofinanciado, el hecho es que el Reglamento 
de 1924 propone un régimen de financiación de las obras de urba­
nización parcial y saneamiento y las de reforma interior de las pobla­
ciones que podríamos calificar de “autoabastecimiento” en el sentido 
de que considera que estas obras deberán nutrirse, por una parte, de 
los ingresos obtenidos por la venta de los terrenos, efectos públicos, 
bienes muebles e inmuebles propiedad de las corporaciones munici­
pales, así como las asignaciones que se incluyan en los presupuestos 
ordinarios y las que se perciban de las contribuciones especiales, aña- * II

54 Vid. al respecto M. Bassols Coma, «El derecho urbanístico de la Restauración a la
II República (1876-1936): crisis de los ensanches y dificultades para alumbrar un nuevo modelo 
jurídico urbanístico», Ciudad y Territorio, El] núm. 107-108, primavera-verano 1996, pp. 53 ss.
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diendo para las obras de reforma interior los beneficios que atribuía 
la Legislación de 18 de, marzo de 1895 reformada por la de 8 de febrero 
de 1907, que hacían referencia al aumento de la contribución territorial.

Parece desprenderse de estos preceptos que el empréstito pasa 
a mejor vida, al menos en el ámbito de la reforma interior.

Sin embargo, y a pesar del esfuerzo unificador del estatuto, de 
nuevo resurge la doble regulación, en el sentido de que las obras de 
extensión y ensanche admiten la contratación de empréstitos, prés­
tamos o emisión de cédulas, continuando con el sistema de la Ley 
de 26 de julio de 1892 pero ampliando las posibilidades de financiación, 
esta vez, al igual que en las de reforma, con la capacidad de disponer 
de contribución es especiales.

e) Sedimentación y solapamiento normativo. Dificultades
de conocimiento de la norma realmente aplicable.
La capacidad de opción

Hasta aquí hemos ofrecido un esquema básico del contenido de 
las legislaciones de ensanche y reforma interior y expropiación forzosa 
que se suceden desde mediados del siglo xix hasta la segunda década 
del xx. Esta presentación conceptual destinada a la precisión y deli­
mitación de las principales novedades que las leyes aportan en el ámbito 
del crecimiento y la reforma urbanas parecen en principio, y a la vista 
de la exposición, funcionar como compartimentos estancos. Nada más 
alejado de la realidad. El proceso legislativo de las normas, hasta el 
momento analizadas de forma separada, se caracteriza por su carácter 
sedimental, no derogatorio, y por una interrelación confusa y equívoca 
basada, por una parte, en la capacidad de opción de las administraciones, 
particulares o empresas en la elección de un determinado régimen jurídico 
respaldado por una u otra norma y, de otra, en el polémico carácter 
supletorio de la Legislación de Expropiación Forzosa de 1879.

Es preciso conocer, por tanto, cuáles son los períodos de existencia 
pacífica de una única norma y los de convivencia de una multiplicidad, 
así como la dificultad o la ambigüedad del conocimiento de la norma 
realmente aplicable y las modulaciones llevadas a cabo, en este sentido, 
por la jurisprudencia.

1) Claridad del período 1864-1879. El reinado del ensanche

La aprobación de la primera Ley sobre Ensanche de Poblaciones 
de 29 de junio de 1864 y su Reglamento de desarrollo de 25 de abril 
de 1867 suponen la inauguración oficial desde una perspectiva legis­
lativa (pues los primeros Planes de Ensanche habían sido aprobados
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con anterioridad a la promulgación de las normas en 1857 para Bar­
celona y en 1860 para Madrid^ 1861 para San Sebastián) de la primera 
época de los ensanches españoles, en los que existe una convivencia 
que podríamos calificar de pacífica y dorada, en el sentido de que 
al ser la norma pionera no admite lugar a dudas en cuanto a los pre­
ceptos aplicables.

La reforma de la primera Ley de Ensanche por medio de la Ley 
de 22 de diciembre de 1876 y su Reglamento de 19 de febrero de 
1877 lleva a cabo una derogación expresa de su precedente (art. 23), 
articulando, por una parte, algunas disposiciones transitorias que per­
miten la aplicación retroactiva de la misma, no sólo en el período 
anterior a la aprobación de la primera Ley de Ensanche de 1864, sino 
retrotrayendo sus efectos incluso a momentos anteriores, permitiendo 
la división en zonas parciales de los proyectos aprobados antes de la 
Ley de 29 de junio de 1864 (Madrid, Barcelona y San Sebastián).

De otra parte, admite en su artículo transitorio la aplicación de 
los criterios y procedimiento de evaluación de los terrenos a expropiar 
en el ámbito del interior de las ciudades (arts. 11, 12, 13), suponiendo, 
en este sentido, una extralimitación en cuanto a su ámbito de aplicación 
que es en principio y de forma exclusiva el ensanche de las pobla­
ciones 53.

Hasta aquí los problemas interpretativos que se plantean no son 
de gran calado: la Ley de 1876 deroga expresamente la primera Ley 
de Ensanche de 1864, intentado armonizar el régimen jurídico de los 
proyectos o planes de ensanche aprobados hasta el momento.

2) Solapamiento normativo a partir de la aprobación
de la Ley de Expropiación Forzosa de 10 de enero de 1879

Es la aprobación de la Ley de Expropiación Forzosa de 10 de enero 
de 1879 la que mayores dudas interpretativas ofrece y de cuya diferente 
apreciación por parte de la jurisprudencia y la doctrina se desprenden 
conclusiones y teorías que transforman en gran medida el modo de 
valorar los posibles modelos urbanísticos coexistentes o supletorios que 
la legislación decimonónica admite.

En efecto, aparentemente y en principio la Ley de Expropiación 
de 1879 es directamente aplicable en las expropiaciones necesarias para 
la mejora, saneamiento y ensanche interior de las poblaciones (art. 45).

La interpretación tradicional y mayoritaria de este principio con­
duce al entendimiento de que las obras a las que afecta son las que 55

55 Veremos cómo en adelante este tipo de inmiscusiones serán bastante comunes com­
plicando la dilucidación del régimen aplicable.
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se inscriben en el casco antiguo de la ciudad, y apoyando esta tesis 
el art. 107 del Reglamento de Expropiación Forzosa establece que 
las expropiaciones necesarias para llevar a cabo el proyecto de ensanche 
de una población se verificarán con arreglo a lo prescrito en la Ley 
de 22 de diciembre de 1876 y su Reglamento de desarrollo de 19 de 
febrero de 1877.

Si bien, cabría proponer tres precisiones en cuanto a esta con­
sideración general de claridad tan sólo aparente.

Por una parte, y como ya mencionamos en páginas anteriores, el 
ambiguo e indefinido concepto de ensanche interior deja un amplio 
margen de apreciación de la Ley en cuanto que no contiene una defi­
nición de un concepto que parece estar a caballo entre el ensanche 
y la reforma interior y que será de aplicación en los dos ensanches 
de Pamplona desde el punto de vista normativo y en el ensanche de 
Tarragona desde una perspectiva física, pues se enclava en los terrenos 
todavía vacantes situados intramuros.

Por otra parte, la jurisprudencia muestra algunos ejemplos en los 
que o bien fue de aplicación la Ley de Expropiación Forzosa de 1879, 
o deja a los propietarios la capacidad de optar por la aplicación de 
la Ley de Ensanche de 1876 o la de Expropiación Forzosa .
^ El tercer supuesto planteado es aún más rígido, puesto que las 
Scntencias^ del Tribunal Contencioso-Administrativo de 30 de mayo 
y 9 de junio de 1892 establecen la apllcabilidad de la Ley de Expro­
piación Forzosa en los ensanches de poblaciones, derogando en este 
sentido los referidos preceptos de la Ley de 1876.

En efecto, estas sentencias establecen que las expropiaciones en 
la zona de ensanche se rigen, ante todo y en primer lugar, por la Ley 
general de 10 de enero de 1879, derogatoria de la de 22 de diciembre

En efecto, en relación al primer caso planteado, el Real Decreto de 26 de febrero 
de 1885, que resuelve sobre las diferencias de valoración de una finca que debió ser expropiada 
para el ensanche de la calle Sevilla, resuelve en aplicación de la Ley de Expropiación Forzosa 
de 1879. '

.. K!' <:uar,t0 a la rapacidad de opción entre, una u otra norma, una Real Orden de 10 
de junio de 1880 establece que, confirmando una providencia dei gobernador de Barcelona 
telativa a ia legislación aplicable a un asunto, habiéndose incoado este expediente en 17 de 
abril de 1877, ha debido ajustarse su tramitación a lo que prescriben los arts. 11. 12 y 13 de 
la Ley de 22 de diciembre de 1876 sobre Ensanche de Poblaciones, pues aunque su artículo 
transitorio consigna que sólo regirá hasta la promulgación de una Ley de Expropiación Forzosa, 
la de 10 de enero de 1879, en su art. 64, dispone que los expedientes en curso se tramitarán 
por las disposiciones legales anteriores, a menos que las partes interesadas opten por las nuevas; 
y como en el caso actual no existe tal acuerdo, no ha lugar a lo que indica dicho art. 64^ 
y procede desestimar el recurso y declarar firme en esta parte ia orden apelada. En este caso, 
las partes no deciden optar por la aplicación de la Ley de Expropiación Forzosa de 1879, pero 
como deja ver bien claro la Real Orden, sensu contrario, admite la posibilidad de su aplicación 
si las partes interesadas hubieran optado por ella.
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de 1876, en cuanto que sea contraria a ella, del Reglamento de 19 de 
febrero de 1877y del de 13 de junio del citado año 187957.

57 Estas importantísimas sentencias recayeron en el expediente de apertura de la calle 
Velázquez de Madrid. Hallándose esta vía en la zona de ensanche, debía desembocar en la 
calle de Alcalá, frente a la estatua del general Espartero. El Ayuntamiento acordó la apertura 
completa de la nueva calle, y la Comisión de ensanche convocó a los propietarios interesados 
a la reunión de que habla el art. 31 del Reglamento de 19 de febrero de 1877. Celebróse 
ésta el 16 de julio de 1884 sin que concurriera uno de ellos, don Antonio Aguirre, el cual 
no se conformó con el precio que se había fijado a sus terrenos y que, en definitiva, aceptó 
el gobernador de la provincia. La providencia del mismo fue apelada ante el Ministerio de 
la Gobernación que, previa consulta al Consejo de Estado en pleno y de acuerdo con tan alto 
Cuerpo, expidió Real Orden en la que, después de consignar que la legislación aplicable al 
caso era solamente, la de ensanche y no la de expropiación forzosa, se declaró competente 
para resolver y desestimó la alzada. Recurrió el propietario de los terrenos expropiados en 
vía contenciosa y el Tribunal de este orden falla con vista de los arts. 10 de ia Constitución, 
11 y 16 do la Ley de Ensanche de 1876, 31 y: 32 del Reglamento para su ejecución de 19 
de febrero de 1877, y los arts. 10, 30, 31, 34 y 65 de la Ley de Expropiación Forzosa y 107 
de su Reglamento, resolviendo en los siguienles términos:

«(...) Considerando: respecto de la cuestión esencial del pleito, o sea, de si la expropiación 
de la finca de don Antonio Aguirre debió regirse por la Ley especial de Ensanche de Poblaciones 
de 22 de diciembre de 1876, o por la general de Expropiación Forzosa de 10 de enero de 
1879, que si bien por tratarse de un inmueble que cierra y termina por la calle Alcalá, la 
de Velázquez, enclavada en la zona de ensanche de Madrid, y aun cuando ésta se haya ya 
unida a la población, parece que debieran serle aplicables los preceptos que al ensanche se 
refieren, hay que tener en cuenta para estimar lo contrario que Sa Ley especial de Ensanche 
de 1876, cuyo principal objeto fue facilitar y fomentar las construcciones en parajes en que 
no existieran, es de fecha anterior a la de expropiación forzosa, y que esta ley posterior, dictada 
para el desarrollo y cumplimiento del precepto contenido en el art. 10 de la Constitución de 
la Monarquía, es de carácter general y pertinente en todos los casos en que se trate de la 
propiedad inmueble, según la terminante disposición de su art. 1.

Considerando: que por ello, el admitir la aplicación única o preferente de la Ley de Ensanche 
equivaldría a destruir las garantías que la de 10 de enero de 1879 consignó en salvaguardia 
del sagrado derecho de propiedad y la infracción manifiesta de un precepto constitucional.

Considerando: que, entre otras demostraciones que pudieran hacerse de este aserto, existe 
como principal la de que si se prescindiera de la Ley referida en eJ justiprecio del inmueble 
expropiable, y en especial de la disposición contenida en su art. 34 que limita las facultades 
de los gobernadores de provincia para determinar precio entre el mínimum y el máximum señalado 
por los peritos de las partes expropiante y expropiada, podría darse el caso inadmisible de 
que sin que cupiese exacción de responsabilidad, aquellas autoridades fijasen cantidades noto­
riamente exiguas o excesivamente altas como precio abonable sin más razón que su opinión 
arbitraría.

Considerando: además que la Ley de Expropiación Forzosa en su art. 65 derogó todas 
las leyes, decretos, reglamentos u órdenes contrarias a la misma, a cuyo precepto derogatorio 
hay que someter, por tanto, en primer término, no sólo las disposiciones que se la opongan 
del cap. V del Reglamento de 13 de junio de 1879, sino también las de la Ley de 22 de diciembre 
de 1876 y su Reglamento de 19 de febrero de 1877.

Y considerando en virtud que, por haberse prescindido de ia Ley de Expropiación Forzosa 
en la instrucción y resolución del expediente para expropiar a D. Antonio Aguirre la parte 
de solar y fábrica del inmueble de su propiedad sobre que versa el pleito, adolece dicho expediente 
de un vicio sustancial que lo invalida.

Fallamos que debemos declarar y declaramos: primero, que ia instrucción y resolución 
del expediente para la expropiación de la finca de D. Antonio Aguirre ha debido ajustarse 
a los preceptos de la Ley de Expropiación Forzosa de 1879; segundo, que por no haberse 
cumplido aquellos preceptos, es nulo todo lo actuado en el referido expediente, en perjuicio
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Los principales comentarios que pueden hacerse en virtud de estas 
importantes sentencias que hasta el momento no parecen haber sido 
apreciadas o valoradas por la doctrina que ha estudiado el urbanismo 
decimonónico español con mayor profundidad son las siguientes:

De una parte se produjo una derogación de la Ley de Ensanche 
de 1876 en materia de expropiación, en lo que era contradictorio con 
la Ley de Expropiación Forzosa de 10 de enero de 1879, que implicó 
la supremacía de ésta sobre la de ensanche y la negación, en con­
secuencia, de su carácter supletorio. Pero a pesar de esta sentencia, 
el momento de su aparición —algo tardío, 1892-— hace que no se pro­
duzca una revisión de todos los procesos anteriores. Existió un voto 
particular en contra de las afirmaciones de la misma por el que se 
desestimaba la preponderancia de la Ley de Expropiación Forzosa fren­
te a la Ley de Ensanche de 1876. Por último, el desconocimiento de 
todos y cada uno de los expedientes de ensanche implica el desco­
nocimiento de la ley que efectivamente fue aplicada; por esta razón 
no pueden llevarse a cabo generalizaciones ni en un sentido ni en 
otro y, en mi opinión, quizá lo más prudente sea mostrar estos casos 
ya sea como excepciones o como reglas generales pero que en cierta 
medida desvirtúan pronunciamientos categóricos y generalizantes que 
en cuanto a los resultados finales puedan ser ciertos, pero que no deben 
subestimar las puntualizaciones y observaciones que se puedan alegar 
a los mismos, pues también se podría generalizar desde esta nueva 
perspectiva poco estudiada hasta el momento.

Unos meses más tarde a la publicación de estas dos importantes 
sentencias se lleva a cabo la tercera reforma de las Leyes de Ensanche 
concebidas en principio para Madrid y Barcelona, quedando derogada 
de forma expresa en ambos casos la Ley de Ensanche de 1876 * 58, hacién­
dose posible su aplicación a otras ciudades españolas por Real Orden 
del Gobierno mediando informe del Consejo de Estado (de hecho nos 
consta que la aplicación de esta norma se extendió a Bilbao por Real 
Orden de 12 de mayo de 1909 en ¡a que se dispone la aplicabilidad 
de la Ley de Ensanche de 1892) siempre y cuando éstas lo solicitaran.

Por otra parte, el capítulo VIH del Reglamento de la Ley de Ensan­
che de 31 de mayo de 1893 establece la posibilidad de elección en 
los expedientes incoados antes del 1 de junio del año anterior para 
ocupar o expropiar inmuebles, entre la aplicación de la Ley de 26 
de julio de 1892 o la Ley de 22 de diciembre de 1876. En este sentido, 
la Real Orden de 25 de abril de 1902 confirma que la legislación apli­

de los derechos del demandante. Y en su consecuencia revocamos la Real Orden de 18 de 
septiembre de 1890 en cuanto se oponga estas declaraciones y en los extremos de la misma 
que haya sido objeto del presente litigio» (Sentencias de 30 de mayo y 9 de junio de 1892).

58 Art t: «Los ensanches de Madrid y Barcelona se regirán en lo sucesivo por la presente 
Ley. Quedará derogada para ambos ensanches la Ley de 22 de diciembre de 1876».
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cable a los expedientes del ensanche de Madrid y Barcelona incoados 
con anterioridad al 1 de junio de 1892, mediante la resolución de un 
recurso de alzada en e! que estima que «aquellos propietarios que 
optaron por la aplicación de la Ley de Ensanche de 1876 serán los 
preceptos de ésta y sus concordantes y complementarios los que deban 
aplicarse y que los que con arreglo a ella y sus concordantes se entablen, 
han de ser Jos que entonces estaban autorizados, o sea los de la Ley 
municipal, y deben resolverse por las autoridades competentes, según 
ella, esto es, por los gobernadores».

Es decir, a pesar de la vigencia de la Ley de 1892 en Madrid y 
Barcelona, y en aquellos Ayuntamientos de circunstancias análogas que 
así lo reclamasen, en el ámbito expropiatorio sería el interesado, el 
expropiado, el sujeto con capacidad para optar entre la aplicación de 
la ley en principio vigente o la anterior que, como vimos, parecía haber 
sido derogada expresamente (art. 1 de la LE de 1892). Por tanto, en 
un mismo período y en una misma ciudad podrán coexistir expedientes 
tramitados bajo diferentes normas.

Del mismo modo que en la Ley de Ensanche de 1876, su sucesora 
de 1892, en contraposición con la jurisprudencia anteriormente citada, 
establece la aplicación de la Ley de Expropiación Forzosa con carácter 
supletorio 59.

Coexistencia, pues, de tres normas: las Leyes de Ensanche de 1876 
y 1892 y la Ley de Expropiación Forzosa de 1879.

La Ley de 1.8 de marzo de 1895 y su Reglamento de 15 de diciembre 
de 1896 parecen rizar aún más el rizo en el sentido de que, por una 
parte y en primer lugar, establecen que se regirán por las disposiciones 
de la Ley de 10 de enero de 1879 las obras de saneamiento o mejora 
interior de las poblaciones que cuenten con más de 30.000 almas, a 
los efectos de la declaración de utilidad pública (arts. 2 y 11 LEF de 
1879), pero añaden en el artículo siguiente que las expropiaciones nece­
sarias para las obras comprendidas en el anterior precepto se regirán 
por la Ley de 10 de enero de 1879, por la Ley de 26 de julio de 1892 
y por las de la presente (Ley de 18 de marzo de 1895) en cuanto 
completen, reformen o deroguen las anteriores.

De nuevo observamos la extensión del ámbito de la aplicación de 
la Ley de Ensanche de 1892 en los procesos de saneamiento y mejora 
interior, aunque de forma supletoria pero que, sin duda alguna, con­
duce a cierta confusión en el sentido de que es una norma prevista 
para el ensanche y no se establecen de forma expresa los preceptos 
que son de aplicación, sino que simplemente serán aquellos que no 
se opongan o no deroguen la Ley de Saneamiento de 1895.

39 Art. 1: «Las disposiciones de la Ley común sobre Expropiación Forzosa sólo podrán 
ser aplicadas en el ensanche en Sos casos no previstos en la presente Ley y con el carácter 
de supletorios».
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A sensu contrario, existe al menos un caso conocido en que para 
la realización de las obras del ensanche fueron de aplicación los pre­
ceptos de la Ley de 18 de marzo 1895 el segundo ensanche de Pamplona 
fue realizado al amparo de esta normativa como demuestra el estudio 
de Allí, hasta ahora inédito sobre los ensanches, y la obra de Ordeig 
Corsini 60, que analizaremos con detalle a continuación.

Estas ambigüedades e imprecisiones, analizadas desde la perspec­
tiva de la técnica legislativa empleada, ofrecen resultados prácticos, 
que de nuevo la legislación intentará enmendar en algunos casos y 
que ponen en evidencia el alejamiento existente entre la práctica urba­
nística decimonónica española y la confusa realidad legislativa. Pri­
meros precedentes o síntomas de una patología que en ciertos aspectos 
sigue siendo constante en el panorama urbanístico actual 61.

W J- M- Ordeig Corsini, Diseño y normativa en ¡a ordenación urbana de Pamplona 
(1770-1960), Pamplona, Gobierno de Navarra, 1992; J. C. Allí', Los ensanches, estudio inédito 
que generosamente me proporcionó el autor para ia realización de esta investigación.

6J En efecto, la Real Orden de 10 de noviembre de 1896, que modifica el Reglamento 
de Ensanche de 31 de mayo de 1893 que resuelve el expediente instruido con motivo de [as 
expropiaciones para el ensanche de Madrid, pone en evidencia que para ejecutar el Plan de 
Ensanche de Madrid se incoaron y siguieron muchos expedientes de expropiación, de los cuales 
156 fueron resueltos por el Ayuntamiento de Madrid en el sentido de indemnizar a ios propietarios 
de los terrenos utilizados para vía pública con cantidades más o menos cuantiosas, pero en 
varios casos distintas de Jas aceptadas por los dueños o con éstos convenidas y superiores a 
ellas. Consta también que se acordó a favor de los interesados el abono de intereses del 4 
por 100 del precio de indemnización desde que los terrenos respectivos quedaron a disposición 
de la autoridad, y no desde que la misma tomara posesión de ellos; y que después de promulgada 
la Ley de 26 de julio de 1892 el Ayuntamiento menospreció sus prescripciones y resolvió los expedientes 
prescindiendo de lo que este texto previene.

La Real Orden de 10 de noviembre de 1896 intenta poner fin a estas situaciones sus­
pendiendo los acuerdos de indemnización relativos a estos expedientes y estableciendo que la 
Comisión de Ensanche para sus propuestas y el Ayuntamiento para sus resoluciones tendrán 
que atenerse, en debida observancia y cumplimiento de la Ley, a cuanto el Consejo expone 
en el cuerpo del dictamen que comentamos y muy particularmente al tratar de la tramitación 
que ha de darse a los expedientes.

Es, pues, una llamada al orden, tanto a las Comisiones de Ensanche representantes de 
ios propietarios como al Ayuntamiento que aprueba las propuestas para la apertura de nuevas 
vías en el sentido de enderezar prácticas urbanísticas que implicaban ¡a apertura sin orden 
de vías con independencia del rango de las mismas, así como en el otorgamiento de los beneficios 
prematuros en cuanto a !a consideración del momento en que hayan de comenzar a cobrarse 
los intereses por el pago del justiprecio.

Parece, pues, desprenderse de esta Real Orden la situación de anarquía, o al menos la 
inexistencia de un control riguroso en la ejecución de las obras de ensanche.

De este modo, y para evitar ulteriores perversiones del sistema como la acontecida en 
los expedientes a los que la Real Orden afecta, se establece la necesidad de que la fecha para 
el comienzo del cobro de los intereses anuales del 4 por 100 de la cantidad en que resulte 
valorada la mitad no cedida al Ayuntamiento empiece a contar desde el momento en que éstos 
se ocuparon materialmente en función de lo establecido por el art. 4 de la Ley de Ensanche 
de 26 de julio de 1892. Asimismo establece la obligatoriedad de seguir el orden establecido 
por la Ley en cuanto al pago de las indemnizaciones y la apertura de calles, en el sentido 
de la realización de obras de explanación y urbanización de calles, plazas o trayectos parciales
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El desorden normativo y el solapamiento entre normas sirvieron 
como pretexto —o quizá fueron la causa— de la perversión de los 
procedimientos y de la inaplicación de las mismas, incluso por los Ayun­
tamientos —como acabamos de ver—, pero en otros casos sirvieron 
para extender los beneficios y procedimientos concesionales de la legis­
lación de saneamiento para el ensanche de la población.

Sin embargo —-y a pesar de la precariedad de la normativa, de 
su alejamiento parcial de la doctrina cerdiana, de la forma en que 
toman o picotean de la legislación francesa y del pensamiento eco­
nómico cerdiano para crear una legislación sui generis—, la técnica 
de los ensanches triunfó, independientemente del procedimiento uti­
lizado para obtener las vías y equipamientos y de los métodos más 
o menos públicos, concesionales o privados empleados para su eje­
cución. Es preciso, pues, detenerse, al igual que hicimos en el caso 
francés, en el modo en que se extendió la técnica de los ensanches 
y adentrarnos someramente en los distintos sistemas de ejecución 
empleados en función de las características propias de cada ciudad 
en que se plantea y del momento histórico en el que se ejecutan para 
analizar, seguidamente, algunos procesos de reforma interior y así lle­
var a cabo un análisis de conjunto de ambas técnicas de la mano de 
la más prestigiosa doctrina que hasta el momento hemos querido des­
plazar en cierto modo para dejar la normativa al desnudo sin prejuicios 
y valoraciones de unos y otros.

B) Implantación y extensión del modelo 

a) Los prototipos. Barcelona y Madrid

La aprobación de los primeros proyectos de ensanche de pobla­
ciones con anterioridad a la publicación de una normativa que los res­
paldara ponen de manifiesto cómo estas primeras experiencias pioneras 
actúan a modo de "jurisprudencia administrativa" en el sentido de 
que, por una parte, sientan un precedente para la normalización o 
extensión de este sistema propio y singular del urbanismo español en 
otras ciudades y, de otra parte, condicionan en gran medida el con­
tenido de la normativa que se aprobará para dar a estos proyectos, 
en principio singulares, un carácter oficial y extensible al resto de pobla­
ciones que lo requieran.

En efecto, la autorización para llevar a cabo los primeros proyectos 
de ensanche no emana de la misma norma, sino que es producto de * 62

de vías, prohibiendo el inicio de la ocupación y ejecución de Jas obras del segundo grupo (arts. 6 
de la Ley y 24 del Reglamento) hasta que no hayan sido concluidas las del primero.

62 L. Coudroyde l.iur., ¡.‘ensanche de población en Espagne..., op. cit, p. 252.
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autorizaciones individuales concedidas a cada ciudad, en ocasiones pol­
los municipios que la solicitan, en otras por el Gobierno que insta 
a su elaboración (Barcelona y Bilbao encajan en el primer caso, Madrid 
en el segundo) y que responde también a causas diferentes.

Así, la autorización para llevar a cabo el proyecto de ensanche 
de Barcelona proviene de la Real Orden de 1854, que autoriza la des­
trucción del recinto amurallado que rodeaba la ciudad, al igual que 
en San Sebastián (Real Orden de 17 de marzo de 1861 que desclasifica 
la ciudad como plaza fuerte). Para el caso de Bilbao el problema del 
ensanche o la extensión de la ciudad se plantea en términos de exten­
sión de los límites del municipio que permitiera la absorción de las 
parroquias colindantes, especialmente la de Abando.

Una vez aprobada la primera Ley de Ensanche de 1864, las jus­
tificaciones para su realización y la declaración de utilidad pública de 
los proyectos, a los efectos de la expropiación de los terrenos necesarios 
para obtener las vías, vienen implícitas con la aprobación de los mismos, 
sujetas a las prescripciones y formalidades de procedimiento necesa­
rias 63.

Los ensanches que se estudian en este epígrafe (los prototipos) 
presentan una gran homogeneidad de concepción que puede ser expli­
cada por los modelos o las representaciones urbanas dominantes en 
esta época. Pero este estudio pone sobre todo en evidencia el papel 
fundamental ejercido por la Administración central. La legislación de 
1864-1867 no determina en medida alguna las características urbanís­
ticas de los ensanches: es la Administración central la que impone 
desde finales de 1850 ciertas normas. La Comisión Consultiva de Cami­
nos Canales y Puertos es la institución clave para su establecimiento.

El documento fundamental del procedimiento no es el proyecto 
de ensanche sino el programa que determina las condiciones del con­
curso. Propuesto por la municipalidad, corresponde ciertamente a una 
estructuración de competencias comunales en el campo del urbanismo. 
Pero es también por medio de este documento por el que las ins­
tituciones centrales imponen ciertas normas urbanas y sobre todo una 
cierta concepción técnica de la obra urbanizadora. Estas concepciones 
son más próximas a las expresadas por Cerdá en el anteproyecto del 
ensanche de Barcelona que en los programas dados al mismo tiempo 
por el municipio de la Ciudad Condal.

Coudroy de Lille afirma que es muy difícil conocer de qué modo 
se realizaron los ensanches; es decir, si se siguieron los mecanismos

“ De esta forma se aprobarían sucesivamente los proyectos de ensanche de: Barcelona 
(1860), Madrid (1860), San Sebastián (1864), Bilbao (1877), Santander (1877), Matará (1877), 
Alcoy (1879), Gandía (1879), Laredo (1880), La Comña (1883), Tortosa (1885), Valencia (1886)’ 
Alicante (1893) y Sabadell (1893). Lista realizada por Coudroy de Lille, op. cií., p. 31.
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establecidos por las Leyes de Ensanche o se optó, posteriormente (a 
partir de 1879 y con la Ley de 1895), por una agilización de los mismos 
mediante el empleo de técnicas expropiatorias en profundidad al igual 
que en el modelo francés de reformas de Haussmann.

Del mismo modo que la mayor parte de la doctrina —siguiendo 
siempre las laboriosas y concienzudas investigaciones de Bassols— afir­
ma que estas obras fueron beneficio y control absoluto de la burguesía 
y los propietarios.

Tomando como base los ejemplos de Barcelona y Madrid, estas 
generalizaciones pueden resultar excesivas y peligrosas, pues como 
hemos visto, por una parte, la negación de toda virtualidad de la Ley 
de Expropiación Forzosa no es cierta —la jurisprudencia lo ha venido 
a demostrar— y, de otra, hay un dato que resulta de interés y que 
otros autores han puesto de relieve y es el hecho de que la verdadera 
agilización de las obras de los dos grandes ensanches, Madrid y Bar­
celona, y la aprobación de otros planes de menor envergadura se inicia 
a partir de 1880: ¿casualidad y coyuntura económica o causalidad y 
aprehensión de los mecanismos concesionales trabados por la Ley de 
Expropiación Forzosa de 1879?

Esta fecha, también posterior a la aprobación de la segunda Ley 
de Ensanche de Poblaciones de 1876, marca un cambio en el control 
de la ejecución de las obras por los propietarios mediante las poderosas 
Juntas de Ensanche que se verá reducido mediante Ja reconfiguración 
de éstas bajo la denominación de Comisiones de Ensanche y en las 
que no se da cabida a la participación de los propietarios de terrenos, 
ejerciendo en este sentido la municipalidad un mayor control en el 
proceso de ejecución de las obras y —lo que es más importante 
en la determinación del justiprecio de las expropiaciones.

Por esta razón, intentaremos profundizar o señalar algunos pro­
yectos de ensanche estudiados recientemente que rompen con el mono­
polio ejemplificador e identificativo del ensanche con las ciudades de 
Madrid y Barcelona.

La marginación del control del proceso de los ensanches en su 
fase ejecutiva y edificatoria por parte de la Administración municipal 
se verá modulada en ciertos casos. En algunos por la superficie de 
terrenos públicos que el Estado o los municipios aportan para el 
desarrollo del ensanche; en otros, por la utilización de sistemas con­
cesionales que permiten un control en la adjudicación de la ejecución 
y su realización por parte de “profesionales” ajenos en principio a 
la propiedad del suelo.

Quizá el gran triunfo de los ensanches radica en su elasticidad y 
adaptabilidad, en el sentido de que la forma en que es concebido per­
mite la utilización de diferentes mecanismos para su ejecución, de tal
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modo que se erige en un instrumento adaptable a las circunstancias 
de cada ciudad o población que los aprueba y hace uso de ellos de 
diferentes modos. La opción por mecanismos de ejecución más o menos 
públicos o privados, al ofrecerse en cierto sentido como un menú a 
la carta en las diferentes legislaciones, permite la elección en cada 
población del modelo o el sistema que más se ajuste a sus posibilidades 
económicas y necesidades poblacionales. Veamos algunos de estos pro­
yectos.

1) Barcelona

La polémica aprobación del proyecto de ensanche de Barcelona 
de Ildefonso Cerdá por Rea! Orden de 7 de junio de 1859 pone en 
marcha el proceso de lenta ejecución y progresiva deformación y satu­
ración edificatoria que lo caracterizan, fruto de la dcsregulación y la 
ineficacia del Ayuntamiento barcelonés para impedir la lenta, pero 
constante, saturación de las manzanas inicialmente previstas, que coad­
yuvan a la producción de este nuevo espacio urbano concibiéndolo 
como centro de especulación, de obtención de pingües beneficios.

Gómez-Ordóñez 64 establece una secuencia de operaciones en las 
que puede dividirse la ejecución del proyecto que suponen tres maneras 
diferentes de concretarse en una gestión urbanizadora los intereses 
territoriales, dividiendo la realización del ensanche en tres etapas' 
1860-1880, 1880-1905, 1905-1925.

La primera fase sería la que abarca los años 1860 a 1880, en los 
que las operaciones de urbanización están destinadas a la afirmación 
de la extensión territorial y en la que destaca ante todo la realización 
de una serie de obras públicas S5 ajenas en principio a las obras de 
ensanche pero que «resultan los soportes que por su cuantía y loca­
lización coadyuvan de manera fundamental a que la extensión de la 
ciudad concebida por Cerda pase de ser un llano rural urbanizable 
a ser un vacío urbano por construir».
^ Un primer campo de pruebas en cuanto a la eficacia del Plan de 
Ensanche es la urbanización de los terrenos del glacis. Dejados libres 
tías la destiucción de las murallas, fue ésta una de las operaciones 
que con mayor rapidez se consolidó, debido a dos factores fundamen­
tales: por una parte, su localización estratégica, pegada al casco antiguo 
de la ciudad; de otra, la propiedad pública de los terrenos que per-

J' I- GóMEZ-.OftDáfJBZ, «La construcción dd ensánche», en M. SoM-Morales fdir > 
op. cit. y

fiS Eníre !as destaca la construcción del camino Sants-Las Corta desde las carreteras 
de Madrid y Barcelona, la prolongación y explanación de la carretera de San Cugat, la construcción 
de vanas transversales de Mayor a Gracia, la construcción de! ferrocarril Barcclona-Sarriá pasan­
do por Gracia {op. cit., p. 72).
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mitiría una agilización de los trámites y de las actuaciones que no 
es posible en el resto de los terrenos del ensanche en los que la frag­
mentación parcelaria es mucho mayor.

El ensanche, pues, comienza sus primeras experiencias con dos 
grandes operaciones: una primera enmarcada en el terreno de las obras 
públicas, la segunda, una operación urbanística ideal; el hecho de que 
los terrenos estén en manos públicas son el acicate para poder per­
feccionar la operación de forma sencilla y poco costosa, evitando los 
principales escollos que se plantearán en etapas posteriores: el alto 
coste de las expropiaciones y las dificultades de obtención de las vías 
mediante cesiones.

Por otra parte, se inicia la construcción de las primeras casas del 
ensanche llevadas a cabo o bien por propietarios privados o por socie­
dades inmobiliarias. La compleja instrumentación técnica del plan de 
Cerda será la que permita que el ensanche se inicie sólo con iniciativa 
privada 6ft.

El 14 de septiembre de 1860, Isabel II coloca solemnemente la 
primera piedra del ensanche. Permanyer 67 pone de relieve cómo real­
mente se trataba de la construcción de la primera casa propiedad de 
Manuel Gibert, realizada por el arquitecto Oriol Mestres.

Este tipo de iniciativas individuales de la burguesía catalana, que 
después se extenderían como moda y símbolo de un auge económico 
y social también a la aristocracia, ponen de reflejo, por una parte, 
el hecho de que los inicios de la urbanización y edificación del ensanche 
corren a cargo de una iniciativa privada poco profesionalizada y cen­
trada en un primer momento en el carácter representativo y simbólico 
de la construcción como vivienda unifamiliar. De otra parte y en un 
segundo momento, supondría la aprehensión y toma de conciencia del 
negocio especulativo e inmobiliario que podían encerrar este tipo de 
operaciones, desde dos puntos de vista: la especulación sobre el valor 
del terreno sin edificar, que induce a la creación de situaciones, de 
expectativas de revalorización de los solares sin promover la edificación 
de los mismos, y, de otra, el negocio inmobiliario en sentido estricto 
entendido como la construcción de casas de renta.

En efecto, parece que en los primeros años desde la aprobación 
del plan Cerdá las iniciativas eran pocas, singulares y —lo que es más

“ En este sentido J. Busquets (Barcelona, evolución urbanística de una ciudad compacta, 
op. cit, p. 11) destaca la concienzuda labor de preparación del terreno que llevó a cabo Cerda , 

pues realizó 28 planos cuarterones denominados “planos particularlos” a escala 1/500 en los 
que se sitúa con gran precisión el trazado, los límites de la propiedad y la topografía, com­
plementando este enorme esfuerzo con unos perfiles transversales que le permiten establecer 
las rasantes definitivas. El trabajo del dibujo se acompaña de una definición exacta de los pro­
pietarios de cada manzana, a los que dará información necesaria «para que puedan actuar de 
forma independiente».

67 Ll. Permamyer, Historia del Eixample, Barcelona, Plaza y Janés Editores, 1990, pp. 95 ss.
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interesante— dispersas en el ámbito marcado por el plan, como es 
el caso de la construcción de los cuatro chaflanes que constituyen el 
cruce de las calles Consell de Cent y Roger de Lluria, iniciada el 19 
de diciembre de 1863 por Josep Cerdá y Soler (que no tenía ningún 
vinculo familiar con Ildefonso Cerda), que fue finalizada en 1864 pero 
cuyo éxito desde el punto de vista inmobiliario fue nulo; ningún inqui­
lino quiso instalarse allí. 5 M

Tras estas primeras iniciativas individuales localizadas comienza 
a producirse un fenómeno asociativo de creación de sociedades cons­
tructoras, entre las que destacan El Ensanche y Mejora de Barcelona 
y el bomento del Ensanche, que se dedicaban a la compra-venta de 
terrenos y a la construcción de casas por cuenta propia o ajena que 
inician su andadura en 1864 pero que no tendrían ningún éxito'eco­
nómico. Estas sociedades pudieron suponer el inicio de una verdadera 
protestonalización de la ejecución de la obra urbanizadora despegada 
de alguna manera de la propiedad fundiaria, pero que la crisis general 
de 1866 paralizo de forma casi definitiva.

CoROMiNAs bS pone de relieve cómo estas sociedades controlaban 
alrededor de unas 57 hectáreas de la zona que se llamará “derecha 
del ensanche , y en la que se llevarán a cabo posteriormente las inver­
siones mayores y los edificios y construcciones más representativos del 
ensanche barcelonés.

Una de las características innovadoras de este tipo de sociedades 
radica en el hecho de que asumían la totalidad de la tarea urbanizadora 
y edificatoria, pudiendo considerarse en este sentido como primeros 
precedentes de los actuales agentes urbanizadores que regulan algunas 
de las legislaciones de las Comunidades Autónomas o del ya tradicional 
amenageur francés. Busqukts 69 señala en este sentido cómo incluso 
algunas participaban en la fabricación de materiales de construcción 
y el establecimiento de servicios urbanos, como ia red de estableci­
miento de agua potable.

Hasta aquí, por tanto, lo más destacable de este primer período 
es la lentitud con la que el ensanche comienza a arrancar; la variedad 
de procedimientos llevados a cabo en función del sujeto que ostenta 
la propiedad del suelo; el municipio en los terrenos del “glacis” como 
un proyecto de carácter público; las empresas urbanizadoras en la zona 
derecha del ensanche como proyectos integrales; los propietarios pri­
vados en las diferentes parcelas diseminadas por el llano barcelonés 
como proyectos de edificación singulares.

De estos tres sistemas que se articulan al inicio de las obras del 
ensanche las circunstancias socioeconómicas derivaron en la desapa- * 65

M. Coro  minas, «El parcelario del Llano y la manzana Cerdá» y «La urbanización del 
llano de Barcelona», en Trabajos sobre el ensanche, Barcelona, LUB, 1992.

65 J. Bi.sot'E'iS, op. cit., p. 114.
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rición de los dos primeros: el modelo de gestión integral pública no 
se puede realizar a falta de más suelo originariamente público; el mode­
lo de las sociedades fracasa por la coyuntura económica desfavorable 
de 1866 y, en opinión de Bassols por el escaso reconocimiento y 
cncauzamiento jurídico que la legislación de ensanche de 1864 hace 
de este tipo de entidades en el sentido de que ésta no incorpora la 
forma y el procedimiento para que los particulares o las empresas asu­
mieran el compromiso para urbanizar a su costa una zona de ensanche; 
parece, pues, que será el tercer método, el de la iniciativa privada 
del propietario de un solar, el que se consagre como técnica predo­
minante.

En estos momentos, la presión de los propietarios del ensanche, 
su oposición al plano inicial de Cerdá, ha provocado la modificación 
de las manzanas originales, el aumento de la edificabilidad que per­
miten, entre otras, la construcción en 1868 por Serraclara de 211 vivien­
das en cuatro manzanas. Pasados los años de crisis se inicia la urba­
nización y edificación casi en masa de la dreta del Eixampte, separada 
por uno de los grandes obstáculos artificiales interpuestos entre ambas, 
el carril de Sarriá, comenzando, pues, una segunda fase de impulso 
en la ejecución del ensanche.

El período comprendido entre 1871 y 1885, enmarcado entre las 
dos grandes etapas en que Busquets ordena la realización del ensanche, 
es el conocido como “Febre d’Or” y supuso la máxima representación 
del ensanche como producto de un mercado nacido recientemente, 
el inmobiliario, pero en el que las carencias y deficiencias en los ser­
vicios, la viabilidad y la higiene son todavía notorias, por lo que se 
hacen necesarias operaciones integradoras que complementen un pro­
ceso edificatorio que no ha implicado una verdadera urbanización en 
el sentido de dotación completa de servicios.

Gómez Grdóñez * 71, sin embargo, enmarca esta fiebre del oro entre 
los años 1876 y 1886 y en este sentido haría coincidir su inicio con 
el año de aprobación de la segunda Ley de Ensanche de Poblaciones, 
en la que algunos autores 72 han visto el primer paso legislativo que 
permite una mayor desvinculación de la gestión del ensanche por parte 
de los propietarios, incitando, en el caso a barcelonés, a una agilización 
de las obras y, en otros casos, a la aprobación de sus primeros proyectos 
de ensanche.

711 M. Bassols Coma , «El derecho urbanístico en el período del liberalismo moderado». 

Ciudady Territorio, núm. 107-108; Siglo y medió de Urbanismo en España, p. 44.
71 J. L. Gómez Ordóñez, «El proyecto de los servicios urbanos: el caso de García Faria 

de Barcelona», en El ensanche de Barcelona..., op. cit., p. 85.
72 L. Coudroy de Lilli-:, «A propósito de los ensanches menores en España», en López 

Trigal (dir.J, Los ensanches en el urbanismo español. El caso de León. Madrid, Biblioteca Nueva, 
1999, pp. 61 ss„ afirma que las rectificaciones aportadas al marco legislativo en 1876 —menos 
poder a los propietarios de suelo frente a los municipios, ya sea en el momento de la expropiación 
o en la gestión de los terreno urbanizables— explican tal vez la difusión del fenómeno.
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Así pues, el segundo período de ejecución de las obras puede ser 
enmarcado entre los años 1880 y 1905, a partir del cual el ensanche 
cobra un vigor mucho más enérgico que en los primeros momentos 
descritos con anterioridad. Si bien es necesario destacar cómo a estas 
alturas la finalización de las reformas parisinas está prácticamente con­
cluida; sin duda son procesos urbanizadores, o reurbanizadores en el 
último caso, cuyo ritmo está marcado por batutas y directores bien 
diferentes. Las obras del ensanche van a ritmo del propietario; parece 
un vals romántico que va tomando cuerpo muy lentamente, acelera 
y reduce la melodía a su capricho y sólo en la apoteosis final cobra 
vigor y verdadera fuerza; el director de orquesta francés y su melodía 
resuena atronadora y su eco de fondo es siempre el mismo: expro­
piación, demolición, reconstrucción.

Comienza y se consolida durante este período un cambio de ritmo 
propiciado por diferentes factores: la fiebre del oro ha desplazado el 
centro social y de actividades a la dreta del eixample. El ensanche se 
consolida como el producto en piedra de la nueva oligarquía dominante 
compuesta por la burguesía, la aristocracia que se traslada del campo 
a la ciudad y las fortunas provenientes de ultramar. Además de esta 
transformación e impulso social el ensanche está de moda, existen fac­
tores de mayor peso que incitan a su consolidación y que son, en opi­
nión de Gómez Ordóñez 73, el conjunto de operaciones materiales con­
sistentes en programar y desarrollar los sistemas de infraestructuras 
de saneamiento, abastecimiento de aguas y transporte público que 
materializan de forma efectiva la estructura de malla prevista en el 
plan Cerda de tal forma que se comprometa la gestión de la urba­
nización de una forma más encadenada y acelerada y que el plano 
del ensanche se consolide.

A diferencia, pues, de la ciudad-sistema que Haussmann y sus cola­
boradores Alphand y Belgrand llevaron a cabo simultáneamente, y aun­
que _ CerdA en sus obras teóricas preveía la necesidad de cohonestar 
edificación y servicios, la realidad de los hechos hizo que en algunos 
casos el saneamiento debiera acometerse con posterioridad a la edi­
ficación.

La aprobación de las Ordenanzas de Barcelona en 1880 y el pos­
terior proyecto de García Paria de 1891 permitieron la inserción de 
estos servicios como necesarios en el proceso de desarrollo de la ciudad, 
configurándose como concesionarios de gestión de un servicio público 
compañías que en principio fueron suministradoras privadas de aguas.

De todos modos es preciso señalar que de las 1.600 hectáreas del 
ensanche en 1875 sólo estaban efectivamente realizadas y no en su 
totalidad 100 hectáreas, y en 1903 la cifra no supera las 200 hectáreas.

73 Op. cit, p, 74.



LA URBANIZACION CHRDIANA 335

Estos dos datos ponen en evidencia una vez más la extremada lentitud 
de un proceso que no se vería culminado hasta bien entrado el siglo xx, 
en el que el ritmo se incrementa de nuevo. En 1925 hay ocupadas 
600 hectáreas; en esta época se consolidará el ensanche gracias, por­
uña parte, al establecimiento de una estructura que permite su dina- 
mización, por otra, a los sucesivos cambios legislativos que introducen 
técnicas concesión al es, a la contratación de empréstitos y emisiones 
de deuda publica que agilizan el pago de las expropiaciones para la 
obtención de las vías; en definitiva —y como magistralmente resume 
Gómez Ordóñez—, «a la imposición de una ley general impuesta desde 
el trazado que expresa la necesidad que suscita de una gestión que 
vaya más allá de un mero pacto entre intereses territoriales parciales, 
llevando a un marco público y coordinado la posibilidad de satisfacer­
los intereses particulares que se van explicitando en la construcción 
del ensanche».

2) Madrid

El Real Decreto de 19 de julio de 1860 aprueba la Memoria del 
anteproyecto de ensanche de Madrid llevado a cabo por Carlos María 
de Castro 74 75.

Bonet Correa 75 estima que con la creación del “Plan Castro” se 
constituía una nueva forma de vida que suponía la introducción en 
la ciudad de un nuevo valor social de un nuevo concepto de la pro­
piedad del suelo, sometido a un sistema económico y financiero que 
convertía a la ciudad en un negocio inmobiliario en manos de Ja libre 
empresa manejada por aquellos que lograban la protección política 
del Gobierno.

Los pasos seguidos para la aprobación del proyecto, a diferencia 
que en el caso barcelonés, no fueron tan problemáticos; el plan es 
un encargo y Castro lo lleva a cabo.

Las diferentes reformas legislativas puntuales permitieron que el 
proyecto fuera mucho más rentable para los propietarios al reducir 
el espacio de las manzanas, facilitando la condensación de la edifi­

74 La polémica reforma de la Puerta del Sol supuso un primer atisbo de incorporación 
de las técnicas exprqpiatorias haussmannianas en el interior del casco urbano; íá efectiva rea­
lización dé Iá misma debió articularse con la aprobación de tres Leyes especiales de 1855, 1857 
y 1859, y se pudieron concluir gradas a la Ley de 28 de junio de 1857, que permitía la expropiación 
de las fajas laterales adyacentes a las nuevas vías proyectadas. El resultado es un botón de 
muestra de la posible aplicación tanto jurídica como estética del urbanismo de reforma interior 
de Haussmann que en España no tendría verdadera eficacia hasta la realización de los proyectos 
de grandes vías en los centros históricos de las ciudades en las primeras décadas del siglo xx. 
Cfr M. Bassolk Coma , Génesisy evolución histórica..., pp. 151 ss

75 A. Bonrt Corrha , Pian Castro, Colegio de Arquitectos de Madrid, Servicio de Infor­
mación y Publicaciones, p. XVIII.
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cación, el aumento de la edificabilidad y desfigurando completamente 
el plano de Castro en el sentido de que permite la ocupación de los 
terrenos previstos para espacios y edificios públicos y zonas verdes.

El Real Decreto del Ministerio de la Gobernación de 6 de abril 
de 1864 será la medida legislativa que —a juicio de Mas Hernán­
dez 76— liquide e invalide buena parte de los presupuestos de Castro 
rompiendo su armonía, junto con los acuerdos adoptados por el Ayun­
tamiento el 7 de mayo de 1873 en los que se legalizan las obras pree­
xistentes, se suprimen las calles de segundo orden reduciendo su anchu­
ra y también se eliminan los jardines sobre propiedad particular.

Con base a las aportaciones que el valioso estudio del autor pre­
citado lleva a cabo, podemos sintetizar los avatares y problemática 
del ensanche madrileño en torno a los siguientes puntos que al objeto 
de nuestro estudio creo más relevantes:

Desde el punto de vista del planeamiento urbanístico, el proyecto 
de Castro, aprobado sólo bajo la forma de anteproyecto en 1860, sufrió 
sucesivas modificaciones que desvirtuaron los planteamientos primi­
genios y favorecieron, de una parte, la desaparición de espacios verdes 
y edificios públicos y el macizamiento y la condensación de la edi- 
ficabilidad en las zonas del ensanche, especialmente en la zona II, 
que es lo que actualmente se conoce como barrio de Salamanca. Un 
plan poco sólido y endeble modificado sucesivamente a instancias del 
Ayuntamiento, que prescinde de la aprobación gubernamental con base 
a la consideración de que es un mero anteproyecto. La aprobación 
definitiva del mismo se llevará a cabo por medio del Real Decreto 
de 25 de enero de 1898. El Ayuntamiento, por tanto, mediante la deja­
ción en el control de las obras y la aprobación de las medidas ante­
riormente citadas participa de forma activa, y no solamente pasiva, 
en la degradación del ensanche.

Las principales causas económicas y jurídicas que propician el con­
trol de las obras por las Juntas de Ensanche, la lentitud del proceso 
y el favorecimiento continuo a los intereses de los propietarios que 
se plasman en un proceso de urbanización lento y selectivo en el que 
los espacios vacíos eran reflejo a la vez de las áreas de reserva o de 
sectores marginados del proceso residencial77 se deben, en opinión 
de la mayor parte de la doctrina especializada, a la creación de un 
sistema de financiación y ejecución de las obras que permite estas situa­
ciones en las sucesivas Leyes de Ensanche.

El sistema que hemos descrito en páginas anteriores se basa en 
la financiación de las obras de urbanización del ensanche mediante

7<> R. Más Hernández, El bcnrio de Salamanca. Planeamiento y propiedad inmobiliaria en 
el ensanche de Madrid, Madrid, Instituto de Estudios de Administración Local, 1982.

11 Ihidem, p. 78.
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la aportación de la contribución territorial y un recargo extraordinario 
sobre la misma, además de la posibilidad de contratación de emprés­
titos, que en el caso madrileño fue un recurso muy utilizado, como 
veremos más adelante.

El ritmo de las obras de urbanización se impondrá en las zonas 
parciales en las que se divide el ensanche en función de la recaudación 
existente para sufragarlas, por lo que ésta sería mayor en los terrenos 
con mayor número de edificaciones, de tal forma que, mediante la 
separación presupuestaria y la división de las zonas de ensanche, los 
sectores poco poblados no podrían promover las obras de urbanización 
a falta de recursos indirectos obtenidos vía impositiva, llevando a una 
especie de círculo vicioso en el que los propietarios más influyentes 
edifican de forma saturada y coadyuvan al Ayuntamiento para que 
lleve a cabo la urbanización de estas zonas.

Parece, pues, que en todos los casos se culpa al sistema legislativo 
de las Leyes de Ensanche de la perversión en el sistema de ejecución 
de las obras.

Que las Leyes de Ensanche no fueron capaces de recoger meca­
nismos que impidieran la especulación es un hecho cierto e indudable 
en las primeras décadas en las que se inicia el proceso, desde 1860 
—fecha de la aprobación del anteproyecto— o desde 1864 —con la 
aprobación de la primera Ley de Ensanche—hasta 1876 y que coincide 
casualmente o no con un período de escasa actividad urbanizadora 
y edificatoria de los terrenos. Es pues, al igual que en el caso barcelonés, 
a partir de 1880 cuando el impulso es mayor, y constituye un período 
coincidente con la aprobación de la segunda Ley de Ensanche y la 
Ley de Expropiación Forzosa de 1879, que como vimos no fue siempre 
de aplicación supletoria.

Las dos últimas décadas del siglo xix suponen, en este sentido, 
un período muy interesante, en el sentido de que los conflictos de 
intereses planteados en un principio y favorables siempre a la pro­
piedad privada que, reteniendo solares o edificando en los terrenos 
del ensanche sin contribuir a las cargas de la obra urbanizadora o 
recibiendo altos justiprecios por los valores de los terrenos afectados 
a las vías públicas, ven en la técnica del ensanche el negocio espe­
culativo burgués por excelencia; intentan buscar un equilibrio, una pon­
deración que la legislación de 1876 intenta lograr aplicando medidas 
que impidan el control total del proceso por los propietarios (sepa­
ración de los mismos en la formación de las Comisiones de Ensanche, 
fijación de los justiprecios por el gobernador civil en caso de discordia 
y cesión de una quinta parte del solar que deba ser edificado).

La Ley de 1892 intentará continuar en esta línea mediante la impo­
sición de 'la cesión de la mitad del solar y el mayor peso que se dio 
a la tasación municipal de los terrenos a expropiar, como pone de
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reflejo, entre otras, la Sentencia de 14 de mayo de 1900 en la que 
se estima que existe manifiesta exageración por parte del perito de 
los propietarios y del tercero en discordia en sus respectivas valora­
ciones, y que es más verdadera y justa la del gobernador, debiendo 
prevalecer la valoración de éste sobre aquéllos.

Por otra parte, el estudio del incremento de los valores del suelo 
que lleva a cabo Mas 78 pone de relieve cómo, durante este último 
período del siglo xtx, los precios se estabilizan y las operaciones espe­
culativas, de primer o segundo grado —entendiendo por tales las del 
propietario antes rústico que vende o es expropiado a precio de suelo 
“de ensanche”, por no decir urbano, o las de los especuladores, el 
especulador (el marqués de Salamanca) que compra ya suelo urbano—, 
no son tan escandalosas.

En efecto, ésta es una realidad innegable, pero no lo es menos 
que en estos momentos comenzaron a introducirse otro tipo de meca­
nismos de ejecución de la obra urbanizadora que promueven figuras 
concesionales que se asemejan al sistema francés descrito en páginas 
anteriores. El hecho de que éstas tuvieran escasa eficacia real no es 
óbice para despreciar su existencia y presuponen un esfuerzo legislativo 
que debe ser valorado en su justa medida en el sentido de: que la 
crítica hacia el sistema legislativo no deberá orientarse tanto en la 
consideración de la falta de una normativa que canalizase otro tipo 
de formas de ejecución de la obra urbanizadora, sino en la inaplicación 
de las mismas por todos los agentes urbanísticos intervi mentes en el 
proceso.

Así pues, y ya en las primeras décadas del siglo xx, se pone en 
práctica para la ejecución del “parque urbanizado” de la primera Zona 
de Ensanche la realización de la Colonia del Metropolitano por la 
Compañía Urbanizadora Metropolitana19, que presentaría un proyecto 
aprobado por Real Orden del Ministerio de ia Gobernación de 9 de 
abril de 1920 y que toma como base jurídica para su realización la 
Ley de Saneamiento y Mejora Interior de las Poblaciones, de 18 de 
marzo de 1895, que permitía este tipo de mecanismos concesionales 
y que, como veremos, también se aplicará en otras ciudades españolas 
cuyos ensanches fueron aprobados tardíamente.

En definitiva, uno de los rasgos comunes que identifican los ensan­
ches madrileño y barcelonés, que son sin duda alguna los más repre­
sentativos de este movimiento, es que su lenta realización, además 
de desordenada y dificultosa —por los motivos previamente analiza­
dos—, invierte en muchos casos el orden lógico del proceso de rea­

7S lbi-dcm, pp. S1 ss.
7S Sobre las actividades de esta compañía, vid. al respecto L. Galiana  Martín , «La Compañía 

Urbanizadora Metropolitana. Su labor en el Madrid de la preguerra», Ciudad y Territorio, núm. 1, 
1987, pp. 43 a 54.
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lización de ciudad que al mismo tiempo parecen estar inaugurando, 
pues, existiendo un plan ordenador de espacios privados y públicos 
y articulador de una nueva red viaria basada en una trama hipodámica, 
su ejecución comienza a la inversa, en el sentido de que es la edificación 
privada la que incita a la Administración competente a llevar cabo 
la urbanización pública, rompiendo, con esta inversión del orden de 
los factores, el esquema jurídico económico planteado para la viabilidad 
del sistema ideado por Ildefonso Cerdá.

A este respecto, Sola Morales 80 estima que una de las mayores 
aportaciones de los ensanches es la aprehensión de una nueva actitud 
metodológica «que estriba básicamente en dirigir la proyectación urba­
na a la ordenación por sí sola, es decir en distinguir en la construcción 
de la ciudad un momento previo de la ordenación del suelo, de las 
fases posteriores de urbanización (construcción de vías y servicios) de 
la edificación (construcción de los edificios). La perfecta comprensión 
de estas tres fases por separado es lo que asegura al ensanche una 
eficacia de gestión coherente donde el proyecto simultáneo de la tota­
lidad construida del conjunto urbano implicaba una gestión simultánea 
también de la construcción del mismo en todos sus componentes»; 
de esta forma el plan actúa como garantía del plusvalor que el terreno 
puede adquirir, actuando en los primeros momentos de su puesta en 
práctica con mayores fluctuaciones e irregularidades hasta que se fijan 
las constantes del mismo, que son para el autor la garantía de esa 
expectativa, de tal forma que se asegura el funcionamiento del mercado 
inmobiliario en esta nueva escala.

Los papeles asignados a los diferentes actores o agentes de este 
nuevo mercado responden también a la división en fases del proceso 
en e! sentido de que será la Administración la que promueva la apro­
bación de los planes, es decir, la ordenación del sucio, y corresponderá 
a la libre iniciativa privada la ejecución de la segunda, es decir, la 
construcción urbana efectiva.

Pero en esta construcción de la teoría de los ensanches basada 
en la distinción de las fases de ordenación, creación de infraestructuras 
y edificación, que doctrinalmente resulta impecable, no se ponen de 
relieve las perversiones del sistema, en el sentido de que la ordenación 
no incita a la construcción, sino que, al no existir o no utilizarse meca­
nismos que impidan la retención de solares, los agentes privados ralen­
tizan las operaciones hasta no ver asegurado su valor o incrementado 
mediante la deformación del plan; por tanto, la edificación, si no es 
realizada, detiene este ensamblaje que parecía perfecto, y si es efec­
tuada, al transgredir el plan modificado y sus previsiones edificatorias, 
también rompe los esquemas iniciales, y todo esto porque la segunda

an Solá  Morales, «Los ensanches», en VVAA, Los ensanches, I, El ensanche de Barcelona, 
Barcelona, Laboratorio de Urbanismo, 1976, p. 21.
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fase, la urbanización, debe ser sufragada y ejecutada por una Admi­
nistración que parece sólo tener deberes pero ningún derecho.

La constante batalla jurídica que llevan a cabo las legislaciones 
decimonónicas se enmarca en este planteamiento en una tendencia 
a intentar implicar y vincular la urbanización a la edificación mediante 
mecanismos que corrijan los planteamientos iniciales.

Los ensanches de Madrid y Barcelona suponen un triunfo atribuido 
a la burguesía, a la creación de un mercado de suelo inexistente en 
esas dimensiones hasta el momento, pero estos logros se consumaron 
y adquirieron su verdadero peso una vez que la Administración Pública 
intervino no sólo en su fase de ordenación, que como hemos visto 
fue agredida y corroyéndose al paso de los intereses especulativos, sino 
en la adecuación de las infraestructuras de estos nuevos espacios y 
en el intento de lograr un equilibrio entre derechos edificatorios y 
cargas urbanizadoras.

b) San Sebastián

La Real Orden del Ministerio de la Guerra de 17 de marzo de 
1862 decreta la destrucción del recinto amurallado que rodeaba San 
Sebastián y desencadena, al igual que en Barcelona, el inicio de la 
tramitación y aprobación del proyecto de ensanche que será realizado 
por Cortázar y aprobado en 1864.

Una de las características esenciales que marcan el desarrollo y 
la ejecución de este proyecto es el hecho de que, en el área delimitada 
para la localización del ensanche, el 44 por 100 del suelo pertenece 
al Estado como consecuencia de la destrucción de las murallas, el 50 
por 100 son terrenos de marismas que formaban un tómbolo y sólo 
un 4 por 100 de los mismos era de propiedad particular 81.

Es, por tanto, él Caso de San Sebastián un ejemplo excepcional 
de realización de un ensanche en el que la iniciativa y la propiedad 
del terreno es prácticamente coincidente, por lo que todos los pro­
blemas derivados de la obtención de las vías planteados para los casos 
madrileño y barcelonés no se van a producir, de tal modo que el plan 
fue seguido en su mayor parte y la ejecución de las obras fue desarro­
llada con una extraordinaria rapidez.

En efecto, como pone de relieve Setién, los terrenos pertenecientes 
al Estado fueron pagados mediante la pública subasta de los solares 
de las manzanas del nuevo plan que —como hemos dicho— se situaban

81 Sobre el ensanche de San Sebastián, vid. al respecto K Setién, «El ensanche de San 

Sebastián», en A. Bonet Correa (coord.), Urbanismo e Historia urbana en el mundo hispano, 
t. 11, Segundo Simposio, 1982. pp. 1245 ss.
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dentro del área de terrenos pertenecientes al Estado. En cuanto a 
los terrenos de propiedad privada y las edificaciones enclavadas en 
el barrio de San Martín (el 4 por 100 de terrenos a los que se aludía 
anteriormente), el Ayuntamiento ideó un sistema que evitaba la expro­
piación, el gran escollo y ralentizador de las obras de ensanche, de 
tal forma que decidió compensar a cada propietario del barrio de San 
Martín con una parcela de semejantes dimensiones y de localización 
aproximada a la que poseía primitivamente. En 1891 se aprueba este 
tipo de permutas o indemnización en especie con el acuerdo de todos 
los propietarios, y el Ayuntamiento.

Es, pues, San Sebastián el modelo o contra-modelo de ensanche, 
que muestra cómo se puede solucionar el verdadero problema de esta 
técnica, que parece radicar en la atomización de la propiedad privada 
y la imposibilidad y dificultades de encontrar mecanismos redistribu­
tivos de esta nueva riqueza generada por la aprobación de los proyectos 
de ensanches y su ejecución. Pues, si bien los terrenos de propiedad 
privada eran pocos, se supo esgrimir un mecanismo no perjudicial para 
el erario público y al mismo tiempo dinamizador de las obras. Toda 
una muestra de lo que dijimos al inicio de este epígrafe: bajo la misma 
forma, o principios de ordenación, el ensanche aceptaba tanto gestiones 
privadas, que fueron la mayoría, como públicas, tal es el caso de San 
Sebastián.

c) Bilbao

La Ley de 7 de abril de 1861 de anexión de las parroquias colin­
dantes al municipio de Bilbao indica en su art. 2 que la aplicación 
del proyecto permite el estudio de un proyecto de ensanche que fue 
encargado por designación directa al ingeniero jefe de la provincia 
de Vizcaya, Amado de Lázaro.

El proyecto de Amado de Lázaro no se llevó a cabo: las presiones 
de los propietarios, los conflictos competenciales con las parroquias 
colindantes y el modo en que Lázaro plantea el proyecto (sin respeto 
alguno a las propiedades y edificios existentes en Abando que suponían 
desde un punto de vista formal o estructural los mayores logros de 
este plan) fueron las causas de su inaplicación (según estima Rodrí­
guez Escudero S2), ya que las cargas que suponían la realización de 
esta obra —cuyo autor denomina “fundación" de una nueva ciudad—, 
por la desconexión total que se hace con el casco antiguo bilbaíno, 
eran imposibles de asumir por el mismo, y al no determinarse de forma 
clara el papel que debían jugar en la financiación del mismo —los

* P. Rodríguez..Escudero, El ensanche de Bilbao, Madrid, Universidad Complutense, de 
Madrid, 1991, p. 197.
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particulares y la Administración—, el proyecto parecía estar conducido 
al fracaso, y así fue.

El segundo proyecto de ensanche es consecuencia de la nueva deli­
mitación jurisdiccional establecida para c! municipio de Bilbao y las 
parroquias colindantes: la Memoria del ensanche, aprobada ei 1 de 
agosto de 1873 y llevada a cabo por Achúcarro, Alzóla y Hoffma- 
yer S3, parte de presupuestos poco ambiciosos, quizá escarmentados 
por la inaplicación del plan de De Lázaro o sometidos a priori a un 
conjunto de parámetros a los que debía ajustarse el proyecto.

Los autores, en este sentido, comienzan afirmando que «hemos 
creído contentarnos con lo que juzgamos bueno y prescindir de lo mejor 
que suele ser siempre impracticable».

La aprobación definitiva del plan se realiza por Real Decreto de 
30 de mayo de 1876 y su contenido es un claro reflejo de este primer 
epitafio justificador del plan propuesto. En efecto, se busca el respeto 
por la propiedad preexistente; la anchura de las calles se determina 
en función del coste de las expropiaciones; no se fijan tipologías ni 
se determinan los máximos edificables en las manzanas, dejando esta 
laguna para una posterior regulación en las Ordenanzas de construc­
ción y —al igual que en el caso madrileño— serían de aplicación, a 
falta de unas ordenanzas especiales del ensanche, las previstas para 
el interior de la población.

La financiación y ejecución de las obras de urbanización se some­
tían, en principio, a los preceptos de la Ley de Ensanche de 1876; 
sin embargo, en el caso bilbaíno las dificultades en su aplicación fueron 
mayores, puesto que el sistema de exenciones y de financiación de 
las obras mediante los ingresos obtenidos por el aumento de la con­
tribución territorial no era aplicable en la provincia de Vizcaya, que 
funcionaba con un régimen fiscal propio en el que no se efectuaba 
el pago de contribuciones territoriales que impedía a la municipalidad 
asumir los gastos de las expropiaciones de terrenos para obtener y 
urbanizar las vías del ensanche.

Por esta razón, se aprueban por la Comisión de Ensanche de 1877 
las “Bases para la realización del Ensanche” en las que, como principal 
novedad y adelantándose a la Ley de Ensanche de 1892, se establece 
la obligación de la cesión de todo el terreno destinado a vías públicas 
para poder obtener la exención del recargo municipal y, lo que es 
más importante, las bases introducen un cambio en la concepción de 
la asunción de las tareas del Ayuntamiento, al que se le exime de

Una descripción estructural y de proyecto del ensanche de Bilbao es llevada a cabo 
por J. Cenicacelaya  en la conferencia «El ensanche de Bilbao», en el marco de las Jomadas 
Cerda: iJdej'Om Cerda y los ensanches españoles, Madrid, Jardín Botánico 22 de diciembre de 
1998.
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la obligación de asumir y emprender la obra urbanizadora, de tal forma 
que sería la iniciativa privada la que llevara a cabo su ejecución median­
te el establecimiento de convenios que ponderadamente establecieran 
un equilibrio entre las cargas asumidas y los beneficios a obtener.

El carácter atomizado de la propiedad urbana en los terrenos del 
ensanche hizo que la negociación de los mismos fuera lenta, aunque 
lo que sí es cierto es que mediante esta técnica se logró una agilización 
de las obras de urbanización aunque de manera desordenada y guiada 
al ritmo e impulso de los propietarios que tomaran la iniciativa de 
llevar a cabo la apertura de las calles. Es interesante destacar este 
tipo de iniciativas en el sentido de que reflejan una vez más los distintos 
mecanismos y soluciones más o menos originales que en las distintas 
ciudades que aprobaron un Plan de Ensanche se pusieron en práctica 
para llevarlos a efecto si bien, como destaca Rodríguez Escudero N4, 
a los veintiséis años de la aprobación del proyecto todavía eran más 
las vías proyectadas sin urbanizar que las efectivamente urbanizadas.

Además de la utilización de este sistema convencional entre Ayun­
tamiento y propietarios existieron una serie de prácticas promovidas 
por propietarios ávidos de edificar y obtener pingües plusvalías (a las 
que se consideraban con derecho propio) que son interesantes de resal­
tar como modo de tergiversar el contenido de la norma en beneficio 
propio y en detrimento del interés general s\

En los umbrales del siglo el agotamiento del Plan de Ensanche 
de 1873 conduce al Ayuntamiento a desarrollar una nueva iniciativa 
de extensión de la ciudad hacia la zona de Abando, mediante el pro­
yecto de ensanche del arquitecto Federico de Ugalde aprobado en 
1900 que, junto con el proyecto de saneamiento de Uhagón de 1893, 
supondría un intento de acercamiento, al amparo de la legislación de 54 55

54 Ibidem, p. 407.
55 Una de las perversiones utilizadas por los propietarios del suelo en la interpretación 

de la normativa existente que es digna de resaltar es el hecho de que éstos, aprovechándose 
do la incapacidad económica del Ayuntamiento para acometer las obras de urbanización, soli­
citaban licencia de edificación en zonas comprendidas dentro del perímetro dL'J ensanche y 
no urbanizadas todavía en el momento de la solicitud; ante la. denegación de la licencia los 
propietarios exigían la expropiación del Icrreno de tal forma que, no podiendo realizar en piedra 
el negocio inmobiliario, optaban por la vía indemnizatoria. Ante la extensión de esta técnica, 
d Ayuntamiento —como consecuencia de la previa consulta a la Junta Consultivá de Caminos 
que reenvía el expediente al Consejo de Estado— se ve obligado a pagar estas indemnizaciones 
que la alta instancia considera legales, pues, de lo contrario, supondrían una vulneración de 
los derechos de propiedad.

La principal consecuencia de este tipo de actitudes pseudolegales no fue otra que la retención 
de solares sin edificar, que implicó un aumento de los precios del suelo y que el producto 
final de este proceso fuera la realización de. viviendas para un sector social capaz de asumir 
en el coste de las mismas la repercusión del precio del suelo sobre ellas.

La exposición de este tipo de técnicas es extraída de la minuciosa tesis doctoral de la 
autora anteriormente citada que analiza en puntos y momentos diferentes dé su investigación 
lo que nosotros venimos, a sintetizar en este punto.
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1895, a nuevas técnicas de gestión ensayadas en épocas anteriores con 
carácter convencional, pero que con el respaldo legislativo pudieran 
tomar forma concesional 'Sh aunque no gozaron de una realización prác­
tica efectiva de envergadura.

d) Pamplona

Los ensanches de Pamplona constituyen uno de los ejemplos más 
singulares y originales que ponen de reflejo la versatilidad del ensanche 
y su capacidad de adaptación a las circunstancias particulares de cada 
ciudad y, lo que es quizá más importante, al momento en que se llevan 
a cabo.

En efecto, los dos ensanches de Pamplona son considerados gene­
ralmente como tardíos, puesto que su aprobación se llevaría a efecto 
a partir de 1886, más de dos décadas después de la aprobación de 
los ensanches que hemos venido a calificar como prototípicos (los de 
Madrid y Barcelona).

Son dos los proyectos de ensanche que se desarrollarán en la ciudad 
de Pamplona y cada uno tiene unos rasgos definítorios especiales y 
muy característicos.

El primer ensanche: el ensanche interior es aprobado por la Ley 
de 31 de julio de 1886. Pamplona se encontraba todavía rodeada de 
un recinto amurallado que permitía la extensión de la misma en los 
terrenos vacantes entre el casco antiguo y dicho recinto. Los terrenos 
pertenecientes al Ministerio de la Guerra condicionaban esta primera 
reforma y el Ayuntamiento no lo ejecutó en un primer momento, pues 
suponía un enorme desembolso la compra de los mismos para su 
realización S7. 86

86 En este sentido es interesante destacar, con Rodríguez Escudero (ap. cit, p. 441), 
la iniciativa que algunos concejales tomaron en 1902 solicitando al Ayuntamiento, al amparo 
de la Ley de Saneamiento y Mejora Interior de las Poblaciones de 1895, que impulsara la 
reforma interior del Casco de la Villa, llevando a cabo una operación que en base a los pre­
supuestos de la citada norma podría ser rentable. En 1904 se abre un período de información 
pública a modo de sondeo para solicitar las opiniones de la viabilidad del proyecto. La oposición 
al proyecto se basaba de nuevo en la imposibilidad económica de su realización y en la necesidad 
de orientar los intereses urbanísticos del municipio en la zona del ensanche. Esta tesis planteada 
por Alzóla, autor del primer proyecto de ensanche, sería la de más peso, abandonándose cual­
quier iniciativa para una reforma integral del casco antiguo.

97 Si del, estudio de la legislación decimonónica sobre; el ensanche y reforma dé las pobla­
ciones y de la aplicación práctica que de la misma se hizo se puede desprender alguna conclusión 
que permila realizar analogías y comparaciones con el momento actual —que es al fin y a 
la postre una de las principales utilidades que debe desprenderse de este tipo de investigaciones—, 
el caso de Pamplona en este primer momento nos conduce a pensar en situaciones análogas 
que en la actualidad se están produciendo. Pongamos como ejemplo dos operaciones urbanísticas 
que intentan llevar a cabo en Madrid: de una parte, la conocida como operación Chamartfn
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Posteriormente, el Ayuntamiento, que no efectuó ia compra de 
los mismos, elevó una proposición de ley a! Congreso que sería apro­
bada por Ley de 23 de abril de 1888 y logró su cesión con ciertos 
condicionantes en cuanto a la disposición de futuros cuarteles y asen­
tamientos militares en el ensanche interior.

En este sentido, Mas Hernández 88 pone de reflejo cómo este tipo 
de operaciones de cesión de terrenos militares a los Ayuntamientos 
no tuvo lugar únicamente en el caso de Pamplona; ya vimos en páginas 
anteriores el desarrollo de la urbanización de los terrenos del glacis 
en el ensanche de Barcelona, que supusieron un éxito en cuanto a 
la rapidez y la ejecución de los mismos. Este sistema fue empleado 
en ensanches tardíos como el de Palma de Mallorca en el que, gracias 
a la intervención de Antonio Maura, el Ayuntamiento de Palma pudo 
adquirir los terrenos de las murallas por 60.000 pesetas; la presencia 
de políticos mallorquines en la capital fue fundamental para hacer posi­
ble esta compraventa tan ventajosa para el municipio.

Esta actuación supuso el primer cambio en la morfología urbana 
de Pamplona, si bien es una operación desarrollada intramuros. En 
sesión del Ayuntamiento de 18 de agosto de 1900, el teniente alcalde 
Sagüés dio cuenta de la venta del último solar del primer ensanche 89.

Casi paralelamente a la finalización de la venta de los solares del 
primer ensanche, la Real Orden de 21 de diciembre de 1899 autoriza 
el ensanche extramuros, pero no sería hasta el 26 de mayo de 1920 
cuando se aprobarán los planos definitivos del segundo ensanche, rea­
lizados por Serapio Esparza, así como el expediente expropiatorio y 
las tasaciones de los precios conforme a la Ley de Saneamiento y Mejo­
ra de las Poblaciones de 1895.

Es en este punto en el que se ha de llamar la atención y el que 
constituye la verdadera originalidad de este proyecto: la aplicación de 
la Ley de Mejora Interior de las Poblaciones con sus planteamientos 
concesionales y las posibilidades de llevar a efecto la expropiación de 
zonas laterales en el ámbito del ensanche.

parte de presupuestos si no idénticos sí muy similares, en el sentido de que por una parte 
los terrenos en los que se. localiza podían calificarse, como de ensanche interior: es uno de 
los pocos terrenos dentro de la denominada “almendra central” (es decir, la que se encierra 
en el círculo de la primera vía de circunvalación M-30 —las murallas de nuestro siglo— y 
cuya titularidad es en parte pública): en este caso se debe llevar a cabo un primer proceso 
de desafectación de los mismos y la posterior venta al Consorcio urbanístico al que ha sido 
adjudicada la realización del proyecto; de otra parte, la operación Campamento, que desmantela 
a los antiguos cuarteles existentes y desafecta gran parte de los terrenos pertenecientes a defensa, 
parten del mismo presupuesto pamplónica.

BB J. M, Más Hernández, «Terratenientes y empresa industrial: del proteccionismo al libe­
ralismo en la promoción inmobiliaria», Conferencia en las Jomadas Cerda. lldefoHs Cerda y los 
ensanches españoles.

í.;fr. A. de Orbe Sjvatte, El primer ensanche. Arquitectura y Urbanismo en Pamplona 
a finales del siglo xix y comienzos de! xx, Pamplona, Gobierno de Pamplona, 1985, p. 48.



346 MARTA l.ORA-TAMAYO VALLVÉ

Las causas de la aplicación de esta Ley tienen su origen en una 
serie de medidas adoptadas con ocasión del segundo proyecto de ensan­
che aprobado en enero de 1909, elaborado por Ángel Galé y que no 
fue llevado a la práctica; sin embargo, las concesiones que el Gobierno 
hizo con respecto a la posibilidad de aplicación de la Ley de Sanea­
miento y Mejora de las Poblaciones sí pervivieron.

En este sentido, el estudio llevado a cabo por Allí 90 es revelador 
de los motivos que impulsaron este cambio normativo. En efecto, el 
autor citado desgrana los avatares normativos e informativos que hicie­

® J. C. Allí, Notas pura un trabajó sobre los ensanches, inédito. Por su. carácter inédito 
y dado el inLercs de los datos que el autor proporciona reproducimos textualmente el estudio 
realizado por e) autor, al que desde aquí agradecemos su generosidad para la consulta de los 
mismos:

«P:or Real Orden de 1 de mayo de 1911 el Ramo de la Guerra cedió, al Ayuntamiento 
de Pamplona terrenos en glacis y fortificaciones concediendo al mismo tiempo permiso de edi­
ficación en todas las superficies hasta el nuevo recinto de seguridad que se viniera a establecer.

La Diputación en sesión de 14 de junio de 1911 acordó conceder los beneficios análogos 
a los que otorgan las Leyes de Ensanche para las provincias de Derecho común con base a 
la petición que a este respecto había hecho el Ayuntamiento de Pamplona.

Para la aceptación de esta Real Orden el Ayuntamiento eleva una instancia al Ministro 
de la Gobernación solicitando permiso para la presentación de un proyecto de reforma interior 
al amparo de la Ley de 1S de marzo de 1895 y de su Reglamento de 15 de diciembre de 
1896.

Paralelamente Ángel Galé presenta una propuesta al Ayuntamiento aprobada el 2 de octubre 
de 1911 en la que se compromete a la gestión de las obras del ensanche, cesión gratuita de 
los terrenos destinados a vías públicas y el compromiso de llevar a cabo en el plazo de diez 
años cien casas baratas de obreros.

El Real Decreto de 5 de marzo de 1912 concede a la dudad de Pamplona la aplicación 
de la Ley de 18 de marzo de 1895 y autoriza a Galé, a la presentación del proyecto y n la 
aplicación de los preceptos de la citada Ley.

La fundamentación jurídica que esgrime la Junta de Urbanización y Obras en informe 
previo a lá aprobación para permitir la aplicación de la Ley lleva a cabo una interpretación 
amplia del concepto de obras de saneamiento y mejora interior de las poblaciones para que 
en ella tenga cabida el proyecto de ensanche de Galé.

En efecto, y como pusimos de manifiesto en páginas anteriores, la ambigüedad del concepto 
de ensanche interior y la aplicación de los arts. 3 y 4 del Reglamento de 15 de diciembre 
de 1896 establecen la posibilidad de que se enmarquen en el ámbito de la Ley las obras que, 
aunque no se verifiquen en eJ interior de las poblaciones, tengan por objeto armonizar el interior 
con el ensanche o se establezcan en el interior del término municipal creando vías nuevas, 
parques o jardines e introduciendo mejoras que extiendan las condiciones higiénicas y de salu­
bridad de las poblaciones, encajando, en opinión de la Junta, las obras propuestas en el ámbito 
de estos preceptos.

Los compromisos de Galé no fueron cumplidos y la Real Orden de 18 de diciembre de 
1914 declara la caducidad de la concesión. Entendiendo el Ayuntamiento que la caducidad 
de la concesión a Ángel Galé no afectaba a la apíicabilidad de la Ley de 1895, tras una serie 
de peticiones y contrapeticiones del Ayuntamiento y de la Junta Directiva de la asociación 
de propietarios de los terrenos enclavados en el ensanche, en los que se. solicita la aplicación 
de la Ley de 26 de julio de 1892, por Real Decreto de 5 de julio de 1916 se declara subsistente 
la autorización que concedió a Pamplona la aplicación de la Ley de 18 de marzo de 1895, 
y de esta forma la Real Orden de 26 de mayo de 1920 aprobará el proyecto de ensanche 
de Serapio Esparza conforme a la Ley de Saneamiento y Mejora Interior de las Poblaciones 
de 1895*.
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ron aplicable al segundo ensanche de Pamplona la Ley de Saneamiento 
y Mejora Interior de las Poblaciones de 1895.

Pero el conflicto no se cierra del todo: el Ayuntamiento, que en 
principio había sido siempre favorable a la aplicación de la normativa 
de saneamiento y mejora en el ámbito del ensanche, solicita al Gobier­
no la aplicación de la Ley de Ensanche de 1892, resolviéndose por 
Real Decreto de 16 de junio de 1916, que reafirma la aplicación del 
Real Decreto de 1912 y que sería confirmado por Sentencia de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo de 28 de mayo de 1919, que estima 
como discrecional para la Administración la aplicación de una u otra 
legislación 91.

e) Zaragoza

Monclús 92 estima que las reformas llevadas a cabo en Zaragoza 
suponen un fracaso de las tentativas por controlar el crecimiento urba­
no mediante un ensanche tradicional al modo de algunas de las mayores 
ciudades peninsulares y el principal protagonismo lo ejercerán deter­
minados proyectos acotados como un rasgo específico del urbanismo 
zaragozano, de tal forma que en la ciudad se combinan o coexisten 
planes globatizadores y proyectos urbanos acotados en la experiencia 
urbanística de las ciudades europeas.

Hasta la primera década del siglo xx Zaragoza no se verá dotada 
de un ensanche que, por otra parte, y al igual que en el caso de Pam­
plona, se inscribirá en una nueva lógica de funcionamiento y previsión.

Por una parte, y en virtud de la distinción anteriormente realizada, 
se encuentra en Zaragoza un primer proyecto del arquitecto Zuazo 
para el ensanche de la ciudad de 1928 y, por otra, el “Plan Navarro” 
con vigencia entre 1925 y 1933.

Las notas más destacables de estas dos iniciativas se insertan en 
un nuevo marco de actuación, en el que la preocupación por la vivienda

j tu, Ordeig  Corsini, LKseñi > y nonmitiva én la ordenación urbana de Pamplona 
(¡770-1960), pp. 93 y 94, pone de relieve cómo la principal razón que encontraban los propietarios 
para preferir la aplicación de la Ley de Ensanche de 1892 frente a la de Saneamiento de 1895 
no se fundamentaba realmente en razones técnicas, sino en el hecho de la Ley de Ensanche 
«respetaba mucho más las actuaciones de ellos». Este tipo de propuestas y luchas son para 
el autor «un reflejo de lo que ocurría en España y que explica las abundantes propuestas de 
ley de los primeros años del siglo xx sobre la determinación del justiprecio y la municipalización 
del suelo por parte de los organismos públicos», de tál forma que la batalla por la aplicación 
de la Ley de Saneamiento y Mejora Interior de las Poblaciones era una lucha por el intento 
de la absorción de las plusvalías de las obras del ensanche con los limitados medios que ésta 
ofrecía.

92 F. J. Monclús, «De las reformas a los ensanches: planes y proyectos urbanos en Zaragoza 
(1833-1933)», Ciudad y Territorio, núm. 94, 1992, pp. 95 a 105.



o el denominado “urbanismo para pobres” 93 se hace mayor y, por 
otra parte, el marco legislativo en el que se inserta —el Estatuto Muni­
cipal de 1924— incorpora los primeros antecedentes de lo que en la 
actualidad es reconocido como estándares urbanísticos.

En efecto, el proyecto de Zuazo —aprobado en 1928— responde 
a estos parámetros e incorpora un sistema de realización que Mon- 
clús 94 califica como primera operación de urbanismo concertado, 
puesto que su ejecución fue desarrollada por la Sociedad Zaragozana 
de Urbanización y Construcción (sociedad mixta formada por el Banco 
Hispano Colonial y el Ayuntamiento y propietaria de una extensa área 
de terrenos en el sur de la ciudad), si bien al hilo de lo expuesto 
hasta aquí no podemos considerar esta operación como la primera, 
sino una más dentro de una secuencia irregular e interrumpida de 
operaciones tendentes a modificar o sustituir el sistema tradicional 
de ejecución de los ensanches y en los que se articulan sistemas de 
homogcneización entre la iniciativa pública y la privada, mediante la 
modulación en la aplicación de las Leyes de Ensanche o mediante 
la articulación de convenios o conciertos entre Administración Pública 
y sociedades o propiedad privadas.

Siendo de esta forma el ensanche de Zaragoza el primer ensanche 
en el que el crecimiento de la ciudad queda definido por un proyecto 
de viviendas protegidas en ordenada expansión que, en opinión de 
Maure Rubio 95, supone una verdadera evolución urbanística en el 
sentido de que gira totalmente el concepto de ciudad que ahora es 
entendido en función de su célula: la vivienda. La Sociedad Zaragozana 
quebraría y el Ayuntamiento completaría el proyecto actuando direc­
tamente.

Por otra parte, el plan general de ensanche y extensión de Navarro 
vigente entre 1925 y 1933 es innovador, en el sentido de que incorpora 
mínimos y máximos tolerados y tolerables en cuanto a las densidades 
edificatorias, dotaciones públicas y espacios verdes conforme a las nue­
vas prescripciones incorporadas en el Reglamento de Obras y Servicios 
del Estatuto Municipal de 1924.

348 MARTA LORA-TAMAYO VALLVÉ

?§ J. R, Parada  Vázquez, Derecho Administrativo, t. III, Bienes públicos y Derecho Urba­
nístico, 7.a ed-, Madrid, Marcial Pons, J 998, pp. 325 y 326, califica bajo este epígrafe las iniciativas 
de la Administración con finalidades sociales, que comienzan con el Proyecto de Ley sobre 
Construcción de Barriadas para Obreros —que no logró su aprobación en el Congreso y
posteriormente con la aprobación de la Ley de 12 de junio sobre Habitaciones Higiénicas y 
Baratas —que constituyó el primer antecedente normativo promulgado para encauzar 1.a íntei- 
vención de la Administración Pública en materia de vivienda— y cuya continuadora sería la 
Ley de 10 de diciembre de 1921. que por primera vez impone una política de vivienda ambiciosa 
no exclusivamente dirigida a las clases desfavorecidas y que, más allá del fomento, concebía 
a los municipios como órganos de programación y gestión de éstas. Fue desde entonces cuando 
la atención a las necesidades de vivienda se configuró como una obligación para los municipios.

54 MonClús, op. cit., p. 100.
gí L. Maure Rubio, «Un ensanche en Zaragoza», en Antonio Bonet Correa (dir.), Urba­

nismo e Historia urbana en el Mundo Hispano, Segundo Simposio, 1982, pp; 1313 ss.
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f) Los ensanches menores

Además de los principales proyectos de ensanche de grandes ciu­
dades, de los que hemos escogido una muestra que pone de relieve 
los diferentes sistemas de ejecución y momentos en los que se llevan 
a cabo, existe un apartado o una clasificación de algunos proyectos 
que la doctrina con carácter general ha denominado “ensanches meno­
res” 9Ó, entre los que se incluyen proyectos de ciudades entre 10.000 
y 20.000 habitantes que se caracterizan principalmente por la inexis­
tencia de un sometimiento al control estatal al que como hemos 
visto— quedaban supeditados los proyectos de ensanche de gran parte 
de las poblaciones “mayores” y en los que en muchas ocasiones bajo 
la denominación de proyecto o Plan de Ensanche no existía más que 
una reducción a efectos puramente instrumentales de la idea de ensan­
che de la que recogen aspectos técnicos y formales, quedando reducidos 
desde un punto de vista material a proyectos de alineaciones con trama 
hipodámica. Otro de los rasgos peculiares de este tipo de proyectos 
es el escaso seguimiento que para su tramitación, aprobación y eje­
cución hacían de la normativa de ensanche en vigor.

Hasta aquí, por tanto, hemos llevado a cabo una panorámica gene­
ral de algunos casos concretos de ciudades en los que se aprobaron 
Planes de Ensanche, las dificultades para su implantación y los meca­
nismos utilizados para evitar, en algunos casos, la aplicación de cierta 
normativa; en otros se ha destacado el gran peso que la propiedad 
privada ejerció y la influencia que para el desarrollo efectivo de los 
mismos ejercieron.

Es hora, pues, de realizar una reflexión general, a la vista de lo 
expuesto, de las valoraciones del mayor o menor peso que la doctrina 
concede a Cerdá en todo el proceso que hemos descrito, las causas 
del rechazo de sus contemporáneos y las diferentes opiniones surgidas 
posteriormente, del mismo modo que lo hicimos al exponer el urba­
nismo haussmanniano en París y la denominada haussmannización.

C) Valoraciones doctrinales de las aportaciones cerdianas

La valoración de las aportaciones de Ildefonso Cerdá al urbanismo 
moderno ha sido analizada desde diferentes puntos de vista y en dis­
tintos momentos históricos. La evolución de las diferentes tendencias 
o formas de aprehender lo que podríamos denominar doctrina cerdiana

» vid. a! respecto J. Esteisan Noguera, Los ensanches menores en la región de Barcelona 
(La formación metropolitana de Barcelona), Barcelona, Laboratorio de Urbanismo, EISA, 1976, 
L. Coudroy de Líele, «A propósito de los “Ensanches Menores’ en España», en L. López 
Trigal (dir.), Los ensanches en el urbanismo español. El caso de León, op. cit., pp. 61 a 83.
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puede ordenarse prácticamente del mismo modo en que lo hicimos 
para las aportaciones de la política haussmanniana, si bien aquí habrá 
que distinguir las valoraciones que se hacen a la obra teórica o doctrinal 
de Cerdá de las valoraciones de la práctica cerdiana —sobre todo 
de la realización del ensanche de Barcelona—, ya que son dos esferas 
diferentes (en contraposición con el caso francés anteriormente ana­
lizado) y que en muchas ocasiones han sido, intencionadamente o no, 
confundidas para dejar a Cerdá reducido a la aplicación del ensanche 
de Barcelona.

En este sentido, Roca 97 y Domingo 98 llevan a cabo una exposición 
muy similar en torno a las diferentes etapas en las que se pueden 
dividir las diferentes valoraciones sobre Cerdá y que tomamos como 
punto de partida de esta exposición, si bien llevaremos a cabo una 
extensión de estas perspectivas con las recientes valoraciones realizadas 
desde las nuevas aportaciones que desde la publicación de estos comen­
tarios, hace casi dos décadas, hasta la actualidad se han ido produ­
ciendo.

a) Los propietarios y la oligarquía catalanista

Las primeras críticas que surgen en torno a Cerdá tienen su origen 
en los propietarios del suelo tanto del interior como del exterior de 
Barcelona: la burguesía y aristocracia terratenientes se oponen a su 
pensamiento económico y al método que el ilustre catalán estima con­
veniente para llevar a cabo la urbanización de su proyecto de ensan­
che ", Las principales críticas se centran, por tanto, en el modo de 
ejecución que Cerdá propone para la realización del ensanche y la 
reforma de la Ciudad Condal.

De otra parte, existen críticas centradas en el proyecto del ensanche 
desde el punto de vista estructural o arquitectónico que reflejan quizá 
ciertos rencores por la aprobación del plano desde el Ministerio de

97 F. Roca, «Cerdá después de Cerdá», Cerdá, un pasado con futuro. Cuadernos de arqui­
tectura y urbanismo, núm. 100, enero-febrero 1974, Colegio Oficial de Arquitectos de Cataluña 
y Baleares, pp. 50 a 56.

™ M. Domingo Clota, «Teoría y proyecto en el ensanche de Barcelona», en Solá-Morales 
(dir,), Los ensanches, I, El ensanche de Barcelona, Barcelona, Laboratorio de Urbanismo, ETSA, 
pp. 66 a 72.

tJ" En este sentido los propietarios llevarán a cabo diversas iniciativas para dar publicidad 
y dejar constancia de su oposición; entre ellas cabe destacar la Exposición elevada a S. M. 
por la comisión permanente de propietarios de Barcelona acerca del proyecto aprobado de 
reforma inLerior de dicha dudad de 1860 o la Exposidón elevada a S. M. la Reina por la 
comisión de propietarios del exterior de Barcelona en contestadón a la que el 31 de julio 
elevó la comisión permanente de propietarios de esta capital a quienes han de aceptar el proyecto 
de reforma aprobado. Ambas reproducidas en el Apéndice Documental de la Teoría General 
de la Urbanización, t. III, preparada por Fabián Estapé, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 
1969.



LA URBANIZACIÓN CERDIANA 351

Fomento y el desplazamiento de soluciones dieciochescas y esteticistas, 
como el plano de Rovira. En estas críticas no sólo late una diferencia 
conceptual del modo de plantear la reforma y el ensanche de la ciudad, 
sino que también se ponen de manifiesto los conflictos de intereses 
de carácter competencial en torno a la problemática aprobación del 
plano del ensanche 10ü. Este primer grupo de críticas se centran, por 
tanto, en los aspectos teóricos o sobre plano del proyecto y las ideas 
cercharías: el ensanche no ha comenzado a arrancar todavía.

En un momento posterior se produce la confusión en la identi­
ficación de los problemas producidos con ocasión de la puesta en prác­
tica del proyecto del ensanche con la crítica a su autor, destacando 
Roca de forma muy plástica cómo estos sectores «atacan no a Cerdá 
sino a un Cerdá que se han fabricado a la medida de sus intereses. 
Cerdá es sustituido por uu muñeco de pim-pam-pum disfrazado de 
Cerdá» m.

b) Los ensanchistas y profesionales afines a su obra

Como pusimos de reflejo en páginas anteriores, Cerdá no funda 
una verdadera escuela de ensanchistas españoles, pero el ejemplo del 
plan barcelonés y sus teorías hacen mella entre los diferentes pro­
fesionales, arquitectos o ingenieros, a los que se le propone la rea­
lización de un proyecto de ensanche.

Castro, entre otros, no duda en poner de relieve la importancia 
que para la elaboración del Plan de Ensanche de Madrid tuvieron 
las aportaciones de don Ildefonso, al que no dudaba en elogiar y 
alabar * 101 102.

En este mismo sentido, las actuaciones de aquellos hombres que 
reciben encargos o ganan concursos para la realización de un deter­
minado proyecto de ensanche se sitúan en una esfera que podíamos 
calificar de imitación del modelo de Cerdá, sin que esta apreciación 
suponga menosprecio alguno por el valor de sus aportaciones redu­
cidas, con carácter general, a un caso concreto y puntual.

™ En este sentido. Roca , up. cit., p. 51, pone de reflejo cómo «es posible que si el Gobierno 
central hubiera aprobado el Plan de Rovira i Irías la protesta hubiera sido mucho menor. 
Los que se oponían al plan, sin embargo, pudieron utilizar, a sus anchas, el semimiento anti­
centralista de las capas populares de la sociedad catalana. Esta movilización tuvo un notable 
éxito porque la irritación popular era considerable».

101 Ibidem, p. 52,
m Citamos en páginas anteriores como Castro  no duda en afirmar que «por fortuna 

para nosotros existe hace algún tiempo un trabajo análogo al que estamos encargados. Refiérese 
el ensanche de Barcelona, y es tan completo y concienzudo, se halla tan bien redactado y lleno 
de preciosos detalles, que no hemos dudado un momento en elegirlo como modelo y seguirle 
paso a paso en aquello que es aplicable a la localidad sobre la que tenemos que operar» (Plan 
Castro, Madrid, Colegio Oficial de Arquitectos, p. 7).
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La continuación de la metodología de trabajo de Cerda, que es 
para muchos 103 la principal aportación del ilustre catalán, tiene un 
singular seguidor en Pere García Faria, del que se ha dicho 104 que 
su obra entronca directamente con la labor teórico-práctica que realizó 
CerdA, del cual él mismo se consideraba continuador.

En este sentido siguen pasos paralelos, pues el mismo repudio que 
la obra de Cerda provocó en la burguesía catalana se produjo en la 
obra de García Faria; asimismo las bases científico-metodológicas, 
los principios teóricos que utilizan para la aproximación a las reformas 
urbanas son muy similares y parecen ser complemento el uno del otro. 
La imbricación entre uno y otro es puesta de relieve por Gómez Ordó- 
ñez 105 al estimar que la aprobación del proyecto de García Faria 
tuvo una gran trascendencia en el crecimiento de la ciudad y en la 
materialización definitiva del proyecto de Cerdá, y mediante la cual 
se deja ver la modernidad del proyecto cerdiano en el sentido de que 
las técnicas incorporadas por García Faria se insertan e incorporan 
perfectamente en la trama y el plan articulado por Cerdá.

c) Valoraciones, con ocasión de diferentes conmemoraciones.
Los centenarios

A partir de 1880 y hasta el centenario de la aprobación del Ensan­
che de Barcelona se producen una serie de corrientes sectoriales que 
toman aquello que les interesa de Cerdá para justificar un cierto pro­
gresismo, un modo de llevar a cabo las reformas de las ciudades; én 
este sentido Roca destaca el análisis interno que realiza la GATPAC 106 
del proyecto urbanístico cerdiano e intentan reinterpretar y aplicar

103 Solá-Morales, «Ildefonso Cerdá», en Los ensanches, I,El ensanche de Barcelona, op. cit., 
pp. 29-30, señala cómo «el valor de Cerdá, no obstante, sobrepasa la consideración de su reforma 
y ensanche (...) y en comparación con el resto de autores de proyectos de ensanche subraya 
cómo ninguno de ellos fue un teórico. Ninguno sistematizó su pensamiento. Ninguno proyectaba 
como resultado teórico de una teoría propia. La innovación más potente de Cerdá está, por 
tanto, en su aproximación metodológica. Su socialismo realista pasa por el camino del progresivo 
refuerzo de los instrumentos de gestión pública y del rigor administrativo».

104 Cfr. «Un continuador de la obra de Cerdá: Pere García Faria», STC Cuadernos de 
Arquitectura y Urbanismo, mirn. 100; Cerdá un pasado con futuro, pp. 45 ss.

* J. L, Gómez Osbóñez, «El proyecto de ¡os servicios urbanos: el caso de García Faria 
de Barcelona», en Los ensanches..., op. cit., p. 82.

Itl6 GATPAC: siglas que corresponden al Grupo de Artistas y Técnicos Catalanes para 
el Progreso de la Arquitectura Contemporánea, creado en 1930 y formado por un grupo de 
arquitectos interesados por las corrientes de la nueva arquitectura salida de la Bauhaus y del 
primer CIAM, y preocupados por la democratización de la arquitectura. Sus obras estarán en 
línea con el racionalismo, diseñando espacios de forma rigurosa, cuidando la depuración de 
la forma y la línea y preocupándose por la plasticidad y la originalidad, y haciendo todo ello 
con una importante economía de medios materiales . Su obra fue especialmente operativa gracias 
al apoyo recibido por la Generalítat durante la II República española, lo que les permitió iniciar 
proyectos de importante alcance social. M. J. Fuente, Diccionario de Historia Urbana y Urbanismo.
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parámetros e ideas básicas cerdianas a la Barcelona de aquellos 
momentos, como la necesidad de saneamiento, circulación, “desden­
sificación” de las manzanas y la necesidad de aprobación de ordenanzas 
de edificación.

El centenario de la aprobación del Ensanche de Barcelona en 1959 
supone un primer paso hacia la revisión de las ideas de Cerdá de 
una forma diferente: las clases dominantes hacen suyo a Cerdá, pero 
lo más importante de este nuevo período interpretativo es el hecho 
de que se intenta situar al ilustre catalán en el lugar que parece corres­
ponderle, es decir como un técnico, como un urbanista que plantea 
y resuelve problemas urbanos que coinciden en cierta medida con los 
que en aquel momento se estaban dando en las ciudades españolas.

Otro centenario, el de la publicación de la Teoría General de la 
Urbanización, se produjo en 1967.

d) Siglo y medio de urbanismo en España

Recientemente han coincidido diversos acontecimientos y publi­
caciones de los que parece desprenderse que Cerdá ha vuelto a estar 
de moda; el punto de partida de este nuevo período que podríamos 
clasificar de “redescubrimiento cerdiano” podemos considerar que se 
inicia a partir de los hallazgos realizados por parte de Fuensanta Muro, 
y Pilar Rivas de la bibliografía inédita del autor del Ensanche de Bar­
celona, la Teoría de la Construcción de las Ciudades y la Teoría de 
la Viabilidad Urbana. Con la publicación de las obras Cerdá y Barcelona 
y Cerdá y Madrid se abre un nuevo período en los estudios cerdianos.

En efecto, existe a partir de este momento una serie de iniciativas 
investigadoras que ponen en marcha un proceso de relanzamiento de 
Cerdá que lo desvinculan en cierto modo del proyecto de ensanche 
barcelonés, ponen en evidencia la actualidad de sus aportaciones 
hechas en el umbral del siglo xix y lo presentan como «pionero del 
urbanismo moderno» 107.

Otro de los aspectos que es interesante destacar es el hecho de 
la jnternacionalización de Cerdá, en el sentido de que la doctrina 
extranjera queda maravillada ante sus aportaciones, y lo integra en 
la mayor parte de sus comentarios como fundador de la ciencia urba­
nizados y le atribuyen sobre todo el mérito de haber incorporado 
al lenguaje el término urbanización y urbe, aunque no el de urbams-

Et lenguaje de la ciudad en el tiempo, Madrid, Universidad Carlos III de Madrid, Boletín Oficial
de Estado, 1999, p. 277. .

101 Título cjue se dio a las Jornadas Cerda llevadas a cabo en el jardín Botánico de Madrid 
como complemento a la exposición itinerante de la obra del ilustie catalán.
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mo 1US. Una de las principales aportaciones realizadas por autores 
extranjeros es la llevada a cabo por Coudroy de Lille 105 * * * 109 110, en la que 
destaca no sólo la rigurosidad y el estudio pormenorizado del movi­
miento de los ensanches en España, sino también algunas apreciaciones 
nuevas o diferentes de la figura del Ildefonso Cerdá.

La publicación del número especial de la revista Ciudad y Territorio 
sobre «Siglo y medio de urbanismo en España» en 1996 supone un 
primer estudio interpretativo, sobre todo, de la mano de Bassols 
Coma 110 y Parejo 111 a la luz de las aportaciones de los descubrimientos 
que se plasman en estas dos obras sobre Cerdá y que en cierto sentido 
se despegan de las corrientes doctrinales que de la mano de prestigiosos 
arquitectos habían centrado la valoración cerdiana en problemas de 
gran calado y relevancia, pero abordados desde una perspectiva de 
proyecto urbano, en el sentido de la resolución de los problemas físicos 
de la ciudad.

Las interpretaciones económicas y jurídicas llevadas a cabo hasta 
el momento no analizan las aportaciones de Cerdá, sino los resultados 
prácticos que entremezclan, de una parte, al autor del ensanche y, 
de otra, al desarrollo legislativo no coincidente con sus ideas primi­
genias. '

La doctrina francesa se hace eco de esta interesante aportación de Cerda gracias a 
Ja traducción que se Jiizo de la Teoría General de la Urbanización, que supone Ja aprelicnsión 
al menos de las interesantes aportaciones a nivel terminológico del legado cerdlano. En este 
sentido, los principales y clásicos manuales de derecho urbanístico francés inician la evolución 
histórica del urbanismo moderno con referencias a nuestro ilustre catalán. Vid. al respecto Jac- 
QUOT y PklET, Droit de l'urbanisme, op. cit.

105 L- Coudroy de Lille, L’cnsanche de población. Une technique d’amenagement urbain...,
op. cit., p. 257. En efecto, el autor pone de relieve una faceta importante del autor del ensanche
de Barcelona que en cierto sentido es semejante a la posición que Haussmann desempeñó
en su momento en Francia, especialmente en París, y que ha sido pasada por alto o valorada
en menor medida por los distintos comentaristas y estudiosos de la obra y legado cerdianos. 
Coudroy destaca su importante labor como administrador en el sentido de que durante ios 
anos 1859-1860 parece que mantiene negociaciones con la Administración española, los Minis­
terios de Fomento e Interior y también con el municipio barcelonés. Estas negociaciones son, 
a su juicio, las que le permiten hacer compatibles ciertas teorías con las instituciones españolas 
y muestran que en aquel momento Cerda no sólo era un técnico, sino también un administrador. 
Se hace, pues, necesario analizar y enfrentarse a su intervención en el campo de la urbanización 
bajo este nuevo registro.

110 M. Bassols Coma, «Los indos del derecho urbanístico en el período del liberalismo 
moderado y en el sexenio revolucionario (1846-1876): el ensanche de la ciudad como modelo 
urbanístico y sistema jurídico» y «El derecho urbanístico de la Restauración a la República 
(1876-1936): crisis de los Ensanches y las dificultades para alumbrar un nuevo modelo jurí- 
dico-urbnnísitico», ambos en Ciudad y Tenitorio, núin. 107-108, 1996, Siglo y medio de urbanismo 
en España.

11 L. Parejo Ai.fonso, «Apuntes para una interpretación del sistema legal urbanístico 
español en clave histórica», Ciudad y Territorio, núm. 107-108, 1996, Siglo y medio de urbanismo 
en España.
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En este sentido, Bassols 112 realiza una exposición comparativa 
entre las aportaciones del pensamiento económico de Cerdá y la des- 
virtuación del mismo en las leyes y en los ensanches de Barcelona 
y Madrid, destacando el carácter visionario de las técnicas articuladas 
por Cerdá para la recuperación de las plusvalías generadas por la obra 
urbanizadora, pero criticando al mismo tiempo la escasa aprehensión 
que de las mismas se hizo en la legislación que regularía estos procesos, 
señalando en este sentido cómo las Leyes de Ensanche supusieron 
la adopción de técnicas jurídicas y financieras conservadoras en la pri­
mera Ley de Ensanche, que «se trataba de una Ley de Fomento de 
los Ensanches y de las edificaciones a fin de paliar la carestía de las 
viviendas y de los arrendamientos urbanos», un proceso que supuso 
que «la liberalización de la expansión urbana era casi absoluta, asu­
miendo todo el coste de la urbanización la gestión pública», implicando, 
por tanto, «el triunfo definitivo de la concepción liberal de la propiedad 
urbana», alcanzándose esta «liberación o liberalización en contraste 
y con total inversión de las técnicas y propuestas de I. Cerdá» que, 
en su opinión, es «el personaje que con mayor claridad había percibido 
el futuro de la urbanización, tanto desde el punto de vista técnico- 
urbanístico como en el socioeconómico». La inversión de las apor­
taciones de Cerdá en el terreno económico se producen por el cambio 
de signo que se da en las fórmulas económicas y de financiación de 
plusvalías: «expropiación-indemnización de los terrenos para calles 
(con el consiguiente reconocimiento de la plusvalía de la conversión 
del terreno rústico en urbano); financiación pública de las obras de 
urbanización, si bien con los productos de la tributación que se mani­
fiesta con la edificación (lo cual siempre por el lapso temporal exigirá 
un empréstito que repercutirá sobre toda la población), y eventual­
mente asunción de las cargas urbanísticas voluntariamente por los pro­
pietarios, sobre la base de la devolución del incremento de los impues­
tos recaudados».

Por otra parte, Parejo lleva a cabo una valoración de la evolución 
legislativa urbanística española poniendo el acento, desde la incidencia 
que Cerdá pudo ejercer en ellas, en la inicial concepción de las técnicas 
de parcelación y reparcelación denominada por Cerdá como “man­
comunidad de reparto”, señalando certeramente que en este momento 
«se consagra ya, pues, el principio de justa distribución de beneficios 
y cargas sobre el que va a pivotar luego definitivamente el régimen 
urbanístico de la propiedad en nuestro Derecho». Otro de los puntos 
en los que destaca la influencia del ilustre catalán se encuentra en 113

113 M. Bassols Coma, «Los inicios del derecho urbanístico en el período del liberalismo 
moderado y en el sexenio revolucionario (1846-1876): el ensanche de la ciudad como modelo 
urbanístico y sistema jurídico», pp. 43-46, y «La mllucncia de Ildefonso Cerdá en la funda- 
mentación jurídica de la urbanización», Ciudad y Territorio, vol. XXXI, 3.“ época, núm. 119-120, 
primavera-verano 1999; Cerdá y su influjo en los ensanches de poblaciones, pp. 189-208.
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la aprobación de la Ley de Expropiación Forzosa de 10 de enero de 
1879 y la Ley de Saneamiento y Mejora Interior de las grandes pobla­
ciones de 18 de marzo de 1895 en las que al amparo de la inauguración 
del denominado urbanismo sanitario se «consolida —justamente sobre 
la ampliación de la base legitimadora de la expropiación a la realización 
del interés general inherente a las correspondientes operaciones de 
saneamiento y mejora— la calificación de la acción urbanística que 
constituye su objeto como servicio público. La conceptuación de esta 
acción urbanística, además, como actividad de contenido económico 
y, por tanto, susceptible de explotación de este carácter impone la 
fórmula de la gestión indirecta concesional».

Es este aspecto recogido por la legislación de expropiación y de 
saneamiento el que considera como «momento clave, en el que puede 
intuirse la influencia de las tempranas y certeras intuiciones de I. Cerdá 
(como el de la aplicación a la acción urbanizadora, por analogía del 
modo de proceder en un servicio público clásico como el del ferro­
carril)». Si bien califica este tipo de concesión como sui generis, «no 
reductible ni a la demanial, ni a la de obra pública o servicio público». 
Esta última valoración se hace muy interesante, desde el análisis his­
tórico comparado que venimos llevando a cabo, en el sentido de que, 
como pusimos de relieve y tratamos en profundidad en páginas ante­
riores, uno de los principales debates doctrinales del panorama urba­
nístico francés gira en torno a la naturaleza jurídica de la concesión 
de obra urbanizadora en las Zonas de Urbanización Concertada 
(ZAC), y en la que se llega a conclusiones similares, en cuanto a la 
indefinición o imposibilidad de asimilación a las concesiones clásicas 
de la concesión de obra pública urbanizadora.

Uno de los aspectos más interesantes de las reflexiones en clave 
histórica realizadas por Parejo y que en cuanto a su metodología hemos 
seguido a largo de este estudio es la constante referencia de los aspectos 
actuales tanto concretos como generales de la legislación decimonónica 
y las aportaciones cerdianas que dejan ver de este modo cómo el orde­
namiento urbanístico español no es sólo herencia de la Ley de Suelo 
y Ordenación Urbana de 1956, sino que, como hemos ido demostrando 
hasta aquí, trae causa de una evolución anterior con plasmaciones doc­
trinales, legislativas y urbanísticas (en el sentido de su realización mate­
rial y efectiva) que no pueden obviarse a la hora de comprender el 
porqué de la evolución de nuestro ordenamiento urbanístico y el pro­
fundo enraizamiento de determinadas prácticas y concepciones.

Otra de las interpretaciones novedosas surgidas en los últimos años 
en cuanto a la valoración de la legislación urbanística decimonónica 
y la impronta que Ildefonso Cerdá dejó en ella es la de Parada n3, 113

113 J. R- Parada Vázquez, «Urbanismo de obra pública versus urbanismo de obra privada», 
en Ordenamientos urbanísticos. Valoración crítica yperspectivas de futuro, Jomadas Internacionales
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quien reconociendo que en cierto modo es una exposición idealizadora 
de un modelo urbanístico de obra pública y beneficio público resalta 
varios aspectos de interés que contribuyen a crear un equilibrio entre 
las posturas tradicionales que defienden la idea del ensanche como 
triunfo de la propiedad privada burguesa y otras que intentan dar un 
mayor peso a la intervención y control de la Administración Pública 
en el proceso urbanizador y edificatorio.

García-Bellido, por su parte, supone en cierto sentido el motor 
de arranque de estas nuevas aportaciones que surgen. Desde la barrera 
de la coordinación y edición de Ciudad y Territorio 114 *, incita a los auto­
res precitados a investigar sobre determinados aspectos del urbanismo 
decimonónico al mismo tiempo que realiza sus propios estudios y valo­
raciones vertidos a modo de editorial o en artículos firmados con la 
especial característica de ser un arquitecto de mentalidad jurídica de 
forma que conjuga ambas disciplinas aplicándolas en el ámbito urba­
nístico, siguiendo una metodología y condición personal que podríamos 
calificar, sin duda alguna, de cerdiana.

El análisis que García-Bellido lleva a cabo de la doctrina y apor­
taciones de Ildefonso Cerdá tiene como principal característica el 
hecho de llevar a cabo una sistematización y ordenación del mismo U5,

de Derecho Urbanístico, Santiago de Compostela, 2 y 3 de julio de 1998, Marcial Pons, Xunta 
de Galicia, pp. 45 ss.

114 Vid. al respecto, in tolum, «Cerdá y su influjo en los ensanches españoles», Ciudad 
y Territorio. Estudios Territoriales, vol. XXXI, 3.a época, núm. 119-120, primavera-verano 1999:
. Las aportaciones de este humero de: la revista son fundamentales y suponen la aglutinación 
de una serie de estudios cerdianos especializados y la culminación del proceso de renovación 
de las ideas cerdianas que se inicia con el número Siglo y medio de urbanismo en España.

J. Garcíá-Beüjbó V García ai. Diego, «Ildefonso Cerdá y su poderoso influjo en el urba­
nismo español del ultimo siglo y medio»; F. Estafé, «fin tomo a la ideología dé. Ildefonso 
Cerda»; F. TeRán, «El urbanismo europeo en América y el uso de la cuadrícula. Cerda y la 
ciudad cuadricular»; C. Martí Arts, «Cerda: un puente entre dos civilizaciones»; J. R. Parada 
Vázquez,, «La degeneración del derecho urbanístico español: del urbanismo de obra pública 
de Cerdá al urbanismo de obra privada»; A. Bonet Correa, «La polémica arquitectos/ingenieros»; 
F. Magrinya, «Las influencias recibidas y proyectadas por Cerdá»; A. Serratosa, «Del ensanche 
urbano al ensanche territorial: de Cerda a Cerda»; A. Soria Y Puio, «Actualidad de la teoría 
de Cerdá»; R. Grau, «La ciencia de la urbanización como ciencia social»; J. García-Bellido, 
«Evolución de los conceptos, teorías y neologismos cerdianos en tomo .a la urbanización»; M. Bas- 
sols Coma, «La influencia de Ildefonso Cerdá en la fundamentación jurídica de la urbanización»; 
Córominas i Ayála, «Cerda geómetra». P. Muro y P. Kivas, «El intento de patentar un invento 
teórico: la tramitación déla teoría de la Viabilidad Urbana»; L. Coudroy de Lille, «Los ensanches 
españoles vistos desde fuera: aspectos ideológicos de su urbanismo»; J. Erechilla, Seis episodios 
en la redacción del anteproyecto de! ensanche de Madrid; J. Cenicacllaya, «El ensanche de Bilbao 
de Alzóla, Achúcari'o y Hoffmeyer de 1876»; A. Martín Ramos, «EL ensanche.de San Sebastián»; 
J. M.a Ordftg Corsini, «Progresismo y conservadurismo en Los ensanches de Pamplona»; J. 
González Ceurián, «Los ensanches de Galicia»; J. L. Piñón, «Reflexiones sobre la genealogía 
de los ensanches: Valencia y Alicante»; J. Pozueta, «Los ensanches de Santander y el ensanche 
Cerdá».

IIJ Vid. al respecto J. García-Bellido y García de Diego, «Ildefonso Cerdá y el nacimiento 
de la urbanística: la primera propuesta disciplinar de su estmetura profunda», Scripta Nova.
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de forma que nos hace entender el íter intelectual seguido por Cerdá 
para llevar a cabo cada una de sus teorías y su pensamiento jurídico 
económico, mostrándonos cómo evoluciona del análisis por inducción 
llevado a cabo en un nivel teórico superior para hallar una norma 
o ley general universal abstracta a un nivel teórico inferior de síntesis 
por deducción de un modelo general racional en el que pretende dedu­
cir otro modelo superior y universal concreto que realiza en la Teoría 
de la Construcción de las Ciudades. Para posteriormente en la Teoría 
de la Viabilidad. Urbana iniciar su discurso cientifista planteándose las 
cuestiones relevantes sobre las causas últimas de la ciudad como pro­
blema complejo pero colocándola en posición divergente con el arte.

Pero, además de llevar a cabo una visión general aproximativa de 
la metodología científica de Ildefonso Cerda, integra sus aportaciones 
en el contexto general del urbanismo comparado nfi, destacando la 
introducción de la técnica de la “mancomunidad de reparto de gastos 
y beneficios” en proporción a! área de cada propiedad involucrada 
como técnica originalísima y única de nuestro urbanismo, y a la que, 
sin embargo, calificará en otro lugar de «proceso técnicamente sofis­
ticado, económicamente ventajoso y urbanísticamente especulativo» * 117 * 
por el que «se fija a príori y con plena certidumbre patrimonial el 
valor añadido a las propiedades por el Plan como garantía y seguridad 
jurídico-hipotecaria» Jlfi.

La interpretación histórica de García-Bellido —en cuanto a la 
incidencia de las aportaciones de Ildefonso Cerdá en el modelo urba­
nístico español— parte de dos hipótesis posibles que plantea como 
algo no justificable ni demostrable históricamente, al menos de momen­
to, La primera hipótesis 119 ensalza el protagonismo de Ildefonso Cerdá

Revista Electrónica de Geografía y Ciencias Sociales, núm. 61, Universidad de Barcelona, I de 
abril de 2000.

Ilfi Vid. al respecto García-Bellido y García  de Diego, «La excepcional estructura del 
urbanismo español en el contexto europeo», Documentación Administrativa, núm. 252-253, sep­
tiembre 1998-abril 1999,

117 J. García-Bellido y García de Diego, «Laequidistribución oprecuación en el urbanismo 
español: Análisis de un proceso técnicamente sofisticado, económicamente ventajoso y urba­
nísticamente especulativo», Rev. Urbanística, núm. 109, Milano, diciembre 1997.

1IS J. García-Bellido, «La excepcional estructura..,», p. 47.
1 J. García-Bellido , «Ildefonso Cerdá y su poderoso influjo en el urbanismo español 

del último siglo y medio», Ciudad y Territorio, vol. XXXI, núm. 119-120, primavera-verano 1999, 
p. 7.

«La hipótesis que se plantea —en el aire, mientras no se pueda justificar— es que el 
pensamiento urbanístico español fue iiúcialmcntc articulado de modo coherente y global por 
Cerdá ya desde, cuando menos, 1859-1860. Puede suponerse que, aunque no esté comprobada, 
Cerdá dejaría implantadas las ideas-base que cristalizarían en ¡os inicios legislativos de¡ concepto 
del plan-gestión del suelo —frente al plan físico de atros países—, articulando con suficiente 
satisfacción hasta hoy la directa intervención mancomunada reparcelatoiia entre los propietarios 
fundiarios (por resultarle inviable su inicial propuesta para Madrid, basada en los ferrocarriles, 
y en las expropiaciones del Haussmann parisino, mediante libre concurrencia entre concesionarios
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en la articulación del modelo urbanístico español, mientras que la 
segunda 12°, menos personalista, muestra un Cerda como mero ‘'de­
sarrollador5 técnico de una cultura inmersa en la Administración espa­
ñola desde el siglo xn, si bien parece decantarse por la primera hipótesis 
al entender que «las aportaciones de Cerda pudieran ser como esas 
substancias homeopáticas que en un preciso momento de un lento, 
acumulativo y sensible proceso, activan o catalizan sus reacciones inter­
nas acelerándose decisivamente y enfocándolas en una dirección en 
la que luego el sistema halla su máxima resonancia, fecundidad, legi­
timidad, renunciando a otras direcciones posibles» m.

En nuestro caso hemos intentado cohonestar estas recientes apor­
taciones, intentando lograr un punto de equilibrio que de forma ecléc­
tica y mediante la muestra de otros ejemplos que no son el ensanche 
de Barcelona o Madrid ponen un contrapunto a las investigaciones 
de Bassols, y confirman lo que Coudroy de Líele, el gran especialista 
de los ensanches en España, pone de manifiesto, y es la dificultad 
del conocimiento del modo real y efectivo en el que estos grandes 
proyectos de ensanche, concebidos como símbolo de la ciudad de la 
segunda mitad del siglo xix, fueron llevados a cabo.

La actualidad de las ideas cerdianas, la revitalización de sus apor­
taciones, puede deberse también, además de a todo este tipo de ini­
ciativas que promueven su conocimiento y la extensión de su obra, 
a que, al igual que en el primer centenario de la aprobación del ensan­
che, sus ideas y su pensamiento siguen siendo de una tremenda actua­
lidad como hemos puesto de relieve a lo largo de estas páginas; en 
mi opinión las principales aportaciones que reflejan esta actualidad 
son:

— La preocupación por la circulación.
— Intento de resolución de la problemática sobre la obtención 

de equipamientos públicos, de realización de la obra urbanizadora.

de las enajenaciones forzosas). Ideas básicas de una “auto-gestión fundiaria entre los propios 
terratenientes afectados qñe presidirían el no-nato proyecto de Ley de Posada Herrera (1861), 
como su corrección por !a Ley de Ensanches de 1864, de la cual Cerda se qucjaiía amargamente 
por considerar que le habían plagiado sus ideas, cabecera esta de un siglo y medio de singularidad 
legislativa y práctica urbanística española sin interrupción hasta hoy, y sin comparación con 
otros modelos».

uu Ibidem. «O, alternativamente, eabe formular la contra-hipótesis de la anterior, que es 
menos personalista y queda más inerme ante el peso inconmensurable de la historia a! apoyarse 
en más vagos conceptos. Como el utilizado por los interpretes de las tradiciones culturales 
de que Cerda fue un desarrollador técnico que estaba ya inmerso en una larga cultura y práctica 
dominantes en toda la densa historia de la Administración española, desde el siglo xu con 
las colonizaciones de Al-Andalus y luego, desde el xvi, con la de las Américas, mediante las 
cuales las fundaciones de ciudades fueron siempre de trazar planes de impulso público, pre­
figurados y pautados por la Corona, siempre con una base reticular de generosa amplitud e 
ignorada o dilatada programación temporal»,

121 Ibidem, p. 8.
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— Articulación de un pensamiento económico en el que sienta 
las bases, pone en evidencia la verdadera problemática dci urbanismo 
como conflicto de intereses entre propiedad privada e interés público.

— La concepción de un urbanismo a gran escala que se separa 
del proyecto puntual de alienaciones, un urbanismo de plan, si bien, 
en mi opinión, la noción de ciencia urbanizadora en Cerdá comprende 
tanto la concepción de urbanismo como de ordenación del territorio.



CAPÍTULO VIII

EL URBANISMO DE OBRA PÚBLICA ESPAÑOL

1. PUNTO DE PARTIDA. LOS PILARES
DEL URBANISMO ESPAÑOL

1.1. introducción. Planteamiento general

Si consideramos la obra urbanizadora y edificatoria —el proceso 
de hacer ciudad— como una actividad empresarial, una actividad eco­
nómica de producción de un determinado producto manufacturado 
en el que la ciudad es el producto final, los elementos precisos para 
entender este proceso de producción serán los que en páginas ante­
riores vinimos a denominar como pilares en el modelo urbanístico fran­
cés, y en los que analizábamos, por una parte y en primer lugar, la 
materia prima necesaria para el inicio de este proceso, el suelo, y las 
diferentes formas de obtención del mismo, destacando cómo la expro­
piación ha sido la herramienta generalmente utilizada, con una ten­
dencia a su sustitución por otro tipo de técnicas como el derecho de 
tanteo.

En el modelo urbanístico español, sin embargo, existe hasta nues­
tros días una vinculación casi completa de la propiedad de la materia 
prima del proceso de producción y la producción misma del producto 
final.

La incorporación de las plusvalías generadas por el planeamiento 
y la posterior realización material efectiva de la obra urbanizadora 
en el cómputo o evaluación del justiprecio expropiatorio han dificul­
tado históricamente la actuación directa de las Administraciones Públi­
cas en el urbanismo español, creándose una especie de círculo vicioso
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del que todas las leyes de suelo y la legislación sobre expropiación 
forzosa, sin excepción, pretendían salir.

Sin embargo, e! sistema cerrado y circular se ha retroalimentado 
con cada nueva ley, reforzando cada vez más la participación del pro­
pietario del suelo en la ejecución del planeamiento y haciendo más 
difícil la intervención pública de este coto privado de caza de la plusvalía, 
y cuando la nueva norma parecía ofrecer dispositivos que intentaran 
separar estas dos fuerzas tan atrayentes que parecían inescindibles y 
adheridas como imanes, o bien no eran aplicadas, o bien la jurispru­
dencia se encargaba de rebatirlas. Parece, pues, que el único modo 
de salir de esta situación era dar un nuevo paso intentando arbitrar 
nuevas técnicas que se separaran del todo de esta vieja concepción.

En esta tarea se encuentran actualmente las Comunidades Autó­
nomas que por medio de la STC 61/1997 se han visto forzadas a agilizar 
un proceso que en algunos casos de forma innovadora —o intentando 
articular coherentemente aquellas medidas existentes pero no explo­
tadas suficientemente— intenta abrirse paso en un panorama norma­
tivo que parecía desgastado: un círculo vicioso agotado de girar durante 
más de un siglo en torno a sí mismo.

En un segundo momento, y en conexión con estas primeras apre­
ciaciones, observamos cómo el modelo urbanístico francés, al desvin­
cular la producción de la ciudad de la propiedad de la misma, no puede 
financiarla mediante mecanismos de equidistribución de beneficios y 
cargas, aunque comience en la actualidad a hacer algunos intentos, 
y Por estructura un sistema de financiación basado en un modelo 
fiscal de contribuciones dinerarias para sufragar los gastos de la obra 
urbanizadora.

En España esta vinculación hace de la equidistribución la pieza 
clave de la financiación, de tal forma que no es necesario llevar a 
cabo un análisis por separado —como hicimos para Francia— del dere­
cho a urbanizar desde la perspectiva del propietario, puesto que éste 
está plenamente integrado; es más, es prácticamente el único legiti­
mado o capaz de financiar y ejecutar la obra urbanizadora y edifi­
catoria.

__ De otra parte, veíamos cómo el sistema francés, en las últimas 
décadas, se ha caracterizado desde la perspectiva orgánica e institu­
cional del urbanismo por un proceso que vinimos a denominar como 
descentralización centralizada. La descentralización en Francia es un 
proceso controlado desde el Estado central y en el que éste todavía 
guarda varios ases en la manga para controlar el proceso productivo 
de las ciudades. Desde la unidad legislativa que, como ya hemos anun­
ciado, no es predicable en España, hasta formas de intervención directa 
en la ejecución de proyectos y operaciones de interés general o nacional
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que pueden condicionar la política urbanística de las colectividades 
locales.

Veremos, por tanto, cómo la práctica y técnicas urbanísticas que 
intentan desvincular la propiedad del suelo de la producción de la 
ciudad han sido minoritarias y residuales en España, pero han existido, 
y por ello haremos un breve recorrido a modo de recordatorio por 
el urbanismo concesional ferroviario que defendía Cerda, el hilo con­
ductor de nuestra investigación, y las diferentes plasmaciones e inter­
pretaciones jurídicas que del mismo se han desarrollado a lo largo 
de los años en España, recalando como escala final de nuestro breve 
pero intenso crucero en las nuevas aportaciones que las Comunidades 
Autónomas están realizando que, como veremos, intentan en cierto 
sentido retomar las primigenias ideas cerdianas con los nuevos aires 
y tecnicismos de este ya apremiante siglo xxi.

1.2. Propietarios y expropiación

A) Coexistencia de una doble normativa en tomo a la valoración 
del suelo. Planteamiento general evolutivo

En páginas anteriores tuvimos ocasión de analizar la evolución 
legislativa de las Leyes de Expropiación Forzosa en Francia, y obser­
vamos cómo durante el período haussmanniano (la edad de oro de 
la expropiación) el Decreto de 26 de marzo de 1852 fue instrumento 
legislativo suficiente para emprender la reforma de París y extender 
sus efectos a gran parte de ciudades francesas. Sin embargo, y como 
contraposición, en España y, sobre todo, a partir de la aprobación 
de la Ley de Expropiación Forzosa de 1879 existe una dualidad nor­
mativa que arrastraremos hasta prácticamente la última década del 
siglo xx con la unificación de sistemas valorativos a efectos de expro­
piación en el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Valoraciones 
de 1992.

Tradicionalmente, la mayor parte de la doctrina ha delimitado este 
proceso de dualidad y paralelismo normativo desde la Ley de Expro­
piación Forzosa de 1954 y la Ley de Suelo de 12 de mayo de 1956; 
sin embargo, y como hemos venido describiendo hasta aquí, este sis­
tema doble podemos decir que es tradicional en el modelo urbanístico 
español en el sentido de que ya en el último tercio del siglo xix se 
presentaban dos modos diferentes de llevar a efecto la obtención de 
suelo para el ensanche o la reforma interior de la ciudad.

Las principales diferencias que se encuentran a efectos expropia- 
torios y valorativos entre la Ley de Expropiación Forzosa y las Leyes 
de Ensanche pueden resumirse en tres puntos:
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De un parte, la Ley de Expropiación Forzosa de 1879 reconoce 
o admite la posibilidad de expropiar no sólo los terrenos necesarios 
para la realización de las vías, sino que permite la posibilidad de exten­
der sus efectos a las zonas laterales adyacentes de las mismas, de tal 
forma que si bien la Administración sufraga la obra urbanizadora y 
lleva a cabo la expropiación de las vías, puede resarcirse de este gasto 
mediante la posterior venta de los solares resultantes de la expropiación 
de las fajas o zonas laterales de las mismas.

Por otra parte, el valor del terreno que deba ser expropiado se 
fija en el momento anterior a la aprobación del proyecto (art. 49), 
de tal forma que el expropiado no se beneficia de las expectativas 
de revalorización creadas por el Plan de Ensanche o de reforma inte­
rior, y al mismo tiempo se obliga a los adjudicatarios de los solares 
resultantes que se venden mediante pública subasta a edificar en un 
determinado plazo bajo amenaza de expropiación.

Las valoraciones de los terrenos eran llevadas a cabo mediante 
el sistema del tercer perito en el que a falta de acuerdo entre la valo­
ración de la Administración y del expropiado ésta sería decidida por 
el juez civil, garantizándose la objetividad en la estimación del valor 
de los terrenos.

Sin embargo, y con anterioridad, la primera Ley de Ensanche de 
1864 establecía un sistema diferente en el que la urbanización de las 
obras del ensanche era llevada a efecto por los propietarios de suelo 
y en ella se comienza a articular un sistema de cesiones voluntarias 
de los terrenos necesarios para la obtención de las vías, de tal forma 
que el propietario cede parte del suelo, no todo, necesario para la 
realización de la calle a cambio de su urbanización por parte de la 
Administración, con la consecuente obtención directa de las plusvalías 
generadas: por la obra urbanizadora de parte de los propietarios colin­
dantes. En caso de que el terreno no fuera cedido en su totalidad, 
la parte restante era expropiada teniendo en cuenta la plusvalía —el 
aumento de valor— resultante de la obra urbanizadora o bien cedía 
todos los terrenos y costeaba la urbanización quedando exento del 
pago extraordinario de la contribución territorial.

Por otra parte, la fijación de los valores a efectos expropiatorios 
era determinada por las, en un principio, denominadas Juntas de 
Ensanche, más tarde Comisiones Especiales de Ensanche en las que, 
bajo el imperio de la Ley de Ensanche de 1864, la representación de 
la propiedad fundiaria era mayoritaria, contribuyendo de esta forma 
a elevar los justiprecios y encarecer la financiación de la obra urba­
nizadora.

La Ley de Ensanche de 1876 aumenta la obligación de ceder los 
terrenos y cambia de sentido, las cesiones no son ya voluntarias sino 
obligatorias, y admite la posibilidad de expropiar la totalidad de la
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finca o fincas que den fachada a la nueva vía cuyos dueños se negaran 
a la cesión de una quinta parte de la misma para el servicio público. 
Por otra parte, y lo que es más importante, a efectos de determinación 
del justiprecio, éste sería determinado por el gobernador civil; además, 
en las Comisiones de Ensanche se disminuye la participación de los 
propietarios en las mismas, de taJ forma que permite la evaluación 
de un modo más coherente y la disminución de la presión de los 
mismos.

El período 1879-1924, hasta la aprobación del Estatuto Municipal 
de Calvo Sotelo, es del todo confuso, en el sentido de que conviven 
una pluralidad de normas con apreciaciones bien diferentes en el ámbi­
to de la capacidad expropiatoria de la Administración a los efectos 
de hacer suyas las plusvalías generadas por la obra urbanizadora, así 
como en la determinación del momento al que hubiera de referirse 
la valoración del bien objeto de expropiación. De un lado, coinciden 
la Ley de Expropiación Forzosa y la de Mejora, Saneamiento y Ensan­
che Interior de las Poblaciones de 1895; de otro, la legislación de ensan­
che parece continuar con su particular sistema de cesiones más o menos 
voluntarias y de justipreciosl.

En cuanto a la modulación de los justiprecios exprop i atorios por 
parte de la jurisprudencia, las tendencias no son uniformes. En algunas 
ocasiones se reconoce la plusvalía generada por el ensanche y en otras 
se está a lo establecido por la Ley de Expropiación Forzosa que deter­
mina que la valoración del bien se llevará a efecto teniendo en cuenta 
el valor anterior a que recaiga el proyecto 2.

t' La jurisprudencia en materia de expropiación forzosa es.muestra de las principales preo­
cupaciones o conflictos surgidos al respecto, y como pusimos de relieve las Sentencias de 30 
de mayo y 9 de junio de 1892 anulan la Ley de Ensanche de 1876 y estiman la aplicación 
de la Ley de Expropiación Forzosa de 1879.

- Así. poT ejemplo, en Sentencia de 5 de marzo de 1912 el TS «califica como justo el 
precio de 700 pesetas por hectárea a un terreno de cultivo y no el de 500 pesetas a que pretendía 
abonarlo el Ayuntamiento de Madrid porque Sos beneficios, que la obra ha de. producir ál pro­
pietario se compensan con los prejuicios que le ocasionará la división dé la finca Consecuencia 
de la expropiación y porque el precio, de 700 pesetas es el justo, como ha reconocido con 
sli imparcialidad el perito tercero».

En otras ocasiones, Sentencia de 10 de marzo de 1913, establece la libertad de la admi­
nistración activa y contenciosa para fijar e) justo precio del inmueble expropiado, sin atenerse 
á ninguna de. las tasaciones periciales, incluso ta del perito tercero, «pudiendo dar a las fincas 
expropiadas el justiprecio que estime más arreglado a derecho».

Aunque existen casos, Sentencia de 14 de mayo de 190.0, en los que se da preferencia 
a la tasación de la Administración sobre las periciales si «existe manifiesta exageración por 
parte del perito, de los propietarios y del tercero en discordia en sus respectivas valoraciones, 
y que es más verdadera y justa la del gobernador, debe prevalecer la valoración de éste sobre 
aquéllos».

La fijación del criterio para valorar las fincas es en ocasiones contradictoria, pues en algunos 
casos parece no computar en modo alguno la plusvalía generada por la obra urbanizadora; 
así, la Sentencia de 1 de diciembre de 1898, establece que ,se «debe atender para ello al valor 
que realmente tenga el inmueble a la fecha én que la valoración se practique, sin fijarse para
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Así pues, vemos cómo desde un primer momento, considerando 
como tal la aprobación de la Ley de Expropiación Forzosa de 1879, 
se produce una coexistencia que podríamos calificar de fatal entre la 
legislación general expropiatoria y la legislación especial sobre ensan­
che y reforma de las poblaciones ,

Durante el período intermedio previo a la aprobación de la siguien­
te y actual Ley de Expropiación Forzosa, se comienzan a recoger algu­
nas iniciativas —tanto en sede constitucional como legislativa— que 
indican avances considerables en la concepción de la expropiación for­
zosa tendentes a una ampliación de su ámbito de actuación. La expro­
piación parece salir del corsé conceptual y simplemente garantista de 
la propiedad al que había estado sometida y, en opinión de García 
de Enterría* 3 4, se da curso, en la Constitución de 1931 (art. 44), a

nada en cálculos eventuales y de no segura realización, por lo que al prescindir la Administración 
de ellos y fijar indemnización distinta a la propuesta por el perito tercero no incidió en error»; 
si bien en otras ocasiones sf se tiene en cuenta el mayor valor adquirido por una finca, así 
en las Sentencias de 14 de febrero de 1911 y de 4 de octubre de 1911 en relación con la 
aplicación del art. 38 de la LEF de 1879 y el arl. 56 de su Reglamento, eu el cual se menciona 
que «no puede admitirse que el Ayuntamiento compre los solares ahora en precio menoT del 
que vendió en 1879, que la zona en que están ha aumentado el valor de los mismos por tratarse 
de una de las mejores vías de la villa y que, acomodándose a la importancia efectiva del terreno 
por razón de su situación el precio que la asignó la .Tunta de urbanización y obras, a él debe 
estarse para resolver la duda de carácter netamente técnico».

En otras ocasiones se reconoce que la inclusión de terrenos en ciertos proyectos de urba­
nización altera el valor de los terrenos, pero no los convierte de fincas rústicas en urbanas. 
Respecto a la primera afirmación no duda en reconocer que «aumenta su tasación, pues la 
esperanza de que en plazo cercano pueda quedar, dada su proximidad, dentro de la zona de 
ensanche, si no de estricto derecho debe tenerse en cuenta, si bien la circunstancia de que 
otros terrenos contiguos se hayan vendido a más alto precio no obliga al expropiante, por derivarse 
de convenios particulares ajustados a las conveniencias ocasionales de las partes» (Sentencia 
de 26 de diciembre de 1911).

Por último, y como muestra de las oscilaciones dadas por la jurisprudencia en este período, 
una de las reliquias más interesantes a este respecto es la de la Sentencia de 26 de noviembre 
de 1895^ en la que se otorga la facultad a los propietarios de unos terrenos situados en la 
madrileña calle de Narváez para llevar a cabo la reivindicación de los mismos, pues éstos fueron 
ocupados sin cumplir los trámites previstos por la Ley de Expropiación Forzosa, concluyendo 
el fallo en la negación de este derecho pero otorgándoles el derecho a recibir la correspondiente 
indemnización con base a la Ley de Ensanche de Poblaciones de 1892 para Madrid y Barcelona 
que no estaba en vigor en el momento de iniciación del expediente.

3 Es éste un problema no planteado en el caso francés, en el que la principal y casi única 
noima urbanística de la segunda mitad del siglo xix es ¡a legislación sobre expropiación forzosa, 
de ahí que la doctrina y la jurisprudencia francesas se hayan centrado históricamente en ei 
problema del momento de la determinación de la valoración del bien a expropiar (art. 13.15 
CU) y en la consideración del terreno como tenain a batir o solar a efectos de su valoración, 
con una tendencia acentuada a la valoración de la utilidad pública de la expropiación en base 
a criterios de proporcionalidad y a la denominada teoría del balance. Sobre la “teoría del balance” 
en la jurisprudencia francesa, vid. al respecto De la  Cruz Ferrer, «Una aproximación al control 
de proporcionalidad del Consejo de Estado francés: el balance coste-beneficios en las decla­
raciones de utilidad pública de la expropiación forzosa», REDA, núm. 45, 19S5.

E. García  de Enterría , Los principios de !a nueva Ley de Expropiación Forzosa, Madrid, 
Civítas, reimpresión 19S9, p. 26, afirma que la promulgación de la Ley de 7 de octubre de
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la idea de la expropiación como instrumento de acción positiva frente 
a la anterior regulación que la entendía como simple instrumento de 
protección de la propiedad privada.

La promulgación de la Ley de 16 de diciembre de 1954 de Expro­
piación Forzosa recibió elogios encomiadles y una altísima conside­
ración por parte de la más prestigiosa doctrina 5, destacando como 
principales ventajas el intento de unificación de toda la legislación 
expropiatoria, el establecimiento de un único procedimiento, la admi­
sión de la posibilidad de que ¡a expropiación se ejerza a favor de otros 
sujetos diferentes a la Administración Pública instituyendo la figura 
del beneficiario de la expropiación y la regulación de la responsabilidad 
de la Administración por el funcionamiento regular o irregular de los 
servicios públicos.

Existen, sin embargo, dos puntos en los que la doctrina critica la 
nueva Ley: por una parte, Parada 6 entiende que la Ley de Expro­
piación Forzosa de 1954 refleja el modelo degenerado de la expro­
piación administrativa francesa, justamente cuatro años antes de que 
la reforma del general de Gaulle de 1958 retornase la expropiación 
a sus orígenes napoleónicos y judicialistas, de tal forma que los vicios 
proccdimentales del modelo se recibieron aquí, destacando la escan­
dalosa colonización del procedimiento ordinario en beneficio del pro­
cedimiento de urgencia y la marginación definitiva del juez civil.

El siguiente punto negro de la legislación sobre expropiación for­
zosa que en principio parecía ser una ventaja por los efectos unifi- 
cadorcs qne pretendía alcanzar es el de las valoraciones de los bienes 
sujetos a expropiación a los efectos de la determinación del justiprecio. 
La problemática en este sentido no deriva tanto de la propia regulación 
contenida en la Ley, aunque de por sí no establecía un sistema real­
mente unitario de valoración como analizaremos detenidamente más 
adelante. Los verdaderos problemas surgieron con la promulgación 
de la Ley de 12 de mayo de 1956 de Régimen de Suelo y Valoraciones, 
que rompe con el aparente sistema homogéneo y único de valoraciones 
existente en la regulación de la casi recién nacida Ley de Expropiación 
Forzosa.

1939 sobre procedimiento de urgencia de la expropiación y su aplicación reiterada y normal 
en la práctica administrativa, que contrariaba su propio carácter de remedio extraordinario, 
había puesto ya en entredicho la Ley de 1879 y hacía ineludible una revisión general del sistema.

* En este sentido GÁ íícta  dé Entérría (op: cu., pp. 28 y 29) nO Sudaba en afirmar que 
«estamos, en presencia, de una Ley poco común por Su audacia innovadora y por su altura 
técnica (...) esta Ley de 16 de diciembre de 1954 es la primera en todo el siglo xx que puede 
parangonarse a las grandes leyes administrativas del siglo xix, que a la par que acertaron en 
establecer muestro régimen administrativo, creándole casi ex nihilo, parecen haberle prestado 
un carácter definitivo y permanente».

6 Cfr. J. R. Parada  VÁzourz, Derecho administrativo, vol. 1, Parte General, 10.” ed., 1998, 
pp. 610 ss.
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a) Los posibles valores del suelo. Evolución legislativa 
y jurisprudencial, la ambigüedad en la definición 
del valor real del suelo

Paralelamente a la evolución de la institución de la propiedad pri­
vada partiendo de una ordenación y concepción de la misma como 
un derecho natural absoluto, inviolable y sagrado, ésta pasa a ser un 
derecho cuyo contenido es delimitado y limitado por la legislación 1. 
La regulación acerca del valor que la propiedad —en concreto la del 
suelo, que es la más tradicional, qué duda cabe— ha pretendido, al 
menos en el ordenamiento jurídico español, orientarse hacia una regu­
lación cada vez más objetiva de cuál deba ser el valor del suelo a 
efectos expropiatorios y en este iter evolutivo el concepto de valor real 
del suelo cobra una especial relevancia, porque la lucha hacia su 
implantación parece un logro frente al aumento de las prerrogativas 
que amplían las posibilidades de utilización de la potestad expropia- 
toria, del cambio de la utilidad pública al interés social y porque tanto 
el legislador como la jurisprudencia pugnan por la instalación de esos 
valores reales como los valores más justos y equitativos frente a una 
objetivización predeterminada del valor de un predio.

Pero: ¿qué se entiende por valor real del suelo? ¿Cuál es el con­
tenido, los elementos determinantes de esa realidad, que parece opo­
nerse a la irrealidad de otros valores? La diferencia entre los valores 
que tradicionalmente se consideran reales frente a los irreales u obje­

; L. Moreul Ocana , «La expropiación en el Derecho urbanístico. Sentido y límites», DA, 
núm. 252-253, abril 1999, estima en este sentido que el legislador, en tomo al perfil de la 
institución expropiatoria en el entorno del urbanismo, «está asumiendo una evolución que arranca 
de la primera Ley de Suelo de 1956. Evolución que, en su primer tramo, que llega hasta 1975, 
parte de la idea de que el derecho de propiedad tiene un contenido propio que luego el legislador 
puede delimitar y limitar. Desde esta reforma de 1975, se abre paso la idea de que, con Inde­
pendencia de. fa estructura esencial de facultades y deberes del derecho de. propiedad, es el 
propio legislador o, por tonga manu el planificador, el que atribuye un contenido preciso al derecho 
de propiedad».

En el mismo sentido se pronuncia García  de Enterría  en su ya clásico artículo «Actuación 
pública y actuación privada en el Derecho urbanístico», REDA, núm. 1, abril-junio 1974, p. 81, 
afirmando que «la Ley eventual mente limita los derechos, por supuesto, pero antes de eso 
los constituye, los configura, los define como tales derechos: es e! primer efecto de la Ley

Ei sistema de los derechos es, necesariamente, pues, un sistema de derechos con límites. 
Antes que constreñir o restringir derechos hay necesariamente que delimitarlos; la restricción 
opera precisamente sobre el ámbito del contenido normal u ordinario de un derecho, que es 
el marcado por sus límites y fronteras. La doctrina alemana ha distinguido por eso con absoluta 
precisión la figura de la delimitación de la propiedad (Eigentumbsgrenzung) de la figura de 
las delimitaciones de la propiedad (Eigentumsbeschritnkungen)».

Y en .la misma linea DÍEZ-PtcAzo y PoÜcedb León, «Los límites, del derecho de propiedad 
en la legislación urbanística», RDU, mayo-junio 1971, estableciendo las diferentes limitaciones 
que el derecho de propiedad tiene en materia urbanística, definiendo estos, límites como «las 
líneas o las coordenadas con las cuales la ley define el contenido normal de la propiedad».
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tivos no es otra cosa que un diferente método de cálculo, nada más 
y nada menos.

No existen valores reales o irreales del suelo, sino métodos dife­
rentes de valoración que conducen a justipreciar un bien de diferente 
manera s. La adopción del término valor real es un logro aparente­
mente sutil pero muy efectivo de los defensores a ultranza de la pro­
piedad privada, de las teorías economicistas de cálculo de los valores 
del suelo con criterios de mercado especulativo y de futuro, en el sen­
tido de equiparar como primer paso el valor de mercado con el valor 
real y computar para su obtención como elemento integrador de ese 
valor de mercado las expectativas revalorizadoras del mismo que se 
adquirirán con la realización de la obra urbanizadora. Considerando 
al mismo tiempo como irreales (y qué duda cabe de que la irrealidad 
es sinónimo de falsedad y de injusticia) otros métodos de valoración 
basados en criterios objetivos de estimación.

Este binomio —valor real como sinónimo de valor de mercado 
identificativo del único valor aparentemente justo, en oposición al valor 
“irreal” considerado mediante una metodología de objetivación de los 
mismos— es la gran lacra que han arrastrado las Leyes del Suelo espa­
ñolas, y que continuamos arrastrando en la actualidad.

a Una de las principales aportaciones doctrinales realizadas en este aspecto viene de la 
mano del profesor Pasada , que en la séptima edición del volumen 111 Derecho Administrativo 
{Madrid, Marcial Pons, 1998, pp, 368 ss.) lleva a cabo una reelaboracíón de las tesis mantenidas 
hasta el momento en cuanto a la evolución histórica del Derecho urbanístico español, poniendo 
de relieve como «si toda la aparente complejidad del Derecho urbanístico se reduce en resolver, 
en primer lugar, si el derecho a urbanizar es una potestad pública o un derecho de los propietarios 
de los terrenos, la segunda clave es la de la definición del modelo urbanístico; es, como venimos 
diciendo, la regulación de los justiprecios expropiatorios de los terrenos». Esta conexión entre defi­
nición de un modelo urbanístico y la necesidad de una legislación sobre expropiación coherente 
al mismo también ha sido puesta de relieve por oíros autores, Gonzálrz-Berengubr Urrutia , 

en términos algo más extremos, o García-Bellido  en sus estudios sobre la denominada “pro­
piedad desagregada” (RDU, núm. 139, 1994; DA núm. 222, 1998). La cuestión de los justiprecios 
expropiatorios ¡a resuelve el legislador en las Leyes de 1956, 1975 y 1990, en opinión de Parada , 

al que seguiremos en este punto, protegiendo a una minoría de propietarios de la iniciativa 
pública con lo que certeramente denomina como justiprecios sobredimensionados en función 
de la edificabilidad que los planes le atribuyen. La nueva Ley 6/1998 mediante sus invocaciones 
al “valor real” no hace, otra cosa que un ejercido de demagogia «pues no hay valores reales, 
sino métodos de valoración, y lan valor real es el valor en renta de los bienes como el valor 
en venta si hay transacciones para poder calcularlo. Ambos son, al fin y a la postre, valores 
reales o legales, y lo que tenía que haber justificado el legislador es que, contra toda la tradición 
legislativa expropiatoria anterior a la Ley de Suelo de 1956, se siga computando en el justipreció 
del suelo urbano y urbanizable, y a través del denominado valor de repercusión, el sobrevalor 
derivado de la atribución por el Plan de un Aprovechamiento Urbanístico, algo que los pro­
pietarios no han hecho nada para merecer, beneficiándose de: un tesoro que la colectividad 
ha puesto sobre unas propiedades y negado radicalmente en otras».
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b) Valor real, valor de mercado, valor especulativo.
Tratamiento de los términos en la legislación 
de expropiación forzosa y en las sucesivas leyes del suelo, 
las modulaciones jurisprudenciales

Roca Cladera 9 estima acertadamente que «el concepto de valor 
real no ha sido definido de forma expresa por legislación de tipo alguno, 
aunque haya sido tradicionalmente el objeto mismo tanto de ia expro­
piación como de la tributación (a efectos de transmisión y sucesión 
de los bienes inmuebles)».

En efecto, la Ley de Expropiación Forzosa de 1954 establece en 
sus arts. 38 a 43 las diferentes formas de valorar los bienes a expropiar. 
Las primeras determinaciones hacen pivotar el sistema de valoraciones 
en torno al valor que los solares o las fincas tuvieran asignados para 
los efectos del arbitrio municipal sobre incremento del valor de los 
terrenos, aumentado en un 10 por 100, o en su defecto el valor en 
venta fijado a efectos de contribución territorial. El sistema de valo­
raciones parece, pues, subsumirse o entroncarse bajo el paraguas de 
criterios de estimación fiscales. Sin embargo, el mítico art. 43 de la 
LEF permite otro tipo de valoración, la libertad estimativa de los valo­
res del suelo «si la evaluación practicada por las normas que en aquellos 
artículos se fijan no resultare de acuerdo con el valor real de los bienes 
y derechos objeto de expropiación, por ser éste superior o. inferior 
a aquélla».

Pero dejando las puertas abiertas al criterio de libre estimación 
de la evaluación del bien no se precisa qué se ha de considerar como 
valor real del mismo; simplemente y como delimitación o definición 
negativa se da por entendido que los valores fiscales no son identi- 
ficables con el valor real. Si bien la Exposición de Motivos apunta 
indiciadamente que es «preciso ponderar las valoraciones fiscales con 
las del mercado y para casos excepcionales dejar abierta la posibilidad 
de apreciación de circunstancias específicas, que de no tenerse en cuen­
ta provocarían una tasación por completo irrazonable».

La legislación de expropiación forzosa ha intentado tradicional­
mente acotar el principio de libre estimación en la valoración de los 
bienes determinando el momento en que debía llevarse a cabo la valo­
ración; esta tendencia es la seguida por la legislación francesa que 
analizamos en páginas anteriores. Así, y al igual que ocurrió en la 
legislación de expropiación forzosa de 1879, es en el art. 36 de la LEF 
en cí que se limitan de forma clara los criterios amplios y libre esti­
mativos del art. 43, en el sentido de que establece que las tasaciones

g J. Roca  Cladera , «La valoración del suelo en la Ley 6/1998», Documentación Admi­
nistrativa, núm. 252-253, septiembre 1998-abril 1999.
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se efectuarán con arreglo al valor que tengan los bienes o derechos 
expropiables al tiempo de iniciarse el expediente de justiprecio, sin 
tener en cuenta las plusvalías que sean consecuencia directa del plano 
o proyecto de obras que dan lugar a la expropiación y las previsibles 
para el futuro.

El olvido voluntario de este precepto, es más, su arrinconamiento 
y marginación hicieron que el art. 43 tuviera una autentico efecto “bola 
de nieve”, en el sentido de que la libre estimación de los bienes a 
expropiar que en principio debía enmarcarse en los límites del art. 36 
rompe y deforma el espíritu de la Ley, permitiendo de esta forma 
la obtención de justiprecios en los que se valoran las expectativas crea­
das al amparo de la aprobación del plan y que no son generadas por 
el propietario del terreno.

En este sentido, González-Berenguer 10 apunta cómo estos dos 
preceptos de la Ley de Expropiación Forzosa (el art. 43 en relación 
directa con el art. 36) hubieran bastado para construir un sistema equi­
tativo de valoración de los bienes a expropiar n.

Así pues, la Ley de Expropiación Forzosa, basándose en el principio 
jurisprudencial que establece que el valor real de un terreno será aquel 
que permita adquirir otro bien idéntico al mismo objeto de valoración, 
permite el aumento de los justiprecios sobre la base de que el bien 
que deba ser restituido cuente con las mismas circunstancias revalo- 
rativas del mismo, las que han propiciado la expropiación, la utilidad 
pública o el interés social de una determinada obra o proyecto.

Aquí es donde queríamos llegar: desde el momento en que el cri­
terio de libre estimación no está sujeto a límites de equidad, de justicia, * 11

111 J. L. González-Berenguer Uurutia , Gestión, financiación y control del urbanismo, 
Madrid, Instituto de Estudios de Administración Local, Estudios de Administración General. 
1979, p. 452: «Por nuestra parte, no tenemos inconveniente en admitir que toda la problemática 
del justiprecio quedaría resucita con la aplicación constante del mismo criterio: el justiprecio 
se determinará en base a fijarlo en el importe necesario para readquirir la situación que se 
elimina. En este importe no deberá entrar nunca el enriquecimiento debido a cualquier acción 
no imputable al propietario». En otro momento, al comenzar a analizar las diferentes reper­
cusiones que en materia de expropiación y justiprecios lian tenido las legislaciones urbanísticas, 
comenzando por Sa Ley de 12 de mayo de 1956, establece que el legislador urbanístico se olvidó 
de que el problema de la inadmisibilidad de pagar precios de mercado en los casos que las 
leyes contemplan, dada la estructura monopolística del mercado de suelo y la improcedencia 
de justipreciar plusvalías generadas por la propia actuación urbanizadora o, en todo caso, por 
esfuerzo ajeno al perceptor del justiprecio (plusvalía en sentido técnico), ya estaba previsto 
y regulado por el art, 36 de la Ley de Expropiación Forzosa.

11 En otro momento, al comenzar a analizar las diferentes repercusiones que en materia 
de expropiación y justiprecios han tenido las legislaciones urbanísticas, comenzando por la Ley 
de 12 de mayo de 1956, establece que el legislador urbanístico se olvidó de que el problema 
de la inadmisibilidad de pagar precios de mercado en los casos que las leyes contemplan, dada 
la estructura monopolística del mercado de suelo y la improcedencia de justipreciar plusvalías 
generadas por la propia actuación urbanizadora o, en todo caso, por esfuerzo ajeno al perceptor 
del justiprecio (plusvalía en sentido técnico), ya estaba previsto y regulado por el art. 36 de 
la Ley de Expropiación Forzosa (iibidem, p. 453).



372 MARTA LORA-TÁMAYG VALLVÉ

se vertebra un sistema expropiatorio viciado y en el que el valor real 
que pretendidamente se obtiene es un valor anticipado, ficticio, de 
virtualidad futura, y por eso mismo la realidad pretendida se transforma 
en irrealidad especulativa favorecedora de los intereses económicos 
de los propietarios de suelo, a pesar de que la Ley de Expropiación 
Forzosa de 1954, al igual que su antecesora de 1879, contenía meca­
nismos correctores de estas deficiencias que fueron desaprovechados.

La sólida Exposición de Motivos de la Ley de Suelo de 1956, que 
sorprende por el diagnóstico cabal y pragmático de los principales pro­
blemas urbanísticos que realiza, rompe una lanza a favor de la obje- 
tivización de los valores de suelo a los efectos expropiatorios y proclama 
en alta voz la necesidad de ruptura con el sistema establecido en la 
Ley de Expropiación Forzosa de forma implícita y delimitando de for­
ma muy interesante el concepto de valor real de los terrenos, en el 
sentido de que opone o enfrenta el valor real de un terreno al valor 
o precio especulativo que se adquiere al tener en cuenta la plusvalía
aún no incorporada al terreno que generará la inversión urbanizado-

12ra .
La aprobación de la Ley de Suelo de 12 de mayo de 1956 parece 

intentar poner fin a esta situación, pero —paradójicamente— al articu­
lar un sistema específico de regulación de la valoración de los bienes 
a expropiar por razones urbanísticas en la que intenta imponer de 
forma ambigua, y como plásticamente expresa Roca, «con el corazón 
dividido» 13, un sistema objetivo de valoraciones de suelo provocará, 
además del desorden propio de la existencia de una dualidad norma­
tiva, situaciones paradójicas y controvertidas de aceptación de plus­
valías urbanísticas en predios que son expropiados de forma no urba­
nística.

La búsqueda del valor real del suelo como contrapuesto al valor 
especulativo que parecía ser la principal inquietud del legislador en 
la Ley de 1954 se transforma en una búsqueda de valores objetivos 
que, sin embargo, se queda a medio camino provocando la articulación 
legislativa de un híbrido, una peligrosa mezcla genética en la que con­
trariamente a lo proclamado en la Exposición de Motivos se crean 
cuatro tipos de valores del suelo que responden a métodos diferentes 
de cálculo, de tal forma que en unos se atiende a esa ansiada obje- 
tivización generada mediante la estimación de valores fiscales, y en

Estableciendo en este sentido que: «lo cierto es, sin embargo, que suelen pretenderse 
precios de especulación en lugar de precios reídos, y en tanto se consiguen o no, se hace imposible 
o se demora la movilización de la propiedad territorial, es decir, se impide la parcelación, venta 
y edificación de los solares resultantes y la saturación del mercado con oferta de terrenos a 
precios razonables. El beneficio qué pueda obtenerse de transformar el terreno rústico ett solar 
es perfectamente lícito, siempre que sea el propietario quien haya costeado la urbanización 
determinante de aquélla».

13 Ibidem, p. 287.
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otro se atiende a los criterios establecidos en el art. 43 de la Ley de 
Expropiación. Existen, por tanto, cuatro clases de valores: inicial14, 
expectante 15, urbanístico 16 y comercial17.

Es en el último valor, el comercial, en el que se produce la inter­
sección legislativa, aunque en la práctica veremos cómo no se trata 
de una intersección sino de unión de todos los valores en el valor 
comercial de los terrenos entre la legislación urbanística y la Ley de 
Expropiación Forzosa en su art. 43, aislado de su interpretación con­
junta con el art. 36 (que prohibía el cómputo de las plusvalías no gene­
radas por el propietario).

La doctrina tradicionalmente estima, por tanto, que desde una pers­
pectiva legislativa, abismalmente separada de la práctica jurispruden­
cial a este respecto, el único valor real —entendido como valor de 
mercado— que se equipara a valores especulativos es únicamente abor­
dado por el valor comercial, de tal modo que en este caso parece 
que el binomio valor real-valor de mercado sólo funciona en aquellos 
terrenos susceptibles de ser valorados con valores comerciales, pro­
duciéndose la automática identificación valor real-de mercado-comer­
cial.

14 Que'sería de aplicación a .los terrenos rústicos sin expectativas urbanísticas, a los. viales 
y a los parques y jardines en función de lo que establecieran los planes de ordenación (art. 90 
LS 56). El cálculo de este valor denominado como inicial se obtendría atendiendo al apro­
vechamiento rústico del suelo, excluyendo toda expectativa urbanística en su cuantificación, tra­
ducción de la fórmula del valor en uso o existing valué que recogen las legislaciones francesa 
e inglesa. Una de las críticas más interesantes vertidas en torno a esta figura en el suelo rústico 
es la realizada por González-Berenguék ,. quien én éste sentido estima que nú tiene ningún 
sentido este tipo de valoración en tanto en cuanto por el hecho del surgimiento del plan el 
suelo afeclado por él deja de ser rústico (a menos que él plan general haya instituido un .suelo 
urbano de reserva y un suelo calificado cómo rústico fe incluido dentro del plan), cosa ésta 
Obligada en la Ley de 1975, pero no prevista ni usual en la Ley de 1956». De todos modos 
la jurisprudencia se encargaría de contradecir este primer criterio de objetivización mantenido 
por la Ley defendiendo el pago de justiprecios a valores comerciales en terrenos destinados 
a viales (SSTS de 5 de abril de 1971, 14 de diciembre de 1972, 16 de diciembre de 1972, 
18 de diciembre de 1972, entre otras).

I: Valor expectante: dé aplicación en los suelos rústicos con perspectivas de utilización 
urbanística y a los de reserva urbana (art. 91 LS 56). Es definido como el potencial de los 
terrenos en razón a las perspectivas de aprovechamiento o utilización urbanística (art. K5.4 
LS 56.) o —lo que és lo mismo— el valor anterior ai que se le agrega la plusvalía que le 
corresponda al terreno según su utilización urbana previsible en los quince años siguientes, 
es decir, la plusvalía generada por el plan urbanístico. En este punto reside la primera, pero 
no la última, contradicción de la Ley de Suelo, en el sentido de que quiebran los principios 
aparentemente sagrados que enunciaba su Exposición de Motivos. De momento ninguna refe;- 
rencia al valor real de los terrenos.

16 Cfr. P. García  Manzano , «La dualidad valorativa y las expropiaciones urbanísticas». 
Cuadernos de Derecho Judicial, núm. XIX, Expropiación Forzosa, Madrid, CGl'J, 1992. pp. 321 ss.

17 Valor comercial: será de aplicación a los solares enclavados en el casco y los exteriores 
sitos en polígonos donde se susciten valores comerciales; su método de cálculo tendrá en cuenta 
el mayor valor que, sobre los anteriores, pueden tener los témenos por las circunstancias de 
situación, concentración urbana u otras semejantes y será determinado según los criterios de 
Ja Ley de Expropiación Forzosa.



374 MARTA LO.RA-TAMAYO VALLVLi

Sin embargo, en este punto, y a pesar de las certeras puntuali- 
zaciones realizadas por González-Berenguer en cuanto a la inutilidad 
del concepto de la valoración inicial en los. terrenos rústicos, (ya que. 
su método de valoración no tiene eficacia alguna puesto que desde 
el momento en que se aprueba el plan acceden a un nuevo valor, 
el expectante), hemos de precisar que el valor más real de todos los 
anteriormente apuntados es el valor inicial en tanto en cuanto fija 
su cuantía excluyendo cualquier tipo de plusvalía o expectativa urba­
nística generada por el plan, y atiende al uso efectivo de los terrenos, 
a su utilización agrícola forestal o ganadera.

El problema que se deriva de esta tipicidad valorativa es que la 
reclasificación de los terrenos produce un automático enriquecimiento 
del propietario de los mismos con la inclusión de los valores expectante 
y urbanístico, y cuando no se estima así es la jurisprudencia la que 
se encarga de matizarlo (asignando valores comerciales a todos los 
terrenos), prácticamente sin excepción 1S * * *.

Esta situación de coexistencia entre dos normas que valoran de 
formas diferentes un bien por el simple hecho de que éste haya sido 
expropiado mediante la legislación general o que lo haya sido en virtud 
de lo establecido en la Ley de Suelo, es decir por razones urbanísticas, 
hace revolverse a la jurisprudencia contra el sistema establecido.

En un primer momento intenta poner un límite al contenido y 
al concepto de lo que deba entenderse por expropiación urbanística, 
por la novedad y los efectos económicos que de ella derivan y, en 
este sentido, partiendo inicíalmente del hecho de que la gestión urba­
nística está en manos de los Entes locales, estima que los parámetros 
que delimitan este tipo de expropiaciones serán, de una parte, su fina­
lidad, que serán los Planes de Ordenación Urbana, y, de otra, que 
la ejecución se halle a cargo de la Administración municipal, respon­
diendo así a la dicotomía de la entonces Ley de Régimen Local entre 
«obras de urbanización» y «obras ordinarias», si bien se aprecia en 
la jurisprudencia dos tendencias: una estricta 19, que limita la expro­
piación urbanística a la ejecución de los Planes de Urbanismo, y una 
amplia20, según la cual podrá ser también expropiación urbanística 
«cuando se efectúa para ejecutar Planes de Ordenación Urbana o para 
realizar obras que tengan una finalidad urbanística» 21.

IS En efecto, la jurisprudencia del Tribunal Supremo —en este primer período de con­
vivencia de la norma propiamente urbanística frente a la expropiatoria- ■ prima la aplicación
reiterada y constante del art. 43 de la Ley de Expropiación; es el reinado de los valores entendidos
como de mercado (especulativo, claro está) o comerciales (y a los que me resisto a calificar
de reales).

111 SSTS de 25 de octubre de 1977, 5 y ó de marzo de 1990, 24 de octubre de 1990, 28. 
de septiembre de 1991.

20 STS de 20 de septiembre de 1991.
11 Op. cit., p. 322.
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Sin embargo, esta delimitación conceptual de las diferencias entre 
expropiación urbanística y no urbanística, que en principio parecía 
tener tanta importancia por la diversidad de regímenes o métodos valo- 
rativos que encarnaban, pierde su relevancia con la constatación de 
que, a pesar de este esfuerzo^en la distinción formal, la jurisprudencia, 
salvo honrosas excepciones 22 que pretenden aclarar el embrollo crea­
do, estima (como dijimos anteriormente) como valores comerciales 
—calculados con base al art. 43 de la LEF— a todo tipo de terrenos 23.

Pero la rebeldía judicial fue combatida con “cañonazos legislati­
vos” 24 25, y para intentar frenar la fuerte corriente jurisprudencial que 
desvertebraba el esquema de valoración objetiva impuesto por la LS 56, 
se aprueba la Ley 52/1962, de 21 de julio, de Valoraciones Urbanísticas, 
que prohíbe expresamente la aplicación del método de valoración esta­
blecido en el art. 43 de la LEF, al tiempo que casi de tapadillo permite, 
si no su aplicación, la utilización de los mismos métodos valorativos 
en el art. 7 del reglamento de la misma norma

Por otra parte, la imposición de los valores objetivos de suelo se 
lleva a cabo mediante la determinación de un índice Municipal de 
Valores y el denominado Cuadro de “precios máximos y mínimos”, 
en lo que se ha venido a denominar “televaloración” 26, en la que la 
finalidad confesada era la de impedir la impugnación jurisdiccional

2a STS de 29 de noviembre de 1958 estableciendo que: «conjugando los preceptos de las 
Leyes de Suelo y Expropiación Forzosa hay que reconocer que las valoraciones de los terrenos 
habrán de efectuarse teniendo en cuenta los diferentes valores: inicial, expectante, urbanístico 
y comercial, según se refiera al intrínseco de los predios, determinados por su aprovechamiento 
en el momento de la valoración, el potencial de los terrenos en razón a las perspectivas de 
aprovechamiento o utilización urbanística, al que tuvieran los terrenos en razón con las posi­
bilidades de edificación resultantes de planeamiento y al mayor valor que, sobre los anteriores, 
puedan tener por sus circunstancias de situación, concentración urbana u otras semejantes».

STS de 3 de noviembre de 1962 que se ciñó a los parámetros establecidos por el art. 85
de la LS 56. , .

R. Martín  Mateo , «Las valoraciones en las expropiaciones urbanísticas. La Ley 8/1990», 
DA, núm. 222, 1990, pp. 79 ss,, explica irónicamente este fenómeno dé inaplicación de los 
valores objetivos establecidos en la LS 56 afirmando que «ésta tuvo una prolongada e inimaginable 
vacado tegis debido a que simplemente la sociedad no llegó a asimilarla, primero, porque sus 
principios sin duda socializadores iban muy por delante de los imperantes en la época, y segundo, 
porque los políticos municipales fueron incapaces de comprender su estructura técnica. Algo 
parecido debió pasar con los jueces qué siguieron aplicando las pautas estimativas conectadas 
con la LEF».

24 Ibidem. _
25 En este sentido, González-Bf.renguer (op. Cid, p. 446) estima que el legislador no 

tendría una conciencia muy tranquila cuando elaboró'ésta Ley a! permitir en el art. 7 de. su 
propio Reglamento que. para calcular los valores comerciales se tendrán en cuenta, sin embargo, 
en la determinación del valor comercial, las circunstancias de situación y concentración urbana 
y otras semejantes, el producto íntegro o el líquido imponible de la contribución, el arbitrio 
sobre el incremento de valor del suelo y los precios ponderados de venta de fincas análogas. 
Si este precepto no es idéntico á los métodos recogidos por el art. 43 de la LEF- se le parecen 
mucho.

ibidem.
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de los justiprecios individualizados permitiendo únicamente mediante 
la figura del «acto firme y consentido» 27 * la impugnación en vía con- 
tencioso-administrativa, previo recurso de reposición del acto apro­
batorio de los índices municipales de precios .

La Ley de Suelo de 1975 y el TRLS 76 intentan simplificar el sis­
tema objetivo de valoraciones mediante la supresión del valor expec­
tante y el comercial, de tal forma que restan sólo dos valores: el valor 
inicial29 y el urbanístico 30.

Uno de los mayores logros paradójicos y sorprendentes que la pre­
tendida objetivización de los valores de la Ley del Suelo de 1975 obtiene 
es la separación real entre los métodos de valoración seguidos para 
las expropiaciones urbanísticas —que la jurisprudencia, como vimos, 
acotó formalmente—, y las expropiaciones generales o no urbanísticas.

Por esta razón se consagra la dualidad normativa que produce efec­
tos tan absurdamente contradictorios como el hecho de que los terrenos 
rústicos que fueran expropiados para la realización de obras públicas 
no urbanísticas, pero en el entorno de núcleos urbanos, serían valorados 
a efectos del cálculo del justiprecio considerando las posibilidades o 
expectativas urbanísticas de los mismos. Es decir, a un suelo al que 
el plan expresamente margina del proceso de desarrollo urbano se 
le reconoce la plusvalía generada por su aprobación, que en principio 
no debía afectarle, al menos en el plazo de desarrollo de ese plan 
(como mínimo ocho años), puesto que no se prevé ningún tipo de 
actuación urbanizadora en el mismo 3 .

27 Sobre la interpretación de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional del acto con­
sentido, vid. al respecto M. J. Alonso Mas, «La modulación de la doctrina del acto consentido 
en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional», REDA, núm. 103, julio-septiembre 1999, 
pp. 451 ss.

38 Cír. P. García  Manzano , op. cit., p. 327.
Que sería de aplicación para el suelo no urbanizable y su método de cálculo responde 

a la capitalización de las rentas del terreno.
30 Que sería de aplicación a los suelos urbano y urbanizable (art. 108 de la LS 75) y 

su método de cálculo supone en principio, para el ámbito de ¡as expropiaciones urbanísticas, 
el triunfo de la objetivización de los valores en el sentido de que hace referencia directa a 
los valores catastrales o fiscales siempre y cuando se cumplieran determinados requisitos tendentes 
a una identificación entre valor fiscal y urbanístico que requieren, según lo establecido en el 
art. 145 del Reglamento de Gestión Urbanística, un espacio de tiempo inferior a cinco anos 
en las valoraciones catastrales y la adecuación de las ponencias al contenido del plan, requisitos 
estos de difícil cumplimiento que propiciarían la utilización de técnicas tendentes a reconocer, 
de nuevo, valores de mercado o especulativos. Admitiéndose, por otra parte, coeficientes correc­
tores a estos valores que podrían ser objeto de aumento o deducción, no superando, en todo 
caso, e! 15 por 100 del valor del mismo (arte. 105.3 de la LS y 147 del Reglamento de Gestión), 
así como otro posible incremento o deducción en el valor del los terrenos en función del grado 
de urbanización recogido en el art. 148 del Reglamento de Gestión.

* Entre otras, SSTS de 10 de febrero de 1982, 14 de abril de 1982, 6 de abril de 1983, 
7 de septiembre de 1984, 22 de mayo de 1986, 16 de junio de 1987, 29 de junio de 1987, 
24 de mayo de 1988 y 18 de abril de 1989.
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De esta forma estima Roca que se pasó a considerar «como normal 
lo que en otra situación se hubiese conceptuado como un absurdo 
lógico inaceptable desde una perspectiva racional. Muy particularmen­
te la posibilidad de apreciar, a través del cauce del art. 43 de la LEF, 
expectativas urbanísticas a suelos no urbanizables excluidos por el pla­
neamiento de todo potencial urbano» 32 33, de ta! forma que, con Martín 
Retortillo y Salas Hernández, se puede decir que la jurisprudencia 
«ha inventado al margen de la Ley del Suelo la categoría de suelo 
rústico con expectativas urbanísticas» 3j.

¿Dónde está entonces el valor real? En el período de coexistencia 
de la Ley de Expropiación Forzosa y la Ley de Suelo de 1975 es difícil 
encontrar una clase de suelo o un método valorativo en el que se 
intente obtener el valor real de los terrenos; quizá podría mantenerse
que__ al igual que en la normativa anterior— éste reside en el suelo
no urbanizable; sin embargo, tras las precisiones realizadas por la juris­
prudencia en cuanto a la expropiación no urbanística en suelo rustico, 
el perfil inicial se difumina, la ansiada objetivación —si bien parece 
desprenderse de las valoraciones urbanísticas— tampoco se consigue 
por el desfase existente entre la valoración catastral y el planeamiento, 
de tal forma que de nuevo se permite abrir paso y romper este frente 
mediante la introducción de los criterios del art. 43 de la LEF.

La Ley 8/199034 parece enterrar definitivamente la dualidad valo- 
rativa con el precepto legal que reconduce a efectos únicamente de 
valoración de todas las expropiaciones al sistema impuesto por la Ley 
del Suelo (art. 46 en relación con la Disposición derogatoria única, 
apartado 3). Este fenómeno es lo que algunos autores han venido a 
denominar la «apoteosis de la objetivación» 35 o incluso «esquizofre­
nia» 36 objetivadora, en el sentido de que sólo se admite un método 
de valoración, que se articula con base a los valores fiscales establecidos 
en la Ley de Suelo para todas las expropiaciones, suponiendo en prin­
cipio, y en función de lo establecido en el inciso final de la Disposición 
derogatoria, la derogación de los preceptos sobre valoración del suelo 
contenidos en la legislación expropiatoria 37.

32 J Roca  Cládera , Ld valoración del suelo en la Ley 6/1998, op, d'í., p. 293.
33 S. Martín  Retortillo  y J. Salas Hernández, «Los procedimientos de transferencia 

forzosa de la propiedad privada en el marco de la planificación urbanística», RAP, num. 79,
enero-abril 1976. ., , . ,, ■

34 Existió un primer intentó de modificar la regulación de la valoración del suelo a eft3cU3S 
expropiatorios que cuajó en un la ley aparecida en el Boletín Oficial dejas Cortes de 1 de 
agosto de 1978 sobre valoración y justiprecio de las expropiaciones que diferenciaba dos tipos 
de valores, el urbanístico y el base, estableciendo un sistema de cálculo de los mismos.

35 R. Martín  Mateo , «Las valoraciones en las expropiaciones urbanísticas. La Ley S/199U», 
DA, núm. 222, 1990, pp. 79 ss.

36 J. Roca  Cladera , op. cit, p. 301.
33 En este Sentido la doctrina no es unánime, puesto que:al no establecerse una derogación 

expresa del art. 43 de la LEF se puede entender que la Ley de Suelo ha rectificado el ámbito
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Existen en principio dos valores, al igual que en la legislación de 
1976. De una parte, el valor inicial (art. 49), que se determinará apli­
cando los criterios contenidos en las legislaciones catastrales del suelo 
de naturaleza rústica sin consideración alguna a su posible utilización 
urbanística y, de otra parte, el valor urbanístico, en el que se produce 
el verdadero cambio de metodología o concepción, en el sentido de 
que no depende directa y exclusivamente de la clase de suelo, sino 
que (art. 50) se determinará en función del conjunto de derechos o 
facultades de este carácter que, en el momento de practicarse la valo­
ración, se hubieran adquirido.

Este nuevo sistema de escalonamiento, de adquisición gradual de 
derechos, parece despojar al derecho de propiedad de cualquier posi­
bilidad o derecho natural o inherente a la urbanización y/o la edi­
ficación, de tal forma que el propietario del terreno sólo tiene (en 
concepto a derechos urbanísticos en sentido amplio) lo que el plan 
le otorga y en la medida en que cumpla los deberes que la legislación 
le impone; de otro modo parece que la propiedad en este sentido 
está vacía de contenido y de valor, que al fin y a la postre es lo impor­
tante (es decir, el contenido económico que se le dé al derecho de 
propiedad).

Sin embargo, y ante esta novedosa y rompedora puesta en escena, 
el sistema no es tampoco perfecto, y cae en los mismos vicios o errores 
que las legislaciones anteriores, en el sentido de que no logra una 
objetivación plena a los efectos de justipreciar el bien expropiado, de 
tal forma que mediante esta ruptura quiebran también los principios 
básicos en torno al vaciamiento del derecho de propiedad de contenido 
urbanístico puesto que, computando piusvalores que provienen de la 
aprobación del plan y que no son generados por el propietario del 
suelo, parece que se indemniza un derecho a urbanizar del que ha 
sido privado, que su derecho contenía, no teniendo, pues, sentido la 
jerarquía escalonada de derechos y deberes que se van adquiriendo 
y que suponían en principio una auténtica publificación del proceso 
mismo de adquisición de facultades urbanísticas.

de aplicación del art. 43 de la LEF, que ha dejado de tener carácter general en cuanto a 
regla de valoración que contiene al quedar excluidos de su esfera aplicativa todos los casos 
en que la valoración concierne a terrenos o suelo. Cfr. L. Parejo Alfonso, «Expropiación foizosa 
y supuestos expropiatorios en la Ley S/1990, de 25 de julio, de Reforma del Régimen Urbanístico 
y Valoraciones del Suelo», DA, ntnn. 222, 1990, pp. 149 ss.
' O incluso se ha ¡legado a sostener la tesis de la subsistencia del art, 43 de la LEF en 
el sentido de que en expropiaciones no urbanísticas la derogación se limita a los arts. 38.1 
y 39 de la LEF, pero no al art. 43, que ha de seguir siendo aplicado en este tipo de expropiaciones, 
porque en él no se contiene en rigor una norma sobre valoración del suelo, sino un criterio 
referido a todo tipo de bienes, y como tal merece la consideración de principio general expro- 
piatorio. Cfr. E. Arbizu Lostao, «Alcance derogatorio de la Ley 8/90, de 25 de julio, sobre 
Régimen Urbanístico y Valoraciones de Suelo, en relación con la Ley de Expropiación Forzosa», 

Actualidad, y Derecho, nútn. 38, 16-22 de septiembre de 1991..
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Existen, pues, al menos tres casos en ios que a efectos expropia- 
torios se indemnizaba por encima del valor objetivo, o el valor fiscal 
establecido con carácter general:

1. Suelo urbanizable programado sin plan parcial, es decir sin
derechos urbanísticos adquiridos; se valoraba por encima del valor ini­
cial, añadiendo un 25 por 100 del coste estimado para su futura urba­
nización (art. 48.2 TRLS 92). _

2. Los terrenos cuyo propietario tenga adquirido el derecho a 
edificar serían tasados añadiendo al valor urbanístico el aprovecha­
miento autorizado por la licencia, el 25 por 100 del coste de ejecución 
del proyecto para el que se obtuvo la misma y la totalidad de los gastos 
que, justificadamente, estén motivados por la edificación proyectada 
o iniciada (art. 55). En este caso se estaba indemnizando con un 25 
por 100 del coste de la urbanización el lucro cesante por la impo­
sibilidad de poder llevar a cabo la edificación 3!í.

3. En los supuestos de expropiaciones urbanísticas, es decir, para 
la obtención de sistemas generales o dotaciones locales en suelo urbano 
que se obtengan por expropiación y los terrenos incluidos en unidades 
de ejecución en las que se hubiera fijado como sistema de actuación 
el de expropiación, el justiprecio se obtendrá refiriendo a su superficie 
el 50 o el 75 por 100 del aprovechamiento tipo del área de reparto 
donde estén adscritos o situados respectivamente (arts. 58 a 60 
TRLS 92).

La Ley 8/1990 y el TRLS 92, mediante la articulación de este ambi­
cioso sistema —pues, qué duda cabe, su lógica es impecable y la regu­
lación del proceso gradual de adquisición de facultades es un ejercicio 
intelectual irreprochable que disecciona el proceso de creación de la 
ciudad en diferentes fases que son muy claras—, presenta, sin embargo, 
una implementación de esta fragmentación del todo farragosa, que 
se encuentra alejada de los sistemas anteriores, de tal forma que pro­
dujo un enorme rechazo social y doctrinal de una ley que, por otra 
parte, ha tenido una vigencia de solidez constitucional precaria en el 
sentido de que casi desde el momento mismo de su refundición en 
el TRLS 92 se encontraba Sub judice a la espera de resolver los recursos 
de inconstitucionalidad planteados por diferentes Comunidades 
Autónomas.

Por esta razón, las críticas más duras vertidas sobre la Ley se cen­
tran en ese alejamiento de la realidad y tradiciones urbanísticas, cali­
ficándose de «ingeniería jurídica de salón 3y»; otros autores más con­
descendientes alaban la iniciativa, el fondo de la Ley, peí o critican 
su forma, su implementación por el legislador, destacando sobie todo 
la amplitud del repertorio de valoraciones y sobre todo su acusada 38

38 Cfr. Roca Ciadf.ra, op. cit, p. 304, nota 51
J. R. Parada Vázquez, Derecho Administrativo..., op. cit., p. 367.
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separación del mundo real al que desconoce o desprecia y, poi tanto, 
no intenta reconducir en su racionalidad, aunque estos aspectos no 
deben, por otra parte, enturbiar el sentido histórico profundo de lo 
que intentó la Ley de Suelo de 1990 en cuanto a la valoración de! 
suelo 40.

Por otra parte, «la noción dinámica que sobre el derecho de pro­
piedad pretende implantar la LS 90 es un concepto completamente 
alejado a la mentalidad de los propietarios urbanos en los que perdura 
desde siempre una noción de arraigo, de eternidad en la condición 
de dueño de cada finca, tan lejana a los intereses públicos que desen­
vuelve el urbanismo» 41.

La ineficacia de todas, sin excepción, las legislaciones urbanísticas 
del presente siglo en la regulación y creación de un sistema coherente, 
sin resquicios ni puertas traseras que permitan una vía de escape al 
aparentemente estructurado sistema objetivo de valoraciones estable­
cido y siempre proclamado en sus Exposiciones de Motivos, conduce 
al temeroso y precavido legislador del 98, tras el paréntesis de des­
concierto producido por la STC 61/1997 42, a un intento de romper 
de forma expresa lo que venía siendo una realidad práctica y juiis- 
prudencial: la inaplicación de los valores objetivos fijados por la ley 
y estimación de criterios de mercado que valoran el bien incluyendo 
las expectativas de valoración creadas por la aprobación del plan o 
proyecto que legitima la actuación, a pesar del último y mayor intento 
de objetivización alcanzado por la Ley 8/1990, en la que al menos

40 Ibidem.
41 L. Morco. Ocaña, «La expropiación en el Derecho urbanístico. Sentido y límites», DA, 

núm. 252-253, abril 1999, lleva a cabo este comentario en relación con el alejamiento de la 
realidad que supuso la aprobación de la Ley del Suelo de 1990, como contraposición al concepto 
estático, casi fosilizado podríamos decir, de la propiedad de aquellos que ostentan la titularidad 
de los terrenos, y qué duda cabe que esta apreciación nos conduce de nuevo a las palabras 
que más de un siglo antes vertía Cerda en cuanto a que el verdadero mal de la ciencia urba­
nizados o del futuro de las ciudades era la propiedad.

4- Sobre las valoraciones del suelo en el período transitorio entre la STC 61/1997 y la 
aprobación de la Ley del Suelo 6/1998, vid. entre otros F. García Gómez de Mercado, «La 
valoración urbanística tras la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997», 
Actualidad Administrativa, núm. 29, 14-20 de julio de 1997, pp. 629 ss.; E. Porto Rey, «Notas 
sobre la incidencia de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997 sobre 
expropiaciones por incumplimiento de la función social de la propiedad y Patrimonio Municipal 
de Suelo», Curso de la RDU: El Ordenamiento Urbanístico español después de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional, mayo 1997; T. R. Fernandez Rodríguez, «El desconcertante presente 
y el imprevisible y preocupante futuro del Derecho urbanístico español», REDA núm. 94, 1997, 
pp. 189 ss.; González-Berenguer Urrutia, La Ley del Suelo después de la STC de 20 de marzo 
de 1997, Madrid, Civilas, Estudios de Derecho Urbanístico, 1997, en especial el capítulo III 
sobre las normas urbanísticas españolas tras la Sentencia; L. Parejo Alfonso, Legislación general 
vigente en materia urbanística tras la STC 61/1997, de 20 de marzo, Pamplona,. Aranzadi, 1997, 
y «Comentario de urgencia sobre los pronunciamientos de la STC 61/1997, de 20 de marzo, 
en particular la regla de la supletoriedad del Derecho general-estatal», Actualidad Administrativa, 
núm. 29,14-20 de julio de 1997.
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se hace efectiva la unificación en cuanto a los sistemas de valoración, 
desterrando de una vez por todas el sistema dual establecido por la 
convivencia con el art. 43 de la LEF.

Pero incluso reconociendo la ineficacia de los sistemas anteriores 
y criticándolos con dureza (EM Ley 6/1998), la nueva Ley de Suelo 
no rompe del todo con el sistema anterior; el frágil equilibrio de pode­
res en el que el Gobierno se mantiene y el miedo —más bien el terror 
escénico a una nueva declaración de inconstitucionalidad del TC— 
hacen que la nueva ley se retranquee.

En efecto, del anteproyecto de Ley de 3 marzo de 199743 44 a la 
Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen de Suelo y Valoraciones se 
promueven algunos cambios, más bien desapariciones, de todo punto 
significativas.

Por una parte, y en primer lugar, la Exposición de Motivos pone 
de relieve el fracaso de las legislaciones anteriores en cuanto a su deseo 
de objetivización de la valoración del suelo, afirmando que su fracaso 
es hoy imposible de ignorar, de tal forma que suprime, en aras siempre 
a un deseo reiterado de flexibilidad y aumento de la oferta del suelo, 
la diferenciación, a efectos formales al menos, de la distinción entre 
valor inicial y valor urbanístico, de manera que el único valor existente 
es el valor real; recuperamos por fin esta vieja denominación que pare­
cía haberse escondido tras las faldas de valoraciones urbanísticas con 
cómputos de plusvalías especuladoras,, o valores iniciales de expecta­
tivas urbanísticas.

Así el art. 27 del anteproyecto de Ley establecía como criterio 
general de valoración que el suelo se valorará a su valor real, calculando 
según su clase y situación en la forma establecida en los artículos 
siguientes. Sin embargo, el texto final de la Ley 6/1998 suprime el 
calificativo de “valor real”, estableciendo en su art. 25 que el suelo 
se valorará según su clase y situación en la forma establecida en los 
artículos siguientes, de modo que se verifica la regla histórica, por 
decirlo de algún modo, del pavor escénico del legislador, en el sentido 
de que no legisla materialmente aquello que propaga y difunde como 
intenciones de la Ley44.

43 Anterior, por tanto, a la STC 61/1097.
44 La causa de esta supresión no aparece justificada, si bien podríamos razonarla en tomo 

a los siguientes puntos: 1. Históricamente, como hemos ido mostrando hasta aquí, ei concepto 
de valor real Ira sido identificado con el vaior de mercado y con criterios libres estimativos 
de cálculo del mismo, en una palabra con el art. 43 de la LEF. 2. Quizá con la supresión 
del vocablo real se quiera evitar cualquier tipo de identificación con este artículo, y atendiendo 
a que los métodos de cálculo que regula la Ley no son los mismos que los que regulaba la 
LEF en el sentido de que se basa en valores catastrales o fiscales para.su obtención, volvemos 
pues al punto de partida de la objetivación a la Ley de Suelo de 1976. Pero quizá dándose 
cuenta de que no está innovando o liberalizando todo lo que quisiera, argumenta que los métodos 
de valoración fiscal o catastral están basados en valores de mercado y, por tanto, en ese pretendido
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De este modo, la valoración urbanística queda estructurada en fun­
ción de la clase de suelo, y no de los derechos subjetivamente adquiridos 
en la ya extinta adquisición gradual de facultades urbanísticas.

Suelo rústico (el equivalente al suelo no urbanizable) y urbanizable 
no sectorizado (equivalente al suelo urbanizable no programado) se 
lleva a cabo mediante el método de comparación a partir de valores 
de fincas análogas, y cuando no existan valores análogos se determinará 
mediante las rentas reales o potenciales del suelo (sistema de capi­
talización) 43.

De otra parte, el valor del suelo urbano y urbanizable se obtendrá 
mediante la referencia del aprovechamiento urbanístico a los valores 
fiscales, es decir, el valor básico de repercusión en polígono para el 
suelo urbanizable y en parcela para el suelo urbano deducido de las 
ponencias catastrales; en caso de pérdida de vigencia de los mismos 
se aplicarán los valores de repercusión obtenidos por el método residual 
(arts, 27 a 29 Ley 6/1998).

En todo caso, lo que es preciso destacar a estos efectos —sobre 
todo por la influencia que tendrá en los modos de gestión y ejecución 
del planeamiento urbanístico, como veremos a continuación— es el 
hecho de que este nuevo, renovado, o más bien reciclado sistema de 
cálculo de los valores del suelo a efectos exprop i atorios no excluye 
expresamente, en ningún momento del justiprecio, la plusvalía gene­
rada por la aprobación del planeamiento urbanístico.

Así pues, el sistema, quitando el breve paréntesis de la Ley 8/1990, 
sigue siendo prácticamente el mismo, se consagra la denominada valo­
ración del suelo post plan.

B) Consecuencias a los efectos de la gestión y ejecución 
del planeamiento de la evolución de este sistema 
expropiatorio y valorativo

Hasta aquí hemos descrito c! sistema de determinación del jus­
tiprecio en las expropiaciones destinadas a la creación de ciudad ex 
novo o a la regeneración del tejido urbano abordándolo únicamente 
desde uno de los elementos básicos de garantía de la propiedad frente * 45

valor real que omite en su articulado escrupulosamente, contradiciendo de nuevo, una vez más, 
lo establecido en la Exposición de Motivos.

45 En sentido inverso, Roca destaca el hecho de que no se establece el límite de que, 
en todo caso, sea el valor el del uso efectivo de los terrenos, pudiendo, por tanto, volverse 
a las situaciones paradójicas que se describieron en páginas anteriores de consideración de 
expectativas urbanísticas de terrenos rústicos. Además, el legislado! está abriendo el portillo 
a la estimación de las futuras o posibles plusvalías generadas por el planeamiento al admitir 
la posibilidad de computar en el valor de estos sucios sus rentas polcnciales.
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a la potestad expropiatoria: el justiprecio. Corresponde ahora intentar 
dilucidar cuáles son las consecuencias, que pueden erigirse al mismo 
tiempo en causas (de ahí el círculo vicioso que apuntábamos ante­
riormente), de la evolución del sistema de valoraciones urbanísticas 
en la gestión y ejecución del planeamiento o viceversa.

Al comienzo de esta exposición veíamos que la Constitución de 
1931 y posteriormente la legislación de expropiación forzosa de 1954 
supusieron una ampliación del concepto y de los límites de la misma, 
en el sentido de que se articula no sólo como instrumento de protección 
o garantía de la propiedad privada, sino que adquiere una visión diná­
mica y positiva, que corre pareja con la evolución y ampliación de 
la causa expropiandi de la utilidad pública al interés social4(l.

En el ámbito urbanístico español, la ampliación de esta concepción 
conduce a la instrumentación de diferentes técnicas o medidas de inter­
vención en la actividad urbanística que, sin embargo, no han sido explo­
tadas con el acierto y la valentía suficientes, pero qué duda cabe que 
e! alcance reiterado y progresivo a afectos expropiatorios de valores 
especulativos que incorporan la plusvalía generada por el planeamiento 
ha tenido también una enorme influencia en el modo de hacer ciudad 
que tradicional mente se ha desarrollado en España.

La legislación del suelo aprobada a partir de 1956 admite diferentes 
modos de intervención mediante la expropiación: expropiación de plus­
valías, expropiación como sistema de actuación, expropiación masiva 
de terrenos para formación del Patrimonio Municipal de Suelo, expro­
piación para la obtención de viales, zonas verdes y sistemas generales, 
y expropiación por incumplimiento de la función social de la propie­
dad * 47.

a) Expropiación de plusvalías

Las medidas incorporadas en las diferentes legislaciones urbanís­
ticas para la expropiación de plusvalías, que tiene su origen en el mode­

4í' En este sentido, E. Argullol Mangadas, Estudios de Derecho Urbanístico, Madrid, Ins­
tituto de Estudios de Administración Local, 1984, p. 289, estima c¡ue «ia superación del concepto 
y límites tradicionales de la expropiación forzosa se manifiestan tanto por lo que se refiere 
a su objeto, ya que antes estaba limitado a los bienes inmuebles, como por io que se refiere 
a su contenido, antes limitado a la transmisión, de la propiedad y a la causa dé la expropiación, 
antes circunscrita a la utilidad directa por la obra pública. Partiendo de esta configuración 
estricta o restrictiva tradicional, se ha producido una progresiva ampliación del concepto, amplia­
ción que está ligada a la transformación del Estado liberal y, en definitiva, a ia progresiva 
actividad de los poderes públicos en orden a la conformación del contexto económico y social».

47 Al funcionar este tipo de expropiación de forma sandonadora, no entraremos en su 
análisis puesto que las consecuencias de esta modalidad expropiatoria en la gestión y ejecución 
de) planeamiento se producen a posteriori, es decir, cuando el propietario no ha actuado, y 
en este punto intentamos destacar los medios activos o dinámicos de la expropiación.
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lo francés haussmanniano de expropiación de zonas laterales recogidas 
posteriormente en la legislación de expropiación forzosa de 1879, así 
como en la legislación de saneamiento, mejora y ensanche interior 
de las poblaciones de 1895, pasarán al Reglamento de Obras y Servicios 
de 14 de julio del Estatuto Municipal de Calvo Sotelo, ampliando su 
ámbito de actuación y extendiéndose también a las Zonas de Ensanche 
de Poblaciones.

La Ley de Régimen Local, texto articulado y refundido de las Leyes 
de Bases de Régimen Local de 17 de julio de 1945 y de 3 de diciembre 
de 1953, aprobado por Decreto de 24 de junio de 1955, incorporaría 
este tipo de técnicas en su art. 144, estableciendo que en todo plan 
general o proyecto de reforma interior, ensanche o extensión, se esti­
marán comprendidas, a efectos de expropiación, no sólo las superficies 
que hayan de ser materialmente ocupadas por las obras proyectadas, 
sino todas las que sean declaradas necesarias para asegurar el pleno 
valor y rendimiento del proyecto, o aquellas otras que por su situación 
próxima a las obras que hayan de realizarse alcanzaran, por la ejecución 
del Plan, un aumento del valor superior al 25 por 100.

Estas técnicas eran de todo punto viables, tenían la capacidad para 
ser realmente efectivas y suponían, a juicio de Parada, que «la regu­
lación legal del Régimen Local del franquismo no ofrecía resquicio 
alguno para que se entendiese atribuido el derecho a urbanizar a los 
propietarios de los terrenos ni para que se produjese una sobreva­
loración de sus propiedades que tuviere en cuenta valoraciones que 
incluyeran los aprovechamientos urbanísticos en función de las deter­
minaciones del plan» 48 *.

Como hemos venido poniendo de manifiesto hasta el momento la 
interpretación que ha sido llevada a cabo por la doctrina sobre el modelo 
urbanístico decimonónico y del primer tercio del siglo xx depende en 
gran medida del peso que se da a la legislación de expropiación forzosa 
frente a las de ensanche y reforma interior, lo mismo ocurre con pos­
terioridad con el Estatuto Municipal y la Ley de Régimen Local a la 
que autores como Bassols4‘j no prestan excesiva importancia, frente 
al peso que le dan otros autores como Parada. En el contexto de esta 
investigación se pretende poner en evidencia ambas posturas para rela- 
tivizarlas e intentar lograr un punto de equilibrio, una cierta annoni-

4fi Op. cit., p. 323.
í? M. Bassols Coma, Génesis y evolución histórica del Derecho urbanístico español, Madrid, 

Montecorvo, 1971, p. 534. El insigne autor, al hablar del Texto articulado de la Ley de Régimen 
Local, centra su estudio en las novedades o incidencia del denominado «Plan General de Urba­
nización» y el mantenimiento de la aplicación de la legislación tradicional de ensanche y sanea­
miento, así como la creación de la Comisión Central de Urbanismo, y en cuanto a las novedades 
o recepción de técnicas expropiatoriás de plusvalías sólo las indica como «articulación de una 
serie de preceptos sobre expropiación forzosa por razón de urbanismo, en los que se registran 
parciales innovaciones de interés en la materia», de tal forma que este tipo de innovaciones 
o de recepciones de técnicas anteriores «carecieron de gran interés».
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zación de las mismas, como hicimos en el caso de la problemática en
cuanto a la aplicación de la Ley de Expropiación de 1879.

La Ley de Suelo de 1956 hace desaparecer este porcentaje (art. 53), 
pero recoge también la posibilidad de llevar a cabo este tipo de expro­
piaciones, estableciendo que se considerarán superficies expropiables 
las zonas laterales de influencia e incluso sectores completos señalados 
en el Plan; admite, por tanto, la técnica decimonónica y tradicional 
del ámbito francés pero, como veremos, no se establece como única 
posibilidad de llevar a cabo la ejecución del planeamiento, sino como 
una técnica más junto con los verdaderos sistemas de actuación, los 
de compensación y cooperación.

Esta disposición se mantendría incólume en la reforma llevada a 
cabo en 1975, y así el TRLS 76 recoge en su art. 65 las mismas posi­
bilidades expropiatorias de plusvalías generadas por la obra urbani- 
zadora. en el sentido de que permite expropiar, además de las super­
ficies necesarias para las obras previstas, aquellas necesarias para ase­
gurar el pleno valor de las mismas, en especial las zonas laterales de 
influencia e incluso los sectores completos señalados en el plan.

El TRLS 92 recoge también esta medida sin variación alguna en 
su art. 209, si bien no se determina conceptualmente como un caso 
de expropiación de plusvalías urbanísticas —es decir, de capacidad por 
parte de la Administración de financiar la obra urbanizadora mediante 
la aplicación de este tipo de técnica o de criterio expropiatorio—, sino 
que aparece bajo el epígrafe de superficies expropiables, de tal forma 
que la técnica se difumina pareciendo un simple estándar urbanístico, 
con determinaciones muy imprecisas, y no una técnica clave para la 
recuperación de plusvalías generadas por el plan.

De todos modos, y a los efectos de este trabajo, lo que interesa 
en este punto es señalar cómo el procedimiento de expropiación de 
zonas laterales o plusvalías se ha seguido recogiendo en nuestra legis­
lación tradicional; otra cosa es que con la aparición de otras técnicas 
o sistemas de actuación, y dada la dificultad de expropiar por parte 
de la Administración por el alto coste de las mismas derivado del sis­
tema de valoraciones anteriormente planteado, éste no haya sido uti­
lizado. Lo que quiero decir es que nuestras leyes urbanísticas, por lo 
que estamos viendo, han incluido siempre en sus textos una normativa 
ambigua o polivalente que no definía de forma clara un modelo urba­
nístico y que en teoría permitía actuar de forma directa o indirecta 
por parte de la Administración, indistintamente 50.

50 La técnica, por tanto, parece tradicional en nuestro ordenamiento, si bien de su utilización 
práctica no tengamos pruebas destacabas en e! ámbito propiamente urbanístico, entendiendo 
por tal el que se circunscribe a la esfera local; sin embargo, en la actuación macrourbanística 
o de ordenación del territorio, como las expropiaciones para ampliar autovías que se encuentran
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b) Expropiación como sistema de actuación

Junto a la posibilidad de expropiar zonas laterales que recogen 
las diferentes legislaciones urbanísticas, a partir de la Ley de Suelo 
de 1956 aparecen los denominados sistemas de actuación, que serán 
aquellos que permitan llevar a cabo la ejecución del planeamiento urba­
nístico mediante polígonos o unidades de ejecución completas por par­
te de la Administración expropiante.

Arnaiz Delgado 51, sin embargo, considera a este respecto que 
los denominados por la Ley del Suelo del 56 sistemas de actuación 
de cesión de viales y de expropiación no pueden ser considerados sis­
temas propiamente dichos: el primero porque se da de forma ineluc­
table en todos los demás y tan es así que el arí. 129 regulador de 
este sistema reenvía al art. 116, que es el de la cesión en el sistema 
de cooperación; y en cuanto al sistema de expropiación, parece inútil 
insistir en que tampoco es autonómico, pues la modalidad expropiatoria 
que se recoge en los arts. 121 a 123 no es obligatoria o imprescindible, 
tal como lo establece ¡a Sentencia de 8 de junio de 1962, por la qué 
se declara que es potestativo de la Administración usar para la expro­
piación el procedimiento de la Ley de Suelo o no 52.

De cualquiera de las maneras, la existencia del sistema o actuación 
por expropiación para la ejecución de polígonos completos tendrá en 
la práctica carácter residual, en tanto en cuanto, si bien se admite 
su predeterminación en el Plan General, es sabido que su gran vir­
tualidad y significación medular es la de sustituir a la propiedad privada 
en caso de que no haya asumido los compromisos urbanísticos esta­
blecidos por el plan; será el art. 118 de la Ley de Suelo —que admite 
la posibilidad de variación del sistema de cooperación por el de expro­
piación en los casos en los que el 60 por 100 de la propiedad no estén 
de acuerdo en el sistema establecido— y el art. 125, que recoge la 
expropiación en aquellos casos en los que los propietarios no se sumen 
voluntariamente a la Junta de Compensación, cuando éste fuera el sis­
tema propuesto.

en zonas de influencia, urbana o áreas metropolitanas, sí se admite y se han practicado este 
tipo de técnicas (expropiación de las zonas laterales de la autopista A-6, Madrid-La Coruña, 
en la que en la zona de “La Florida” y “El Plantío” se llevaron a cabo expropiaciones de 
bandas laterales de solares que posteriormente fueron vendidos para la financiación de parte 
de esta obra que sin duda puede ser calificada de urbanizadora, en sentido lato o cerdiano).

2) R. Arnaiz Delgado:, «Sistemas de actuación», en Temas de Urbanismo, Madrid, Instituto 
de Estudios de Administración Local, ciclo de conferencias organizado por la Sección de Estudios 
de Administración Local de la Exenta. Diputación Provincial de Gerona, 1969, pp. 77 ss.

52 En el mismo sentido, García de Enterría y Parejo Aleonso, Lecciones de Derecho 
Urbanístico, Madrid, Civitas, 1981, p. 551, estiman que «el sistema se agota, pues, en la aplicación 
del instituto expropiatorio a todo un polígono o unidad de actuación, es decir, en la remoción 
de la propiedad privada en el mismo y su conversión en suelo público (...), siendo en realidad 
este sistema una modalidad especial de expopiación por razón de urbanismo».
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La incidencia del sistema de valoraciones anteriormente descrito 
es en este punto el criterio práctico, puesto que jurídicamente la Ley 
de 1956 no establecía la preferencia por ninguno de ellos, que deter­
mina su inaplicación o su carácter residual en tanto en cuanto como 
estima Parada— los propietarios de suelo urbanizable no ven en este 
caso desconocidos sus intereses —es decir la consideración de la pree­
xistencia de un derecho a urbanizar del que son privados cuando la 
Administración opta por actuar mediante expropiación, ya sea de forma 
directa o indirecta—, al ser compensados con justiprecios urbanísticos, 
de tal forma que «sin duda esa sobrevaloración en que consiste el 
valor urbanístico, que encarece de forma exorbitante las expropiacio­
nes, explica que la Administración haya olvidado en el desván de los 
recuerdos el sistema de expropiación desde la Ley de Suelo de 1956» i

La Ley de Suelo de 1975 reducirá aún más el ámbito de aplicación 
de la expropiación como sistema de actuación, es decir como forma 
de ejecución integral de los Planes de Ordenación, en el sentido de 
que establece la preferencia de la elección del sistema de compensación 
y obliga a justificar y motivar especialmente la elección del de expro­
piación 53 54 55. Supone un decantamiento, ya claro, frente a la ambigüedad 
teórica del modelo urbanístico instaurado en la LS 56, en el sentido 
de que con el establecimiento de esta preferencia, por una parte, se 
reconoce el ínsito derecho a urbanizar que el propietario de suelo 
ostenta y la preferencia, por tanto y en consecuencia, en la elección 
de sistemas de actuación que permitan la materialización de este dere­
cho o de esta facultad, que conduce, por otra parte —pero en íntima 
conexión a la valoración—, a precios urbanísticos de los suelos, es decir, 
que contabilizan las plusvalías generadas por la obra urbanizadoi a en 
caso de privación de los mismos 5.

La Ley 8/199(1 de Régimen de Suelo y Valoraciones y el TRLS 92 
vuelve a modificar o retraer sus posturas en cuanto a la elección del

53 Parada Vázquez, op. cit>y p. 535. ... ,
54 El art. 119.2 establece que: «La Administración actuante elegirá el sistema de actuación

aplicable según las necesidades, medios económico-financieros con que cuente, colaboración 
de la iniciativa privada y demás circunstancias que concurran, dando preferencia a los sistemas 
de compensación y cooperación, salvo cuando razones de urgencia o necesidad exijan la expro­
piación». . . ... ,

Art 119 4- «En Lodo caso procederá la aplicación del sistema de expropiación cuando
la Junta de Compensación o, en su caso, el propietario único de todos los terrenos del polígono 
o unidad de actuación incumplan las obligaciones inherentes al sistema de compensación».

55 F. Perales Madueño, «El sistema de expropiación», en XVII Temas de Derecho Diva- 
místico- el curso de Oviedo, Oviedo, Consejo Regional de Asturias, edición del Colegio Oficial 
de Aparejadores, Universidad de Oviedo, 1980, pp. 283 ss., admite con toda naturalidad esta 
situación al plantear que «el objeto de la expropiación, como sistema, no es tan solo el suelo, 
porque lo que se expropia es también lo que el propio Plan otorga, es decir, el aprovechamiento. 
El plan de ordenación transforma en urbanizables terrenos de naturaleza rural, creando una 
plusvalía que tiene que ser reconocida al justipreciar el suelo expropiado en virtud de los criterios 
de valoración que configuran el valor urbanístico».
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sistema de actuación, en el sentido de que suprime la referencia hacia 
una preferencia por sistemas de actuación privada, estableciendo sim­
plemente que su elección se llevará a cabo con la delimitación de la 
unidad de ejecución (art. 149.1) articulando los requisitos necesarios 
en caso de que proceda la sustitución de un sistema de gestión privada 
por otros de gestión pública, de lo que implícitamente, y a semu con­
trario, se desprende que la regla de atribución o de elección serán 
los sistemas de gestión privada, que por otra parte venía siendo ya 
la norma general.

Por último, la Ley 6/1998 de Régimen de Suelo y Valoraciones 
no recoge una regulación de la expropiación como sistema de actua­
ción, como tampoco ampara la expropiación de franjas laterales o adya­
centes a las vías, puesto que no parece tener competencia para ello, 
ya que la regulación de la expropiación como sistema de actuación 
entra en la esfera competencial del urbanismo, de la ejecución del 
planeamiento urbanístico, quedando al margen de las condiciones bási­
cas que regula el ejercicio del derecho de propiedad, que es el título 
competencial que se atribuye al legislador estatal56, de tal forma que 
únicamente regula la determinación del justiprecio como garantía 
directamente ligada al ejercicio de las condiciones básicas del derecho 
de propiedad y, por tanto, de competencia estatal; sin embargo, la 
aplicación de técnicas urbanísticas que permitan la expropiación son 
remitidas a la “legislación urbanística”, coletilla utilizada de forma 
constante para expresar el desplazamiento o la referencia a la legis­
lación de la correspondiente legislación de las Comunidades Autó­
nomas 57.

:'6 El Fundamento Jurídico 9.°, a), párr. 2, de la STC 61/1997, establece a este respecto 
que «al Estado le corresponde lá regulación del contenido básico del derecho de propiedad, 
en la medida en que afecte a las condiciones básicas de su ejercicio, pero el referido título 
competencial no habilita por sí mismo pura que el Estado pueda regular cualquier circunstancia 
que de forma más o menos directa pueda incidir sobre la igualdad en el ejercicio del derecho. 
El propio tenor literal del precepto deja claro que la igualdad que se persigue no es la identidad 
de las situaciones jurídicas de todos los ciudadanos en cualquier zona del territorio nacional 
{lo que, por otra parte, sería incompatible con la opción por un Estado organizado en la forma 
establecida en el Título VIII de la Constitución), sino la que queda garantizada con el esta­
blecimiento de las condiciones básicas, que, por tanto, establecen un mínimo común denominador 
y cuya regulación, ésta sí, es competencia del Estado {FJ 3."), como consecuencia de este título 
que tiene, sin duda, un carácter específico y autónomo, en cuanto que le atribuye al Estado 
ciertas facultades según el derecho constitucional de que se trate».

” De la utilización de la técnica expropiatoria como sistema de actuación en la legislación 
de las Comunidades Autónomas, su régimen jurídico y diferentes posibilidades de aplicación, 
haremos referencia en epígrafe posterior de forma detenida al analizar el urbanismo concesionai 
tradicional y el de los nuevos modelos urbanísticos de las Comunidades.
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c) Expropiación masiva de. terrenos para formación
de Patrimonio Municipal de Suelo

Al amparo de la ampliación del concepto de expropiación como 
simple obra de utilidad pública, y su extensión hacia fines de interés 
social, se comienzan a articular técnicas que pretenden contrarrestar 
el alza de los precios de los terrenos mediante la compra masiva de 
suelos por parte de la Administración local, de tal forma que, por 
una parte amplíen la oferta del suelo al tiempo que condicionan su 
futura utilización a fines de interés social. En el ámbito de la legislación 
urbanística, uno de estos instrumentos son los Patrimonios Municipales 
de Suelo.

Los Patrimonios Municipales de Suelo 5fi han sido, podríamos decir, 
el deseo de cualquier Administración para el logro de una política 
urbanística eficaz, resolutiva y antiespeculativa cuando no es posible 
la total socialización del suelo; ya vimos cómo Cerdá postulaba como 
utopía, que reconocía irrealizable, la municipalización del suelo, y tuvi­
mos ocasión de estudiar algunas operaciones urbanísticas en Barcelona 
o San Sebastián en las que, partiendo de la base de una unidad fundiaria 
en manos de la Administración, los proyectos urbanísticos previstos 
en ellas se ejecutaron de forma rápida y resolutiva. En el mismo sentido 
proclamaba la Exposición de Motivos de la LS 56 la necesidad de 
nacionalización del suelo español.

Pues bien, en principio, la herramienta jurídica necesaria para la 
formación ex novo de un Patrimonio de Suelo es la expropiación. La 
Ley de Suelo de 1956 establece la obligatoriedad de constitución de 
los Patrimonios Municipales de Suelo (en adelante PMS) en los muni­
cipios de población superior a 50.000 habitantes, si bien sus finalidades 
aparecen descritas con gran amplitud, en el sentido de que su destino 
es la prevención, encauzamiento y desarrollo técnico de la expansión 
de las poblaciones mediante la adscripción de los terrenos obtenidos 
para tal fin y su inmediata incorporación al proceso urbanizador 
mediante su preparación y posterior enajenación en solares edificables 
así como la reserva de terrenos de futura utilización.

El fracaso en la constitución de PMS durante este período responde 
no tanto a la regulación que de los mismos se lleva a cabo en la legis­
lación urbanística, sino a la coexistencia de forma paralela de un Estado 58

58 Sobre laevolución histórica de los Patrimonios Municipales de Sudo y su régimen jurídico, 
vid. al respecto F. Fonseca Ferranms, El régimen jurídico de los Patrimonios Municipales de 
Sudo, Madrid, Universidad Carlos III de Madrid, Instituto Pascual Madoz de Ordenación del 
Territorio, Urbanismo y Medio Ambiente, Boletín Oficial del Estado, 1995; V. Laso Baeza, 
«Las reservas de los terrenos para la constitución o ampliación del Patrimonio Municipal de 
Sudo», RDU, núm. 139, Madrid, 1994; A. Menéndez Rexach, «Reflexiones sobre el significado 
actual de los patrimonios públicos», Ciudad y Territorio, núm. 95-96, Madrid, 1993.
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centralizador que, mediante el desarrollo de una fuerte e interven­
cionista política de vivienda, se constituyó en verdadero promotor y 
urbanizador de un urbanismo al margen del planeamiento urbanís­
tico i9, de tal forma que el Patrimonio Estatal de Suelo tuvo mayor 
peso y eficacia que su homólogo local.

La aprobación de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, no modifica en 
gran medida la configuración del PMS, si bien añade una nueva forma 
de contribuir a su constitución, o a la ampliación de sus fondos como 
es la cesión del 10 por 100 del aprovechamiento medio del sector en 
el suelo urbanizable. Pero tampoco supuso impulso alguno a la con­
solidación de una institución necesaria en el modelo urbanístico plan­
teado.

La Ley 8/1990 intentó llevar a cabo una regulación pormenorizada 
del PMS, para potenciar de nuevo su utilización y ampliación fi0.

Los medios para la obtención de este tipo de patrimonios son, 
al igual que en las legislaciones anteriores, en principio la expropiación 
de suelos no urbanizables no sujetos a especial protección y suelos 
clasificados como urbanizable no programado, de tal forma que una 
vez expropiados, en función del régimen de valoraciones establecido 
para este tipo de suelos —o sea computando el valor inicial de los 
predios en los suelos no urbanizables y en el suelo urbanizable no 
programado agregando un 25 por 100— podrán ser reclasificados en 
la siguiente revisión del programa de actuación del Plan General como 
urbanizables, de tal forma que puedan incorporarse al proceso urba­
nizador y edificatorio.

La dependencia de la entrada en el mercado de estos suelos de 
la revisión del planeamiento, técnica que desde el punto de vista de 
la dinámica del I RI S 92 es del todo lógica, no contribuye, sin embargo, Si

Si bien este aspecto lo trataremos con mayor profundidad al analizar la evolución de 
la Administración española en materia urbanística poniendo de relieve las diferentes fases de 
centralización y descentralización producidas, es preciso destacar aquí con Fonseca Ferrandis 
(La liheralización del suelo en España. Presupuestos y marco jurídico constitucional, Madrid, Marcial 
Pons, 1999, pp. 132 ss.) el hecho de que «el Estado se fue convirtiendo progresivamente en 
auténtico promotor y urbanizador, ya fuese directamente, ya fuese a través de órganos intermedios 
de naturaleza oficial, de grandes extensiones de terrenos para proceder, posteriormente, a su 
enajenación (...) hasta tal punto que cuando ¡a LS 56 intentó estructurar una visión de conjunto 
del urbanismo, aquella Legislación había adquirido por su propia dinámica una prepotencia 
absoluta que ic permitió seguir actuando ai margen de Ja Legislación urbanística favoreciendo 
inicialmente su inaplicación y, posteriormente, su modificación formal respecto del planeamiento 
urbanístico —todo eJlo a pesar de configurarse el planeamiento como base necesaria y fun­
damental de toda ordenación urbana—. De este modo se desarrollaron grandes operaciones 
de adquisición de suelo c incluso de creación de nuevos centros urbanos al margen de todo 
planeamiento municipal#.

60 El título VIH del TRLS 92, referido a los instrumentos de intervención en el mercado 
del suelo, recoge como principal herramienta el Patrimonio Municipal de Suelo, cuya finalidad 
es la de regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa 
pública y facilitar la ejecución del planeamiento.
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a llevar a buen puerto la finalidad última de los patrimonios, pues 
si éstos al fin y a la postre están destinados a equilibrar las irregu­
laridades producidas por el mercado de suelo debería ser un instru­
mento flexible que permitiera la incorporación de grandes masas de 
suelo preparado para la edificación en los momentos de mayor nece­
sidad, pero al insertarse en la propia lógica del planeamiento, y de 
la ley, se desvirtúa su finalidad de control y ponderación de las irre­
gularidades del mercado.

Por otra parte, el TRLS 92 añade, con el propósito de fomentar 
la institución, la posibilidad, que parece configurarse como exigencia, 
de la consignación de cantidades equivalentes al 5 por 100 del^ pre­
supuesto de los Ayuntamientos capitales de provincia o de más de 
50.000 habitantes con destino a la constitución del Patrimonio Muni­
cipal del Suelo. También concreta el destino de los bienes destinados 
al PMS, estableciendo una vinculación de los mismos a la realización 
de viviendas de protección pública y cualesquiera otros fines de interés 
social de acuerdo con el planeamiento urbanístico.

Por último, la Ley 6/1998 únicamente hace referencia a los Patri­
monios Municipales de Suelo en la previsión desde el punto de vista 
de la reversión de los terrenos expropiados, en el sentido de que per­
mite ejercitar este derecho si, como consecuencia de una modificación 
del planeamiento que no se efectúe en el marco de revisión de éste, 
se alteraran los usos, intensidades o aprovechamientos y ello supusiera 
un incremento del valor de los mismos (art, 40.3) .

El sistema de constitución de los Patrimonios Municipales de Suelo 
se erige como un intento de creación de un remedio para posibilitar 
la entrada de la Administración Pública en el que Parada califica como 
«oligopolio privado» 61 62 63 del mercado de suelo; es decir como modo de 
romper o disminuir los efectos perversos de aquél. Sin embargo, y 
siguiendo al autor citado, «el antídoto tampoco es eficaz, porque, en 
un mercado de oferta limitada como el del suelo, pretender bajar los 
precios introduciendo un nuevo competidor es como pretender apagar 
los fuegos con gasolina. Y eso, más o menos, es lo que ha ocurrido» .

d )  Expropiación para la obtención de sistemas generales

El ordenamiento urbanístico español, como hemos ido viendo, 
articula desde la Ley de Suelo de 1956 un sistema en el que se lleva

61 L. Morf.ll Ocaña, «La expropiación en el Derecho urbanístico. Sentido y límites», DA, 
núm. 252-253, abril 1999, p. 354, considera que la inclusión de este precepto implica que el

legislador estatal básico deja abierta esta posibilidad para que el legislador autonómico vincule 
la expropiación al Patrimonio Municipal de Suelo.

63 Op. cit., p. 470.
63 Parada Vázouez, Derecho Administrativo..., op. cit., p. 478.
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a cabo, en principio, la publificación del derecho de propiedad. Sin 
embargo, esta idealización tan alabada y proclamada del aparente cam­
bio radical en el modo de concebir la ordenación urbanística no lo 
fue tanto. Ya hemos visto las contraindicaciones y contradicciones del 
sistema en materia de valoraciones que lo arrastran y condicionan hacia 
su perversión 64 *.

El cuasi monopolio de los propietarios en suelo urbano y urba- 
nizable de la obra urbanizadora y edificatoria supone un desplaza­
miento de las técnicas de gestión y ejecución del planeamiento que 
supongan la actuación directa o indirecta, mediante concesionario de 
la Administración y por ende un arrinconamiento de la expropiación, 
hasta el punto de. que la obtención de los terrenos dotacionales, los 
sistemas generales han sufrido una evolución que no escapa de esta 
lógica, y que tiende cada vez más a la sustitución de la expropiación 
como método tradicional de obtención por mecanismos de incorpo­
ración de estas, cargas a la lógica tradicional y peculiar de nuestro 
ordenamiento; la equidistribución de beneficios y cargas derivados del 
planeamiento.

La expropiación se concibe, por tanto, como la figura a utilizar 
en los casos en que las instituciones urbanísticas no puedan llevar a 
cabo la redistribución adecuada de los beneficios y las cargas que se 
derivan de la urbanización, es, pues, una técnica de carácter residual, 
concebida como último remedio y que será de utilización cuando la 
dotación prevista en el plan sobrepase los intereses de la propia unidad 
de ejecución o sector en el que se incluyen.

Este principio se pone de relieve en la LS 56, al distinguir los 
terrenos destinados a viales, parques y jardines to que los propietarios 
de suelo deban ceder en justa compensación de los beneficios y las 
cargas que su ejecución habrá de reportarles [art. 67.a) en relación 
con el art. 114.1], de aquellos otros en los que se emplazare algún 
elemento urbano, como parque u otro de coste elevado, para el servicio

64 Fonseca Fekkandis destaca en este sentido como aquel texto «no llevó hasta el final 
las consecuencias de la publificación de la actividad urbanística, manteniendo en lo esencial 
la relación entre la propiedad del suelo y la actividad urbanística que queda atribuida ex lege 
a la primera. Así, en vez de llevar a cabo una regulación coherente con la configuración de 
dicha actividad como una función pública, como hubiera sido, más propiamente, la expropiación 
de los derechos privados constituidos sobre los bienes sobre los que se debía proyectar dicha 
actividad (la socialización del suelo), aprovechando la articulación del sistema legal urbanístico 
en los dos momentos básicos de la ordenación, es decir, la planificación y la ejecución, concentró 
en el primero de ellos la gestión pública directa, flexibilizando, por tanto, el régimen de gestión» 
(op. cit., p. 149), con referencia a la explicación que mediante conceptos algo más abstractos 
lleva a cabo Parejo Aleonso, «Apuntes para una interpretación del sistema legal urbanístico 
en clave histórica», Ciudad y Territorio, núm. 107-108; Siglo y medio de urbanismo en España.

& Sobre la obtención de los terrenos para zonas verdes y espacios públicos, vid. 
R. Gómez-Ferrer Morant, Las zonas verdes y espacios libres como problema jurídico, Madrid, 
Tecnos, 1971.
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de una mayor extensión territorial, en cuyo caso se considera toda 
la actuación como un polígono único a los fines de la distribución 
justa entre los propietarios de los beneficios y las cargas derivados 
del planeamiento y urbanización. La obtención por expropiación de 
este tipo de dotaciones en la LS 56, que aún no recibe la denominación 
de sistemas generales, aparece en el art. 53.2, que lleva a cabo una 
enumeración no cerrada de los mismos66.

El heredero de este artículo es recogido en la Ley de 1975 y el 
TRLS 76 en su art. 134.2, que establece la denominación de sistemas 
generales legitimando su obtención mediante expropiación, así como 
las actuaciones aisladas en suelo urbano 67 *.

La introducción de técnicas sustitutivas de la expropiación se pro­
ducen —a juicio de Morell Ocaña 68— por la dificultad en la apli­
cación del instituto expropiatorio, lo que conduce al legislador a inten­
tar obviar y limitar el procedimiento expropiatorio en aras a la obten­
ción más ágil, rápida y económica de los terrenos necesarios para la 
ejecución de sistemas generales (dejamos aparte las dotaciones locales 
en el sentido de que estimamos que se admite con carácter general 
que éstas deban cederse gratuitamente).

Pues bien, el Reglamento de Gestión Urbanística de 25 de agosto 
de 1978 ya perfila una técnica sustitutiva de la expropiación en el 
art. 51.1 permitiendo la ocupación de los terrenos necesarios para este 
tipo de dotaciones a cambio de terrenos en sectores con excedente 
de aprovechamiento 69; esta figura, que en el Reglamento de Gestión 
no aparece determinada como una modalidad especial de expropiación, 
es recogida de forma definitiva en el TRLS 92 como ocupación directa.

66 «Serán expropiabas los terrenos y edificios destinados en el Plan Parcial al estable­
cimiento de servicios públicos o a la construcción de iglesias, mercados, centros de enseñanza 
y culturales, sanitarios, deportivos y otros análogos de fines no lucrativos».

67 Cfr. J. L. González-Berenguer Urrotea , Gestión, financiación y control del urbanismo, 
Madrid, IEAL, 1979, p. 380. Este dogma que la doctrina tradicional ha mantenido y al que 
hacía referencia el autor precitado es puesto de relieve por González-Berenguer, quien en 
este sentido estima que los sistemas generales no podrán ser fruto de cesión gratuita jamas, 
ya que, al amparo de los arts. 69 y 87 del TRLS 76 la cesión gratuita sólo procede en los 
casos en los que sea posible su ulterior reparto entre ¡os que se benefician de ella, recordando 
en este sentido que al amparo del art. 145, en estos casos el coste de la expropiación podrá 
ser repercutido mediante la imposición de contribuciones especiales, añadiendo además que 
en estos supuestos el suelo resta definitivamente en el patrimonio público, bien destinado al 
uso, bien destinado al servicio público.

fis Morell Ocaña, «La Expropiación urbanística...», p. 357.
** Art. 51.1; «Los propietarios de terrenos que formando parte del suelo urbanizable pro­

gramado y que, por estar destinados en el Plan General a sistemas de comunicaciones y sus 
zonas de protección, espacios Libres para parques públicos y zonas verdes, equipamientos comu­
nitarios y centros públicos, carezcan de aprovechamiento, serán compensados, cuando no se 
aplique la expropiación, mediante la adjudicación de otros terrenos en sectores que tengan 
un aprovechamiento medio superior al de todo el suelo urbanizable programado en la forma 
y cuantía establecidas en el número siguiente».
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Es aquí donde la equidistribución de beneficios y cargas se lleva más 
allá del propio ámbito de las unidades de ejecución, en el sentido de 
que al permitir la adscripción de esos sistemas, a una unidad de eje­
cución (permitiendo de esta forma su ocupación y obtención previo 
al pago de cualquier indemnización o compensación), la Administra­
ción se está beneficiando del sistema que ella misma ha creado en 
el sentido de que redistribuye aprovechamientos en aras a la finan­
ciación y ejecución de los sistemas generales.

La principal ventaja de la ocupación directa radica en el hecho 
de que la Administración actuante —mediante la atribución de un 
determinado terreno o aprovechamiento en una unidad con exceso 
de aprovechamiento real— no desembolsa cantidad alguna, y además 
la ocupación no se vincula en el tiempo al momento en que se pone 
en marcha la operación reparcelatoria en el polígono a que van des­
tinados los propietarios de suelo afectados a sistemas generales; de 
esta forma, y mediante el paso de la ocupación directa, realmente quien 
financia cada tramo de sistema general son los propietarios de suelo 
de las unidades con excedentes de aprovechamiento a los que se obliga 
a admitir en su círculo reparcelatorio al propietario extraño, que viene 
de fuera, de tal forma que —con su absorción en el proceso— el gasto 
que supone hacerse con la propiedad del suelo necesario para los sis­
temas generales lo absorben las unidades de ejecución excedentarias.

Este proceso culmina en el art. 14.1.c )  de la Ley 6/1998, que esta­
blece —en relación con los propietarios de suelo urbanizable—la obli­
gación de costear y en su caso ejecutar las infraestructuras de conexión 
con los sistemas generales a la actuación y, en su caso, las obras nece­
sarias para la ampliación o refuerzo de dichos sistemas requeridos por 
la dimensión y densidad de la misma y las intensidades de uso que 
ésta genere de conformidad con los requisitos y condiciones que esta­
blezca el planeamiento general, de tal forma que, como estima Morell, 
«se rompía de este modo una especie de dogma que la doctrina creía 
entender en el planteamiento de la reforma de 1975. Ese dogma era 
el de entender que los sistemas generales serán, siempre, y en todo 
caso, objeto de expropiación forzosa; en la medida en que estén al 
servicio de la ciudad en su conjunto, deben costearse mediante la expro­
piación, a cargo del presupuesto o Administración urbanística de que 
se trate» 7Ü.

El punto más interesante que pretendemos destacar del panorama 
descrito en el ámbito de las valoraciones y la expropiación es el hecho 
de la influencia directa entre el sistema de valoraciones y la escasa 
eficacia de las técnicas que promueven la expropiación en este ámbito, 
y que reflejan cómo la expropiación no es, como en Francia, un pilar 
sobre el que se asienta nuestro modelo urbanístico, sino más bien ese

70 Morell Ocaña, «La expropiación urbanística...», p. 359.
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mecanismo inicial de protección de la propiedad privada bajo el cual 
se comenzó a fraguar la legislación expropiatoria, ya que la fuerza 
de la ligazón, la inescindibilidad de los propietarios del suelo al proceso 
de realización de la ciudad, ha impedido la utilización de la potestad 
expropiatoria, en el ámbito de la legislación urbanística, como método 
de realización de la obra urbanizadora, de modo que la ampliación 
de la legitimación de la potestad expropiatoria con base al interés públi­
co parece quedar relegada a un mero principio programático de muy 
difícil aplicación en el modelo urbanístico diseñado desde la LS 56.

Pero además, la potestad expropiatoria de la Administración no 
sólo se ve constreñida o limitada por el círculo de garantías impuestas 
en función de la determinación de justiprecios que reconocen la plus­
valía generada por la obra urbanizadora, sino que existe otro límite 
garantizador que ha llegado a extremos de todo punto irracionales, 
a mi modo de ver, como es la regulación del derecho de reversión 
hasta su modificación, in extremis, por medio de la Disposición adicional 
quinta de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la 
Edificación a la que haremos referencia en el siguiente punto.

C) El derecho de reversión o la garantía indefinida
del propietaño para la apropiación de las plusvalías generadas 
por el planeamiento. ¿Réquiem?

Asumida, pues, que la expropiación es una forma residual de obten­
ción de los terrenos necesarios para llevar a cabo la obra urbanizadora, 
y reconocidas las numerosas limitaciones que el ordenamiento urba­
nístico impone para este tipo de actuaciones en los casos en que efec­
tivamente éstas se lleven a cabo, cuando no existan medios que per­
mitan una equidistribución de los beneficios y cargas, el propietario 
de suelo guarda aún una bala en la recámara con la que poder disparar 
a la Administración: el derecho de reversión, cuyo régimen jurídico 
ha sido modificado por la Disposición adicional quinta de la Ley 
38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

En el ámbito de nuestro estudio, los puntos que más nos interesan 
resaltar, realizada en un primer momento una definición del concepto, 
naturaleza jurídica y presupuestos de la reversión, son, por una parte, 
el carácter prácticamente imprescriptible de este derecho, según la 
legislación tradicional —que ha ido modificándose por la legislación 
urbanística primero y por la Disposición adicional quinta de la Ley 
38/1999, de Ordenación de la Edificación después— y, sobre todo, 
cuál es el beneficio que obtienen los propietarios de suelo o sus cau- 
sahabientes en el ejercicio de este derecho que tantas reclamaciones 
y ampollas ha motivado y levantado en los últimos años.
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a) Concepto, naturaleza jurídica y figuras afines 
al derecho de reversión

Son utilizados como sinónimos de reversión las palabras retroce­
sión, reexpropiación, readquisición, revisión de la expropiación, reemp- 
ción, derecho de repetición, derecho de recobro. Sinónimos que, junto 
con las diferentes definiciones que a continuación apuntamos, suponen 
una primera aproximación indicadora del perfil jurídico del instituto 
rever sorio.

El Diccionario de la Real Academia Española 71 72 73 define la reversión 
como la restitución de una cosa al estado que tenía.

González Pérez 12 estima que es un derecho real administrativo 
de adquisición, del mismo modo que Pons y Arco 77 establecen que 
es un derecho real administrativo de adquisición a favor del expropiado 
en cuya virtud el propietario al que se le privó de una finca por razones 
urbanísticas puede recobrar la propiedad si no se realiza la ordenación 
urbana que justificó tal privación.

García de Enterría 74 * señala que la reversión podría definirse 
como la consecuencia de una invalidez sucesiva sobrevenida a la expro­
piación por la desaparición del elemento esencial de la causa, por el 
carácter cardinal que la causa presenta. Lo peculiar de esta invalidez 
es que sus efectos se producen ex nunc, es decir, que no condena la 
validez inicial con que la expropiación fue realizada —sus efectos no 
se retrotraen al momento originario de la expropiación—, es decir, 
no consisten en una nulidad de ésta sino en una resolución de la misma.

García-Trevijano 77 apunta un concepto teleológico de la rever­
sión, estableciendo que es una de las principales garantías con que 
cuenta el expropiado, cuya función consiste en posibilitarle la recu­
peración del bien que en su día fue expropiado una vez cesada la 
causa expropiandi; es un medio que da cauce legal para remitir en 
lo posible los efectos de la expropiación cuando desapareció o se frustró 
la razón que justificó la misma.

El art. 54 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre 
de 1954, aunque no defina la reversión, viene a decir que es el derecho

71 Diccionario de la Lengua Española, t. II, 21.a ed., Madrid, Real Academia Española,
1992.

72 J. González Pérez, Los Derechos Reales Administrativos, 2.a ed., Madrid, 1989, p. 47.
73 M. Pons González y M. Arco Torres, Diccionario de Derecho Urbanístico, 2.a ed., Coma-

res, 1993, p. 364. '
74 E. García  de Enterría , Los principios de la nueva Ley de Expropiación Forzosa, Civitas, 

1984, pp. 140 ss.
7| E, García-Trevijano  Cárnica , «Sobre el alcance y efectos de la reversión expropiatoria», 

Revista de la Administración Pública, núm. 112, 1987.
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del expropiado o de sus causahabientes a recobrar la totalidad o la 
parte sobrante de lo expropiado, abonando a la Administración su justo 
precio, en el caso de no ejecutarse la obra o no establecerse el servicio 
que motivó la expropiación o en caso de que desapareciese la afección.

Es un derecho subjetivo público enraizado en la regulación de la 
expropiación forzosa como uno de sus elementos garantizadores (STS 
de 30 de septiembre de 1991, Az. 6096). También es definido por el 
Tribunal Supremo (SSTS de 30 de septiembre de 1991 y de 14 de 
julio de 1992) de una forma descriptiva, intentando aglutinar todo lo 
que las anteriores definiciones han ido apuntando parcialmente, esta­
bleciendo que es un derecho subjetivo, de origen lega! y, por tanto, 
aplicable exclusivamente a los supuestos previstos en la norma que 
lo crea, de carácter real, aunque vinculado inicialmente a una condición 
personal, la de expropiado, y de adquisición.

No existe, por tanto, una definición unívoca del derecho de rever­
sión, pero con base a las anteriormente aportadas se pueden establecer 
una serie de rasgos definidores:

— Es un derecho nuevo, autónomo, que no puede nacer sino cuan­
do concurren las circunstancias legales previstas, es decir, que no es 
continuación de un expediente expropiatorio anterior, lo que supone 
que se regule por la ley vigente al ejercitarse (aunque el expediente 
de expropiación se iniciare antes de su entrada en vigor), y que el 
justiprecio de los bienes haya de ir referido al estado y naturaleza 
de los mismos en el momento de su formalización 76.

La reversión no implica una continuación de la expropiación que 
en su momento se llevó a cabo, sino el de un derecho concedido en 
determinados supuestos a los propietarios de los bienes expropiados, 
por lo que planteada la readquisición de estos últimos será de apli­
cación la normativa vigente en el momento de su solicitud, y no la 
que estaba en vigor en el momento de la tramitación del expediente 
expropiatorio.

— Es un derecho no incluido dentro de las garantías constitucionales 
de la expropiación.

Esta característica, en la actualidad, no plantea ninguna duda teó­
rica, en función de lo dispuesto en al art. 33.3 de la Constitución Espa­
ñola y de la consolidada jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
y del Tribunal Supremo.

El derecho de reversión está legalmente reconocido pero no cons­
titucionalmente garantizado; es decir, no está incluido dentro de las

76 Así lo manifestó el Tribunal Supremo en Sentencias de 25 de febrero de 1992 de 24 
de marzo de 1978, de 2 de diciembre de 1991, de 10 de noviembre de 1992, poniendo de 
relieve el carácter autónomo del derecho de reversión.
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garantías constitucionales de la expropiación que establece el art. 33.3 
de la CE, tal como la jurisprudencia del TC establece en Sentencia 
de 19 de diciembre de 1986 (166/1986) que son c) fin de utilidad pública 
o interés social; es decir, la existencia de una causa expropiandi, el 
derecho a la correspondiente indemnización que corresponda con el 
valor económico del bien o derecho expropiado y la realización de 
la expropiación conforme con lo dispuesto en las leyes.

El reconocimiento de estas tres únicas garantías que el derecho 
de expropiación ofrece, por parte del Tribunal Constitucional, parecen 
dejar lo suficientemente claro que el derecho de reversión no forma 
parte de las garantías constitucionales del derecho de propiedad11, 
aunque algún sector doctrinal no comparta esta opinión 78,

— Es un derecho de configuración legal: tal y como reconoció el 
TC en Sentencia de 67/1988, de 18 de abril, estableciendo que no cabe 
duda alguna que el art. 33.3 del CE no ha incluido dentro de las garan­
tías constitucionales de la expropiación el derecho de reversión que, 
en consecuencia, es un derecho de configuración legal; no existiendo, 
por tanto, en nuestro ordenamiento ni una norma constitucional ni

■ ' Sin embargo, y trayendo a colación una de las definiciones del derecho de reversión 
que utilizamos al comienzo de este epígrafe (el derecho de reversión como invalidez sobrevenida 
a la expropiación), puesto en relación con algunas de las teorías que abogan por un derecho 
de reversión que forma parte de la esencia de toda expropiación y con alguna Sentencia del 
TC (67/1988) que manifiesta que la reversión se ha caracterizado dogmáticamente como una 
invalidez sobrevenida a la expropiación, sería esta cesación sobrevenida de la causa ¡a que per­
mitiría que la expropiacióu perdiera sus efectos y Ja retrocesión del bien a aquel a quien le 
fue expropiado. El decaimiento de la causa expropiatoria hacen nacer el derecho de reversión 
a través de cuyo ejercido el particular podría recuperar su anterior propiedad, indicándose 
en el fundamento jurídico posterior que «la reversión o retrocesión del bien expropiado a su 
titular originario, aun configurada como un derecho patrimonial, va inescindiblcmente unida 
a la causa de la expropiación y a su eventual cumplimiento, hecho que determina el nacimiento 
de aquei derecho de reversión».

Para evitar tales consecuendas, el Tribunal Supremo sale al paso de esta interpretación 
del Tribunal Constitucional que nos podría conducir a la consideración de la reversión como 
ineludible reverso de ¡a expropiación en posteriores Sentencias de 30 de septiembre de 1991 
(Az. 6096), de 14 de julio de 1992 (Az. 5841), de 22 de octubre de 1992 (Az. 7977), de 15 
de marzo de 1993 (Az. 1684), do 31 de mayo de 1993 (Az. 3875), de 5 de junio de 1993 (Az. 
5461) y de 6 de julio de 1993 (Az. 5496), todas ellas referidas a la expropiación de Rumasa, 
establece que esta concepción sólo constituye uno de los enfoques doctrinales y jurisprudenciales 
de la institución o derecho que nos ocupa, pero no el único.

's J. M. Gimeno Feliú, El derecho de reversión en la Ley de Expropiación Forzosa. Fun- 
damentación y condiciones de su ejercicio, Madrid, Civitas, 1996, p. 168, no está de acuerdo 
con ninguna de estas consideraciones y en contra de la opinión general estima que «del art. 33 
de nuestra Carta Magna (en conexión con el instituto de la expropiación forzosa, independiente 
de su regulación concreta) cabe inferir que el derecho de reversión es consustancial tanto a 
la expropiación forzosa como al derecho de propiedad, habida cuenta la interconexión entre 
ambas. El derecho de reversión debe, como regia general, formar parte de las garantías de 
lodo procedimiento expropiatorio en cuanto encuentra anclaje en la esencia misma de la expro­
piación, en su configuración constitucional como un puro instrumento de realización de fines 
específicos de utilidad pública o interés social».
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una regla legal que imponga, para todos los tipos y casos de expro­
piación, el derecho de reversión.

Con base a lo anteriormente expuesto, la propia LEF, antes de 
la reforma por la Ley 38/1999, establecía supuestos en los que se eli­
minaba o disminuía la garantía de la reversión, como la reversión por 
incumplimiento de la función social de la propiedad (arts. 74 y 75), 
las expropiaciones que incluyeran bienes necesarios para posibles 
ampliaciones (art. 15.2 REF), la “expropiación total” o extensiva 
(art. 23) o la expropiación que diera lugar a traslado de cuando se 
extendiesea la totalidad de los inmuebles.

Por otra parte, en el ámbito urbanístico el TRES 92 recogía, en 
su art. 225.2.a) y b), otros supuestos en los que no se permite el ejercicio 
de este derecho cuando el nuevo uso asignado fuera igualmente dota- 
cional público o cuando el uso dotacional que motivó la expropiación 
se hubiere implantado y mantenido durante ocho años.

En el mismo sentido, la Ley 6/1998 de Régimen de Suelo recoge 
la imposibilidad de reversión [el art. 40.2.a) y b) recoge los preceptos 
del TRLS 92], si bien estima que la reversión sí procederá (art. 40.3) 
en los casos en los que —realizada la expropiación para la formación 
del Patrimonio Municipal de Suelo y como consecuencia de una modi­
ficación del planeamiento que no se efectúe en el marco de la revisión 
de éste— se alteraran los usos, intensidades o aprovechamientos y ello 
supusiera un aumento de valor de los mismos.

La nueva redacción dada al art. 54 de la LEF por la Ley 38/1999 
de Ordenación de la Edificación recoge las previsiones que figuraban 
en un principio únicamente para el caso de las expropiaciones urba­
nísticas, entendiendo que no cabrá la reversión [art. 54.2.a)] cuando 
simultáneamente a la desafectación del fin que justificó la expropiación 
se acuerde justificadamente una nueva afectación a otro fin que haya 
sido declarado de utilidad pública o interés social, o cuando la afec­
tación al fin que justificó la expropiación o a otro declarado de utilidad 
pública o interés social se prolongue durante diez años desde la deter­
minación de la obra o el establecimiento del servicio [art. 54.2,6)].

— Como último rasgo inherente a la naturaleza jurídica de la retro­
cesión, señalamos el que se desprende de! art. 66.2 del REF, que lo 
hace susceptible de transmisión y de negociación y de convertirse en 
un equivalente dinerario; de ahí su contenido y valor patrimonial propio.

b) Presupuestos para el ejercicio del derecho de reversión

El art. 54 de la LEF reconoce el derecho de reversión en el caso 
de no ejecutarse la obra o establecerse el servicio que motivó la expro­
piación, así como si hubiere alguna parte sobrante de los bienes expro­



400 MARTA LORA-TAMAYO VALLVÉ

piados o desapareciese la afectación, con los límites recién impuestos 
(anteriormente sólo figuraban en la legislación urbanística la posibi­
lidad de reafectación del bien expropiado a otro fin de utilidad pública 
o interés social y el efectivo mantenimiento del uso o la finalidad que 
sirvieron de causa expropiandi durante diez años desde la terminación 
de la obra o el establecimiento del servicio), de tal forma que en estos 
dos casos no proceda la reversión.

La novedad introducida por la Disposición adicional quinta de la 
Ley 38/1999 supone poner fin a una de las prácticas más detestables, 
por absurdas, que se venían llevando a cabo en esta materia en el 
sentido de que en muchas ocasiones la Administración —al desafectar 
un terreno y volverlo a afectar a otro fin de utilidad pública— debía 
vender o someterse a la reexpropiación del bien por parte del solicitante 
del derecho de reversión para posteriormente volverlo a expropiar adu­
ciendo nuevas causas o razones de utilidad pública o interés social.

Este proceso aparentemente absurdo, de ida y vuelta, lleva consigo 
una lucha entre líneas —o interna— de la obtención de alguna plus­
valía, que en principio podía ser materializada mediante el 5 por 100 
de afección que no se incluye como precio de la reversión, pero sí 
debería mantenerse en la nueva expropiación, o en la posibilidad —más 
maquiavélica aún— de que la valoración del bien que debe ser revertido 
se haga sin contar la plusvalía generada por la nueva afectación y que 
al deber expropiar el terreno de nuevo se compute en el justiprecio 
la plusvalía generada por la aprobación del plan o proyecto de utilidad 
pública o interés social que legitime la nueva expropiación.

En este sentido, la nueva regulación de la reversión supone un 
verdadero avance con respecto a la legislación expropiatoria anterior, 
ya que permite la extensión del interés social o la utilidad pública 
de forma real permitiendo este cambio de afectaciones sin que sea 
preciso una nueva expropiación, y supone, por otra parte, la unificación 
de regímenes con respecto a la legislación urbanística que en este sen­
tido, desde la Ley 8/1990, era más estricta, creándose un nuevo agravio 
comparativo; de tal forma que, si la Ley 8/1990 pretendió la unificación 
de la legislación expropiatoria en cuanto a las valoraciones urbanísticas, 
creaba al mismo tiempo una nueva dualidad en cuanto al ejercicio 
del derecho de reversión, ya que las expropiaciones no urbanísticas 
tenían una mayor posibilidad o margen de actuación del propietario 
expropiado para ejercer posteriormente el derecho de reversión frente 
aquellos que hubieran sido expropiados por causas urbanísticas.

c) ¿Réquiem por el carácter intemporal o perpetuo del derecho 
de reversión?

El derecho de reversión hasta la modulación de. sus efectos tem­
porales en las expropiaciones urbanísticas ha sido tradicionalmente un
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derecho que podríamos calificar de perpetuo, en el sentido de que 
no se establecía plazo alguno que pusiera un límite a la posibilidad 
de ejercitarlo, siempre y cuando se dieran los presupuestos regulados 
en el art. 54 de la LEF.

La nueva regulación introducida por la Disposición adicional quinta 
de ia Ley 38/1999 de Ordenación de la Edificación ha puesto fin a 
esta situación, en el sentido de que recoge ciertos plazos de prescripción 
y de caducidad de un derecho que hasta el momento parecía eterno 
e imprescriptible.

Veíamos cómo la legislación urbanística se había adelantado en 
este sentido a la expropiatoria, pues el art. 40 de la Ley 6/1998 introducía 
cambios ostensibles en relación con la prescripción del derecho de rever­
sión. La doctrina y la jurisprudencia ■ estimaban, conforme a la regu­
lación tradicional de estos preceptos, el carácter perpetuo del derecho 
de reversión; la única forma que tenía la Administración de poner fin 
a esta situación era notificar al expropiado de tal forma que a partir 
de este momento entraba en juego el plazo de un mes para su ejercicio, 
lo que era en realidad plazo de caducidad, puesto que —como establece 
Gimeno 80— por su propia esencia no se encuentran referidos al 
nacimiento del derecho reversional sino a la posibilidad de su 
ejercicio, previa notificación personal. Defendiendo una interpre­
tación sistemática acorde con la naturaleza jurídico-real del bien 
que reconduzca a ciertas coordenadas o límites temporales el ejer­
cicio de este derecho que, siendo lógicos los plazos impuestos 
por la legislación civil de treinta años cuando se trate de un dere­
cho real sobre inmuebles (art. 1.963 CC) y de seis años en caso 
de tratarse de bienes inmuebles, en el mismo sentido cabría inter­
pretar este plazo de prescripción como extintiva en aplicación 
del art. 13 del Reglamento de bienes de las Corporaciones Loca­
les, que establece un plazo de treinta años para entender cumplida 
toda condición o afectación permanente a determinados destinos. 
Esto significa para el autor citado que ninguna carga o afectación 
a una concreta relación jurídica, como lo es la reversión expro­
piatoria, puede tener carácter perpetuo.

En efecto, el nuevo art. 54.2.b), con carácter general, dispone que 
no habrá derecho de reversión cuando la afectación al fin que justificó 
la expropiación o a otro declarado de utilidad pública o interés social 
se prolongue durante diez años desde la terminación de la obra o el 
establecimiento del servicio. Esto implica, a juicio de Meseguer * 89

79 En este sentido, la STS de 7 de febrero de 1989, citada por Gimeno, establece que 
«el sistema general de ¡a prescripción adquisitiva previsto para otras situaciones jurídicas privadas 
no es de aplicación al supuesto de actual referencia, cuyo ejercicio y fundamentación jurídica 
se sujeta a normas específicas entre las que el actual legislador, al contrario que el anterior, 
no ha estimado oportuno un plazo de prescripción adquisitiva en este supuesto».

89 J. M. Gimeno Feltú, op. cit.,p. 150.
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Yebra81, «una supresión casi absoluta del derecho de reversión por 
cuanto hasta la fecha de la modificación que estamos analizando las 
solicitudes de reversión relativas a expropiaciones de antigüedad supe­
rior a la década (motivadas fundamentalmente por desafectación) son 
las más numerosas en porcentaje». Este artículo viene a equiparar prác­
ticamente las situaciones que corresponden a expropiaciones ordinarias 
con las expropiaciones urbanísticas, pues el art. 40.2.b) establece la 
misma regulación si bien reduce el plazo de efectiva implantación de 
la afectación a ocho años.

Por otra parte, el art. 54.3 recoge nuevas reglas para el ejercicio 
de! derecho de reversión. Por una parte, y en primer lugar, establece 
un plazo de caducidad de tres meses 82 para ejercitar el derecho desde 
el momento en que la Administración haya notificado o el exceso de 
expropiación (lo que anteriormente se entendía como parte sobrante), 
o la desafectación del bien expropiado (sin posterior afectación a otro 
uso de utilidad pública que se excluye ahora, como vimos, del derecho 
de reversión) o el propósito de no ejecutar la obra o establecer el 
servicio que justificaron la expropiación.

En caso de que la Administración no notifique ninguno de estos 
supuestos, el expropiado podrá solicitar el derecho de reversión en 
los casos de excesos de expropiación o desafectación siempre y cuando 
no hubieran transcurrido veinte años desde la toma de posesión de 
aquéllos [art. 54.3.a)]; aquí el plazo de los años cuenta como límite 
máximo a partir del cual no será viable la solicitud del derecho de 
reversión. Si bien en el caso de la desafectación, si ésta ha sido implan­
tada durante diez años, no cabría solicitar la reversión, por lo que 
el límite de los veinte años en este caso no tendría mucho sentido.

Sin embargo —y como contraposición— en ios casos en los que 
se pretenda solicitar el derecho de reversión cuando la Administración 
no hubiera iniciado la ejecución de la obra o implantado el servicio 
los plazos que se establecen, funcionan como mínimos (en el sentido 
de que obliga al futuro reversionista a que pase un determinado plazo 
de tiempo para cerciorarse de que efectivamente no se ha implantado 
la obra o ejecutado el servicio, al contrario que en los casos de desa­
fectación o exceso de expropiación en los que el plazo de veinte años 
es de prescripción del derecho). De tal forma que el art. 54.3.6) esta­
blece que en defecto de notificación podrá instarse a la reversión del 
bien expropiado «cuando hubieran transcurrido cinco años desde la 
toma de posesión del bien o derecho expropiados sin iniciarse la eje­
cución de la obra o implantación del servicio», o bien [art. 54.3.c)] 
«cuando la ejecución de la obra o las actuaciones para el establecí-

81 J. Meseguer Yedra , La expropiación forzosa: el nuevo derecho de reversión, Madrid, Bosch, 
Serie Administrativa, febrero 2000, p. 16.

82 Anteriormente este plazo era de 1 mes (art. 55 de la LEF de 1954).
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miento del servido estuvieran suspendidas más de dos años por causas 
imputables a la Administración o al beneficiario de la expropiación 
sin que se produjera por parte de éstos ningún acto expreso para su 
reanudación».

La nueva regulación del derecho de reversión no ha puesto, por 
tanto, fin completo al carácter perpetuo e indefinido que tradicional­
mente se ha otorgado al expropiado para ejercer este derecho, sino 
que lo ha limitado en algunos casos —los más importantes, todo sea 
dicho—, pero dejando algunas lagunas, en el sentido de que para los 
casos en que exista desafectación o exceso de expropiación parece que 
el ejercicio del derecho queda limitado a veinte años, mientras que 
en el caso de no ejecución de la obra o establecimiento del servicio, 
no aparece límite máximo alguno que impida solicitar la reversión 
transcurridos más de veinte años.

De cualquiera de las maneras esta nueva legislación, a pesar de 
la rareza y forma un tanto especial de introducirla en el ordenamiento 
y su regulación algo desordenada, qué duda cabe que ha intentado 
frenar en cierto modo los límites de un derecho que estaba siendo 
víctima de su propio éxito.

Una de las dudas que cabe plantearse es el porqué del éxito de 
esta institución que, al fin y a la postre, el único beneficio que parece 
proporcionar es la capacidad de recuperar un bien expropiado pero, 
claro está, pagando el valor que el mismo tiene en la actualidad.

El beneficio que buscan las crecientes asociaciones de reversio- 
nistas no es tanto la recuperación del bien expropiado, pues la mayoría 
de las veces los antiguos propietarios, sus causahabientes o los titulares 
del derecho de reversión no tienen capacidad económica para hacerse 
con el bien; su verdadera intención es recibir algo, recibir alguna com­
pensación económica por ostentar el derecho de reversión sobre los 
bienes. En otras palabras, lo que pretenden la mayor parte de los rever- 
sionistas en la actualidad es lo que se ha venido a denominar como 
expropiación del derecho de reversión', es decir, pretenden que se les 
vuelva a pagar un precio, incluso un justiprecio en términos expro- 
piatorios que equivalga al valor del bien que expropiaron hace veinte, 
cuarenta o cincuenta años a su abuelo, bisabuelo o tatarabuelo. Con­
trariamente a lo que se pudiera pensar, este tipo de asociaciones de 
reversiónistas han tenido éxito, de tal forma que el derecho de reversión 
se ha convertido en el último anclaje que el propietario de suelo ostenta 
para hacerse con las plusvalías que un terreno expropiado y justipre­
ciado a su abuelo o bisabuelo han generado por la acción urbanizadora 
o transformadora de la Administración. Pero si esta operación merece 
la pena, debemos estudiar el contenido económico del derecho de 
reversión y su sustitución a cambio de una indemnización que parece 
el sentido y finalidad última de las reclamaciones de los reversionistas.
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D) La valoración del precio de readquisición 
y Iq indeminización sustitutoria

Si el derecho de reversión supone una opción de compra del titular 
del derecho de un bien que le había sido expropiado previamente, 
y considerando como hicimos en páginas anteriores que es un derecho 
nuevo, autónomo, que se regula por la ley vigente en el momento 
de solicitar la reversión 83, la valoración del bien, en consecuencia, debe 
realizarse en función de los métodos de valoración establecidos en 
la Ley de Expropiación, de tal forma que se lleve a cabo una actua­
lización dinámica del bien en cuestión.

Hasta la reforma llevada a cabo por la Disposición adicional quinta 
de la Ley 38/1999, de Ordenación de la Edificación, el sistema de valo­
raciones o de actualizaciones de los valores de los bienes objeto de 
derecho de reversión era el establecido por la Ley de Expropiación 
Forzosa en sus arts. 27 a 47, con excepción de los supuestos de expro­
piaciones urbanísticas en los que —en función de reiterada jurispru­
dencia del TS 84 señalada por Gimeno— se ha aplicado el criterio de 
valoración previsto para esos terrenos en el planeamiento urbanístico, 
independientemente de que no hubieran alcanzado esa clasificación 
en el momento en que se solicitó la reversión 8\

La nueva regulación del derecho de reversión, surgida de la Dis­
posición adicional quinta de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de 
Ordenación de la Edificación, prevé en su art. 55 una nueva regulación 
de la valoración, entendiendo que, siendo presupuesto del ejercicio 
del derecho de reversión la restitución de la indemnización expropia- 
toria percibida por el expropiado, ésta consistirá en su actualización 
conforme a la evolución del índice de precios al consumo en el período 
comprendido entre la fecha de iniciación del expediente de justiprecio 
y la de ejercicio del derecho de reversión, llevando a cabo la estimación

83 Sobre la legislación aplicable en materia de reversión, vid. M. Casino Rubio, «Breves 
consideraciones en tomo al nacimiento y la legislación aplicable al derecho de reversión en 
la expropiación forzosa (comentario a la Sentencia del TSJ de Aragón de 26 de septiembre 
de 1992.):*, RÁF, núm. 131, mayo-agosto 1993.

84 Entre otras, SSTS de 24 de junio de 1993, 28 de mayo de 1994, 4 de marzo de 1995, 
25 de marzo de 19.95, 9 de mayo de 1995, 29 de mayo de 1995 y 20 de junio de 1995.

m Declarando el TS en este sentido que «al estar pendiente la finca de una prevista y 
determinada reclasificación urbanística, que había de producirse antes de que los bienes se 
encontrasen de nuevo en la posesión del reversionista, si se hubiesen valorado, como solicita 
la entidad apelante, conforme a su clasificación urbanística al momento de solicitarse la reversión, 
se produciría un enriquecimiento sin causa para quien ha de percibir el justiprecio de aquélla, 
mientras que, si éste se fija conforme a la clasificación del suelo al momento de revertir a 
su antiguo propietario, se habrá obtenido el valor de sustitución, que es el fin pretendido por 
el tantas veces citado art. 54 de la Ley de Expropiación Forzosa» (STS de 25 de marzo de 
1995).
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del importe la Administración que tenga a su vez competencias para 
reconocer el derecho de reversión 8fi.

Esta nueva formulación en la actualización del precio que se ha 
de pagar para recuperar la finca expropiada en función de la actua­
lización mediante el IPC puede, sin embargo, ser sustituida en caso 
de que el bien haya sufrido transformaciones jurídicas que hagan a 
este tipo de actualizaciones separarse de la realidad jurídica y física 
del bien y que tendrá como fecha de referencia la del ejercicio del 
derecho y la valoración del mismo de acuerdo con las normas generales 
establecidas en la Ley de Expropiación Forzosa (cap. III del tít. II). 
Para las expropiaciones urbanísticas habrá que estar a lo dispuesto 
en el art. 40 de la LS 6/1998.

Por otra parte, uno de los aspectos más interesantes del derecho 
de reversión en cuanto a los beneficios reales que pudiera obtener 
eJ reversionista, sin recuperar el bien y sin hacer pago alguno, es el 
supuesto recogido en el art. 66 del Reglamento de Expropiación For­
zosa, en el que se establece que cuando como consecuencia de una 
alteración indebida no fuere legalmente posible la reversión, se estará 
a lo previsto en el art. 121.1 de la Ley de Expropiación Forzosa, o 
lo que es lo mismo el procedimiento de exigencia de responsabilidad 
patrimonial de las Administraciones Públicas. La jurisprudencia y la 
doctrina han ido delimitando qué se entiende por alteración indebida 
que impida la recuperación del bien por el reversionista, si bien existen 
al respecto una postura amplia que tiende a aumentar los supuestos 
en que no cabe la restitución in natura del bien expropiado y procede 
la indemnización al reversionista, y otra estricta en la que, atendiendo 
a una interpretación constitucional rígida del derecho de reversión que 
debe estar sometido a criterios de interés general, disminuyen las posi­
bilidades de indemnización.

Gimeno S7, al analizar estas posturas doctrinales, estima que el con­
cepto de “alteración indebida” del bien expropiado debe ser entendido 
de forma estricta para que de lugar a una indemnización sustitutoria 
que debe presentarse como excepción, como remedio a una situación 
singular y bajo ningún concepto debe buscarse como una alternativa 
conscientemente buscada por la Administración cuando no le conven­
ga, por los motivos que fueran, la devolución del bien expropiado (lo 
que supondría una clara desviación de poder); por otra parte el autor 
citado plantea la posibilidad de que por razones de oportunidad la 86 87

86 En este sentido Meseguhr Yebra, op. cil., p. 24. estima que esta nueva regulación de 
la actualización de los valores mediante el IPC es mucho más sencilla que la establecida ante­
riormente en relación al interés legal, si bien estos dos valores se han ido acercando de forma 
progresiva, la diferencia sigue siendo importante cuando se trata de grandes cantidades. En 
todo caso, la fórmula es mucho más ágil que tener que acudir como ocurría anteriormente 
en la mayor parte de los casos, a una nueva pieza separada de fijación de justiprecio.

87 Gimeno, La reversión...,op. cil., p. 161.
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Administración expropiante o el reversionista tendrían la facultad de 
elegir entre la devolución y la indemnización; a su modo de ver el 
planteamiento de esta posibilidad supondría admitir las expropiaciones 
por economía o la expropiación del derecho de reversión mismo.

Pues bien, estas situaciones que se plantean como excepcionales 
han sido la causa de la reforma de la regulación del derecho de rever­
sión en la Disposición adicional quinta de la Ley 38/1999, de Orde­
nación de la Edificación, en la que se ha intentado poner fin al incre­
mento de solicitudes de reversión que ha aumentando vertiginosamente 
en operaciones urbanísticas en las que se parte de bienes de dominio 
público anteriormente afectados a un determinado uso (el ferroviario 
o militar, sobre todo), y en los que se pretenden llevar a cabo una 
transformación que pasa por un primer paso de desafectación y nueva 
afectación a otro fin de utilidad pública —la aprobación de un Plan 
Especial de Reforma Interior, por ejemplo—. El reversionista en estos 
casos adopta dos posturas en función de su situación económica o 
de la acumulación de derechos de reversión que haya logrado (puesto 
que eu el ordenamiento español es un derecho real y autónomo).

Por una parte, aquellas empresas o entidades que especulan con 
los derechos de reversión, en el sentido de llevar a cabo una compra 
masiva de éstos, pretenden por esta vía indirecta integrarse en una 
operación urbanística previa la adquisición de los terrenos mediante 
el ejercicio de la reversión, a precio de mercado, que esperan poder 
amortizar con los beneficios de la operación urbanística pública pro­
gramada para los mismos. Y, de otra parte, los pequeños propietarios, 
herederos de los antiguos expropiados que pretenden una compen­
sación, una indemnización económica por la compra de la renuncia 
al ejercicio de sus derechos de reversión, es decir la expropiación de 
ese derecho, puesto que la readquisición del bien y su integración en 
la operación urbanística no les compensa económicamente . 86

86 No es éste un supuesto hipotético, sino una síntesis de lo que en la actualidad está 
ocurriendo en grandes operaciones urbanísticas que pretenden ser de iniciativa y gestión pública 
(directa o indirecta) y en la que la propiedad del suelo se alza rebelde contra lo que tra­
dicional mente había sido su ámbito de actuación. Así, el Diario ABC-Madrid (miércoles 21 de 
julio de 1999) presentaba como portada una gran fotografía de la zona de Chamartín con las 
torres “KIO” ai fondo en la que rezaba «otro grupo de reversionistas pone contra las cuerdas 
la operación Chamartín». En páginas interiores (12 y 13) se explicaba a grandes rasgos las 
diferentes iniciativas de los grupos de reversionistas existentes hasta el momento.

De una parte, se encuentran representados por un ahogado, ex concejal socialista, J. Espe- 
losín, los antiguos propietarios de 340.000 metros cuadrados de la operación. De otra parte, 
aparece un nuevo grupo representado por el empresario inmobiliario José Barta, que representa 
los derechos de reversión de 300.000 metros cuadrados más la representación otorgada por 
los propietarios de 200.001) metros cuadrados en la operación; en principio parece que las inten­
ciones de este segundo aglutinador de derechos de reversión es desprenderse de tales derechos, 
habiendo mantenido conversaciones con un fondo de capital de riesgo de Estados Unidos que 
podría adquirir los derechos, lo que —una vez comprados y ejercitado el derecho— les permitiría 
integrarse como un propietario más en la “operación ChamaTtín”. De otra parte, la adjudicataria
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En páginas anteriores llevamos a cabo una síntesis de la evolución 
de la expropiación forzosa en Francia en la que, partiendo de la nece­
sidad de hacerse con la maitrise fonciere para la realización de las ope­
raciones urbanísticas, se ha incrementado la utilización de instrumen­
tos, como el derecho de tanteo, para poder adquirir grandes superficies 
de terreno a precios no especulativos, es decir, que no incorporen la 
plusvalía de la actuación urbanística excluyendo además en este tipo 
de operaciones el derecho de reversión. Pues bien, la situación española 
es completamente diferente: ni la expropiación ni el derecho de tanteo 
constituyen el medio tradicional para adquirir grandes extensiones de 
suelo en las que llevar a cabo operaciones urbanísticas; el desplaza­
miento del sistema de expropiación frente a la compensación ha sido 
claro. De esta forma, la expropiación —que, en principio y de lege 
lata, parece que extiende su ámbito de actuación a partir, sobre todo, 
de la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, como ha puesto de relieve 
la doctrina, y mediante la limitación de la propiedad a fines de interés 
social con la inserción de este tipo de limitaciones en los textos cons­
titucionales (arts. 33 y 47 CE)— no parece que de lege ferenda haya 
conseguido ampliar los límites de la aplicación de la misma como uti­
lidad pública.

En efecto, hemos visto que ya ni siquiera los sistemas generales 
están exentos de ser obtenidos mediante técnicas equidístributivas de 
beneficios y cargasx9 y en los casos en los que se aprueban operaciones 
en los que se parte de la propiedad pública de los terrenos, la sombra 
del derecho de reversión acecha la titularidad y afección pública de 
los terrenos para que sean reconducidos a la senda tradicional de la 
intervención en la gestión y ejecución del planeamiento del propietario 
de suelo.

1.3. Financiación del urbanismo
A) Inexistencia de un urbanismo clásico impositivo a diferencia 

del modelo francés. Principales impuestos ‘'urbanísticos”

Como tuvimos ocasión de analizar en páginas anteriores el segundo 
pilar sobre el que se sustenta el ordenamiento urbanístico francés es

del proyecto parece no temer por el peligro y la viabilidad de la operación. En este sentido, 
concluye el artículo afirmando que tanto las Administraciones, en especial el Ayuntamiento 
de Madrid, como Argentaría (adjudicataria del proyecto), cuentan con potentes equipos jurídicos 
y solvencia económica. Este hecho obliga a los reversiemistas a utilizar sus derechos más como 
una baza para negociar una compensación que para entrar de lleno a formar parte de la actuación
urbanística. .

£] arp 18.3 de la Ley 6/1998 establece que, además de la cesión de los terrenos necesarios 
para los sistemas generales que se establece en el artículo anterior, los propietarios de suelo 
urbanizable deberán «costear y en su caso ejecutar las infraestructuras de conexión de los sistemas 
generales exteriores a la actuación, y en su caso: lps obras necesarias para la ampliación o 
refuerzo de dichos sistemas..,».
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su sistema de financiación construido con base en un modelo fiscal, 
entendiendo por tal «un conjunto de procedimientos impuestos a los 
constructores para la obtención de los medios afectos a la financiación 
del desarrollo urbano», siendo la fiscalidad del urbanismo una «especie 
dentro del género financiación del urbanismo» 90.

En efecto, la actividad urbanizadora y edificatoria, como fuente 
de generación de riqueza que es, aparece gravada en principio y desde 
la ley de orientación del suelo de 1967 con un régimen único impositivo 
que se estructura en torno a la Tasa Local de Equipamiento (TLE) 
que pretende fijar el régimen de participación de los constructores 
y urbanizadores en la financiación de la obra urbana; sin embargo, 
este régimen único parece no ser suficiente para articular y sustentar 
la actividad urbanística, de tal forma que a la Tasa Local de Equi­
pamiento se van añadiendo otra serie de tributos acumulables a la 
misma. A partir de la Ley de 18 de julio de 1985 se establece un régimen 
alternativo a la TLE que se basa en otro tipo de participaciones a 
la financiación de los equipamientos articulado en torno a los Planes 
de Urbanización de Conjunto (Plan d’Aménagement d’Ensemble) y la 
participación de los constructores y urbanizadores en las ZAC. Es, 
pues, un modelo fiscal asentado sobre las bases de la existencia de 
una serie de impuestos de carácter finalista o afectados, que ligan los 
ingresos percibidos por los mismos a unos determinados gastos nece­
sarios para ejecutar el planeamiento urbanístico.

Pues bien, el sistema de financiación del urbanismo español no 
tiene nada que ver con e! resumido en las líneas superiores. La sin­
gularidad del ordenamiento urbanístico español, que ha centrado todos 
sus esfuerzos y energías en conseguir mecanismos de equidistribución 
de beneficios y cargas en el seno de los polígonos y unidades de eje­
cución, ha creado, o al menos lo ha pretendido, pequeñas unidades 
autofinanciables que mediante un sistema no monetario redistribuyen 
y reparten la riqueza generada por el planeamiento en el seno de su 
propia unidad 9l. * 51

911 J. C. Tejedor Btelsa, Un modelo urbanístico alternativo: el Derecho francés, Barcelona, 
Cedecs, Derecho Administrativo, 1998, pp. 137 a 138.

51 En este sentido, E. García de Enterría, «El Derecho urbanístico español a la vista 
del siglo xxt», en Ordenamientos Urbanísticos, Valoración crítica y perspectivas de futuro, Jornadas 
Internacionales de Derecho Urbanístico, Santiago de Compostela, 2 y 3 de julio de 1998, Madrid, 
Marcial Pons, Xunta de Galicia, 1998, p. 17, al intentar aportar soluciones al panorama del 
ordenamiento urbanístico español actual estima que «lo que más claro me parece es la con­
veniencia de renunciar a los grandes sistemas de perecuación de beneficios y de cargas extensibles 
a toda una ciudad o a grandes unidades, tal como aquí hemos intentado con abstractas, complejas 
y, al final, torpísimas técnicas de aprovechamiento tipo o medio, compensaciones intersectoriales, 
sistemas globales de transferencias, etc. Creo que el nuestro, por nn prurito técnico de urbanistas, 
economistas y juristas, es el único país que ha intentado plasmar en su Derecho urbanístico 
estas complejísimas y lentificadoras técnicas, debiendo notarse que la larga e inevitable duración 
de estos procesos es inmediatamente y por sí solo un grave factor de encarecimiento de la



EL URBANISMO DE OBRA PÚBLICA ESPAÑOL 409

Morell Ocaña* 92 lleva a cabo una valoración del diferente peso 
que en el mundo local, español se entiende, han tenido la expropiación 
forzosa, el tributo y la prestación forzosa. Los dos últimos son en prin­
cipio los modos generales de hacer frente a las necesidades colectivas 
de carácter genera!, mientras que la expropiación forzosa actúa en 
casos singulares o excepcionales. El problema de la evolución de este 
tipo de técnicas radica, para el autor citado, en que entre el tributo 
y la prestación forzosa la opción tomada por la Ley de Suelo, cuando 
debe hacer frente a este tipo de necesidades (la financiación de la 
obra urbanizadora), es la de la prestación forzosa, de tal forma que 
las economías locales no han sido capaces de reconducir a la corriente 
monetaria las relaciones de intercambio, por lo que es la prestación 
forzosa —a través de la articulación de las técnicas de cesiones gratuitas 
y obligatorias— la que, a diferencia de otros sistemas como el francés 
anteriormente descrito, ejerce la difícil misión de absorber y distribuir 
las plusvalías generadas por la obra urbanizadora.

Ante e! planteamiento introductorio y general expuesto hasta aquí, 
conviene hacer un alto en el camino para, con carácter previo a la 
descripción de estos procesos de equidistribución de beneficios y cargas 
como modo de financiación del urbanismo español, mostrar las pre­
carias técnicas impositivas existentes en nuestro ordenamiento y su 
finalidad.

Principales tributos o impuestos

La Contribución Territorial Urbana. ¿Un modo de financiar 
el urbanismo?

Antes de entrar en materia conviene recordar las aportaciones de 
Ildefonso Cerdá en este aspecto, en el sentido de ligar la idea de 
contribución territorial urbana con la financiación de la obra urba­
nizadora, de tal forma que el urbanismo se autofinancie, para tener 
presente la actualidad de sus aportaciones y el enfoque que hace de 
las mismas.

El ingeniero catalán, como vimos en páginas anteriores, deduce 
que uno de los mayores beneficios que reporta la apertura de nuevas 
vías es el aumento extraordinario de la riqueza urbana reflejado de

actividad urbanizadora y, por tanto, de la vivienda. Hay que intentar devolver al impuesto la 
función redistributiva, renunciando a operaciones tan complejas que actúan en especie, materia 
mucho más torpe de manejar (dividir, segregar, atribuir, valorar) que el dinero, que funciona 
justamente para evitar el trueque de;bienes y servicios, tan rígido como poco operativo»..

92 Cfr. L. Morell Ocaña, «La expropiación en el Derecho urbanístico. Sentido y límites», 
DA, núm. 252-253, abril 1999, p. 321.
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forma proporcional en el aumento de la contribución territorial, es 
decir, de la masa imponible producto de. la reforma93, y esta nueva 
riqueza generada por la misma reforma «debía ser una propiedad sagra­
da de ésta y que, por consiguiente, correspondía de derecho y por 
derecho al que a sus espensas la llevase a cabo».

De este modo entiende que el aumento de la riqueza que es gravado 
mediante la contribución territorial debe revertir en el sujeto que la 
ha generado actuando de esta forma a modo de subvención, pero un 
subsidio que emana de las mismas fuentes generadoras del mismo.

La justificación jurídica y el modo y límite temporal en que la exen­
ción a la contribución opera se fundamentan en el Real Decreto de 
15 de junio de 1845, relativo a los inmuebles, cultivo y ganadería, aunque 
también nos. recuerda a Ley de Desecación de las marismas francesas 
de 1807 que incorporaba este tipo de mecanismos de recuperación de 
plusvalías.

La justificación de la cuantía que han de recibir, o más bien que. 
no han de ingresar las empresas concesionarias a modo de subvención, 
es justificada del siguiente modo: «sólo reserva a la empresa constructora 
la percepción del aumento de la contribución territorial producido por 
el desarrollo de la riqueza urbana en el círculo que abraza el ensanche 
y la reforma, percepción que no pudiendo pertenecer a la Adminis­
tración puesto que el aumento no procede de una causa natural y espon­
tánea, ni de anticipos y sacrificios que la misma Administración haya 
hecho, es justo que se deje a la empresa que con la exposición de sus 
capitales lo ha producido» 94.

La analogía jurídica la encuentra «al investigar el modo, forma y 
tiempo en que debería hacerse aquella percepción por parte de la 
empresa, encontramos un apoyo y corroboración y sanción de nuestras 
doctrinas en la legislación vigente; puesto que en el art. 4.°, párrafos 
l.°, 2.° y 4.°, del Real Decreto de 15 de junio de 1845, que es otro 
de los que forman nuestro sistema tributario en lo relativo a inmuebles, 
cultivo y ganadería, se establecen una serie de exenciones temporales 
y parciales, durante quince o treinta años ya de toda la contribución 
territorial ya de la parte de aumento que ésta haya tenido por razón 
de destinarse al cultivo de terrenos que no lo tenían, o por haberse 
mejorado el que antes tuvieron. La aplicación de las disposiciones de 
este Decreto a la reforma urbana que no es más que un mejoramiento, 
aunque mucho mas digno de consideración que el agrícola, fundada 
en un principio de estricta justicia analógica y en la más razonada inter­
pretación de la Ley, nos ha suministrado la solución del problema que 
nos faltaba resolver en cnanto al tiempo, modo y forma en que el rea­
lizador de la reforma habrá de percibir el aumento de la contribución 
territorial. El tiempo, pues, habrá de ser de treinta años, y en cuanto 
a la forma, exigen el buen orden y el deseo de evitar conflictos que 
en el acto de emprenderse la obra de la reforma quede fijamente con­
signada la cantidad que a la sazón perciba la Administración por el

w Cfr, TVU, p. 237, párr. 1514.
TCC.Pec., p.97.
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concepto de contribución territorial, cuya cantidad siga percibiendo sin 
quebranto alguno, quedando para la empresa constructora el aumento 
durante el número de años que se estipulen, vaya teniendo dicho impues­
to a tenor del tipo actualmente fijado por nuestras leyes rentísticas».

En el mismo sentido, Lampreave mantiene que la contribución 
territorial urbana debería configurarse en función de la actividad urba­
nística y debería constituirse en la principal fuente de recursos para 
la acción urbanística del Estado y la más inmediata y urgente de las 
áreas metropolitanas95.

En efecto, si bien, siguiendo las propuestas del ilustre catalán, tanto 
las Leyes de Ensanche como de reforma interior articularon un sistema 
de exenciones y bonificaciones del pago de la contribución territorial 
para aquellos que llevaren a efecto las obras de urbanización, parece 
que estos recursos no fueron suficientes para financiar las obras de 
reforma y ensanche de las ciudades; sin embargo, es interesante subra­
yarlos en el sentido de que la configuración del sistema impositivo 
en materia urbanística tiene su origen en estas medidas, y su esquema 
básico parece que no ha evolucionado mucho en nuestro entorno

La Ley de Régimen de Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo 
de 1956 recibe este tipo de técnicas impositivas en las que parece poder 
financiarse parte de la obra urbanizadora 97, si bien recoge otras exac- * 17

95 J. L, Lampreave Pérez, «Impuestos estatales y urbanismo», RDU, núm. 29, julio-agos­
to-septiembre 1972, p. 55.

M EJ autor precitado (op. cit., pp. 47 y 48) resume del siguiente modo el sistema de impo­
siciones y beneficios establecidos en las Leyes de Ensanche y Reforma Interior: «La Ley de 
26 de julio 1892 utiliza un instrumento fiscal, la imposición territorial sobre Jas fincas urbanas, 
con una finalidad: la de otorgar ciertos recursos a la Corporación Local correspondiente, y 
así se otorga al municipio el importe de lo que deban contribuir, por dicho concepto, las fincas 
comprendidas en la zona de ensanche, deduciendo una suma igual a io que en el año anterior 
hubiere cobrado el Estado por dicho concepto. Este beneficio de apropiación del exceso de impo­
sición experimentado pOX ja realización dé una acción urbanística, concedido durante treinta 
años, se mantiene en la Instrucción de 29 de agosto de 1920, en la Base 30 de la Ley de
17 de julio de 1945 y consiguiente Reglamento de Haciendas Locales de 25 de enero 1946, 
en el Texto Refundido de la Ley de Régimen Local de 24 de junio de 1955 y aun, la propia 
Ley de Suelo de 12 de mayo de 1956. Junto a este beneficio, y con la misma finalidad, se 
autoriza el establecimiento de recargos ordinarios durante treinta años y de un recargo extraor­
dinario del 4 por 100 sobre la contribución que satisfagan los edificios comprendidos en el 
ensanche. Este recargo del 4 por 100 se mantiene también en la Ley de Suelo de 1956 con 
determinadas normas de compatibilidad, junto con un recargo del 25 por 100 del arbitrio sobre 
el incremento del valor de terrenos comprendidos en el registro de terrenos en situación de 
venta forzosa.

Por su parte, la Ley de 18 de marzo de 1895, de Reforma, Saneamiento y Ensanche Interior 
de. las Poblaciones, utiliza un instrumento fiscal, la exención dé la Contribución Territorial Urbana, 
con la finalidad de fomentar la acción urbanística privada. Así, la Ley concede una exención 
durante veinte años a los propietarios que realicen por su cuenta las obras de saneamiento 
y mejora interior, debiendo satisfacer únicamente el importe de la contribución satisfecha ante­
riormente.

S7 «De nueva urbanización» como denomina el art. 189 LS 56 a las obras de ensanche, 
y en sectores de reforma interior, que no varían su denominación (art. 190 de la LS 56).



412 MARTA LORA-TAMAYO VALLVÉ

dones, que trataremos a continuación, como las contribuciones espe­
ciales, el arbitrio sobre el incremento del valor de los terrenos y los 
arbitrios sobre ordenación urbanística y aumento del volumen de la 
edificación [art. 181.1./;) ye)].

La principal característica del régimen impuesto por la LS 56 en 
cuanto a la contribución territorial urbana y las posibilidades de recibir 
beneficios y exenciones en el pago de la misma radica, a juicio de 
González-Berenguer 98 (a quien seguimos en este punto), en el hecho 
de que los beneficios recogidos en los arts. 189 y siguientes de la Ley 
de Suelo eran compatibles con el disfrute de otro tipo de ayudas otor­
gadas con carácter general para estimular la actividad constructora, 
en especial la de viviendas.

Los arts. 189 y 190 de la LS 56 establecían la posibilidad de que 
aquellas personas que cedieran los terrenos necesarios para la urba­
nización y la sufragaran percibirían el 80 por 100 de las cuotas del 
tesoro de la Contribución Territorial Urbana y los importes ordinarios 
y extraordinarios [el 4 por 100 que recoge el art. 188.1.¿j] que recayeren 
sobre las edificaciones en los terrenos por razón de los cuales habrían 
costeado las obras.

En las Zonas de Reforma Interior tendrían derecho al importe 
de la diferencia entre la Contribución Territorial Urbana y la que satis­
ficieran las fincas que ocupaban el mismo suelo antes de la edificación. 
Asimismo, se establecen una serie de exenciones en el pago de los 
denominados Derechos Reales y Timbre en casos de parcelaciones 
obligatorias, enajenaciones de terrenos no urbanizados a favor de los 
Ayuntamientos, etc.

De esta forma, en el sistema establecido en la Ley de 1956 parece 
premiarse a aquel que cumpla con lo que en principio parecía una 
obligación legal, como era la cesión obligatoria de los terrenos y su 
urbanización. Este tipo de beneficios fiscales desaparecería en la Ley 
de Suelo de 1975.

De todo esto se deduce, por una parte, que la Contribución Terri­
torial Urbana se erige como un tributo que en principio pudiera per­
mitir la repercusión de la financiación de la obra urbanizadora una 
vez concluida ésta; sin embargo, al concebirse la actividad urbanizadora 
como eminentemente privada, la Contribución Territorial actúa a 
modo de exención o beneficio para fomentar esta urbanización pero 
no como modo de sufragarla; a este hecho habría que añadir el carácter 
poco flexible y lento de la recaudación del impuesto, de tal forma 
que desde el punto de vista de la técnica fiscal puede afirmarse sin 
duda que la Contribución Territorial Urbana no está conformada para 98

98 Cfr. J. L. González-Berenguer Urrutia, Gestión, financiación y control del urbanismo, 
Madrid, IEAL, 1979, pp. 703 ss.
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favorecer la ordenación de este fenómeno actual de primer orden que 
es el urbanismo, y se conforma desde sus orígenes como un impuesto 
de producto diferenciado cuya característica dinámica más saliente es 
que el principio de especialización, la diferenciación entre bienes urba­
nos frente al resto de los bienes, es cada vez más consistente

El art. 181 de la LS 56 recogía como exacciones, además de la 
Contribución Territorial Urbana descrita con anterioridad, una serie 
de arbitrios que incidían sobre la ordenación urbanística y sobre solares 
sin edificar y por el aumento del volumen de la edificación.

El arbitrio municipal sobre ordenación urbanística recaía sobre 
todos los terrenos sin edificar enclavados en polígonos afectados por 
el planeamiento estructurándose en dos períodos diferentes ino.

Arbitrio sobre el aumento del volumen de la edificación (art. 187 
LS 56) establecido por los Ayuntamientos sobre la base del exceso 
de volumen de edificación autorizado, no pudiendo exceder el gra­
vamen de un 2 por 100 en los terrenos rústicos, un 3 por 100 en los 
de reserva urbana, un 5 por 100 en los terrenos sin urbanizar y un 
8 por 100 en los urbanizados.

Por último, y aunque aparece regulado al margen de lo que se 
consideran como exacciones en el art. 181 de la LS 56 y figura como 
una medida para el fomento de la edificación. El art. 162 de la LS 56 
regula el arbitrio no fiscal sobre edificación deficiente que tenía como 
finalidad fomentar la edificación con arreglo a los planes de orde­
nación, imponiendo este arbitrio sobre los solares situados en el casco 
de la población que —transcurrido el plazo correspondiente y el de 
prórroga— no hubieren emprendido ni seguido a ritmo normal la edi­
ficación de un solar ajustada al Plan.

La evolución posterior de este tipo de arbitrios que, como vemos, 
tienen como principal finalidad el fomento de la edificación y el intento 
de impedir la congelación de los solares urbanizados sin edificar parece 
que sigue un rumbo similar en la legislación de 1975, con excepción 
de la supresión de los beneficios en materia de Contribución Territorial 
Urbana para aquellos propietarios que hubieran llevado a cabo las 
respectivas cesiones y urbanización de los terrenos. 99

99 Cfr. Lampreave, op. cit., p. 54.
IUÜ Un primer momento que va desde la aprobación del plan parcial hasta la completa 

terminación de las obras de urbanización que afecten a la finca y en el que la base sería el 
valor expectante de los terrenos no edificados conforme al plan y el tipo de gravamen sería 
del 0,5 por 100.

En un segundo momento, que se inicia a partir de la terminación total de las obras hasta 
el otorgamiento de licencia de edificación, el arbitrio sobre ordenación urbanística se transforma 
en arbitrio sobre solares sin edificar en el que sería de aplicación la Ley de Régimen Local, 
a excepción del tipo de gravamen que sería progresivo pero limitado entre el 0,5 por 100 y 
el 2 por 100 y estaría graduado en función del tiempo que permaneciera modificado el solar 
y a partir del momento de terminación de las obras de urbanización que le afectaren.
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El hecho más relevante es el reenvío que la Ley del Suelo realiza 
en esta materia a la legislación de régimen local que supone —a juicio 
de la doctrina— el paso previo para el abandono total de los instru­
mentos fiscales como medios de acción de la política de suelo 1Ü1 y 
su reducción a dos tipos de tributos: el Impuesto sobre Solares y las 
contribuciones especiales.

Por otra parte, existe otro intento de instrumentar mediante herra­
mientas fiscales la absorción de las plusvalías generadas por la obra 
urbanizadora y edificatoria mediante la articulación del impuesto sobre 
el aumento del valor de las fincas rústicas y urbanas que es configurado 
como parte del Impuesto General sobre Transmisiones Patrimoniales 
regulado en principio en la reforma del sistema tributario de 11 de 
junio de 1964 (Texto Refundido de los Impuestos Generales sobre 
Sucesiones y Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen­
tados aprobado por Decreto 1018/1967, de 6 de abril, art. 98), que 
pretendía, tal y como afirma su Exposición de Motivos, incidir sobre 
las ganancias especulativas de carácter inmobiliario.

La Ley pretendía gravar las plusvalías realmente producidas, de 
tal forma que se eliminaban del cómputo aquellas generadas por movi­
mientos monetarios y las debidas a la propia actividad del propietario 
de manera que cabría distinguir un momento inicial —la fecha última 
de adquisición del inmueble a título oneroso— del momento final 
—que sería la transmisión última que pretende gravarse— por lo que 
la plusvalía consistirá en el aumento real del valor de las fincas entre 
los dos momentos, inicial y final.

La prueba de que realmente no se quiso instituir este impuesto 
como una verdadera arma que luchara contra la especulación radica, 
para Lamprea ve, en el hecho de que, siendo la tarifa aplicable pro­
gresiva en función directa del volumen relativo de la plusvalía e inversa 
al plazo transcurrido entre ambas transmisiones, la escala se encuentra 
apretada entre límites muy estrechos y a unos niveles que podrían 
considerarse como ordinarios en el sistema tributario. Por otra parte, 
y a partir de la reforma de las Haciendas Municipales realizada por

1111 J. C. Tejedor Biei^a, Propiedad, equidistribudún y urbanismo. Hacia un nuevo modelo 
urbanístico, Pamplona, Aranzadi, 1997, p. 90. El proceso de abandono de este tipo de instrumentos 
se producé con la nueva legislación de régimen local que «despejó cualquier duda sobre la 
vigencia del sistema fiscal establecido por la LS de 1956 al derogar los arts. 175 a 177 y 198 
a 201 del TRLS 76, de acuerdo con la Disposición Final Segunda del mismo, mediante el 
Real Decreto 3250/1976, de 30 de diciembre, por el que se aprobaron Normas Provisionales 
para la aplicación de las Bases del Estatuto de Régimen Local. Además fueron derogadas Lambién 
por el citado Real Decreto las disposiciones de la LRL de 1955 relativas a las Haciendas Locales. 
Todas estas disposiciones fueron sustituidas por los arts. 23 a 29 (contribuciones especiales) 
y 42 a 59 (impuesto sobre solares) del citada Real Decreto 3250/1976, de 30 dé diciembre, 
reemplazado posteriormente por los arts. 216 a 229 (contribuciones especiales) y 333 a 349 
(impuesto sobre solares) del TRRL».
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Ley 48/1966, de 23 de junio (art. 2), el 90 por 100 de lo recaudado 
por este concepto iría a parar a manos de los municipios 102. Partiendo, 
pues, de una regulación desafortunada del impuesto cabe añadir el 
amplio conjunto de exenciones que recogía la Ley de 6 de abril de 
1967 (art. 65) que modificaba en gran parte lo establecido por el art. 193 
de la LS 56, que, no obstante, sufrieron una considerable reducción 
en virtud del Decreto de 27 de mayo de 1968.

Ante la ineficacia de estos sistemas impositivos basados más en 
la consideración de las bonificaciones y beneficios como modo de 
potenciar la urbanización que en la verdadera prefiguración del 
impuesto como modo de financiar el urbanismo, existió un intento 
de reforma fiscal que es digno de mención: el proyecto de Ley de 
Fiscalidad del Suelo de 19 de febrero de 1968, calificado como de 
oportuno, eficaz y audaz por gran parte de la doctrina l03, que intentaba 
la reforma del régimen fiscal del urbanismo mediante el establecimien­
to de un impuesto sobre la tenencia de suelo urbano no edificado 
ni urbanizado y otro sobre el valor de los terrenos urbanos.

Por otra parte, la LS 56 parecía permitir el establecimiento de 
contribuciones especiales1CI4 [art. 181.1.6)] que no parecen haber tenido 
una gran repercusión, como el resto de arbitrios analizados hasta el 
momento en la financiación del urbanismo, si bien se hace preciso 
analizar su regulación y la búsqueda en ella de su fracaso.

El problema de las contribuciones especiales ha sido, histórica­
mente, doble: de una parte, ha existido una regulación del sistema 
poco eficaz y versátil que las hacía de muy difícil aplicación, de otra

En éste sentido, García de ESíterRía, «Actuación pública y actuación privada en el 
Derecho urbanístico», REDA, núm. L 1974, p. 95, califica de crítica !á situación de las Haciendas 
Locales ligada a «la circunstancia de que cuando esta hacienda está en su parte sustancial 
asentada sobre la contribución territorial {el 90 por 1ÜQ de cuyos rendimientos cedió el Esíado 
a los municipios en virtud de la Ley de 23 de julio de 1966), todos los estímulos a la urbanización 
y la edificación se vienen montando sobre la técnica de las exenciones y bonificaciones de dicha 
contribución urbana precisamente».

103 González-Berenguf.r, op. cit., p. 716; Lamprea ve, op. cit., p. 62; Tejedor Bielsa op. cit., 
p. 88; Pastor Ridruejo, «Notas sobre el proyecto de fiscalidad especial de! suelo y empresas 
urbanizadoras», RDU, núm. 7, pp. 69 ss.

■M García de Enterría (op. cit., p, 84) analiza la incorporación de las contribuciones espe­
ciales en nuestro ordenamiento jurídico, destacando en este sentido cómo la Ley Municipai 
de 1877 en su art. 137 prohibía las contribuciones especiales, permitiendo únicamente establecer 
arbitrios especiales cuando el aprovechamiento de las obras costeadas con fondos municipales 
se realizara por «personas o clases determinadas». En su opinión, la contribución especial, en 
su consideración actual, como técnica de recuperación de los enriquecimientos ocasionados por 
el gasto público, no aparecerá en nuestro Derecho hasta el Real Decreto Ventosa de 31 de 
diciembre de 1917 amparándose en la Ley de Autorizaciones Alba de 2 de marzo del mismo 
año, llegando a esta regulación mediante el desarrollo de un proyecto de Ley de Reforma 
de las Haciendas Municipales elaborado en 191.0.

Posteriormente, y como señala González-Berenguer, «Gestión financiación y control dei 
urbanismo», op. cit., p. 675, éstas serían recogidas en el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo 
de 1924, en el art. 7.) del Reglamento de Servicios.
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parte, si a esta farragosa dificultad se le añade la reticencia de las 
colectividades locales, por ser una contribución “políticamente 
incorrecta” 105 e impopular, se entiende la escasa aplicación que de 
las mismas se ha realizado.

La evolución del sistema impositivo en materia urbanística queda 
configurada en la actualidad en función de lo dispuesto en la actual 
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales 
en la que, por una parte, desaparece el impuesto sobre los solares, 
si bien aparentemente esta medida fiscal podría haberse visto sustituida 
con el nuevo sistema de adquisición y pérdida gradual de facultades 
urbanísticas impuesto por la Ley de Suelo de 1990 en el que la falta 
de adquisición del derecho a edificar por causa imputable al titular 
del terreno determinaría su expropiación o venta forzosa, con apli­
cación de la reducción del aprovechamiento correspondiente. Una vez 
extinguido el derecho, el titular no podría iniciar o reanudar actividad 
alguna al amparo de licencia caducada y la Administración llevaría 
a cabo la expropiación o venta forzosa de los terrenos y las obras, 
valorándose el primero conforme al 50 por 100 del aprovechamiento 
urbanístico por el que se obtuvo y la licencia y las últimas por su coste 
de ejecución.

Los principales impuestos que pueden considerarse afectos a la 
actividad urbanística con un carácter muy general y sin tener un carác­
ter finalista —como vimos que ocurría en el ordenamiento francés— 
son el fruto de la evolución de los que hemos venido analizando hasta 
el momento, siendo los más relevantes el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, el Impuesto sobre Edificaciones, Impuesto sobre el Incre­
mento del Valor de los Terrenos y las contribuciones especiales que 
figuran en los arts. 28 y 59 106.

1115 En este sentido, González-Berengubr Urrutia (op. cit., p. 676) analiza el paso dado 
por las. diferentes legislaciones para evitar las contribuciones especiales mediante la utilización 
de un instrumento más sencido y menos impopular, como era el canon de urbanización, que. 
consiste en la exigencia de un depósito o caución similaT que garantice a la Administración 
que las obras de urbanización se van a ejecutar por los propietarios de los: terrenos que las 
disfrutan, que se instrumentaría mediante un depósito o aval. Sin embargo, el TS estimó que 
la percepción de este canon era ¡Segal si no iba precedido de la promulgación de una ordenanza 
fiscal. El Reglamento de Parcelaciones, sin embargo, volvería a establecer el canon de urba­
nización. La Ley de 1975 regula el instituto del canon de urbanización en el art. 83.3 exigiendo 
también la simultánea urbanización, con la desaparición del sistema de cesión de viales, que 
en principio se establecía en base a contribuciones especiales, y la nueva regulación del sistema 
de cooperación parece que pierden su importancia, aunque no desaparecen.

Impuesto sobre Bienes Inmuebles (art. 6 i de la LRHL 39/1988). Tributo directo de carácter 
real que grava todos los bienes inmuebles sitos en un término municipal, exceptuando los bienes 
afectos a la defensa nacional, al uso y servicio públicos, etc. (art. 64). La base imponible está 
constituida por el valor de los inmuebles, que será el valor catastral de los mismos, que está 
formado por el valor del suelo y de las construcciones. La Ley establece, a los efectos, del 
pago de este impuesto, una bonificación del 90 por 100 en la cuota del impuesto de los inmuebles 
que constituyan el objeto de la actividad de las empresas de urbanización, construcción y pro-
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El carácter general de estos impuestos pone en evidencia su carác­
ter recaudatorio y la escasa importancia que a los efectos de la fina- 
ciación de la obra urbanizadora ejercen. La LS 90 recoge, por otra 
parte, algunas exenciones en el pago del Impuesto de Transmisiones 
Patrimoniales en las actuaciones por compensación (art. 159.4).

B) Las técnicas de equidistribución y las cesiones como financiación 
del urbanismo, y el urbanismo como fuente de financiación 
de las colectividades locales

Hasta aquí hemos llevado a cabo una síntesis de las principales 
técnicas impositivas articuladas tanto por la legislación urbanística 
como por la legislación de régimen local para poder, en parte, financiar 
el urbanismo o hacer frente a las necesidades colectivas, si bien todas 
ellas parecen insuficientes y se han articulado, tradicionalmente, más 
que como un sistema verdaderamente impositivo, como un conjunto 
de beneficios y exenciones de fomento a la urbanización por parte 
de los particulares y últimamente como un conjunto de impuestos de 
carácter general que afecta a toda la propiedad inmobiliaria sin que 
realmente tengan efectos urbanísticos directos.

Trayendo de nuevo a colación la diferencia que llevaba a cabo 
Morell Ocaña 107 entre expropiación como modo singular y excep­
cional de financiar la obra urbanizadora y el tributo como forma resi­
dual de satisfacer la misma —puesto que las colectividades locales no 
han sido capaces de reconducir a la corriente monetaria las relaciones 
de intercambio— resulta que la mayor parte de nuestro sistema o

moción inmobiliaria y no figuren entre los bienes de su inmovilizado, si bien este tipo de beneficios 
no son de concesión automática, sino que serán adoptados a instancia de parte por las oficinas 
gestoras compclentes a las que corresponderá en todo caso la concesión o denegación singular 
de estas bonificaciones qué, por otra parte, no podrá tener una duración mayor que el tiempo 
de urbanización y/o construcción y un año más, no pudiendo exceder en ningún caso de tres 
años.

Impuesto sobre Constmcciones, Instalaciones y Obras (art. 101 de la LRHL 39/1988). Tributo 
indirecto cuyo hecho imponible está constituido por !a realización dentro del término municipal 
de cualquier construcción, instalación u obra para ia que se exija obtención de la correspondiente 
licencia de obras o urbanística siendo su base imponible el coste real y efectivo de la construcción, 
instalación u obra; el tipo de gravamen mínimo será del 2 por 100, cabiendo un aumento del 
mismo en función de la población del municipio en que se localice la obra.

Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (art. 105 de 
la LRHL). Tributo directo que grava el incremento del valor que experimentan los terrenos 
cuando éste se ponga de manifiesto como consecuencia de la transmisión de los mismos, supo­
niendo la base imponible, como vimos anteriormente, el incremento real det valor del terreno 
de naturaleza urbana puesto de manifiesto en el momento de! devengo y experimentado a 
lo largo de veinte años, existiendo para su cálculo un cuadro de porcentajes que ajustan el 
valor.

107 L. Morell Ocaña , «La expropiación en ei Derecho urbanístico. Sentido y límites», 
DA, mim. 252-253, abril 1999, p. 321.
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modelo urbanístico está basado en la articulación de un conjunto de 
prestaciones forzosas en especie, y habiendo analizado en epígrafes 
anteriores los casos en que es utilizada la expropiación (y los diferentes 
tributos propiamente dichos, es decir, los que tienen carácter mone­
tario), y habiendo deducido que ni mediante la primera ni los segundos 
se financia la obra urbanizadora (el urbanismo), queda únicamente 
la prestación forzosa (en especie), de carácter real a favor de la Admi­
nistración como modo de obtención de Jos terrenos dotacionales a 
nivel local, e incluso —como ya pusimos, de relieve más arriba— para 
la obtención de sistemas generales.

Pero, antes de realizar una síntesis de los diferentes supuestos en 
los que existen este tipo de obligaciones, hemos de detenernos en las 
causas y principios jurídicos que permiten este tipo de articulación 
en nuestra legislación urbanística.

Si el urbanismo español es considerado desde la Ley de Suelo de 
12 de mayo de 1956 como una función pública, esta norma es, al mismo 
tiempo, la que. otorga el derecho a urbanizar a los propietarios de 
suelo urbano y urbanizable mediante la aprobación del planeamiento 
u r b a n í s t i c o  d e  t a l  f o r m a  q u e  — c o m o  p o n e  d e  r e l i e v e  
Gómez-Ferrer 108, al que seguimos en este punto— «en esta Ley se 
difuminan las categorías conceptuales, hasta el punto de que la regu­
lación legal ya no es totalmente coherente con la configuración de 
las obras de urbanización como obras públicas: el urbanismo como 
obra pública».

La Ley de 1956, como pusimos de reflejo al analizar las valora­
ciones, adolece de una ambigüedad confusa, puesto que, por una parte, 
mantiene las técnicas típicas del urbanismo de obra pública decimo­
nónico, permitiendo la expropiación de zonas laterales o de influencia 
o incluso la expropiación de terrenos para su completa gestión y eje­
cución pública por parte de la Administración mediante el sistema, 
o no-sistema, de expropiación. Sin embargo, por otra parte y al mismo 
tiempo, desarrolla todo un sistema de gestión y ejecución del planea­
miento en el que a los propietarios incluidos en suelos urbanos y de 
reserva urbana se les concede o se les atribuye un derecho a urbanizar 
preferente respecto a los mecanismos públicos de gestión y ejecución 
del planeamiento, de tal forma que el art. 139.1 de la LS 56 establecía 
la posibilidad de adjudicación directa de las obras en los sistemas de 
cooperación y compensación a los propietarios constituidos en aso­
ciación que representaran al menos el 60 por 100 de la propiedad, 
de tal forma que, como argumenta el autor precitado, la Ley «no rompe

108 R. Gómez-Fbkrlr Morant, «El derecho a urbanizar. Cargas y deberes», en Ordena­
mientos Urbanísticos. Valoración crítica y perspectivas de futuro, Jornadas internacionales de Dere­
cho Urbanístico, Santiago de Compostela 2 y 3 de julio de 1998, Xunta de Galicia, Marcial 
Pons, p. 197.



EL URBANISMO DE OBRA PÚBLICA ESPAÑOL 419

la concepción del urbanismo como obra pública, pero articula la posi­
bilidad —incluso preferente— de que las obras fueran realizadas por 
los propietarios que ostentaren la titularidad de la mayor parte de 
los terrenos objeto de actuación» 109.

La Ley de 1975 continuaría en esta misma línea y la Ley 8/1990, 
de Régimen de Suelo y Valoraciones llevaría a su punto más álgido 
esta concepción ambigua del urbanismo como función pública, en el 
que existe lo que Parada 11(1 viene a denominar un derecho a urbanizar 
como «derecho privado oligopólico», desvirtuándose, por tanto, la obra 
urbanizadora que pierde sus perfiles originarios decimonónicos de obra 
pública y estableciendo el sistema de compensación como preferente.

La Ley 8/1990, que supone para la mayor parte de la doctrina 
la culminación de esta concepción del urbanismo, desgaja el derecho 
de propiedad en diferentes derechos que se irán adquiriendo por el 
propietario mediante el correspondiente cumplimiento de deberes 
urbanísticos, pero en base a la gestión y ejecución del planeamiento 
que no varía los sistemas de actuación previstos en la legislación ante­
rior (compensación, cooperación y expropiación), si bien en esta oca­
sión, a diferencia de la Ley de 1975, no establece de forma expresa 
un sistema prioritario de ejecución,

Tras la Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, el TRLS 92 es declarado 
inconstitucional en gran parte de sus preceptos; sin embargo, no pone 
en duda la configuración del urbanismo como función pública, si bien 
la determinación de las técnicas propiamente urbanísticas, que no ter­
mina de precisar cuáles son, corresponden con carácter exclusivo a 
las Comunidades Autónomas que tienen atribuida la competencia en 
materia de urbanismo y ordenación del territorio.

A la vista de lo expuesto, el legislador estatal —en el marco de 
la Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen de Suelo y Valoraciones- 
lleva a cabo una formulación muy genérica por temor a invadir de 
nuevo las competencias autonómicas de la configuración del modelo 
urbanístico español, si es que aún se puede hablar de un solo modelo 
sin incurrir en posible inconstitucionalidad verbal, reconduciendo su 
formulación a términos de regulación de la propiedad privada, pero 
plasmando de nuevo inquietudes —si pueden calificarse así urba­
nísticas.

En este sentido, el art. 4 establece de nuevo la ambigua concepción 
de un modelo urbanístico en el que los propietarios deben contribuir, 
en los términos establecidos en las leyes, a la acción urbanística de 
los entes públicos a los que corresponderá en todo caso la dirección * 7

105 Ihidem, p. 19S. ^ .
Mí j gi Parada  Vázquez, DefedtaAdmn&trativo, IÍL Bienes públicos y Derecho Urbanístico,

7.a ed., Madrid, Marcial Pons, 1998, p. 332.
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del proceso; hasta aquí parece, pues, que el urbanismo es función públi­
ca, pero añade que ésta se llevará a cabo sin perjuicio de respetar 
la iniciativa de los propietarios, y que la gestión pública suscitará en 
la medida más amplia posible su participación, que es en mi opinión 
una remisión a las Comunidades Autónomas para que favorezcan los 
sistemas de ejecución del planeamiento que priman la iniciativa privada 
frente a la pública; es decir, los sistemas que sean semejantes a lo 
que tradicionalmente ha venido siendo el sistema de compensación.

Pero esta configuración, que en nada choca con la legislación tra­
dicional, se ve completada con un último apartado en el que, hacién­
dose eco de las legislaciones urbanísticas completas de las Comuni­
dades Autónomas preexistentes a la Sentencia y las que estén por venir, 
añade que en los casos de actuación pública se promoverá la iniciativa 
privada aunque ésta no ostente la propiedad del suelo, de forma que 
da cobertura, aunque quizá ya no la necesitara, a nuevos modelos urba­
nísticos que intentan romper el círculo vicioso que hemos ido trazando 
hasta el momento mediante la intervención de nuevos agentes urba­
nísticos de carácter empresarial no necesariamente vinculados con la 
propiedad de los terrenos que pretendan ejecutar y gestionar.

Aun así, el peso de más de medio siglo de urbanismo de gestión 
privada es difícil de obviar por el legislador que no rompe con la tra­
dicional concepción de la necesaria equ i distribución de beneficios y 
cargas derivados del planeamiento entre los propietarios afectados por 
una misma actuación urbanística (art. 5), y tampoco se desprende —co­
mo veremos a continuación— de los correspondientes deberes urba­
nísticos que deben satisfacerse para cada clase de suelo y que al fin 
y a la postre financian o permiten la ejecución de la obra urbanizadora.

El esquema básico expuesto hasta aquí, que ha obviado intencio­
nadamente la introducción del urbanismo concertado en la Ley de 
1975 mediante los Planes de Actuación Urbanística, así como la ins­
trumentación de los métodos de equidistribución de beneficios y cargas 
mediante la incorporación de las técnicas dél aprovechamiento medio 
y posteriormente tipo no pretenden más que servir de marco de refe­
rencia, de coordenadas y tablero de juego en el que mediante la puesta 
en práctica de esta complicada y original técnica se construya un mode­
lo urbanístico a través del que, lógicamente, expropiación e impuestos 
urbanísticos monetarios aparecen desplazados y sustituidos por pres­
taciones en especie de carácter, como veremos, más o menos forzoso 
u obligatorio.

Así, los propietarios de suelo forman una unidad autofinaciable 
que ejecutará el planeamiento mediante un sistema de equidistribución 
de beneficios y cargas, de tal forma que los propietarios, contribuyendo 
a las cesiones y gastos de urbanización en proporción a la superficie 
originaria que aporten, obtendrán como resultado solares urbanizados,
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un nuevo suelo con una distribución territorial y registral que se trans­
forma en virtud de esta operación, en la que, mediante la atribución 
de un determinado aprovechamiento a los propietarios de suelo, se 
logrará una distribución, en el seno de la unidad o del polígono, más 
o menos justa, más o menos equitativa 111.

A la vista de lo expuesto —y como afirma Gqnzález-Beren- 
guer 112— la conexión cesiones-unidad de ejecución aparece siempre 
de tal modo que la unidad de ejecución es un mundo aparte completo 
y autosuficiente desde el punto de vista de las dotaciones locales y 
los sistemas generales adscritos a ella, y es en este circuito práctica­
mente cerrado en el que el urbanismo es financiado.

a) El sistema de cesiones como financiación de las dotaciones 
locales básicas

La dinámica del urbanismo, su verdadera problemática, radica en 
que “hacer ciudad”, crearla ex novo o regenerar la ya existente implica 
un doble proceso de creación de bienes. De una parte, bienes públicos 
(o al menos destinados a un servicio público) son los equipamientos 
que estructuran y dan sentido a la ciudad: las calles, los viales, los 
parques y zonas verdes, los equipamientos colectivos de carácter edu­
cativo, sanitario y religioso. De otra parte, esta estructura, que con­
forma el esqueleto básico de una ciudad, debe rellenarse con bienes 
privados, o de uso privado: la vivienda es el más importante, pero 
en este ámbito también se incluyen el sector terciario, las oficinas y 
despachos en los que el hombre realiza su actividad productiva, así 
como las industrias —necesarias—, que se despegan a partir de media­
dos del siglo xix de su inserción en los cascos de las ciudades por 
razones higiénicas y habilitándose zonas especiales para su implan­
tación.

Bienes públicos y privados, interés público y privado tienen en la 
ciudad su verdadero centro de confrontación que la legislación urba­
nística ha pretendido coordinar y sustantivar llevando a cabo una divi­
sión de los diferentes papeles jugados por la Administración, repre­
sentante de los intereses y bienes públicos, y la propiedad privada del 
suelo a la que tradicionalmente se le ha atribuido la representación 
en exclusiva de los intereses privados y de los bienes privados.

111 Es lo que J. García-Bellido (Líi equidistribución o percolación en el urbanismo español, 
op. cit., p. 2) viene a denominar como «principio de igualdad o equidad redistributiva (pe- 
recuación) de todo valor añadido por el plan por el cual los valores diferenciales que el plan 
necesariamente añade a cada porción espacial deben repartirse entre todos los iguales del mismo 
ámbito jurídico espacial y viceversa».

i,z J. L. González-Berenc.uerUrrutia, Gestión, financiación..., p. 9(1.
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Pues bien, como anunciamos anteriormente, el método de pro­
ducción de la ciudad elegido por el legislador español es construido 
en torno a una primera fase de planeamiento en la que la Adminis­
tración ha ostentado el papel de protagonista único para posterior­
mente diversificar el proceso de gestión y ejecución de! mismo en dife­
rentes actuaciones que permiten, en principio, la creación de la ciudad 
por la propia entidad planificadora —la Administración— o su cesión 
a la iniciativa privada dimanante de la propiedad del principal medio 
de producción, el suelo. Así, el plan fragmenta un territorio municipal 
en diferentes clases de suelo conforme a su vocación urbanística y, 
a su vez, aquellos que están destinados a ser desarrollados urbanís­
ticamente se dividen en unidades autogestionables por los propietarios 
del suelo que contribuirán a la realización de los bienes públicos para 
crear ciudad mediante un sistema de cesión de terrenos para la creación 
de equipamientos y la urbanización de facto de los mismos, sistema 
basado en la equidistribución y justo reparto de beneficios y cargas.

La Ley de Suelo de 1956 113 establecía (art. 114) con carácter gene­
ral la obligación de los propietarios de fincas emplazadas en sectores 
objeto de urbanización, de subvenir a la misma en justa compensación 
a los beneficios que obtendrían de su ejecución, de tal forma que debe­
rían ceder los terrenos libres de cargas y costear Jas obras de urba­
nización en función de lo establecido para cada sistema de ejecución 114, * 14

113 Se. pone aparente fin a las denominadas cesiones estimuladas, que incentivaban la urba­
nización por los propietarios en la legislación de ensanche de forma que las cesiones eran 
de carácter obligatorio.

Esta consideración realizada por González-BeRHnC.IJHR URRUTIA {Gestión, financiación..., 
op. cii., p. 655) debe ser precisada desde dos puntos de vista. Por una parte, y desde la perspectiva 
de lá legislación de ensanche, no se puede afirmar de forma general que todas las cesiones 
eran estimuladas, puesto que ya a partir de la Ley de Ensanche de 1876, y como pusimos 
de relieve en páginas anteriores, existían cesiones de carácter obligatorio de terrenos necesarios 
para obtener los viales, las vías cerdianas, las calles. De otra parte, y siguiendo a este mismo 
autor, resulta en cierto sentido contradictorio la primera afirmación de la desaparición de las 
cesiones estimuladas en la LS de 1956 cuando el mismo pone de relieve que los arts, 189 
y siguientes de la Ley establecían un proceso de estímulos y beneficios fiscales para aquellos 
que cumplieran con las obligaciones de cesión y urbanización de los espacios urbanizables.

14 La aportación proporcional a la superficie aportada dependería del sistema de ejecución 
determinado para cada actuación, de tal forma que quedarían configuradas del siguiente modo.

Cuando se actuare mediante el sistema de cooperación los propietarios de los terrenos 
debían:

a) Ceder gratuitamente la superficie vial, es decir, el terreno necesario para las calles, 
que sería para cada manzana el correspondiente a la mitad de la anchura de la vía pública 
en todo el frente de su alineación, a excepción de las vías mayores de 12 metros en que la 
profundidad de cesión se limita a dos tercios de la altura máxima edificable sobre el solar 
y de aquellas vías emplazadas en un cruce de calles en donde la cuantía de la cesión se calcula 
de la misma forma que en la anterior.

b) Ceder gratuitamente la superficie destinada a parques y jardines públicos, que se eslima 
como una décima parte de la superficie edificable del sector al que están afectos, pudiéndose 
aumentar en algunos casos hasta un 12 o 15 por 100 en aquellas parcelas con vistas o fachada 
a los jardines.
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Sin embargo, algún sector doctrinal115 ha destacado c! hecho de 
que en los casos en que el sistema de ejecución fuera el de compen­
sación y la gestión del mismo privada (pues la ley distingue con inde­
pendencia del sistema de ejecución la gestión de los mismos privada 
o pública), los propietarios no se verían en la obligación de expropiar 
terreno alguno para obtener las dotaciones necesarias y no se establecía 
una obligación expresa de que una vez obtenidos debieran ser objeto 
de cesión llegando a crear las denominadas “urbanizaciones particu­
lares” con base a los arts. 40 y 41 de la Ley de Suelo, que recogían 
la posibilidad de los particulares de iniciativa y colaboración en la for­
mación de planes municipales, comarcales, especiales y proyectos de 
urbanización, y en los que cabía tanto la posibilidad de cesión de las 
dotaciones locales como su mantenimiento por los adquirentes de las 
parcelas resultantes.

Con la reforma articulada por la Ley de Suelo de 1975 y el Texto 
Refundido de la Ley de Suelo de 1976, las cesiones para la obtención 
de los terrenos dotacionales que permitan la realización del planea­
miento ya no se enmarcan ni varían en función del sistema de ejecución 
determinado para cada actuación urbanística, sino que se establecen 
en función del régimen jurídico de la propiedad asignado a cada por­
ción de terreno, es decir, a su clasificación como suelo urbano, urba- 
nizable (programado y no programado) y no urbanizadle en los muni­
cipios con planeamiento general, mientras que en aquellos regidos por 
Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento, el territorio 
sería clasificado únicamente en suelo urbano y suelo no urbanizable 11&,

c) Contribuir económicamente, a las obras de tas plazas y grandes vías proyectadas en 
función de el valor de ios solares resultantes de la parcelación; las obras de urbanización incluirían 
la explanación, encintado, pavimentación de la calzada, alcantarillado, drenaje, alumbrado, redes 
de suministró de agua,, electricidad y gas, así como las plantaciones y elementos decorativos 
precisados por el planeamiento.

En el sistema de cesión de terrenos viales los propietarios deberán ceder los espacios previstos 
para viales y parques y jardines en igual medida que en el sistema de cooperación, si bien 
la ejecución de la obra urbanizadora sería repercutida a los propietarios mediante contribuciones 
especiales (arl. 130).

El sistema de compensación no recoge de manera expresa el conjunto de obligaciones que 
en materia de cesiones y bajo el principio de solidaridad y gestión común debieran realizar 
los propietarios de los terrenos constituidos en Junta de Compensación. En principio, la doctrina 
ha estimado con carácter general que las cesiones que debieran hacer serían las que con carácter 
general determinaba el art. 114 de la Ley de Suelo de 1956, con carácter completo, sin los 
límites previstos para el sistema de cooperación y el de cesión de terrenos viales.

1B R. Gómez-Ferrer Mohant, El derecho a urbanizar, cargas y deberes, p. 199.
,lfi En efecto, en suelo urbano deberán ceder gratuitamente a los Ayuntamientos respectivos 

los terrenos destinados a viales, parques, jardines públicos y centros de Educación General 
Básica al servido del polígono o unidad de actuación correspondiente; asimismo, deberán costear 
la urbanización de los terrenos.

En suelo urbanizable programado deberán ceder los terrenos que se dediquen a viales, 
parques y jardines, zonas deportivas públicas y de recreo y expansión, centros culturales y docentes 
y demás servicios públicos necesarios, así como costear la urbanización.
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La Ley de Suelo de 1956 establecía las medidas o las determi­
naciones de las cesiones tanto para los viales como para las zonas 
verdes, suponiendo cifras tasadas que no podían, por tanto, ser ni infe­
riores ni superiores. Sin embargo, la Ley de Suelo de 1976 establece 
de forma dispersa las proporciones a las que debieran subvenir los 
propietarios de suelo en función de su régimen jurídico, siendo la base 
general para la fijación «la proporción adecuada a las necesidades 
colectivas y a las características socioeconómicas de la población y de 
acuerdo en todo caso, con la legislación específica sobre la materia».

Si bien recoge algunos supuestos en los que determina la cuantía 
mínima de cesión: así, las zonas verdes y parques públicos no podrán 
ser inferiores a cinco metros cuadrados de suelo por habitante 
[art. 19.1.b) y art. 25.c) Reglamento de Planeamiento]. Por otra parte, 
en las determinaciones necesarias de los Planes Parciales se establece 
la necesidad del señalamiento de reservas de terreno para parques 
y jardines públicos, zonas deportivas públicas y de recreo y expansión, 
también públicas, en proporción adecuada a las necesidades colectivas.

Dentro de estas necesidades colectivas se cifran unos mínimos; así, 
la superficie destinada a dichas reservas será como mínimo de 18 
metros cuadrados por vivienda o por cada 100 metros cuadrados de 
edificación residencial, si no se hubiera fijado expresamente el número 
de viviendas que se pudiera construir, no pudiendo tampoco ser inferior 
esta reserva al 10 por 100 de la total superficie ordenada, cualquiera 
que sea el uso a que se destinen los terrenos, y la edificación y deberá 
establecerse con independencia de las superficies destinadas en el Plan 
General a espacios libres o zonas verdes para parques urbanos públicos.

Los espacios previstos para centros culturales y docentes privados 
y públicos se establecerán en una proporción mínima de 10 metros 
cuadrados por vivienda o por cada 100 metros cuadrados de edificación 
residencial si no se hubiera determinado el número de viviendas que 
se pudiera construir. Otra de las previsiones que realiza es la pro­
porción mínima de aparcamientos en la medida de una plaza por cada 
100 metros cuadrados de edificación.

El límite máximo en cuanto las cesiones viene determinado por 
dos circunstancias; de una parte, se entiende que las cesiones que son

La Ley de Suelo de 1.975, al incorporar la técnica del aprovechamiento medio como forma 
de distribución de los aprovechamientos correspondientes al propietario en cada actuación urba- 
nizadora, incorpora además una nueva obligación de cesión, la del 10 por 100 del aprovechamiento 
medio del sector en que se encuentre cada finca, si bien este tipo de cesiones las analizaremos 
con posterioridad en tanto en cuanto no suponen un medio de obtención directo de los terrenos 
necesarios para llevar a cabo la obra urbanizadora, sino una forma de detraer las plusvalías 
generadas por la urbanización de modo que la Administración participe de ellas.

En suelo urbanizable no programado, una vez aprobado el correspondiente. Programa de 
Actuación Urbanística, deberán cumplir las mismas obligaciones en cuanto a cesiones de terrenos 
que en el suelo urbanizable programado, y se podrán añadir cargas adicionales, la ejecución 
de las obras exteriores de infraestructura sobra las que se apoye la actuación urbanística,
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obligatorias y gratuitas son las de los terrenos necesarios para la obten­
ción de las dotaciones locales, los sistemas generales —es decir, aque­
llas dotaciones que sobrepasan o sirven a un ámbito superior del polí­
gono o actuación—, no son, como vimos en páginas anteriores, en 
principio obtenibles por la vía de la cesión, sino que se obtendrán 
por expropiación a excepción de las cargas suplementarias o adicionales 
que pueden atribuirse en suelo urbanizable no programado a las que 
hacen referencia los arts. 123, 146 y Disposición final tercera, 3.a, de 
la LS 76.

Ya en el ámbito estricto de la dotación propiamente local, el límite 
máximo de cesión, que por una parte debe ser calculado en función 
de las circunstancias socioeconómicas de la población, tendrá como 
tope el que éstas no supongan que el aprovechamiento medio de un 
sector sea inferior al de la totalidad del suelo urbanizable programado, 
en cuyo caso se disminuirán proporcionalmente las cargas que implique 
la gestión urbanística, sufragando el resto el Ayuntamiento u órgano 
urbanístico actuante [art. 84.2i>) in fine]. Los sectores, por tanto, deben 
ser autofinanciables, en el sentido de que las cargas puedan distribuirse 
de forma equitativa con base al principio establecido en el art. 87.1, 
que establece el derecho a la distribución equitativa de los beneficios 
y las cargas del planeamiento, que será llevado a cabo mediante técnicas 
reparcelatorias en los polígonos que deberán ser susceptibles de asumir 
las cesiones de suelo derivadas de las exigencias del Plan y de los Pro­
gramas de Actuación Urbanística.

La Ley 8/199Ü, de Régimen de Suelo y Valoraciones y el TRLS 92 
incorporan una serie de cambios en el ámbito de las cesiones gratuitas 
y obligatorias de terrenos para la obtención de dotaciones. Si bien 
las cesiones vienen determinadas, al igual que en la normativa anterior, 
en función de la clase de suelo, éstas se amplían y tienden a una con­
cepción unitaria o unificadora, en el sentido de que prevén para suelo 
urbano las mismas obligaciones que se entendían anteriormente úni­
camente para el suelo urbanizable programado y no programado excep­
to las cargas adicionales que podían añadirse en los Programas de 
Actuación Urbanística, articulándose el régimen de cesiones del 
siguiente modo:

El régimen de suelo urbano y urbanizable, en principio, queda uni­
ficado, de tal forma que ■—aprobado el planeamiento preciso para cada 
clase de suelo— los propietarios de suelo parecen tener el deber, ya 
no es un derecho, de incorporarse al mismo, estableciéndose la famosa 
escala gradual de adquisición de facultades urbanísticas que el pro­
pietario irá adquiriendo en la medida en que cumpla los deberes legales 
establecidos de tal forma que se garantice la distribución equitativa 
de los beneficios y las cargas entre los afectados que supone el cum­
plimiento de los deberes de cesión de los terrenos destinados a dota­
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ciones públicas y el costeamiento, y en su caso la ejecución, de la urba­
nización en los plazos previstos.

Al igual que en la Ley del 76 se añade el deber de ceder el apro­
vechamiento correspondiente a los Ayuntamientos por exceder del sus­
ceptible de apropiación privada, del que hablaremos con posterioridad 
al hacer referencia a este tipo de cesiones como modo de financiación 
paralela de las colectividades locales, su consideración al margen de 
este punto la considero necesaria en el sentido de que su finalidad direc­
ta no es financiar la obra urbanizadora de la unidad de ejecución, sino 
la apropiación de plusvalías por parte de la Administración destinadas 
a otros fines, unos expresos, otros implícitos.

El régimen de cesiones previsto en el TRLS 92 es algo más com­
plicado que el establecido en la legislación precedente, en el sentido 
de que la distinción entre el suelo urbano sistemático y asistemático, 
así como la dualidad de regímenes establecidos para los municipios 
en que son de aplicación la determinación de áreas de reparto y apro­
vechamiento tipo dificultan en gran medida la comprensión del sistema. 
Si bien creo necesario, en aras de la simplificación y para poder esque­
matizar de forma clara este nuevo régimen, diferenciar de forma clara, 
como dijimos anteriormente, la obtención de terrenos para dotaciones 
locales, de las nuevas posibilidades de adscripción de sistemas gene­
rales, y de las cesiones de aprovechamiento y sus distintas y complicadas 
modalidades.

Así pues, la obtención de sistemas generales la tratamos en páginas 
anteriores al hacer referencia a la expropiación, y observamos la evo­
lución sufrida a lo largo de las diferentes leyes urbanísticas; las cesiones 
de aprovechamiento urbanístico las trataremos con posterioridad, de 
modo que planteamos a continuación el modo de obtención de las 
dotaciones locales en sentido estricto:

El art. 205 del TRLS 92 establece con carácter general la cesión 
obligatoria de dotaciones en unidad de ejecución, de tal forma que 
todos los terrenos afectos a dotaciones públicas de carácter local inclui­
dos en unidades de ejecución serán de cesión gratuita.

El criterio no radica ya tanto en la distinción entre: el régimen 
jurídico del suelo, urbano o urbanizable, sino en el hecho de que los 
suelos clasificados como urbano o urbanizable estén incluidos en uni­
dades de ejecución.

Todo el suelo urbanizable debe estar incluido en unidades de eje­
cución, a excepción de los terrenos destinados a sistemas generales, 
que lo podrán estar a los efectos de su adscripción. El suelo urbano 
puede, sin embargo, ejecutarse de forma sistemática —en cuyo caso 
regirá el mismo sistema que para el suelo urbanizable— o de forma
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asistemática —en cuyo caso se procederá, como veremos, de diferente 
modo.

Los criterios de determinación de las reservas necesarias para dota­
ciones en los Planes Parciales vienen establecidas en el Anexo del 
Reglamento de Planeamiento, que distingue diferentes niveles de dota­
ciones en función de los usos que caractericen cada zona, diferen­
ciándose en este sentido tres usos diferentes: residencial, industrial 
y suelo destinado a usos terciarios y en el que se establecen unos módu­
los mínimos de dotaciones para cada uno de ellos.

La principal novedad, por tanto, que recoge la Ley es la extensión 
de las técnicas de equ ¡distribución de beneficios y cargas y la actuación 
en unidades de ejecución en el suelo urbano, en cuyo caso será de 
aplicación el art. 205 del TRLS 92 y habrá que ceder todos los espacios 
necesarios para equipamientos mediante la aplicación del art. 199 (sue­
lo urbano con aprovechamiento tipo), en el que las dotaciones locales 
podrán obtenerse mediante transferencia en virtud del correspondiente 
acuerdo de cesión, venta o distribución de los aprovechamientos urba­
nísticos susceptibles de adquisición por su titular.

Por otra parte, y en el suelo urbano en el que no se actúe mediante 
áreas de reparto y cálculo del aprovechamiento tipo —es_ decir, en 
el que se opere mediante actuaciones asistemáticas— las dificultades 
para la obtención de los terrenos dotacionales son mayores, en tanto 
en cuanto, suprimidas las que en la Ley del 76 eran cesiones obligatorias 
para el suelo urbano (terrenos para viales, parques y jardines y equi­
pamiento de Educación General Básica), la principal vía de obtención 
será la expropiación, si bien también podrá proceder la cesión gratuita 
a cuenta de unidades de ejecución con exceso de aprovechamiento 
en suelo urbanizable. Una de las ventajas y novedades de la Ley, en 
este sentido, es el hecho de que los terrenos expropiados para la obten­
ción de dotaciones locales puedan ser pagados con terrenos del exte­
rior; es decir, en suelo urbanizable.

Esta aparente novedad no es otra cosa, sin embargo, que la plas- 
mación jurídica de uno de los principios básicos que Cerda entendió 
que debían regir en las actuaciones urbanísticas de la urbe, y ésta no 
era otra que la unión indisoluble entre ensanche (que sería en la actua­
lidad el suelo urbanizable, de extensión) y reforma (que respondería 
al suelo urbano en el que se actúa sin aplicar los principios de las 
áreas de reparto y aprovechamiento tipo). En efecto, el ilustre catalán 
libaba la generación de riqueza en una de las partes de la ciudad para 
Ja financiación de la otra; ensanche y reforma constituían una unidad, 
pese a que la legislación y las actuaciones urbanísticas del período, 
hasta la incorporación de estos preceptos, no lo asumieron.

La Ley 6/1998 parte, en principio, de la remisión a la normativa 
autonómica sobre planeamiento, gestión y ejecución. Si bien, en fun­
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ción de lo establecido en el art. 12 de la nueva Ley, regula los derechos 
y deberes de los propietarios en cada clase de suelo.

En este caso, la distinción en el suelo urbano a los efectos de cesio­
nes para la obtención de dotaciones locales no viene, en apariencia, 
impuesta por la actuación sistemática o asistemática en el mismo, pues­
to que la nueva Ley no regula los diferentes ámbitos de actuación 
del planeamiento urbanístico, no tiene competencia para ello; por esta 
razón distingue entre suelo urbano consolidado por la urbanización 
y suelo urbano que carezca de urbanización consolidada.

En el primero, el suelo urbano consolidado por ia urbanización, 
únicamente se establece la obligación de completar la urbanización 
para que los terrenos alcancen la condición de solar.

En el segundo, el suelo urbano que carezca de urbanización con­
solidada, las obligaciones son mucho mayores en el sentido de que 
los propietarios deberán ceder obligatoria y gratuitamente el suelo 
necesario para los viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones 
públicas de carácter local al servicio del ámbito de desarrollo en el 
que los terrenos estén incluidos, así como la cesión del suelo necesario 
para los sistemas generales que el planeamiento incluya en el ámbito 
correspondiente para su gestión, así como costear y en su caso ejecutar 
la urbanización.

En suelo urbanizadle (art. 18 Ley 6/1998) deberán igualmente ceder 
el suelo necesario para viales, espacios libres, zonas verdes y dotaciones 
públicas de carácter local. Asimismo, y al igual que. en suelo, urbano, 
deberán ceder obligatoria y gratuitamente el suelo necesario para la 
ejecución de los sistemas generales adscritos o incluidos en el concreto 
ámbito de desarrollo y se añade, a diferencia del suelo urbano, un 
deber de cesión y ejecución que anteriormente correspondía única­
mente al suele urbanizadle no programado (art. 63 RGE1), desapa­
recido desde la Ley 7/1997 de medidas liberalizadoras, y cuya omisión 
se ha mantenido en la Ley 6/1998, y es la obligación de costear y, 
en su caso, ejecutar, las infraestructuras de conexión con los sistemas 
generales exteriores a la actuación, y en su caso las obras necesarias 
para la ampliación o refuerzo de dichos sistemas requeridos por la 
dimensión y densidad de la misma y las intensidades de uso que ésta 
genere y condiciones que establezca el planeamiento general,

La nueva Ley, por tanto, suprime las transferencias de aprove­
chamiento urbanístico en suelo urbano consolidado como medio de 
obtención de dotaciones locales, al tiempo que unifica el régimen del 
suelo urbanizable asimilándolo al régimen de cesiones que existía ante­
riormente en el suelo urbanizable no programado. Así, parece resultar 
de esta nueva regulación una vuelta al régimen de la Ley del Suelo 
de 1976, en la que las actuaciones en suelo urbano para obtener dota­
ciones deberán realizarse mediante expropiación.



EL URBANISMO DE OBRA PÚBLICA ESP AÑO!. 429

Del régimen de obtención de terrenos para dotaciones locales des­
crito hasta aquí (recordamos que las cesiones de aprovechamiento las 
hemos marginado expresamente de este epígrafe por considerar que 
tienen fines más amplios y ser objeto de estudio individualizado), se 
desprende una evolución tendente a lo que Tejedor denomina como 
una «reformulación del concepto de cesión que permitirá superar el 
concepto de cesión gratuita a favor del más adecuado a la realidad 
de cesión sin coste», en el sentido de que el TRLS 92 pretende superar 
la idea de que «no se trataba tanto de obtener gratuitamente, cuanto 
de obtener sin coste patrimonial directo para la Administración, aun­
que existe un coste indirecto derivado de la compensación del valor 
del suelo obtenido mediante aprovechamientos o derechos generados 
por el propio proceso urbanizador y que, de no ser destinados a tal 
fin, hubieran correspondido a la Administración», de tal forma que 
«el concepto de cesión obligatoria y gratuita, por tanto, quedó cla­
ramente desbordado como consecuencia de la Ley 8/1990 y el TRLS 
92 y diversas leyes autonómicas e incluso en algunos supuestos, ya 
durante la vigencia del TRLS 76» 117; en e! mismo sentido se pronuncia 
González-Berenguer 118 al entender que este tipo de cesiones no son 
gratuitas, es decir, el propietario está pagando, en especie, los bene­
ficios que obtiene de la obra urbanizadora que mediante la acción 
de planificación le otorga la Administración, afirmando que las únicas 
cesiones que realmente son gratuitas son las del porcentaje de apro­
vechamiento, de tal modo que cabe diferenciar dos tipos de cesiones: 
las auténticas, que serán las cesiones de aprovechamiento, y las ficticias, 
que serán las cesiones para dotaciones realizadas en el seno de las 
unidades de ejecución, o en virtud de la nueva Ley en los correspon­
dientes ámbitos de desarrollo, pues corresponde a la legislación auto­
nómica determinar su denominación y régimen jurídico. Por eso afirma 
que «en realidad no hay cesiones gratuitas (aunque lo sean en el sentido 
de que la Administración no tiene que dar nada a cambio por la adqui­
sición del suelo)», pues en las cesiones dentro de unidades de ejecución 
la edificabilidad ha sido calculada en base al suelo supuestamente 
cedido.

Gómez-Ferrer apunta en este sentido cómo se debe superar el 
concepto de deber, carga o límite impuesto al propietario del suelo 
por diversas razones. En primer lugar, por corresponder la idea de 
carga a una actuación voluntaria, cuando las cesiones, los deberes —es 
claro que conforme a la legislación urbanística— son obligatorios; por 
esta razón cree necesaria la reconducción de las ideas de carga, límite 
o deber urbanístico que la Sentencia 61/1997 trata indistintamente por 
la de prestación patrimonial de carácter público a la que se refiere el

«' j Q Tejedor Biei.sa, Propiedad etjuifiistribUcián y Urbanismo, pp. 322*323.
'■* X L. González-Bekhncíijer Urrmtia , La financiación del urbanismo y él precio ele los 

IcirénoSi Madrid, Montean vo. 1997, p, 131.



430 MARTA LORA-TAMA YO VALLVÉ

art. 31 de la CE y la Sentencia del Tribunal Constitucional 185/1995, 
que puede incluir tanto prestaciones dinerarias como en especie, pues, 
en efecto, la imposición de las obligaciones se efectúa unilateralmente 
por la Administración sin perjuicio de que su cumplimiento, de acuerdo 
con el sistema de ejecución fijado por la Administración, pueda llevarse 
a cabo de forma voluntaria I19.

b) Las cesiones de aprovechamiento. Objetivos y finalidades

El esquema trazado hasta aquí muestra cómo el modelo urbanístico 
español encuentra como principal fuente de financiación, entendiendo 
como tal la búsqueda de mecanismos de obtención de los bienes públi­
cos necesarios para hacer ciudad, el intercambio de plusvalías urba­
nísticas de aprovechamiento, es decir, de posibilidades edificatorias 
en un determinado terreno a cambio de cesiones, en principio esti­
muladas, después obligatorias y gratuitas, y ahora concebidas como 
cesiones sin coste directo para la Administración, o prestaciones patri­
moniales de carácter público que se producen generalmente en especie.

Pero la introducción en la Ley de Suelo de 1976 de un nuevo meca­
nismo de cálculo de los aprovechamientos, el aprovechamiento medio, 
permite la articulación de otro tipo de cesiones no destinadas direc­
tamente a la obtención de terrenos para dotaciones locales, y que por 
esta razón —y como adelantamos en páginas anteriores— hemos pre­
ferido analizar en epígrafe aparte, pues, de otro modo, puede inducir 
a error, y es necesario separar claramente unas de otras; las diferencias 
son claras.

Por una parte, y en primer lugar, las cesiones que se llevan a cabo 
para la obtención de dotaciones locales son específicas y concretas, 
y son en especie siempre: se ceden terrenos para realizar vías, parques, 
jardines, para dotaciones deportivas, que no son sustituibles, por apor­
taciones dinerarias, en el sentido de que si no se cede el terreno para 
la calle, no habrá calle, y no habrá ciudad; es decir, estos terrenos 
se deben obtener físicamente siempre, pues no debemos olvidar que 
el soporte de las actuaciones urbanísticas es un espacio físico limitado 
y concreto, de tal forma que el terreno destinado para vial debe ser 
cedido en su concreto ámbito de desarrollo, y no en otro, en tanto 
en cuanto no sirve de nada tener una calle inás ancha en una zona 
y no tenerla en otro lugar.

Estas afirmaciones creo que no están de sobra, pues son ilustrativas 
para poder diferenciar de forma clara lo que supone la cesión de terre­
no para dotaciones locales de las cesiones de aprovechamiento.

119 R. GóMEZ-Fkrrer Morant, El derecho a urbanizar. . . , p. 210.
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En efecto, el aprovechamiento urbanístico es una cifra que res­
ponde a una serie de parámetros y métodos de cálculo que reflejan 
la capacidad que un terreno tiene para formar parte de un conjunto 
urbano, de una urbanización, en sentido amplio y casi cerdiano; es, 
pues, una cifra calculada en función de las posibilidades edificatorias 
de un determinado ámbito de desarrollo, calculada en proporción a 
la relación existente entre la edificabilidad y la superficie total de un 
área determinada, teniendo en cuenta los suelos necesarios para su 
equipamiento.

En un primer momento se calcula en función de la media de apro­
vechamientos —el aprovechamiento medio—, para pasar más tarde 
a calcularse en función del aprovechamiento tipológico o característico 
—el aprovechamiento tipo.

Calculada esta cifra se detrae una parte —el 10 por 100 del apro­
vechamiento medio, el 15 por 100 del aprovechamiento tipo, más tarde 
el 10 por 100 del tipo—, para después pasar a ser un halo o una hor­
quilla entre el 0 y el 10 por 100 que debe ser cedido gratuitamente 
a la Administración en concepto de participación directa de la Admi­
nistración en las plusvalías que ella misma genera con la aprobación 
del planeamiento urbanístico.

Pero quizá lo que más interesa a los efectos de este trabajo y en 
el epígrafe en el que nos encontramos es la finalidad a la que es o 
debe ser destinado este 10 por 100 de aprovechamiento urbanístico 
y las diferentes posibilidades de pago o recepción del mismo por parte 
de la Administración,

Algunos autores destacan que la finalidad de la cesión de este por­
centaje de aprovechamiento no tenía carácter recaudatorio; es decir, 
no suponía un tributo o una prestación forzosa; sus fines son equi- 
distributivos y tienden a la finalidad última de hacer participar en las 
plusvalías generadas por el planeamiento a la comunidad de forma 
indirecta , manteniendo este argumento con base a dos razones.

De una parte, el fin último de la cesión del porcentaje de apro­
vechamiento es destinarlo al Patrimonio Municipal del Suelo, de forma 
que a largo plazo la comunidad se beneficiará de las operaciones urba-

Entre otros, J. C. TEJEDORBifísa, Propiedad, equidistribuáóny urbanismo, p. 77, destaca 
que «el aprovechamiento medio fue, pues, un auténtico precedente del aprovechamiento tipo 
conforme al cual se cuantificaba la participación de la comunidad en el mismo, materializada 
a través de una cesión del 10 por 100 del aprovechamiento medio entre todos los propietarios 
de suelo urbanizable en proporción a la superficie de sus fincas, los beneficios derivados del 
desarrollo urbano». En el mismo sentido Santos Diez (citado por Tejedor) establece que el 
aprovechamiento medio estaba concebido para «mejorar la distribución equitativa de beneficios 
y cargas entre los propietarios de manera que fuese posible la obtención gratuita de suelo 
preciso para ia ejecución de sistemas generales y un mayor nivel de recuperación de plusvalías 
para la comunidad».
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nístícas que la Administración efectúe en tanto en cuanto éste se 
encuentra afecto a finalidades de interés social.

De otra parte, el argumento estriba en la dificultad que el legislador 
opuso para admitir la posibilidad de transformar esta cesión en pres­
taciones económicas, que se limitan a los casos del art. 125 de la Ley 
del Suelo, que admite únicamente transformar la cesión de aprove­
chamiento por indemnización sustitutoria en los casos en que las ope­
raciones urbanísticas sean de carácter sectorial o que sea por su natu­
raleza y extensión reducida, o por enclavarse en parajes aislados, o 
en aquellos casos en que por circunstancias de edificación no sea posi­
ble llevar a cabo la rcparcelación material de los terrenos de toda 
o parte de la misma.

Sin embargo, ambos argumentos pueden ser dados la vuelta, en 
el sentido de que las finalidades establecidas para el Patrimonio Muni­
cipal del Suelo, al ser tan amplias, no impiden —a mi modo de ver— 
que puedan destinarse a fines que en principio son de interés social 
pero que supongan un beneficio directo para la Administración 121.

De otra parte, si realmente esta cesión no tiene finalidad recau­
datoria alguna, entonces en ningún caso debería admitirse la posibi­
lidad de una indemnización sustitutoria, pero ésta se admite, de forma 
que se abre el portillo a transacciones en las que la finalidad recau­
datoria parece clara, en tanto en cuanto el control del destino directo 
de. la recaudación obtenida es difícil de asegurar.

La opinión generalizada de la doctrina hacía del aprovechamiento 
medio una técnica que delimitaba e! contenido urbanístico del derecho 
de propiedad urbana y lo cifraba en el 90 por 100 del aprovechamiento 
medio; superado este límite el resto pertenece a la Administración. 
No quiero detenerme mucho más en esta visión que alcanzará su máxi­
ma formulación con la técnica del aprovechamiento tipo, su extensión 
al suelo urbano y la distinción entre el aprovechamiento real u objetivo 
y el aprovechamiento susceptible de adquisición u aprovechamiento 
subjetivo.

Como decíamos, la incorporación de esta técnica cuanfificadora 
de aprovechamientos, que además es tenida en cuenta para el cálculo 
del valor de las fincas, se tecnifica y complica aún más con la inclusión 
del aprovechamiento tipo, y su extensión al suelo urbano.

La inclusión de la técnica del aprovechamiento tipo pretende hacer 
efectivo el principio de igualdad en la distribución de beneficios y cargas 131

131 Piénsese en la posibilidad de ceder el derecho de superficie de terrenos que son en 
principio del PMS y que provienen de este lipo de cesiones, destinados a la instalación de 
un gran centro comercial, o de instalaciones deportivas de carácter privado, necesarias para 
completar los servicios de una determinada actuación urbanística, pero que pueden reportar 
beneficios a ia Administración actuante.
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del planeamiento, garantizando a todos los propietarios de terreno 
incluidos en una de las áreas de reparto un porcentaje de aprove­
chamiento a cada uno de ellos, cualquiera que fuere la situación de 
los terrenos, estuvieren incluidos o no en una unidad de ejecución J22.

Este régimen, sin embargo, no es de aplicación en todo el territorio 
nacional, sino que, en función de lo establecido en la Disposición adi­
cional primera del TRLS 92, las normas sobre delimitación de áreas 
de reparto y cálculo de aprovechamiento tipo serán de aplicación en 
los municipios superiores a 50.000 habitantes, en las capitales de pro­
vincia y en los municipios comprendidos en entornos metropolitanos 
delimitados por la Comunidad Autónoma correspondiente; también 
serán de aplicación en los municipios con población entre 25.000 y 
50.000 habitantes cuando las circunstancias lo aconsejen.

Así, la Ley se sirve de este método de cálculo para determinar 
cuál es el aprovechamiento susceptible de apropiación por el titular 
de un terreno, que será el resultado de referir a su superficie el 85 por 
100 del aprovechamiento tipo del área de reparto en que se encuentre.

La idea de la concepción recaudatoria del porcentaje de aprove­
chamiento urbanístico que es susceptible de apropiación por parte de 
la Administración se ve reforzada en el TRLS 92, en el sentido de 
que la sustitución del porcentaje de cesión de aprovechamiento que 
no es apropiable por el propietario (que será todo aquello que exceda 
del 85 por 100 del aprovechamiento en el área de reparto en el que 
se sitúe), todo ese exceso es siempre —ya no figura como caso excep­
cional como lo hacía en la Ley del 76— susceptible de ser o bien 
cedido en especie, en terreno, o de ser comprado a la Administración. 
Así, el art. 20 del TRLS 92 establece como deberes básicos para la 
adquisición gradual de facultades, ceder todos los terrenos en los que 
se localice el aprovechamiento de la Administración, por exceder del 
susceptible de apropiación privada o, en su caso, adquirir dicho apro­
vechamiento por su valor urbanístico en la forma que establezca la 
legislación urbanística aplicable.

La importancia de este precepto como cambio de mentalidad que 
supone con respecto a la legislación anterior es doble. De una parte,

A los efectos de su cálculo la Ley distingue:
¿i) El aprovechamiento tipo en sucio urbano, que será el resultado de dividir el apro­

vechamiento lucrativo total, incluido el dotaeional privado correspondiente a la misma, expresado 
siempre en metros cuadrados construibles de uso y tipología edificatoria característicos, por 
su superficie total, excluidos los terrenos afectos a dotaciones públicas, de carácter general o 
local ya existentes (art. 96 TRLS 92). El uso y tipología característicos, que será el predominante 
en cada área de reparto, es establecido mediante coeficientes de ponderación, y tiene siempre 
el valor de la unidad; el resto de usos se calcularán en función de las concretas circunstancias 
del municipio y área de reparto.

b) En suelo urbanizable, el cálculo del aprovechamiento tipo se calculará dividiendo el 
aprovechamiento lucrativo total de las zonas incluidas en ella expresado del mismo modo —en 
metros cuadrados— del uso característico, por la superficie total del área.
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se admite la posibilidad de comprar el exceso de aprovechamiento con 
carácter general, y no de forma excepcional; de otra, se lleva a cabo 
una fijación del destinatario de la cesión que en la legislación anterior 
no figuraba, pues simplemente establecía la obligación de ceder el 10 
por Í00 restante del aprovechamiento medio del sector en que se 
encontrara la finca. Sin embargo, la Ley del 92 especifica su destino: 
es el aprovechamiento del Ayuntamiento, y esta determinación clara 
y expresa es lo que lleva a gran parte de la doctrina a afirmar que 
la cesión del exceso de aprovechamiento susceptible de apropiación 
privada calculado con base al aprovechamiento tipo no es otra cosa 
que una forma de participar en el “pastel”, de entrar en el negocio 
de las plusvalías urbanísticas por la vía de la adquisición de terrenos, 
o por la vía de la incitación al titular del terreno a comprar el exceso 
de aprovechamiento que en principio no es susceptible de apropiación 
privada, gratuita, pues si lo paga a valor urbanístico será suyo.

En efecto, la práctica urbanística ha ido poniendo de relieve cómo 
la aplicación de esta complicada técnica de cálculo de aprovechamien­
tos —de distinción entre aprovechamiento tipo, como referencia, apro­
vechamiento real y aprovechamiento susceptible de apropiación— a 
pesar de su formulación como métodos equidistributivos de beneficios 
y cargas garantizadoras de la igualdad y la solidaridad de reparto en 
los suelos con posibilidades de aprovechamiento urbanístico, han ser­
vido para garantizar esta igualdad, pero pagando un precio quizá exce­
sivamente caro.

Por una parte, la ralentización y lentitud que supone la generación 
y puesta en marcha de estos procesos y, de otra, la intervención de 
la Administración, no sólo en el ámbito planificador y controlador —es 
decir, ex ante y ex post— de la actuación urbanizadora, sino que ésta 
entra a participar en el negocio urbanístico como un propietario (no 
más), como un propietario privilegiado que crea las plusvalías en la 
generación del plan, y al ver que éstas se le escapan de las manos 
con la predominante gestión privada, pero equidistributiva de las mis­
mas, intenta entrar en el negocio por la vía de cesiones obligatorias 
y gratuitas de aprovechamiento urbanístico, traducible en terrenos, y 
la mayoría de las veces en dinero.

Es el precio que han de pagar los propietarios por mantener el 
oligopolio del mercado del suelo, precio que al final repercutirá en 
el encarecimiento de los productos finales —la vivienda, entre otros.

Una de las principales novedades de la Ley 8/1990 es la incor­
poración de la equi distribución de beneficios y cargas y la introducción 
de áreas de reparto y aprovechamiento tipo en suelo urbano; esta medi­
da fue fuertemente criticada en el sentido de que suponía la intro­
ducción de métodos que son concebidos para el suelo que debe ser 
urbanizado ex novo en áreas consolidadas en las que en principio las 
dotaciones, el equipamiento urbanístico, ya fue obtenido en su día.



EL URBANISMO DE OBRA PÚBLICA ESPAÑOL 435

A mi modo de ver, quizá el método de incorporación no fuera 
el apropiado, pero lo que sí es cierto es que una de las principales 
carencias de nuestras ciudades es la falta de espacios libres y de dota­
ciones en áreas consolidadas en las que se hace necesaria una rege­
neración completa. Sin embargo, el juego de equilibrios e intereses 
en estas áreas es algo más complicado que en el terreno virgen, pues 
en ellos se conjugan al mismo tiempo principios de conservación y 
mantenimiento de un legado urbanístico que, aunque deficiente en 
cuanto al nivel de equipamientos y dotaciones, encarnan valores his­
tóricos que impiden hoy en día actuaciones como las realizadas en 
el París de Haussmann, y que dificultan en extremo, por el valor con­
solidado y de situación de los inmuebles sitos en ellas, actuaciones 
que pretendan la obtención de mayores dotaciones. El ordenamiento 
urbanístico español ideó, para estos casos de actuaciones aisladas o 
asistemáticas en suelo urbano articuladas mediante las transferencias 
de aprovechamiento urbanístico, los arts. 185 a 198 del TRLS 92.

Otro de los puntos distintivos entre la Ley de Suelo del 76 y la 
Ley 8/1990 y el TRLS 92 es el hecho de que no se diferencia entre 
el exceso de aprovechamiento que sobrepasa el 100 por 100 del apro­
vechamiento urbanístico del comprendido entre el 85 por 100 y el 100 
por 100, en el sentido de que anteriormente aquellos polígonos exce- 
dentarios cedían el 10 por 100 a la Administración y el restante tenía 
como finalidad lograr el equilibrio con polígonos deficitarios.

El TRLS 92 lo atribuye todo a la Administración, y es ésta la que 
tiene la capacidad de decidir su destino. Así, a pesar de lo dispuesto 
en el art. 151.2 que establece que los excesos de aprovechamiento 
podrán, pero no afirma deberán, destinarse a compensar a propietarios 
no incluidos en unidades de ejecución cuyos terrenos se encuentren 
afectos a dotaciones locales o sistemas generales, o a compensar a 
propietarios con aprovechamiento real inferior al susceptible de apro­
piación del área de reparto en que se encuentren.

El punto 4 del mismo artículo establece la posibilidad de que ese 
exceso de aprovechamiento real sea transmitido por la Administración 
actuante por el precio resultante de su valor urbanístico cuando el 
uso de los terrenos no sea adecuado a los fines del Patrimonio Muni­
cipal de Suelo, e incluso admite la posibilidad de permuta con terrenos 
situados en otra unidad de ejecución con un uso adecuado a los fines 
del PMS.

La redacción de este artículo es en mi opinión contradictoria en 
sí misma, en el sentido de que parece que los fines del Patrimonio 
Municipal de Suelo no pueden ser satisfechos en cualquier tipo de 
terrenos, cuando la regulación de este instituto es suficientemente 
amplia como para incluir cualquier tipo de usos de interés social; no 
existe en mi opinión tal impedimento que la ley crea para permitir
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que la Administración pueda recibir el pago de las cesiones de apro­
vechamiento en dinero, pues es ésta la carencia de la mayor parte 
de las Administraciones locales, y el urbanismo se constituye, por tanto, 
en fuente de provisión de una de sus principales necesidades; de ahí 
el enunciado del epígrafe en el que se pretende mostrar el paso de 
las cesiones como forma de financiar el urbanismo, al urbanismo como 
forma de financiar las Corporaciones Locales.

La Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras, lleva 
a cabo una reducción del porcentaje de cesión de aprovechamiento 
y lo cifra en un 10 por 100, tal como lo hacía la Ley del 76, pero 
en base al aprovechamiento tipo y lo suprime para el suelo urbano.

La Sentencia del TC 61/1997, de 20 de marzo, rompe con el sistema 
existente hasta el momento, pues declara inconstitucional el art. 27 
del TRLS 92, que fija cuál es el aprovechamiento susceptible de apro­
piación (el resultado de referir a su superficie el 85 por 100 del apro­
vechamiento tipo), mientras que deja impune el art. 26, que establece 
con carácter general el principio de la adquisición del aprovechamiento 
urbanístico mediante el cumplimiento de los deberes de cesión, equi- 
distribución y urbanización en los plazos fijados por el planeamiento 
y la legislación urbanística aplicable.

Los efectos jurisprudenciales de la declaración de inconstitucio- 
nalidad de estos preceptos todavía no han llegado al Tribunal Supremo; 
sin embargo, algunos Tribunales Superiores de Justicia han comenzado 
a encontrarse con reclamaciones en las que se solicita la devolución 
del 15 por 100 de aprovechamiento cedido a la Administración, por 
haber sido declarado inconstitucional. I2j

La Ley 6/1998, ante semejantes afirmaciones, no hace otra cosa 
que limitarse a cumplir con lo establecido por el Tribunal Constitu­
cional, estableciendo que los deberes de los propietarios en suelo urba- 
nizable serán, entre otros, la cesión obligatoria y gratuita a la Admi­
nistración actuante del suelo correspondiente al 10 por 100 del apro­
vechamiento del sector o ámbito correspondiente; teniendo este por­
centaje carácter de máximo y siendo susceptible de ser reducido por 
la legislación urbanística, y legitimando a la Administración a reducir 123

123 Las interpretaciones que han dado los TSJ á esté respecto Han sido de lo más variopintas.. 
Destacando, entre otras, [a Sentencia de 15 de septiembre del Tribunal Superior de Justicia 
de Valencia en la que se lleva á cabo una interpretación -estricta de la sentencia constitucional, 
estableciendo que la cesión del exceso de aprovechamiento patrimonializable en suelo urbano 
no: incluido en Unidades de ejecución es. nula, pues los preceptos que la regulaban han sido 
declarados inconstitucionales, por lo que se condena al Ayuntamiento a devolver el porcentaje 
de cesión recaudado ilegaimente. La relación causa-efecto es clara: precepto declarado incos- 
titucional —nulidad de la actuación llevada a cabo en base a ella—.

Sobre los distintos pronunciamientos juriprudenciales hechos por los, 'ESJ en tornó a la 
aplicación de la STC 61/1997, vid. al respecto M, Lora-Tamayo Vallvé, «Desintonía juris­
prudencial en tomo a la aplicación de la STC 61/1997», RDU, núm. 167, enero-fehrero 1999.
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las cargas urbanizadoras que le pudieran corresponder por dicho suelo 
(art. 18.4 Ley 6/1998).

Corresponde, por tanto, en la actualidad a la legislación de las 
Comunidades Autónomas determinar la técnica que utilizarán para 
el cálculo del aprovechamiento y, una vez determinado el método 
de cálculo, fijar el porcentaje de cesión que puede ser atribuido a 
la Administración, si así lo estiman conveniente, aunque también pue­
den estimar que la Administración no tiene por qué recibir en con­
cepto de aprovechamiento urbanístico cantidad alguna, aunque tam­
bién pueden aumentar las cargas de cesión al propietario exonerando 
a la Administración del coste de las obras de urbanización que le 
corresponderían como propietario de los terrenos cedidos (art. 14.2 
Ley 6/1998).

El amplio abanico de posibilidades que se abre para las Comu­
nidades Autónomas en materia de cesiones de aprovechamiento sus­
ceptibles de ser apropiadas por la Administración es, a la vista de lo 
expuesto, amplísimo, en tanto en cuanto la Administración actuante 
puede, desde no percibir porcentaje alguno en esta materia hasta per­
cibir un 10 por 100 del aprovechamiento en un determinado ámbito 
de desarrollo, y recibirlo incluso urbanizado y, en los casos en que 
las actuaciones sean realizadas en virtud de convenios urbanísticos, 
estas cargas podrán elevarse aún más.

Desde la perspectiva conceptual que considera la técnica del cál­
culo de los aprovechamientos y los porcentajes de cesión a la Admi­
nistración como modo de fijar el contenido básico del derecho de 
propiedad urbana, este sistema fluctuante y variable supone un aten­
tado contra el principio de igualdad, en tanto en cuanto el contenido 
de la propiedad urbanística de un terreno podrá variar enormemente 
dependiendo de las técnicas de equidistribución de beneficios y cargas 
determinadas en cada legislación urbanística —es decir, en cada 
Comunidad Autónoma—, pudiendo, por tanto, estimarse su incons- 
titucionalidad.

Sin embargo, estas afirmaciones pueden ser precisadas desde dos 
perspectivas diferentes: de una parte, la igualdad en el contenido urba­
nístico de la propiedad urbana nunca ha estado garantizada en tanto 
en cuanto existen suelos a los que se priva completamente de cualquier 
tipo de expectativa urbanística; de forma temporal o con carácter per­
manente el suelo no urbanizable es la muestra de ello. De otra parte, 
considerando que la igualdad y la equidad nunca van a ser posibles 
mientras exista un suelo al que no se le atribuye ningún contenido 
urbanístico, la delimitación y la limitación de los deberes en el resto 
de suelos mediante la fijación de diferentes porcentajes o modos de 
cesión del aprovechamiento urbanístico a la Administración se con­
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figuran de forma definitiva como diferentes prestaciones forzosas 
modulables por la legislación de las Comunidades Autónomas m.

La aplicación de estas afirmaciones en nuestro ámbito, sobre todo 
a partir de la aprobación de la Ley 6/1998 que permite la supresión 
de las cesiones de aprovechamiento, creo que es perfectamente ade­
cuada y confirma, por tanto, la óptica desde la cual podría enmarcarse 
en adelante este tipo de cesiones.

1.4. La Administración española. Del centralismo decimonónico 
a la desintegración en modelos urbanísticos autonómicos

A) Punto de partida. Perspectiva sustantiva y organizativa

Fon.se.ca Ferrandis 124 125, siguiendo a Parejo 126, lleva a cabo un aná­
lisis de la evolución de la distribución de competencias en materia 
de urbanismo y el problema de la articulación del gobierno del terri­
torio desde dos perspectivas diferentes.

De una piarte, aborda la visión sustantiva, en el sentido de la nece­
saria determinación de las diferencias entre urbanismo y ordenación 
del territorio como punto de partida para un gobierno coherente y 
estructurado de Jas políticas con incidencia sobre el territorio.

124 En este sentido, encontramos un cierto paralelismo con la evolución que en Francia 
ha sntrido la técnica del plafond legal de densité que analizamos en páginas anteriores. En efecto, 
en principio esta técnica pretendía desvincular el derecho de propiedad del derecho a edificar. 
Este techo legal de densidad partía ya de un doble régimen: el establecido para París y el 
del resto de las colectividades locales, y parecía suponer una publicación del derecho de pro­
piedad a partir del límite marcado por la Ley. Sin embargo, una vez que el régimen se modula 
y suaviza permitiendo su aplicación o no en las diferentes colectividades locales, el plafond 
legal de densité se erige en una medida fiscal más, llevando a uno de sus “creadores” a denominarlo 
como plafond local de densité, perdiendo cualquier virtualidad delimitadora del contenido del 
derecho de propiedad, en el sentido que desde el momento en que no tiene carácter general, 
unas colectividades lo tienen y otras no, no supone una limitación general del derecho de pro­
piedad, sino que se convierte en una medida municipal más.

J.-P. Gilli, «Reflexiona sur le plafond “local de densité’-», en Un droii inviolable et sacre: 
lu propicié, op. cit., pp. 140 ss.

125 E. Fonseca Ferrandis, La liberalizada>n del suelo en España. Presupuestos y marco jurídico 
constitucional, Madrid, Universidad Carlos TTT de Madrid, Marcial Pons, pp. 40 a 70.

126 L. Parejo Alfonso, Reivindicación del urbanismo. Liberatización del suelo al servicio 
del interés general, Madrid, Instituto Pascual Madoz del Territorio, Urbanismo y Medio Ambiente, 
1997; «El urbanismo en Ja encrucijada: la elección del modelo legislativo general idóneo para 
una política de ordenación territorial y urbanística acorde con el orden constitucional», en El 
urbanismo hoy. Reflexiones a propósito de la Sentencia 61!1997 y el proyecto de nueva Ley estatal, 
Madrid, Instituto Pascual Madoz de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Medio Ambiente, 
Universidad Carlos 111 de Madrid, 1997; «El ordenamiento de la Ordenación Territorial y Urba­
nística: Marco general-estatal y espacio decisional autonómico tras la Ley 6/1998, de 13 de 
abril», en Ordenamientos Urbanísticos. Valoración crítica y perspectivas de futuro. Jornadas Inter­
nacionales de Derecho Urbanístico, Santiago de Compostela, 2 y 3 de julio de 1998, Madrid, 
Marcial Pons, Xurita de Galicia, 1998.
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Las principales, conclusiones a las que llega el autor precitado,, de 
la mano de los rigurosos estudios realizados por Parejo, tienden a 
diferenciar el urbanismo de la ordenación del territorio por el carácter 
local y supralocal de los mismos, respectivamente, y promueven una 
coordinación necesaria entre ambas políticas y el resto de políticas 
horizontales que afectan al suelo español 127.

Ai objeto de este trabajo creo más interesante la segunda pers­
pectiva —es decir, la perspectiva organizativa de la ordenación del terri­
torio y el urbanismo— desde la cual es abordada la articulación del 
sistema competencial existente en España y que, al igual que el modelo 
francés anteriormente analizado, ha sufrido a lo largo de los últimos 
veinticinco años un profundo proceso de descentralización, si bien su 
punto de partida y evolución es bien distinto en tanto en cuanto para 
el caso francés hablábamos de un proceso de descentralización- 
centralizada en el que el Estado se reserva la capacidad de normar 
e implementar el proceso al ritmo que quiere imponer; sin embargo, 
la descentralización del urbanismo español es un proceso mucho más 
complicado que arranca en principio de la Constitución de 1978, y 
que debe ser analizado desde las tensiones que se crean entre los dife­
rentes niveles de gobierno territorial: Estado, Comunidad Autónoma 
y Entidades locales.

El primer binomio Estado-Comunidades Autónomas supondrá una 
descentralización competencial material y legislativa, segunda diferen­
cia con respecto al modelo francés y que debe suponer la adecuación 
del ordenamiento a una nueva estructura territorial que dimana de 
nuestro texto constitucional.

127 En efecto, para los autores precitados, la distinción entre ordenación del territorio y 
urbanismo radica en que «la primera alude a magnitudes supralocales, preferentemente regio­
nales, y a las decisiones sobre la estructura, disposición y composición de las principales deter­
minaciones sobre el territorio. Por el contrario, el concepto de urbanismo obedece más bien 
a la magnitud local, es decir, la correspondiente a las decisiones sobre la regulación directa 
y concreta de ¡os usos del suelo. Esta posición tiene la virtualidad, por lo demás, de facilitar 
el deslinde entre el ámbito competencial autonómico y local, por un lado, y articular de manera 
adecuada —en el contexto del régimen de ordenación territorial— los niveles estatal y auto­
nómico, sin incidir ni involucrar el régimen local, que queda así desarrollado íntegramente en 
el ámbito autonómico.

En definitiva, de acuerdo con el texto constitucional, es posible sostener que ordenación 
del territorio y urbanismo son dos perspectivas —supralocal y local— de una función pública 
cuyo fundamentó radica en la circunstancia de que esta diversidad de escala se corresponde 
con la distinción de las comunidades territoriales institucionalizadas, es: decir, las Comunidades 
Autónomas y las Entidades Locales.

De tal forma que la materialización de estos presupuestos requiere la determinación de 
las relaciones entre las distintas políticas públicas y principalmente entre dos clases de relaciones:

a) La existente entre las políticas horizontales o globales —serviciales de valores y objetivos 
constitucionales básicos— y las sectoriales —serviciales de valores y objetivos constitucionales 
parciales, concretos o particulares.

b) La existente entre aquellas políticas horizontales entre sí —especialmente las existentes 
entre política económica, política territorial y política urbanística».
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De otra parte, la definición del principio de autonomía local y 
su efectivo deslinde de competencias es un proceso que no tiene su 
origen en la Constitución de 1978, sino que es fruto de una larga evo­
lución que comienza a tomar cuerpo desde la segunda mitad del 
siglo xix y que abordaremos, por tanto, desde momentos anteriores, 
teniendo presente la tensión que podríamos calificar como tradicional 
existente entre Estado y Entidades locales y su evolución y cambio 
desde la introducción de un nivel de gobierno territorial intermedio 
entre ambos: las Comunidades Autónomas.

B) La tensión organizativa clásica de la Administración:
Estado vs Entes lócales. Orígenes y evolución

Las tensiones competenciales y organizativas recogidas en las dife­
rentes legislaciones con incidencia sobre el territorio son un reflejo 
de los conflictos de intereses de carácter político existentes que pre­
tenden la implantación de un determinado modelo de gobierno terri­
torial más o menos centralizado.

El urbanismo es, en este sentido, una de las muestras más claras 
de esta afirmación: la lucha por el control del desarrollo de las ciudades 
late con fuerza desde la segunda mitad del siglo xix hasta nuestros 
días, y las diferentes soluciones y medidas adoptadas ponen de reflejo 
de forma evidente los distintos momentos de centralización y descen­
tralización más destacados.

En efecto, los Ayuntamientos. —entre 1833 y 1868— aumentaron 
su dependencia respecto de la Administración central en todos los 
aspectos como consecuencia, en parte, de la desamortización, que los 
dejó sin recursos, y como reflejo también del afianzamiento de un Esta­
do liberal que intenta reducir el carácter político de los Ayuntamientos, 
que eran un instrumento posible para la oposición progresista, aumen­
tando de esta forma su carácter administrativo y burocrático 1ZS.

En este sentido, la Ley de 8 de enero de 1845 establece de forma 
clara la dependencia del Ayuntamiento respecto del gobernador, últi­
mo supervisor de la actividad municipal al que se le otorgaban atri­
buciones suficientes como para poder paralizar las actuaciones del 
Ayuntamiento, pues podía de oficio o a instancia de parte acordar 
la suspensión de los acuerdos si los encontraba contrarios a las leyes, 
reglamentos y reales órdenes.

Las principales competencias de los Ayuntamientos en el período 
de vigencia de esta norma conciernen a la actividad propia de policía 128

128 .1. Oliveras Samitier, «Poder municipal y urbanismo en el siglo xix». Ciudad y Territorio, 
núni. 94, 1992, p. 79.
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municipal; así, entre otras, la formación de las Ordenanzas Municipales 
y de los reglamentos de policía urbana y rural, las obras de utilidad 
pública que se costeasen de los fondos municipales, la deliberación 
sobre las mejoras materiales de que fuera susceptible la población, 
la formación y alineación de las calles, pasajes y plazas, la creación 
o supresión de establecimientos municipales y la compra o venta de 
bienes muebles o inmuebles. E! art. 85 de la citada Ley establecía 
que los Ayuntamientos no podían deliberar sobre otros asuntos que 
los que la Ley enumeraba, con lo que se venía a afianzar el papel 
del gobernador como controlador de la acción municipal129.

De esta forma, se pasa de la policía municipal (en su consideración 
material inicial como prerrogativas propias y típicas de competencia 
municipal) a una transformación de la misma sometida al principio 
de legalidad, vinculada al concepto de “orden público” y reducida a 
una manifestación administrativa de carácter meramente preventivo 
y sancionador, quedando fuera de su ámbito el conjunto de actividades 
que representan una realización material o de prestación de un servicio 
público, todo ello enmarcado en un proceso que mediante la cons­
tatación del Derecho positivo vigente en la materia permite apreciar 
la progresiva formación de una normativa de origen estatal reguladora 
del contenido típico de la policía urbana, e incluso la formación de 
un incipiente aparato administrativo estatal en una materia que a priori 
era privativa de la esfera municipal.130 131

En efecto, durante el período de vigencia de la Ley Municipal de 
1845 hasta la aprobación de la Ley de 2 de octubre de 1877, se aprueban 
diversas normas que muestran de forma clara esta nueva configuración 
de la autonomía local tutelada y dirigida desde el Estado.

Así en materia de alineaciones, como destaca Bassols 1jI, se aprecia 
una mediatización sensible de la autonomía municipal y en todo caso 
una clara manifestación de subordinación en su actuación al Derecho 
estatal, preludio de un claro proceso de regulación centralizadora. En 
el mismo sentido la normativa sobre formación de planos geométricos 
de las poblaciones, establecida por la Real Orden de 25 de julio de 
1846, viene a completar el contenido de la legislación municipal sobre 
alineaciones, que adolecía de una gran imprecisión, estableciéndose 
la obligación de levantar en todas las poblaciones de crecido vecindario 
un plano geométrico de las mismas y en el que se imponía un pro­
cedimiento bifásico 132 de aprobación que perdurará hasta nuestros días 
y que se erigirá en una de las principales batallas en la lucha por la

129 Ibidem, p. 81.
138 Cfr. M. Bassols Coma, Génesis y evolución del Derecho urbanístico español (1812-1956), 

Madrid, Montecorvo, 1973, pp. 77 a 81.
131 Ibidem, p. 101.
132 El proceso de aprobación de los planes geométricos, que eran planes de alineaciones, 

pasa por dos momentos: él primero, estrictamente municipal (que contiene la fase de redacción
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descentralización y el aumento y consolidación del principio de auto­
nomía local, como veremos más adelante.

La línea evolutiva de este tipo de normativa seguirá la misma tónica 
en las Bases propuestas por la Junta Consultiva de Policía urbana de 
1853, la Real Orden de 19 de diciembre de 1859 sobre ejecución de 
planos de alineaciones, la Real Orden de 8 de febrero de 1863 sobre 
¡imitaciones a la propiedad por razón de alineaciones y la Ley de Ena­
jenación de Terrenos o Pequeñas Parcelas de 1864; muestran todas 
ellas un control legislativo del Estado cada vez mayor en esta materia.

Las Leyes de Ensanche previas a la aprobación de la nueva nor­
mativa municipal de 1877 continúan en esta línea, en el sentido de 
que dejan clara la existencia de una tutela y control superior por parte 
de la Administración del Estado en la iniciativa y aprobación de los 
planes de ensanche 133, así como en otros preceptos de ambas nor­
mativas en los que se pone en evidencia cómo la expansión de Jas 
ciudades, en principio, y más tarde la reforma de las mismas, es un 
asunto cuya dirección última corresponde al Estado 134.

Las Leyes de Ensanche permiten además inferir en una de las com­
petencias que tradicionalmente se venían considerando como genui- 
namente municipales, como era la capacidad de dictar ordenanzas, 
y en este sentido el art. 15 de la Ley de 1864 establece que el gobierno 
podrá modificar con aplicación a las Zonas de Ensanche las ordenanzas 
municipales, oyendo previamente al Ayuntamiento y a la Junta de 
Ensanche; en este mismo sentido la Ley de 1876 amplía la posibilidad 
de aprobación de ordenanzas por parte del Gobierno en las zonas 
que se encuentren fuera del perímetro del ensanche, estableciendo 
(art. 21) la existencia de zonas non aedificandi en los límites exteriores 
de su perímetro.

Con este conjunto de medidas se pone de manifiesto cómo la exten­
sión de la dudad es un asunto de competencia estatal, si bien sobre

del plano por el Ayuntamiento y las alineaciones previstas), que se somete a información pública 
para posteriormente llevar a cabo un acuerdo de aprobación del mismo con base a la mayoría, 
En un segundo momento se lleva a cabo la aprobación definitiva del mismo por el Ministerio 
de la Gobernación.

133 ;EI art, 2 dé la Ley dé 1864, coincidentc en numero y contenido con el dé la Ley 
de 1876, establece de forma ciara que las solicitudes de ensanche debían ser aprobadas por 
el Gobierno después de haber escuchado el parecer de las partes interesadas: «El Gobierno 
oyendo a los Ayuntamientos resolverá por Real Decreto las solicitudes de ensanche de una 
población y aprobará el plano genera! del mismo que no podrá ser variado sin oír a los Ayun­
tamientos, a la Junta de Ensanche y a los propietarios a quien interese».

134 Así, por ejemplo, la capacidad de dividir la zona general de ensanche en dos o más 
zonas parciales corresponde también al Gobierno conforme a lo establecido en los arts. 35 
de Ley de Ensanche de 1864 y 6 de la Ley de Ensanche de 1876. Del mismo modo aparece 
condicionada la capacidad de los Ayuntamientos de contratar empréstitos para la ejecución 
de las obras a la autorización previa del Gobierno (arts. 4 de la Ley de 1864 y 9 de la Ley 
de 1876).
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los Ayuntamientos recae en la mayor parte de los casos la carga de 
la urbanización y el control separado de los gastos e ingresos de las 
mismas; asimismo, el Estado garantiza mediante la delimitación de 
las zonas no edificables la concentración de las plusvalías generadas 
por la obra urbanizadora en los lugares que discrecionalmente deter­
mine mediante la aprobación de los Planes de Ensanche.

El Real Decreto de 21 de octubre de 1877 aprueba una nueva 
Ley municipal al amparo de los principios reguladores de la vida local 
integrados en la nueva Constitución de la Restauración de 1876 
(art. 10), que potencia la visión centralizadora de la articulación com- 
petencial dimanante de la división provincial Lo.

La Ley municipal de 1877 consagra, por tanto, la concepción de 
los Ayuntamientos como corporaciones económico-administrativas que 
sólo pueden ejercer aquellas funciones que por las leyes estén confiadas 
(art. 71 Ley municipal de 2 de octubre de 1877). Las competencias 
de los Ayuntamientos, enmarcadas bajo el principio de legalidad ante­
riormente descrito, se enuncian de forma general en el arl. 72 de la 
Ley, estableciendo que serán de su exclusiva competencia el gobierno 
y dirección de los intereses particulares de los pueblos, para pasar a 
enumerar de forma específica cuáles son los contenidos concretos de 
su competencia, destacando entre otros la apertura y alienación de calles 
y plazas, el empedrado, alumbrado y alcantarillado, paseos y arbolados, 
edificios municipales y en general todo género de obras públicas nece­
sarias para el cumplimiento de los servicios con sujeción a la legislación 
especial de obras públicas, así como los asuntos de policía urbana y 
rural cuando tengan relación al orden y vigilancia de los servicios esta­
blecidos. Si bien todo este tipo de prerrogativas se hallan bajo la estricta 
vigilancia de los gobernadores que «velarán por el cumplimiento de 
esta parte tan interesante de la Administración en virtud de las facul­
tades que le confiere la Ley provincial» (art. 72.3 in fine).

Esta tutela ejercida por el representante del Gobierno central en 
la provincia se manifiesta —al igual que en las normas anteriormente 
comentadas— en diversas capacidades entre las que cabe destacar *

«fu. Coso. URKI.A Montaner y E, ÓrduRA Reholló  (Legislación sobre Mdinimstmáón 
Local 1900-1975, 1. I, Madrid, Instituto de Estudios de Administración Local, 1981. pp. XXT ss.) 
estiman, en este sentido, que la característica fundamental de Tu legislación local surgida de 
la Restauración iba a ser el centralismo, y su aspecto más falible, el incumplimiento práctico 
de la misma, conectándose ambos presupuestos con la plaga.de caciquismo existente en aquellos 
momentos; de allí que inmediatamente surgieran críticas referentes no sólo a la dureza de 
su centralismo, sino incluso a aspectos técnicos de la misma, lo que produce una sensación 
de provisionalidad e inestabilidad en la regulación legal de carácter local de la Restauración 
que incita a su reforma constantemente. En este sentido, los autores recogen un fragmento 
de la Exposición de Motivos del proyecto de Reforma de Régimen Local de 1919 en el que 
se afirma que «durante los casi cuarenta años de vida qtie cuenta la Ley de 2 de octubre 
de 1877, se ha intentado su reforma, siempre infructuosamente, veintidós veces»,, que no son 
pocas.
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(art. 76) la posibilidad de que las Ordenanzas Municipales de policía 
urbana y rural de los Ayuntamientos para el régimen de sus respectivos 
distritos no fueran ejecutivas sin la aprobación del gobernador de, 
acuerdo con la Diputación provincial. En caso de discordia, si el Ayun­
tamiento insistiera en su acuerdo, la aprobación de los puntos a los 
que aquélla se refiriera correspondía al Gobierno, previa consulta del 
Consejo de Estado.

Es importante destacar, por otra parte, cómo la Ley municipal de 
1877 parte de un principio de actuación de los Ayuntamientos basados, 
en criterios similares a la Ley de 1845 én cuanto a las actividades que 
afectan al uso de los terrenos, en tanto en cuanto parecen no haber 
superado la técnica de las alineaciones, cuando, por otra parte y de 
forma paralela, ya se habían aprobado anteriormente —como hemos 
puesto de relieve— las Leyes de Ensanche de 1864 y 1876.

La Ley de Expropiación Forzosa de 1879, la Ley de Ensanche de 
1892 y la de Saneamiento, Mejora y Ensanche Interior de las Pobla­
ciones de 1895 suponen una línea de continuidad en cuanto a las com­
petencias asignadas al Estado y los Ayuntamientos para la aprobación 
de los planes y proyectos que regulan cada una de ellas 136.

A pesar de las críticas generales al sistema centralizador y con­
trolador del Estado en el urbanismo, lo que sí es cierto —como estima 
Oliveras 137— es que tuvo, a pesar de todo, algunas ventajas, «si se 
tiene en cuenta la estrecha mentalidad urbanística de la mayor parte 
de los agentes urbanos y el interés en la acumulación de beneficios 
extraídos de las rentas del suelo. Si no hubieran existido unas leyes 
generales, al estar el poder municipal concentrado en grupos habrían 
actuado descaradamente para lograr sus intereses, con lo cual nume­
rosas cuestiones de desarrollo y reforma urbana se habrían transfor­
mado en problemas urbanos, sociales, y políticos, que los mismos diri­
gentes del Estado no podían tolerar».

Los sucesivos e infructuosos proyectos de reforma de Ley municipal 
y de la concepción de autonomía local de forma centralizada y mini­
malista dan su primer gran fruto, tras los veintidós intentos de reforma 
acaecidos durante casi medio siglo, con el advenimiento de la dictadura

136 Así, tanto el art. 78 del Reglamento de Expropiación como el art, 16 de la Ley de 
Saneamiento de 1895 establecen que los proyectos serán aprobados por el Ministerio de la 
Gobernación, previo informe de la Junta Consultiva de Urbanización y Obras y del Consejo 
de Estado en pleno (en su sección de Gobernación y Fomento), oídos a los Ayuntamientos. 
Los proyectos se remiten al gobernador de la provincia para que sirvan de base al expediente 
sobre declaración de utilidad pública (art. 83) que deberá ser acordado por Real Decreto en 
Consejo de Ministros. La Ley de Ensanche de 1892 no ofrece a este respecto novedad alguna 
desde la concepción bifásica de los planes, si bien —desaparecida la Junta de Urbanización— 
establece la obligación de oír a la Real Academia de San Fernando previa la aprobación del 
proyecto de ensanche correspondiente.

V7 Ouvfras Samitier, «Poder municipal...», p, 89.
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de Primo de Rivera y la aprobación del Estatuto Municipal de 1924. 
en el que parece consagrarse parcialmente los anhelos de Cambó BS 
y los escepticismos de Canalejas 139 en cuanto a la definición de la

™ En el discurso pronunciado por don Francisco Cambó en la sesión del día 28 de octubre 
de 19U7 al discutir el proyectó de Ley sobre Régimen de la Administración Local de 3 do 
julio de 1907 (Diario de Sesiones de Cortes, Congreso de los Diputados, núm. 81, 29 de octubre 
de 1907. pp. 2129-2132, recopilados por Cqsculluelay Orduñq , op. cit, pp. 583, ss,), el diputado 
catalán critica la ambigua regulación del proyecto en el que no se determinan de forma clara 
las diferentes líneas divisorias entre la competencia municipal y provincial, y plantea también 
la necesidad de ia existencia de una nueva competencia, la regional. Con respecto a la primera 
consideración sus afirmaciones son claras: «Afirmo terminantemente que en el proyecto que. 
estamos discutiendo, tanto en su parte municipal como en su parte provincial, no se deslindan 
de nna manera precisa las funciones correspondientes al campo de acción de la provincia y 
las que corresponden al campo de acción del Estado El proyecto, señor Maura, tiene 
dos bases de una vaguedad absoluta,, él fijar las funciones que sé dejan a tos municipios y 
a las diputaciones, pues no se precisa la intervención que continuará teniendo el Estado en 
estas funciones. He citado al señor Presidente del Consejo de Ministros el caso de la instrucción 
pública en municipios y provincias, y podría citar, si no temiera abusar de vuestra paciencia, 
idénticos casos en obras públicas, en beneficiencia, en sanidad. En ninguno de estos servicios 
se establece en qué consiste la acción de los municipios y en qué consiste la acción del Estado, 
sino que se afirma que habrá intervención del Estado, del municipio, de la provincia, sin precisar 
—no me citará S. S una palabra que marque una línea divisoria— cuá! es la misión de estos 
órganos en cada uno de aquellos servicios».

139 El discurso pronunciado por José Canalejas en las sesiones de los días 5 y ó de noviembre 
de 1907 (Diario de Sesiones de Cortes, núm. 89, 6 de noviembre de 1907, pp. 2280-2285) muestra 
algunos puntos de vista coincidentes con la perspectiva de Cambó en cuanto a la indefinición 
de ja autonomía local y regional, si bien sus fundamentos son completamente diferentes en 
el sentido de que increpa á los presentes a descender a la realidad de ia España deJ momento 
en la que la autonomía local se propugna de municipios en los que tal vida local no existe 
por la precariedad de sus condiciones de vida, por la analfabetización generalizada y por la 
falta de recursos económicos para sustentar la defendida autonomía local a !a que se contraponen 
el nacimiento y la consolidación de las grandes urbes que fragmentan la realidad española en 
dos grandes mundos. Recogemos alguno de los fragmentos más interesantes del largo discurso 
que no tiene desperdicio:

«Para que hubiera autonomía municipal sería preciso que hubiera municipios. Yo pregunto: 
¿cuál es en la casi totalidad de la nación española el desenvolvimiento de la vida local? Estamos 
sujetos al espejismo de las grandes urbes, dándose el casó extraño de que los que pregonan 
la descentralización no, sean ¡os más centralistas Yo creo que no hubiera ahora en nuestro 
espíritu la gran preocupación del problema llamado catalán, si no hubiera conseguido Barcelona 
la extraordinaria amplitud que en este instante examino, ni mucho menos censuro, la extraor­
dinaria amplitud que goza y que comparte con 1.a capital de España (...) La gran ciudad con 
esa misma atracción sugestiva, con su poder y con su fuerza consigue, obtiene, logra, como 
en respuesta a sus constantes, a sus reiteradas demandas. Los municipios exiguos, los pobres 
aldeanos de Castilla, los labriegos del Norte, los cultivadores de Levante, ésos no consiguen 
sino aquellas expresiones, más o menos románticas, de alguna invocación retórica a ia coo­
peración, a la asociación, y tal cual beneficio dispensado a título gracioso por el Estado, en 
vísperas a elecciones o para elevar sobre e] pedestal a una personalidad política Esa vida 
local, limitada al territorio, limitada a la vecindad, no puede ser fuerza para nada, no puede 
servir de base para nada, sin embargo, la congestión, la apoplejía amenazadora del Estado 
no se evita sino derivando de su energía hacia grandes organismos». Continúa el discurso argu­
mentando que la vida local no es tal desde que la desamortización destruyó elementos fun­
damentales de la misma y por la carencia de los dos elementos fundamentales en ella, la cultura 
del ciudadano y la riqueza del país, achacando la falta de la segunda al problema tributario 
existente en los Ayuntamientos españoles que basan su economía en el impuesto de consumos,
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autonomía local mediante el logro de la tan ansiada autonomía local 
y la consiguiente municipalización del urbanismo, que se pone de refle­
jo en el Reglamento de Obras, Servicios y Bienes Municipales, cuyo 
art. 3 establece que «los Ayuntamientos deberán aprobar y en su caso 
ejecutar el oportuno proyecto de ensanche o extensión». La división 
en sectores o zonas de los planes de extensión o ensanche también 
corresponde al Ayuntamiento (art. 7), así como la expedición de licen­
cias (arts. 57,58 y 59). Si bien existe un control por parte de la Comisión 
sanitaria provincial respectiva, que mantiene el principio de tutela esta­
tal por la vía del control sanitario y en el que la aprobación definitiva 
de los planes supone un acto de fiscalización (art. 41).

De esta forma, con la aprobación del Estatuto Municipal se invirtió 
la situación vigente hasta entonces, adquiriendo esta problemática una 
sustantividad propia y específica del ámbito local, hasta el punto de 
afirmarse —como hemos señalado— el carácter exclusivo y obligatorio 
de la competencia municipal en el orden urbanístico 140.

Continuando en la misma línea del Estatuto Municipal, la Ley de 
Bases de 10 de julio de 1935 establece los principios rectores de la 
vida municipal y recoge, al igual que el Reglamento de Obras que 
desarrollaba el Estatuto Municipal, el principio básico de la autonomía 
local, con base a la consideración del municipio como Asociación natu­
ral con personalidad jurídica propia y plena capacidad jurídica dentro 
de los límites y requisitos exigidos por las leyes (Base Primera), esta­
bleciendo como obras y servicios de competencia municipal, entre 
otros, «los planos y policía de la urbanización, proyectos de alineación 
y ensanche, vías urbanas y rurales». El procedimiento de aprobación 
de los planes y proyectos continúa teniendo carácter bifásico 141.

afirmando, en este sentido, en ía misma dirección que Cambó, que «la dificultad del problema, 
aparte de la falta de realidad de la mayoría de los Municipios españoles, está en la oscuridad, 
en la indeterminación de la línea divisoria que ha de establecerse entre las funciones del Estado 
y la de los organismos locales»; sin embargo, se separa de) diputado catalán al afirmar, «lo 
verdaderamente alarmante es el ímpetu, la arrogancia invasora con que se manifiesta pujante 
y altivo ese movimiento regional» y reclamando la necesidad del restablecimiento de la soberanía 
del Estado. «Sin embargo, si hay algo que pueda salvar en España intereses morales, intereses 
materiales; si hay en la hora presente algún apoyo donde sentar el pie con firmeza para la 
recoTi.st¡tildón de la Patria eS, a mi juicio, la soberanía dé! Estada», sé oirían rumores ante 
estas afirmaciones, los mismos que se oirían en la actualidad, que más bien serían clamores 
y, a pesar de que asume que estas afirmaciones conducirán a que le tachen despectivamente 
de centralista, unitario y absorbente, mantiene que «el Ayuntamiento, sí lo hubiera, sería un 
órgano del Estado; Diputación provincial, si la hubiera, sería un órgano del Estado, la región, 
si existiese, sería un órgano del Estado. Por ésó, el deslinde entre las funciones administrativas 
y políticas de los Ayuntamientos es un deslinde absolutamente irrealizable porque se ha olvidado 
una idea capital, cual es el concepto de Derecho administrativo y de la Administración hace 
medio siglo (...) el Ayuntamiento tiene que ser un Órgano político y un órgano administrativo».

140 F. Fünseca Ferrandis, La liberatización.,., pp. 139-140.
1+1 La Base XV establece que corresponden al Ayuntamiento las facultades de tramitación, 

decisión y ejecución en todas las materias propias de la competencia municipal; en el ámbito
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La Ley de Régimen Local de 16 de diciembre de 1950 (articulación 
de la Ley de Bases de 17 de julio de 1945 reformada en 1953 y aprobada 
como Texto Articulado y Refundido de Régimen Local por Decreto 
de 24 de junio de 1955) continúa en la misma línea. Parte del reco­
nocimiento de los municipios como entidades naturales y la división 
del territorio español en provincias entendidas como división natural 
de carácter unitario para el ejercicio de la competencia del Gobierno 
nacional.

Como principales competencias municipales se recogen explícita­
mente (art. 101.2 LRL de 1955) «la gestión urbanística en general, 
saneamiento, reforma interior y ensanche de las poblaciones; vías públi­
cas, urbanas y rurales, alumbrado; viviendas; parques y jardines; campos 
de deportes», y se establecen como obligaciones municipales mínimas, 
entre otras, la pavimentación de las vías públicas, el fomento de la 
vivienda higiénica, el alumbrado público y el surtido de agua potable 
(art. 102 LRL de 1955), si bien la línea divisoria entre las competencias 
del Estado, la provincia o el municipio no son del todo claras, en el 
sentido de que el ejercicio de la competencia municipal en los servicios 
municipales no es obstáculo para la prestación de servicios análogos 
que las leyes atribuyan al Estado o a la provincia.

Por otra parte, la concepción bifásica del proceso de aprobación 
de los Planes de Ensanche, extensión y saneamiento sigue estando en 
vigor, pues una vez aprobados los proyectos por el Ayuntamiento nece­
sitarán la aprobación de la Comisión Provincial de Servicios Técnicos 
o de la Comisión Central de Urbanismo según se trate respectivamente 
de municipios de población inferior o superior a 50.000 habitantes.

Se reconoce la acción subsidiaria del Estado en aquellos casos en 
los que los municipios carezcan de personal técnico. Al igual que en 
su día se estableciera la obligación de elaboración de los planos geo­
métricos de las poblaciones, la Ley de Régimen Local establece la 
obligación de que los municipios debieran, en un plazo no superior 
a tres años, llevar a cabo la redacción y aprobación de un plan general 
de urbanización que abarcara todo el término municipal y previera 
la reforma, el ensanche, la higienización y embellecimiento de su aglo­
meración urbana, incluidas las superficies libres (art. 134 LRL de 1955).

Nos encontramos en la España de la posguerra: las necesidades 
de reurbanización y reconstrucción, así como las de realojamiento y 
acomodo a la ingente masa de población emigrada del campo a la

de las obras municipales {Base XVI), los proyectos de ensanche, saneamiento y urbanización 
necesitaran además el acuerdo favorable de Tas dos terceras partes de. concejales y la aprobación, 
en el orden técnico sanitario, de la Comisión sanitaria de la provincia en municipios de menos 
de 30.000 habitantes que no sean capitales de provincia y de la Comisión sanitaria central si 
se trata de cualquier otro municipio. El texto articulado de la Ley de Bases aprobado el 31 
de octubre del mismo ano desarrollaría estos preceptos.
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ciudad son esenciales durante este período. La instrumentación de una 
política de reconstrucción —del mismo modo que se haría en Francia 
mediante las Zonas de Urbanización Prioritaria (ZUP)—va a traspasar 
el ámbito de la competencia local y será el Estado el encargado de 
llevarla a cabo mediante la instrumentación de una política de vivienda 
fuertemente centralizada y que no se valdrá ni de la legislación de 
régimen local ni de la posterior legislación propiamente urbanística 
para llevarla a efecto.

Así pues, las verdaderas interferencias en el ámbito de la autonomía 
local descrito hasta el momento se producirán en principio no tanto 
de la mano de las leyes de régimen de suelo y ordenación urbana, 
sino más bien de la política y legislación de vivienda que actúa como 
un Corpus legislativo separado, pero con incidencia en el mismo y único 
territorio sobre el que recaen las leyes de régimen local y urbanísticas.

Los orígenes de este tipo de normativa los encontramos en las 
primeras regulaciones que, ante el fracaso de las Leyes de Ensanche 
como medio de obtención de viviendas para las ciases más pobres, 
pretenden dar alojamiento y generar el suelo necesario para dar cobijo 
a esta enorme masa social. Así, la Ley sobre Habitaciones Higiénicas 
y Baratas de 12 de junio de 1911, que era básicamente una ley de 
fomento a la construcción de este tipo de viviendas; posteriormente, 
la Ley de 10 de diciembre de 1921 ampliaría sus objetivos, puesto 
que plantea una política de vivienda ambiciosa no dirigida exclusiva­
mente a las clases favorecidas y que concebía a los municipios como 
órganos de gestión y programación urbanística de éstas 14i.

La Ley de 19 de abril de 1939 crea el Instituto Nacional de la 
Vivienda (INV); a partir de entonces, Lonseca 143 estima que la acti­
vidad administrativa en el sector, que comenzó siendo inicialmente 
de policía y fomento, fue asumiendo un protagonismo directo en la 
construcción de viviendas, en un primer momento con carácter excep­
cional pero progresivamente llegó a constituir un sistema de promoción 
de viviendas paralelo a la iniciativa privada; es lo que el profesor Para­
da denomina el «urbanismo para pobres»: se pasa, por tanto, de la 
concepción inicial de la, por el autor precitado, denominada «bene- 
ficiencia urbanística», a la conversión del Estado en agente urbanístico 142 143

142 Cfr. J. R. Parada Vázquez, Derecho Administrativo (Bienes públicos y Derecho urba­
nístico), p. 326. El surgimiento de la política de vivienda o el «urbanismo para pobres» es, 
en opinión del autor, una consecuencia de la concepción del sistema urbanístico liberal «concebido 
como urbanismo de calidad para satisfacer, preferentemente, las necesidades de vivienda de 
las clases altas y medias a través de la producción de solares en la medida que el mercado 
los demandase, no llegaba, sin embargo, a las necesidades de una población obrera marginada. 
Aunque a la larga el mercado mismo pudo haber resuelto este problema mediante un exceso 
de oferta de suelo con la obligación de edificar, la impaciencia provoca el surgimiento de la 
“beneficiencia” urbanística que consiste en la cesión pública de solares para construcción de 
viviendas a bajo coste».

143 Op. cit., p. 133.
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principal actuando al margen e incluso en contra de la programación 
y previsión de los planes generales de urbanización de los municipios.

A partir de este momento se suceden un conjunto de disposiciones 
legislativas tendentes a afianzar la posición del Estado como agente 
urbanístico y a desplazar, al mismo tiempo, las genumas competencias 
municipales en materia de urbanismo que la Ley de Régimen Local 
reconocía.

No existe, pues, acción conjunta, ni coordinada, sino acción impues­
ta que pasa por encima del incipiente surgimiento de la concepción 
del municipio como la sede natural en la que deben residir las com­
petencias urbanísticas que ponía de manifiesto no sólo las Leyes Regu­
ladoras del Régimen Local, sino también las normas reguladoras de 
la actividad urbanística, con carácter específico primero en las Leyes 
de Ordenación de los años cuarenta de las grandes ciudades de Madrid, 
Barcelona, Valencia y Bilbao y con carácter general posteriormente 
mediante la aprobación de la Ley de 12 de mayo de 1956 del Suelo 
y Ordenación Urbana 144. * 145

La creación del Ministerio de la Vivienda en 1957 ha sido fuer­
temente criticada tanto desde la perspectiva orgámco-funcional como 
desde el concreto ámbito de sus realizaciones prácticas .

En este sentido García de Enterría estima cómo esta labor legislativa permitió en la 
década de los años sesenta sacamos definitivamente del subdesanollo y en la que mas de cuatro 
millones de emigrantes rústicos se asentaron con razonable decoro en nuestras ciudades. Sin embar­
go la posibilidad de dar alojamiento a esta gran masa de población no se debe tanto a la Sabor 
legisladora urbanística sino más bien al crecimiento y desarrollo expansivo y omnicomprensivo 
de la política de vivienda dirigida desde el recientemente creado Ministerio de la Vivienda.

Enrique Gómez-Reino Carnota (dir.), «El Derecho Urbanístico español a la vista del 
siglo xxt», en Ordenamientos Urbanísticos. Valoración crítica y perfectivas de jutura 
Internacionales de Derecho Urbanístico, Santiago de ComposteJa, 2 y 3 de julio de 1998, Madrid,
Marcial Fons, Xunta de Galicia, 1998, p. 12.

145 González-Berenouer Urrutia (Gestión, financiación y control..., p. 144), por ejemplo, 
no deja títere con cabeza criticando duramente su denominación, pues va las palabras liay que 
darles un significado preciso, y más si de la atribución de uno u otro significado dependen 
unas consecuencias transcendentales para la comunidad. El legislador español dio al Ministerio 
que se creaba un nombre y este nombre tiene que significar algo. En el caso presente significa 
que existiendo a la sazón fenómenos sociológicos en los que la intervención administrativa 
ya entonces se manifestaba pujantísima, como son el urbanismo y concretamente el planeamiento, 
no se crevó conveniente aludir para nada a ellos, no obstante, su nueva importancia, al bautizar 
el nuevo Departamento». Por otra parte, continúa la crítica aludiendo a la distorsión que produjo 
la creación de este nuevo ente que duplicaba las competencias en el ámbito urbanístico y creaba 
una maraña compete,teial que afectaba al ámbito de la autonomía local que estamos tratando 
en el sentido de que «la función de planificar el suelo está íntimamente unida a.lasi mas pr «tinas 
funciones municipales y aun nos atreveríamos a afirmar que es la panera de ?
como todas las restantes fundones municipales continuaban sujetas a la tutela del antiguo Min . 
terio de la Gobernación, se siguió de aquí una doble tutela dañosísima para todos (...), de 
tal forma que se sucede una doble maraña de competencias que o son desobedecidas o s 
se obedecen paralizan literalmente la vida local. Y no se olvide que paralizar la vida local 
es paralizar a España».
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Con la creación, por otra parte, de las Comisiones Provinciales 
de Urbanismo se pone de manifiesto el carácter fuertemente centra- 
lizador del sistema o del modelo urbanístico español, en el sentido 
de que el control realizado por las mismas no sería de simple tutela 
o fiscalización —o, en definitiva, un control (que pudiéramos llamar 
de comprobación) de que los proyectos y planes aprobados por los 
municipios corran en paralelo con la política de Ordenación del Terri­
torio— que debía llevarse a cabo mediante la formulación y aprobación 
por el Estado de un Plan Nacional y de los Planes Directores Terri­
toriales de Coordinación; sin embargo, al no existir una ordenación 
del territorio como tal, el control y la fiscalización del Estado sobre 
la actuación planificadora municipal se transforma en un auténtico 
poder de sustitución discrecional de sus previsiones, atacando direc­
tamente el enarbolado principio de autonomía local.

La crítica de la doctrina generalizada a estos organismos tanto des­
de el punto de vista de su composición como de sus actuaciones prác­
ticas se vio refrendada por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, 
que estableció en este sentido la derogación del art. 212 de la Ley 
de Suelo de 1956, estableciendo que las Comisiones estaban despro­
vistas de la potestad de eliminar acuerdos municipales aunque éstos 
contradijeran el plan intentando poner remedio a las graves conse­
cuencias derivadas de las funciones que tanto la LS de 1956 como 
la Ley de Régimen Local de 1955 atribuían a las Comisiones y que, 
partiendo de la tradicional concepción de la actividad tutelar en la 
aprobación definitiva de los planes, pasó a llevar a cabo un control 
de los mismos en los que, excediéndose del mandato legal, recreaba 
los planes a su antojo 14ü.

Por otra parte, Fernández Rodríguez 147 estimó, sin embargo, que 
uno de los efectos que se produjeron tras la derogación del art. 212 
de la Ley de Suelo (que limitaba el control de los organismos de tutela 
al art. 171 de la Ley de la Jurisdicción a los casos de actuación sin 
licencia o al margen de las condiciones previstas en la otorgada, dejan­
do fuera las actuaciones amparadas por licencia contra plan) fue el 
embotamiento de las facultades de suspensión de los órganos de tutela, 
dejando inerme el planeamiento urbanístico cuyo eficaz control que­
daba en el aire, por lo que propugnaba la necesidad de dar más amplios 
horizontes a los órganos urbanísticos estatales cuya misión tutelar 
podría ser mejor cumplida si se orientaba al engranaje de las distintas 
piezas del planeamiento territorial, e incluso con las sectoriales, de 
tal forma que se pudiera incidir de forma efectiva en uno de los pro- 146 147

146 Ibidem, p. 152.
147 T. R, Fernández Rodríguez, «Las Diputaciones provinciales», en S. Martín-R ktubtiu n 

Baquer (dir.), Descentralización administrativa y organización política, t. 111, Madrid, Alfaguara, 
1973, pp. 544 ss.
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blemas más agudos del ordenamiento urbanístico, el del control del 
planeamiento.

La reforma de la Ley de Suelo y Ordenación Urbana de 1976 no 
supuso en este sentido un gran cambio en la mentalidad existente hasta 
el momento, si bien desde un punto de vista práctico la “'desmuni­
cipalización” del urbanismo parece un hecho consumado. La Cons­
titución de 1978, la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local 
de 1985, así como la Ley de Suelo de 1990 deberían afrontar el reto 
de devolver a sus cauces la autonomía municipal, de deslindar los lími­
tes competenciales, si bien esta vez con la aparición de un órgano 
de gobierno territorial intermedio entre el Estado y las colectividades 
locales: la Comunidad Autónoma; por tanto, el debate o la polémica
_en cuanto a la necesaria afirmación de la autonomía local en el
ámbito urbanístico— se traslada y la tensión se producirá entre las 
Entidades locales y las Comunidades Autónomas.

C) Las tensiones entre los Entes locales
y las Comunidades Autónomas

La Constitución de 1978 ampara el pleno reconocimiento del prin­
cipio de autonomía local que se produce de la mano de los arts. 137 
y 140. El desarrollo normativo a este respecto se produce de manos 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 
Local, que recoge los principios informadores de la autonomía local 
y que supone si no un freno, al menos una limitación más clara de 
su concepción, en el sentido de que desde la aprobación de la Cons­
titución y sin la existencia de unos criterios específicos de concreción 
competencial, el principio de autonomía local tendió a una autodc- 
finición que pasaba por un cerramiento cada vez mayor a la injerencia 
en asuntos locales de otras Administraciones que no fueran propia­
mente locales 14>i.

La jurisprudencia ha tenido a este respecto un papel fundamental 
en torno a la delimitación de estos conceptos; es más, el principio 
de autonomía local, a partir de los presupuestos generales de la Ley 
de Bases de Régimen Local ha sido una construcción jurisprudencial 
en cuanto a temas tan importantes para el urbanismo como el citado 
anteriormente del control del planeamiento urbanístico, íntimamente 
ligado al poder autonómico de sustitución por parte de las Comu- 148

148 FoNSECA Ferrandis (op. ai., p. 58) estima que, a partir de la aprobación de la Ley 
Reguladora de las Bases de Régimen Local, el principio de autonomía local no implica la inter­
vención de otra Administración en Sos asuntos locales, sino que se deben ponderar los intereses 
en presencia y en consecuencia determinar si se debe producir o no la intervención local y, 
en su caso, su alcance.
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nidades Autónomas ante la inacción de las Entidades locales mediante 
sus representantes 149 *.

Si la formulación de esta nueva concepción del principio de auto­
nomía local es completamente coherente con los principios emanados 
de la Constitución de 1978 y con el desarrollo que de los mismos 
lleva a cabo la LRBRL de 1985, existe un problema que no se debe 
olvidar y éste es que el control de las actuaciones de las Entidades 
locales por parte de las Comunidades Autónomas queda restringido 
a un control objetivo que en ningún caso pueda suponer un control 
de legalidad: todas las cuestiones polémicas que surjan a raíz de la 
aprobación de los planes de urbanismo, por ejemplo, que impliquen 
una evaluación de la legalidad de las actuaciones deberán resolverse 
en sede jurisdiccional y, conociendo como conocemos la lentitud de 
la justicia, los males que puedan inferirse de este tipo de actuaciones 
serán de difícil solución en el momento en el que se lleve a cabo 
ese control por parte de las instancias judiciales correspondientes, 
pues probablemente haya transcurrido un largo plazo de tiempo desde 
que se realizó la actuación y los remedios posibles (recaída sentencia 
judicial firme resolutoria del conflicto) no servirán la mayoría de las 
veces para volver a la situación física anterior existente al plantea­
miento del conflicto l5°.

149 Vid. al respecto M. Lora-Tamayo Vaij.vé. «Autonomía local y poder autonómico de 
sustitución {Comentarios a la STC 11/1999, de 11 de febrero, y aplicabilidad a estros preceptos 
de normativas autonómicas)», RDU, núm. 173, noviembre 1999, pp. 93 ss.

Así,, eon respecto ál primer caso, el control del planeamiento, a partir de la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 13 julio de 1990 se da entrada al nuevo concepto de autonomía local 
que trae causa de la Constitución de 1978 y según la cual la autoridad superior,, o sea, la 
Comunidad Autónoma, sólo puede controlar al respecta legítimamente los aspectos reglados 
del pian y en los discrecionales su control sé limitará al respeto del principió de interdicción 
de los poderes públicos.

En el mismo sentido, la Sentencia del Tribunal Constitucional 11/1999, de 11 de febrero, 
declara la inconstitucionalidad de parle de un precepto de la Ley 3/1987 de Disciplina Urbanística 
de Asturias, pues éste transgrede el ámbito propio del poder de sustitución de las Comunidades 
Autónomas a la autonomía local que no puede implicar en ningún caso un control de legalidad, 
sino una mera comprobación o constatación de hechos de carácter objetivo. Así, declara la 
incostjtucionalidad del precepto (art. 5, segundo inciso) en el que se permite a la Comunidad 
Autónoma mediante su consejero a paralizar las obras de una actuación cuya licencia esté incursa 
en nulidad de pleno derecho cuando el alcalde no baya dispuesto la paralización de las mismas 
de forma que se vulnerarían el principio de autonomía local establecido en los arts. 60, 65 
y 66 de la LRBRL.

1:50 Ibidem, p. 98.
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D) La tensión competencial entre el Estado 
y las Comunidades Autónomas

Decía el general De Gaulle en los inicios del proceso de descen­
tralización francesa que analizamos en páginas anteriores: «Nous ferons 
les regions sans défaire la Frunce» IM.

Pues si la influencia francesa —en todo nuestro ordenamiento jurí­
dico, no sólo en el urbanístico— es un hecho palpable, en este sentido 
parece que no se entendió bien lo que quería decir el general y se 
tomó la cita a la inversa, y más tras la Sentencia del Tribunal Cons­
titucional 61/1997, de 12 de marzo, en la que —como expresivamente 
destaca Fernández Rodríguez 152— se ha producido un simple y brutal 
desapoderamiento del Estado en esta materia con el que España se 
lia convertido en un Estado sin territorio, es decir, en una especie 
de Orden de Malta o, lo que es lo mismo, se ha producido la jibarización 
del Derecho urbanístico estatal al que se le niega el pan y la sal tras 
la STC 61/1997 de la que habla Parada 151 * i53.

La diferencia fundamental que existe entre ambos procesos des- 
centralizadores que hemos señalado reiteradamente es que el Estado 
francés en ningún momento admite la posibilidad del ejercicio de com­
petencias de carácter legislativo por parte ni de las regiones ni de las 
Entidades locales, de forma que en todo momento parece tener con­
trolado el proceso.

Pues bien, la Constitución de 1978 otorgaba la competencia exclu­
siva a las Comunidades Autónomas en materia de urbanismo y orde­
nación del territorio, lo cual implicaba, en principio la posibilidad de 
que éstas pudieran comenzar a ejercer competencias de carácter legis­
lativo en esta materia.. Sin embargo, y en contra de lo que se podía 
pensar a priori, las Comunidades Autónomas no iniciaron un proceso 
de legislación completa en materia urbanística, sino que legislaron 
sobre aspectos organizativos y parciales de la ordenación urbanística 154,

151 Sobre los inicios de la regionalización en Francia a partir de la Segunda Guerra Mundial 
y la perspectiva planificadora y la ordenación del territorio como presupuestos del regionalismo 
económico del que liemos extraído la cita de De Gaulle, vid. A. Risco Sai.vanova, «Regionalismo 
y planificación: la experiencia francesa», en S. Martín-Retortii.i.o Baouer (dir.), Descentra­
lización Administrativa y organización política, t. Til, Nuevas fórmulas y tendencias, Madrid, Alfa­
guara, 1973, pp. 19 a 118,

T. R. Fernández. Rodríguez, «El desconcertante presente y él imprevisible, y preocupante 
futuro del Derecho urbanístico español», Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 94, 
p. 198.

i*3 J. R. Parada Vázquez, Derecho Administrativo, t. III, 7.a ed., 1998, p. 365.
154 La normativa urbanística emanada de las Comunidades Autónomas cñ el periodo que 

abarca desde la aprobación de la Constitución hasta la aprobación de. la Ley 8/1990, de 25 
de julio, sobre reforma del Régimen Urbanístico y valoraciones de Suelo, y el posterior Texto 
Refundido de la Ley sobre Régimen de Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto
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continuaron con la aplicación de la Ley Preconstitucional de 1976 y 
asumieron —aunque con algunas reticencias de las que se derivó la 
Sentencia Constitucional 61/1997—- la reforma de la misma por la Ley 
8/1990 de Régimen de Suelo y Valoraciones y el Texto Refundido 
de la Ley del Suelo de 1992.

A partir de estas reticencias (que fueron producto más bien del 
ya habitual y tan perjudicial ejercicio de la oposición política mediante 
la interposición de recursos de inconstitucionalidad), diferentes Comu­
nidades Autónomas interpusieron recurso contra esta norma basando 
sus argumentos en motivos principalmente competenciales. El resul­
tado es de todos conocido: la STC 61/1997, de 20 de marzo, rompe, 
agrieta, resquebraja y hace estallar el ordenamiento urbanístico vigente 
hasta el momento, y lo hace en virtud de presupuestos de dudosa soli­
dez constitucional, como ha puesto de relieve la más destacada doc­
trina lx\

Legislativo 1/1992, de 26 de junio, es muy limitada y se reduce a las siguientes regulaciones 
parciales:

Andalucía: Decreto 215/1983, de 19 de octubre, sobre exacción y atribución de multas 
que imponga en materia de urbanismo la Junta de Andalucía.

Principado de Asturias: Decreto 52/1988, de 14 de abril, por el que se regulan la composición 
y funcionamiento de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio de Asturias; Ley 
3/1987, de 8 de abril, de Disciplina Urbanística. Casi simultáneamente con la aprobación de 
la Ley de Suelo 8/1990 se publica la Ley 6/1990, de 20 de diciembre, sobre edificación y usos 
en el medio rural.

Islas Baleares: Ley.8/1988, de 1 de junio, sobre edificios é. instalaciones fuera dé ordenación: 
Ley 10/1989, de 2 noviembre, de sustitución del Planeamiento Urbanístico Municipal.

Canarias: Ley 1/1987, de 13 de marzo, reguladora de los Planes Insulares de Ordenación; 
Ley 5/1987, de 7 de abril, sobre ordenación urbanística del suelo rústico; Ley 6/1987, de 7 
de abril, sobre sistemas de actuación de urbanización diferida; Ley 7/1990, de 14 de mayo, 
de Disciplina Urbanística y Territorial.

Castilla y León: Decretos 28/1983, de 30 de julio, y 90/1989, de 31 de mayo, sobre distribución 
de competencias en materia de urbanismo o urbanística.

Cataluña: Ley 3/1984, de 9 de enero, de Medidas de Adecuación del Ordenamiento Urba­
nístico de Cataluña.

Extremadura: Decreto 136/1989, de 5 de diciembre, por el que se regula la Comisión de 
Urbanismo de Extremadura.

Galicia: Ley 11/1985, de 22 de agosto, de adaptación de la I.ey de Suelo a Galicia.
Madrid: Decretos 69/1983 y 68/1983, de 311 de junio, sobre distribución de competencias 

en materia de ordenación del territorio y urbanismo entre órganos de la Comunidad Autónoma 
de Madrid y creación de la Comisión de Urbanismo y Medio Ambiente de Madrid.

Murcia: Ley 12/1986, de 20 de diciembre, de Medidas para la Protección de la Legalidad 
Urbanística en la Región de. Murcia.

Navarra: Ley Toral 6/1987, de 10 de abril, de Normas Urbanísticas para la Protección 
del Uso del Territorio; Ley Toral 7/1989, de 8 de junio, de Medidas de Intervención en Materia 
de Suelo y Vivienda.

País Vasco: Ley 9/1989, de 17 de noviembre, de Valoración de Suelo de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco.

135 Así, E. García dr Enterría, «El Derecho urbanístico español a ia vista del siglo xxi», 
en Ordena míenlos Urbanísticos..., op. cit, p. 13, se pregunta si ha estado justificada la ruptura 
radical del sistema sobre el que ha estado funcionando nuestro urbanismo durante cincuenta
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El mal ya está hecho, y las Comunidades Autónomas que carecían 
de un corpus urbanístico completo se han visto inmersas en un ace­
lerado proceso legislativo de variopintos resultados * 156 y de consecuen­
cias jurisprudenciales 157 dispares en cada Comunidad.

Posteriormente, la Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen de Suelo 
y Valoraciones, continuando en la línea de la Ley 7/1997, de Medidas 
Liberalizadoras en Materia de Suelo y Colegios Profesionales, hace 
especial hincapié en la necesidad de flexibilizar el mercado de suelo 
entendiendo que la medida más adecuada para llevarlo a efecto es 
el aumento de la oferta del suelo urbanizable y considerando esta clase

anos y responde que, «a mi juicio, no lo está, rotundamente, por el argumento central utilizado 
por la Sentencia dei Tribuna] Constitucional: que el Estado carece de título competencia! para 
dictar leyes con el carácter de Derecho supletorio del de las Comunidades Autónomas. Esta 
afirmación me parece, y lia parecido a toda la doctrina que ha comentado la Sentencia, insos­
tenible. Frente a la dicción expresa del arL 149.3 de la Constitución (“El derecho estatal será,, 
en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas”), la Sentencia razona 
como si esle precepto tuviera un valor transitorio, en tanto que las asambleas legislativas auto­
nómicas no se hubiesen habituado a dictar sus propias leyes».

Los comentarios a la Sentencia 61/1997 han sido quizás los más numerosos de cuantos 
se hayan hecho de pronunciamiento constitucional alguno y, en su mayoría, todos ellos son 
coincidentes en las apreciaciones anteriormente apuntadas; vid., entre otros, Actualidad Admi­
nistrativa, núm. 29, semana del 14 al 20 de julio de 1997; R. MendizAbal Allende, (dir.), «El 
Urbanismo tras la STC 61/1997, de 20 de marzo», en Revista de Derecho Urbanístico, curso 
sobre El Ordenamiento Urbanístico español después de la Sentencia del Tribunal Constitucional, 
mayo 1997, Universidad Carlos III de Madrid, Instituto Pascual Madoz de Territorio Urbanismo 
y Medio Ambiente, Jornada sobre el urbanismo tras la Sentencia del Tribunal Constitucional, 
Getafe, 16 de abril de 1997; I. L. González-Berencuer Urrutia, La Ley del Suelo después 
de la Sentencia del TC de 20 de marzo de 1997, Madrid, Civitas, Estudios de Derecho Urbanístico, 
1997, plantea, en el mismo sentido, que e! problema de la normativa sobre urbanismo en el 
Estado compuesto debe partir de una idea clave: en un estado autonómico tiene que haber 
un ordenamiento prevaiente destacando el hecho de que «en los Estadas compuestos europeos 
sucede que todos los miembros integrados pueden legislar sobre determinadas materias, entre 
ellas desde luego el urbanismo, pero no lo hacen. Se dedican a la ejecución» (p. 32).

156 Sobre el nuevo panorama de las legislaciones autonómicas en materia urbanística y 
de ordenación del territorio, vid. M. Lqra-Tamayo Vallvé, «Las nuevas legislaciones urbanísticas 
de las Comunidades Autónomas: una visión de conjunto», RAP, núm. 151, enero-abril 2Ó.D0, 
pp. 4U5 ss.

Ha sido este un aspecto algo menos estudiado que se deriva del carácter retroactivo 
dé, la anulación de lo& preceptos 'declarados inconstitucionales y las diferentes interpretaciones 
que de la misma están llevando a cabo los Tribunales Superiores de Justicia, que muestran, 
una vez más, uno de los principales errores, olvidos o despistes de la Sentencia, que no es 
otro que el no haber hecho uso de lá posibilidad que la Ley de] Tribunal Constitucional hace 
de modular los efectos de la sentencia para que, de este modo, si el mal era irremediable, 
y la declaración de. inconstitucionalidad de la mayor parte del TRLS 92 se hacía necesaria, 
al menos haber evitado las consecuencias de la aplicación plena de los efectos de las sentencias 
constitucionales, que no es otro que el de la cesación o anulación de los efectos desde el momento 
mismo de su publicación, es decir, con carácter retroactivo, o ex tune. De este modo, como 
el Alto Tribunal hizo en ocasiones anteriores (la Sentencia de la Renta es el caso paradigmático) 
se evitarían los dislates jurisprudenciales que los Tribunales Superiores de lusticia están llevando 
a cabo en un ejercicio de incomunicación y desintonía digno de destacar.

Vid. al respecto M. Lora-Tamayo Vallvé, «Dcsintonía jurisprudencial en torno a la apli­
cación de la STC 61/1997, de 20 de marzo», RDU, núm. 167, enero-febrero 1999, pp. 339 ss.
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de suelo como residual; todo el suelo que no sea urbano o que no 
esté sometido a una protección especial será, por tanto, urbanizable. 
Pero, a los efectos de la problemática que aquí analizamos, los aspectos 
más interesantes que conviene subrayar en cuanto a la definición o 
el establecimiento de los límites competenciales entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas es el hecho de que la ambigüedad, la laxitud 
de la Ley 6/1998 deja las manos libres a la actuación de las Comu­
nidades para dibujar su propio modelo urbanístico.

Así, desde la Exposición de Motivos de la Ley, la sumisión a los 
principios establecidos por la Sentencia 61/1997 es total15S.

Pero la declaración de principios de la Exposición de Motivos es, 
sin embargo, en cierto sentido imprecisa, irreal y capciosa. Por una 
parte, y en primer lugar, el legislador estatal no tiene competencias 
en materia de urbanismo y ordenación del territorio, si bien el abanico 
de competencias que le restan sería suficiente para poder legislar y 
regular un determinado modelo urbanístico, puesto que ¿no es el urba­
nismo y la ordenación del territorio en suma un conjunto de atribu­
ciones que pretenden determinar el futuro de las ciudades y de las 
zonas que deben preservarse del proceso urbanizador?

Pues bien, ese conjunto de atribuciones, que se canalizan de forma 
conjunta mediante el planeamiento urbanístico, no son otra cosa que 
disposiciones que regulan, de una parte, los bienes públicos que genera 
la actuación urbanizadora, las vías, las calles, que se asientan y alcanzan 
su sentido al integrarse en una red mayor, en una malla infraestructura! 
que es la que permite el movimiento en las grandes ciudades; es la 
obra pública de interés general.

De otra parte, es necesario recoger una serie de principios regu­
ladores de los efectos que en la propiedad privada tiene la generación 
del hecho urbano, y sobre todo la generación de bienes privados sus­
ceptibles de apropiación.

En un tercer momento es necesario introducir medidas que impi­
dan el desarrollo en determinadas zonas y que garanticen la salubridad 
de las zonas urbanizadas y urbanizables e impidan su desarrollo en 
las no urbanizables mediante medidas, sanitarias, higiénicas o 
medioambientales. 158

158 «El legislador estatal, que carece constitucionalmente de competencias en materia de 
urbanismo y de ordenación del territorio en sentido propio, no puede por sí solo afrontar la 
tarea indicada, a la que sólo puede aportar una solución parcial poniendo a contribución su 
indiscutible competencia para, como ha reconocido la citada sentencia del Tribunal Consti­
tucional, regular las condiciones básicas del ejercicio del derecho de propiedad del sucio en 
todo ci territorio nacional, así como regular otras materias que inciden en el urbanismo como 
son la expropiación forzosa, las valoraciones, la responsabilidad de las Administraciones Públicas 
o el procedimiento administrativo común. Por ello su obra reclama una continuación por parte 
de los legisladores de las diferentes Comunidades Autónomas, sin la cual la reforma que ahora 
se inicia quedaría incompleta».
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Todas estas atribuciones, concebidas e inmersas en un proceso de 
producción y generación de riqueza cuya unidad de mercado el Estado 
debe y puede garantizar, se traducen en competencias específicas y 
concretas que el art. 149.1 atribuye de forma exclusiva al Estado. De 
forma que el legislador, en la Ley 6/1998, podría haber incidido en 
muchos más aspectos que afectan al uso que del territorio se puedan 
hacer, y no centrarse en el esquema planteado por la Sentencia 61/1997, 
que articula casuísticamente los linderos competenciales en torno a 
lo que suponga la regulación de las condiciones básicas que garanticen 
la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y 
en el cumplimiento de los deberes constitucionales referidos al derecho 
de propiedad del suelo.

La competencia exclusiva en las obras públicas de interés general 
(art. 149.1.24.a), la legislación básica sobre protección del medio 
ambiente (art. 149.1.23.a), la defensa del patrimonio cultural, artístico 
y monumental (art. 149.1.28.a), los ferrocarriles y transportes terrestres 
que transcurren por el territorio de más de una Comunidad Autónoma 
(art. 149.1.21.a) y, en definitiva, las bases y coordinación de la pla­
nificación general de la actividad económica (art. 149.1.13.a) hubieran 
permitido la construcción de una ley mucho más completa, más clara 
y armonizadora que no se limitara a enunciados generales y remisiones 
a «la legislación urbanística aplicable», de forma que ésta no se erigiera 
en un instrumento al que las leyes urbanísticas de las Comunidades 
Autónomas se deban adaptar, sino que de su regulación parece des­
prenderse que es la ley estatal la que pretende adaptarse a las distintas 
normativas ya completas preexistentes, de forma que el legislador esta­
tal lo único que hace es dar cobijo a todas ellas sin apenas regular 
o imponer condición básica alguna.

Esta afirmación es fácilmente constatable en muchos de los pre­
ceptos de la Ley 6/1998. Desde la clasificación del suelo, que parecía 
una de las grandes novedades liberalizadoras de la nueva norma (en 
la que, de una parte, se admite la posibilidad de que cada norma auto­
nómica denomine a cada clase de suelo de la forma que estime con­
veniente de ahí que el art. 7 establezca que el suelo se clasifica en 
urbano, urbanizable y no urbanizable «o clases equivalentes reguladas 
por la legislación urbanística»). Hasta el lento proceso de adaptación 
a esta nueva normativa que las disposiciones transitorias prevén, puesto 
que todos aquellos planes aprobados no cambiarán su clasificación al 
nuevo régimen hasta su siguiente revisión (Disposición transitoria 
segunda), o la posibilidad que para los territorios insulares se establece 
de poder establecer criterios complementarios para clasificar los suelos 
no urbanizables y urbanizables teniendo en cuenta que la delimitación 
del derecho de propiedad del suelo se condiciona por la peculiaridad 
del hecho insular, su limitada capacidad de desarrollo territorial y la 
necesidad de compatibilizar una suficiente oferta de suelo urbanizable
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con la protección y preservación de los elementos esenciales del terri­
torio (Disposición adicional cuarta).

La determinación de la cesión del aprovechamiento urbanístico 
a la Administración es igualmente modulable, esta vez por imperativo 
del Tribunal Constitucional, aunque la modulación del 0 al 10 por 
100 no tiene tanta relevancia desde el punto de vista de la garantía 
de las condiciones básicas del derecho de propiedad como el hecho 
de que ese quantum oscilante pueda ser calculado en función de dife­
rentes métodos a través de los cuales se determine el aprovechamiento 
lucrativo en un determinado ámbito de desarrollo.

Tampoco establece unos mínimos en cuanto al proceso que debe 
seguirse en la aprobación del planeamiento urbanístico ni el contenido, 
la tramitación y las determinaciones necesarias para la transformación 
del sucio, pues serán las Comunidades Autónomas las que a través 
de la legislación urbanística regularán la tramitación, determinación 
y contenido de la documentación necesaria para proceder a la trans­
formación del suelo, así como la regulación del derecho de consulta 
a las Administraciones competentes sobre los criterios y previsiones 
de ordenación urbanística (art. 16,2).

Únicamente rompe con uno de los principios claves en el control 
del urbanismo concertado como era el hecho de que la aprobación 
de los proyectos a realizar en suelo urbanizable no programado debería 
adjudicarse mediante concurso, que es suprimida en la Disposición 
adicional primera, de modo que se abre paso a nuevas formas de eje­
cución del planeamiento, que no aparecen reguladas en la Ley, y no 
pueden serlo, aunque se intuyen.

É) Perspectivas de futuro. Un Estado creador y financiador 
de plusvalías urbanísticas sin poder de decisión. 
Necesidad de valoraciones políticas

El nuevo panorama del ordenamiento urbanístico español ofrece 
un conjunto de incoherencias e imprecisiones que es necesario destacar 
y que nos conducirán a un intento de apuntar los medios estatales 
existentes o por crear para intentar reconducir la diáspora legislativa 
que a partir de la STC 61/1997, de 20 de marzo, y de la mano de 
la Ley 6/1998 y de las distintas leyes autonómicas se está producien­
do 159.

Sobre ios nuevos ordenamientos urbanísticos desde la STC 61/1997 y la Ley O-199% 
de Régimen de Suelo y Valoraciones, vid, al respecto J. L. Gonzai.ez>Berenguer Urrutia, 
Reflexiones sobre el urbanismo. Y la ciencia. La política. El tiempo. El dinero, Madrid, Montecoivo, 
2001; R. Estévez Goytre, Manual de Derecho urbanístico. Tras la Ley 6/199H, de 13 de abril, 
sobre Régimen de Sudo y Valoraciones. Doctrina, legislación y jurisprudencia (edición revisada
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Lo que se pretende mostrar en este epígrafe es la necesidad de 
que los tres niveles de Administración territorial existentes son nece­
sarios, sobre todo cuando el tema que abordamos es el futuro del 
territorio mismo; de ahí que el aparente desapoderamiento del Estado 
con respecto a las Comunidades Autónomas en el ámbito legislativo 
y ejecutivo sea, a mi modo de ver, uno de los mayores ejercicios de 
cinismo realizados en el marco jurídico de un Estado compuesto.

La necesidad de reconducción de la lucha competencial en el urba­
nismo y la ordenación del territorio hacia posturas menos beligerantes 
y que promuevan los criterios de coordinación, cooperación y cola­
boración no sólo en este ámbito (aunque sí especialmente), sino en 
el establecimiento de estos principios como exigióles, tanto al poder 
central como a los poderes autonómicos, ha sido planteada recien­
temente por la doctrina desde diversas perspectivas.

De una parte, Fonseca le0, al distinguir —como vimos en páginas 
anteriores— entre la esfera sustantiva y organizativa del urbanismo, 
entiende respecto de la primera que no existe conexión entre la pro­
yección física de las políticas de las Administraciones del Estado y la 
formalización y definición de la política territorial por parte de las Comu­
nidades Autónomas, fenómeno igualmente predicable en el caso de 
la presencia de las Entidades locales y que hace necesario un acuerdo 
de voluntades previo a una fase de negociación lfil.

Acuerdo de voluntades, trámite de negociación, fase previa: estas 
posibilidades certeramente apuntadas es cierto que son necesarias, pero 
no sólo desde el punto de vista material o sustantivo. La existencia 
de acuerdos y negociaciones requiere la delimitación de unas coor­
denadas que trasladen el conflicto del ámbito propiamente sustantivo 
y material al organizativo que implica la determinación de una serie 
de reglas de rango legal que articulen las negociaciones, los acuerdos 
de voluntades y las fases previas que sean necesarias; aunque no se * 160 161

y adaptada al Real Decreto-Ley 4/2000), 2. - ed„ Granada, 2001; T. Quintana López (coord.), 
i. J. Diez Sánchez, D. Fernández de Gatia Sánchez, J. R. Fernández Torres, M. FufiftTES 
López, S. González-Varas Ibáñez, I. Lasaqabaster Herrarte, L. Tolivar Alas y L, A, Balles­
teros Mofea, Derecho urbanístico estatal y autonómico, Valencia, 2001.

160 F. Fonseca Ferrandis, La liberalización..., p. 46.
161 Recordemos que los autores llevan a cabo esta afirmación en referencia a la necesaria 

articulación o conexión entre lo que deben ser políticas diferenciadas de Urbanismo y Ordenación 
dei Territorio y las iniciativas necesarias que proponen son planteadas desde esta perspectiva, 
en el sentido de que estiman que «la resolución del conflicto no seguirá siendo adoptada desde 
una perspectiva meramente formal, sino sustantiva en el sentido de exigir de todas las Admi­
nistraciones presentes un acuerdo de voluntades que satisfaga el interés público en presencia 
y, por tanto, acorde con el orden constitucional. Desde esta perspectiva, la exigencia o previsión 
legal de un trámite, de negociación entre todas las Administraciones Públicas en presencia y 
en una fase previa resulta capital (...) sólo si existe tal negociación y, por tanto, la explicitación 
por cada Administración de las razones que sustentan sus respectivas posiciones es posible resolver 
el conflicto, evitando la intervención del poder judicial»:.
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haya hecho excesivo uso de ellas en nuestro ordenamiento, ya existían 
previsiones que permiten garantizar los parámetros entre los cuales 
se desarrolle la necesaria coordinación entre Administraciones: leyes 
de armonización 162 163 y conferencias intersectoriales m.

González-Berenguer es, en este sentido, más claro y crítico que 
los autores precitados, en el sentido de que apela al principio de cohe­
rencia para garantizar la unidad del ordenamiento urbanístico espa­
ñol I64.

Pero es aquí donde entra en juego la valoración política de la inter­
pretación del urbanismo en clave histórica, pero no de historia urbana 
sino de historia constitucional. El Estado federal se crea con un deseo 
de cada uno de los Estados de formar parte de una unión superior, 
diferente y única; el Estado autonómico es creado para reconocer las 
nacionalidades, e insta implícitamente a su desintegración; ésa es la

lfi" Como resume L. Martín Rebollo, Leyes administrativas, Pamplona, Aranzadi, edición 
actualizada septiembre de 1997, p. 107: «En paralelo a los Pactos autonómicos de 1981 se 
empezó tramitar un proyecto de Ley que dio lugar a una dura controversia: la llamada LOAPA 
(Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico), que finalmente fue declarada incons­
titucional por STC 76/19S3, de 5 de agosto. Sus restos, esto es, lo que el TC no anuló, constituyen 
la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico, desprovista ya de su carácter orgánico 
y armonizador. El propósito principal de esa Ley era .aclarar y explicitar ¡os datos constitucionales, 
interpretando, sobre todo, el juego competencia] que podía derivarse del texto fundamental. 
El Tribunal Constitucional, al anular algunos de. sus preceptos, Señaló que no cabe duda que 
una Ley “interprete” la Constitución, pues esa tarea sólo le corresponde al propio Tribunal. 
En.función de ello en adelante esa interpretación de la Constitución pivotó, caso por caso, 
sobre la doctrina del Tribunal Constitucional».

163 L. Martín Rebollo, op. di., p, 108, pone de relieve cómo las conferencias interséetoriales 
se encuadran en la pretensión de profundizar en el título VIII de la Constitución e impulsar 
la cooperación de las Comunidades Autónomas y el Estado, para lo cual los Pactos autonómicos 
celebrados entre el Gobierno del PSOE y el partido en la oposición en aquel momento, que 
tenían como principal finalidad llevar a cabo la ampliación competcncial, contemplaban las 
Conferencias Intersectoriales que ya habían sido reguladas de forma genérica en la Ley 12/1983, 
de 14 de octubre, del proceso autonómico y cuya regulación más completa se llevó a cabo 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, que se regulan como foros de encuentro formalizados 
y especializados por materias entre los representantes del Estado y de las Comunidades Autó­
nomas al máximo nivel (ministros y consejeros), es decir, órganos consultivos de participación 
y trabajo para posibilitar la articulación de políticas conjuntas y programaciones comunes, inter­
cambiar información, evaluar y fijar criterios, y para pactar ciertas decisiones; todo ello sin 
perjuicio de las relaciones bilaterales en asuntos específicos o cuando no puedan resolverse 
en relaciones multilaterales.

lf1 Defiende la necesidad de «ir a un urbanismo de ejecución, como el alemán o el austríaco, 
y encomendar a las Comunidades Autónomas mucha más actividad administrativa que la que 
ahora desempeñan, pero llevada a cabo según las normas más uniformes posibles (es decir, 
según las mismas normas, las. emanadas dej poder central)», siendo a su juicio tos principales 
problemas a los que se debe enfrentar la actual configuración de nuestro Estado compuesto 
el de la necesidad dé salváguardar a toda costa el principio de. coherencia y, de otra, la salvaguarda 
del principio de igualdad.

J. L. GoNZALEz-BERENQlJER^RRU'tiA, La Ley del Suelo después de la Sentencia del Tribunal 
Constitudona! de 20 de marzo de 1997, Madrid, Civitas, Estudios de Derecho urbanístico, 1997, 
pp. 29 ss.
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clave constitucional bajo la cual hay que observar la evolución legis­
lativa. A lo que se pueden añadir dos factores fundamentales más:

Por una parte, el Alto Tribunal —que debe velar por la salvaguarda 
de los intereses y principios constitucionales— es el principal instigador 
de esta atomización; es entonces cuando entendemos las leyes mie­
dosas, precavidas, vacías; las recientes sentencias, no sólo en materia 
de urbanismo (STC 61/1997), y la Sentencia sobre transportes (STC 
118/1996), lo ponen de relieve.

De otra parte, las medidas y competencias previstas en la Cons­
titución que permiten al poder central imponerse sobre el resto de 
poderes autonómicos (la reserva última de la cláusula de interés gene­
ral) sólo pueden ser efectivas en un marco político en el que el Gobier­
no ostente la mayoría suficiente que permita la aprobación de este 
tipo de iniciativas por la mayoría absoluta del Senado. Pues bien, la 
mayoría absoluta ejercida por el PSOE coincidió con un momento 
en el que las Comunidades Autónomas, todavía en formación, no eran 
conscientes de las posibilidades que las competencias que se les iba 
atribuyendo podían suponer y, si lo eran, el control político del mismo 
partido en la mayor parte de ellas impedía su ejercicio, de forma que 
en muchas ocasiones las Comunidades Autónomas que ejercían de 
hecho sus competencias legislativas parecían hacerlo como un modo 
de ejercer la oposición política, de la misma manera que posterior­
mente utilizarían el recurso de inconstitucionalidad para estos fines.

Pero, en la actualidad, y transcurridos más de veinte años desde 
la aprobación de la Constitución, la amplia concepción del modelo 
de Estado ha conducido a una situación que podemos calificar de insos­
tenible y en el que se hace necesario replantear, sin dramatismos, una 
cierta vuelta atrás que permita apreciar la existencia de un mínimo 
común denominador efectivo, frente al actual modelo urbanístico de 
fachada en el que caben diecisiete vecinos que se rigen por sus propias 
normas. Y si este paso atrás supone la necesidad de una reforma cons­
titucional que delimite y ponga claras las reglas del juego, no veo pro­
blema jurídico alguno para llevarla a efecto, otra cosa es que no sea 
políticamente correcto .

Pero es que, además, y esto quizá sea lo más sangrante, el Estado 
carece de competencias legislativas en materia de urbanismo y orde- 163

163 T. R. Fernández Rodríguez (¡El desconcertante presente y el imprevisible y preócupatríe 
futuro del Derecho ítrbnnUtico español, up. cit., p. 198). afirma que «el Estado tiene muchas 
cosas que decir sobre él territorio, porque tiene, muchas cosas que hacer en él y :esas cosas 
que tiene que hacer Ordenan materialmente se quiera o no. se, quiera, Guando; efectivamente, 
las hace, el territorio ai que.-afeétan* y, por ello, propone como una de las soluciones posibles 
la reintroducción del Plan Nacional de Urbanismo, ya que «el sistema autonómico aboca a 
una pérdida de la inevitable visión del conjunto de un territorio, el peninsular que es un continuo 
que no entiende de fronteras artificiales, administrativas y políticas, y que reclama una visión 
y un tratamiento global para la propia efectividad de. la ordenación, de los distintos territorios; 
particulares».
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nación del territorio; las Comunidades Autónomas crean su nuevo 
ordenamiento urbanístico, pero en el momento de llevar a cabo su 
ejecución se necesitan recursos, se necesita financiar la obra urbani­
zados para crear plusvalías, y es aquí cuando las Comunidades Autó­
nomas pierden el orgullo, olvidan los rencores competenciales —-ya 
superados por el apoyo dei Tribunal Constitucional— y acuden a al 
Estado como hijos pródigos a solicitar ayuda económica que mate­
rializan mediante convenios urbanísticos. 166

El Estado es además uno de los principales generadores de plus­
valías urbanísticas, al menos en el ámbito de las grandes entidades 
metropolitanas, puesto que la planificación y la generación de las gran­
des redes de infraestruturas viarias, las autovías de circunvalación (he­
rederas de Jas vías de ronda) son las que implícitamente están deter­
minado el desarrollo del futuro de la gran metrópoli que va rellenando 
los vacíos creados por este tipo de vías normalmente circulares.

Si estamos en la era de la comunicación, del movimiento, el valor 
del suelo será proporcional en la mayor parte de los casos al grado 
de interrelación que el suelo tenga con el resto de la misma; es éste 
un hecho innegable, y el Estado tiene mucho que decir al respecto 167.

Si bien es cierto que en este sentido parece que desde el punto 
de vista de la financiación de los sistemas generales se está procediendo 
a una ampliación de las posibilidades de repercusión directa de la finan­
ciación de los mismos a los principales beneficiarios de las mismas, 
los propietarios o el urbanizador que esté llevando a cabo la obra 
o el proyecto que se beneficia de forma más directa del sistema. En 
esta línea se muestran los preceptos de la Ley 6/1998 que permiten 
trasladar el peso de la financiación y ejecución de la conexión con 160

160 Sirva de botón de muestra el Convenio de la Comunidad de Madrid y el Ayuntamiento 
de Madrid de fecha 6 de noviembre de 1996, así como el Convenio del Ministerio de Fomento 
y la Comunidad de Madrid de fecha 20 de diciembre de 1996 para la rehabilitación de! patrimonio 
edificado residencial y urbano, en el que para el área del eje de la calle Mayor la inversión 
se distribuye del siguiente modo (en pesetas).

Inversión pública:
Ministerio de Fomento: 792.500.000.
Comunidad de Madrid: 436.000.000.
Ayuntamiento de Madrid: 555.500.000,
Inversión privada: 396.000.000.
"’7 Un ejemplo claro de la posición que aquí se defiende —el de las infraestructuras como 

generadoras de plusvalías y e! hecho de que las autovías de circunvalación van marcando los 
límites del crecimiento urbano— es el caso de la madrileña M-30, actualmente completamcnle 
incorporada dentro de la trama urbana, que actúa como límite o frontera de la almendra central 
madrileña y que está en proceso de ser transferida su titularidad al Ayuntamiento de Madrid, 
si bien —y éste es el punto que se debe destacar el Ministerio de Fomento antes de llevar 
a cabo el cambio de titularidad— se compromete a arreglar los puentes existentes en la misma 
y sobre todo a llevar a cabo la supresión de semáforos y, por tanto, el soterramiento de las 
vías en la avenida de la Ilustración. Otra muestra más del estado financiado!". Fuente: ABC 
Madrid, 17 de marzo de 2000, p. 8.
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los sistemas generales y la ampliación o refuerzo de dichos sistemas 
requeridos por la dimensión y densidad de la misma y las intensidades 
de uso que ésta genere, de conformidad con los requisitos y condiciones 
que establezca el planeamiento general 1

El Estado aumenta el valor del suelo mediante una política de 
infraestructuras; sin embargo, la posibilidad de la equidistribución de 
los beneficios y cargas derivados de la actividad urbanística se mueven 
en un campo competencial diferente del que las genera, de forma que, 
aun existiendo relación y conexión física entre ambas —cuestión que 
venimos demostrando—, no existen mecanismos jurídicos articulados 
por el Estado (que es el generador de las mismas) que coordinen las 
actuaciones, de forma que los beneficios o las plusvalías generadas 
por la creación de un sistema general no repercuten de forma directa 
en el creador de las mismas.

Se hace precisa, en definitiva, la armonización que ponga claras 
las reglas de juego que permita extraer la esencia de un ordenamiento 
jurídico de! que se pregona una falsa unidad, armonización que no 
haga al Estado avergonzarse de serlo, pues el trasfondo de toda esta 
polémica es el mismo al que hacía referencia Canalejas 168 169 en su dis­

168 En este sentido, en prensa apareció publicada como noticia el hecho de que los pro­
pietarios del suelo del denominado ensanche de Vallecas, que jurídicamente es un Plan de 
Actuación Urbanística, estuvieran obligados a costear parte de las obras de prolongación dé 
la línea de metro que llegará hasta él. Pues bien, éste es uno de los supuestos subsumiblcs 
en el art. 18.3 a los que se refiere la Ley 6/1998, de 13 de abril. El titular, publicado en el 
diario La Razón de viernes 4 de junio de 1999, decía; «Lós propietarios del suelo tendrán 
que financiar el Metro de “nuevo Vallecas". La Comunidad aprueba otra ampliación del subur­
bano, aunque exige dinero privado». Y continúa dando las siguiente explicación; «El ensanche 
de Vallecas, un nuevo barrio en el que vivirán ÍÓO.OOÚ personas, tendrá finalmente red de 
Metro. El Gobierno regional construirá tres nuevas estaciones de ia Línea 1, pero sólo pagará 
el 60 por 100 de lo que cueste. El resto deberá salir de los dueños del suelo que, si quieren 
construir sus pisos, tendrán que pagar una infraestructura que hasta ahora se financiaba exclu­
sivamente de los presupuestos regionales. El acuerdo fue aprobado ayer, a diez días de las 
elecciones, aunque en el Ejecutivo niegan que sea una medida “electoralista”.

IS? Vid. el discurso completo en Legislación sobre Administración Local 1900-1975, preparada 
y comentada por Caseta lucia Montanrr y Orduña Rebollo, Instituto de Estudios de Admi­
nistración Local, t. X, Madrid, 1981, pp. 595 ss.: «Lo que observo es un estado de mentalidad 
contrapuesto a otro estado de mentalidad, y que influye, que predomina, que avasalla al resto 
de la Nación Mentalidad qne acusa de deficiente, de inepto al Estado, Olvidando que 
al deprimir al Estado, quiérase o no, se deprime la Nación. (...) Estado de mentalidad que 
suscita la contemplación, la esperanza, la expectación de grandes resortes de vida más sospechados 
que reales

Claro está que tenemos todos gran culpa en el menoscabo que sufre el Estado (...) el 
Estado titubeante, el Estado vacilante, el Estado temeroso, el Estado cobarde para toda acción 
y toda energía.

De modo que somos nosotros los hombres que fomentamos la centralización, de que injus­
tamente se nos acusa, los hombres que debilitamos al Estado con nuesLros temores pueriles. 
Sin embargo, si hay algo que pueda salvar en España los intereses morales, intereses materiales; 
si hay en la hora presente algún apoyo donde sentar el pie con firmeza para ia reconstitución 
de la Patria, es, a mi juicio, la soberanía del Estada, no como mera afirmación abstracta sino
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curso sobre el proyecto de Ley de Régimen Local de 1907, un Estado 
titubeante, vacilante y temeroso, que parece avergonzarse de serlo.

Por otra parte, las recientes medidas tomadas por el legislador 
estatal, como el Real Decreto-Ley 4/2000 !7°, de 23 de junio, de Medi­
das Urgentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y de trans­
portes, muestran cómo el Estado parece haber renunciado casi com­
pletamente a esta labor de coordinación y armonización y recatada­
mente centra su intervención legisladora en el cumplimienbto de obje­
tivos económicos que corrijan las rigideces del mercado inmobiliario 
y la escasez del suelo urbanizable.

2. DE LA CONCESIÓN FERROVIARIA “CERDL4NA "
A LOS PROGRAMAS DE ACTUACIONES INTEGRADAS 
EL URBANISMO CONCESIONAL EN ESPAÑA

Como hemos puesto de relieve en páginas anteriores, la propiedad 
privada parece inescindible del proceso urbanizador y edificatorio que 
pueda realizarse sobre ella en nuestro ordenamiento jurídico, de forma 
que la ejecución del planeamiento mediante el sistema de compen­
sación y el proceso de equidistribución de beneficios y cargas entre 
los propietarios del suelo afectados por una determinada actuación 
urbanística han supuesto hasta momentos muy recientes el modo de 
actuación característico inserto en un rígido sistema de planeamiento 
que contribuía a encarecer y ralentizar el precio del producto final 
inmobiliario.

Tejedor Bíelsa 171 afirma, en este sentido, cómo el urbanismo espa­
ñol ha estado siempre condicionado por dos factores: uno socioeco­
nómico y otro jurídico.

como concepto general en todas partes y en todos los tiempos. A restaurar el vigor y la energía 
del Estado deben tender todos nuestros esfuerzos. Pero sale al paso, ¡ya lo creo!, la objeción 
inmediata: ¡centralista!, ¡unitario!, ¡absorbente! ¿Qué es eso? Hablemos claro y entendámonos. 
Centralismo, señores, es frase de la que usamos y abusamos con frecuencia, porque hay aquí 
para Ocultar las inmensas dificultades, que aun en las inteligencias más elevadas suscita este, 
problema, el cómodo refugio de Jas palabras».

1711 Sobre los efectos del Real Decreto-lcy de medidas liberal izadoras 4/2000, vid. al respecto 
M. Loha-Tamayo Vallvé, «Medidas liberalizadoras en el sector inmobiliario: efectos directos 
y contramedidas en la legislación de las Comunidades Autónomas», RAF.

1,1 J. C. Tejedor Hiklsa, Propiedad, Equidistribución y Urbanismo. Hacia un nuevo modelo 
urbanístico, Pamplona, Aranzadi, 1998, p. 141: «Uno, socioeconómico que no es otro que el 
alto precio de ¡a vivienda y la imprescindible acción de los poderes públicos, para facilitar a 
los ciudadanos el acceso a la misma y,, el otro, jurídico, la incidencia del derecho urbanístico, 
del desarrollo urbano mismo, sobre el derecho de propiedad, resuelta tradicionalmente en nuestro 
ordenamiento urbanístico mediante un modelo equidistributivo. Estos dos factores explican la 
evolución legislativa del derecho urbanístico que ha sido en España siempre un derecho de 
expansión urbana, de producción en masa de suelo edificable equipado para saturar un supuesto 
mercado y hacer descender los precios del mismo y de la vivienda, y un derecho equidistributivo,
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El factor socioeconómico al que hace referencia el autor citado, 
es decir, el problema de la vivienda y la dificultad de acceso a ella, 
es algo común en la mayor parte de los modelos urbanísticos con­
tinentales; es la peculiaridad del segundo factor, el jurídico, la que 
diferencia sustancialmente el ordenamiento urbanístico español del res­
to de los modelos europeos.

Sin embargo, y como hemos querido destacar en varios puntos 
de este trabajo, el modelo español no es completamente ajeno a téc­
nicas de gestión y ejecución del planeamiento que permiten la des­
vinculación del derecho de propiedad del derecho a urbanizar, técnicas 
que pretenden un cierto desapoderamiento del propietario del suelo 
en el proceso urbanizador y edificatorio.

El epígrafe siguiente pretende, por tanto, ofrecer una línea evo­
lutiva de este tipo de técnicas de gestión y ejecución del planeamiento 
para poner en evidencia cómo el agotado y desgastado modelo urba­
nístico español pretende romper el círculo vicioso en el que: estaba 
inmerso mediante la introducción de agentes o actores urbanísticos 
que actúen a modo de concesionarios süi generis, articulando una forma 
de entender la función pública urbanística que no podemos considerar 
como totalmente nueva sino que desarrolla o explota con mayor o 
menor agudeza recursos y técnicas ya existentes en nuestro ordena­
miento.

2.1, El urbanismo concesional cerdiairo

Los primeros modelos de gestión y ejecución concesional surgen 
en España, como pusimos de relieve en páginas anteriores, de la apor­
tación doctrinal de Ildefonso Cerda y su implementación normativa 
en las Leyes de Expropiación Forzosa de 1879 y la Ley de Saneamiento, 
Mejora y Ensanche Interior de las Poblaciones de 1895 y su posterior 
asunción por el Reglamento de Bienes y Servicios del Estatuto Muni­
cipal de 1924 m. * 111

que disciplina el reparto de beneficios y cargas derivados dd desarrollo urbano, en la creencia 
de que la única manera de satisfacerlos intereses públicos exigidos por éste es la previa satisfacción 
de los privados de los propietarios. La equidistribución es la clave del mismo: equidistribución 
interna entre los propietarios de los beneficios y las cargas para hacer posible la equidistribución 
externa entre el conjunto de los propietarios beneficiados por el desarrollo urbano y la comunidad. 
Los constantes intentos por apurar el modelo hasta sus últimas consecuencias lo han hecho 
quebrar al enfrentarlo con el derecho de propiedad».

111 Nos remitimos a ellas para la descripción de los modelos concesionales previstos en 
la Ley de Expropiación Forzosa de 1879, la Ley de Saneamiento Ensanche y Mejora Interior 
de las Poblaciones de 1895 y el Reglamento de Obras, Bienes y Servicios Municipales de 1924, 
en la que se hace referencia a la sistemática reguladora de las mismas, los modos de actuación 
previstos y a los solapamientos normativos existentes entre estas normas y las de ensanche 
de poblaciones.
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El modelo concesional que propone Cerda se basa, de una parte, 
en la necesidad de la actuación mediante concesionario, exigiendo que 
sea una empresa concesionaria la que lleve a cabo la actuación urba- 
nizadora, pues la Administración nunca ba sido buena gestora. Sos­
tiene, siguiendo el modelo francés, la expropiación de zonas laterales, 
de forma que —concediendo la facultad de expropiar por zonas late­
rales y mediante las subvenciones recibidas mediante la exención a 
la contribución territorial— parece que el sistema queda completo.

Por otra parte, la adjudicación de las obras aplicando la compa­
ración y la analogía (esta vez tomada de las concesiones ferroviariasl73) 
le llevan a afirmar que el ensanche y la reforma son obras de utilidad 
publica «y como tales se deben realizar por empresas particulares: y 
en virtud de adjudicación en pública subasta» l74. Establece además 
los requisitos necesarios para llevar a cabo la concesión dando una 
especial importancia a la existencia de un procedimiento legalmente 
establecido que garantice la publicidad y la subasta 175.

TVU, pp. 240-241, párrs. 1527 ss.: «Pues bien, este motivo y este objeto se encuentran 
exacta e idénticamente aplicables a las empresas constructoras de reformas urbanas ya que, 
como dejamos demostrado mas arriba, también estas empresas funcionan en virtud de subrogación 
en los derechos y obligaciones de la Administración y en representación suya, y ya que atendida 
la utilidad, importancia y trascendencia de las reformas urbanas, debe, asimismo, el Gobierno 
promoverlas, fomentarlas, alentarlas.

Y como ajustando la tramitación de los espedientes de reformas urbanas a la legislación 
vigente de ferrocarriles vendrá a resultar como consecuencia precisa que las empresas con­
cesionarias tengan las mismas prerrogativas y ventajas de que disfrutan las que lo son de ferro­
carriles; de ahí es que también bajo este concepto es conveniente adoptar aquella tramitación.

Mas donde con mayor evidencia resalta la oportunidad y conveniencia de adaptar a dicha 
tramitación la de las reformas urbanas es en la pública subasta que ha de proceder a toda 
tramitación definitiva, Aprobado por el Gobierno el proyecto de un ferro carril, pasa á las 
Cortes, las cuales le autorizan para que haga la concesión definitiva con todas las prerrogativas 
y ventajas a tales concesiones inherentes a tenor de la ley general de ferrocarriles, cuya concesión 
deberá hacerse sin subasta cuando no media subvención alguna por parte del Gobierno, y con 
ella siempre que medie alguna subvención (...). En vista de este precedente creerá tal vez alguno 
que vamos a pedir la supresión de la subasta para la concesión de esta reforma; no obstante 
nada mas lejos que esto de nuestro ánimo. Queremos la subasta y la pedimos y con instancia 
la solicitamos; porque queremos la publicidad y la libre concurrencia a todo trance».

174 TCC, Pee., p. 469, párr. 81.
174 Los pasos para la tramitación de estos proyectos son:
1. Realización de estudios preliminares, que se autorizarán a las empresas que lo soliciten, 

sin que deban ser retribuidos.
2. Presentación al Gobierno de los proyectos y consulta a las altas corporaciones que 

aprobarán el que estimen más conveniente.
3. Instrucción del expediente sujeto a examen y aprobación de las Cortes mediante proyecto 

de ley que permite la declaración de utilidad pública y la aplicación de las expropiaciones.
4. Determinación de la subvención especial que se concede a la empresa constructora 

(que en el caso de las obras de reforma y ensanche será la percepción del aumento de la 
contribución territorial) pública licitación y subasta.

5. Las pujas en la subasta deberán versar, por tanto, en el menor número de años que 
la empresa constructora esté dispuesta a percibir el aumento de la contribución territorial.
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2.2. Pervivenda y difuminadón de un modelo

A) Los primeros modelos

La Ley de Expropiación Forzosa de 1879, la Ley de Saneamiento, 
Mejora y Ensanche Interior de las Poblaciones de 18 de marzo de 
1895 y su Reglamento de Desarrollo de 15 de diciembre de 1896, así 
como el Reglamento de Obras, Bienes y Servicios que desarrolla el 
Estatuto Municipal de 1924 son en este sentido los modelos normativos 
que más fielmente siguen el modelo concesional cerdiano anterior­
mente descrito y que tuvimos ocasión de analizar pormenorizadamente 
en páginas anteriores a las que nos remitimos.

Desde la aprobación del Estatuto Municipal de Calvo Sotelo de 
10 de octubre de 1924 hasta la aparición de la Ley de Suelo y Orde­
nación Urbana de 12 de mayo de 1956 la actividad urbanística —que 
prescinde de la vinculación de la propiedad del suelo a la gestión y 
ejecución de la obra urbanizadora y edificatoria— aparece desplazada 
de la normativa genuinamente urbanística que regía por aquel entonces 
(la Ley de Expropiación Forzosa de 1879), vigente hasta la aprobación 
de su sucesora en 1954, en tanto en cuanto comienza a surgir una 
preocupación más importante que esta normativa no había conseguido 
solventar: la de dar alojamiento a las clases sociales más débiles. Ini­
ciándose, como ya pusimos de relieve, una política de vivienda centrada, 
en principio, en la obtención de suelo para la realización de casas 
baratas (Ley de Casas Baratas de 12 de junio de 1911) y que poco 
a poco se va transformando en un modo de hacer ciudad paralelo 
y fuertemente centralizado, en el que el Estado se erige como ver­
dadero planificador gestor, promotor y ejecutor de nuevos núcleos de 
población.

La segunda Ley de Casas Baratas de 10 de noviembre de 1921 
(y su Reglamento de Desarrollo de 8 de julio de 1922) desborda los 
estrictos límites de una norma sobre construcción de viviendas, cons­
tituyendo un notable texto de índole urbanística a través del cual se 
produce la recepción de los modernos conceptos urbanísticos decan­
tados en el panorama doctrinal de la época, de forma que se introduce 
la idea de la planificación municipal como programa de gestión urba­
nística y se admite, que es a mi juicio lo más importante desde la 
perspectiva de este estudio, la posibilidad de expropiar tos terrenos 
necesarios para llevar a cabo la urbanización y construcción de casas 
baratas (art. 43 Decreto-Ley de lü de octubre de 1924).

La actividad que ampara esta normativa toma como punto de par­
tida la adquisición de todo el suelo necesario para la creación de 
núcleos urbanos autosuficientes que la Ley viene a denominar como 
“ciudades satélite” —entendidas como la reunión de edificios que aun
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dependiendo administrativamente de un núcleo de población por su 
importancia, por ocupar un espacio considerable de terreno, por reque­
rir obras especiales de urbanización, necesitan establecer servicios 
colectivos para responder a las exigencias de la higiene, cultura, coo­
peración, recreo y medios de comunicación de sus habitantes.

Todas estas actuaciones que amplían la legitimación de la expro­
piación se harán además sin tener en cuenta ni el aumento que pueda 
experimentar el valor de la propiedad a consecuencia del proyecto, 
ni las mejoras y construcciones que se hagan después de haberse decla­
rado la necesidad de ocupación de la finca. Cuestión fundamental para 
que las operaciones sean económicamente viables, por una parte, y 
también desde la perspectiva de la no incorporación de las plusvalías 
generadas por el planeamiento y la acción urbanística de los poderes 
públicos en el justiprecio de los bienes expropiados17S *.

Este sistema de actuación directa por parte de la Administración 
del Estado sería completado posteriormente por las necesidades de 
intervención aun mayores del Estado a consecuencia de la Guerra Civil. 
La Ley de 19 de abril de 1939, que crea el Instituto Nacional de la 
Vivienda, refuerza la capacidad expropiatoria estableciendo un régi­
men jurídico especial al objeto de posibilitar la adquisición de suelo 
y permitir su conversión en solares, prescindiendo de la entonces vigen­
te Ley de Expropiación Forzosa de 1879, que permitía alejarse de Jas 
previsiones municipales.

Los años cuarenta suponen un período interesante de transición 
en el que paralelamente a la política de vivienda llevada a cabo por 
el Estado (en la que se parte de la adquisición previa de los terrenos 
para su posterior cesión a precios antiespeculativos) comienza a llevarse 
a cabo un proceso de reorganización administrativa como primer paso 
hacia la necesaria reforma legislativa que tendría lugar el 12 de mayo 
de 1956.

Pues bien, es en estos años en los que tomando como punto de 
partida la idea de la reconstrucción de Madrid —considerada como 
una tarea del Gobierno— se arbitran medidas extraordinarias que afec­
taban al prestigio político del momento 177. Así, se crean la Dirección 
General de Arquitectura y la Junta de Reconstrucción, que conducirían 
a la formulación del Plan Genera! de Ordenación Urbana de Madrid, 
aprobado en 1944, si bien este nuevo esquema que suponía el primer 
precedente hacia una concepción global del urbanismo debía armo­
nizarse de forma simultánea con la adopción de medidas que permi­

i7C Cfr., respecto a la evolución de la legislación sobre casas baratas, M. Bassols Coma,
Génesis y evolución histórica..., pp. 449 a 456.

177
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tieran la construcción en los sectores en los que no se podía prever 
que no serían afectados por modificaciones del planeamiento 17R.

La iniciativa madrileña tuvo repercusión en otras ciudades espa­
ñolas, y así, en años sucesivos se constituyeron entidades urbanísticas 
que se denominaron “Gran Bilbao”, “Gran Valencia” y que llevarían 
a cabo la formulación de planes generales que serían aprobados por 
sucesivas Leyes especiales promulgadas en 1946. La principal diferencia 
entré estas normas y la madrileña radicaba en que la Autoridad Gestora 
del Plan se encomendaba al alcalde y en que carecían de subvención 
económica por parte del Estado, circunstancia esta que, no cabe duda, 
nos recuerda a las diferencias que existieron entre las realizaciones 
‘‘haussmannkmas” de París, dotadas de enormes subvenciones y meca­
nismos públicos de financiación, con el resto de las ciudades de pro­
vincias francesas.

Es durante estos momentos y bajo el amparo de las leyes especiales 
cuando se comienzan a urdir los principales sistemas de actuación o 
de ejecución del planeamiento urbanístico, en los que prima el deseo 
de ño prescindir o desapoderar a los propietarios privados de sus terre­
nos para llevar a cabo la obra urbanizadora paralelamente con otro 
tipo de actuaciones directas o en régie, cuya financiación proviene de 
¡as subvenciones estatales y que permitieron la redención de suburbios, 
la preparación de suelos para construcción de viviendas, la creación 
de núcleos satélites y la habilitación de polígonos industriales.

Sirva de botón de muestra el ejemplo que detalla Bidagor Lasar­
te 179 en el que se abordó la urbanización de la prolongación de la 
Castellana y en el que mediante Decreto de 1948 parece instaurarse 
el padre de! actual Sistema de Cooperación 18°. * 171

1!® P. Bidagor Lasarte, «Circunstancias históricas en la gestación de la Ley sobre Régimen 
de Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 195.Ó»; Ciudad y Territorio. Estudios Territoriales. 
X'XVUt (107-108), 1996, pp. 91 ss.

171 Ibidem, p. 93.
isil Se constituía, por tanto, como un modo de producción de ejeetteión de los proyectos 

de urbanización cuyo principio fundamental era la obligación de los propietarios de ceder gra­
tuitamente las superficies viales, contribuir a las obras de urbanización y edificar en plazps 
determinados. El sistema funcionó satisfactoriamente, de forma que la única aportación eco­
nómica de la comisaría fue un reducido capital de maniobra para su puesta en marcha. Si 
bien, como precisa BipAGSR, es necesario consignar que en un principio los propietarios ge 
enfrentaron con la actuación oficial, hasta el punto de que hubo que llegar a la expropiación 
en los casos iniciales, hasta que pronto advirtieron las ventajas que tal actuación proporcionaba 
al asegurarles una atracción singular de los constructores que acudían al sectpr ante la garantía 
de la acción oficial urbanizadora.

La Ley por la que se regula la ordenación urbana de Madrid y sus alrededores, de I 
de marzo de 1946, aprobada con sujeción a la Ley de Bases de 25 de noviembre de 1944, 
crea {art. 17) la figura del comisario general y de la Comisión de Urbanismo que funcionaría 
bajo su presidencia. Designado por el Consejo de Ministros, le correspondía la función fis- 
cuii/udora tanto en la ejecución del plan como en la preparación de los planes parciales por 
los organismos correspondientes.
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Casi de manera simultánea a este tipo de actuaciones es necesario 
destacar otra operación realizada para la prolongación de la por enton­
ces calle del General Mola, en la que se articuló un sistema típicamente 
“haussmanniano” de expropiación de zonas laterales. En efecto el 
Decreto-ley de 30 de agosto de 1946 (BO de 22 de septiembre) autoriza 
la prolongación de la calle General Mola permitiendo la expropiación 
de las fincas sitas entrambos lados de la misma aplicándose los pre­
ceptos de la Ley de 7 de octubre de 1939 1S1.

De los ejemplos entresacados como botón de muestra observamos 
cómo las principales leyes que aprueban los Planes Generales de Orde­
nación Urbana de capitales de provincia como Madrid, Valencia 181 182 
o Bilbao 183, si bien recogen de forma muy básica los gérmenes de 
los sistemas de compensación y cooperación, estableciendo que los 
propietarios de inmuebles enclavados en la demarcación de un proyecto 
de urbanización parcial cuya finca o fincas representen por lo menos 
las tres cuartas partes del total valor de la propiedad afectada por 
el proyecto podrán constituirse en asociación, incluso con el Ayun­
tamiento respectivo, para la ejecución del proyecto una vez que haya 
sido aprobado por la Comisión de Urbanismo previo informe favorable 
del Ayuntamiento (art. 6 de la Ley de Madrid, Base VI, d), de la 
Ley para Valencia), también mantienen el sistema de expropiación 
como modo de ejecutar las obras de urbanización, expropiación que 
pudiera referirse tanto a sectores o ámbitos completos de actuación 
o a las zonas laterales o de influencia de las vías para la realización 
de los proyectos de acuerdo con el Plan General (art. 10 para Madrid 
y Base XIV para Valencia).

El 12 de mayo de 1956 se aprueba la primera Ley sobre Régimen 
de Suelo y Ordenación Urbana, que en el ámbito que nos ocupa abría 
amplias oportunidades a ambas formas de gestión, estableciéndose 
varios sistemas de ejecución que permiten elegir la actuación más ade­
cuada a las circunstancias de los terrenos, la mayor o menor frag­
mentación de la propiedad del suelo, etc.

De sobra es conocido que, a pesar del reconocimiento de esta 
amplitud de posibilidades, el sistema pivota en torno a la ejecución

181 El decreto-ley autorizaba al Ministerio de Obras Públicas para expropiar todas las fincas 
total o parcialmente comprendidas en las zonas de 50 metros de ancho situadas a ambos lados 
de la prolongación de la calle Genera] Mola, que formaba parte del proyecto de «Accesos 
complementarios de la Estación de Chamartín», aprobado definitivamente por Orden Ministerial 
de 24 de enero de 1946. Los terrenos expropiados, una vez parcelados para una ordenada 
edificación, serian vendidos en pública subasta, ostentando un derecho de adquisición preferente 
los antiguos propietarios de los terrenos, y el importe de las subastas se destinaría a la construcción 
de los enlaces ferroviarios de Madrid.

182 Ley de 18 de diciembre de 1946, que establece las bases a que debe ajustarse la ordenación 
urbana de Valencia y su comarca aprobada y la aprobación del Plan de Ordenación de la 
Provincia de 27 de julio de 1946.

182 Decreto de 11 de octubre de 1946, que aprueba el Plan de Ordenación Urbanística 
de Bilbao y su zona de influencia y la Ley de Bases de 17 de julio de 1945.
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privada del planeamiento, de forma que los dos sistemas tradicional­
mente públicos de actuación quedan en desuso —quizá no tanto por 
la deficiencia en su regulación, sino por el hecho que pusimos de relieve 
anteriormente de la existencia de una política pública de vivienda que 
utiliza este tipo de sistemas expropiatorios y de actuación directa al 
margen de la legislación propiamente urbanística.

Sin embargo, no está de más volver a señalar cómo la Ley de Suelo 
de 1956 reconoce todavía la capacidad de expropiación de zonas late­
rales de influencia e incluso los sectores completos señalados en el 
Plan (art. 53.2) y establece en el sistema de expropiación la capacidad 
de la Administración de expropiar los terrenos comprendidos en un 
polígono para urbanizarlos por sí o a través de empresa concesionaria, 
teniendo como principal finalidad atender las necesidades inmediatas 
de solares, previa urbanización, y procurar una reserva de ellos con 
vistas al futuro ls4.

Sin embargo, desde el momento en que se estima como preferente 
la iniciativa privada de los propietarios de los terrenos de las actua­
ciones urbanísticas, cualquier operación directa se hace ciertamente 
difícil.

B) Las ACTUR y el Primer Plan de Desarrollo. 
La inauguración del urbanismo concertado

E! urbanismo concurrencia!, de concurso, que posteriormente ven­
drá a denominarse urbanismo concertado, da sus primeros pasos con 
la aprobación del Decreto-ley 7/1970, de 27 de junio. . El momento 
de aparición de este Decreto-ley es interesante, en el sentido de que. 
casi quince años después de la aprobación de la Ley de Suelo y Orde­
nación Urbana de 1956, el sistema expropiatorio y de actuación directa 
por parte de la Administración no ofrece resultados prácticos visibles; 
los Planes generales se ejecutan mediante el sistema de compensación 
en su mayoría, pero las necesidades apremiantes del momento de dar 
alojamiento a una ingente masa de población que emigra a las grandes 
urbes atraída por el incipiente despegue y desarrollo industrial hacen 
precisa la articulación de medidas que favorezcan una actuación rápida 
de la actividad urhanizadora y edificatoria que el sistema de ejecución 
tradicional de los planes no proporciona. 184

184 La delimitación de la superficie de un polígono de expropiación dependerá de la capa­
cidad adquisitiva y los medios financieras con que Carente la Administración actuante. La regu­
lación en la Ley del Suelo de 1956 del sistema de expropiación, sin embargo, no especifica 
los requisitos y el procedimiento en los casos de actuación indirecta mediante empresa con­
cesionaria, hablando únicamente. deJ adquirente ;de los terrenos expropiados y del beneficiario 
de la expropiación (art. 123.1 y 2 LS 56).
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Así las cosas, el Dccreto-ley pretende satisfacer la necesidad de 
disponer de suelo urbanizado a precio razonable para hacer frente 
a la demanda de viviendas sociales en las grandes concentraciones urba­
nas., articulando un sistema que pretende crear una oferta ordenada 
de suelo como medio de luchar contra la especulación de forma que 
consiga la preparación de suelo con urgencia bajo tres condiciones: 
rapidez, seguridad y eficacia I8i, haciendo posible la formación de uni­
dades urbanísticas integradas.

La sistemática de estas nuevas Actuaciones Urbanísticas Urgentes 
parte de la aplicación de la expropiación en las áreas delimitadas y 
la adjudicación de la urbanización y edificación de las mismas mediante 
la pública concurrencia.

La localización de estas nuevas áreas viene a seguir la línea esta­
blecida por la anterior normativa en política de vivienda, pues permite 
la creación de núcleos autónomos —que denomina áreas de actua­
ción— que podrán ubicarse, conforme a los arts. 1 y 2 del Decreto-ley, 
en toda clase, de terrenos, con lo que continúa en la línea de actuación 
“anti” o “contra” plan al prescindir de las determinaciones de los mis­
mos para el establecimiento de estos nuevos núcleos cuya ejecución 
sólo reconoce la actuación mediante expropiación.

El proyecto de delimitación estaba compuesto por una Memoria, 
Plano y un Estudio de volumen y edificabilidades máximas, y para 
su formación y aprobación se intentan reducir los plazos existentes 
para proyectos similares (insertos en la Ley 86/1965) de los polos de 
desarrollo, de forma que el art. 2.2 establece la reducción de los plazos 
de un mes a quince días y suprime el trámite de aprobación provisional. 
El Ministerio de la Vivienda —a propuesta del organismo expropiante 
o gestor— estaba legitimado para convocar los oportunos concursos 
que podían versar tanto en la redacción de Planes de Ordenación y 
Proyectos de Urbanización como en la ejecución de las obras o la 
construcción o ejecución de los edificios e instalaciones previstos 186.

La doctrina es, en general, coincidente en los principales defectos 
de este nuevo tipo de proyecto y sistema de ejecución. De una parte, 
se critica su actuación al margen de las determinaciones de los planes 
urbanísticos que se erigen como actuaciones en paralelo que no hacen 
más que distorsionar las previsiones de los planes. De otra parte, el 
sistema de valoraciones introducido para este tipo de actuaciones pone 
de manifiesto de nuevo las dificultades que el ordenamiento jurídico 
tiene para desligar del justiprecio expropiatorio las plusvalías generadas 
por la obra urbanizadora, pues si bien no es. de aplicación del art. 43 15 *

1S5 Cfr. A. Caeceller Feicnández, «Actuaciones Urbanísticas Urgentes», RAP, núm. 63, 
1970, pp. 353 ss.

,fiñ El autor precitado pone de manifiesto cómo esta técnica mncursal fue empleada para 
la construcción de las universidades autónomas,
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de la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, no admite en ningún caso 
que la valoración de los terrenos a expropiar sea inferior al valor expec­
tante (aquel que reconoce las expectativas urbanísticas del terreno), 
puesto que los terrenos rústicos que deban ser expropiados se cla­
sificarán como de reserva urbana, sin perjuicio de su tasación a valor 
comercial cuando así procediese.

La idea tendrá su continuación con la aprobación de la Ley del 
III Plan de Desarrollo Económico y Social y el Decreto de descon­
gestión de Madrid 2432/1972, en los que se incluyen concursos de 
urbanización concertada que, a los ojos del autor citado, suponen 
un auténtico desapoderamiento de Ja autonomía local mediante la 
imposición del planeamiento por parte del poder central. Lo esencial 
de la figura radica en que los particulares urbanizadores tienen acceso 
para actuar en ese sector que se instrumenta con base a la necesidad 
de concurrir a los concursos que la Administración convocara, para 
lo que se requería una disponibilidad de una extensión de suelo de 
250 hectáreas como mínimo; se partía, por tanto, de la expropiación 
previa de los terrenos 187 antes de delimitar el contenido urbanístico 
de los mismos.

C) El urbanismo concertado inserto en las leyes 
urbanísticas: los Programas de Actuación 
Urbanística (PAU)

Las críticas generales vertidas por la doctrina, así como el fracaso 
de los objetivos principales que presidían las ACTUR, rapidez, segu­
ridad y eficacia, ponen en entredicho este tipo de técnicas creadas 
al margen de la planificación urbanística y al margen de la necesaria 
participación y control de las Entidades locales en el marco de la obra 
urbanizadora.

Así las cosas, la reforma de la Ley de 12 de mayo de 1956 intenta 
cohonestar y coordinar este tipo de actuaciones insertándolas en la 
estructura del planeamiento municipal, si bien su compás será mar­
cado a un ritmo diferente que el normal de las actuaciones en desarro­
llo de los Planes Parciales previstos por ei Planeamiento General 
desarrolladas la mayoría de las veces mediante el sistema de com­
pensación.

La Ley 19/1975, de 2 de mayo, de reforma de la Ley de Suelo, 
intenta llevar a cabo un giro en la concepción de la planificación urba- 7

iS7 La expropiación previa a la actuación supone para Góiszález-Berenguer un auténtica 

aberración, pues «expropiar sin plan es expropiar a ciegas, os expropiar porque sí, porque, para 

los juristas él plan es la justificación de la actividad urbanística. Decir que el plan se hará 

después de que se expropie es ignorar el aspecto jurídico del plan resaltando tan sólo el aspecto 

técnico».
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nística para, de esta forma, dar cabida al urbanismo de concurso o 
concurrencia! que había estado funcionando al margen de su prede- 
cesora, la Ley de 2 de mayo de 1956.

En efecto, la Exposición de Motivos de la primera reforma de la 
Ley de Suelo pone de manifiesto la intención del legislador de entender 
la planificación en sentido abierto, concibiendo un nuevo tipo de planes 
en una nueva subciasificación del suelo urbanizable cuyas previsiones, 
que tienen el nivel de previsiones de Plan General, podrán ser demo­
radas hasta la concreción en su correspondiente Programa de Actua­
ción Urbanística que supondrá, por tanto, la programación del ante­
riormente suelo inacabado o no programado.

En este sentido, García de Enterría y Parejo Alfonso 188 des­
criben ideológicamente este nuevo tipo de actuaciones, entendiendo 
que suponen, «en el proceso de concreción sucesiva de la ordenación 
urbanística que constituye el sistema legal de planeamiento, la inserción 
coherente —por respeto de los límites impuestos por el Plan General— 
de actuaciones urbanísticas no previstas por éste en el modelo terri­
torial prefigurado por el mismo mediante la ordenación de aquellas 
actuaciones a través de la determinación del análogo nivel a los de 
dicho Plan General que constituyen un complemento de éstas» 18y, y 
definiendo, por tanto, los PAU como planes de ordenación integral 
del territorio ubicados en el subsistema de planeamiento general de 
carácter derivado (necesitan del Plan General para su existencia), nece­
sario (no pueden sin ellos actuarse en Suelo Urbanizable No Progra­
mado), cuya función consiste en la integración de las determinaciones 
del Plan General en el SUNP mediante la ordenación al mismo nivel 
sustantivo de aquellas actuaciones urbanísticas integradas de inciativa 
pública o privada incluidas en el Plan General.

En principio, este tipo de actuaciones están destinadas a desarrollos 
imprevistos y eventuales, aunque su evolución práctica ha puesto de 
relieve cómo, al suponer una forma más ágil, en principio, de promover 
la ordenación urbanística y, sobre todo, menos costosa para la Admi­
nistración, puesto que puede aumentar las cargas urbanizadoras con 
respecto a la actuación prevista y habitual mediante la gestión y eje­
cución de los Planes Parciales previstos en el plan general y además 
se descarga de la obligación de planear el territorio.

Sin embargo, existen grandes municipios, como el de Madrid, en 
él que sus proyectos emblemáticos, sus nuevos ensanches, se ejecutan 
mediante los respectivos Programas de Actuación Urbanística, sin que 
en ningún caso pueda considerarse que este tipo de actuaciones tienen 
como finalidad equilibrar las deficiencias del plan general; antes al * 188

188 Op. cit.. p. 298.
188 E. García í>h}'n imíkía y L. Parejo Alfonso, L zcc ionm .., p. 310.
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contrario, se erigen en tas nuevas vertebradoras de la configuración 
de los nuevos grandes espacios urbanizados de la ciudad 1J°. Este aspec­
to es, por tanto, la primera quiebra o la primera desviación de las 
finalidades primigenias y originarias de los Programas de Actuación 
Urbanística. El suelo tradicionalmente programado se ejecuta en 
muchas ocasiones más tarde que el no programado.

Paralelamente, otra de las finalidades primordiales que la reforma 
de la Ley de Suelo pretendía atribuir a los PAU era la de la incor­
poración de diferentes formas de actuación de iniciativa privada, que 
en aquellos momentos tenían dificultades de establecimiento en el mar­
co de la legalidad vigente, de forma que se permitiera con este nuevo 
sistema abrir nuevos cauces a la actividad y capacidad de los agentes 
privados de la urbanización para una buena parte del proceso de 
desarrollo urbano por unidades de cierta entidad 191.

La articulación de la incorporación de la iniciativa urbanizadora 
empresarial se reconduciría, al igual que en los precedentes modelos, 
mediante el concurso público que plantea diferentes opciones de las 
que dependerá al mismo tiempo un mayor o menor control de la Admi­
nistración que promueve el Programa y una mayor o menor inter­
vención de los propietarios de suelo afectos a la actuación.

La regulación pormenorizada del régimen de adjudicación de los 
PAU, su formulación y determinación de los diferentes modos de ges­
tión y ejecución del mismo reflejan la existencia de un abanico bastante 
amplio de posibilidades con efectos prácticos y conceptuales bien dife­
rentes. 192

En efecto, el Programa de Actuación Urbanística puede funcionar 
como un modo de ejecución directa por parte de las Entidades locales 
en los casos en los que éstas decidan llevar a cabo su formulación 
y ejecución sin que, en este caso, sea necesario la convocatoria de * 151

w Los Programas de Actuación Urbanística de Las Tablas, San Chinarlo y Montecarmelo 
en el norte, así como el denominado “ensanche de Vallecas”, son las cuatro actuaciones pj incipales 
que articulan, sobre todo las de la zona norte, la proyección y extensión de la ciudad de Madrid; 
posteriormente analizaremos algunas de las dificultades y pormenores que en la actualidad está 
teniendo el desarrollo de los mismos, teniendo en cuenta la regulación que de los Programas 
de Actuación Urbanística realiza la legislación madrileña. Seria una contradicción suponer que 
estos futuros desarrollos han sido previstos como modo de completar las deficiencias del Plan 
General Madrileño, nada más alejado de la realidad.

151 Exposición de Motivos de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de reforma de la Ley sobre 
Régimen de Suelo y Ordenación Urbana (BOE, núm. 107, de 5 de mayo de 1975).

m p¡n este sentido, J. García-Bellido, «Configuración de la propiedad desagregada. Dua­
lidad de derechos en la propiedad inmobiliaria». Revista de Derecho Urbanístico, núm. 138, 1994, 
p. 628, entiende que «las dos alternativas de los PAU son ahora poco claras y frustrantes, 
de ahí su inaplicación sistemática mediante todo tipo de burlas formalistas a la prístina idea 
del urbanismo concertado con que se configuró el Suelo Urbanizabie No Programado»,



476 MARTA LORA-TAMAYO VALLVÉ

concurso, por lo que, lógicamente, si la Administración formula y eje­
cuta, se actuará mediante expropiación m.

Además de una actividad directa de programación y ejecución, 
admite también otra modalidad, la programación por parte de la Admi­
nistración actuante y la convocatoria de concursos para la ejecución 
y desarrollo de ias mismas (art. 150).

La tercera modalidad, que es la modalidad típica, será aquella en 
la que la convocatoria de concursos versará sobre la formulación y 
ejecución de los Programas de Actuación Urbanística de conformidad 
con las determinaciones y criterios del Plan General (art. 146 LS 76).

Las bases del concurso serán redactadas por la Entidad local con­
vocante del mismo, y en ellas se señalarán las zonas afectadas, las 
determinaciones mínimas que contempla el Plan General para las mis­
mas, así como la concreción de las obligaciones que deben asumir los 
adjudicatarios en materia de cesiones de viales, cesión de aprovecha­
miento y realización de las obras de urbanización y de conexión de 
infraestructuras con los sistemas generales, admitiendo la posibilidad 
de establecer los precios máximos y mínimos de venta o alquiler de 
las edificaciones. Será en el acto de adjudicación del concurso en el 
que se establezca el sistema de actuación aplicable en cada caso, que 
dependerá básicamente del hecho de que el adjudicatario sea al mismo 
tiempo propietario de los terrenos, pues se establece —en el marco 
jurídico de la Ley del 76— como sistema de actuación preferente los 
de compensación y cooperación (art. 152 del Reglamento de Gestión 
Urbanística).

Es en este punto en el que el sistema establecido quiebra por segun­
da vez, en el sentido de que si una de sus principales finalidades es 
la integración de la iniciativa privada empresarial al proceso urbani- 
zador y edificatorio, esta declaración de principios se rompe desde 
el momento en que se establece como sistema prioritario de ejecución 
el de compensación, de forma que los PAU no dejan de ser en este 
tercer caso (en el que la programación y ejecución corresponde al adju­
dicatario de los mismos) algo así como Planes Parciales de formulación 
y ejecución postergada en el tiempo y de realización completamente 
privada, pues si rige la primacía de la elección del sistema de ejecución 
que prime la participación de los propietarios de los terrenos com­
prendidos en el programa, y la articulación de la gestión de los mismos 
se lleva a cabo mediante Juntas de Compensación, la única diferencia 193

193 Dé] mismo modo podrá evitarse la previa convocatoria de concurso cuando se trate 
de ia urbanización dé terrenos destinados a instalaciones y actividades productivas relevantes 
o de especial importancia y para la formación de polígonos industriales, cuando así lo acuerde 
ói Consejo de Ministros mediante decreto, a propuesta dei Ministerio de la Vivienda y del 
competente por razón de la materia, previo informe de ias Corporaciones Locales interesadas 
y la Comisión Central de Urbanismo y dictamen dei Consejo de Estado (arts. 149 y 150 LS 76).
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real existente con el urbanismo de desarrollo no diferido del plan —es 
decir, del suelo urbanizable programado— es el hecho de que en este 
caso se permite a los adjudicatrios-propietarios llevar a cabo la pro­
gramación de los elementos constructivos que quieren emprender. 
Nada más, un engaño, un verdadero engaño en el que la única con- 
certación versará, por tanto, en la esfera planificadora, justamente 
aquella que más críticas recibió en cuanto que suponía la cesión de 
una de las esferas más genuinamente públicas del urbanismo, del hecho 
de hacer ciudad, suponiendo en definitiva «una forma de privatización 
de la función pública urbanística» 194.

De este modo, el urbanismo concertado de los PAU cayó en el 
mismo círculo vicioso que pretendía romper 1<b, y que venimos des­
cribiendo a lo largo de todas estas páginas, de forma que también 
los propietarios, esta vez dirigidos bajo la batuta de una empresa adju- 
dicataría de la gestión y ejecución de las obras, siguen ostentando un 
derecho privilegiado a la programación y ejecución de la urbanización.

Por tanto el “caballo de Troya” en el que parecía erigirse el adju­
dicatario del PAU en suelo urbanizable no programado queda des­
virtuado por la posición aún estratégica y clave de los propietarios 
de suelo, de forma que «se han aplicado como un suelo convecio- 
nalmente improgramado, pero gravitando sus beneficios sobre el pro­
pietario original incluso articulándose convenios atípicos ilegales, o 
mediante la formulación directa del Plan Parcial por compensación 
en beneficio de los propietarios»; en otras palabras, el urbanismo con­
certado de los PAU «viene a ser como un concurso de ideas entre 
redactores del Plan General para sólo una porción del término muni­
cipal con el plus de ser cuasi-concesionarios de las obras de ejecución 
que esto requiera pero teniendo que compartir beneficios, no riesgos, 
con el propietario del suelo subyacente. Los valores añadidos siguen

194 M. B. Bi.anquer Prats, «Aspecto contractual de los PAU», en Revista de Derecho Urba­
nístico, núm. 144, jumo-agostó-septiembre 1995, p. 14.

® En efecto, y sirva de botón de muestra, el hecho de que todos los PAU, salvo contadas 
excepciones, que están en vías de desarrollo en la Comunidad de Madrid se están ejecutando 
mediante el sistema de compensación. No hay más que leer los anuncios en los diarios de 
mayor difusión en los que se publican casi a diario las resoluciones de aprobación de los proyectos 
en estas zonas. Las revistas semanales de carácter inmobiliario resalían de un tiempo a esta 
parte el fenómeno del aumento especulativo del precio de las viviendas todavía inexistentes 
en los nuevos PALT y achacan principalmente la lentitud del proceso a ¡a exacerbada exigencia 
de documentación administrativa que provoca la ralentización de la puesta en marcha de los 
mismos. Ésta es una de las causas, no lo dudo; sin embargo, creo que no se va al fondo del 
asunto.: esta lentitud en la ejecución de los PAU es la misma lentitud que existe en la ejecución 
"clásica” de los Planes Parciales cuando el sistema de. compensación obliga a poner de acuerdo 
a una infinidad de propietarios no logra las mayorías suficientes, no se logran financiar las 
obras a buen ritmo porque los propietarios no aportan puntualmente las cantidades a las que 
están obligados para obtener un beneficio que, ése sí, desean materializar lo más rápido posible.
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siendo, apropiados por el propietario de suelo, como en cualquier otro 
Plan Parcial» 196.

Así pues, las bases teóricas a partir de las cuales se intentaba articu­
lar nuestro nuevo urbanismo concertado en la Ley de 2 de mayo de 
1975 (de reforma de la Ley de 12 de mayo de 1956) que no eran 
otras que las de las Zonas de Urbanización Concertada del modelo 
francés (ZAC) que tuvimos ocasión de analizar en páginas anteriores, 
quedan completamente desfiguradas desde el momento en que no se 
impone la expropiación como sistema de actuación y se da entrada 
de esta forma a los principios equidistributivos y compensatorios del 
sistema de compensación .

El TRLS 92, última reforma de la Ley de Suelo del 56, no varía 
esta figura, a excepción de aspectos formales y de actualización de 
organismos preconstitucionales desaparecidos y su adaptación al nuevo 
sistema autonómico, así como la introducción de una nueva técnica 
de distribución de aprovechamientos, el aprovechamiento tipo.

¿Concertación, urbanismo concurrencia! y de concurso? Sí, pero 
“a la española”.

Pero, como apuntábamos en páginas anteriores, otro de los lastres 
de nuestro círculo vicioso urbanístico es el de las valoraciones expro- 
piatorias, que suponen una salvaguarda para aquellos casos en los que 
los PAU sean ejecutados de forma directa por la Administración —es 
decir, mediante expropiación—•, puesto que el propietario aparente­
mente desplazado de la ejecución del planeamiento que ya parece per­
tenecerá por derecho —de propiedad claro está, pues se confunde 
hasta la saciedad la necesaria disociación entre el derecho de propiedad 
y el derecho a la transformación urbanística (que comprenden el dere­
cho a urbanizar y a edificar)— se resarcirá de este desapoderamiento 
mediante el cobro de justiprecios que incluyan, al menos en parte, 
las plusvalías generadas por el planeamiento, un planeamiento apro­

Ibidem, p. 631.
m T. R. Fernández Rodríguez, El Urbanismo Concertado, Madrid, Instituto de Estudios 

de Administración Local, 1974, incide en el hecho de que a pesar de que el fundamento de 
nuestro urbanismo concertado desarrollado mediante los Programas de Actuación Urbanística 
es el de las ZAC francesas, a diferencia de éstas en España no se ha seguido una distinción 
de la separación, al menos formal, entre ia convention entre la Administración Pública y los 
particulares que se van a hacer cargo de la urbanización y edificación para con respecto al 
proceso de formulación y aprobación del planeamiento específico de la zona, que en el Code 
de VUrbanisme francés no aparece condicionado por opciones sustantivas de ordenación pre­
viamente establecidas, siquiera sea con efectos administrativos puramente internos o en las rela­
ciones entre la Administración y aquellos particulares. Lo que no supone desconocer que en 
el Derecho francés la convention también condiciona el plan d’amenagement de la zona, pero 
por lo menos la separación formal entre ambas y la regulación del procedimiento de aprobación 
de este último como un procedimiento normal de formulación de planeamiento urbanístico 
ofrece mayores posibilidades en orden a la efectividad de la consideración de la ordenación 
urbanística como fundón pública.
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bado por la Administración actuante pero que en el caso de los PAU 
es elaborado por los adjudicatarios de los mismos,

De forma que el pretendido urbanismo concesional desarrollado 
mediante los Programas de Actuación Urbanística no lo es tanto; se 
queda a medias y se erige en lo que Parada 198 viene a denominar 
como socio industrial forzoso que no llega a privar a los propietarios 
de la función pública urbanística, trasladando al concesionario la ges­
tión urbanística en aras de una mayor simplificación y eficiencia del 
proceso urbanizador que es la razón misma de la concesión, sino que 
debe lidiar con los propietarios no desplazados del proceso dado el 
temor reiterativo a la eliminación del propietario del proceso urba­
nizador.

La Ley 7/1997, de 14 de abril, de Medidas Liberalizadoras en Mate­
ria de Suelo y Colegios Profesionales m, llevaba a cabo la supresión 
del suelo urbamzable no programado 2Ü0; con esta reforma, que más 
tuvo de golpe de efecto que otra cosa, se suprime esta categoría de 
suelo, pero esto no implica la desaparición de esta joya —más bien 
bisutería barata— de los PAU; antes al contrario, extiende la posi­
bilidad del desarrollo de los mismos en todo el suelo urbanizable. La 
escueta regulación de la desaparición del suelo urbanizable no pro­
gramado parece desarrollarse en la nueva Ley 6/1998, de 13 de abril, 
sobre Régimen de Suelo y Valoraciones; sin embargo, aunque en prin­
cipio sólo existe una dase de suelo urbanizable, la regulación por­
menorizada pone de reflejo cómo la distinción entre programación * 159

»s j Parada Vázquez, Deretfió Administrativo, III, op, cit., p. 551.
159 BOt, núm. 90, de 15 abril.
Alt.. 1: «Supresión de la distinción entre suelo urbanizable programado y suelo urbanizable 

no programado.—1. Queda suprimida la distinción entresuelo urbanizable programado y no 
programado establecida en el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, refundiéndose 
ambas clases de suelo denominándose suelo urbanizable. 2. Constituirán el suelo urbanizable 
los terrenos a los que el planeamiento general declare adecuados para ser urbanizados. 3. Para 
el desarrollo urbanístico del suelo urbanizable serán de aplicación las disposiciones contenidas 
en el Real Decreto legislativo, para suelo urbanizable. programado».

& Vid. al respecto M. ;A. López; Toledano, «Reflexiones acerca de. la supresión tie la 
distinción entre suelo urbanizable programado y suelo urbanizable no programado establecida 
en el Real Decreto-ley 5/1996, de 7 de junio, de Medidas Liberalizadoras en Materia de Suelo 
y Colegios Profesionales», RDU, núm. 149, julio-agosto-septiemhrc 1996, p. 78, en el que destaca 
como verdadera y única novedad de la norma el reconocimiento de la posibilidad de promover 
y ejecutar Programas de Actuación Urbanística, tanto de iniciativa pública como privada, por 
cualquiera de los sistemas de actuación sin la necesidad de concurso. El verdadero problema 
se plantea én la posibilidad de la promoción y ejecución de los planes de iniciativa privada 
sin concurso que no estaba previsto en el TRLS 92 y que podTá generar, a su entender, numerosos 
problemas, en cuanto a la necesidad de utilización de un procedimiento que garantice la publi­
cidad, la participación y libre competencia para evitar la enorme discrecionalidad existente que 
es en principio uno de los principales objetivos que la Ley 7/97 se proponía, en el sentido 
de, deslindar sí al promotor-ejecutor privado le son de aplicación las mismas facultades que 
en el caso de la iniciativa pública o, por el contrario, cabe esta promoción privada por el sistema 
de compensación sin ¡a conformidad de los propietarios que representen al menos el 60 por 
100 de la superficie afectada.
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directa por el Plan General y la postergación a un planeamiento pos­
terior, con formas de desarrollo que convendrán las Comunidades 
Autónomas, sigue vigente en tanto en cuanto se distingue entre el 
suelo urbanizable, en el que el planeamiento general ha delimitado 
previamente sus ámbitos o se haya establecido las condiciones para 
su desarrollo (art. 16.1 Ley 6/1998) —que equivaldría al tradicional 
suelo urbanizable programado—, de aquel cuya regulación deberá ser 
determinada con posterioridad en función de lo previsto por la legis­
lación autonómica (art. 16.2).

Esta diferenciación, que no parece ser del todo clara en tanto en 
cuanto no establece expresamente la existencia de dos categorías de 
suelo urbanizable, se hace evidente en los preceptos relativos a los 
valores del suelo, en el sentido de que la valoración del suelo urba­
nizable en el que no existe una ordenación que permita su desarrollo 
se iguala a la del suelo no urbanizable —como ocurría en el TRLS 92 
para el suelo urbanizable no programado—, mientras que el suelo urba­
nizable en el que existen determinaciones suficientes que permitan 
su desarrollo el valor será el básico de repercusión en polígono (de­
ducido de las ponencias catastrales) o el obtenido por el valor residual 
(art. 27.2 Ley 6/1998).

Una de las principales y más polémicas aportaciones que lleva a 
cabo la Ley 6/1998, de 13 de abril, en orden al urbanismo de concierto 
que venimos describiendo, figura a modo de Disposición transitoria 
primera, apartado b) 201, que tiene carácter básico y establece que el 
desarrollo del suelo urbanizable no programado podrá promoverse 
directamente, sin necesidad de concurso, mediante los instrumentos 
de planeamiento previstos en la legislación urbanística.

La introducción de este precepto no es de todo punto clara, pues 
parece romper con el principio —que hasta el momento había sido 
fundamental en el desarrollo del urbanismo concertado español— de 
la adjudicación de los Programas de Actuación Urbanística mediante 
concurso, pero, al desaparecer esta categoría de suelo, la Disposición 
transitoria no muestra en mi opinión cuál será el régimen de este tipo 
de suelos; no lo hace porque no tiene competencia para ello en apli­
cación de la doctrina de la STC 61/1997, de 12 de marzo, pero este

™ Vid. al respecto J. M. Díaz, Lema , «El régimen transitorio del suelo en la Ley 6/1998, 
de 13 dé abril», RDU, núm. 161, abril-mayo 1998, pp. 97 ss., en el que destaca el hecho de 
que «si el objetivo de la nueva Ley es ampliar la oferta de. suelo disponible, es evidente que 
en el crucial, e indeterminado, período transitorio sólo se alcanzará de: forma limitada. Úni­
camente el suelo urbanizable no programado podrá desarrollarse directamente a través de Planes 
Parciales, a iniciativa de los propietarios, pero con la condición de que se encuentre delimitado 
en el planeamiento general y estén fijadas las condiciones para sn desarrollo», cosa que no 
es lo normal, en el sentido dé que la delimitación de. áreas de suelo urbanizable no programado 
partían en un principio de la no especificación en el Plan General de ¡as determinaciones para 
su desarrollo, circunstancia esta que era la que lo dotaba de uua especial singularidad con 
respecto a! suelo urbanizable programado.
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régimen de íransitoriedad parece abrir el portillo a que las actuaciones 
postergadas de planificación y ejecución privada o concesional puedan 
desarrollarse sin la existencia de un concurso previo, es decir mediante 
adjudicación directa, cuestión que en principio parecía de imposible 
aplicación, salvo contadas excepciones, en el régimen anterior.

El Real Decreto-ley 4/2000, de 23 de junio, de Medidas de Libe- 
ralización en el Sector Inmobiliario y de Transportes, arroja cierta luz 
en este sentido, pues al modificar los arts. 15.2 y 16.1 de la Ley 6/1998, 
de Régimen de Suelo y Valoraciones que unifican el régimen del suelo 
urbanizable delimitado y no delimitado permite la iniciativa urbanística 
de los particulares y de la Administración, en ambos casos sin necesidad 
de concurso 202.

La concesión en el sistema de expropiación

Antes de abordar el desarrollo que las legislaciones de las Comu­
nidades Autónomas han realizado del modelo de los PAU y la pro­
liferación de figuras más o menos afines que insisten en la ruptura 
del sistema tradicional de urbanización española mediante la creación 
de figuras urbanizadoras y planes de desarrollo que lo permitan, se 
hace necesario detenernos en el sistema de expropiación regulado en 
la Ley de 1976 y el desarrollo que del mismo lleva a cabo el Reglamento 
de Gestión Urbanística aprobado por Real Decreto 3288/1978, de 25 
de agosto 203, en el sentido de que, sin romper el sistema existente, 
sin crear nuevas figuras de planeamiento, prevé la actuación conce­
sional clásica, sin modulaciones ni ropajes.

En efecto, tal como preveía ya la Ley de 1956, la Ley del 76 continúa 
manteniendo el sistema de expropiación como modo de actuación 
directa de la Administración, sin embargo, la figura no fue lo sufi­
cientemente desarrollada hasta la publicación de la reforma de la Ley 
y de los Reglamentos de desarrollo de la misma; en especial, para 
el caso que nos ocupa, el Reglamento de Gestión Urbanística.

203 El nuevo art. 16.1 establece que «el derecho a promover la transformación :dcl suelo 
urbanizable, mediante la presentación ante el Ayuntamiento del correspondiente planeamiento 
de desarrollo para su tramitación y aprobación, se podrá ejercer desde el momento en que 
el planeamiento, general delimite sus ámbitos o se hayan establecido las condiciones para su 
desarrollo ó sé. proceda asu delimitación o a la definición de las condiciones, para su desarrollo 
en virtud de un proyecto de delimitación o de planeamiento formulado por la iniciativa privada».

Este nuevo párrafo unifica prácticamente las dos categorías de suelo urbanizable existentes 
hasta el momento: e! suelo urbanizable delimitado y e! no delimitado, en el sentido de que 
tanto uno como otro serán susceptibles de ser urbanizados de forma inmediata.

En efecto, el primero, el que corresponde al que fuera tradicional suelo urbanizable pro­
gramado, el actual suelo urbanizable delimitado, lo será porque el planeamiento general incorpora 
las condiciones necesarias para su desarrollo.

303 BOE, mims. 27 y 28, de 31 de enero y 1 de febrero de 1979.
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Pues bien, el art. 211 del RGU prevé la posibilidad de ia ejecución 
en el sistema de expropiación mediante la actuación concesional, esta­
bleciendo que el Estado, las Entidades locales y las entidades urbanísticas 
especiales podrán ejecutar los Planes de ordenación a través de concesión 
administrativa cuando el sistema de actuación sea el de expropiación.

Mediante esta fórmula de la concesión, en vez de convenir la con­
currencia en la asunción de riesgos, se conviene la actuación del capital 
privado remunerándose a la Administración con la percepción de un 
canon que podrá consistir en una participación de los beneficios del 
concesionario, ya sea en metálico o en terrenos, edificables o edificados 
[art. 212.2Jt)\.

El Reglamento de Gestión Urbanística establece una serie de prin­
cipios de funcionamiento de esta modalidad concesional —que deberá 
ser otorgada mediante concurso—, tramitada con arreglo a lo dispuesto 
en el procedimiento de contratación aplicable en razón de la Admi­
nistración actuante, que fijará el contenido mínimo que deberán com­
prender las bases del concurso 204.

2(14 Ese-contenido mínimo se fija en torno a las-siguientes obligaciones:
— Inclusión del plan cuya ejecución se conceda y polígono o unidad de actuación a que 

afecta.
— Obras e instalaciones que. el concesionario debe ejecutar, expresando las que ha de 

entregar a la Administración y las que no se transfieren a ésta.
— Obras e instalaciones cuyo uso temporal se entrega al concesionario.
— Plazo de ejecución de las obras y, en su caso, de explotación de los servicios públicos 

en la zona a urbanizar, sin que este último pueda exceder de treinta años, salvo que por ley 
reguladora del servicio dé que se traté se establezcan otras determinaciones.

— Situación respectiva de la Administración y el concesionario durante el plazo de con­
cesión de la explotación de los servicios, con especificación de las facultades de vigilancia que 
corresponden a la primera.

— Determinación de los factores a tener en cuenta para la fijación de los precios de 
venta de los solares resultantes; reservas para edificios y servicios públicos, asistendales y sociales; 
reservas para viviendas de protección oficial y para cesión de terrenos en régimen de derecho 
de superficie, y, en su caso, tarifas a aplicar por ¡a explotación de los servicios concedidos 
con descomposición de sus factores para los supuestos de revisión.

— Clase, cuantía, plazos y forma de entrega de las obras ejecutadas por el concesionario, 
así cernió las participaciones en metálico o en terrenos edificables que correspondan a la Admi­
nistración concederte.

— Canon de concesión, que podrá consistir en la entrega a la Administración de una 
participación en los beneficios del concesionario, bien sea en metálico o bien en terrenos edi­
ficables o edificados,

— Deberes de conservación basta su entrega, y de mantenimiento y conservación de los 
servicios basta la terminación del plazo concesional,

— Relaciones entre el concesionario y los propietarios de terrenos en el ámbito de ejecución 
del plan y entre áquel y los adquirentes de solares edificables, hasta tanto se ejecute el plan 
la zona concedida.

— Sanciones por incumplimiento de demoras.
— Casos de resolución y caducidad y sus consecuencias.
— Garantía de la concesión a cargo del concesionario, que no podrá ser inferior al 3 

por 100 del importe total de las obras de ejecución, según el estudio económico financiero 
del plan a ejecutar.
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Es en esta modalidad concesional como forma de ejecutar el pla­
neamiento (mediante el sistema de expropiación y la actuación indi­
recta de la Administración mediante la concesión) en la que encuentro 
mayor afinidad con el sistema concesional francés anteriormente des­
crito. Este conjunto de disposiciones podrían equivaler a lo que se 
entendía como'“cuadro de cargas tipo” (cahier de charges type), que 
en principio tenían carácter obligatorio pero que, tras la normativa 
descentralizadora francesa, sólo tienen carácter referencial, pudiendo 
las entidades locales regular a su libre albedrío el contenido de la con­
cesión de ZAC y el conjunto de deberes y cargas atribuidos al orga­
nismo público o sociedad mixta que resulte concedente de las mismas, 
concesión que, como vimos, no tiene por qué someterse a concurso 
previo.

Para aquellos autores que defienden como más justa esta débil 
línea concesional que ha existido en la evolución de nuestro modelo 
urbanístico, es ésta la mejor de las soluciones para la ejecución del 
planeamiento; así, González-Bkrenguer 205 estima que el modo de 
cohonestar las ventajas públicas hasta el momento logradas con las 
propias del sistema de mercado es hacer volver a la propiedad privada 
lo planificado. Pero se perdería el tiempo si la vuelta se hiciera per­
mitiendo la aplicación de los mecanismos de subasta, lo cual fue el 
error del INUR; este error se podría obviar recurriendo al artificio 
concesional, y en las cláusulas a las que se sujeta el concurso-subasta 
se incluye la relativa al precio final de los pisos (que debe ir acom­
pañado de un control de calidad de los mismos) sobre cuyo precio 
versaría la puja y consiguientemente su adjudicación.

En el contexto de la reforma de los inicios de los años noventa 
y en el ámbito de los debates parlamentarios y discusiones en torno 
al nuevo modelo urbanístico que generó el proyecto de reforma de 
la Ley del Suelo del 76, que cuajaría en la Ley 8/1990, de Régimen 
de Suelo y Valoraciones, y en el que se plantea la completa desma­
terialización del derecho de propiedad y la articulación de un sistema 
gradual de adquisición, ejecución de beneficios y cargas, derivados del 
planeamiento que suponen el éxtasis normativo de la concepción equi- 
distributiva española, el Grupo parlamentario Izquierda Unida planteó 
un texto alternativo que, a juicio de Tejedor Bielsa^06, hubiera per­
mitido un mayor control de la actividad urbanística y en el que se 
articulaba un sistema de concesión administrativa en cuyas clausulas 
podían contenerse determinaciones acerca del alquiler o precio final * 205

_ Las demás circunstancias que se deduzcan de la legislación general de contratos del
Estado y de la de régimen local, cuyos preceptos serán aplicables como supletorios y en cuanto 
reguladores del procedimiento.

205 J. L. González-Berenguek Urrutia, Gestión, financiación..., p. 576.
m J. C. Tejedor Bielsa, Propiedad, Equidistrihución y Urbanismo. Hacia un nuevo modelo 

urbanístico, Pamplona, Aranzadi, 1998, p. 139.



484 MARTA LORA-TAMAYO VALLVE

de venta de las viviendas edificadas, previéndose, en todo caso el pago 
al concesionario en parcelas edificadas y, en ningún caso, en dinero. 
Quedando, a su juicio, solventado en parte el problema de la finan­
ciación y resaltando el carácter de función pública de la gestión del 
suelo, y aprovechando las experiencias similares de gestión adquiridas 
a través del urbanismo concertado.

Pero es que este sistema que proponía el grupo de Izquierda Unida 
ya existía en nuestro ordenamiento jurídico, y es el que hemos descrito 
en páginas anteriores que regula los arts. 211 y 212 del Reglamento 
de Gestión Urbanística; la principal diferencia entre el modelo pro­
puesto por IU y el desarrollo del sistema de expropiación preexistente 
radica, por una parte, en la imposibilidad de pagar el canon concesional 
en metálico, debiendo fijarse siempre en suelo o parcelas edificables, 
alternativa esta que también admitía el Reglamento, y, de otra parte 
—y ésta es la clave fundamental—, el texto alternativo de IU propone 
este sistema de actuación de forma radical —es decir, como único 
modo de ejecutar el planeamiento urbanístico— y no como forma alter­
nativa, y a la postre subsidiaria y residual, que, suponía el sistema de 
concesión administratiya regulado reglamentariamente.

Hasta aquí hemos ofrecido una síntesis evolutiva del panorama 
del urbanismo concesional, concertado o concurrencial estatal español 
existente, si bien ya con anterioridad a la Sentencia del TC 61/1997, 
las Comunidades Autónomas comenzaron a regular sus propios modos 
de gestión del urbanismo, que en principio no pasaron de ser desarro­
llos pormenorizados y con alguna especialidad del sistema normativo 
vigente; si bien, poco a poco —-y, sobre todo, tras la iniciativa de la 
Ley 6/1994, reguladora de la actividad urbanística de la Comunidad 
Valenciana, y la sentencia constitucional— aparece ante nosotros, en 
menos de un lustro, un amplio abanico de posibilidades ejecutorias 
que se hace preciso analizar 707.

D) El urbanismo concesional de las Comunidades Autónomas

La Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 12 de marzo, 
pone en marcha un proceso legislativo en el que se abre un amplio 
campo de experimentación en cnanto a las diferentes modalidades posi­
bles de ejecución del planeamiento urbanístico en las nuevas norma­
tivas de las Comunidades Autónomas.

11,1 Si bien en muchas de ellas, dada su reciente publicación, no tengamos la suficiente 
perspectiva sobre la aplicación práctica de la norma que permita valorarlas en su justo término, 
así como la ausencia de jurisprudencia, pero prescindir de su análisis supondría dar la espalda 
a la aterradora realidad del fragmentado urbanismo español que parece deparamos en el próximo 
siglo.
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La Ley 6/1998, de 13 de abril, es un cajón de sastre que intenta 
dar cabida a las legislaciones urbanísticas preexistentes. Es una ley 
que a mi juicio no define un modelo urbanístico, porque constitucio­
nalmente el legislador se cree impedido de tal posibilidad, y que 
mediante una ambigua regulación en la que establece que los propie­
tarios de suelo deberán contribuir, en los términos establecidos en las 
leyes, a la acción urbanística de los Entes públicos, a los que corres­
ponderá, en todo caso, la dirección del proceso, sin perjuicio de respetar­
la iniciativa de aquéllos y en la que la gestión pública suscitará en la 
medida más amplia posible la participación privada, aunque ésta no osten­
te la propiedad del suelo, se da cabida a cualquier tipo de actuación 
pero no termina de cerrar el sistema.

Al abrir un abanico tan amplio de posibilidades de actuación se 
difumina la perspectiva que debía dejar clara, que es Ja determinación 
de si el derecho a urbanizar, es decir el derecho a la transformación 
urbanística de los terrenos, es consustancial al derecho de propiedad.

La regulación de la Ley 6/1998 parece concebir desde esta perspectiva 
que el derecho a urbanizar es un derecho que podríamos calificar como 
de “adquisición preferente” por el propietario de suelo. Sería algo así 
como un derecho de tanteo y retracto con respecto al resto de posibles 
agentes intervinientcs en la transformación del mismo que, sin quedar 
relegados, quedan a la espera de que el propietario, no forzosamente 
—como parecía instituir el TRLS 92—, sino voluntariamente, se decida 
a formar parte o no del proceso productivo de construcción de ciudades.

La ruptura del círculo vicioso del que hablamos en páginas anteriores 
no parece, por tanto, ser total. Es más, la inserción de agentes urbanísticos 
públicos o privados en el proceso urbanizador y edificatorio se muestra 
como una deferencia del propietario que, quizás cansado de siglo y medio 
de ejercicio de un derecho de forma monopólica, cede ante nuevas figuras 
que pretenden reemplazarlo, unas veces de forma absoluta y otras veces 
de forma alternativa, opcional, armo pondremos de reflejo en la des­
cripción de los nuevos sistemas de ejecución del planeamiento que jalo­
nan la legislación urbanística de las Comunidades Autónomas.

La sistematización que, a mi juicio, es más clara para entender 
cuáles son estas nuevas tendencias parte de la agrupación de las Comu­
nidades Autónomas en tres grupos que o bien muestran una deter­
minada herencia aprehendida y desarrollada, o innovan y arrastran 
tras de sí a otras Comunidades en su nueva articulación o simplemente 
toman de aquí y de allá para renovarse en cierto sentido pero sin 
perder la tradición 20s:

Esta clasificación parece poder tener carácter prácticamente definitivo. En otro lugar, 
y en los momentos en que existían Comunidades Autónomas que todavía no habían reaccionado, 
llevé a cabo una clasificación diferente de la agrupación de las legislaciones urbanísticas de



486 MARTA LORA-TAMAYO VALLVÉ

1. Modelos estatales. Comunidades Autónomas que respetan el 
contenido esencial de la tradición urbanística en cuanto a (os sistemas 
de ejecución del planeamiento con modulaciones puntuales.

2. Modelos “valencianos”. Comunidades Autónomas que partien­
do del modelo valenciano reestructuran el modo de concebir !a acti­
vidad urbanística abandonando el régimen de sistemas anteriores.

3. Híbridos que manteniendo el sistema tradicional incorporan 
nuevas técnicas como alternativas de ejecución del planeamiento.

a) El modelo estatal corregido y aumentado

Son Comunidades Autónomas que respetan el contenido esencial 
de la tradición urbanística en cuanto a los sistemas de ejecución del 
planeamiento con modulaciones puntuales: Cataluña, Galicia, Navarra, 
Madrid, Extremadura, Andalucía, Cantabria, Asturias, País Vasco 
Murcia.

1. Cataluña. Ejecución de Planes de Ordenación por Sectores
de Urbanización Prioritaria

Con anterioridad a la Sentencia Constitucional 61/1997 algunas 
Comunidades Autónomas disponían de corpus legislativos completos 
en materia urbanística en los que se regulaban los diferentes sistemas 
de actuación y modalidades de gestión del planeamiento urbanístico 
que no distaban mucho de la tradición estatal seguida hasta el momen­
to, ya fuera de la Ley del 76 o del TRLS 92; dentro de estos parámetros 
podemos situar las legislaciones de las Comunidades Autónomas de 
Cataluña, en primer lugar, por ser la primera y por separarse del 
TRLS 92; Navarra y Galicia dictan leyes propias completas siguiendo 
básicamente la Ley 8/1990; Madrid lleva a cabo una Ley de Medidas 
que complementa la legislación estatal, y Asturias, Cantabria y Anda­
lucía que asumen íntegramente como legislación autonómica aparen­
temente coyuntural, aunque la coyuntura dura ya tres años por lo 
menos.

En efecto, es por todos conocida la ruptura del pacto realizado 
para la aprobación de la Ley 8/1990, de 25 de julio, por la Comunidad 
Autónoma de Cataluña, que aprobó el Decreto legislativo 1/1990, de

las Comunidades Autónomas, si bien creo que ¡a presentada aquí es más precisa. Vid. al respecto 
M. Lora-Tamayo Vallvé, «Las nuevas legislaciones de las Comunidades Autónomas: una visión 
de conjunto», RAÍ’, núm. 151, enero-abril 2000, pp. 405 ss.
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12 de julio, por eí que se aprobaba el texto refundido de los textos 
legales vigentes en Cataluña en materia urbanística 2W.

El nuevo código urbanístico catalán * 210 refunde la normativa exis­
tente hasta el momento y mantiene en cuanto a la ejecución del pla­
neamiento la estructura de la Ley del Suelo del 76, que en este sentido 
no variaba tanto con respecto a la Ley 8/1990, si bien introduce algunas 
modificaciones mediante la denominada ejecución por sectores de 
urbanización prioritaria y mantiene la existencia de los Programas de 
Actuación Urbanística para el suelo urbanizable no programado.

La principal novedad, por tanto, en cuanto a la ejecución del pla­
neamiento urbanístico es la regulación de la ejecución de Planes de 
Ordenación por Sectores de Urbanización Prioritaria.

Esta nueva figura, que supone una especialidad en la ejecución 
del planeamiento mediante el sistema de cooperación, que es el único 
sistema aplicable en los Sectores de Urbanización Prioritaria, supone, 
a mi juicio, un desplazamiento de la técnica de los Programas de Actua­
ción Urbanística, en tanto en cuanto introducen medidas de agilización 
de la gestión urbanística que parecen mucho más eficaces que las pre­
vistas para los PAU, que son las mismas que describimos en páginas 
anteriores.

En efecto, el Decreto legislativo 1/1990, de 12 de julio, dispone 
para el suelo urbanizable programado la capacidad de delimitar Sec­
tores de Urbanización Prioritaria destinados a usos residenciales, indus­
triales u otros que tienen como principal premisa la actuación urba­
nizados inmediata que se justifica por la concurrencia de especiales 
circunstancias de emplazamiento y de contigüidad a los grandes sis­
temas urbanos de Cataluña, de presión urbanizadora o demográfica 
o de proximidad a explotaciones, industriales y otras análogas (art. 197).

La finalidad urbanística de los Sectores de Urbanización Prioritaria 
no aparece como una delimitación de importancia a la aprobación de 
las mismas dada la amplitud con la que es recogida.

La iniciativa para la aprobación de este tipo de proyectos, ubicados 
en suelo urbanizable programado en el que existe Plan Parcial, es siem­
pre pública, si bien puede partir tanto de la Entidad local en la que 
se ubique el sector, o de la Dirección General de Urbanismo, en cuyo 
caso la participación del municipio se reducirá a la audencia del mismo,

# En este sentido, la “'salida de filas” de lá Comunidad Autónoma de Cataluña no terminó 
con la aprobación previa, tan sólo trece días antes, de un texto normativo que no seguía las 
líneas de la Ley .8/1990, sino que además fue una de las Comunidades Autónomas que interpondría 
recurso de inconstítucionaüdad que conduciría a la STC 61/1997; jugada maestra, que duda 
cabe.

210 Vid. al respecto T. Quintana López y L. A. Ballesteros .Mopfa, Legislación urbanística, 
de edificación y vivienda de Cataluña. Valencia, 2001.
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puesto que también podrá ser la Dirección General la Administración 
actuante de forma exclusiva en el sector21 \

Al articularse la ejecución de los sectores mediante cooperación, 
supone una forma pública de dirección del proceso sin desplazar a 
la propiedad del suelo; un sistema mixto de ejecución en el que existe 
la obligación de edificar en un plazo máximo de tres años desde la 
firmeza en vía administrativa del proyecto de reparcelación dado el 
carácter de interés inmediato de la operación 211 212.

Para que el sistema no se convierta en el modo normal de ejecución 
del planeamiento, difuminándose la finalidad primigenia de este tipo 
de actuaciones sólo se admite la existencia de un Sector de Urba­
nización Prioritaria de un determinado uso en cada municipio, de forma 
que para proceder a posteriores declaraciones será necesario que las 
obras de urbanización del sector del mismo uso ya declarado estén 
totalmente ejecutadas. Esta medida en el fondo está permitiendo la 
concatenación sucesiva de Sectores de Urbanización Prioritaria como 
modo normal de ejecución del planeamiento.

Los propietarios de suelo deberán subvenir a la reparcelación 
redactada de oficio por la Administración actuante y financiar los gas­
tos de las obras de urbanización, ya sea en metálico o, si la Admi­
nistración actuante a propuesta de los propietarios lo admite, mediante 
el pago por cesión de terrenos edificables en el mismo sector que se 
realizará sin incluir las superficies de suelo de cesión obligatoria y gra­
tuita del polígono objeto del Plan Parcial que le correspondiera por 
parte cedida en compensación.

Mediante este tipo de actuaciones, la Administración en Cataluña 
se convierte en la auténtica directora del proceso, de urbanización de 
las extensiones más próximas y de mayor valor de los núcleos urba­
nizados, desplazando así al urbanismo concertado de los Programas 
de Actuación Urbanística que también regula.

211 En cierto sentido, la capacidad de imposición que presupone la posibilidad de actuación 
de la Dirección General de. Urbanismo, es decir, de la Comunidad Autónoma, nos recuerda 
a la capacidad de imposición que existía deí Estado con respecto a las colectividades locales 
en ¡os Proyectos de Interés General y Actuaciones de Interés Nacional previstas en el Code 
de l'Urbanisme francés. Las Comunidades Autónomas, desprendidas del control del Estado, tien­
den a intentar recuperar para sí toda la capacidad de decisión y dirección de la política urbanística 
en un nuevo centralismo autonómico que se refleja en medidas como la que apuntamos.

212 El art. 200 del Decreto Legislativo 1/1999, de 12 de julio, es, a mi juicio, una de las 
aportaciones más interesantes que lleva a cabo el legislador catalán en el sentido de que la 
declaración de Sectores de Urbanización Prioritaria lleva implícita la declaración de interés inme­
diato de edificación en el plazo máximo de tres años contados a partir de ¡a firmeza en vía 
administrativa del proyecto de reparcelación. Es ésta una medida que, si es de efectiva aplicación, 
resulta de gran eficacia como medida antiespeeulativa, puesto que, al actuarse mediante coo­
peración y ser la Administración la que ejecuta las obras de urbanización, evita de este modo 
la especulación sobre los solares ya urbanizados y anuda la prioridad en la urbanización a la 
consiguiente e inmediata edificación, evitando de este modo la tradicional retención de solares 
urbanizados y no edificados en espera de mejores coyunturas del mercado.
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2. Navarra. Sistema de reparcelación voluntaria y sistema
de ejecución forzosa

La Ley Foral 10/1994, de 4 de julio, de Ordenación del Territorio 
y Urbanismo 213 responde a la misma estructura legislativa del TRLS 9— 
es una ley completa, rigurosa, en la que, a mi juicio, se debe destacar 
la regulación pormenorizada y muy acertada de la clasificación del 
suelo urbano y el no urbanizadle en el que introduce categorías espe­
cíficas, y de otra añade dos sistemas de ejecución a la tradicional divi­
sión tripartita en los sistemas de compensación, cooperación y expro­
piación.

La Ley Foral 10/1994 no aporta en este sentido grandes novedades, 
y parte del principio de preferencia de los sistemas de actuación privada 
frente a los públicos, aunque lo hace de un modo algo ambiguo al 
establecer (art. 148.2) que si el plan no estableciera sistema de actua­
ción se podrá entender que el sistema elegido es el de compensación 
o el de reparcelación voluntaria, sin perjuicio de su modificación por 
el procedimiento previsto para delimitación de unidades de ejecución.

Los nuevos sistemas que se incorporan son, por una parte, el de 
reparcelación voluntaria, que viene a ser una versión agilizada del sis­
tema de compensación prevista para los casos en que la totalidad de 
los propietarios estén de acuerdo en su constitución, de forma que 
se evitan la farragosa y lenta tramitación y constitución en Junta de 
Compensación, también será de aplicación este sistema en los casos 
de propietario único de los terrenos de una unidad de ejecución.

En cuanto a los sistemas públicos de ejecución, es decir, aquellos 
que en principio parecen prescindir de la propiedad del suelo para 
la realización de la obra urbanizadora, aparece el sistema de ejecución 
forzosa (arts. 171 y 172), que se configura como un modo supletorio 
de actuación en los casos en los que al menos el 25 por 100 de los 
propietarios de una unidad de actuación soliciten su aplicación como 
sustitución al sistema de compensación establecido en origen por no 
haber podido lograr llevar a efecto la formación de la Junta de Com­
pensación o no presentar ésta el oportuno proyecto de urbanización.

Pero el sistema de ejecución forzosa puede aplicarse también en 
una unidad de ejecución de forma directa, sin que medie sustitución 
cuando así lo estableciera la Administración actuante [art. 171.La)] 
o, lo que es más interesante, a iniciativa de cooperativas u otros 
promotores de viviendas que se comprometan a la construcción de 
viviendas de protección oficial previstas por el planeamiento para un 
determinado sector o unidad de ejecución, siempre que se gaiantice

213 BON, núm. 84, de 15 de julio.
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la ejecución de, al menos, el 50 por 100 de las viviendas de protección 
oficial contenidas en el ámbito correspondiente. La Administración 
actuante aceptará la aplicación del sistema en este supuesto cuando 
los peticionarios aporten fianza equivalente al valor urbanístico de los 
terrenos.

La dirección del proceso de urbanización y edificación cuando se 
actúa mediante el sistema de ejecución forzosa corresponde a una 
Comisión Gestora cuyos miembros son elegidos a partes iguales por 
la Administración actuante y por los propietarios de los terrenos.

El sistema se erige, pues, en una especie de combinación o simbiosis 
entre la compensación y la cooperación en cuanto a la participación 
paritaria entre Administración y propietarios, aunque tiene también 
tintes concesionales y expropiatorios en el sentido de que en la mayor 
parte de los supuestos, al suponer una forma sustitutiva del sistema de 
compensación, los propietarios no adheridos podrán ser expropiados.

Una vez concluida la obra urbanizadora, los terrenos que no hayan 
sido objeto de cesión obligatoria o enajenación a los fines de sufragar 
los gastos se adjudicarán a los propietarios integrados en la gestión 
en proporción a su aportación inicial y contribución a los gastos, adju­
dicando el resto entre los propietarios no integrados en proporción 
a sus aportaciones de terrenos.

Si bien la Comisión Gestora podrá acordar por mayoría absoluta 
la enajenación, por subasta pública, de los terrenos resultantes, una 
vez hecha la adjudicación a los propietarios integrados en la gestión 
se abona el saldo resultante a los propietarios no integrados en pro­
porción a su participación en la unidad.

Por otra parte, la Comisión Gestora puede conceder la ejecución 
de las obras de urbanización que deberá ser realizada mediante con­
curso público.

La regulación del urbanismo concertado mediante Programas de 
Actuación Urbanística no difiere de la establecida en el TRLS 92 a 
la que nos remitimos.

3. Madrid. Zonas de Interés Regional de Actuación Inmediata, 
sistema de ejecución forzosa, modificaciones en la regulación 
de los PAU, gestión por concesión del sistema de expropiación

La Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, 
Suelo y Urbanismo de la Comunidad Autónoma de Madrid, si bien 
no constituye un Corpus urbanístico completo, a diferencia de las legis­
laciones catalana y navarra, pretende seivir de complemento y definir 
el contexto generado por la renovación parcial de 1990 y la actúa-
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lización total de 1992 de la legislación estatal. Como afirma su Expo­
sición de Motivos, la Ley delimita el marco específico y necesario de 
la política territorial y urbanística que las circunstancias y las pecu­
liaridades de la región madrileña demandan, y ésta es la razón, su 
propósito acotado y delimitado de adaptación, por la que se concreta 
en una Ley de Medidas.

Con posterioridad a la STC 61/1997, la Comunidad de Madrid 
aprueba la Ley 20/1997 para solventar los vados producidos por la 
declaración de inconstitucionalidad de numerosos preceptos del 
TRLS 92, y que sería modificada posteriormente, concretamente res­
pecto a la Disposición adicional cuarta, por la Ley 3/1998, de 17 de
r 214marzo .

La citada Ley incorpora una nueva delimitación de zonas, deno­
minadas de Interés Regional, que pueden ser de Actuación Inmediata 
o de Actuación Diferida y que suponen la atribución a las Comunidades 
Autónomas de un instrumento, no sólo de planeamiento y definición 
pro futuro de la estructuración de la ciudad, sino que, por el contrario, 
permiten a la Comunidad Autónoma, desde la base de! Planeamiento 
Regional, llevar a cabo procesos de urbanización de zonas de suelo 
no urbanizadle y el que fuera suelo urbanizable no programado.

El desplazamiento del municipio es en este caso claro, a pesar 
de que se intente hacer una especial incidencia en el carácter consorcial 
o de convenio entre las diferentes Administraciones Públicas que 
podrán tener este tipo de operaciones * 215.

La tendencia o el signo que este tipo de medidas reviste no es 
otra que el intento de control —no sólo de la política territorial— 
de la ordenación del territorio en sentido estricto por parte de la Comu­
nidad Autónoma—, sino que ésta pretende descender a la arena del 
urbanismo entendido también en sentido estricto, como gestión y eje­
cución del planeamiento general, desapoderando a las Entidades Loca­
les, tradicionales receptoras de este tipo de competencias. Otro botón 
de muestra del nuevo centralismo de las Comunidades Autónomas.

La ejecución de las Zonas de Interés Regional de Actuación Inme­
diata tienen como base el Planeamiento Regional de Estrategia Terri­
torial y suponen un modo de actuación directa de la Administración 
actuante, la Comunidad de Madrid, que se superpone, por tanto, a 
la voluntad y a la integración de los propietarios de suelo en el proceso

2,4 Sobre el proceso de tramitación y aprobación de la normativa autonómica madrileña, 
vid. al respecto A. Aiíévalo  Gutiérrez, Derecho urbanístico de la Comunidad de Madrid, L. Parejo  

Alfonso  (clir.), Madrid, Marcial Pons, Universidad Carlos III de Madrid, 1998, pp. 29 ss.
215 En cierto sentido nos recuerdan a la Ejecución del Planeamiento por Sectores de Urba­

nización prioritaria existente en Cataluña, si bien este tipo de actuación aparece inserta en 
el sistema tradicional de planeamiento municipal, mientras que las Zonas de Interés Regional 
de Actuación Inmediata lo hacen desde el planeamiento regional.
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urbanizador y edificatorio y a la del municipio en el que se localicen, 
en el sentido de que toman los terrenos clasificados como no urba- 
nizable o urbanizable no programado para efectuar este tipo de ope­
raciones. Aprovechando los vacíos de los Planes Generales insertan 
este tipo de actuaciones a modo de cuña, que, sin duda alguna, pueden 
romper con las previsiones y la estructura orgánica de un municipio 
previamente establecidas en el Plan General.

Supone una vuelta a la idea de las Actuaciones Urbanísticas Urgen­
tes, pero esta vez la Administración actuante será la de la Comunidad 
Autónoma. Los municipios afectados sólo pueden intervenir en el trá­
mite de información pública, salvo que la Administración actuante deci­
da darles entrada (art. 26) mediante convenios de colaboración y cons­
titución de consorcios sobre la base de un contrato-programa y en 
función de las distintas aportaciones efectivas.

Las Zonas de Interés Regional de Actuación Inmediata pueden 
o bien concebirse como tales en el Plan Regional de Estrategia Terri­
torial, siendo, por tanto, originarias, o ser derivadas en cuanto a su 
programación en el sentido de que ésta sea producto de la transfor­
mación de una Zona de Actuación Diferida en Zona de Actuación 
Inmediata. Cualquiera que sea el origen de la Zona es importante 
destacar el hecho de que éstas siempre se ejecutan por expropiación, 
supone, por tanto, un modo de actuación directa de la Comunidad 
Autónoma.

Como decíamos anteriormente, el proceso, aunque inserto en el 
planeamiento regional, nos recuerda a las ACTUR, y más desde la 
necesaria adaptación de la Ley de Medidas de la Comunidad de Madrid 
a la Ley 6/1998, de Régimen de Suelo y Valoraciones, en cuanto al 
valor de las expropiaciones que deba determinarse en estas zonas.

En efecto, y como pone de relevancia de Asís Roig 2IS, aunque 
la clasificación correspondiente al suelo urbanizable no programado 
pueda mantenerse, en virtud de la amplia regulación de la Ley 6/1998 
en la que se prevé la posibilidad de establecer clases de suelo equi­
valentes, lo que no es tan seguro es que se pueda mantener la valoración 
del suelo urbanizable no programado para las Zonas de Interés Regio­
nal de Actuación Inmediata de la valoración que se preveía para el 
suelo urbanizable no programado en el TRLS 92, que es la equivalente 
a la prevista en el art. 16.2 de la Ley 6/1998, pues este suelo se carac­
teriza por no estar delimitado o incluido en ningún ámbito de actuación 
y no estar previstas las condiciones para su desarrollo urbanístico.

Es difícil subsumir las Zonas de Interés Regional de Actuación 
Inmediata en el marco de estos dos parámetros, lo que implicaría la 
clasificación del suelo como urbanizable “sectorizado”, el previsto en

216 Cfr. A. de Asís Roig, Derecho urbanístico de la Comunidad de Madrid, p. 189.



EL. URBANISMO DE OBRA PÚBLICA ESPAÑOL 493

el art. 16.1 de la Ley 6/1998, de forma que el criterio de valoración 
de los terrenos que deben ser expropiados será el del art. 27.2, que 
incorpora el valor de repercusión, es decir, un valor que incorpora 
las plusvalías generadas por el planeamiento y que dificultará, qué duda 
cabe, la actuación cxpropiatoria en las Zonas de Interés Regional de 
Actuación Inmediata.

Por otra parte y en cuanto al desarrollo del tradicional urbanismo 
concertado, la Ley de Medidas reduce a dos casos la formulación y 
ejecución de los Programas de Actuación Urbanística.

Podrán ser formulados y ejecutados por la propia Administración 
actuante, o bien podrán ser formulados y ejecutados directamente por 
urbanizador adjudicatario del concurso convocado al efecto, de modo 
que suprime el término medio que aparecía en el TRLS 92, en el 
que cabía la posibilidad de que el Programa de Actuación Urbanística 
fuera formulado por la Administración y sólo se sacara a concurso 
público la ejecución del mismo.

Otra de las previsiones de la Ley de Medidas que fomenta, al menos 
en principio, la actuación de la Administración de forma directa es 
la especificación en cuanto a la ejecución de los Programas de Actua­
ción Urbanística de que se llevará a cabo mediante el sistema de expro­
piación [art. 73.2.6/], si bien la fórmula se rompe de nuevo a favor 
de los propietarios que representen al menos el 60 por 100 de los 
terrenos incluidos en el PAU que tendrán derecho de adjudicación 
preferente, y el sistema de ejecución será el de compensación 2U.

Del mismo modo que la Ley Foral de Navarra, la Ley madrileña 
agrega a los sistemas de compensación, cooperación y expropiación 
el de ejecución forzosa, si bien en sentido más limitado que en la ante­
rior, puesto que, a pesar de que se reconoce la posibilidad de elección 
de este sistema de actuación directamente por la Administración 
actuante, parece configurarse más como un sistema supletorio o sus- 
titutivo del de compensación. El porcentaje de propietarios que soli­
citen el cambio de sistema es algo mayor, aquellos que representen 
al menos un 30 por 100 de los terrenos afectados. La composición 
de la Comisión Gestora es igual que en la Ley navarra, admitiéndose 
también la posibilidad de sacar a pública subasta los solares edificables 
resultantes de la operación una vez atribuidos a los propietarios adhe­
ridos los terrenos que les correspondan. La regulación es, pues, la mis-

’17 Y es ésta la regla general como pusimos de relieve en páginas anteriores; todos los 
PAU que en la actualidad están en curso de ejecución (Las Tablas, Sanchinarro, Moníecarmelo 
y e! “nuevo ensanche” de Vallecas) se están ejecutando mediante el sistema de compensación.

En este sentido, es interesante seguir las notas de prensa que como a cuenta gotas van 
informando sobre el curso de la ejecución de las obras que presentan un gran interés, sobre 
todo los trés ensanches del norte, pues suponen el desplazamiento de la ciudad hacia este 
punto cardinal.
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ma que en la legislación navarra, pero la posibilidad del establecimiento 
de la pública subasta no es del todo clara, su redacción es algo más 
confusa 21 s.

En el sistema de expropiación se perfilan diferentes modos de ges­
tión que son: la gestión indirecta indiferenciada, la encomienda de 
gestión a una entidad de Derecho público de ella dependiente, la enco­
mienda de la gestión previa suscripción del convenio de colaboración 
correspondiente a otra Administración Pública territorial o a una enti­
dad de Derecho público dependiente de cualquier otra Administración 
Pública territorial y la concesión.

La gestión por concesión, que es a la que más referencia hace la 
Ley madrileña regulada en el art. 84, supone en el fondo una regulación 
muy similar al supuesto de formulación de los Programas de Actuación 
Urbanística por la Administración actuante y sometimiento a concurso 
de la ejecución de la misma que se regulaba en el TRLS 92, que en 
la legislación madrileña parecía desaparecer. Vemos, pues, cómo 
mediante la regulación de la gestión del sistema de expropiación vuelve 
a resurgir.

Pero el derecho de adjudicación preferente de los antiguos pro­
pietarios de suelo para la gestión de los bienes que ya no le pertenecen 
rompe de nuevo con el sistema concesional. Esta vez, a mi modo de 
ver, de una forma absurda, ya que, a mi juicio, desde el momento 
en que el propietario de suelo ha sido expropiado, ha sido indemnizado 
o lo va a ser en un futuro no veo qué razón existe para que se le 
adjudiquen a él y al resto de propietarios —que al menos representen 
el 60 por 100 de la propiedad de los terrenos afectados— la gestión 
de la actuación.

No tiene ningún sentido, o se priva de la propiedad o no se priva, 
pero este híbrido de privación de la propiedad del suelo con derecho 
a la adjudicación preferente de la gestión de las obras de urbanización 
supone que se atribuye con carácter preferente el derecho urbanizar 
y edificar a un conjunto de particulares, de modo que el derecho a 
urbanizar parece no derivar exclusivamente del hecho de ser propie­
tario, sino también del hecho de haberlo sido. 13

13 Art. 95.3 de la Ley de Medidas 9/1995, de 28 de marzo: «A los efectos de lo dispuesto 
en el artículo anterior y, en general, de la cobertura de las diferencias entre costes previstos 
y reales de planeamiento, gestión y urbanización, la Comisión Gestora podrá enajenar, en pública 
subasta, todo o parte del suelo a que se refiere la letra c) del artículo 91, De restar aún suelo 
en la disposición de la Comisión Gestora, ésta deberá proceder, bien en la forma dispuesta 
en el número 1, bien a la enajenación en pública subasta y posterior distribución proporcional 
del importe de la misma entre los propietarios con derecho de la misma».

Art. 181 de la Ley Foral 10/1994, de 4 de julio: «(...) La Comisión Gestora podrá acordar 
por mayoría absoluta la enajenación, por subasta pública, de los terrenos resultantes, una vez 
hecha la adjudicación a los propietarios integrados en la gestión abonando el saldo resultante 
a los propietarios no integrados en proporción a su participación en la unidad».
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Este sistema de gestión del sistema de expropiación a los propie­
tarios afectados por la actuación supone la apología de la defensa de 
la propiedad como única legitimada para desarrollar la acción urba- 
nizadora que raya en la más pintoresca parodia y deformación del 
sentido de la expropiación y de la idea de! urbanismo como función 
pública.

4. Galicia. Colaboración concertada en el sistema de cooperación

La Ley 1/1997, de 24 de marzo, de Suelo de Galicia, aprobada 
unos días después de la publicación de la Sentencia del Tribunal Cons­
titucional 61/1997, de 20 de marzo, sigue el esquema del Texto Refun­
dido de la Ley de Suelo de 1992, si bien incorpora en cuanto a la 
clasificación del suelo una nueva clase específica denominada suelo 
de núcleo rural, además de distinguir en el suelo urbano dos categorías, 
el suelo consolidado y no consolidado 219. A los efectos que aquí inte­
resan, la gestión y ejecución del planeamiento y la recepción de técnicas 
concesionales, concúrsales o concertadas, la Ley gallega introduce algu­
nas modificaciones, si bien mantiene los tres sistemas de ejecución 
del planeamiento, compensación, expropiación y cooperación, clásicos.

La elección del sistema de actuación parte de la preferencia de 
los sistemas de compensación y cooperación, siempre que se garantice 
suficientemente su operatividad y no existan razones de urgencia o 
necesidad que exijan la expropiación; la iniciativa y la participación 
de los propietarios de suelo sigue siendo preferencial, y la expropiación 
se muestra como una figura residual y casi marginal.

Es más, se incentivan los sistemas de ejecución 220 privada del pla­
neamiento con medidas como la reducción a un 50 por 100 de los 
terrenos como requisito suficiente para el establecimiento del sistema 
de compensación (art. 133.2).

Es en la regulación del sistema de cooperación en el que se intro­
ducen algunas novedades de interés, en el sentido de que, como se 
alude en la Exposición de Motivos, se prevé la colaboración concertada 
entre la Administración actuante y los propietarios que representen 
al menos el 25 por 100 de la superficie del polígono.

2la Sobre los efectos de ia clasificación del suelo de la Ley 6/1998, de Régimen de Sudo 
y Valoraciones, en la legislación gallega, vid. al respecto j. J. Cudeiro Maza ira, «Incidencia 
de la nueva Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valoraciones, en la legislación 
urbanística gallega». Documentación Administrativa, nuin. 252-253', septiembre: 1998-abril 1999, 
pp. 483 ss.

220 Sobre la gestión y ejecución dei planeamiento en Galicia, vid. ai respecto E. Sánchez 
Goyanes (coord.), Estudios de Derecho urbanístico de Galicia. Régimen jurídico de la gestión 
urbanística, Jomadas celebradas entre el 7 y el 12 de febrero de 2000, coordinador de la edición 
S. Arbones Arteta.
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La referencia que a la concertación hace la Exposición de Motivos 
no debe ser confundida con el concepto de urbanismo concertado, 
sino que la finalidad de esta medida es la de estimular, una vez más, 
la colaboración con los partícipes del resultado de la ejecución del 
planeamiento, cuando asuman el compromiso de compartir la respon­
sabilidad de facilitar el proceso de gestión de planeamiento.

La regulación de esta figura se asemeja al sistema de ejecución 
forzosa previsto en la Ley navarra, en la que también se parte de ese 
25 por 100 de propietarios dispuestos a colaborar, o en la Ley madri­
leña, en la que el porcentaje asciende a un 30 por 100, si bien aquí 
no se regula como un sistema diferente sino que se inserta como una 
modalidad de la actuación por cooperación.

El sistema de expropiación, como advertíamos, queda únicamente 
para aquellos casos en los que existan razones de urgencia o necesidad 
que lo justifiquen o cuando exista una situación objetiva que origine 
una gran dificultad para la ejecución del Plan mediante los sistemas 
de compensación y cooperación, es esta Ley la más dura en cuanto 
a los requisitos que permiten la actuación por expropiación que a todas 
luces se erige en un modo residual de ejecución del planeamiento. 
La gestión mediante concesión administrativa es admitida y se regulará 
en función del desarrollo de convenios que se suscriban entre las Admi­
nistraciones actuantes (art. 118.3).

5. Cantabria y Asturias. Asunción del TRLS 92 íntegramente.
Actuaciones urbanísticas prioritarias

Estas dos Comunidades norteñas asumieron, como texto autonó­
mico, el TRLS 92, mediante la Ley 1/1997, de 25 de abril, de Medidas 
Urgentes en Materias de Régimen de Suelo y Ordenación Urbana 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria por lo que no plantean de 
momento novedad alguna en cuanto a sistemas de ejecución del pla­
neamiento y la configuración de un modelo urbanístico diferente.

Sin embargo, y con anterioridad a la STC 61/1997, ambas Comu­
nidades, que carecían de una ley urbanística completa, regularon una 
figura en la que merece la pena detenerse en cuanto que podríamos 
considerarlas en cierto sentido como las herederas de las actuaciones 
urbanísticas urgentes, o como una figura algo especial de urbanismo 
concertado.

En efecto, la Ley 2/1991, de 11 de marzo, de Reserva de Suelo 
y Actuaciones Urbanísticas Prioritarias del Principado de Asturias, así 
como la Ley 4/1992, de 24 de marzo, sobre constitución de reservas, 
regionales de suelo y actuaciones urbanísticas prioritarias, definen estas 
actuaciones como modelos de ordenación de procedimiento abreviado
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que consiste en la determinación de un área concreta de la reserva 
regional del suelo para su desarrollo por medio de un Plan Parcial 
o Plan Especial. Estas áreas serán delimitadas en suelo no urbanizable 
y suelo urbanizable no programado y son susceptibles de vaciar las 
condiciones de edificabilidad del planeamiento general o de las normas 
subsidiarias y podrán destinarse a uso residencial, prioritariamente aun­
que no excluyentemente el de vivienda social, polígonos y áreas indus­
triales, equipamientos y sistemas y otros de finalidad social.

Son figuras que también encuentran cierto parecido a la ejecución 
del planeamiento por Sectores de Urbanización Prioritaria que regula 
la legislación catalana, si bien las Areas de Urbanización Prioritaria 
son entendidas como figuras de planeamiento, mientras que su homó­
logo catalán es concebido como un modo de ejecución del mismo, 
y son también muy similares a las Zonas de Actuación Inmediata de 
la Comunidad Autónoma de Madrid.

6. Andalucía. El proyecto de ley

La Ley 1/1997, de 18 de junio, por la que se adoptan con carácter 
urgente y transitorio disposiciones en materia de régimen de suelo 
y ordenación urbana, supone la adopción por esta Comunidad Autó­
noma de la integridad del TRLS 92 como norma autonómica con carác­
ter urgente y transitorio 221.

En la actualidad existe un anteproyecto de Ley del Suelo de Anda­
lucía que engarza con la legislación tradicional del Estado si bien intro­
duce algunas modificaciones en aras de la simplificación, agilidad y 
flexibilidad del planeamiento que «son las palabras mágicas que definen 
el anteproyecto» 222. Se mantienen en el anteproyecto los sistemas tra­
dicionales de ejecución del planeamiento, compensación, cooperación 
y expropiación, si bien introducen algunas novedades que intentan faci­
litar la gestión y, sobre todo, impedir la paralización del proceso urba- 
nizador una vez iniciado articulando las medidas necesarias para su 
sustitución en caso de que no sean operativos.

El sistema de expropiación, art. 120, habilita a la Administración 
actuante para realizar las obras directamente, o bien encomendar la 2

2il Con excepción de los artículos referidos a ia planificación territorial que se encuentran 
regulados por la Ley 1/1994 de la Comunidad Autónoma de Andalucía y otros artículos como 
el 96.2, 97.4 y 135.2, cuya recuperación se entendió que no cabía como legislación propia en 
Andalucía. Sobre la incidencia de la Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen de Suelo y Valo­
raciones, en la actual legislación andaluza, vid. al respecto J. Cruz Villalón , «Andalucía ante 
la nueva Ley del Suelo», Documentación Administrativa, nbm. 252-253, septiembre 1998rabril 
1999, pp. 451 ss.

*22 A. Baena  González, «Introducción crílica al anteproyecto de Ley del Suelo de Anda­
lucía», Revista de Derecho Urbanístico, núm. 175, enero-febrero de 2000, pp. 85 ss.
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ejecución material de las mismas a contratistas seleccionados, o admite 
la posibilidad de que la Administración actuante conceda la actividad 
de ejecución con arreglo a las normas reguladoras del contrato de 
servicios públicos, ya sea sobre la base de la convocatoria del corres­
pondiente concurso, o la iniciativa presentada por agente urbanizado^ 
en todo caso el concesionario asumirá la condición de beneficiario 
de la expropiación.

Como veremos con posterioridad es importante la afirmación 
expresa de la determinación de la naturaleza del tipo de concesión 
administrativa, pues es en este sentido la primera norma, o antepro­
yecto de norma, que lo realiza, ya que veremos cómo la regulación 
del agente urbanizador como adjudicatario-concesionario no especifica 
qué tipo de concesión es, si una concesión de obra pública o de gestión 
de servicios públicos.

En definitiva las principales, aportaciones del anteproyecto de legis­
lación andaluza giran en torno a la preocupación por la elección 
mediante acuerdos entre los propietarios del sistema de actuación y 
la regulación de la imposición de las obligaciones que deriven del 
incumplimiento del mismo, novedades estas que no pasan, por tanto, 
la línea de la iniciación de un proceso de programación de la urba­
nización independiente de la voluntad de los propietarios que posi­
bilitan otras, legislaciones autonómicas 223.

7. Extremadura, Murcia, País Vasco

La Comunidad Autónoma de Extremadura mediante la Ley 
13/1997, de 23 de diciembre, reguladora de la actividad urbanística 22 , 
establece por medio de ley de artículo único que el régimen jurídi- 
co-urbanístico de la propiedad del suelo y la regulación de la actividad 
administrativa en materia urbanística se regirá por lo dispuesto en la 
legislación básica estatal y por el contenido de los preceptos del Texto 
Refundido de la Ley sobre Régimen de Suelo y Ordenación Urbana, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992. de 26 de junio, que 
enumera en el artículo único y asume como legislación propia auto­
nómica.

Posteriormente, el Decreto 76/1998, de 2 de junio, de Desarrollo 
de la Ley Reguladora de la Actividad Urbanística de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura 225, publicado con posterioridad a !a Ley 
estatal 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valoraciones, 
incorpora a la legislación extremeña como principal novedad la reco­

223 Ihidem.
224 DDE, núm. 22, 24 de febrero de 1998.
235 DOE, mím. 65, de 9 de junio de 1998.



gida en la Disposición transitoria primera, b), de la Ley estatal, esta­
bleciendo la posibilidad de adjudicación de Programas de Actuación 
Urbanística sin necesidad de concurso (art. 4) cuando se trate de la 
urbanización de terrenos destinados a instalaciones y actividades rele­
vantes o de especial importancia económica y social, y así lo acuerde 
el Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura a propuesta con­
junta de la Consejería de Medio Ambiente, Urbanismo y Turismo y 
de la Consejería de Economía, Industria y Hacienda, así como cualquier 
otra que resulte afectada previo informe de las Entidades locales inte­
resadas y dictamen del Consejo de Estado o Entidad autonómica equi­
valente que pueda constituirse.

El País Vasco, tras el revuelo organizado por la STC 61/1997, publi­
ca la Ley 3/1997, de 25 de abril 22ú por la que se determina la par­
ticipación de la Comunidad en las plusvalías generadas por la acción 
urbanística y en la que viene a confirmar lo ya establecido por la Ley 
17/1994, de 30 de junio, de Medidas Urgentes en materia de vivienda 
y de tramitación de los instrumentos de planeamiento y gestión urba­
nística en cuanto a la determinación del aprovcchamiento susceptible 
de apropiación por el propietario del suelo que retoma la regulación 
del TRLS 92, sin tener en cuenta las modificaciones producidas por 
la Ley 7/1997, de medidas líberalizadoras en materia de colegios pro­
fesionales y urbanismo, estableciendo que el aprovechamiento urba­
nístico que corresponde a la Administración Pública es tanto en suelo 
urbano como urbanizable de un 15 por 100.

8. Baleares

La preocupación por los efectos de la Sentencia Constitucional 
en la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, y el deseo prác­
ticamente común del restablecimiento de una normativa urbanística 
clara que como hasta el momento hemos puesto de relieve se da en 
la mayor parte de las Comunidades Autónomas, parece en esta Comu­
nidad ser una cuestión de segundo orden, en el sentido de que las 
más recientes normas publicadas que afectan al territorio no descien­
den al campo del urbanismo, sino que se mantienen en la esfera de 
la ordenación del territorio y en la regulación pormenorizada de los 
usos del suelo. Probablemente por la particularidad geográfica insular 
de la Comunidad, así como la importancia que el turismo tiene en 
ellas se pone el acento en cuestiones que en el resto de Comunidades 
pasan algo más inadvertidas.

En este sentido, se publica la Ley 6/1997, de 8 de julio, reguladora 
del suelo rústico 226 227 en la que se introduce un aprovechamiento atípico
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226 BOPV de 26 de abril de 1997.
227 BOIB, niim. 88, de 15 de julio de 1997.
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en suelo rústico que corresponde en un 90 por 100 al propietario y 
en un 10 por 100 a la Administración, siempre y cuando las actividades 
que se desarrollen en él no sean públicas o sin finalidad de lucro.

De otra parte, la Ley 6/1999, de 3 de abril, de Directrices de Orde­
nación Territorial de las Islas Baleares y de Medidas Tributarias 228 
establece una serie de Directrices de Ordenación Territorial que son 
de inmediata aplicación dividiendo el terreno insular en una serie de 
Areas (homogéneas, de carácter supramunicipal, sustraídas del 
desarrollo urbano y de infraestructura y equipamientos), al tiempo que 
divide el suelo rústico en áreas de especial interés, de alto nivel de 
protección, rurales de interés paisajístico, de prevención de riesgos, 
y de protección territorial. Por otra parte, el suelo rústico común se 
divide, en áreas de interés agrario, de transición y de. suelo rústico 
de régimen general.

b) El modelo valenciano y sus seguidores

1. La Comunidad Valenciana pionera en la concepción
de un nuevo modelo urbanístico

La magnífica Exposición de Motivos de la Ley 6/1994, de 15 de 
noviembre 229, lleva a cabo una síntesis de los principales problemas, 
deficiencias y deformaciones que ha ido sufriendo el modelo urba­
nístico español.

Detectadas las causas del mal, el legislador plantea la necesidad 
de esta nueva Ley no sólo como una adaptación de la Ley Estatal 
a las Peculiaridades Autonómicas, sino que, respetando las coorde­
nadas impuestas por el legislador estatal, pretende formular una alter­
nativa al sistema vigente en su dimensión propiamente urbanística sus­
tituyendo el antiguo modelo por una nueva orientación intentado no 
reincidir en el error histórico de creación acumulativa de nuevos meca­
nismos de ajuste que han producido una hipertrofia legislativa de enor­
me complejidad.

Las principales premisas que toman como punto de partida esta 
nueva regulación 230 giran en torno a la simplificación de la complejidad 
existente, llevada a cabo mediante una visión nueva y soluciones dife­
rentes. que pretenden sustituir y aligerar.

En efecto, uno de los grandes aciertos de la Ley valenciana es 
su valentía, en el sentido de que se atreve a romper con los tradicionales

22lí BOIB, niirri. 4B, de 17 de abril de 1999.
DÓGV, num. 2.394, de 24 de noviembre de 1994, corrección de errores en DOCK 

núm. 2.417, de 30 de diciembre.
-■"I Sobre el ordenamiento urbanístico valenciano, vid. S. Marco  Dasi, El ordenamiento 

urbanístico de ia Comunidad Valenciana, Valencia, 2001.
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sistemas de ejecución del planeamiento, cooperación, compensación 
y expropiación, y modela un sistema en el que parece que, por fin, 
se rompe el círculo vicioso de la necesaria atribución de la función 
pública urbanística a los propietarios de suelo.

Los elementos clave para entender la sistemática de la nueva regu­
lación son los siguientes:

Se establecen dos formas de ejecutar el planeamiento. La ejecución 
directa, que será llevada a cabo por la Administración, y la ejecución 
indirecta, que será llevada a cabo por los particulares propietarios o 
empresas mediante la aprobación del correspondiente Programa para 
el Desarrollo y Ejecución de las Actuaciones Integradas. Por otra parte, 
existen las denominadas Actuaciones Aisladas que serán aquellas en 
las que se actúa, en suelo urbano, parcela a parcela.

Es en este punto, en la clara diferenciación entre actuación directa 
e indirecta de la Administración llevada a cabo por el legislador valen­
ciano, en el que, a juicio de Parejo y Blanc2 «afloran en todo su 
alcance las consecuencias de la configuración legal de la entera acti­
vidad urbanística como pública o administrativa. Pues es ella la que 
posibilita aliora, con ocasión de la determinación de las formas de 
gestión, abrir el acceso a dicha actividad (pública) a todos los que 
ejerciten la correspondiente libertad constitucional de empresa, rom­
piendo su indebida restricción al círculo de propietarios dé suelo e 
implantar así, en la ejecución del planeamiento y más concretamente 
en la urbanización, el principio de libre concurrencia a través de la 
gestión indirecta y, por tanto, la licitación a los efectos de la obtención 
de la adjudicación de aquella ejecución».

Y por ello, afirman los autores en otro lugar m, esta nueva com­
prensión de la dialéctica urbanizadora entre lo público y lo privado 
en la actividad urbanística hace que la urbanización llevada a cabo 
mediante las actuaciones integradas siempre sea pública al no haber 
derecho a urbanizar como facultad de hacer ínsita en la propiedad 
del suelo. Pero paradójicamente esta publificación jurídica sienta las 
bases de una potencial y profunda “privatización” de la iniciativa urba­
nizadora en el sentido económico, puesto que eleva al sujeto privado 
que promueve la urbanización a la calidad de agente público conce­
sionario.

Los elementos esenciales del modelo urbanístico valenciano giran 
en torno a los siguientes conceptos:

Actuación Integrada: definida en el art. 6.3 como la obra pública 
de urbanización conjunta de dos o más parcelas, realizada de una sola * 231

231 I,. Paiieio  y F. BlanC Clavero , Derecho Urbanístico Valenciano, 2“ ed., Valencia, Tirant 
lo Blandí, 1999, p. 145.

231 Op. di., p. 381.
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vez o por fases, conforme a una única programación. Puede ser llevada 
a cabo mediante gestión directa, por la Administración, o indirecta, 
cuando la Administración delega la condición de agente urbanizador, 
adjudicándola a favor de una iniciativa empresarial seleccionada en 
pública competencia (art. 7).

Programa: que no califica el suelo, ni lo clasifica, pues estas actua­
ciones se realizan con carácter general en suelo urbanizable.

Es un instrumento que se limita a planificar la gestión urbanística, 
de las denominadas Actuaciones Integradas que se localizan en Uni­
dades de Ejecución, y cuyo responsable es el Agente Urbanizador.

Agente Urbanizador (art 29): Es el agente público responsable de 
ejecutar la actuación, puede ser la Administración, cuando asuma la 
ejecución directa, o puede ser un particular, sea o no propietario del 
terreno, seleccionado en pública competencia al aprobar un Programa. 
Es importante tener presente esta cuestión, agente urbanizador es tanto 
la Administración, como el particular, como la empresa concesionaria, 
a pesar de que se ha extendido la idea de que ese agente es únicamente 
el empresario concesonario; de hecho observaremos como algunas de 
las Leyes urbanísticas de otras Comunidades Autónomas recogen esta 
acepción, entendiendo como urbanizador, únicamente, al empresario 
o concesionario que ejecute las obras de urbanización mediante un 
sistema de ejecución que vienen a denominar como de concurso, de 
ejecución empresarial o concesional.

En la simplificación sustancial que pretende la legislación valen­
ciana y al desaparecer los sistemas clásicos de actuación, el urbanizador 
se erige en «una figura jurídica multifacética y versátil en el que se 
resumen todas las posibilidades de actuación» 233.

Los propietarios de suelo: En este sistema de adjudicación de Pro­
gramas, los propietarios de suelo en el que se vaya a desarrollar no 
quedan totalmente marginados del proceso, tienen diversas opciones. 
Cooperar, aportando el terreno sin urbanizar recibiendo a cambio par­
celas edificables urbanizadas, cooperación puede tener diferente inten­
sidad, pues podrán contribuir proporcionalmente a las cargas cediendo 
terrenos o abonar en metálico la cuota correspondiente a las cargas 
de urbanización. La segunda opción es declinar expresamente en la 
cooperación, será entonces cuando le expropiarán los terrenos a valor 
inicial.

La adjudicación preferente a los propietarios de la ejecución de 
los Programas regulada en el art. 50 de la LRAU puede ser entendida 
desde diferentes perspectivas.

233 Ibidem.
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De una parte, y como expusimos de forma muy general al inicio 
de este epígrafe, parece que en este nuevo modelo de gestión y eje­
cución del planeamiento urbanístico los propietarios se desprenden 
del derecho-deber a urbanizar, quedando desplazados o sustituidos 
voluntariamente por agentes urbanísticos ajenos, a la propiedad del 
suelo, pero este desplazamiento no es total, en función de las posi­
bilidades anteriormente apuntadas de cooperación e inserción en el 
proceso urbanizador que ostentan los propietarios, y porque, de otra 
parte, existe un régimen de adjudicación preferente, que definimos 
de forma genérica como un derecho de adquisición preferente del dere­
cho a urbanizar.

La doctrina no es unánime en este sentido y aporta diferentes inter­
pretaciones en este sentido. Así, Bi.anc 234 considera que el régimen 
de adjudicación preferente que regula la Ley valenciana no puede con­
siderarse como un derecho de adjudicación preferente del propietario 
porque la Ley con este régimen no protege la propiedad del suelo 
como tal, sino que lo que se está primando es la seguridad del tráfico 
inmobiliario con fines emprendedores encaminados a la iniciativa urba- 
nizadora. Es decir, que este régimen se establece para ofrecer ciertas 
seguridades a quien siguiendo el modo de operar tradicional adquiere 
un terreno con intención de proceder a su inmediata urbanización, 
pues en el sistema anterior los inversores solían urbanizar acogidos 
al sistema de compensación y lo usual era que el empresario interesado 
en el desarrollo urbanístico de una zona adquiriera terrenos suficientes 
para poder constituir una Junta de Compensación.

La justificación no puede ser más razonable, pero lo que es un 
hecho claro es que la regulación del régimen de adjudicación preferente 
no distingue entre aquellos propietarios que adquirieron para urbanizar 
o aquellos propietarios rústicos tradicionales que pretendan llevar a 
cabo una actuación urbanizadora, por lo que la intención del legislador, 
que pretende garantizar el tráfico inmobiliario, no deja de ser una 
mera intención, pues la protección al propietario en cuanto a las posi­
bilidades de ejecución preferente sigue siendo un vestigio del sistema 
tradicional que supone la posibilidad de la adquisición preferente.

A pesar del giro que la Ley valenciana lleva a cabo, y la supresión 
de los tradicionales sistemas de ejecución del planeamiento regulados 
como tales, la actuación equidistributiva de los propietarios de suelo, 
inserta en el ámbito de los Programas de Actuaciones Intregradas, 
se hace posible mediante la creación de una figura muy similar a la 
Junta de Compensación, son las Agrupaciones de interés Urbanístico 
que se pueden constituir para lograr la adjudicación preferente de un 
Programa, y cuyo porcentaje no se cifra expresamente sino que sim­
plemente se habla de agrupaciones constituidas por la mayor parte

234 Op. cit., p. 368.
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de los propietarios. La adjudicación preferente en estos casos podrá 
ser a favor de la propia Agrupación de Interés Urbanístico o a favor 
de un tercero que opere de común acuerdo con la Agrupación.

La Ley 6/1994 reguladora de la actividad urbanística lleva en vigor 
un tiempo suficiente como para poder valorar los efectos prácticos 
que en las diferentes actuaciones urbanizadoras haya podido tener. 
Ésta perspectiva temporal permite no sólo valorar los efectos de la 
propia Ley, sino augurar efectos similares en aquellas legislaciones que 
han tomado como punto de referencia este modelo urbanístico en sus 
respectivas Comunidades Autónomas.

En este sentido, las críticas parecen ser muy favorables. Modrego 
Caballero 233 destaca el hecho de que la introducción de esta nueva 
figura del Agente Urbanizador ha permitido dar entrada en la actividad 
urbanizadora a la iniciativa empresarial a una escala desconocida en 
España, cumpliéndose, por tanto, los objetivos primigenios que la Ley 
marcaba de forma clara en su Exposición de Motivos. Así se ha con­
figurado en la práctica como un medio adecuado para agilizar y facilitar 
el cumplimiento de la función social de la propiedad del suelo.

Destaca como datos interesantes que. demuestran estas afirmacio­
nes el aumento del número de actuaciones urbanizadoras puestas en 
marcha desde la entrada en vigor de la Ley, que desde principios de 
1995 hasta octubre de 1997 alcanza la cifra de 557 programas, mientras 
que las actuaciones por polígonos durante el período anterior a la 
ÉRAU, entre 1990 y 1994, fue de 40 actuaciones al año. El ritmo de 
crecimiento de los programas ha ido en progresión geométrica, en los 
dos primeros años, se tramitaron 245 programas y en el período 
1996-97, en un solo año se han tramitado 312 más.

Pero la nota más destacable en este sentido no debe ser el número 
de actuaciones que en muchas ocasiones pueden ser consecuencia de 
la coyuntura del mercado, de la reciente aprobación de un Plan Gene­
ral, sino lo que viene a destacar el autor precitado es el hecho de 
que otro conjunto de datos muestran cómo este aumento de las inver­
siones se debe a los mecanismos de agilización y flexibilización apor­
tados por la Ley que han supuesto la canalización de la inversión pri­
vada (que constituye un 73,5 por 100 de la inversión total) mediante 
mecanismos específicos de la LRAU. Otro de los datos más intere­
santes es el porcentaje de Programas aprobados en los que la propiedad 
de los terrenos no es consustancial a la condición de urbanizador que 
gestiona la actividad urbanizadora. En una primera etapa transitoria 
la ligazón agente urbanizador-propietario de los terrenos era máyo- 
ritaria prevaleciendo en aquellos momentos el régimen de adjudicación

Í3S F. Modrego  Caballero , «La figura dei agente urbanizador. Experiencia y resultados 
en la Comunidad Valenciana», Documentación Administrativa, nútn, 252-253, septiembre 
1998-1999, pp. 498 ss.
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preferente anteriormente descrito, siendo las inversiones de urbani- 
zadores no propietarios de 15.000 millones, con un aumento de 1.000 
millones más en ei semestre siguiente, mientras que la inversión de 
los Programas acogidos a! régimen de adjudicación preferente se estan­
ca en los 8.000 millones de pesetas.

De todos estos datos se desprende, qué duda cabe, una actuación 
positiva, conseguidos, pues, los retos marcados por el legislador, cam­
biar las reglas de juego y romper el monopolio de los propietarios 
de suelo en el proceso urbanizados El peligro que parece apuntar 
este nuevo tipo de legislaciones reside en el control de la proliferación 
de la actuaciones, su armonización con el medio ambiente, su carácter 
social y, sobre todo, cuestión que ninguno de los datos aportados refle­
ja, permitir que este tipo de actuaciones incidan en el precio final 
de las viviendas, sobre todo, pero en general de todos los “productos 
urbanísticos” generados en este nuevo proceso, cuestión esta todavía 
no resuelta por legislación urbanística alguna.

2. Castilla-La Mancha. Hermana gemela de la Ley valenciana

Tras la STC 61/1997 la Comunidad Autónoma de Castilla-La Man­
cha publica la Ley 5/1997, de 10 de julio, de Medidas Urgentes en 
Materia de Régimen de Suelo y Ordenación Urbana en la que repro­
duce. ampliamente los preceptos que, habiéndose considerado plenos 
o básicos en el TRLS 92, fueron declarados nulos y aquellos otros 
que declarados como supletorios no tienen cabida en el TRLS 76 o 
que aun teniéndola requieren una adaptación a la situación actual, 
realizándose esta integración sin perjuicio de que en el futuro más 
idóneo y sobre la base de la maduración de una política en materia 
urbanística acorde con las necesidades y las características específicas 
del territorio de la Comunidad Autónoma se procediera a abordar 
una regulación de dicha materia con pretensión de agotamiento del 
entero espacio competencial o decisional propio (Exposición de Moti­
vos).

La situación coyuntural bajo la que se promulgó la Ley 5/1997 
fue corta, en menos de un año se publica la nueva legislación urbanística 
de Castilla-La Mancha.

En efecto, la Ley 2/1998, de 4 de junio, de Ordenación del Terri­
torio y la Actividad Urbanística de. Castilla-La Mancha 23S, es la dis- 236

236 En BOE, núm. 240, de 7 de octubre de 1998, se publican los recurso de inconstitu- 
cionalidad planteados por el Presidente del Gobierno contra determinados preceptos de la Ley 
de las Cortes de Castilla-La Mancha 2/1998, de 4 de junio; recurso de inconstitucionalidad 
3958/1998 admitido a trámite por el TC el 29 de septiembre de Í99S contra los arts, 51, apartados 
1 y 2, letras d) y e)\ 69.2; 71.3; 118.2, en su inefóo «sin consideración del aprovechamiento:
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típula más fiel de la Ley valenciana y responde al mismo esquema, 
con algunas variaciones, únicamente de carácter terminológico pero 
no conceptual. Los elementos y el esquema básico son idénticos:

La gestión de la actividad urbanística se configura en la nueva Ley 
castellano-manchega como actividad administrativa, actividad pública, 
que tiene un contenido irrenunciable de actuación directa que incluye 
el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento 
de ordenación territorial y urbanística y los de ejecución de éstos, así 
como las actuaciones que impliquen el ejercicio de potestades de poli­
cía, intervención, sanción y expropiación, así como, en general, poderes 
de declaración, modificación o extinción unilaterales de situaciones 
jurídicas [art. 7.2.a ) ] .  El resto de actuaciones no comprendidas en la 
enumeración anterior podrá ser llevada acabo directamente por la 
Administración o ejecutarse indirectamente mediante la colaboración 
de sujetos privados, sean o no propietarios de suelo f;art. 7.2 in fine).

Actuaciones urbanizadoras (art. 99). Son actuaciones urbanizadoras 
las que supongan la realización material de obras públicas para la urba­
nización conjunta de dos o más parcelas, desarrollada de una sola vez 
o por fases conforme a una única programación. La definición es idén­
tica a la del legislador valenciano, no varía en un solo punto.

Programas de Actuación Urbanizadora (art. 110). Los Programas 
de Actuación Urbanizadora determinan y organizan la actividad de 
ejecución, fijando la forma de gestión de ésta. Deberán abarcar una 
o varias unidades de actuación completas (unidades de ejecución en 
la legislación valenciana, concepto heredado de la tradición urbanís­
tica).

El urbanizador (art. 117), que podrá ser o no propietario del suelo, 
es el agente responsable de ejecutar la correspondiente actuación urba­
nizados por cuenta de la Administración actuante y según el convenio 
estipulado, seleccionado en pública competencia al aprobar el corres­
pondiente Programa de Actuación Urbanizadora.

Los propietarios de suelo. Al igual que en la legislación valenciana 
éstos pueden (art. 118) cooperar con el urbanizador mediante la apor­
tación de fincas originarias sin urbanizar abonando en metálico su parte 
en las cargas de urbanización o contribuir proporcionalmente con la 
cesión de terrenos. O bien declinar en la cooperación y serán expro­
piados.

El art. 118.2 establece que la expropiación y el pago serán según 
el valor que corresponda legalmente al suelo, conforme a la legislación

urbanístico patrimonialízabfe en virtud de la ejecución del planeamiento de que se trate»; 152.3,a 
y Disposición Adicional Única, suspendiéndose la vigencia y aplicación de los preceptos impug­
nados. Si bien con fecha 25 de febrero de 1999 se acuerda levantar la suspensión de todos 
ellos con excepción del ar£. 152.3.a).
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apiicable, sin consideración del aprovechamiento urbanístico patrimo- 
nializable en virtud de ejecución del planeamiento de que se trate 237. Los 
propietarios del suelo en que vaya a desarrollarse una Programa de 
Actuación Urbanizadora (art. 123) tendrán derecho a la adjudicación 
preferente del programa frente a otras proposiciones, se preferirá en 
estos casos las actuaciones que promuevan una sola unidad de actua­
ción según la delimitación establecida en el planeamiento.

El derecho a la adjudicación preferente en las actuaciones urba- 
nizadoras a favor de los propietarios de suelo figura en la Ley cas- 
tellano-manchega expresado de forma más clara que en la Ley valen­
ciana, en el sentido de que parece configurarse como un verdadero 
derecho de adquisición preferente, al menos en su enunciación, al esta­
blecer que corresponde a los propietarios de suelo «la preferencia res­
pecto de los no propietarios en los concursos para la adjudicación de 
la actividad de ejecución del planeamiento» [art. 4.a)].

En otros aspectos la Ley 2/1998 es un texto muy moderno en el 
sentido de que incluye y adopta medidas importantes en orden a la 
conjugación de la política medioambiental y urbanística, así como la 
introducción de algunas medidas interesantes en orden al control de 
la urbanización como las Ordenanzas Municipales de Urbanización, 
así como las denominadas Instrucciones Técnicas de Planeamiento que 
tienen por objeto, entre otros, el establecimiento de soluciones-tipo 
para las cuestiones más frecuentes en la formulación de planeamiento, 
conforme a la experiencia práctica. Son éstas innovaciones interesantes 
cuya relevancia práctica habrá de analizarse cuando exista mayor pers­
pectiva temporal.

c.) Modelos híbridos

1. Castilla y León. Actuaciones Integradas y sistemas 
de concurrencia y concierto

Al igual que en Castilla-La Mancha, la Comunidad Autónoma de 
Castilla-León aprueba la Ley 9/1997, de 13 de octubre, de Medidas 
Transitorias en Materia de Urbanismo cuyo objeto fue rehabilitar la 
regulación de algunas técnicas anuladas por la sentencia, respetando * 29

237 Esta parte del precepto fue, en principio, suspendida por el TC por providencia de
29 de septiembre de 1998 que admite a trámite el recurso de inconstitucionalidad planteado 
por el presidente del Gobierno contra determinados preceptos de la Ley 2/1998, de 4 de junio, 
de Castilla-La Mancha. Posteriormente, por Auto de 25 de febrero de 1999 se acordó el levan­
tamiento de la suspensión del citado art. 118.2 en el inciso anteriormente reproducido, aunque 
se mantuvo lo del art. 152.3.íjJ que determina ¡a composición del presidente del Jurado Regional 
de Valoraciones designado por el Consejo de Gobierno.
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lo dispuesto en la Ley 7/1997, de Medidas Liberalizadoras en Materia 
de Suelo y Colegios Profesionales 23S * * *.

La Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León 
es una simbiosis que parece no querer despegarse de la tradición urba­
nística en la ejecución del planeamiento, pero que al mismo tiempo 
pretende incorporar las novedades más recientes arriba apuntadas. La 
introducción de la figura del urbanizador, la ejecución del planeamien­
to mediante Actuaciones Integradas o aisladas. Pero, por otra parte, 
recupera, para el cálculo del aprovechamiento, la técnica del apro­
vechamiento medio, vigente en el TRLS 76 y derogada en el TRLS 92 
por la introducción del aprovechamiento tipo.

La Ley no define un modelo urbanístico concreto, sino que supone 
uno de los ejemplos más claros de lo que podemos denominar como 
urbanismo “a la carta”, y así lo afirma sin ningún pudor el jefe de 
Servido de Urbanismo de la Junta de Castilla-León al estimar que 
con la Ley 5/1999 «se intenta eludir la imposición de una determinada 
política; es decir que la ley se limite a regular la actividad urbanística, 
proporcionando los instrumentos y técnicas para que la Administración 
competente, en primera línea la municipal, pueda desarrollar el modelo 
urbanístico que se ajuste a su propia experiencia y necesidades» 239.

Sus elementos o piezas básicas difieren algo más de las dos normas 
anteriormente comentadas:

Actuaciones integradas (art. 72). Las actuaciones integradas las defi­
ne teleológicamente, y tienen por objeto la urbanización de los terrenos 
clasificados como suelo urbano no consolidado y suelo urbanizable, 
al fin de que alcancen la condición de solar. Su gestión puede ser 
pública o privada, en el seno de Unidades de Actuación incluidas en 
un determinado sector, utilizándose como instrumento el Proyecto de 
Actuación.

Proyectos de actuación (art. 75). Son instrumentos de gestión urba­
nística que tienen por objeto establecer las bases técnicas y económicas

J3S La única novedad que esta Ley aportaba se contiene en el establecimiento de que
«el Ayuntamiento no participará en los gastos de urbanización correspondientes al porcentaje
de aprovechamiento que le pertenezca» y que, a juicio de A. M.n Marinero Peral («Evolución
reciente de la normativa urbanística. Perspectiva desde Castilla y León», Documentación Admi­
nistrativa, núm. 252-253, septiembre I 998-abril 1999, p. 474},; es bueno recordar «ante las críticas 
recibidas que este precepto perseguía tres fines de los que sólo uno ha sido bien divulgado, 
el de compensar a la Administración Local por su menor participación en el aprovechamiento 
urbanístico. Pero además se ha pretendido liberar a los pequeños municipios de la carga de 
incorporarse a los procesos urbanizadores, careciendo de ios mecanismos de financiación de 
la iniciativa privada (lo que les obligaba en la práctica a convenir la permuta de su aprove­
chamiento por la ejecución de obras). Asimismo, al favorecer los desarrollos de !a densidad 
media-alta, propios de expansión inmediata de las ciudades, frente a la urbanización dispersa 
en baja densidad, la medida supone un incentivo para aquellas actuaciones frente a éstas, de 
forma coherente con nuestro criterio de promover la construcción de núcleos existentes».

Z,IJ thiilem, p. 476.
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de las actuaciones integradas y cuyo ámbito abarcará una o varias uni­
dades de actuación. Los proyectos de actuación pueden ser elaborados 
por la Administración o por los particulares. Aprobado el proyecto 
de actuación, se determinará en el mismo el sistema de ejecución.

Aquí está la originalidad de esta Ley: existe, al igual que en Valen­
cia y Castilla-La Mancha, la ejecución del planeamiento en Actuaciones 
Integradas que se desarrollarán mediante Proyectos de Actuación, que 
determinan quién es el urbanizador; dependiendo de quién sea el agen­
te urbanizador, el sistema de ejecución será diferente.

Toma, por tanto, de la Ley valenciana los conceptos de Actuación 
Integrada, urbanizador y Proyecto de Actuación (que es el Programa 
en Valencia), pero dependiendo de la mayor o menor intervención 
de los propietarios de suelo en la gestión del Proyecto de Actuación, 
se establecerá un sistema diferente de actuación: Sistema de concierto'. 
Cuando los terrenos de la unidad de actuación pertenezcan aún solo 
propietario, o todos los propietarios de la unidad garanticen solida­
riamente la actuación. Sistema de concurrencia: Que correspondería 
con el sistema que recogen las Leyes de la Comunidad Valenciana 
y de Castilla-La Mancha, en el que existe un concurso para la selección 
del urbanizador, y el Proyecto de Actuación podrá ser desarrollado 
por un particular o por el Ayuntamiento. La participación de los pro­
pietarios se fija del mismo modo que en las anteriores, dependiendo 
del grado de colaboración que éstos establezcan. Sin embargo, el 
art. 88, que determina la ejecución de la actuación, establece que los 
propietarios de suelo podrán solicitar la expropiación, pero no deter­
mina el valor al que serán expropiados y el momento en que deban 
solicitar la expropiación, antes de la aprobación del Proyecto de Actua­
ción o después. Sistema de Compensación: Los propietarios de al menos, 
el 50 por 100 del aprovechamiento de la unidad de actuación son los 
urbanizadores. Cambia el criterio de determinación del porcentaje de 
propietarios con respecto al TRLS 92, que recogía el Sistema de Com­
pensación, y en el que la medida de referencia no era el aprovecha­
miento sino la propiedad del terreno. Sistema de cooperación: Actúa 
como urbanizador el Ayuntamiento, puede ser promovida a instancias 
del propio Ayuntamiento o de al menos los representantes propietarios 
del 25 por 100 del aprovechamiento urbanístico. Sistema de expropia­
ción: A iniciativa del Ayuntamiento o de otra Administración que ejerza 
la potestad expropiatoria.

2. La Rioja. Sistema de Concesión de Obra Urbanizadora

El “formato” de la Ley de 10/1998, de Ordenación del Territorio 
y Urbanismo de La Rioja, recoge en principio el esquema del TRLS 92, 
en cuanto a la ejecución y gestión del planeamiento, si bien incorpora
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un nuevo sistema de actuación que es el de ¡a Concesión de Obra 
Urbanizadora, en el que aparece la figura del urbanizador, y opera 
como los anteriormente descritos. Si bien no se reconoce la capacidad 
del propietario de ser excluido. No existe incorporación de nueva ter­
minología en cuanto a actuaciones o programas, sino que se inserta 
como un nuevo sistema al esquema del TRLS 92. Al igual que la Ley 
de Castilla y León, recupera la técnica del aprovechamiento medio.

3. Aragón. Concesión urbanizadora y ejecución forzosa

La Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística, recoge la influencia 
valenciana, pero al igual que en Castilla y León y La Rioja no se des­
prende completamente de ¡a tradición urbanística 340; así pues establece 
dos formas de ejecutar el planeamiento: Directa, realizada por el Ayun­
tamiento mediante los sistemas de cooperación y expropiación. Indi­
recta, mediante los sistemas de compensación, concesión urbanizadora 
y ejecución forzosa.

Ejecución forzosa. Este sistema también es recogido por la Ley de 
Medidas de 1a Comunidad de Madrid: el Ayuntamiento ocupa los terre­
nos necesarios a favor de una Comisión Gestora que será la encargada 
de ejecutar el planeamiento, con la misma naturaleza jurídica y facul­
tades que una Junta de Compensación.

Concesión urbanizadora. Se introduce la figura del urbanizador, se 
procederá a la adjudicación de la concesión, teniendo preferencia en 
la subrogación de la posición de la Administración los propietarios 
de los terrenos.

La Ley aragonesa viene a confirmar lo que en páginas anteriores 
anunciábamos y es que, a pesar de los deseos en la legislación valen­
ciana de que la adjudicación preferente en los Programas de Actua­
ciones Integradas, y el establecimiento de esta medida como una forma 
de asegurar el tráfico inmobiliario y la libertad de empresa del empre­
sario-propietario, la mayor parte de las legislaciones que parecen seguir 
el modelo valenciano no lo han entendido así, y a pesar de que en 
el caso que aquí analizamos, la Ley 5/1999, de 25 de marzo, de Castilla 
y León, comienza su Exposición de Motivos afirmando que urbanizar 
es una función pública gestionada con menor o mayor colaboración 
privada, añade que al mismo tiempo urbanizar genera una serie de 
obligaciones que incumben al propietario del suelo, que tiene de este 
modo un derecho preferente a afrontar la acción urbanizadora que 
justifica la posibilidad que la ley le otorga de subrogarse en la condición 
de urbanizador asumiendo íntegramente su posición jurídica.

M" Sobre el desarrollo de la normativa urbanística en Aragón, vid. al respecto De los 
Ríos Barhany, •«Aragón», Documentación Administrativa. mím. 252-253, septiembre 1998-abri]

1999.
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De ahí que continúe estimando que el empresario no propietario 
podrá intervenir cuando la Administración considere adecuada la eje­
cución de una actuación urbanizadora y los propietarios no deseen 
ejecutarla por sí mismos. De forma que la propiedad del suelo, y no 
la seguridad en el tráfico inmobiliario o la garantía de la libertad de 
empresa como se estimaba por los comentaristas del modelo valen­
ciano, otorga a su titular, frente a otros particulares, el derecho pre­
ferente a ejecutar la urbanización, al tiempo que comporta, en todo 
caso, el deber de sufragar su coste, concluyendo que mediante este 
sistema queda garantizado el carácter de función pública de la acción 
urbanizadora.

4. Canarias. Sistema de ejecución empresarial y ejecución forzosa

La Ley 9/1999, de 13 de mayo, de Ordenación del Territorio de 
Canarias lleva a cabo, a pesar de lo que su rúbrica pudiera hacer supo­
ner, una regulación completa tanto de la ordenación del territorio como 
del urbanismo o la actividad urbanística propiamente dicha y se carac­
teriza principalmente, y dada la naturaleza insular de la Comunidad 
canaria, por un intento de destacar la peculiaridad geográfica de la 
misma en aras de lograr la potenciación de los instrumentos de orde­
nación integral del territorio al objeto de posibilitar su interrelación 
y coordinación con el planeamiento urbanístico y la ordenación de 
los recursos naturales, de gran importancia en la Comunidad Canaria, 
así como una necesaria especial atención al control y regulación de 
los usos turísticos en las islas, la principal fuente de ingresos y acti- 
vadora de la economía canaria, a los que se debe atender teniendo 
en cuenta las características de escasez, singularidad, no renovabilidad 
e insularidad del territorio canario (Exposición de Motivos).

A diferencia del resto de nuevas normas urbanísticas que hemos 
ido analizando hasta el momento, en que se hace especial hincapié, 
sobre todo, en sus Exposiciones de Motivos, en el carácter de función 
pública de la obra urbanizadora y su distinción entre la actuación direc­
ta por parte de la Administración y una actuación indirecta en la que 
la mayor parte intentan insertar al agente urbanizador como principal 
novedad, la Exposición de Motivos de la Ley canaria es quizá más 
pragmática y está orientada sobre todo a destacar el carácter insular 
como principal peculiaridad que condiciona la legislación de ordena­
ción del territorio y urbanística.

La ejecución del planeamiento puede llevarse a cabo mediante dos 
tipos de sistemas divididos en dos grupos:

— Sistemas de ejecución privada:
Concierto. Que aparece como sustituto del sistema de compensa­

ción para los casos en que exista un propietario único de los terrenos
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o en caso de acuerdo entre todas las partes implicadas (art. 107). Su 
establecimiento se llevará a cabo mediante la aprobación de un con­
venio urbanístico de gestión suscrito por todos los propietarios y for­
malizado en escritura pública, en el que se constituiré una entidad 
urbanística de gestión que deberá ser inscrita en el Registro Mercantil.

Compensación. Destaca la reducción del porcentaje de terrenos 
necesarios para la constitución de la Junta con respecto al TRLS 92 
y siguiendo las mismas pautas que otras legislaciones autonómicas ante­
riormente comentadas, pasa a ser un porcentaje del 50 por 100 como 
mínimo de la propiedad; se admite la incorporación a la Junta de las 
empresas urbanizadoras que deban participar en la ejecución.

Ejecución empresarial Es aquí donde parecen incorporarse las nue­
vas técnicas concesionales, pero no desplaza ni suprime el sistema de 
compensación. En este caso, el beneficiario de la atribución asume 
la actividad de ejecución conforme al convenio urbanístico aprobado 
y suscrito con el Ayuntamiento y la oferta efectuada a los propietarios. 
Se fundamenta, como establece la Exposición de Motivos, en la rele­
vancia otorgada a la función social de la propiedad del suelo, en cuanto 
que los plazos y deberes de ejecución quedan limitados en razón de 
las efectivas necesidades de asunción por otros agentes distintos a la 
propiedad del suelo de estas obligaciones, sin menoscabo de los dere­
chos reconocidos a la misma.

Pero, del mismo modo que en el resto de las legislaciones auto­
nómicas se otorga al propietario preferencia en la iniciativa de desarro­
llo del planeamiento como en cualquier otro sistema de ejecución pri­
vada, así como el reconocimiento de su derecho al aprovechamiento 
urbanístico que le corresponde cuando se incorpore al proceso urba- 
nizador, de no hacerlo tendrá derecho por análogo concepto mediante 
su atribución en parcelas edificables por reparcelación forzosa o, en 
última instancia, mediante su expropiación.

El beneficiario de la ejecución empresarial se incorpora a la acti­
vidad urbanizadora, bien en nombre propio o bien constituyendo una 
sociedad mercantil ad hoc que tiene por objeto, a juicio de Vaquer 
Caballería 241, facilitar la incorporación a la misma y, a su través, a 
la actividad de ejecución a cuantos propietarios deseen hacerlo, que 
podrán suscribir una parte de capital de la sociedad proporcional al 
valor de su propiedad.

Sin embargo, a mi juicio, el sistema de ejecución empresarial pre­
visto en la legislación canaria se asemeja más al sistema de cooperación, 241

241 VVAA, L. Parejo Alfonso (dir.), Derecho canario de la ordenación de los recursos natu­
rales, territorial y urbanística, Madrid, Instituto Pascual Madoz del Territorio, Urbanismo y Medio 
Ambiente, Gobierno de, Canarias, Marcial Pons, 1999; sobre tos sistemas de ejecución, vid. 
los Capítulos V y XI por M. Vaquer Caballería, pp. 428 ss.
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con la diferencia de que la ejecución de las obras se conceden al empre­
sario, puesto que en ningún momento parece poder desplazarse al pro­
pietario de los terrenos que queda fijo, como partícipe activo o como 
espectador que aguarda con las manos abiertas la recepción de su par­
cela urbanizada.

De otra parte, uno de los peligros que lleva de suyo la incorporación 
de este nuevo sistema de ejecución es que no existe un procedimiento 
de selección, mediante concurso o publica-subasta del empresario 
encargado de la ejecución, que en una Comunidad como la canaria, 
con territorio insular delimitado, puede suponer la creación de autén­
ticos focos de discrecionalidad caciquil en la selección de los empre­
sarios urbanizadores en este sistema. A lo que debemos añadir que 
siendo un sistema de ejecución privada de una función pública admi­
nistrativa como es el urbanismo, la gestión de la misma se encomienda 
a una sociedad mercantil que garantiza la huida del régimen de Dere­
cho administrativo al que deberían estar sometidos.

— Sistemas de ejecución pública:
Cooperación. Los propietarios aportan el suelo de cesión obliga­

toria y gratuita y la ejecución de las obras de urbanización es llevada 
a cabo por la Administración.

Expropiación. El sistema de expropiación es regulado de un modo 
un tanto ambiguo, en el sentido de que parece que la Administración 
que expropia está obligada, en todo caso, a llevar a cabo la ejecución 
de la obra urbanizadora; «la Administración actuante aplicará la expro­
piación a la totalidad de los bienes y derechos de la entera unidad 
de actuación y realizará por sí misma las obras de urbanización y en 
su caso de edificación» (art. 123.1), si bien posteriormente, al regular 
las posibles formas de gestión del sistema, establece que «la Admi­
nistración deberá desarrollar la actividad de ejecución mediante las 
formas de gestión que permita la legislación aplicable y resulten más 
adecuadas a los fines de la urbanización y edificación previstos en el 
planeamiento» (art. 126), de forma qué parece dejar la puerta abierta 
a la admisión de modalidades de gestión indirecta del sistema de expro­
piación mediante concesión, aunque no las regula de forma porme­
norizada.

Ejecución forzosa. Aparece regulada en el mismo sentido que en 
las otras normas urbanísticas de las Comunidades Autónomas a las 
que se incorpora este nuevo sistema (Madrid, Navarra, Castilla y 
León...) si bien parece constreñirse su aplicación a los casos de incum­
plimiento de compromisos por el Agente Urbanizado! en cualquier 
sistema de ejecución privada.

No existe, por tanto, novedad alguna con respecto a las anterior­
mente citadas, pues la distinción entre ejecución pública y privada apa­
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recía ya en la Ley de Castilla y León, si bien allí se recogía expresamente 
la figura del urbanizador, cuestión que la Ley canaria parece haber 
evitado intencionadamente, siendo prácticamente idéntico el sistema 
de ejecución empresarial al de concurrencia de Castilla y León, a la 
concesión urbanizadora de Aragón y, claro está, al “padre” de todos 
ellos la ejecución indirecta de las Actuaciones Integradas en la Ley 
valenciana y en la Ley castellano-manchega.

Una de las novedades más interesantes que incorpora la legislación 
canaria es la denominada ejecución en Areas de Gestión Integrada, que 
nada tienen que ver con los Programas de Actuaciones Integradas de 
la legislación valenciana, a pesar de lo que de su denominación podría 
desprenderse.

En efecto esta nueva forma de ejecutar el planeamiento consiste 
en la creación de determinadas zonas, en las que puede darse una 
combinación de diferentes clases de suelo, en las que el objetivo pri­
mordial es la consecución de un uso sostenible en ellas de forma que 
se lleve a cabo una gestión integrada del planeamiento de los recursos 
naturales, el territorio y el urbanístico, suponiendo la necesaria coor­
dinación e integración' de las diferentes acciones de las Administra­
ciones Públicas afectadas que normalmente actuarán como un con­
sorcio. Regula también la afectación a los objetivos del área delimitada 
del 20 por 100 de la recaudación anual de la totalidad de los tributos 
locales o autonómicos que graven las actividades económicas radicadas 
o desarrolladas en el ámbito de que se trate (art. 141.C). Esta dis­
posición me parece de un especial interés, en el sentido de que anuda 
fiscalidad y ordenación del territorio, en sentido amplio, dotando a 
este tipo de áreas de unos ingresos considerables que permitan su via­
bilidad y sostenibilidad.

E) Reflexiones finales sobre el nuevo urbanismo concesional: 
la naturaleza jurídica de la Concesión de Obra Urbanizadora.
Las obras públicas generadoras de plusvalías urbanísticas

El análisis que en páginas anteriores realizamos sobre el urbanismo 
concesional francés nos condujo en última instancia a poner de relieve 
la polémica doctrinal existente en nuestro país vecino en torno a las 
denominadas ZAC públicas y ZAC privadas, es decir, aquellas rea­
lizadas al amparo de una concesión y las que deben reconducirse por 
el régimen de convenio.

El sistema concesional francés no ha sido aprehendido en su tota­
lidad por la legislación urbanística española, como hemos puesto de. 
relieve en diversos momentos de esta investigación, si bien existen pun­
tos coincidentes no tanto en el tiempo, parece que siempre vamos 
detrás de la legislación francesa en lo que a sistemas de urbanismo
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concertado y concesional se refiere, sino en los conceptos e instru­
mentos jurídicos utilizados para hacer ciudad.

La actual diáspora legislativa en la que se encuentra el régimen 
jurídico español no es comparable, en ningún momento, con el proceso 
de descentralización centralizada francesa que describimos anterior­
mente; sin embargo, existen algunos debates doctrinales que, sin olvi­
darnos de situar a cada modelo urbanístico en su lugar y contexto, 
pueden ser similares; uno de ellos, que en la actualidad comienza a 
plantearse en España, es el de la naturaleza jurídica de la que podemos 
denominar, con carácter general aunque habrá que puntualizar para 
cada legislación autonómica su especialidad, la Concesión de Obra 
Urbanizadora y su régimen jurídico aplicable.

La legislación estatal nada dice al respecto, se mantiene al margen 
de la posible polémica y obvia cualquier regulación de lo que podría 
parecer una inmisión en las competencias legislativas en materia de 
urbanismo y ordenación del territorio otorgadas de forma exclusiva 
a las Comunidades Autónomas.

A la vista del silencio, las Comunidades regulan diferentes modos 
de concebir y gestionar la función pública urbanística gestionada de 
forma indirecta y desarrolla en sus preceptos figuras que, con carácter 
general, responden a la idea de la existencia de un Agente Urbanizador 
que viene a ser un concesionario de la obra urbanizadora.

Antes de entrar en las diferentes posturas doctrinales que hasta 
el momento se han pronunciado a este respecto es preciso delimitar 
qué se entiende por función pública urbanizadora, para saber qué es 
lo qué se está concediendo. Las posibilidades no son muy amplias, 
se ciñen a dos supuestos. La función pública urbanística es un servicio 
público y como tal, al gestionarse de forma indirecta, debe regularse 
como un contrato de servicio público. La función pública urbanística 
es obra pública y, por tanto, deberá ser regulada como tal.

Los diferentes planteamientos doctrinales que suscitan esta polé­
mica tienen como punto de partida la legislación valenciana, pionera 
en el establecimiento de este modo de entender la gestión de la urba­
nización que puede ser realizada de forma directa o indirecta por la 
Administración.

Sin embargo, esta distinción tan clara que ofrece la Ley valenciana 
no lo es tanto, como veremos, en las subsiguientes normas urbanísticas 
que incorporan parte del modelo valenciano sin resignarse al olvido 
completo de la tradición urbanística arrastrada desde la Ley de Suelo 
y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956.

Tomamos la Ley valenciana como prototipo, pues, pero sabiendo 
que su regulación no es idéntica en el resto de legislaciones autonó­
micas, dato que tendremos en cuenta para poder deslindar las dife-
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rendas y consecuencias jurídicas que sobre todo los modelos que hemos 
venido a denominar como híbridos puedan tener en el debate doctrinal 
y que reflejan algo esencial y es que los modelos urbanísticos se definen 
desde los principios a los que están sujetos, pero muestran realmente la 
concepción que tengan de la actividad urbanística en el ámbito de la 
gestión y ejecución del planeamiento urbanístico, en el que en muchas 
ocasiones contradicen esos principios y parámetros en los cuales parecía 
estar inserto. Un modelo urbanístico desde el punto de vista jurídico 
se pone realmente de manifiesto en el modo de ejecutar y gestionar, 
no se puede olvidar.

Una de las primeras aproximaciones llevadas a cabo por la doctrina, 
en el sentido de dilucidar la naturaleza jurídica de la concesión de 
obra urbanizadora, ¡a encontramos de la mano de García de Enterría 
y Parejo Alfonso 24\ en otro contexto diferente al actual, el del 
TRLS76, en el supuesto de concesión de la ejecución del Plan por 
el sistema de expropiación en el que el documento definidor de los 
derechos y obligaciones del concesionario conlleva un contenido que 
va desde la obra pública, pasando por la gestión de servicios públicos, 
hasta aspectos importantes de la gestión urbanística: creación de suelo 
urbanizado en orden a su oferta para viviendas de protección oficial 
o el aprovechamiento en régimen de derecho de superficie, dación 
al mercado de suelo urbanizado a precios determinados, etc., que supo­
nen que se trate más bien de una concesión específica de contenido 
complejo no encuadrable en una de las categorías típicas de la con­
cesión.

En un sentido similar, pero tomando como referencia la Ley 6/1994, 
Reguladora de la Actividad Urbanística de la Comunidad Valenciana, 
Gómez-Ferrer estima que la actuación indirecta para la ejecución de 
las Actuaciones Integradas por el Agente Urbanizador no es asimilable 
ni con la figura del contratista ni con el concesionario de obra pública 
con base a dos diferencias fundamentales:

De una parte existe una diferencia en la prestación. Tanto el con­
tratista como el concesionario de obra pública basan su prestación en 
la realización de una obra civil (arts. 120 y 130 Ley 3/1995), mientras 
que la Actuación Integrada comporta mucho más que la simple rea­
lización de una obra civil, su tarea consiste, en suma, en producir solares 
edificables, es decir, generar un nuevo espacio urbano en todas sus 
facetas, realizar íntegramente la ordenación urbanística de forma que 
aislar uno solo de los aspectos que comportan la realización de la 
Actuación Integrada, como es la obra pública, sería un planteamiento 
frontalmente opuesto al régimen legal, que pretende justamente la ges­
tión interdependiente y conjunta de todos ellos o, lo que es lo mismo, 442

442 E. García de Enterría y L. Pareja Aefonsó*Lecciones de Derecho Urbanístico. Madrid, 
Civitas, 1981, p. 569.



EL URBANISMO DE OBRA PUBLICA ESPAÑOL 517

el giro empresarial de la actividad del adjudicatario no está en comer­
ciar con la futura obra pública, sino con la producción de solares adya­
centes y con el tráfico de aprovechamientos urbanísticos lucrativos que 
en ellos se residencian.

De otra parte, existe también una diferencia en la contraprestación, 
pues el concesionario de obras y el contratista perciben una contra­
prestación económica de la Administración, sin embargo, la retribución 
del urbanizador no es por cuenta de la Administración, sino que deriva 
del propio plusvalor que genera su actividad.

Por su parte, Blanc y Parejo 243 estiman que la figura del Agente 
Urbanizador, en la gestión indirecta, se inscribe más bien en la de 
concesionario de servicio público, aunque la Ley valenciana eluda esta 
calificación expresa, con base a las siguientes razones:

De una parte, el adjudicatario-concesionario desarrolla una acti­
vidad (la urbanística de gestión de la Actuación Integrada) que es de 
servicio público, y además la regulación pormenorizada de los requi­
sitos para la obtención de la concesión sigue las mismas pautas que 
la concesión de servicios públicos.

De otra parte, dada la relación especial y específica en la concesión 
de la Actuación Integrada, encaja perfectamente en el régimen de con­
tratos de otros servicios públicos que parten de las disposiciones espe­
ciales del respectivo servicio (art. 155.1 Ley 13/1995), y además es cohe­
rente y parece ser el modo más idóneo de encauzar la purificación 
intensa que de la gestión de la actividad urbanística lleva a cabo la 
Ley 6/1994 en su art. 7.2.

Sin embargo, y pesar de la idoneidad de esta clasificación, los auto­
res señalan las especialidades que se derivan de la figura del adju- 
dicatario-urbanizador respecto al contrato administrativo típico de ges­
tión de servicios. Las peculiaridades que señalan los autores son, a 
mi juicio, tantas y de tal envergadura que deforman y difuminan de 
tal forma el concepto de contrato de servicios públicos que se hace 
prácticamente inidentificable en el seno de la concesión de las Actua­
ciones Integradas.

En efecto, Blanc y Parejo 244 destacan algunas de las notas pecu­
liares que distinguen al concesionario de servicio público típico ins­
tituido por contrato administrativo de gestión de servicios que regula 
el título II de la Ley 13/1995 de Contratos de la figura del adjudi- 
catario-urbanizador entre los que destacan:

1. La Ley de Contratos en la Regulación de la Concesión del 
Servicio Público excluye de aquéllos los supuestos de gestión de ser- 243

243 L. Parejo Alfonso y F. Blanc Clavero, Derecho urbanístico valenciano, 21“ cd., Valencia, 
Tirant lo BJanch, 1999, pp. 393 a 395.

2U Cfr. ul supra.
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vicios que no tengan su origen en un contrato; el servicio tiene exis­
tencia propia al margen de la concesión. En la legislación valenciana, 
sin embargo, el adjudicatario-urbanizador promueve el servicio además 
de gestionarlo, más que promoverlo, como apuntan los autores pre­
citados, podríamos decir que lo crea.

2. El carácter temporal de la gestión de servicio (art. 158 Ley 
13/1995) no tiene la misma naturaleza, puesto que en la gestión de 
servicio típica la actividad preexiste y subsiste al término del plazo 
establecido en la concesión, sin embargo, el plazo de tiempo en la 
gestión de) Programa se inicia con la adjudicación del mismo al Agente 
Urbanizador, no preexiste y termina con la finalización de la obra urba- 
nizadora, al concluir la vigencia de éste el servicio no revierte a la 
Administración sino que se extingue.

3. La configuración legal como genuino servicio público de la acti­
vidad urbanística de gestión de Actuaciones Integradas no obedece 
a la insuficiencia al régimen de libertad de empresa para desarrollarla 
conforme al interés general, que es el principio que rige de forma 
general en la concesión de los servicios públicos, sino que se debe 
a la insuficiencia de la actividad de los propietarios de los terrenos 
en ejercicio de sus facultades y deberes urbanísticos, para asegurar 
por sí sola el interés general en el desarrollo de la actividad urba- 
nizadora de dichas Actuaciones Integradas.

Por otra parte, y en este mismo sentido, pero de forma más clara, 
el anteproyecto de Ley de Suelo de Andalucía al regular el sistema 
de expropiación, siguiendo el modelo anteriormente descrito del 
TRLS 76, admite dos modos de actuación, la realización directa de 
la ejecución por la Administración, o bien admite la posibilidad de 
«conceder la actividad de ejecución, con arreglo a las normas reguladoras 
del contrato de gestión de servicios públicos, ya sea sobre la base del 
correspondiente concurso, o la iniciativa presentada por Agente Urba­
nizador. El concesionario asumirá la condición de beneficiario de la 
expropiación».

Sin embargo, y pesar de esta clara afirmación, Baena González 
encuentra algunos reparos en esta nueva consideración, en el sentido 
de que aunque la aplicación de la técnica concesional a la acción urba- 
nizadora ha encontrado acogida en nuestro ordenamiento jurídico, des­
de un punto de vista dogmático carece de una configuración propia 
y no encaja en las categorías tradicionales tratándose más bien de una 
concesión específica, especialmente por la ausencia de la idea de rever­
sión inherente a la concesión, que se da para los espacios libres, viales 
y zonas verdes, pero no respecto de los solares, argumentando que 
esta falta de configuración propia es la que superan la Ley valenciana 
o la de Castilla-La Mancha y a la que trata de dar respuesta el art. 121 
del anteproyecto de Ley andaluza.
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Sin embargo, el autor continúa argumentando que, a pesar de que 
la tesis de la concepción de la concesión de obra urbanizadora como 
concesión de servicio público sea la dominante, es necesario reinter­
pretarla a la luz del art. 159 de la Ley de Contratos de las Admi­
nistraciones Públicas 13/1995, en el sentido de que ésta establece que, 
de ser necesaria la realización de obras, todo contrato de gestión de ser­
vicios públicos irá precedido de la elaboración y aprobación administrativa 
del anteproyecto de explotación y de las obras precisas, y en tal supuesto 
serán de aplicación los preceptos establecidos para la concesión de obras 
públicas, aunque concluye afirmando que a pesar de ello la concesión 
de obra urbanizadora tampoco resulta encuadradle en la categoría de 
la concesión de obra pública, porque la peculiaridad de ésta es que 
el adjudicatario obtiene como contraprestación el derecho a explotar 
la obra o dicho derecho acompañado de un precio, y no el derecho 
a vender determinadas parcelas 245.

No hemos pasado por alto el hecho de que, como hemos mostrado 
en el epígrafe anterior, el urbanismo concesional tiene dimensiones 
muy diferentes en las nuevas legislaciones de las Comunidades Autó­
nomas, lo que viene a demostrar que, a pesar de que en su mayoría 
parten de la concepción de la actividad urbanística como función públi­
ca, no todas, sin embargo, llevan esta afirmación a sus últimas con­
secuencias, de modo que en función de la regulación que de la gestión 
y ejecución del planeamiento realicen se podrá constatar el mayor acer­
camiento a una publificación real y no programática de la actividad 
urbanística de aquellas que, al igual que hiciera la Ley del Suelo y 
Ordenación Urbana de 1956, proclaman la publificación de la entera 
actividad urbanística cuando realmente el verdadero reducto público 
existente era el de la planificación.

En este sentido existen normas urbanísticas autonómicas en las 
que la proclamación de la publificación va en coherencia con el modo 
de regular la gestión urbanística, la legislación valenciana y la cas- 
tellano-manchega son, a estos efectos, los modelos más coherentes, 
puesto que toda la gestión indirecta de las Actuaciones Integradas 
suponen la actuación mediante, concesión.

Los modelos autonómicos que calificamos como híbridos o esta­
tales corregidos y aumentados suponen ambiguas regulaciones que en 
algunos casos dejan la figura concesional como método residual de 
aplicación exclusiva cuando se ejecute la urbanización mediante el sis­
tema de expropiación (Galicia es el caso extremo); otras optan por 
admitir la gestión indirecta concesional en el sistema de expropiación, 
pero también añaden —siguiendo la corriente valenciana aunque dis­
torsionada, pues no parten de los mismos presupuestos^' un sistema

245 A. Baeña González, «Introducción critica al anteproyecto de Ley del Suelo de Anda­
lucía», RDU, núm. .1.75, enero-febrero 2000, p. 125.
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de concierto o de concesión de obra urbanizadora en la que se incor­
pora la figura del Agente Urbanizador (La Rioja, Aragón, Castilla 
y León), partiendo también de la distinción de los sistemas de ejecución 
en sistemas de ejecución directa por la Administración o de ejecución 
indirecta. Otras leyes autonómicas, las más respetuosas con la tradición 
estatal (Madrid, Extremadura o Andalucía, entre otras), además de 
recoger únicamente la posibilidad de actuación mediante concesión 
en el sistema de expropiación, suprimen el requisito de la adjudicación 
de los Programas de Actuación Urbanística mediante concurso, lo que 
difumina el posible carácter concesional o concertado de uno de los 
instrumentos originarios de gestión de la actividad urbanística mediante 
concesión, los Programas de Actuación Urbanística, en consonancia 
con lo dispuesto en la Disposición transitoria primera, b), de la 
Ley 6/1998.

El máximo exponente de una regulación en la que la ejecución 
de la obra urbanizadora parece ser un coto privado de empresarios 
y propiedad privada es el planteamiento y la regulación que lleva a 
cabo la regulación canaria, puesto que no parte, como la mayoría de 
normas autonómicas estudiadas, de la diferenciación entre la gestión 
directa e indirecta para la ejecución del planeamiento urbanístico, sien­
do toda ella parte de la función pública, y siempre pública actividad 
administrativa de urbanización.

Al contrario, la legislación canaria distingue entre ejecución pública 
y privada, y regula un nuevo sistema, el de ejecución empresarial, que 
podría parecer una figura similar a los sistemas concesión ales, pero 
que nada tiene que ver, pues se formaliza mediante convenio, se rige 
por normas de Derecho privado de aplicación para la sociedad mer­
cantil que se forme para la ejecución de la urbanización; es, en este 
sentido, la ley más privalizadora de la función urbanística de las actual­
mente conocidas.

Por último, y en cuanto al debate doctrinal con el que. abríamos 
este epígrafe, a mi modo de ver todas estas interpretaciones pueden 
llevarse por otro camino, el de la interpretación histórica de la evo­
lución de la concesión urbanizadora que hemos ido desgranando a 
lo largo de estas páginas, tanto respecto al modelo urbanístico español 
como el francés.

En efecto, la obra urbanizadora históricamente ha sido obra públi­
ca, aunque en la actualidad la inversión en obra urbanizadora dentro 
una determinada actuación urbanística no sea la mayor, pero, de hecho, 
lo que da sentido a los solares edificables son las vías públicas, son 
los bienes públicos creados los que soportan los servicios públicos que 
se generan a posteriori. Es necesario recapacitar en el pensamiento 
cerdiano, en la inescindibilidad de casa, o solar, y vía. Es cierto que 
la finalidad última de la actuación urbanizadora es la creación de sola­
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res edificables, sí, pero éstos no tienen sentido sin las calles que les 
circundan. Sin vías adyacentes a los solares, o solares adyacentes a 
las vías, no se puede entender la ciudad, a menos que la técnica y 
previsiones futuristas como las grandes torres biónicas o las vías aéreas 
o subterráneas creen otra forma de concebir y organizar el espacio 
urbano.

Por esa razón histórica, fáctica y lógica creo que se debe partir 
de la concesión de obra pública como base y germen de la concesión 
de obra pública urbanizadora; el servicio público se añade a las fun­
ciones de las vías, se superpone a él, adquiriendo, en apariencia, mayor 
importancia que la construcción de las vías.

A esta interpretación histórica podemos añadir una observación 
que en algún punto de esta investigación ya destacamos y es el hecho 
de que las actuaciones urbanísticas —o cualquier otra denominación. 
Actuaciones Integradas, Programas de Actuación Urbanística, Planes 
Parciales o cualquier otro nombre equivalente que la imaginativa legis­
lación autonómica quiera dar— no son las únicas generadoras de plus­
valías urbanísticas. Lo que quiero decir es que en la actualidad la plus­
valía urbanística que inicia su proceso de generación con la aprobación 
de un Plan no es creada únicamente con la gestión y ejecución del 
mismo, sino que, en la actualidad, el gran plusvalor reside en el factor 
de localización de los nuevos solares, y éste viene dado principalmente 
por el conjunto de obras públicas no generadas por el Agente Urba- 
nizador que rodee una determinada actuación. De tal forma que la 
obra pública —en esencia, las grandes vías de circunvalación, el trans­
porte ferroviario y suburbano—, aunque no tengan por finalidad directa 
la generación de un aumento del valor de los terrenos que las cir­
cundan, aportan, desde su regulación en el marco de las obras públicas, 
iguales o mayores plusvalías, en muchos casos, que las propiciadas por 
la actuación propiamente urbanizadora.
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